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Preliminares 


l compendio se integra con todas las publicaciones 
realizadas por la unidad académica de investigaciones 


jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de derecho 
civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder 
judicial del estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de 
septiembre de 2017 a la fecha. 

Contiene dos diferentes formas de localizar la 
información, acorde al autor y por ejes temáticos. 

Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus 
autores y no necesariamente representan el punto de vista del 
poder judicial del estado de Guanajuato, el que se desliga de 
cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 

Las investigaciones se difunden mediante el modelo 
de acceso diamante, garantizando su total acceso sin costo 
alguno para sus lectores, y eximiendo a los autores del pago 
de tarifas por el procesamiento de artículos (APC”s) 

Este enfoque subraya el compromiso de la unidad 
académica de investigaciones jurídicas con los principios 
de la ciencia abierta, promoviendo una difusión extensa del 
conocimiento científico. 
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Abreviaturas, siglas y latinismos empleados 


Art. (arts.) 
Cfr. 

DF 

Dr. 

ed. 

exp. 

Le. 

LGV 
MJA 


Mtro. (a) 

No. N?. Num. 
passim. 

p (pp.) 

ss. 

(sic) 

Vid. (vid in extenso) 
vol. 

TS 


Artículo (artículos) 
Confrontar 

Distrito federal 

Doctor 

edición 

expediente 

Licenciado (Licenciada) 
Ley general de víctimas 
Maestro en justicia 
administrativa 

Maestro (Maestra) 
Número 

en varias partes 

página (páginas) 
siguientes 

cita textual 

Ver (ver ampliamente) 
volumen 

Tribunal superior 
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Prueba, valoración e inferencias. 

El razonamiento probatorio en la motivación 
de los hechos a propósito del análisis del 
razonamiento probatorio de la sentencia 
2182/2018 del Tribunal Superior Español 


Juez Mtro. Jahaziel Reyes Loaeza 


Introducción 


no de los ejes esenciales de la sentencia penal, ha 

sido la motivación como mecanismo para frenar los 

actos arbitrarios de los jueces,' por las relevantes 
consecuencias y efectos que producen sus decisiones, dentro 
de las cuales encontramos principalmente la afectación a la 
libertad, entre otras consecuencias jurídicas. Razón por la 
cual, la fundamentación y motivación constituyen el eje que 
soporta la validez y legitimidad? de la decisión judicial.* 


1 Andrés, P: Los hechos en la sentencia penal. 1? . Ed. México. 2007; p. 43. 


2 Ferrajoli, L: Derecho y razón. Teoría del garantismo penal. Traducción Andrés 
Ibañez y otros. Madrid, España. 1995; p.622 y 623. 


3 Arroyo, J. M y Rodríguez, A: Lógica Jurídica y motivación de la sentencia penal. 
San José, Costa Rica.2002; pp 4 y 5. 
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Prueba 


S1 de motivación hablamos en el escenario del 
proceso judicial, es necesario reconocer que dentro de la 
argumentación que se expresa en la sentencia, existe un 
doble análisis. Por un lado, la motivación fáctica o el juicio 
de hechos; y por otro, la motivación jurídica o juicio de 
derecho.* 

Para los efectos del presente, dado que este análisis se 
direcciona hacia el razonamiento probatorio, prescindiremos 
del juicio de derecho y únicamente nos avocaremos al juicio 
de hechos. 

La justificación de los hechos involucra algunas 
reflexiones respecto de cuál es verdaderamente el objeto del 
juicio fáctico en donde juega un rol fundamental la prueba, 
dado los diversos posicionamientos doctrinarios que se han 
generado al respecto. Por un lado, un grupo importante 
sostiene que toda la actividad probatoria se encuentra dirigida 
a la justificación o acreditación de los hechos; por otro lado, 
mayoritariamente la doctrina sostiene que los hechos como 
circunstancias del mundo y ajenas al proceso, no pueden 
demostrarse, por lo que únicamente puede ser materia de la 
prueba las afirmaciones de hechos.* 

Adoptaremos esta segunda idea, pues en mi opinión 
los hechos como parte de la realidad suceden o acaecen en 
el mundo, con total independencia del contexto jurídico y 
mucho menos de la existencia o no del proceso, de lo que se 


4 Arroyo, J. M y Rodríguez, A: Lógica Jurídica y..., pp. 98 y ss. 


5 Véase el desarrollo de dichos posicionamientos en Miranda, M: La mínima 
actividad probatoria en el proceso penal. Barcelona, España.1997; pp. 26 y ss. 
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sigue que éstos en el ámbito del mundo no pueden calificarse 
de falsos o verdaderos, sino simplemente de acaecidos o no, 
pues su naturaleza es ajena a la verdad.* 

Pero dada la vinculación tan inescindible que se asume 
entre prueba y verdad, - de donde se han originado grandes 
debates respecto a la finalidad de la prueba, cuyo análisis 
escapa de esta pequeña reflexión- asumiré que efectivamente 
existe una relación de la prueba, pero principalmente con los 
hechos, bajo la óptica de que su relación es en atención a las 
afirmaciones de hechos y no a hechos desnudos o acaecidos 
en el pasado, si queremos llamarlos así, más allá de si el 
proceso busca o no la verdad de esas afirmaciones de hechos. 

Por tanto, aceptaremos como plausible que una de 
las finalidades institucionales de la prueba jurídica es la 
determinación de la veracidad o no de las afirmaciones de 
hechos como horizonte a dirigir la actividad probatoria, sin 
desconocer que existen otros fines igualmente institucionales 
dentro del proceso, como es el respeto a los derechos 
fundamentales en la recolección probatoria, entre otros.” 

Esto hace necesario determinar qué debe entenderse 
inicialmente por prueba, así como las distintas concepciones 
que se utilizan tan de manera disímbola al referirse a dicho 
concepto. 

Si nos referimos al concepto “prueba” fuera del contexto 
jurídico, más específicamente en el ámbito científico, se 
entenderá que se hace referencia a un fenómeno observable 


6 González, D: Questio Facti. En Ensayos sobre prueba, causalidad y acción. 
Bogotá, Colombia. 2005; p. 97. 


7 Dela misma posición Ferrer, J: Motivación y racionalidad de la prueba. Lima, Perú. 
2016; p. 154. 
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que permite la comprobación empírica, a través de la 
verificación de procedimientos reiterados que produzcan el 
mismo resultado en análogos procesos, para determinar la 
veracidad, no absoluta sino al menos refutable, de una regla 
general o universal determinada inductivamente.? 


Prueba 


8 Magee, B: Popper, México. 2000; pp. 24 y ss. 
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I. La prueba en el contexto jurídico 


a prueba en el hábito jurídico es considerablemente 

diferente a la de otras ciencias, como las naturales, 

por citar un ejemplo, en atención a: 1.- La clase 
de conclusiones que pretende extraerse de ellas —la 
determinación de la veracidad de afirmaciones de hechos; 
2.- Su limitación a hechos particulares o individuales 
jurídicamente relevantes; 3.- Su uso inferencial que parte de 
esos hechos particulares, para asumir conclusiones relativas; 
4.- Su fin particular de otorgar consecuencias jurídicas; 5.- 
No busca establecer leyes generales, sólo tiene aplicación 
relativa para la resolución de un conflicto.” 

Adicionalmente, no debemos perder de vista todas las 
limitaciones que presenta la prueba jurídica y que afecta la 
calidad epistémica del conocimiento que se pueda adquirir en 
el proceso, que en muchos casos resultan contra-epistémicas, 
como son: 1.- Las que impone el propio proceso judicial, 
es decir, el marco formal y reglado en que se debe generar 
la producción de la prueba; el lapso temporal en que deban 
de producirse, así como en el que el juez debe decidir la 
controversia; la circunstancia que sean las partes quienes 
incorporen la prueba al proceso, quienes persiguen intereses 
específicos y no necesariamente la búsqueda de la verdad; 
la eventual manipulación del material probatorio o bien, 
la omisión de presentar medios de prueba que pudieran 
ser perjudiciales a los propios intereses de las partes. 2.- 
La institución de cosa juzgada al establecer un límite a la 


9 Ferrer, J: Motivación y racionalidad, pp. 180 y ss. 
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Prueba 


discusión jurídica, pues una vez decididos los hechos de la 
sentencia y adquiriendo firmeza dicha decisión judicial, 
constituye la veracidad de las afirmaciones de los hechos; 
y no puede someter a discusión los hechos ya decididos en 
un ulterior proceso. 3.- Las reglas sobre la prueba, dado 
que existe una gran cantidad de reglas jurídicas acerca de 
la recolección, ofrecimiento, admisión y desahogo de los 
medios de prueba, así como limitantes contra-epistémicas 
como la exclusión de prueba relevante pero obtenida con 
vulneración de derechos fundamentales, las prohibiciones 
probatorias, entre otras más. 


1. Diversidad de concepciones acerca de la prueba 


Ya marcados algunos matices o rasgos que pueden 
diferenciar a la prueba en los contextos científicos y en los 
jurídicos a través de sus características, es oportuno referirnos 
a qué se ha entendido por prueba en el ámbito jurídico. Al 
respecto existe una gran diversidad conceptual de la prueba, 
pareciera así que el término “prueba” goza de una extrema 
ambigiiedad por tener una gran diversidad de significados, 
dependientes de cada autor. De ahí que es indispensable 
hacer una distinción conceptual que englobe las distintas 
concepciones y nos permita establecer claras diferencias 
para saber a qué nos estaremos refiriendo en lo sucesivo 
como prueba, lo cual nos permitirá hacer una distinción entre 
“prueba” y “razonamiento probatorio”. 
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Así, se asumen las tres perspectivas más consolidadas 
de los distintos usos del vocablo “prueba” dentro del contexto 
jurídico, las cuales son: prueba como medio de prueba; 
prueba como actividad probatoria y prueba como resultado.'” 


A. Prueba como medio de prueba 


Se concibe como los datos o informaciones susceptibles 
de ser percibidos a través de los sentidos, que constituyen 
elementos de juicio a favor o en contra de la verdad de alguna 
afirmación relativa a un hecho jurídicamente relevante. 
Aunque Ferrer hace dos distinciones desde este punto de 
vista de la prueba: aquella que la visualiza como abstracta 
o genérica y otra como concreta o específica. En la primera, 
hace referencia a los tipos o clases de antecedentes que 
pueden ser utilizados en juicio sin personalizar el medio de 
prueba (testimonial, documental, pericial, etc); en tanto que 
la segunda, hace alusión al medio de prueba individualizado 
dentro de un determinado proceso (ejemplo el testigo “X”, el 
documento “Y”. 


B. Prueba como actividad probatoria 


En este sentido se hace referencia al procedimiento 
formal y reglado que establece el marco institucional del 
proceso para incorporar los medios de prueba específicos al 
juicio y se funde en ellos la decisión judicial. Incluyéndose 
desde luego la actividad desarrollada de las partes, para 
la conformación de la prueba y con los controles de 


10 Gascón, M: Los hechos en el derecho. Barcelona, España. 2010; pp 76-85. 
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Prueba 


contradicción previamente establecidos. Esta actividad 
probatoria determina con qué base probatoria se contará para 
tomar la decisión judicial sobre los hechos. 


C. Prueba como resultado probatorio 


Es utilizada para designar la comprobación de una 
determinada hipótesis de hecho que constituye el resultado 
de la valoración probatoria por parte del juez tanto 
individualizada como en su conjunto, de los medios de prueba 
aportados al proceso. También se puede estar refiriendo al 
resultado de la valoración conjunta de todos los medios de 
prueba aportados al proceso y considerar si ellos resultan o 
no suficientes para la acreditación de una hipótesis de hecho, 
conforme a los estándares de prueba requeridos. 

Como podrá advertirse, estas tres concepciones de 
prueba abarcan las múltiples visiones de lo que se ha 
denominado prueba jurídica. 

Ahora, cuando hablamos de “prueba como resultado 
probatorio”, nos remitimos a los resultados finales de la 
valoración de la prueba que realiza el juez, es decir, damos por 
sentada la crítica racional intermedia que hace el juzgador de 
cada uno de los medios de prueba, y de éstas en su conjunto, 
así como las inferencias probatorias que le permiten tener 
como verdaderas ciertas afirmaciones de hechos. 
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2. Aclaraciones sobre la prueba directa y la indirecta 


En función de ello y para comprender de manera 
adecuada el iter probatorio que lleva de la prueba —como 
medio de prueba- al establecimiento de los hechos en la 
sentencia penal, al cual llamaremos razonamiento probatorio, 
es fundamental abordar una distinción más que ha originado 
durante largo tiempo una confusión terrible tanto en el ámbito 
de la valoración como en el ámbito del establecimiento de los 
hechos probados. 

Me refiero a la concepción y distinción de la llamada 
prueba directa y prueba indirecta, para poder clarificar ciertos 
malos entendidos y darles el lugar que verdaderamente 
merecen en ese iter probatorio. De esta manera podremos 
sugerir más adelante lo que ontológicamente debe asumirse, 
especialmente por prueba directa. 

Han sido diversas las concepciones de prueba directa y 
prueba indirecta, como se muestra enseguida: 

Algunas veces la distinción entre prueba directa e 
indirecta se funda en el carácter mediato o inmediato del 
conocimiento de los hechos, por lo que, bajo esta concepción, 
prueba directa sería la observación inmediata del hecho al 
que ese enunciado se refiere; en tanto que prueba indirecta 
sería el procedimiento probatorio a través de inferencias que 
permiten llegar al hecho que se prueba a partir de otros datos 
o hechos probados directamente. 

Otras veces se funda en la diferente estructura lógica 
de la inferencia. De tal suerte, que sería prueba directa 
cuando en la inferencia se utilizan leyes lógicas y científicas 
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que conducen a resultados necesarios; y prueba indirecta 
sería cuando en la inferencia se usan simples máximas de 
experiencia que conducen a resultados sólo probables. 

Aunque la concepción mayoritaria sobre esta distinción, 
a la que Gascón llama “canónica” por ser la más usada en 
la doctrina, así como en la jurisprudencia, asume a la prueba 
directa como aquella en la que el hecho que se quiere probar 
surge directa y espontáneamente sin mediación alguna de 
raciocinio, del medio o fuente de prueba y adicionalmente, 
es capaz por sí sola de fundar la convicción judicial sobre ese 
hecho (tales como la testimonial y la documental). En tanto 
que, la prueba indirecta sería aquella en la que el hecho que 
se quiere probar no surge directamente del medio o fuente de 
prueba, sino que se precisa adicionalmente del razonamiento 
del juzgador y además es incapaz por sí sola de fundar la 
convicción judicial sobre ese hecho.'* 

Desafortunadamente tanto en la doctrina como a nivel 
jurisprudencial, se ha sostenido con toda convicción que la 
prueba directa es aquella en la que la demostración del hecho 
enjuiciado surge de modo directo e inmediato del medio de 
prueba utilizado; en cambio en la prueba indirecta o llamada 
por algunos, prueba indiciaria es aquella que se dirige a 
mostrar la certeza de unos hechos parciales —indicios- que 
no son los constitutivos del delito, pero de los que pueden 


11 Al respecto véanse las distintas concepciones de prueba directa e indirecta en 
Gascón, M: Los hechos en..., pp. 86 y ss. 
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inferirse éstos y la participación del acusado por medio de 
un razonamiento basado en el nexo causal y lógico entre los 
hechos probados y los que se trata de probar.'? 

Sin embargo, dicha concepción de prueba directa a 
pesar de ser mayoritaria y sostenida en la jurisprudencia, tal 
como lo señala Gascón, resulta equivocada por fundarse en 
una acrítica percepción de la estructura de los procedimientos 
probatorios, dado que no existen diferencias sustanciales 
entre las llamadas pruebas directas e indirectas al menos 
desde la óptica del razonamiento probatorio, pues en ambos 
casos están presentes inferencias probatorias como parte del 
razonamiento que realiza el juzgador en la valoración de la 
prueba para la acreditación de los hechos.'* 

De ahí, que la prueba directa solamente cobra 
sentido si se refiere a prueba en sentido estricto y no a los 
procedimientos probatorios —Inferencias-, es decir, que 
únicamente puede tener como distintivo que la información 
versa directamente sobre el hecho principal que se pretende 
probar y no más. Pero tal circunstancia, no implica que por 
ese sólo hecho tenga la capacidad convictiva para que el juez 
sin más, deba tener por acreditado el hecho. 

Una cosa es que el contenido de la prueba directa 
recaiga sobre la percepción del hecho principal y otra muy 
distinta, que la valoración de la prueba directa — que es el 
momento donde se manifiesta el razonamiento probatorio-, 
eventualmente pueda ser mayor que el de la prueba que no 


12 De esta manera resume Miranda, M: La mínima actividad probatoria, pp 217-22, la 


definición del Tribunal Constitucional 


13 De la misma posición González, D: Questio Facti..., pp. 92 y ss. 
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verse directamente sobre los hechos, por su menor cadena 
inferencial para el establecimiento de los hechos con respecto 
a la prueba indirecta. 

Motivo por el cual trataremos de corroborar a lo largo de 
este trabajo la hipótesis sostenida por Gascón, aunque desde 
un punto de vista diverso, es decir, no respecto al contenido 
sobre lo que versa la prueba directa, ya que tal situación no 
se discute sino que la prueba directa como tal no existe desde 
la óptica de demostración inmediata o directa de los hechos, 
en el sentido que tal prueba no pone al juez en contacto 
directo con los hechos para darlos por probados sin más, sino 
depende, en todo caso, de la valoración que se realice del 
medio de prueba, lo cual implica la ineludible existencia de 
inferencias.'* 


3. Algunas referencias a la prueba personal y sus malos 
entendidos. La necesaria inferencia en la prueba directa y 
en la prueba indirecta 


Volviendo sobre la prueba directa, generalmente se 
le ha ligado con la prueba personal o testimonial, en los 
supuestos en que el testigo pudo percibir en su totalidad el 
evento delictivo. Por ejemplo: “Juan vio matar a Pedro con 
un arma de fuego en determinadas circunstancias” y que con 
posterioridad lo narre en el tribunal. 


14 De esta misma opinión Andres lbañez, P.: Los hechos en la sentencia penal. 
México. Ed. Fontamara; p. 218.; así como González Laguier, D.: Questio Facti..., 
pp. 92 y ss. 
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Por ende, al escuchar su testimonio durante el juicio 
afirma que vio o pudo de percatarse de dicho suceso. 
Desafortunadamente, existe la equivocada creencia que 
en tales casos, no hay otra cosa sino creerle o no creerle al 
testigo para la determinación del hecho, mientras que cuando 
se vale de indicios, llega al hecho a probar a través de un 
razonamiento más o menos complicado.'* 

En tales condiciones, lo dicho por Juan no puede llevar 
al juzgador sin más a sostener que efectivamente “Juan 
mató a Pedro con un arma de fuego”, pese a que el testigo 
hubiese narrado con toda claridad y detalle tal circunstancia, 
pues de hacerlo así, se suprimiría el razonamiento probatorio 
consistente en la valoración de la prueba, en el caso de la 
declaración de Juan, pues para que el juzgador se encuentre 
en aptitud de tener por cierta tal afirmación, necesariamente 
deberá de manera previa hacer una evaluación de la 
credibilidad del testimonio de Juan a través de la valoración 
específica de esa fuente de prueba. Aún cuando no existan 
reglas determinadas para tal fin, dada la libre valoración 
de la prueba, ésta se encuentra sujeta en todos los casos a 
parámetros de racionalidad para poder generar un control 
intersubjetivo posterior'* y es en dicha evaluación, donde 
también resultan aplicables los procesos inferenciales para la 
determinación de la credibilidad, pues ésta no se evalúa por la 


15 Carnelutti, F.: Derecho y Proceso. Traducción de Sentis Melendo. Ed. Ejea. 
Buenos Aires. 1971; pp. 145 y 146. 


16 Ferrer Beltrán, J.: Motivación y racionalidad ..., p. 155. 
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simple intuición del juzgador'”. Será después de la valoración 
que se realice de dicho testimonio, tanto individualmente 
como a través del contraste con las otras fuentes de prueba, 
que podrá considerarse a dicho testimonio como prueba 
válida para efectos de tener por ciertas determinadas 
afirmaciones de hechos. 

De igual manera el ejercicio inferencial que abarca el 
razonamiento probatorio en la valoración no solamente se 
encuentra presente en la prueba directa, sino también en la 
llamada prueba indirecta, aun cuando ésta no recaiga sobre 
los hechos principales. Ejemplos: 


- Santiago vio entrar a Juan al domicilio de Pedro y 
enseguida escuchó un disparo. 

- Que el policía afirmó detener a Juan cinco minutos 
después del disparo y le aseguró un arma de fuego. 

- Que el perito químico sostuvo que se encontraron restos 
de bario y plomo en las manos de Juan, que pueden ser 
compatibles con vestigios de pólvora por realizar un 
disparo. 

- Que el perito médico sostuvo que Pedro murió a 
consecuencia de un disparo por un hemorragia masiva 
interna. 

- Que el perito en balística afirmó que la ojiva encontrada 
dentro del cuerpo de Pedro, fue disparada del arma que 
le fue asegurada a Juan. 


17 Al menos en los sistemas que adoptan el civil law, al exigir la motivación de la 
sentencia por parte del tribunal letrado. 
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- Que el perito en dactiloscopia afirma que fueron 
encontradas las huellas de Juan en el arma homicida - 
etc. 


Como puede verse en el ejemplo, cada fuente de prueba 
informa hechos parciales que no abarcan directamente el 
hecho principal, a lo que se hacen necesarios dos pasos. 
Primero, evaluar individualmente cada fuente de prueba 
a través de la valoración dentro de la cual se realiza 
necesariamente un razonamiento inferencial —que llamaremos 
inferencia valorativa-, y de ser positivamente creíble, dar 
por cierto el hecho parcial que derive de su contenido, para 
posteriormente, realizar un segundo razonamiento inferencial 
—que llamaremos inferencia probatoria, para distinguirla de 
la anterior- que conecte los hechos asumidos como ciertos, 
con aquellos sobre los cuales no existe información directa 
de alguna fuente de prueba, para asumirlos como ciertos, en 
un alto grado de probabilidad. 

Luego, las inferencias valorativas no son exclusivas de 
la prueba indirecta, sino de igual manera se ven presentes en 
la valoración de la prueba directa, al momento de determinar 
su credibilidad, tanto de una como de la otra; las cuales 
habrán de distinguirse de las inferencias probatorias que se 
encuentran fuera de la valoración de la prueba, al partir de 
hechos base probados, para la determinación de otros hechos 
sobre los que no existe información. 
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4. El problema de la inmediación en la prueba personal 


La inmediación en la práctica de la prueba a lo largo del 
tiempo ha generado diversos posicionamientos en relación 
a su impacto en la valoración de la prueba, sosteniendo en 
algunos momentos que resulta especialmente relevante que el 
juez reciba la prueba de manera directa para poder obtener 
impresiones que son dificilmente comunicables, pero que 
le ayudan a valorar la prueba y adicionalmente, que esta 
valoración es subjetiva y por tanto, no puede motivarse o 
justificarse.'* 

Se ha afirmado también la superioridad del juicio 
presencial que ofrece la ventaja que en la viva voz hablan 
también el rostro, los ojos, el color, el movimiento, el tono de 
voz, el modo de decir y tantas otras pequeñas circunstancias, 
que modifican y desarrollan el sentido de las palabras y 
suministran tantos indicios a favor o en contra de lo afirmado 
con ellas.'” 

El gran problema de la inmediación surge en el momento 
de la adopción de la libre valoración de la prueba, pues al 
no haber reglas específicas al respecto, fue entendida como 
la captación emocional o intuitiva de lo expresado por la 
prueba, como una suerte de adivinación o capacidad especial 
del juzgador para leer el cuerpo como factor de valoración 
para formar su convicción, lo que vuelve imposible cualquier 


18 Véase una posición crítica a este respecto en González, D: Questio Facti..., p. 
155. 


19 Pagano, F: Considerazioni sul processo criminale. Napoli. 1749; p. 106, cit. pos, 
Ibañez, P: Los hechos en..., p. 194. 
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intento de racionalizar u objetivar el proceso de formación 
de conocimiento en la determinación de los hechos anclarse 
tales circunstancias en la subjetividad del juzgador.” 

No obstante lo anterior, no debe afirmarse que la 
inmediación no tiene ninguna relevancia dentro del juicio. 
Todo lo contrario, pero debe ser entendida de una manera 
totalmente separada de la valoración de la prueba. Lo que 
implica que su alcance incida únicamente en la formación 
y producción de la prueba, es decir, en la recepción de 
la información de las verdaderas fuentes de prueba”, y 
no acerca de la información referida por terceros que no 
percibieron los hechos. 

Adicionalmente, la inmediación juega un papel 
instrumental para la efectividad de otro principio como lo 
es la contradicción, el cual a través de los cuestionamientos 
de las partes —examen y contraexamen- brinda la posibilidad 
de confrontar una versión lineal, pedir explicaciones, 
rectificaciones, evidenciar autocontradicciones de lo 
afirmado, todo con el fin de elevar el nivel de confianza de 
la información resultante de la fuente de prueba, para ser 
sometida a la valoración crítica del juzgador. 

20 Así fue sostenido en otros tiempos por la Sala Segunda del Tribunal Supremo en 
la Sentencia 2039/2001 en la que se sostenía “esta Sala carece de la posibilidad 
de modificar una decisión sobre los hechos fundada en la impresión obtenida 


por el tribunal de instancia directamente de las declaraciones presentadas en el 
plenario”. 


2 


ue 


Las referencias aquí vertidas sobre “fuente de prueba” deben entenderse en el 
contexto utilizado por Sentis, S: La prueba. Los grandes temas del derecho 
probatorio. Buenos Aires. pp. 147 y ss, esto es, como la parte de la realidad que 
constituye materia de percepción. Así, la fuente de prueba es el hecho del cual se 
sirve el juez para deducir la propia verdad; y aterrizando esta visión, la fuente de 
prueba sería la declaración del conocimiento del testigo. 
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Pero de ninguna manera puede aceptarse la lectura 
del lenguaje gestual, la actitud del declarante, nerviosismo, 
tartamudeo, inseguridad en la expresión, entre otros, pues 
tales escenarios conductuales pueden tener su origen en una 
gran diversidad de circunstancias ajenas a la credibilidad o 
fiabilidad de un testigo, dado que no existe respaldo empírico 
o científico consolidado que asuma al lenguaje corporal como 
indicadores de veracidad o mendacidad en las declaraciones. 

Por ello, estoy convencido que no pueden considerarse 
esos elementos en la valoración para que el juez asuma su 
convicción sobre la veracidad de los hechos, pues no habría 
forma de control de dicha valoración por tener un respaldo 
en las meras creencias del juzgador, lo que la convertiría no 
solamente en subjetiva, sino además en irracional; aunque el 
gran peligro es que realmente incidan en su decisión, pero 
no sean manifestados en la motivación y se incurra en una 
sobrevaloración de lo afirmado por un testigo. De ahí que 
debe haber controles para la determinación de la solidez de 
las inferencias que se realicen al respecto.” 

Esa es la razón por la que se coincide con Andrés 
Ibáñez, en el sentido que la inmediación no es un método 
de adquisición de conocimiento, sino un medio de empleo 
en el juicio de instancia necesario pero no suficiente a aquel 
efecto,” necesario por permitir que se incorpore información 
a través de las fuentes de prueba, pero insuficiente en atención 


22 Véase el modelo de control de la justificación de los enunciados probatorios en 
Accatino, D:(coordinadora) Formación y valoración de la prueba en el proceso 
penal. Chile. 2010; pp. 125 y ss. 


23 Andrés, P: Los hechos en ..., p. 216. 
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a que debe pasar tal información por el tamiz de la valoración 
de la prueba para poder producir efectos probatorios de 
acreditación. 


5. La valoración de la prueba y las inferencias 


Hasta aquí he tratado de clarificar la necesaria existencia 
de inferencias en la valoración de la prueba directa e 
indirecta, lo que me lleva a aseverar que la valoración de la 
prueba —especialmente la valoración individual de un medio 
de prueba- no es otra cosa que una cadena más o menos 
compleja de argumentos unidos a través de una inferencia 
para otorgarse credibilidad a la información producida y así 
pueda tener efectos de acreditación de hechos. 

Pero al mismo tiempo, en un determinado aspecto, 
la inferencia puede desvincularse de la valoración de la 
prueba y aun así subsistir en el razonamiento probatorio 
del juzgador —a la que hemos denominado inferencia 
probatoria, en contraposición de la inferencia valorativa- 
para la acreditación de determinadas afirmaciones de hechos, 
especialmente cuando se carece de información específica 
o directa sobre tal hecho. Me refiero aquí a lo que durante 
mucho tiempo y de manera errónea han denominado prueba 
indiciaria, pues en sentido estricto no es sino una inferencia 
probatoria, cuyo punto de partida no es la prueba, sino los 
hechos base probados. 

Ahora bien, se ha sostenido que la libre valoración de 
la prueba es tal en tanto no se encuentra sujeta a ataduras 
legales o normas jurídicas que predeterminen el resultado de 
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esa valoración,” lo cual no implica que otorgue una posición 
al juzgador de absoluta libertad, pues por el contrario, tal 
actividad intelectiva debe ser sometida a las reglas de la 
lógica y a la racionalidad” con el único fin de poder generar 
un control posterior intersubjetivo en instancias superiores 
en caso de impugnación de la decisión por inadecuada 
motivación del juicio fáctico.? 

No obstante lo antes señalado, empezaré por tratar de 
clarificar cuál es el papel que juegan las reglas de la lógica — 
en específico la proposicional- en la valoración de la prueba. 
Considero que la respuesta a dicho cuestionamiento es que 
ninguno —al menos en el acto mismo de la valoración; 
es decir, las reglas lógicas están pensadas como fórmulas 
para estructurar un razonamiento correcto, aunque no 
necesariamente verdadero, pues esto dependerá de las 
premisas que fijemos en cada parte del silogismo. Así, aun 
cuando se utilice un método deductivo que asegura una 
conclusión correcta, si las premisas utilizadas en dicho 
silogismo son falsas, aun así el razonamiento sería correcto, 
aunque no verdadero a consecuencia de la falsedad de las 
premisas. 


24 Ferrer, J: La valoración racional de la prueba. Madrid. 2007; p. 45. 


25 En este punto abandonamos las frases sacramentalmente utilizadas en la mayoría 
de códigos “las máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente 
afianzados” para ser sustituidos por el concepto “racionalidad” pues tales 
parámetros están justamente dentro de la racionalidad, como se explicará en el 
desarrollo de los parámetros de solidez de las inferencias. 


26 Cerda, R.A: Valoración probatoria y control del juicio fáctico, México. 2016; pp. 151 
y 152. 
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Entonces, las reglas de la lógica proposicional son 
de utilidad no en la valoración misma de la fuente de 
prueba, sino en la estructuración del argumento valorativo, 
lo que las convierte en una camisa de fuerza de la cual no 
pueden escapar los argumentos de valoración. Así, éstas 
nos permitirán analizar si el argumento de valoración para 
determinar la credibilidad o no del medio de prueba, o bien, 
la acreditación de un hecho inferido, se realiza mediante un 
razonamiento correcto. 

Si lo anterior es así, la valoración de la prueba 
únicamente se encuentra sometida a parámetros de 
racionalidad, es decir, el juzgador cuenta con absoluta 
libertad para establecer las razones por las cuales valora 
positiva o negativamente un medio de prueba, con la única 
sujeción a que tales razones sean racionales en el contexto 
específico del caso que se evalúa. Sería imposible expresar 
en el presente análisis cuales podrían ser esos parámetros 
racionales de valoración, pues siempre dependerá del 
caso y contexto particular. No obstante, la doctrina y la 
jurisprudencia, asumiendo diversos hallazgos de la psicología 
del testimonio así como de la psicología de la memoria, 
han trazado algunos parámetros para la crítica de la prueba 
personal desde la racionalidad lo mismo ha sucedido con 
las pruebas científicas o periciales, donde se han establecido 
parámetros para su apreciación desde la epistemología de la 
ciencia, aunque tales parámetros deben ser considerados de 
manera relativa, es decir, como un norte orientador pero en 
ningún caso como reglas o leyes universales que inserten por 
esa vía nuevamente un sistema de prueba tasado. 
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Si no es posible enlistar los parámetros de racionalidad 
en la valoración de la prueba y las reglas de la lógica 
únicamente nos serán útiles para analizar si la conclusión de 
la valoración —positiva o negativa- en función de las premisas 
utilizadas es racional. 

Lo que debe ser sujeto de control intersubjetivo 
posterior, en la valoración de la prueba, son dos parámetros: 
por un lado, la solidez de la máxima de la experiencia o 
argumento racional utilizado como premisa en el ejercicio 
inferencial, así como que el resultado obtenido —ya sea de 
credibilidad o de acreditación de hechos- sea producto de una 
inferencia correctamente realizada. 

En otras palabras, que el argumento utilizado para la 
valoración sea racional y que su aplicación en la inferencia 
sea efectivamente su resultado consecuente. De tal suerte, 
que habrá una incorrecta motivación de hechos, el argumento 
utilizado en la valoración no es racional, o bien, siendo 
racional no produzca la conclusión a la que se arriba por una 
incorrecta formulación de la inferencia. 


6. Las inferencias probatorias. Su estructura 


Por lo expuesto, es indispensable analizar a mayor 
detalle lo que es una inferencia probatoria para no confundirla 
con saltos lógicos o saltos de fe en la valoración de la prueba, 
que recurrentemente sucede en la motivación de los hechos. 

Como hemos dicho, las inferencias son el respaldo del 
razonamiento probatorio y se encuentran necesariamente 
implícitas tanto en la valoración de la prueba, como en la 
acreditación de los hechos respecto de aquellos sobre los 
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que no existe información, siempre y cuando otros hechos 
secundarios estén acreditados para poderlos inferir en un 
enlace necesario que lo hará más o menos probable. 

Por ello, para conocer la estructura de una inferencia, 
podemos acudir a Toulmin?” quien nos ofrece un método 
crítico para garantizar la confiabilidad —o al menos 
plausibilidad- de la conclusión —argumentos-. Con tal fin, 
observemos el diagrama propuesto por dicho autor.? 

Tal diagrama es utilizado para exponer la solidez de 
los argumentos en general, implica explicar por qué las 
razones apoyan la pretensión a través de un enunciado que 
exprese una regularidad —regla, norma o enunciado general- 
que correlacione el tipo de hechos con la pretensión, lo cual 
constituiría la garantía del argumento y a su vez, la garantía 
contará con un respaldo que trate de demostrar la vigencia de 
esa regularidad. 

Pero tales parámetros igualmente son utilizados en 
el razonamiento probatorio tanto para la valoración de 
la credibilidad de los medios de prueba, como para la 
acreditación de los hechos. A fin de graficar lo antes dicho se 
presentan dos diagramas.” 


27 Para mayor desarrollo de la justificación de la garantía y su respaldo, véase 
Toulmin, S: Los usos de la argumentación, trad. de Morras, María y Pineda, V. 
Barcelona. 2007; pp. 132 y ss. Así también, véase una concepción resumida 
y crítica de la contribución de Toulmin a la argumentación, en Atienza, M: Las 
razones del derecho. México. 2005; pp.87 y ss. 


28 Para tal fin remítase al anexo 1. 


29 Para tal fin remítase a los anexos 2 y 3. 
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En el primer diagrama se trata de mostrar la inferencia 
utilizada en la valoración de un medio de prueba individual, 
para el efecto de determinar si debe tener o no credibilidad; 
en el caso, la razón constituye lo informado por el testigo, 
la pretensión consistiría en otorgarle credibilidad, la garantía 
sería el medio a través del cual lo percibió y el respaldo, como 
regla general que efectivamente ese tipo hechos externos son 
susceptibles de apreciarse por ese medio de percepción. En 
el segundo la inferencia sucede fuera de la valoración de la 
prueba, partiendo de hechos probados que constituyen la 
razón, para inferir quien fue el sujeto responsable del hecho, 
lo que constituye la pretensión; la garantía estaría constituida 
por el enlace teleológico de esos hechos base y el respaldo, 
las razones que asumir como aceptable dicho enlace. 

Aunque los diagramas antes citados nos resultan útiles 
para comprender la estructura de una inferencia, es de 
extrema relevancia tener presente que dada la vinculación de 
prueba y normas jurídicas, no solamente podría darnos como 
resultado tener por acreditados ciertos hechos, sino de igual 
manera enunciados acerca de la existencia de determinadas 
normas o deberes jurídicos; los hechos probatorios pueden a 
su vez ser el resultado de una inferencia previa, para realizar 
una segunda inferencia respecto de hechos que carecen de 
información como respaldo; la garantía la constituirán las 
máximas de la experiencia, ya sea de carácter científico, 
como la que aportan los peritos de carácter jurídico, que 
derivan del ejercicio de la función judicial, así como de la 
experiencia común; o bien, las presunciones establecidas 
legal o jurisprudencialmente. 
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Ahora, para determinar la validez de la inferencia 
probatoria, debemos utilizar el método de la inferencia, es 
decir, si es a través de la deducción o inducción que llegamos 
al resultado inferido; pues como ya se había dicho la lógica 
deductiva nos ofrece un razonamiento correcto, pero no 
verdadero o falso, pues eso dependerá de las premisas; en 
tanto que en la inducción extraemos una premisa de carácter 
general a partir del examen de una serie limitada de supuestos, 
por lo que aquí la verdad de las premisas no necesariamente 
nos garantizan la verdad de la conclusión, de hecho esta 
última será más o menos probable, pero nunca infaliblemente 
verdadera. Aunque debe reconocerse que las inferencias no 
pueden proceder de una deducción dada su estructura, sino en 
todos los casos siempre procederán de la inducción, motivo 
por el cual nunca podrá asumirse una certeza total. 


7. La solidez de la inferencia. Confiabilidad de la garantía 
y de la hipótesis 


Finalmente, siguiendo a González Laguier, podríamos 
asumir como criterios para determinar la solidez de una 
inferencia probatoria, los siguientes: 

A.- Qué tan fiables son los hechos que le refirieron al 
juzgador, esto es, si se apoyan en conocimiento científicos o 
únicamente en máximas de la experiencia y de ser así, que 
tan fuerte o débil es el respaldo empírico de la máxima de la 
experiencia; 


30 González, D: Questio Facti..., pp. 79-94. 
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B.- La suficiencia para dar por acreditado un hecho 
del cual no existe información directa dependerá siempre 
de cuántos más hechos probados apunten a la hipótesis 
más seguridad tendremos en su corrección, y aun cuando 
este parece un parámetro cuantitativo, es mucho más 
relevante el cualitativo respecto a la calidad y diversidad de 
medios de prueba que acreditaron los distintos hechos base. 
Adicionalmente, la diversidad podrá contribuir a eliminar 
hipótesis alternativas?*'; 

C.- Los hechos base deberán ser pertinentes, lo que se 
determina en función de la conexión teleológica del hecho a 
probar, pues no todos los hechos base probados son relevantes 
para confirmar una hipótesis. 

Respecto a los criterios de confiabilidad de la garantía, 
debemos atender a si está suficientemente fundada, es decir, 
las máximas de la experiencia son sólidas y generalmente 
aceptables o existen otras máximas mejor fundadas, aunque 
en algunos casos las presunciones pueden verse como 
máximas institucionalizadas y de autoridad. También es 
preciso verificar si existe una relación causal suficiente, pues 
es posible apoyarse de máximas que establezcan que si un 


31 En cuanto al tema de la suficiencia, González Laguier la reconoce como 
parámetro en la metodología de la valoración y no como un estándar de prueba, 
aunque no niega la necesidad de delimitar un estándar en el proceso penal; 
en tanto que de una posición contraria resulta Ferrer Beltrán, quien asume que 
la suficiencia soportada por la calidad, cantidad o diversidad de conocimiento 
para la confirmación de la hipótesis deben ser utilizados para la determinación 
de un estándar y no como un mero parámetro de valoración, para entender en 
que momento esa calidad, cantidad y diversidad de confirmación ha alcanzado 
el umbral de suficiente exigido normativamente, de ahí que sugiera la existencia 
de estándares de prueba, debido a que la valoración de la prueba no puede dar 
solución al tema de la suficiencia. 
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fenómeno ocurre, le seguirá con un alto grado de probabilidad 
otro, por lo que, cuando mayor o menor sea el grado de 
probabilidad causal, así será la probabilidad inferencial. 

En cuanto a la hipótesis, debemos tener presente si ha 
sido refutada, pues aun cuando se encuentre confirmada, hay 
que someterla a refutación y sólo cuando no sea contradictoria 
prevalecerá, debiendo resultar incompatible con otras 
hipótesis; de igual manera si se pueden confirmar con un 
grado de probabilidad suficiente las hipótesis derivadas 
de la hipótesis principal, el grado de credibilidad de ésta 
aumentará, debiéndose descartar las hipótesis alternativas y 
optar por la más sólida, pues no hay que olvidar que mientras 
más hipótesis alternativas existan en esa medida disminuirá la 
credibilidad de la hipótesis principal; hay que tener en cuenta 
la coherencia de la hipótesis que explica mejor los hechos, 
exigiéndose tanto coherencia en sí misma, así como con el 
resto de conocimiento disponible que resultó de la prueba. 

Reconociendo todo lo anterior, la jurisprudencia ha 
otorgado algunos criterios para valorar la fortaleza o debilidad 
de la inferencia, dentro de los que contempla la fiabilidad 
de los indicios acreditados; una cantidad considerable de 
indicios; que tengan relación con los hechos; que presenten 
armonía o concordancia con los hechos base; que las 
máximas de la experiencia que las apoyen se encuentren bien 
fundadas eliminando hipótesis alternativas inhabilitando los 
contra-indicios que pudieran existir.*? 

32 Tales parámetros fueron reconocidos por la Sala Segunda del TS en la sentencia 
de fecha 14 de octubre de 1986, así como en numerosas sentencias desde aquel 


momento hasta esta fecha, citando como referencia la de 24 de Junio de 1994 
que afirma “la prueba indiciaria permite llegar a la certeza del hecho consecuencia, 
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Il. Análisis de los argumentos de razonamiento probatorio 
de la sentencia 2182/2018 


l análisis previo es justamente realizado con la 

pretensión de establecer el estrecho vínculo existente 

entre la prueba, la valoración de la prueba y las 
inferencias como parte del razonamiento probatorio en la 
motivación de los hechos en la sentencia, para poder otorgar 
herramientas de control intersubjetivo posterior del juicio 
fáctico. 

Por tal motivo, abordaremos ahora el análisis de una 
sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 
España, únicamente en lo que respecta a los contenidos 
relacionados con el razonamiento probatorio bajo las 
reflexiones realizadas en líneas que preceden, prescindiendo 
del análisis jurídico o conclusiones a las que arribó. 

Así, el TS en vía de casación analizó la sentencia 
condenatoria de la Audiencia Provincial de Alicante, en la 
cual el imputado fue sentenciado por los delitos de asesinato 
en grado de tentativa con la agravante de parentesco, 
quebrantamiento de medida cautelar, allanamiento de 
morada y tenencia ilícita de armas. Para lo cual, la Audiencia 
Provincial tuvo por acreditados los hechos que se reflejan en 
la sentencia. 


que es delictivo, por medio del acreditamiento de dos o más hechos base, en sí 
no constitutivos de infracción penal alguna, siempre y cuando entre uno y otro 
exista la debida relación causal obtenida por los jueces de manera racional, 
lógica y nunca arbitraria, en las vías de la experiencia y del mejor criterio humano 
que señala adecuadamente el artículo 1253 del Código Civil, en relación con los 
artículos 1215 y 1249 de igual norma sustantiva” . 
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1. Estudio de los argumentos de control en la casación 
por parte de la Sala Penal del Tribunal Superior Español 

Respecto de uno de los motivos de reproche vinculados 
con el razonamiento probatorio, el impugnante se duele de: 
A.- La violación a la tutela judicial efectiva; B.- Que no hay 
prueba suficiente de cargo para condenarle por los delitos, 
pues existen alternativas de condena; C.- Que a la víctima 
se le ha otorgado mayor credibilidad que a la versión del 
recurrente; y D.- Que no quedó acreditada la intención de 
matar. 

En este apartado la Sala Penal no analiza las razones 
del por qué da mayor crédito al dicho de la víctima, es decir, 
si influyó su percepción, la coherencia de su declaración, 
el número de detalles que la hicieron más creíble, su 
corroboración periférica con otro elementos de prueba, que la 
hipótesis narrada explicaba de una mejor manera los hechos, 
debido a que no basta señalar que el tribunal de instancia 
manifestara que eran coherente, sino analizar la racionalidad 
de esas razones del por qué esa coherencia. Tampoco bastaba 
que se señalara que se corroboraban con las testimoniales, 
sino en qué parte de la hipótesis se consideraba esa 
corroboración y si la misma es en verdad una corroboración 
cualitativa o simplemente cuantitativa. 

Adicionalmente, no explica cómo se llegó a la 
acreditación del hecho de que el acusado se encontraba 
sujeto a una prohibición de acercamiento a la víctima, 
pues simplemente lo da por sentado, pero no señala 
probatoriamente como se llega a ese resultado. 
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Al hablar de suficiencia de prueba de cargo, omite 
pronunciarse sobre la existencia de un estándar de prueba y 
las razones del por qué ese estándar efectivamente se había 
alcanzado para poder enervar la presunción de inocencia. 

No obstante, el debate sobre si existía o no la intención 
de matar fue correctamente abordado, aunque cuando analiza 
tal punto, lo hace a partir de premisas jurídicas y no fácticas, 
y no es sino en otros párrafos donde se analiza el descarte 
de la hipótesis alternativa que propone el acusado, donde 
verdaderamente justifica la validez y solidez de la inferencia 
realizada por el tribunal sentenciante. 

La mayoría de su razonamiento parte siempre de los 
hechos que el tribunal tuvo por probados y muy poco examina 
la forma racional en cómo se llegó al establecimiento de 
esos hechos; es decir, si fue o no una valoración racional 
la realizada por el tribunal de instancia, ya que en algunos 
momentos bajo la metodología de la inferencia utiliza 
diversas máximas de experiencia para justificar los hechos 
probados. 

El tribunal de casación admite la versión del tribunal 
sentenciante por las razones dadas de credibilidad; 
desafortunadamente, también lo hace porque privilegia 
la inmediación que tuvo con la prueba para formar su 
convicción en la valoración de la misma y en la acreditación 
de los hechos; resultando que en dicha parte, tales 
argumentos escapan al control intersubjetivo al aceptar que la 
ponderación de la prueba testifical depende sustancialmente 
de la percepción directa que en su producción hayan tenido 
los tribunales de instancia; motivos que hacen imposible el 
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control intersubjetivo de dicha ponderación valorativa, por 
carecer de racionalidad objetiva la influencia del lenguaje 
corporal para la valoración de la prueba. 

A pesar de ello, si aborda -retomando los parámetros de 
la jurisprudencia-, tres esquemas de racionalidad orientados 
para la crítica en la valoración del dicho de la víctima 
y califica en general los argumentos de instancia como 
“racionales”, sin explicitar el porqué de esa racionalidad. 

Para la mayor credibilidad de la víctima, retoma 
máximas de experiencia vinculadas con delitos de género, 
aunque ello no lo traduce en una credibilidad automática, 
sino como parámetros de descarte de la credibilidad cuando 
exista una circunstancia que pudiera afectar su credibilidad 
subjetiva. Aunado a ello, requiere la existencia de elementos 
de corroboración, pero sin perder de vista las circunstancias 
especiales de la víctima, por tratarse de delitos cometidos 
en razón de género; pero desafortunadamente, de nueva 
cuenta, da un lugar privilegiado a la inmediación para su 
valoración como circunstancias vinculadas con sus gestos, 
forma de responder, su firmeza a la hora del interrogatorio, 
etc, incurriendo en parámetros de imposible control de la 
valoración. 

Respecto del segundo motivo de inconformidad, alega 
violación a un proceso público con todas las garantías, así 
como que se ha faltado al in dubio pro reo por omisiones y 
posibles contradicciones entre los dichos de la víctima y los 
testigos, lo que debió generar duda en el tribunal de instancia. 
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El tribunal lo analiza desde la perspectiva de la 
presunción de inocencia y sus requisitos para desvirtuarla, 
analizando su vertiente de regla de juicio, aunque la 
asume como una postura separada del in dubio pro reo sin 
embargo como regla de juicio reconoce que nadie puede ser 
condenado, sin prueba de cargo válidas, lo que implica una 
indispensable actividad probatoria realizada con las garantías 
necesarias, referida a todos los elementos esenciales del delito 
y quepa inferir razonablemente los hechos y la participación 
del acusado. 

Lo anterior, implica cuatro planos de análisis; 
primero, el relativo a la legalidad de la prueba, tanto en 
su obtención, como en su desahogo; segundo, el análisis 
sobre la racionalidad de la valoración de la prueba; tercero, 
que las inferencias de la valoración como resultado, sean 
consecuentes de las premisas racionales; y finalmente, el 
juicio de suficiencia de la prueba de cargo. 

Sin embargo, aun cuando analiza los tres parámetros 
iniciales en el ámbito de la suficiencia de la prueba de cargo, 
omite en análisis de un estándar de prueba —su existencia y 
su umbral- y lo confunde con la corroboración de la hipótesis 
como requisito para la solidez de la inferencia dentro de la 
valoración pues una cosa es que se requiera corroboración 
cualitativa para la credibilidad de un testimonio como 
parámetro de valoración y otra, cuál debe ser el umbral para 
tener por acreditados los hechos incriminatorios que hagan 
enervar la presunción de inocencia. Sostener la credibilidad 
de una versión por la conjunción de elementos probatorios no 
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nos dice nada respecto al nivel de suficiencia como umbral 
mínimo necesario, a través de un estándar determinado, para 
tener por cierto un hecho. 

Lo sostenido no implica que no se hubiese satisfecho 
tal umbral, sino únicamente que el tribunal de casación no 
determina por qué sí fue suficiente el material de cargo para 
destruir la presunción de inocencia. 


Prueba 


54 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Bibliografía 


Accatino, D.: (coord..). Formación y valoración de la prueba 
en el proceso penal 2* ed. Chile, Ed. Abelardo Perrot, 
20.10. 

Andres Ibañez, P.: Los hechos en la sentencia penal. México. 
Ed. Fontamara. 

Arroyo Gutierrez, J. M. y Rodríguez Campos, A.: Lógica 
Jurídica y motivación de la sentencia penal. San José 
C.R., Escuela Judicial, 2002. 

Arroyo Gutierrez, J. M. y Rodríguez Campos, A.: Lógica 
Jurídica y motivación de la sentencia penal. San José 
C.R., Escuela Judicial, 2002. 

Carnelutti, F.: Derecho y Proceso. Traducción de Sentis 
Melendo. Ed. EJEA, Buenos Aires. 1971. 

Cerda San Martín, R. A.: Valoración probatorio y control del 
juicio fáctico. México, Ed. Ubijus, 2016. 

Ferrajoli, L.: Derecho y razón. Teoría del garantísmo penal. 
Traducción Andres Ibañez, Perfecto y otros, Ed. 
Trotta, Madrid, 1995. 

Ferrer Beltrán, J.: Motivación y racionalidad de la prueba. 
Lima. Ed. Grijley. 2016. 

- La valoración racional de la prueba. Madrid, Ed. Marcial 
Pons, 2007. 

Gascón Abellán, M.: Los hechos en el derecho. Barcelona. 
Ed. Marcial Pons, 2010. 

Gonzalez Lagier, D.: Questio Facti. Ensayos sobre prueba, 
causalidad y acción. Bogotá, Ed. Temis, 2005. 


d3 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Magee, Bryan, Popper: Educación jurídica: conceptualización 
teórica y epistemológica para su conformación como 
línea de investigación. México, Ed. Colofón, 2000. 

Miranda Estrampes, M.: La mínima actividad probatoria en 
el proceso penal. Barcelona, Ed. Bosch, 1997. 

Toulmin, S.: Los usos de la argumentación. Traducción 
Morras, María y Pineda, Victoria, Barcelona. Ed. 
Península. 2007. 


Prueba 


56 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


- Anexo 1 


Respaldo 


Garantía 


Pretensión 
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Anexo 2 


Los hechos externos son 
perceptibles a través de los sentidos 


Prueba 


Lo percibió a través de la vista 


El testigo afirmó 


ver a Juan Credibilidad 
disparar a Pedro 
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Anexo 3 


La proximidad de una persona en el lugar de los hechos, 
con otros indicios pueden presumir su responsabilidad. 
Quien dispara un arma recientemente, conserva restos de bario y plomo. 
Quien posee el arma homicida podría ser el autor del hecho. 
Etc. 


Ubican a Juan en el lugar de los hechos. 
Le encontraron vestigios de pólvora a Juan. 
El arma que le aseguraron tenía sus huellas. 
La víctima murió a consecuencia de un disparo y 
encontraron ojivas dentro de su cuerpo. 
El arma que le aseguraron a Juan, fue la que produjo el disparo 
de las ojivas encontradas en el cuerpo de la víctima. 


Hechos probados: 

Vieron entrar a Juan a la casa de Pedro. 

En seguida se escuchó un disparo. Fue Juan quien le 
Le aseguraron el arma homicida a Pedro. disparó a Pedro. 
La víctima murió a consecuencia de un disparo. 

El disparo provino del arma asegurada a Pedro. 

Etc. 


59 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Prueba 


60 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los horizontes hermenéuticos de J. H. 
Newman y B, Lonergan como paradigmas 
de vinculación entre la ley general y las 
narrativas de los hechos contextualizados 


Dr. en filosofía Allan Christian Covarrubias M. 


I. El problema hermenéutico: entre la universalidad 
racional de la comprensión y la particularidad de los 
hechos 


de un texto legal puede estar abierta a múltiples 

posibilidades. El problema se agudiza cuando 
los contextos sociales e individuales, con su carga de 
entendimiento político, de comprensión de la historia, de 
noción de bien común, del estado de defensa ante los peligros 
circundantes, de la conciencia sobre el seguimiento de la ley, 
entre otros factores, son variables. 


| a aplicación jurídica sostenida en el entendimiento 
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Por otro lado, cuando se intenta comprender el grado de 
responsabilidad consciente de un imputado para establecer 
una sanción o pena adecuadas, se requiere una lectura de la 
ley ajustada al conjunto de hechos que determinan el grado 
de culpabilidad. 

Sin embargo, como bien saben los juristas, la relación 
que guarda dicho conjunto de hechos demostrados con 
el grado de conciencia responsable del imputado y la ley 
escrita involucra un problema de ajuste entre la universalidad 
objetiva de la ley y el acaecimiento de las circunstancias que 
detonaron un delito con sus hechos particulares. 

En pocas palabras, dicho problema se sintetiza en 
determinar si la aplicación realmente justa de la ley obedece, 
sobretodo, a una racionalización universal que integre, 
en la medida de lo posible, todo evento y circunstancia 
para implementar adecuadamente la norma; o bien, si 
dicha aplicación se inclina hacia las consideraciones 
circunstanciales que programaron un delito o controversia, 
además de su facticidad particular. 

Filosóficamente, este problema es trasladado a la 
evaluación de si existe una especie de razón universal que 
comprenda unilateral, integrada y objetivamente la totalidad 
posible de los hechos que se verifiquen según la predicción 
de la norma de comprensión lingúística y su consigna textual. 

O, por el otro lado, se trata de verificar si los hechos 
están determinados por circunstancias históricas, políticas, 
lingúísticas, religiosas, sociales y de visión de gobierno 
variables e inidentificables con respecto a otros contextos, 
que condicionaron la expresión textual consiguiente. 
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Se verifica así el problema hermenéutico fundamental 
que implica a la cuestión de comprensión de lo que ocurrió y 
su relación con lo dicho por parte de los actores. 

Dicho problema se agudiza cuando los encargados 
de sancionar el significado de un conjunto de hechos están 
alejados en espacio, tiempo, cultura, historia, situación 
geográfica, idioma, religión, comunidad, etc., con respecto 
a los actores de dichos hechos y sus expresiones lingúísticas 
respectivas. 

Esta gran diversidad de entendimientos sobre la realidad 
reclama el establecimiento, al menos aproximado, de 
algunos criterios que sirvan como referentes para interpretar 
adecuadamente, tomando en consideración las diferencias 
contextuales y atendiendo sobretodo a aquello que resulta 
común entre todo individuo que comprende el mundo y se 
expresa en él. 

Aquí la fundamentación hermenéutica se encargará de 
realizar el análisis puntual sobre los criterios y/o metodologías 
que salvaguarden la proximidad de un entendimiento común 
con respecto al significado de los hechos en cualquier 
interlocución humana y la deliberación sobre su significado 
para una aplicación correcta de la norma. 

Ahora bien, para ubicar el problema de la hermenéutica 
en la época contemporánea, y sobre todo de cara a las 
valiosas propuestas de los autores referidos en el título del 
presente trabajo, hemos de apelar a los dos horizontes más 
representativos que han intentado resolver el problema de la 
interpretación: de un lado tenemos al interés científico de la 
edad moderna por la descripción de los fenómenos. 
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Este interés se basaba en una epistemología en la que el 
sujeto se instauraba como condición de posibilidad de todo 
conocimiento, el cual no estaba mediado por la diversidad 
de los hechos y de las experiencias posibles de cualquier 
realidad sujetos a un marco contextual, histórico o social. 

Antes bien, intentaba ceñirse a las prerrogativas 
del sujeto, que en la inmediatez de su conciencia podía 
determinar el ser y acontecer del mundo bajo los cánones 
de una ciencia acotada a criterios comprobables, lógicos y 
universalmente válidos. ' 

Sin embargo, los presupuestos de la conciencia racional 
comenzaron a agotarse de cara a los ciclos de los progresos 
científicos, sociales e históricos de los que se dio cuenta a 
finales del siglo XIX y durante el siglo XX. 

La expresión diversificada de la ciencia y de las historias 
culturales se especializó paulatinamente y requirió de una 
mayor precisión metodológica para justificar y preconizar sus 
alcances. Los criterios trascendentales que intentaban fijarse 
como la ley omnicomprensiva para toda ciencia y para toda 
lectura de los acontecimientos y pensamientos registrados en 
la pujante diversidad textual, pronto vieron sus límites ante 
una pluralidad cada vez más agudizada. 


1 Por el término 'pensamiento' entiendo todo lo que se forma en nosotros de modo 
tal que lo percibimos inmediatamente por nosotros mismos. Por eso, no sólo 
“entender”, “querer”, imaginar”, sino también 'sentir”, equivalen aquí a “pensar”. 
René Descartes, Los Principios de la Filosofía, tr. Guillermo Quintás, Madrid: 
Alianza, 1995, 1? parte, art. 9. 
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En este contexto, los criterios de la ciencia racional 
ajustados a la hermenéutica, y sostenidos en una subjetividad 
trascendental”, pronto fueron abandonados para dar paso a un 
nuevo paradigma de ciencia hermenéutica: el giro lingúístico. 
Aquí se intenta hacer un análisis del lenguaje como criterio 
hermenéutico en razón de su haber concreto e histórico en el 
que se desarrolla. 

El sujeto “trascendental” deja de ser el referente 
paradigmático para convertirse en un referente que depende 
y se expresa de acuerdo a su existencia concreta y su 
facticidad, es decir, a los condicionamientos de su contexto 
histórico.* 

De este sustento hermenéutico darán cuenta filósofos 
de la talla de Heidegger y L. Wittgenstein, e incluso, el 
mismo Hans G. Gadamer, para quienes la apertura al mundo 
desde la situación epocal y la noción del lenguaje como uso 
restringido a dicha situación determinan la significación del 
discurso o expresión de los actores sobre los hechos. 


2 En el contexto de la modernidad analizada que nos acomete, utilizamos el sentido 
kantiano del término “trascendental' que refiere a la condición de posibilidad 
necesaria y universal del conocimiento. 


3 En este tenor, Habermas hace una precisión puntual sobre la dislocación del 
criterio trascendental que dio pie al giro linguístico: “El lugar de la distinción 
trascendental entre constituens y constitutum lo ocupa ahora otra distinción: 
la diferencia ontológica entre proyección de mundo, que abre el horizonte para 
encuentros posibles en el mundo, y aquello con que tácticamente nos topamos 
o encontramos e el mundo.” Júrgen Habermas, pensamiento Postmetafísico, 
México:Taurus, 1990, p. 52. 
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Fuera de este contexto, sería imposible codificar y 
entender objetivamente, es decir, hay una devaluación del 
poder cognoscitivo del intérprete en razón del haber temporal 
de tal o cual significación. 

De este modo hemos sintetizado el problema 
hermenéutico en dos grandes tradiciones que de hecho, 
van a continuar con diversas ramificaciones. Este problema 
parece encontrarse entre dos opciones que parecen sofocar 
la esperanza de encontrar un sentido o significado común en 
todo discurso que asimismo tome en cuenta las diferencias 
propias de cada contexto. La inmediatez cerrada de la 
razón y el relativismo del universo contextual parecen 
irreconciliables y con ello, el entendimiento del significado 
común y coherente para cualquier individuo que se precie de 
una comprensión más o menos aceptable de lo que dice un 
texto, y en el sentido del presente trabajo, de la ley escrita y 
su aplicación correcta. 

Sin embargo, es necesario atender a dicha posibilidad si 
han de plantearse caminos de justicia asequible para cualquier 
individuo, sea cual fuere el contexto de significación sobre su 
responsabilidad de los hechos interpretables por el encargado 
de la implementación de la justicia. 
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Il. La teoría estética-existencial de J. H. Newman como 
principio de verdad e interpretación 


ohn Henry Newman, filósofo inglés del siglo XIX, 

gesta una apertura poderosa a la ciencia hermenéutica 

a partir de su propia teoría del conocimiento enraizada 
en un horizonte en el que intenta fundamentar por un lado, 
las claves epistemológicas de una auténtica experiencia de 
los hechos y por el otro, la necesidad de acuerdos entre los 
hombres en razón de una vía que requiere una conversión en 
razón de la verdad. Ahora bien, J. H. Newman se ubica en 
el contexto de una modernidad decimonónica que se expresa 
en una ciencia racional que ha monopolizado los criterios de 
toda verdad verificable. 

En este horizonte, Newman se topa con el clásico 
desdén cientificista hacia los argumentos de experiencias no 
demostrables por la vía empírica, pues se exigía una rigurosa 
comprobación en el marco del método científico universal, 
lejos del cual, toda otra pretensión de verdad era desechable. 

Sin embargo, la empresa de Newman se estructura en un 
largo período para dar pie a su gramática del asentimiento, 
en donde contribuye a la explicación sobre cómo se gesta el 
asentimiento de la verdad, compilando todas sus fases en una 
descripción básicamente estética y existencial. 

Así, el análisis de Newman hace ver que las 
proposiciones lógicas, sobre las cuales se fundamentaba 
la pretendida universalidad racional de la ciencia, tienen 
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un lugar preponderante en la definición de lo que es real y 
verdadero, pero este peso no soporta el carácter amplio de la 
verdad. 

Por lo tanto, será necesario “trasladarse de una lógica 
basada en la elaboración de silogismos racionales basados 
en una ley pretendidamente universal hacia un camino 
verdaderamente más humano que debe fungir como 
condición de una verdadera conversión.” 

Así, la raíz de la teoría del conocimiento newmaniana 
exige una mayor apertura hacia nuevos horizontes de la 
realidad humana que no deben restringirse a la comprobación 
científica y su normativa universal para reconocerse como 
válidos. 

Y es que la lógica pretendió abastecerse a sí misma de 
sentido a través de un discurso cerrado en sus propias causas 
y consecuencias en un sistema que intentaba aglomerar todos 
los eventos o hechos en enunciados de corte universal, fuera 
de los cuales, no podría escaparse ninguna cuestión particular 
susceptible de ser agrupada en el todo normativo de dicha ley 
científica. 

Según este criterio, toda ley científica o reguladora 
del orden social debía prever en sus cánones todas las 
circunstancias factibles que habrían de verificarse sin tacha 
en el marco de sus contenidos. 

Sin embargo, esta percepción de “carácter universal” era 
incapaz de admitir la réplica desde otro margen de percepción 
de la realidad. Newman acusa aquí la necesidad de amplitud 


4 “The Grammar moves away from a logic based on a smart syllogism to a more truly 
human road of understanding which might be a condition of a true conversion.” J. 
H. Newman, An essay in aid of a Grammar of Assent, London, 1909, 425. 
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de la comprensión de la verdad más allá de las afirmaciones 
estandarizadas a fin de establecer el verdadero sentido de la 
ley. 

Esto es posible según la capacidad del intérprete para 
reconocer el sentido tácito de sus enunciados en relación 
al acaecimiento de los hechos que reclaman una noción 
de verdad más amplia con respecto a su configuración y 
justificación en el marco de su verificación que luego habrá 
de ajustarse prudentemente al marco de la ley universal.* 

Ahora bien, el abuso del racionalismo cientificista ha 
convenido, por una parte, en afirmar que todo es cognoscible 
sobre la base de una subjetividad desprovista de todo sentido 
histórico y cultural. 

La razón construye a partir de principios deductivos 
sostenidos en la ley universal y en la inmediatez del 
pensamiento según lo vimos. Y esto restringe o incluso 
niega a la apertura de la vasta experiencia como principio de 
conocimiento. 

Estos principios pretenden así determinar todo posible 
hecho bajo un esquema de poder interpretativo ilimitado que 
sin embargo, no da cuenta de la incapacidad humana real de 
conocerlo todo acerca de todo.” 


5 “lt summarises Newman's goal to show that argument or proofs for universal law 
are always secondary to a primordial wavelenght of knowing which is both tacit and 
universal. lt invites its audience to recognise how the employ reasoning to reach 
truths of many kinds in daily life without any apparatus of argumentative or formal 
reasoning.” Paul Gallagher, “Lonergan's Newman”, en Gregorianum, 85: 4, p. 744. 


6 Newman acusa la desproporcionalidad entre la intención racionalista y sus fines 
realmente indescriptibles: “That is, a use of it for purposes for which it never was 
intended, and is unfited” J. H. Newman, Essays Critical an Historical, London: 
Longmans, 1891, vol. 1, p. 31. 
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Es necesario anotar que Newman no se pronuncia como 
un antirracionalista, sino que critica la actitud de exclusión 
de este sistema hacia toda propuesta de verdad alternativa o 
variable en su expresión, que por otra parte considera como 
principio de acción. 

Newman rechaza así la vía interior cartesiana que se 
proponía como principio de legislación universal, abstracta, 
atemporal y ahistórica de certeza para el establecimiento de 
conocimientos válidos. 

Así, en vez de una razón universal, propone a la 
particularidad de la subjetividad (finalmente, es la única 
sobre la que tenemos certeza inapelable), y sobre ella, finca 
un principio estético y existencial concreto a fin de abrir un 
camino hacia la objetividad de lo conocido: “¡Oh Criatura! 
conoce tu terrible don, que sin embargo es una causa: toda 
mente es su propio centro y representa su propio hogar para 
sí misma, y moldea en lo que abarcan sus pensamientos todas 
las cosas exteriores.” 

El límite del conocimiento es el hombre mismo, pero 
no como un paradigma de razón y legislación universal, 
sino de existencia. Sin embargo, esta autorreferencia no 
conviene con un solipsismo o un individualismo craso, pues 
la epistemología de Newman se orienta con una existencia 
volcada en el mundo a fin de promover la acción objetiva 
en éste, y según lo enunciamos anteriormente, su teoría 
conviene con un fin de acuerdo entre los hombres. 

7 “Know thy dread gift,-a creature, yet a cause: Each mind is its own centre, and it 
draws Home to itself, and moulds in its thought's span all outward things.”Citado y 


comentado por Roger Sharrock, “Newman's Poetry” en Ker y Hill eds., Newman 
after a hundred years, p. 49 


70 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


El individuo concreto está en un mundo que 
experimenta mientras se experimenta a sí mismo. De hecho, 
el conocimiento orientado hacia el asentimiento real tiene 
como fin el desarrollo social e histórico, así como el bien 
común.* 

Ahora bien, el cartesianismo con su método dubitativo se 
enclaustró en un conocimiento que pendía de la inmediatez. 
Sus fines concretos se dejaron de lado para atender al 
conocimiento dado por la necesidad de una estructura cada 
vez más amplia pero desprovista de un punto de llegada. 

El conocimiento sostenido en la certeza como criterio 
fundamental fue incapaz de proyectar una razón formal más 
allá de su propia indagación solipsista. 

Así, el proyecto de la modernidad perdió el rumbo 
terminando por balbucear solo un ideal abstracto de progreso, 
y con ello, la ley corrió el terrible peligro de naufragar en su 
labor de regulación y conciliación. 

Sin embargo, Newman apela a la necesidad de superar la 
inmediatez propuesta por Descartes en razón de una reflexión 
de la mente sobre sí misma que también fungirá como acceso 
a la realidad y a la postre, como criterio de verdad que al fin 
y a cabo se alcanzará en una comunidad que tiende a cierta 
integración universal. 


8 Thomas Karr realiza una precisión con respecto a la orientación del conocimiento 
por la cual se supera el solipsismo moderno, no obstante la posbilidad de hacer 
conjeturas sobre un solipsismo de carácter estético: “Newman assumes that the 
totality of what we know as real knowledge is to be found only by first questioning 
the subtle, 'unfathomable” processes of self-understanding; by peering into the dark 
abyss of the self in order to inquire into its basic constitutional orientation as a self- 
in-the-world” Thomas K. Carr, Newman and Gadamer, Toward a Hermeneutics of 
Religious Knowledge, Atlanta Georgia: Scholars Press, 1996, p. 93. 


71 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Justamente, “el ejercicio de la razón es una energía vital 
espontánea en nuestro interior, no es un arte. Pero cuando la 
mente reflexiona sobre sí misma, comienza a incomodarse 
con la ausencia de orden y método en su ejercicio.”? 


Prueba 


9 “The exercise of Reason is a living spontaneous energy within us, not an art. But 
whe the mind reflects upon itself, it begins to be dissatisfied with the absence of 
order and method in the exercise.” J. H. Newman, Grammar of Assent, 189. 
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TIL La experiencia autocognoscitiva del sujeto como 
principio hermenéutico 


ewman no propone un método universal en 

estricto sentido, de hecho, podemos advertir que 

establece esta posibilidad como una cimiente que 
posteriormente Bernard Lonergan habrá de especificar en 
su método trascendental. Ahora bien, en consonancia con 
el cambio de paradigma epistemológico establecido por 
Newman con fines de explicación de la aplicación de la ley, 
podemos hacer mención de la necesidad de un cambio de 
paradigma hermenéutico más allá de la pretensión científica 
racionalista o historicista. 

Esta necesidad ha sido tratada ya por Nicholas Lash y 
Thomas Norris, quienes se pronuncian por la fundamentación 
de la hermenéutica en la subjetividad de cada persona como 
su propio centro; que se experimenta a sí misma como 
conocedora e intérprete, tendiendo al entendimiento y 
acuerdo entre las distintas partes.'' 

La apertura de la experiencia del sujeto concreto 
sobre su propio conocimiento y no sobre un ideal abstracto 
consignado en la ley universal, se establece como condición 
fundamental de la verdad. 


10 “We can conclude... that Newman seems to have anticipated by a long time the 
emergence of the contemporary problem of interpretation. That problem is but the 
corollary to the discovery that every person in reasoning... is his own centre, and 
is not the mechanical instrument of a vague abstraction called reason.” Thomas J. 
Norris, Newman and his Theological Method, Leiden: E. y. Brill, 1977, p. 121. 
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Para Newman, en oposición a la negación dubitativa 
cartesiana de todo conocimiento previo, el conocimiento 
en realidad representa la síntesis de sus probabilidades 
antecedentes: imágenes, sentimientos, opiniones 
consensuales, experiencias análogas y actos de confianza 
que han de integrarse convenientemente, generando hábitos 
individuales. 

La integración habitual de estos elementos formulan 
lo que Newman considera como sentido ilativo. Algunos 
autores lo comparan con la virtud de la phronésis o prudencia 
clásicas. Esta virtud o hábito integra estos elementos en un 
acto de gran asentimiento que puede ser explicado por sus 
constitutivos. 

Walter Kasper, de hecho, afirma que este hábito 
conviene con una especie de presciencia newmaniana que 
implicará posteriormente a “un método de historia dialéctica 
al que llamamos “apropiación histórica de sí mismo” 
trabajado particularmente por Newman. Este método soporta 
una relación con la hermenéutica contemporánea de H. G. 
Gadamer.”*' 

El sentido ilativo conviene con referencias concretas 
que no pretenden universalizarse. Atiende a determinadas 
situaciones sociales y personales que se integran por este 
hábito. Sin embargo, Newman afirma que existe una afinidad 
sustancial entre la mente humana y la verdad., previniendo 
así cierto subjetivismo relativista. 

11 “This method of historical dialectics (we have called it 'historical self-appropriation”) 
was worked out by Newman in particular. It bears a relation to the approach of 


contemporary hermeneutic inquiry as exemplified by H. G. Gadamer.,” Walter 
Kasper, The Method in Dogmatic, Munich: Kósel, 1996, pp. 40-41. 
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En ese sentido, la virtud de la prudencia que en términos 
de derecho se establece como jurisprudencia, vista desde 
el horizonte clásico, conviene en adecuar los criterios del 
entendimiento facultativo-teórico expresado en cánones 
científicos y de legislación del orden social a las situaciones 
particulares que exigen una respuesta ética en un marco de 
ley científica o de derecho conveniente. 

Así, la temática newmaniana tiende al bien social y no 
puede restringirse a la mera situación histórica contextual 
que puede relativizar los fines de la ley reguladora debido a 
la carencia de referente según lo vimos en la dinámica de la 
apertura epocal del giro lingúístico. 

El sentido ilativo se instaura como un referente 
hermenéutico que tiende al entendimiento común sobre los 
hechos y su expresión textual u oral consecuente; también se 
convierte en un fundamento normativo de índole científico 
o jurídico en orden a promover el conocimiento, la acción 
transformadora eficaz del mundo y la aplicación correcta de 
la ley para la convivencia humana. 

Aquí el alcance de la verdad será el punto de llegada 
de todo este esfuerzo hermenéutico. Para lograrlo, hay que 
considerar a dicha verdad desde distintas aristas en referencia 
al sujeto que existencialmente se ha apropiado de sus modos 
de acceso cognoscitivo al mundo, de los hechos y sus 
interpretaciones. Con base en todo esto, lo más probable es 
que se logre el acuerdo sobre el significado de las diversas 
narrativas sobre los hechos que han de vincularse en un 
marco normativo de forma correcta. Así, la hermenéutica 
se relaciona intrínsecamente con el entendimiento sobre 
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la significación humana y la verdad que no es dirigida 
por la atemporalidad del sujeto-legislativo-universal que 
conoce; antes bien, es alimentada por una comprensión 
creciente sobre su situación enmarcada en tiempo y espacio 
específicos.!” 


Prueba 


12 “Aristotle calls the faculty which guides the mind in matter of conduct, by the name 
of phronesis or judgment. This is the directing, contolling and determining principle 
in such matters, personal and social. What it is to be viruous, how we are to ain the 
just idea an standard of virtue, what is right and worng in a particular case...” J. H. 
Newman, Grammar of Assent, p. 277. 
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IV. El método trascendental de Bernard Lonergan como 
principio hermenéutico 


l sentido ilativo newmaniano, como todo hábito, tiene 
como fin depurar al conocimiento y a su proyección 
para la vida práctica de los sesgos u obstáculos que 
distorsionan la comprensión del mundo y su incidencia en 
la vida social. Bernard Lonergan se suscribe a esta intención 
newmaniana ubicando también al sujeto cognoscente 
concreto como referente para el encuentro con la verdad.'* 
Lonergan atenderá así a las facultades del conocimiento 
como punto de partida de su propia teoría del conocimiento. 
Complementará la visión estética-existencial newmaniana 
describiendo las operaciones del conocimiento tras una 
revisión empírica sobre el propio conocimiento.'* Esta 
reduplicación se concebirá en cuatro niveles básicos que 


13 Edward Miller establece una conexión fundamental en los fines de las teorías del 
conocimiento de J. H. Newman y B. Lonergan: “Newman and Lonergan shared 
certain approaches that marked them as critics of the narrow agenda of post- 
Enlightenment philosophy; in particular they underlined the connection between 
moral disposition of conscience and the self-correcting process of movin towards 
truth.” Edward Miller, “The Role of Moral Dispositions in the Cognitional Theories of 
Newman and Lonergan” en Thought 67 (1992), 178. 


14 Bernard Lonergan convierte la descripción de las operaciones del conocimiento 
con lo que denomina Método Empírico Generalizado o también llamado 
Método trascendental. Es empírico, pues conviene con la descripción de lo que 
experimentamos al conocer y que posteriormente habrá de ser entendido y 
afirmado razonablemente. Es trascendental en un doble sentido. Por una parte, 
en el sentido kantiano que apela a la necesidad de establecer las condiciones de 
posibilidad de todo conocimiento sobre el ser. Por otra parte, es trascendental en 
el sentido escolástico que atiende a los nociones universales que se encuentran 
en todo contenido conceptual. 
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operan en toda estructura del conocimiento humano, y que 
posteriormente se fijarán como la definición misma de su 
método trascendental: 

“Está el nivel empírico en el cual tenemos sensaciones, 
percibimos, imaginamos, sentimos, hablamos, nos movemos. 
Está el nivel “intelectual”, en el cual inquirimos, llegamos a 
entender, expresamos lo que hemos entendido, elaboramos 
las presuposiciones implicaciones de nuestra expresión. Se 
da el nivel “racional”, en el cual reflexionamos, ordenamos 
nuestras evidencias, hacemos juicios, ya sea sobre la verdad 
o falsedad de una afirmación, ya sea sobre su certeza O 
probabilidad. Se da el nivel “responsable”, en el cual nos 
interesamos por nosotros mismos, por nuestras operaciones, 
nuestras metas, etc. Y deliberamos acerca de las posibles vías 
de acción, las evaluamos, decidimos y tomamos nuestras 
decisiones”.'* 

Al referir la estructura cognoscitiva inmanente del 
sujeto como criterio de búsqueda y alcance de la verdad, 
Lonergan muestra su herencia newmaniana renunciando 
también a la visión moderna subjetivista que transfería 
el conocimiento a la inmediatez del pensamiento; pero 
también renuncia a la visión objetivista ingenua que supone 
un conocimiento factual de lo que “está ahí, afuera, ahora” 
y que da por hecho que el conocimiento del sujeto es una 
copia exacta de lo percibido. De hecho, realiza una denuncia 
a la visión científica clásica que requiere de comprobaciones 
demostrables volcadas en el objeto para afirmar que la verdad 


15 Cfr. Bernard Lonergan, Método en Teología, tr. Gerardo Temolina, Salamanca: 
Sígueme, 2006, 16-17. 
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se halla en el juicio elaborado por el sujeto, y que asimismo 
se ha posibilitado por la experiencia y las concepciones 
previas dadas también en el sujeto.'* 

Ahora bien, el método trascendental tiende también 
al conocimiento objetivo y válido en relación a la verdad 
y a lo que es bueno. Cabe destacar que mientras el sujeto 
efectúa estas operaciones, también va haciéndose presente 
para sí mismo, de modo que está implicado en un esquema 
de nivel trascendental-histórico en razón de una conciencia 
que se ejecuta mientras conoce los objetos. Sin embargo, 
esta conciencia debe apropiarse de sus Operaciones 
cognoscitivas!” a fin de acceder con mayor objetividad al bien 
y a la bondad auténticos que promoverán al individuo para 
autotrascenderse. 


16 “There are the old scientists who took it for granted that the real is what is out there 
(...) There are also the new scientists, and they are committed to a quite different 
view of reality, knowledge, and objectivity (...) So it comes about that scientific 
knowledge is a matter of knowing what ¡is true, and strangely, what is true is not 
what one can see o imagine, but only what one can conceive inteligently and 
affirm reasonably.” B. Lonergan, “Respect for Human Dignity” en The Canadian 
Messenger of the Sacred Heart 63 (1953) 413-417. 


17 Para que el sujeto cognoscente se libere de la distorsión del conocimiento, de la 
falta de acuerdos o la pérdida de rumbo en el diálogo o la interpretación de otros 
contextos, con sus consecuencias lamentables para el desarrollo histórico y social, 
propone que se ejerza la autoapropiación que implica: “Alcanzar la estructura 
dinámica cognoscitiva que es la estructura de nuestro propio experimentar, de 
nuestra propia indagación inteligente y nuestras intelecciones, de nuestra propia 
reflexión crítica, nuestro juicio y nuestra decisión (...) una autoconsciencia racional 
que tome posesión de sí de manera clara y distinta en cuanto autoconsciencia 
racional. Todo conduce hasta ese logro decisivo. De él todo se sigue (...) El 
acto es íntimo tanto en sus antecedentes como en sus consecuentes; pero con 
manifestación pública.” B. Lonergan, Insight, un estudio sobre la comprensión 
humana, tr, Francisco Quijano, México, Sígueme, 1999, 21. 
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En este sentido, Lonergan también se suscribe a la 
empresa newmaniana que tiene como fin la depuración del 
conocimiento en vías de la realización de una historia con 
mayor apego a la comprensión de la verdad y del bien común. 

El ejercicio adecuado de las operaciones del 
conocimiento garantiza la adquisición de la verdad, la cual es 
un punto de coincidencia en los acuerdos entre la diversidad 
de las expresiones. De este modo, la estructura dinámica del 
conocimiento por la que se experimenta, entiende y afirma 
cualquier porción del Universo del Ser es el punto más 
radical de referencia para el desarrollo de la hermenéutica, 
pues cualquier texto o alocución expresarán de algún modo el 
conocimiento de cualquier realidad; aunque las expresiones 
no siempre se acogerán al ejercicio completo de toda la 
estructura cognoscitiva, que en su correcta habilitación 
responde al “deseo desasido, desinteresado e irresctricto de 
conocer.”** 

Así, cuando la estructura cognoscitiva se realiza de 
modo incompleto será incapaz de soportar la verdad, y con 
ello se corre el riesgo de enclaustrar cualquier expresión en 
ideologías circulares, perspectivas tiranas, políticas sectarias, 
eto. 

Para Lonergan, el libre despliegue de la estructura 
cognoscitiva, además de estar determinado por el deseo 
de conocer, también se encuentra condicionado por el 
llamado así “polimorfismo de la conciencia”. Este atiende 
a distintas configuraciones de la experiencia que están 
presentes ordinariamente y de diversos modos en el flujo 


18 Cfr. B. Lonergan, Insight, 734. 
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del conocimiento, cualificando de modo relevante sus 
concreciones, formulaciones, afirmaciones y expresiones. Sin 
embargo, “estas configuraciones se alternan; se combinan o 
se mezclan; pueden interferirse, entrar en conflicto, desviarse 
de su cauce, desintegrarse (...) (Su producto) puede ser 
incoherente con respecto a las actividades de la aprehensión 
inteligente o la afirmación razonable.” 

Este polimorfismo se encuentra casi naturalmente 
presente en cualquier referencia cognoscitiva, e incluso puede 
orientar sus motivos y alcances. Sin embargo, también es la 
causa fundamental de la distorsión del conocimiento trayendo 
graves consecuencias entre el entendimiento de los hombres, 
haciéndolos incapaces de atender a la verdad y a lo común de 
sus expresiones para volcarse en las divergencias y con ello 
se promueven los ciclos de decadencia y de confrontación 
destructiva.” 


19 Cfr. B. Lonergan, Insight, 459. 


20 El polimorfirsmo de la conciencia se identifica con las configuraciones de la 
experiencia que “... está organizada por varias configuraciones que se deben 
a un factor inmanente llamado: conato, interés, atención, propósito. Existe la 
configuración biológica de la experiencia que conjunta relaciones inteligibles que 
vinculan entre sí secuencias de sensaciones, recuerdos, imágenes, conatos, 
emociones y movimientos corporales. Estas secuencias convergen en actividades 
terminales de intususcepción o reproducción y autoconservación. También está la 
configuración estética según la cuál hay una admiración muy profunda, un gozo 
espontáneo de la vida consciente que se suma a la creación intelectual libre por la 
que el sujeto se expresa. En la configuración intelectual la liberación estética hace 
dócil al espíritu de indagación que se perfecciona según las aptitudes innatas, en 
el entrenamiento, la edad y el desarrollo, las circunstancias externas, la casualidad 
que nos depara problemas para llegar cada vez más con precisión a una solución, 
pues los sentidos externos se agudizan para percibir el detalle significativo. 
Finalmente, en la configuración dramática el sujeto procura actuar en presencia 
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V. El punto de vista universal y la interpretación 


l método de conocimiento lonerganeano referido a la 

subjetividad, no obstante su carácter trascendental, 

encuentra sustento e incidencia en la realización de la 
historia. Está representado por una estructura que, en palabras 
de Lonergan, “gira entre lo concreto y lo abstracto.” 

Podemos incluso decir que reconcilia la oposición 
entre la visión trascendental representada por la racionalidad 
moderna a priori-ahistórica y la visión del giro lingúístico 
que absolutiza a la apertura epocal histórica con sus signos 
lingúísticos dependientes única y exclusivamente de su 
situación contextual relativa. 

Lonergan apela entonces al soporte fundamental del 
método trascendental para la obtención de conocimientos 
objetivos y válidos; y en el tema hermenéutico deriva su 
postura epistemológica hacia la así llamada “noción del punto 
de vista universal” como base pertinente para el problema de 
la interpretación. 

Por “un punto de vista universal se quiere dar a entender 
una totalidad potencial de puntos de vista ordenados de 
manera genética y dialéctica”. Los puntos de vista se 
refieren directamente a las significaciones concretas que 
hacen los individuos y que se encuentran cualificadas por el 


de los demás para ser admirado por ellos y obtener así la objetividad que da la 
satisfacción por haber actuado bien y eficientemente según ese reconocimiento.” 
Cfr. B. Lonergan, Insight, 232-241. 


21 Cfr. B. Lonergan, Insight, 655. 
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desarrollo de su estructura cognoscitiva en sus tres niveles 
del conocimiento y por la intromisión de los sesgos dada por 
los mecanismos del polimorfismo de la conciencia. 

Ahora bien, esta totalidad implica “virtualmente 
todas las diversas series de alternativas posibles en las 
interpretaciones.”? No se refiere a la totalidad histórica ni 
a una estructura trascendental ahistórica, sino a todas las 
significaciones posibles que son materia de revisión según 
la aprehensión del método trascendental y su aplicación a 
las expresiones documentadas provenientes de los distintos 
interlocutores posibles. 

En este sentido se refiere a la atención del significado 
del sujeto interpretado a través del intérprete que ha de 
autoapropiarse”, y no tanto el análisis gramatical y lingúístico 
la expresión objetual de los documentos o monumentos. 

Este punto de vista, al estar sustentado en el 
autoconocimiento, puede definir y dar explicación sobre 
las diversas series genéticas que dieron pie al conocimiento 
actual y a su expresión sobre la realidad. 


22 Cfr. B. Lonergan, Insight, 655. 


23 Para Lonergan, la aprehensión y aplicación del método trascendental en la 
interpretación implica a “las fuentes de interpretación inmanentes en el propio 
historiógrafo, en su habilidad para considerar las posibilidades proteicas de la 
noción del ser, que es el núcleo de toda significación, la cual varía de contenido 
según la experiencia, los actos de intelección, los juicios y la orientación habitual 
de cada individuo.” Insight, 655. 
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Se expande dialécticamente, lo que implica la 
intromisión de los sesgos del polimorfismo que han de ser 
revisados según el esquema del método trascendental a fin de 
promover la corrección de aquello que resultó erróneo por un 
conocimiento obstaculizado por dicho polimorfismo. 

En consecuencia de todo esto se estimulará el desarrollo 
de la historia. Finalmente, su carácter universal se refiere a 
que el punto de vista universal “es potencialmente completo”, 
es decir, incluye intérpretes entendidos como sujetos con 
unidades polimórficas y conciencias empíricas, inteligentes y 
racionales. 

De hecho, para dilucidar la totalidad posible de 
significados que influyeron en tal o cual expresión 
documentada, ha de atenderse a las cuatro dimensiones que 
fungen como la serie íntegra de combinaciones posibles: 


“1. De experiencias O carencia de experiencias. (2) 
de actos de intelección o carencia de intelección, (3) 
de juicios y de fallas al juzgar, y (4) de las variadas 
orientaciones de la consciencia polimórfica del ser 
humano. Ahora bien, en la medida en que aprehendemos 
la estructura de esta noción proteica del ser, poseemos 
la base y el fundamento de donde podemos proceder 
hasta el contenido y el contexto de todo significado. 
En la medida en que exploramos la experiencia 
humana, los actos de intelección humana, la reflexión 
y la consciencia polimórfica humana, acabamos por ser 
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capaces, si contamos con los datos convenientes, de 
aproximarnos al contenido y al contexto del significado 
de cualquier expresión dada.”” 


Así pues, podemos concluir que ambos autores se 
encuentran con una necesidad de restauración de la historia 
a partir del desarrollo de la ciencia y el derecho desde la 
revisión empírica del conocimiento del sujeto concreto. 
Esta revisión posibilita el acceso correcto a la realidad, 
identificando sus diversas facetas, sus significaciones O 
intereses que permearon los distintos discursos que intentan 
consignarla en un marco locutivo que exige objetividad y 
precisión de cara a la necesidad de cierto entendimiento 
común. 

Y es que todo ello tiene como fin la verificación de la 
validez del desarrollo de la ciencia y del derecho. Por lo 
tanto, será necesario realizar una revisión científica de las 
operaciones del conocimiento: ello ha de fungir como un 
control objetivo de la significación que, dependiendo de la 
situación contextual, puede variar poderosamente. Por ello, 
es necesario identificar lo que es constatable a la experiencia, 
lo que puede formularse reuniendo los datos obtenidos en un 
todo coherente y lo que ha de afirmarse en un juicio como 
verdadero. 


24 Cfr. B. Lonergan, Insight, 657. 
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Conclusión 


a aplicación de la ley general ha de concentrarse en la 

integración de los hechos, los discursos de los actores 

de estos (que han pasado por la verificación del método 
trascendental propuesto por este trabajo) y los contenidos de 
los cánones programáticos. 

Con base en esta integración, se propone una vía 
jurisprudencial que no se basa en la interpretación relativista 
de los hechos que puede fijar la aplicación de la ley en una 
apreciación parcial supeditada a la volatilidad contextual y 
circunstancial de los hechos. 

Tampoco atiende a una casuística acrítica que es incapaz 
de valorar los signficados que dieron pie a la configuración 
y/o consumación de los hechos valorables a la hora de 
implementar la justicia. Será necesario atender, por tanto, 
al método trascendental que desarrolle posiciones sobre lo 
comprobable, formulable y verificable, revertiendo lo que no 
se ajusta a estos criterios a fin de evitar los sesgos que pueden 
configurar una trama de injusticia social indeseable. 

Los autores revisados ubican al sujeto autoapropiado de 
sus operaciones cognoscitivas por las que accede al mundo de 
lo real como el punto de partida hermenéutico y de acuerdo 
entre los diversos discursos que narran los hechos que luego 
han de ser ponderados a la hora de implementar justicia, pues 
todos ellos conocen la realidad y se pronuncian sobre ella. 

Así pues, este conocimiento sobre el propio 
conocimiento es la base invariable de toda aprehensión 
y expresión que han de examinarse a fin de entender la 
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significación por la que se suscitaron hechos concretos que, 
en términos de aplicación de la ley, deben ser juzgados de 
acuerdo a la comprensión de su contexto y su vinculación 
con la normativa general. 
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El valor probatorio de la testifical en 
materia penal. Una opinión a la luz de las 
posturas del razonamiento probatorio 


Mtro. Jesús García Márquez 
Introducción 


esde la creación de los procesos de juzgamiento, y 

a lo largo de la historia hasta nuestros días, siempre 

ha existido la necesidad de saber cómo determinar si 
una persona dice la verdad o miente: ya sea el acusado, la 
víctima o los testigos, pues tal conocimiento resulta necesario 
para poder dar solución de una manera justa y razonada a la 
controversia jurídica. 

Al mencionar justa y razonada, nos referimos a que 
la motivación que se haga para justificar cuando una 
hipótesis ha sido considerada por el juzgador como probada, 
ésta se encuentre vigorosamente justificada, a efecto de 
que, permita a las partes conocer el análisis y los puntos 
tomados en cuenta por el órgano jurisdiccional, para llegar 
a dicha determinación, incluso que tal motivación pueda ser 
examinada claramente por un tribunal superior (alzada) y 
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éste pueda revisar las inferencias que llevaron al juzgador a 
determinar su grado de alcance y eficacia probatoria, al haber 
presenciado de manera directa el desahogo de los testimonios. 

Sin embargo, aun así, persiste la incógnita: ¿qué se 
debe tomar en cuenta para saber si un testigo miente o dice 
la verdad, y a partir de ahí poder realizar una motivación 
clara, exhaustiva y debidamente justificada? Es precisamente 
esa eterna interrogante la que ha llevado al ser humano 
a adentrarse a toda clase de estudios e investigaciones, 
encaminados a saber de una manera fiable y objetiva, 
cuándo un testigo está mintiendo o está diciendo la verdad. 
No obstante, los resultados de dichos estudios, y según los 
avances científicos, han arrojado que aún no es posible saber 
con certeza cuándo una persona está falseando o está diciendo 
la verdad; es decir, todavía no se cuenta con un método cien 
por ciento efectivo que nos lleve a determinar dicha situación; 
pero lo que sí se ha podido establecer de manera precisa es 
que la mentira tiene relación con la intención. 

Al respecto, Giuliana Mazzoni señala que “(...) el 
ser humano pone en funcionamiento la intencionalidad, 
la planificación, la representación mental compleja de 
los sucesos y todas estas variables intervienen también 
cuando miente.”! mientras que Margarita Diges afirma 
que “la mentira es esencialmente una cuestión de intención 
(de engañar) y las intenciones son mentales”? es decir, 
el examinador siempre debe tener presentes los posibles 


1 Mazzoni, Giuliana: Psicología del testimonio. Madrid. 2019; p. 36. 


2 Diges, Margarita: Testigos sospechosos y recuerdos falsos: estudios de psicología 
forense. Madrid. 2016; p. 22 
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motivos, traducidos generalmente en beneficios, que pudiera 
tener el testigo para mentir en su declaración, o bien, tener 
en consideración cualquier tipo de perjuicio o situación de 
riesgo (amenazas) que pueda recibir el ateste en caso de que 
emita su testimonio de manera “natural”. 

Esto último significa que es tal como recuerda que 
percibió el suceso, ya que nadie miente por casualidad, 
y un testigo que va a mentir, cambiando o inventando su 
testimonio, o incluso retractándose del mismo, ya una vez que 
lo ha emitido en etapas tempranas del proceso, lo va a hacer 
de manera ineludible por un motivo, independientemente si 
lo es para ganar algo, para perjudicar o beneficiar al acusado 
o a la víctima, o simplemente para evitar un daño personal. 

Por ello, en el presente trabajo, nos abocaremos al 
estudio del testimonio desde una concepción racionalista 
de la prueba, en donde analizaremos, desde la óptica de la 
psicología del testimonio, los principales factores y aspectos 
que intervienen en las declaraciones de los testigos, para 
así tener bases objetivas y poder valorar el testimonio 
de una manera aceptada por la ciencia, acorde con el 
sistema de valoración racional de la prueba, exponiendo 
todos los resultados y parámetros que han derivado de 
las investigaciones al respecto, desde cómo se origina el 
testimonio, hasta los procesos mentales que intervienen 
cuando los testigos narran lo que creen haber visto u oído. 
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I. Corrientes epistemológicas 


ara la epistemología, existen dos principales corrientes 

que tratan de explicar bajo qué circunstancias se debe 

de creer en un testimonio: el presuntivismo y el no 
presuntivismo. Pero antes de analizar dichas corrientes, 
resulta indispensable aclarar que no toda manifestación 
que realice una persona puede ser considerada como un 
testimonio. 


“La afirmación efectuada en un testimonio debe referirse 
a un estado de cosas, no a una opinión o un sentimiento. 
Cuando alguien entra en un sitio web para comprobar 
las opiniones de los consumidores sobre restaurantes, 
por ejemplo, existe una parte testifical y una parte de 
opinión. Cuando el consumidor afirma que el lugar es 
para no fumadores, está dando un testimonio; cuando 
afirma que el restaurante no utiliza cubiertos, está dando 
un testimonio, Cuando afirma que el lugar esta feo o 
que la comida es mala, no está aportando un testimonio, 
está, eso sí, dando una opinión.””* 


Las opiniones de testigos legos no son relevantes para 
el proceso penal, ni pueden ser sujetas de valoración, puesto 
que lo que interesa al proceso es la búsqueda de la verdad 
como correspondencia, no lo que un testigo opina sobre el 
acontecimiento presenciado; además de que una opinión 


3 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical. Del subjetivismo al objetivismo, del 
aislamiento científico al diálogo con la psicología y epistemología. 1ra. ed. Madrid. 
2019; p. 73. 
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está completamente llena de subjetividad, y cuando menos 
un testimonio, al ser más objetivo, debería estar sujeto a una 
comprobación mínima a través de otras pruebas. 


1.- Presuntivismo 


Es una teoría que se le atribuye al filósofo escocés 
Thomas Reid, que en términos generales “... consiste en una 
concepción que defiende que cuando no hay razones para 
dudar de lo que se dice en un determinado testimonio, se 
debe creer en su veracidad.”* 

Esta postura parte de la presunción de que los seres 
humanos, como seres sociales, somos buenos, y no fuimos 
creados para mentir, sino para decir la verdad y confiar en los 
demás, justo para desarrollar lazos y crecer en sociedad; lo 
que en términos jurídicos se traduce en que si no hay pruebas, 
o que se evidencie que el testimonio es erróneo, se tendría 
que creer en él por la simple razón de que no hay nada que lo 
contradiga. 


2.- No presuntivismo 


Es una corriente que se gesta a partir de la obra del 
filósofo David Hume. Dicha postura es lo contrario del 
presuntivismo, ya que de manera genérica establece que, 
si no existen razones positivas para creer en un testimonio, 
no habría porque creerlo: “(...) para que un conocimiento 
obtenido mediante testimonio esté  epistémicamente 
justificado, exige que sea confirmado por razones positivas 


4 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., p. 89. 
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(...)”, es decir, que para poder darle valor a un testimonio, 
necesariamente debe de existir una corroboración mínima 
con algún otro medio de prueba que lo respalde. 

Sin lugar a dudas, desde la postura racionalista 
de la prueba, la corriente que iría acorde sería el no 
presuntivismo, puesto que en un proceso penal, al ser la 
consecuencia de un probable error judicial la privación de 
la libertad de un inocente, o la libertad de un culpable, no 
sería racional partir de una presunción de credibilidad para 
el testimonio de manera automática, sino que el testimonio, 
para ser considerado fiable, tendría que verse mínimamente 
corroborado con algún medio de prueba diverso. Lo anterior 
es así, ya que por muy congruente y coherente que resulte 
ser un testimonio, ello no garantiza en nada, o al menos en 
un porcentaje muy bajo, que dicho testimonio se corresponda 
con la realidad. 

A manera de analogía, una novela o una película puede 
ser congruente y coherente, sin embargo, ello no significa 
que hayan sucedido en la realidad, a pesar de haber sido 
coherentes. 


5 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., p. 89. 
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K. ¿Qué se debe de determinar al valorar un testimonio? 


no de los grandes problemas a los cuales se han 
venido enfrentando los operadores jurídicos, en 
especial los jueces, es la confusión o la ignorancia 
sobre no saber la diferencia entre verdad, sinceridad, falsedad 
y mentira, ya que es muy común que al valorar un testimonio 
sólo se ciñan a decir, o que el testigo miente, o que dice la 
verdad, sin ir más allá, sin siquiera preguntarse si verdad y 
mentira son conceptos que se contraponen, ni si es correcto 
únicamente tener como opciones a la verdad y a la mentira al 
valorar un testimonio, dejando de lado a la sinceridad y a la 
falsedad, que no son lo mismo que verdad (con sinceridad) y 
mentira (con falsedad). 
Al respecto, Vítor de Paula Ramosó hizo una 
clasificación de los diversos tipos de testimonios con los que 
nos podemos encontrar dentro de un proceso: 


1.- Testimonio mentiroso 


Este testimonio se refiere a que lo que asevera el testigo 
es diferente a lo que él cree que tiene en su mente respecto 
a lo que se le pregunta. Es decir, de manera intencional, el 
testigo expresa algo diferente a lo que él cree con respecto 
a su recuerdo, independientemente de si lo que dice se 
corresponde con la realidad o no: la mentira siempre va a ser 
algo subjetivo, porque depende de lo que el testigo crea. 


6 Vid in extenso: De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., pp. 84 y ss. 
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2.- Testimonio sincero 


Este testimonio se refiere a que el testigo dice lo que 
cree, lo que tiene en su recuerdo, independientemente de si 
lo que expresa se corresponde con la realidad o no. De igual 
manera, la sinceridad siempre va a ser algo subjetivo, porque 
depende de lo que el testigo crea que pasó en la realidad, 
de acuerdo a como lo percibió, codificó, almacenó y evocó 
en su memoria, de tal suerte que más de una persona pudo 
haber percibido el mismo evento pero, ninguna lo percibirá 
exactamente igual de acuerdo a sus creencias, conocimientos 
y estereotipos. De ahí la subjetividad de un testimonio 
sincero. 


3.- Testimonio verdadero 


El testimonio es verdadero cuando lo que dice el testigo 
se corresponde con la realidad, independientemente de las 
creencias o intenciones del testigo (sea mentira o sea sincero), 
pues la realidad es sólo lo que aconteció, y si el testimonio 
se corresponde con ella, será verdadero aunque el propio 
testigo haya manifestado de manera intencional algo diverso 
a su recuerdo (mentira). Por ejemplo: Si un amigo nos pide 
prestado un libro, pero nosotros no queremos prestárselo, y 
por ello le decimos que lo hemos perdido. 

Pero cuando regresamos a casa, que es donde tenemos 
los libros, nos percatamos que efectivamente ese libro ya 
no está: hemos dado un testimonio verdadero, aún y cuando 
nosotros hayamos decidido mentir para no prestarlo; es 
decir, nosotros no sabíamos que en realidad estaba perdido 
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el libro, porque nuestra creencia es que sí lo teníamos; 
sin embargo, por alguna situación que desconocemos, 
efectivamente el libro se perdió, y por ello nuestro testimonio 
si se correspondió con la realidad. Por lo anterior, se dice 
que un testimonio verdadero se basa en lo objetivo (porque 
sólo importa si lo que se dice sucedió o no en la realidad) a 
diferencia de los testimonios sinceros y mentirosos. 


4.- Testimonio falso 


Será falso cuando no se corresponda con la realidad, 
independientemente de si el testigo quiere mentir o ser 
sincero (cuestión subjetiva, porque depende de lo que el 
testigo crea), por ejemplo: Si el testigo presenció una pelea, 
pero él no se alcanzó a percatar de que el acusado, durante 
la pelea, le rompió la camisa a la víctima, y aquel, en la 
audiencia de juicio, al declarar ante el juez, refiere que el 
acusado nunca le rompió la camisa a la víctima. 

Estaremos ante un testimonio falso, aún y cuando el 
testigo haya sido sincero, porque la falsedad no depende de 
lo que el testigo crea, sino de lo que en realidad sucedió, se 
haya o no percatado el testigo; por ello la falsedad, al igual 
que la verdad, es una cuestión objetiva. 

Evidentemente, lo que se debe de tomar en cuenta 
en un proceso jurídico, más allá de identificar si el testigo 
es mentiroso O sincero, es identificar si el testimonio es 
verdadero o falso (esto es, qué tanto de lo que refirió el 
testigo se corresponde con la realidad, a partir del grado de 
corroboración que encuentre con el diverso caudal probatorio, 
y que a su vez respalda la hipótesis fáctica planteada), pues 
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lo que interesa al proceso es la búsqueda de la verdad como 
correspondencia” (a partir del material probatorio disponible) 
y no si el testigo fue sincero O mentiroso, puesto que los 
testimonios son instrumentos para la búsqueda de la verdad 
como correspondencia, y sólo a través de ellos, junto con los 
diversos tipos de prueba (documental, pericial, material, etc.) 
se van a poder confirmar o no las hipótesis planteadas por las 
partes (fiscalía o defensa). Con esto no se quiere decir que 
en un determinado momento, si es que existe tanto prueba de 
cargo que apoya a la versión acusadora, y a la vez también 
existe prueba de descargo que apoya la teoría defensiva (por 
ejemplo testigos familiares), como una cuestión secundaria 
no se puedan analizar los posibles motivos que tendrían los 
testigos para resultar parciales o no, y poder determinar cuál 
de las dos hipótesis resulta más convincente para el juzgador, 
a pesar de encontrarse ambas hipótesis corroboradas, 
situación que sin duda alguna requiere de un análisis más 
profundo que se abordará más adelante. 


7 “(...) Esta pertenencia a la tradición racionalista conlleva la defensa de algunas 
tesis centrales: a) La averiguación de la verdad como objetivo institucional de 
la actividad probatoria en el proceso judicial, b) la aceptación del concepto de 
verdad como correspondencia, por ser éste el más adecuado para dar cuenta de 
las exigencias de la aplicación del derecho: aplicar la norma que prescribe una 
consecuencia jurídica para el caso en que se dé el hecho h requiere que se haya 
producido h y, por tanto, que los enunciados que se declaran probados en el 
proceso se correspondan con lo ocurrido en el mundo...” en Ferrer Beltrán, Jordi: 
La valoración racional de la prueba, Madrid. 2007. p. 18. 
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III. El uso de la psicología del testimonio 


rimero vamos a conocer de dónde surge la necesidad 

de apoyarse en el uso de la psicología del testimonio, 

como una herramienta objetiva y aprobada por la 
comunidad científica para valorar la prueba testifical, es 
decir, ¿por qué en un proceso penal se exige que se valore de 
manera racional la prueba? 

La respuesta la encontramos cuando tenemos en cuenta 
el tipo de sistema de valoración de prueba que impera en 
nuestro sistema penal, esto es, que contamos con un sistema 
de valoración racional, tasado o de íntima convicción. De 
lo anterior, se desprende que el único sistema de valoración 
que exige una base motivacional sólida es el racional, el cual, 
desde luego, es sumamente compatible con la concepción 
racionalista de la prueba, que radica en un modelo crítico de 
las motivaciones y justificaciones que utiliza el juzgador al 
valorar la prueba, en donde además, se busca la verdad como 
correspondencia y el cual exige que: 


“(...) El recurso del método de la corroboración y 
refutación de hipótesis forme parte de la valoración de 
la prueba; la defensa de una versión débil o limitada 
del principio de inmediación, una fuerte exigencia de 
motivación de la decisión sobre los hechos y la defensa 
de un sistema de recursos que ofrezca un campo amplio 
para el control de la decisión y su revisión en instancias 
superiores (...).”* 


8 Ferrer Beltrán, Jordi: La valoración racional de la prueba, 1ra. ed. Madrid. 2007; p. 
2. 
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Por lo tanto, al encontramos en un sistema de 
valoración racional, naturalmente se va a requerir que las 
determinaciones judiciales se encuentren motivadas con 
argumentos suficientes, detallados y acordes con los tamices 
de la sana crítica (máximas de la experiencia, reglas de la 
lógica y el conocimiento científico), lo que implica que los 
jueces, al valorar un testimonio y decidir sobre su grado de 
credibilidad, tendrán que sustentar en qué parámetros —desde 
luego objetivos— se basaron para llegar a tal determinación, 
y así poder asumir que su valoración (razonamientos e 
inferencias) resulta racional, e incluso que sus inferencias y 
deducciones puedan ser fácilmente revisadas, verificadas y 
controladas por un tribunal de alzada, siendo necesario tomar, 
como sustento argumentativo, bases y parámetros objetivos 
que puedan ser confrontables y de cierta manera medibles, 
establecidos y aceptados por la ciencia. 

Tal es el caso de la psicología experimental, que engloba 
a la disciplina de la psicología del testimonio, la cual se 
centra principalmente en analizar el propio contenido de las 
declaraciones, estudiando las bases y factores objetivos que 
influyen en la creación, almacenamiento y evocación del 
testimonio, dejando de lado falsas creencias que, hasta hoy en 
día, no han sido aceptadas plenamente por la ciencia, como es 
el basarse en la conducta no verbal o en cuestiones intuitivas 
(como la experiencia del juzgador valorando testimonios), 
o incluso el dejarse llevar por los “sesgos de veracidad o de 
mendacidad”, los cuales parten de la tendencia de juzgar las 
declaraciones como verdaderas o falsas, según se trate del 
tipo de persona que emite su testimonio, indicadores que 
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son muy subjetivos, variables, incontrolables, poco fiables, y 
sobre todo, poco medibles; situación contraria a lo que nos 
marca la psicología del testimonio, pues ésta se define como: 
La disciplina que representa la aplicación de la 
investigación psicológica al ámbito del testimonio y, respecto 
a la investigación psicológica más general, examina en 
particular los procesos perceptivos atencionales de memoria 
que forman parte de la codificación de un suceso también 
cargado de emoción; los procesos perceptivos y de memoria 
que intervienen en la aplicación del culpable, y de la 
idoneidad de los procedimientos adoptados para este fin; la 
mentira intencional: las capacidades de la persona que miente 
y la identificación de la mentira; los procesos de toma de 
decisiones implicados a la hora de establecer la credibilidad 
de un testimonio y la culpabilidad de un individuo; el efecto 
de los interrogatorios (entrevistas de investigación) sobre 
el recuerdo y la declaración; la sugestionabilidad y otras 
características individuales y su papel en el recuerdo y en 
el testimonio; el examen de la veracidad del testimonio; 
las cuestiones relativas a la valoración de la capacidad para 
testificar y de la credibilidad de la declaración del testigo.” 
Como se observa en esta definición, se hace referencia 
de manera reiterada y evidente a dos aspectos fundamentales 
en la formación del testimonio, como es la percepción y la 
memoria, pues con la percepción inicia todo el proceso 
de creación del testimonio, en tanto que en la memoria 
es en donde va a permanecer almacenada la información 
previamente percibida. Tales aspectos han sido ampliamente 


9 Cfr. Mazzoni, Giuliana: Psicología del testimonio. 1ra. ed. Madrid. 2019; p. 18 
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estudiados y contrastados por la disciplina de la psicología 
del testimonio, que en la actualidad es la más adecuada y 
objetiva para el estudio de este, y por ende, sirve como una 
de las mejores herramientas científicas que el juzgador puede 
utilizar para valorar el testimonio. 
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IV. Percepción y memoria, elementos clave en la 
formación del testimonio 


ara tener la posibilidad de adentrarnos al campo de 

la valoración objetiva y razonada del testimonio, 

necesariamente debemos tener claro que el testimonio 
natural —ese que está libre del propósito de inventar— se 
encuentra íntimamente relacionado con los procesos de 
la percepción y de la memoria, de tal suerte que no puede 
existir testimonio si no existe la memoria. En este sentido, 
no nos referimos a la percepción, porque claro está que 
cualquier persona, aún y cuando no haya percibido un hecho, 
sin problema alguno lo puede inventar; pero lo que no puede 
ocurrir es que se pueda emitir un testimonio sin hacer uso 
de la memoria, aunque éste haya sido inventado, ya que 
cualquier experiencia o información recibida va a quedar 
almacenada en la memoria.'” 

Por ejemplo: el uso del lenguaje, los significados de 
las palabras, o el simple hecho de que sepamos quiénes 
somos, es gracias a la existencia de la memoria, ya que 
es donde registramos todo el conocimiento adquirido 
desde que nacemos hasta que morimos, como si fuera una 
especie de biblioteca que vamos a poder consultar cuando 
necesitemos recordar cierto tipo de información. Es por ello 
que la memoria forma parte esencial del testimonio, porque 
éste trata de lo que un testigo cree que recuerda sobre lo 
que percibió de un hecho en específico, el cual sucedió en 
un momento y lugar determinados; resultando necesario 


10 Cfr. Coon, Denis: Fundamentos de Psicología. 10ma. ed. México. 2005; p. 175. 
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entonces definir lo que es el testimonio: “(...) un testimonio 
o una declaración es un relato de memoria que un testigo 
realiza sobre unos hechos previamente presenciados (...)”**, 
dicho en otras palabras: el testimonio es la información que 
la persona previamente cree haber percibido, guardándola en 
su memoria, y recordándola, para posteriormente expresarla. 
Pero, ¿cómo es que la información llega a la memoria? 

Sin duda, la información llega por medio de los 
sentidos, específicamente a través de la percepción, la cual 
es definida por Antonio Manzanero como “(..) el proceso 
mediante el cual dotamos de significado a las sensaciones 
(...?, acotando que la percepción funciona a través de 
ellas, ya que nuestros sentidos no pueden apreciar aquello 
que no les genera una sensación,!* es decir, lo primero que 
tiene que ocurrir para que la información sea apreciada por 
los sentidos, es que ésta (visual, auditiva, sensorial, olfativa) 
les genere una estimulación, que va a ocasionar que nuestro 
cerebro conciba una sensación que, para fines prácticos, la 
vamos a definir como la información que nuestro cerebro 
capta del mundo exterior, la cual, para entrar a nuestra mente, 
tiene que ser percibida; en otras palabras, que es dotada de 
significado, interpretada, comprendida y codificada. 

Podemos dar el siguiente ejemplo: si estamos viendo 
una pelota, ese simple ejercicio de estarla observando es la 
sensación, y la percepción es la interpretación que se le da 


11 Manzanero Puebla, Antonio Lucas: Psicología del testimonio. Una aplicación de 
los estudios sobre la memoria. 1ra. ed. Madrid. 2008. p. 17. 


12 Manzanero Puebla, Antonio Lucas: Psicología del testimonio..., p. 32. 


13 Cfr. Coon, Denis: Fundamentos de Psicología. 10ma. ed. México. 2005; p. 17. 


110 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


a dicha pelota, esto es, que dicho objeto se le codifica como 
pelota, que sirve para jugar, que es blanca, que es similar a la 
que salió en el partido de futbol, etcétera; para que ya una vez 
que fue percibida, pase a ser depositada en la memoria, lugar 
en donde va a permanecer almacenada hasta que con el paso 
del tiempo, y dependiendo del impacto o la importancia que 
le haya generado al testigo, así como del repaso constante 
que le dé o no a la misma, ésta se va a 1r desvaneciendo y 
olvidando. 

Por lo anterior, es dable establecer que la percepción 
y la memoria, son dos elementos fundamentales para la 
existencia y formación del testimonio, ya que para que éste se 
haya generado, el testigo tuvo que haber percibido el hecho 
para posteriormente evocar lo que crea haber presenciado, 
haciendo uso de su memoria al recordar lo que percibió del 
hecho. 
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V. Tipos de memoria que intervienen en la formación del 
testimonio 


omo ya se explicó anteriormente, un testimonio 

sincero es un recuerdo, es un relato de memoria. Por 

ello, al menos para comprender un poco más respecto 
a la formación del testimonio, y porque se dice que éste es 
un relato de memoria, resulta indispensable conocer qué tipo 
de memorias influyen en la formación e interpretación de 
los recuerdos. Al respecto se retomará lo referido por la Dra. 
Giuliana Mazzoni.'* 


1.- Autobiográfica 


Íntimamente relacionada con la memoria a largo plazo, 
en dicha memoria, se almacenan la mayoría de los recuerdos 
respecto a quiénes somos, y lo que hemos hecho a lo largo 
de nuestra vida, como hábitos, gustos, cumpleaños, etc., (de 
ahí su nombre: autobiográfica) Cuando respondemos a las 
preguntas ¿Quiénes somos? ¿Qué hicimos hace un mes? 
Estamos haciendo uso de ella. 


2.- Episódica 


De igual manera se encuentra relacionada con la 
memoria a largo plazo, o mejor dicho, forma parte de ésta. Se 
refiere a la memoria que guarda los sucesos y elementos de 
los que conocemos el lugar temporal y espacial. A diferencia 
de la memoria autobiográfica, ésta es más amplia, ya que 


14 Cfr. Mazzoni, Giuliana: Psicología del testimonio. 1ra. ed. Madrid. 2019. pp. 66 y 
ss. 
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no solamente guarda episodios relacionados con nuestra 
historia de vida, sino que guarda cualquier tipo de situación 
que haya sido lo suficientemente relevante como para crear 
recuerdos, como cuando se vio una película, cuando se fue a 
la escuela, cuando se sale de viaje etc. Esta memoria es la que 
más se utiliza al emitir un testimonio de un hecho dañoso, 
pues recordamos los “episodios” de quienes participaron: 
en donde, a qué hora, qué nos encontrábamos haciendo, 
etc. Igualmente es la memoria que más se ve afectada por el 
factor del paso del tiempo. 
3.- Semántica 

Es la más sencilla de explicar, pues ésta funciona como 
una especie de “diccionario personal”, ya que es la encargada 
de conservar los significados de los objetos, situaciones, 
emociones y todo lo que se pueda observar o conocer para 
darle un significado; además de que en ella permanecen 
conceptos organizados y categorías conceptuales, que desde 
luego influyen en el proceso de la formación del testimonio, 
al interpretar y dotar de significado lo que se está percibiendo, 
de acuerdo con los conocimientos previos adquiridos. 
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VI. Análisis del testimonio 


a valoración del testimonio, desde una concepción 

racional, no se limita únicamente al uso del 

conocimiento científico, que en el presente caso es la 
disciplina de la psicología del testimonio; sino que además 
requiere complementar su análisis apoyándose de otros 
parámetros objetivos, como una corroboración mínima y 
un análisis de su coherencia,'* tal y como lo refirió Nieva: 
La coherencia de la declaración consiste en la ausencia de 
contradicciones en el relato del declarante, de manera que 
todo aquello que haya dicho no contraste entre sí, es decir, 
que no haya partes de la declaración que sean completamente 
incompatibles con otras.'* 

Definitivamente, para poder revisar la coherencia 
en el testimonio, requerimos de algo más que el sentido 
común, sobre todo al identificar aquello que creemos que 
es contradictorio; es decir, el hecho de que a nivel personal 
(de manera subjetiva) alguna afirmación nos parezca 
contradictoria, no significa que el testigo esté mintiendo, 
o que lo que nos expone no se haya correspondido con la 
realidad, pues ello se puede deber a errores de memoria y/o 
percepción que pueden ser producidos por los factores que ya 
se explicaron anteriormente, o incluso, a una interpretación 
personal del testigo sobre ciertos significados que difieren 
de los del juzgador. Por ello, resulta de suma importancia 
que las partes (defensa, fiscales, asesores jurídicos) doten 


15 Cfr. Pérez, Bermejo, Juan Manuel: Coherencia y Sistema Jurídico. España 2006; 
p. 127. 


16 Cfr. Nieva Fenoll, Jordi: La valoración de la prueba. Madrid. 2010. p. 18. 
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de suficiente información (a través del interrogatorio) al 
juzgador, para que cuente con información suficiente para 
poder realizar un análisis objetivo, puesto que no se podría 
analizar un testimonio que resulte demasiado ambiguo. 

Es importante que el testimonio aporte la mayor 
cantidad de información posible para poder ser sometida a un 
análisis crítico, sin que se caiga en el absurdo de incorporar 
información irrelevante (tanto para el caso como para el 
propio análisis del testimonio) o bien esperar que todos los 
testimonios forzosamente tengan que ser rigurosos en detalle, 
pues va a depender mucho del tipo de testigo (víctima, menor 
de edad o simple espectador) y el tipo de suceso (violento, 
desagradable o traumático) del que se esté analizando 
para poder esperar de manera objetiva cuanta información 
relevante y periférica (contextual) hubiera estado en 
posibilidad de aportar. 

Igualmente, el analizar si un testimonio es coherente, va 
más allá de analizar si el testimonio es acorde a las reglas de la 
lógica, o de las máximas de la experiencia, puesto que como 
se mencionó al inicio (capítulo I, corrientes epistémicas), una 
novela o una película puede resultar coherente, sin embargo 
ello no garantiza que por ser coherente (por apegarse a la 
lógica o a las máximas de la experiencia), sea una situación 
verdadera. Para analizar la coherencia de un testimonio, se 
deben de utilizar los factores que estudia la psicología del 
testimonio, es decir, se debe empezar por analizar los factores 
del testigo, del suceso y del proceso/sistema en cada caso 
concreto, para verificar cuáles de estos son aplicables en el 
particular (identificando si el hecho fue violento, aconteció 
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muy rápido, existían buenas condiciones de luminosidad, 
etc.) y a cada testigo en particular, partiendo en un primer 
momento de si el testigo era la víctima o sólo un espectador, 
para poder estimar si durante el evento era probable o no que 
sufriera estrés. 


1.- Errores de memoria 


De Paula'” ha señalado que es muy común que las 
personas cometamos errores sinceros, los cuales consisten en 
manifestar información que no se corresponde con la realidad 
(inexactitud), pero que a diferencia de la mentira, en estos no 
hay intencionalidad de alterar la información que se recuerda; 
es decir, la persona realmente está diciendo lo que cree 
recordar, aún y cuando la información resulte falsa por no 
corresponderse con la realidad, debido a que existen diversos 
factores normales de fallas en la percepción, codificación, 
almacenamiento y recuperación de la información, que 
pueden dar lugar a recuerdos falsos, o inclusive, a diversas 
formas de expresarse del testigo, que, de acuerdo con su 
evolución de experiencias, conocimientos y edad (factores 
del testigo) hayan cambiado las palabras o frases que utilizó 
años atrás al rendir su entrevista en una etapa inicial. Sin 
embargo, ello no es motivo para considerarlo de manera 
automática como una “contradicción” o un ocultamiento de 
información de forma deliberada, sino que simplemente se 
puede deber al normal olvido de información, tan es así, que 


17 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., p. 84. 
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el propio Código Nacional de Procedimientos Penales de 
México prevé las técnicas de apoyo de memoria y de superar 
contradicción. 

Rompiendo con la errada costumbre y falsa creencia de 
que el juzgador tiene que valorar si el testigo “miente o dice 
la verdad”, lo que en realidad debe de valorar el juez, es qué 
tan exacto es el testimonio; esto es, qué tanto se corresponde 
con la realidad. 

Ahora bien, ¿Cómo podremos comprobar que ese 
testimonio va a corresponder o no con la realidad?, sin 
duda alguna, a través de la corroboración, con un medio de 
prueba distinto e imparcial, que pueda reforzar y confirmar 
los enunciados que está emitiendo el testigo sobre el hecho 
dañoso que ha presenciado y recordado, lo cual no parece 
tener ninguna complicación para su entendimiento; es decir, a 
todos nos ha quedado claro que para corroborar, necesitamos 
recabar prueba diversa que se relacione entre sí, y valide la 
hipótesis planteada. 


2.- La corroboración mínima en el testimonio 


Partiendo de que todo hecho sucede en un espacio, en un 
tiempo y lugar determinado; es decir, ningún suceso ocurre en 
la nada; por consiguiente, siempre van a existir circunstancias 
susceptibles de corroboración de cualquier evento dañoso, 
que aunque se hayan suscitado con ausencia de testigos o 
cámaras, y el interventor no haya dejado huellas en la escena; 
siempre se podrá corroborar cuando menos la existencia del 
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lugar del suceso, de ciertas características que guardaba éste 
y de algunos detalles periféricos como lámparas, color de las 
sillas, diseño de las sábanas de la cama, etc. 

Para comprender mejor lo anterior, es menester 
mencionar los diferentes tipos de corroboración que existen, 
esto es, qué es lo que se puede corroborar: 

A.- El hecho en su totalidad; respaldándose con los 
medios de prueba las circunstancias de tiempo, modo, lugar, 
así como los autores y/o partícipes del hecho, como por 
ejemplo: un video del evento de principio a fin (en un robo a 
casa habitación) o testigos presenciales de todo el hecho. 

B.- Parte del hecho: El medio de prueba respalda sólo 
algún fragmento del hecho, como por ejemplo: en un hecho 
de tránsito, los testigos que sólo alcanzaron a percibir las 
partes finales del evento, pues el ruido del impacto fue lo que 
llamó su atención, y por ende, sólo percibieron la parte final; 
o una grabación en donde solo se vea un segmento del video, 
etc. 

C.- Los resultados del hecho: Se refiere a los medios 
de prueba que dan cuenta de los resultados que produjo el 
hecho o los intervinientes en el mismo; como por ejemplo: 
las huellas dactilares que dejaron los acusados en el lugar del 
hecho, no nos dan cuenta de cuándo o cómo fue el hecho, pero 
sí indican que como resultado de haber robado, estos dejaron 
sus huellas en el lugar; igualmente en un delito de lesiones, 
la inspección de las lesiones nos respalda el resultado del 
ilícito, esto es, que la víctima obtuvo como resultado de ser 
golpeada una lesión. 
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D.- Las consecuencias del hecho: Son las situaciones 
que corroboran las secuelas que dejó la comisión del evento. 
A manera de ejemplo, en una violación, si el acusado estaba 
contagiado de alguna enfermedad de transmisión sexual, y 
resulta que la víctima, a raíz de dicha situación, también tiene 
la misma enfermedad, eso es una consecuencia del hecho de 
la violación. Otro ejemplo es, si la víctima resulta con una 
afectación psicológica a consecuencia de la violación, lo cual 
también es una consecuencia del hecho. Lo mismo ocurriría 
en un delito de lesiones en donde se respalde que la víctima 
ya no puede mover el brazo. Más allá de la lesión en sí, la 
consecuencia de esa lesión sería la perdida de la movilidad. 

De igual manera, para la corroboración del testimonio 
habrá situaciones en donde sí se pueda corroborar que el 
hecho ocurrió como el testigo dice, (corroboración del 
hecho), o parte de él, o el resultado o la consecuencia; 
pero para adentrarnos más a la corroboración mínima del 
testimonio resulta indispensable conocer los aspectos que 
consideró y desarrolló Ramírez: 


“(...) La corroboración, en sentido débil (datos que 
sin ser propiamente el hecho delictivo atañen a algún 
aspecto fáctico, cuya comprobación contribuya 
a la verosimilitud del testimonio de la víctima), 
corroboración que se desglosa en tres aspectos 
fundamentales que se mencionan a continuación: 
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a) El objeto de la corroboración es un enunciado fáctico 
emitido por el testigo sobre el hecho principal. No, por 
tanto, directamente enunciados sobre el hecho principal, 
ni tampoco enunciados sobre los hechos secundarios. 

b) La fuente de la corroboración ha de ser ajena al 
testigo. El dato corroborador debe provenir, por tanto de 
otro lugar. 

c) El contenido informativo del dato corroborador no 
versa directamente sobre el hecho principal, sino sobre 
alguna circunstancia que guarde relación con él, y cuya 
consideración reforzaría la veracidad de lo declarado 
por el testigo (...).”** 


En ese sentido, tenemos que la corroboración mínima o 
débil consiste en ir verificando el testimonio desde el inicio, 
con lo más general, hasta lo más cercano al hecho delictivo. 
Es decir, buscar contrastar preferiblemente con otra fuente 
de información a la testifical, lo más que se pueda del relato; 
desde lo más general y de lo que perdura, aún terminado el 
hecho delictivo (como el lugar del hecho que difícilmente va 
a desaparecer), hasta llegar a aproximarse lo más posible a 
la corroboración total, ya sea con algún elemento que tenga 
relación directa, indirecta, o que incluso no tenga relación 
con el evento dañoso, pero sí con alguna circunstancia 
manifestada en el testimonio (algún detalle periférico que 
haya ocurrido momentos previos, durante o después del 
evento). 

18 Ramírez Ortiz, José Luis. El testimonio único de la víctima en el proceso penal 


desde la perspectiva de género, en revista Quaestio Facti. No. 1. Madrid. 2020. pp. 
218 y ss. 
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A manera de ejemplo, en un hecho de violación en 
donde solo hayan estado presente la víctima y el agresor, 
y éste no haya dejado ningún tipo de huellas en el lugar 
ni lesiones en la víctima, la manera en que pudiera verse 
corroborado minimamente el testimonio de la víctima, 
sería constatando primeramente las circunstancias que 
perduran, aun habiéndose consumado el hecho, que por lo 
general son el lugar en donde se dijo ocurrió la violación; 
confirmándose dicha situación a través de una inspección, 
de fotografías o videos. Posteriormente, sería constatar 
las características peculiares tanto del lugar como de los 
supuestos intervinientes, como lo pudiera ser la existencia de 
un cuadro, las peculiaridades de la cama en donde la violó, 
el tipo de las sábanas (color, tamaño, textura, algún dibujo 
en ellas), o cualquier otra característica periférica que la 
supuesta víctima haya mencionado en su relato; y por parte 
de los intervinientes, pudiera ser el constatar la existencia 
de algún tipo de cicatriz, lunar o tatuaje, ya sea en la zona 
genital o en el abdomen, que no fuera posible que la víctima 
conociera si no es que necesariamente lo viera en dicha 
zona descubierta; la corroboración mínima del testimonio la 
podemos asimilar a un juego de “crucigrama”, en donde las 
diversas informaciones que, desde luego, derivan de medios 
de prueba diversos, van completando (confirmando) cada uno 
de los enunciados que conforman el testimonio del testigo 
Único. 

Igualmente, también se puede corroborar mínimamente 
el testimonio de un testigo presencial con medios de prueba 
ajenos al hecho delictivo. Por ejemplo: en un robo donde 
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el testigo aduce haber visto claramente cuando el acusado 
le arrebató a la víctima su bolsa, porque él se encontraba 
esperando el camión justo en la hora y lugar en el que 
aconteció el evento, si se aporta el boleto del camión en 
donde aparezca la hora y la ruta por donde pasa el camión, 
se pudiera contrastar si coincide tanto el lugar (parada 
del camión) como la hora en que se subió (evidentemente 
después de ocurrido el suceso). Como vemos, el boleto como 
tal no corrobora ni directa ni indirectamente el hecho, pero 
sí el testimonio del testigo. También se pudiera corroborar 
un testimonio con un dato que dé luz de lo que se hizo 
inmediatamente después de ocurrido el evento delictivo, 
para confirmar mínimamente un atesto de un testigo; como, 
por ejemplo: si una víctima, después de sufrir un robo con 
violencia, acudió a recibir atención médica y psicológica, el 
llevar medios de prueba que respalden que ese día acudió 
al médico y al psicólogo, dichos medios sería útiles para 
corroborar mínimamente esa parte de su testimonio. 


3.- Valoración individual del testimonio 


Por muy obvio que parezca que se deba de valorar cada 
testimonio de manera individual. Lamentablemente muchas 
de las veces este análisis no se hace, o se hace de manera 
muy general y ambigua por parte de los órganos resolutores, 
pues únicamente se limitan a mencionar que les pareció 
creíble o que le dan valor probatorio porque lo encontraron 
lógico, coherente, congruente o espontáneo, como si por el 
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simple hecho de mencionar adjetivos relacionados con la 
credibilidad, automáticamente se justificara la motivación 
individual. A manera de ejemplo: 


-...el testimonio de X testigo resultó creíble y se 
le otorga valor probatorio al considerar que fue 
lógico, coherente, espontáneo, congruente y libre de 
contradicciones... 


Pero lejos de ser una motivación válida, sigue siendo 
una motivación (si es que a ello se le puede considerar 
como tal) demasiado limitada, ambigua y subjetiva; porque 
fácilmente las partes pudieran hacerse los siguientes 
cuestionamientos: ¿Por qué el testimonio de X resultó lógico, 
coherente, espontáneo congruente y libre de contradicciones? 
¿En qué o de acuerdo a qué parámetros objetivos se basaron 
para determinar que, el testimonio de X les resultaba lógico, 
coherente, espontáneo, congruente y libre de contradicciones? 
¿Cuál fue el análisis que el tribunal realizó al testimonio de X 
para llegar a la conclusión de que lo manifestado fue lógico, 
coherente, espontáneo, congruente y libre de contradicciones? 
¿Por qué para el tribunal, lo manifestado por el testigo X en 
tal sentido, o en tal parte de su testimonio les pareció lógico, 
o coherente y no contradictorio? 

No lo sabemos. Son preguntas que quedarán sin 
respuesta mientras sigan existiendo motivaciones deficientes 
y ambiguas, que incluso poco o nada difieren de un sistema 
de valoración de íntima convicción (un sistema de jurados) 
en donde no se exige que exista un motivación y se puedan 
dar respuestas como: 
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-...porque simplemente me lo pareció así..., 
porque me convencí y listo..., ...porque me dio buena 
sensación..... 


Se deben considerar cuestiones como ¿cuántas veces el 
testigo fue entrevistado por parte del policía, el ministerio 
público, o la defensa o la víctima? (de ahí la importancia de 
que el litigante sea lo suficientemente extenso y completo en 
sus interrogatorios), ello para poder estimar aproximadamente 
con qué tanta influencia, o contaminación llegó el testigo al 
juicio a emitir su testimonio, ¿Lo que refirió el testigo fue 
susceptible de haberlo percibido como lo expresó?. 

En muchas ocasiones, nos encontramos testigos que 
dicen haber visto todo el hecho criminoso de principio a 
fin. Es muy difícil, de acuerdo a la duración del suceso y 
los grados de atención del testigo, que una persona se haya 
podido percatar de absolutamente todo lo que aconteció en 
un evento, ¿Se encontraba en las mejores condiciones para 
haberlo percibido como lo indicó? ¿Realmente se encontraba 
a una distancia adecuada, con las mejores condiciones de 
luminosidad? ¿Existía interferencia de personas u objetos 
en su visión? ¿El testigo durante el evento sufrió estrés?. 
Conocer que los efectos del estrés generan ansiedad, y ésta 
a su vez hace que los sentidos disminuyan en su eficacia 
perceptiva es importante, pues así, se tendría un panorama 
más amplio para conocer porqué una víctima de un evento 
traumático no aporta muchos detalles. 
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Además de realizar un análisis interno del propio 
testimonio, tomando en cuenta los factores que propone la 
psicología del testimonio, se debe realizar un análisis externo 
en el sentido de qué tanta corroboración mínima tuvo ese 
testimonio en lo individual, pues como lo comentamos en 
líneas anteriores (la corroboración mínima del testimonio), 
esos diversos medios de prueba que apoyan lo manifestado 
por el testigo, no necesariamente corroborarían el hecho, pero 
sí el testimonio o parte de éste. 


4.- Valoración conjunta del testimonio 


A diferencia de la valoración individual del testimonio, 
esta valoración es más común que la encontremos en las 
sentencias, puesto que es un ejercicio valorativo más genérico 
que se realiza de todo el caudal probatorio desahogado, 
prácticamente verificando sí las pruebas se apoyan entre sí, y 
si éstas a su vez respaldan en un cierto grado de confirmación 
la hipótesis fáctica planteada, lo cual, indudablemente, 
va a depender del estándar de prueba exigido para tener 
como probado el hecho o no; pero más allá de eso, lo que 
interesa, es que dicho ejercicio valorativo implica analizar 
las pruebas, ya no de manera individual, sino de manera 
sistemática, comprobando si éstas guardan una secuencia y 
compatibilidad lógica entre sí. 
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Conclusiones 


a concepción racionalista de la prueba nos exige 

realizar una valoración lo suficientemente clara y 

precisa, que permita a los justiciables, y a las partes 
procesales, comprender por qué se dio o no valor probatorio a 
un testimonio, evitando motivaciones ambiguas o poco claras 
que dejen a los justiciables, y a las partes, con dudas sobre 
qué fue exactamente lo que motivó al órgano jurisdiccional a 
demeritar o no a la prueba testifical, resultando indispensable 
para tal efecto, apoyarse en parámetros y bases objetivas, los 
cuales son proporcionados por la psicología del testimonio, 
la coherencia en el testimonio y la corroboración con otros 
medios de prueba (documentales, periciales, materiales, 
testificales, etc.), realizando así un análisis completo 
del contenido de los testimonios, en el que se aduzca 
qué parámetros de análisis del testimonio, de acuerdo 
al conocimiento científico (psicología del testimonio) 
se encuentran presentes en cada una de las testificales 
desahogadas; y si éstos son acordes a las reglas de la lógica, 
mencionando a qué reglas de la lógica y máximas de la 
experiencia obedece; esto es, analizar su coherencia interna y 
externa; y no solamente limitarse a mencionar de manera muy 
general que, de acuerdo con las reglas de la lógica y máximas 
de la experiencia, resultó creíble por encontrarlo libre de 
contradicciones, pues tales afirmaciones corresponden a la 
corriente epistémica del presuntivismo, la cual no es acorde 
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a un sistema de valoración racional, pues lo racional sería 
otorgar valor probatorio al testimonio que se encuentra 
mínimamente corroborado (no presuntivismo). 

Adicionalmente, hay que tener en claro que existen 
errores de memoria y contradicciones sustanciales, 
situaciones que de ninguna manera deben de confundirse, ya 
que como se abordó en el presente artículo, la memoria es 
muy errática, y entre más pasa el tiempo, es más susceptible 
de irse deteriorando y modificando de manera inconsciente; 
con lo cual, puede ser que el testigo cometa errores de 
comisión (modificación de información de acuerdo a sus 
conocimientos previos) o de omisión en su testimonio 
(ausencia de información). 

Aquí la gran labor del juzgador es desentrañar cuáles 
de esos errores (de comisión u omisión) son sustanciales o 
“normales”, atendiendo al deterioro del recuerdo. 

Como se puntualizó en el presente artículo, hasta hoy 
en día no se puede saber de manera certera si un testigo está 
mintiendo o diciendo la verdad. Sin embargo, sí se pueden 
tener indicios de ello, analizando los posibles intereses con los 
que cuente el testigo para mentir, lo cual de ninguna manera 
es razón suficiente para considerar que está mintiendo, bajo el 
único argumento de que es familiar o amigo del acusado, ya 
que ningún testigo es imparcial. Al final de cuentas, todos van 
a reforzar una hipótesis en la que creen, independientemente 
del interés personal que tenga, y lo más efectivo para poder 
evidenciar, y ver materializada la veracidad de un testimonio 
hasta hoy en día, sigue siendo la corroboración con otras 
pruebas como la científica, documental o material. 
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Atendiendo a lo susceptible que es la memoria de ser 
modificada, sobre todo mediante la formulación de preguntas 
o comentarios sugestivos, se recomienda que al realizar las 
entrevistas a los testigos, primero se deje que se expresen de 
manera narrativa, y al último, realizar preguntas para aclarar 
o ampliar en algún punto, desde luego utilizando preguntas 
abiertas. 
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Comentarios al artículo 169 de la Ley Nacional 
del Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes. La queja en el proceso penal juvenil 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


I. A manera de introducción 


queja en el proceso penal juvenil sentando las bases 

para la adecuada praxis lo que obliga a transitar por la 
interpretación del artículo 169 de Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes. 

A priori da la impresión que el tema no requiere estudio 
profundo y basta con la interpretación gramatical restrictiva 
de la ley, sin mayor reflexión. 

Más, la hipótesis de la que se parte, es que sí requiere 
un detallado estudio por su trascendencia y las peculiaridades 
que presenta. Su trascendencia es precisamente porque ataca 
el problema de retraso en las resoluciones jurisdiccionales y 
sus peculiaridades son muchas. 

Algunas de sus singularidades son que se encomienda 
la resolución de la queja al Consejo del Poder Judicial que es 
un órgano administrativo, no jurisdiccional. No es un trámite 
breve como se requiere. Considera omisiones de los jueces de 


| y objeto de los presentes comentarios es descifrar la 
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adolescentes de primera instancia, no de segunda instancia, ni 
del Consejo. Procede en los casos en que la resolución no se 
haya pronunciado en el plazo máximo concedido en la ley sin 
distinguir los supuestos en los que no es razonable resolver 
hasta el final del tiempo concedido en la ley. 

Se necesita un análisis detallado que descifre la queja 
y la identifique con todas sus características, para después, 
precisar sus alcances en la praxis e incluso proponer su 
evolución. 

Para comprobar la hipótesis planteada se utiliza, acorde 
a las fuentes, el método documental — formal y para analizar 
la ley se recurre a la interpretación principalista, la dogmática 
procesal penal como a la interpretación teleológica, “método 
principalista adaptado a materia procesal”. 

Para tal efecto se desarrollan IX apartados. En el 
primero se discurre sobre el método que se asume para 
validar las conclusiones. De inmediato, en la segunda parte, 
se verifica la naturaleza jurídica de la queja concluyendo que 
es un remedio procesal sui generis, que busca sanear desvíos 
del derecho humano: justicia pronta, tema del tercer punto. 

La cuarta parte aborda el principio de la justicia 
pronta y el derecho de las partes a que se les resuelvan los 
planteamientos jurídicos en tiempo. Lo que se vincula 
con la quinta sección en la que se ubica, como única 
causal de procedencia legal, la omisión en el plazo legal o 
jurisdiccional. Punto en que se descubre que hay varias 
hipótesis similares “falsos supuestos” en los que no procede 
la queja. 
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El tema VI acota la temporalidad para hacerla valer y los 
legitimados a solicitarla. El punto VII, identifica 2 trámites de 
la queja, una directamente ante el Consejo del Poder Judicial 
y otra ante el propio órgano jurisdiccional donde pertenece el 
juez objeto de la queja. 

En el rubro VII ubica las 3 posibles resoluciones que 
el Consejo puede determinar como resultado del proceso 
de queja: su procedencia y orden de realización del acto 
omitido con prevención de apertura de proceso disciplinario; 
o improcedencia de la queja procesal penal por inexistencia 
de la omisión reclamada; o declararla sin materia, al ser 
subsanada. 

Para la parte final, en el punto IX, se asumen 
conclusiones y, como adenda, se agrega un prontuario. 

Todo lo anterior suman elementos de comprensión y 
aplicación práctica de la queja en el sistema de adolescentes, 
además se descubre la necesidad de un proceso breve y 
que sea decidida por un órgano jurisdiccional, además que 
proceda contra omisión de segunda instancia y del Consejo 
del Poder Judicial y para supuestos de omisión o resoluciones 
que aunque estén dentro del plazo máximo legal, se 
pronuncien fuera de un plazo razonable. 
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II. Método de estudio 


revio a sostener conclusiones debe asumirse un método 

de estudio que valide los resultados, renunciando a 

“opiniones tuitivas” que pueden conducir a errores o 
atinar por mero azar. 

El tema se complica sobre un método propio de 
interpretación del derecho procesal penal, a diferencia del 
derecho penal sustantivo, poco o prácticamente nada se ha 
escrito. 

A lo más, algunos sostienen, que el derecho procesal 
tiene como fin constituirse en el instrumento necesario para 
la aplicación del derecho penal sustantivo.! Pero ¿cómo 
debe hacerlo?, ¿es sólo un trámite?, ¿basta seguir un orden 
numérico de pasos? 

Pareciera que se le concibe sólo como un trámite, en el 
que basta la literalidad de la ley y la intuición del intérprete 
para su cabal comprensión. Sin embargo “(...) sin una 
consideración sistemático-conceptual del derecho, no es 
posible la ciencia del derecho como disciplina racional (...)”.? 

Dicha orfandad metodológica conduce a diferentes 
maneras de asumir el estudio y muchas veces a variadas y 
hasta antagónicas conclusiones. Por lo que es necesario 
adoptar una teoría científica que proporcione los cimientos y 
guíe la correcta praxis. 


1 Cfr. Moreno Catena, V. y Cortes Domínguez, V.: Derecho procesal penal. 8?. 
Edición. Tirant Lo Blanch. Valencia España. 2017; p. 36. Ascencio Mellado, J.M.: 
Derecho procesal penal. 7? edición. Tirant lo Blanch. Valencia, España. 2015; p.10. 


2 Cfr. Alexy, R.: Teoría de los derechos fundamentales. Centro de estudios 
constitucionales. Madrid España. 1993; p. 45. 
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Se asume que la investigación será sobre fuentes 
formales, no empíricas. Después con la tesis principalista 
se determina que el derecho humano protege el precepto 
legal sometido a análisis. Sigue, como lo hace la dogmática 
penal,* identificar las hipótesis normativas contenidas en el 
texto legal que deben interpretarse coherente con el derecho 
humano que subyace a la norma legal, postura teleológica. 
Todo para construir una disertación racional.* 

Secuencialmente el método indicado implica: 


3 La interpretación principalista separa los principios de las reglas jurídicas acorde 
a un esquema de cumplimiento. Los principios no se pueden cumplir directamente 
a diferencia de las reglas. Los principios son normas que ordenan que algo se 
realice de acuerdo a las posibilidades fácticas y jurídicas. 

Consecuentemente son mandatos de optimización que pueden ser satisfechos en 
diferentes grados 

Para analizar las posibilidades fácticas se atiende a los principios de idoneidad 
y necesidad. Mientras, para las posibilidades jurídicas, opera la ponderación o 
proporcionalidad. Por otro lado, las reglas son las normas concretas que disponen 
una específica actuación y en las que cabe un proceso de subsunción entre la ley 
y el caso concreto. 

La interpretación principalista implica descubrir el principio consagrado en la 
ley y considerar que es la meta a alcanzar con las hipótesis normativas que se 
establecen en la ley. Cfr Alexy, R.: Teoría de los derechos fundamentales. Centro 
de estudios constitucionales. Madrid España. 1993; p. 45. Y Alexi, R.: Tres 
escritos sobre los derechos fundamentales y la teoría de los principios. Traducción 
de Carlos Bernal Pulido. Bogotá. Universidad del externado de Colombia. 2009; p. 
94 


4 “(...) La tarea científica de la dogmática de un determinado derecho positivo 
consiste en la construcción de las instituciones jurídicas, en la remisión de los 
enunciados jurídicos particulares a conceptos más generales y, además, en la 
derivación de las consecuencias que resultan de estos conceptos (...)”. Alexy, R.: 
Teoría de los..., p. 43. 


5  (...) Del conocimiento y dominio completo de la materia que hay que trabajar , una 
actividad mental puramente lógica (...) no hay otro medio que la lógica(...)”. Alexy, 
R.: Teoría de los..., p. 
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1. Extraer el principio y los derechos que se contienen en 
el precepto legal, 
2. Identificar y separar las hipótesis normativas contenidas 

en la ley, e 

3. Interpretar los supuestos normativos, teleológicamente 
con el principio que se pretende concretizar. 

El resultado contendrá los ingredientes básicos pero 
suficientes, para el inicio de una teoría científica de la queja 
en materia de adolescentes que contengan un conjunto de 
conceptos y abstracciones que la expliquen. 
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III. Naturaleza jurídica de la queja 


ramaticalmente la palabra queja significa pena, 

sentimiento, resentimiento o desazón', mientras el 

verbo quejar implica manifestar el resentimiento que 
se tiene de otro.” Metafóricamente, en el mundo jurídico? se 
usa como una institución jurídica? para protestar omisiones 
de un juez. 

Sumando los conceptos semánticos y la regulación 
legal, se define la queja como: 

Remedio procesal sui generis, al alcance de las partes, a 
fin de objetar y solventar la omisión del juez por no resolver 
dentro del plazo legal. 

Su esencia o naturaleza jurídica no es fácil de descifrar, 
ya que mudó su concepto original y a la fecha hay diversos 
tipos y usos jurídicos, como la queja administrativa por 


Queja 


6 Cfr. Real academia de la lengua española. Queja. http://dle.rae.es/?id=Uly38fE 


7 Cfr. Selecciones del reader's digest: Quejar. En gran diccionario enciclopédico 
ilustrado. Tomo VI de VIII. México. 1972; p. 430. 


8 En sus comienzos la queja, especificamente en derecho penal, fue empleada 
como la acusación ante juez o tribunal competente, ejecutando en forma solemne. 
Como parte en el proceso la acción penal contra los responsables de un delito. 
Vid. Real academia de la lengua española. Queja. 


9 La locución latina de recurso de queja por el que se entendía recurso que 
interponen los tribunales por la invasión de atribucionespor autoridades 
administrativas y, en general el que los interesados promuevenante un tribunal o 
autoridad superior contra la resistencia de un inferior a admitiruna apelación u otro 
recurso. Cfr. Real academia de la lengua española. Recurso de queja. http://dle. 
rae.es/?id=VXIxWFW 
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retraso en la justicia contra autos en audiencias preliminares,'” 
la queja por no admisión de apelación,'' la queja en amparo, 
ElGo 
Además la queja prevista en la LNA sufre “mixturas”, 
contiene algo del nuevo sistema procesal acusatorio 
adversativo y también de lo que era en el sistema tradicional. 
Lo anterior repercute directamente a la pregunta ¿cuál es 
la naturaleza jurídica de la queja en el proceso penal juvenil, 
¿es un recurso?!? ¿o cuasirecurso?'* ¿o no es un recurso?,'* 
¿o es un sub-recurso?,'* ¿o un medio de defensa?,'* ¿o una 
institución particular,? etc. 
10 Cfr. Roxin, C.: Derecho procesal penal. 1? edición. 2*? reimpresión. Buenos Aires 
Argentina. Editores del puerto. 2003; p. 487. 


11 Cfr. Fierro — Méndez. H.: Manual de derecho procesal penal. Sistema acusatorio 
y juicio oral y público. Editorial Leyer. Quinta edición. Bogotá Colombia. 2012; p. 
1262. 


12 En las observaciones al anteproyecto de dictamen de código nacional de procedi- 
mientos penales presentado por la comisión de justicia del senado de la república, 
en el punto 22 se incluye la queja administrativa contra los jueces, que no es ma- 
teria procesal, y se regula por la ley orgánica del poder judicial de la federación 
(art.81 fracción XII), en lugar de incluir la queja como recurso procesal (art. 135). 
Cfr. http://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/docs/Iniciativa/OT_ SETEC.pdf 


13 A diferencia de los recursos que parten de la existencia de una resolución 
y se interponen con el propósito de confirmar, revocar o modificar los actos 
jurisdiccionales. En este sentido consta la tesis aislada número 359459 con la voz 
Excitativa de justicia. Naturaleza de la. 


14 En este sentido consta la tesis aislada número 1997787 con la voz excitativa de 
justicia prevista por el artículo 91 bis de la ley orgánica del poder judicial del estado 
de Guerrero. No es un recurso. 


15 Cfr. Alcalá Zamora y Castillo. Cit Pos. Fix-Zamudio, H.: Queja. En diccionario 
jurídico mexicano. Decima primera edición. Editorial Porrúa. México 1998; p 2644. 


16 Cfr. Gutiérrez Pérez, F.: Queja. En vocabulario judicial. Coordinadores David 
Cienfuegos Salgado y Julio César Vázquez-Mellado García. Instituto de la 
judicatura federal — escuela judicial. México, 2014; pp. 478 y ss. 


144 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Si los medios de impugnación, se dividen en remedios 
procesales, recursos y procedimientos impugnativos, el que 
tiene más características similares a la queja es el remedio 
procesal, por lo que, a fin de ubicarla en un casillero, se 
establece como un - remedio procesal sui generis. 

Su antecedente, su abuelo jurídico, es la excitativa de 
justicia que fue concebida como institución jurídica que podía 
ser interpuesta ante el órgano de mayor jerarquía a fin de 
requerir al resolutor de origen conminándolo a que resolviera, 
por no haberlo hecho dentro de los plazos establecidos por 
los ordenamientos respectivos.'” 

La queja, como otros remedios procesales, se utiliza para 
corregir anomalías procesales que no afectan directamente el 
fondo'* caracterizada por ser: 


1. Objeción contra la omisión jurisdiccional de resolver 
en los plazos legales. 

2. Omisión que constituye una afrenta al principio de 
justicia pronta y al derecho de las partes que se resuelva 
dentro del plazo legal. 

3. El fin es que se pronuncie la resolución. 


17 Cfr. Fix-Zamudio, H.: Excitativa de justicia. En diccionario jurídico mexicano. 
Décimo primera edición. Porrúa México 1998; p. 1380. 


18 En esté sentido consta la tesis aislada número 1977787 con la voz excitativa de 
justicia prevista por el artículo 91 bis de la ley orgánica del poder judicial del estado 
de Guerrero. No es un recurso. 
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IV. El derecho humano que tutela la queja procesal penal: 
La justicia pronta 


| principio general intrínseco de la queja es el de 
acceso a la justicia previsto en el art. 17 de la CPEUM 
y más específicamente el derecho a la justicia pronta. 
La justicia pronta se materializa, entre otros, con el 
derecho de las partes a que se resuelva dentro de los plazos 
legales'? como se desprende del art. 17 de la CPDEUM y 
16 del CNPP” y relacionado está el derecho a no padecer 
retrasos indebidos como la indican los art. 9.3, 14.3 de 
PIDCP, XXV DADH, 7,5 CADH, 20 B VII CPDEUM. 


19 En este sentido consta la tesis de jurisprudencia que dice: Justicia pronta a que 
se refiere el artículo 17 constitucional. obligación del legislador para garantizarla. 
El mandato contenido en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos está encaminado a asegurar que las 
autoridades encargadas de administrar justicia, lo hagan de manera pronta, 
completa e imparcial. Por lo que respecta a los actos legislativos, la justicia 
pronta se garantiza cuando el legislador establece en las leyes plazos generales, 
razonables y objetivos, a los cuales tienen que sujetarse tanto la autoridad como 
las partes en los procesos jurisdiccionales, entendiéndose por: a) generales, que 
sean comunes a los mismos procedimientos y a todos los sujetos que se sitúen 
en la misma categoría de parte; b) razonables, que sean plazos prudentes para 
el adecuado actuar de la autoridad y el ejercicio del derecho de defensa de las 
partes, y c) objetivos, que se delimiten en la ley correspondiente a efecto de 
impedir que quede al arbitrio de las partes o de la autoridad extender los tiempos 
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones procedimentales. Época: Novena 
época. Registro: 177921. Instancia: Primera sala. Tipo de tesis: Aislada. Fuente: 
Semanario judicial de la federación y su gaceta. Tomo XXII, Julio de 2005. 
Materia(s): Constitucional. Tesis: la. LXX/2005. Página: 438. 


20 Cfr. Pérez Correa, F.: Artículo 17 constitucional. En constitución política de los 
estados unidos mexicanos. Comentada. Coordinador José Ramón Cossío Díaz. 
Tirant Lo Blanch. Ciudad de México. 2017; pp. 385 y ss. 
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Inicialmente, el derecho a no padecer retrasos indebidos 
fue concebido sólo a favor del imputado y limitado a su 
facultad de no ser juzgado en un tiempo prolongado. Pero 
atendiendo a la “igualdad material ante la justicia” a la fecha, 
debe ser considerado también a favor de la víctima, al ser 
indispensable para el equilibrio procesal, como lo señalan los 
dispositivos 10 DUDH, 14.1, 14.3 PIDCP, XXVI DADH, 8.2 
CADH, 20 AIV de la CPDEUM. 

La no resolución en tiempo legal no es solo una forma 
de negación del derecho? es una injusticia y la queja es el 
instrumento que arregla la afectación a ese principio. 


21 En este sentido aparece la tesis de jurisprudencia con la voz: Promociones en 
materia penal. el acuerdo que les recaiga no debe exceder el término de tres días. 
(Legislación del estado de Puebla). En el Código de Procedimientos en Materia 
de Defensa Social para el Estado de Puebla, no existe ningún precepto en el que 
se precise el término en que deban acordarse las promociones que presenten las 
partes; sin embargo, el artículo 31 de dicho ordenamiento establece que: “El Juez 
O la Sala podrán dictar en los procesos sujetos a su conocimiento, los trámites 
y providencias que estimen convenientes para la pronta y eficaz administración 
de justicia.” Esto significa que en el proceso penal, acorde con lo dispuesto en el 
artículo 17 de la Constitución General de la República, la impartición de justicia 
debe ser pronta, expedita y eficaz; de esta suerte, si en la materia civil en que 
se tutelan bienes jurídicos de menor entidad que los que se protegen en materia 
penal, el legislador estableció que los escritos que presenten las partes deben 
acordarse dentro del tercer día (artículo 39 in fine del Código de Procedimientos 
Civiles para el Estado de Puebla), con mucha mayor razón, dentro del proceso 
penal, los Jueces deben proveer a más tardar en dicho lapso los ocursos 
correspondientes, con excepción de los casos en que la ley establece términos 
especiales para el pronunciamiento de determinadas resoluciones. Tercer tribunal 
colegiado del sexto circuito. Amparo directo 133/96. Domingo Chávez Oaxaca. 
29 de marzo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín 
Zaleta. Secretario: Othón Manuel Ríos Flores. Época: Novena época. Registro: 
202480. Instancia: Tribunales colegiados de circuito. Tipo de tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta. Tomo III, Mayo de 1996. 
Materia(s): Penal. Tesis: Vl.30.19 P. Página: 678. 
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V. Objeto del combate jurídico de la queja 


a queja tiene el propósito de objetar y solucionar pero 

¿qué combate? ¿dónde está el pugilato?. El texto de la 

ley precisa que procede “contra el juzgador de primera 
instancia por no realizar un acto procesal dentro del plazo 
señalado por la ley”. Lo que implica que no hay resolución,” 
hay un plazo vencido y un juez obligado y responsable de la 
omisión. 

El incumplimiento implica una omisión que se reclama 
a un juez o a un tribunal de enjuiciamiento y para demostrarla 
es suficiente, al ser un hecho negativo, la sola afirmación de 
inexistencia. 

Tratándose de audiencias preliminares, varios jueces 
pueden intervenir en un mismo asunto, empero, la queja sólo 
procede contra el juez directamente obligado a resolver el 
planteamiento dentro de la causa. 

Lo que aplica aun en el supuesto de que hayan 
intervenido más de un juez en la misma audiencia; aunque 
congruente con el principio de inmediación solo un juez 
debe intervenir en una audiencia” más si por cualquier razón 
intervinieran varios, solo el que dejó el asunto, en el umbral 
de la resolución, será el obligado. 


22 Cfr. Pérez Daza, A.: Código nacional de procedimientos penales. Teoría y práctica 
del sistema penal acusatorio. Tirant Lo Blanch México. Ciudad de México 2016; 
p. 315. 


23 No se pasa por alto la controversia entre tesis jurisprudenciales una que sostiene 
que pueden intervenir varios jueces en una actuación y otra que lo niega. La 
primera aparece con la voz: Audiencias de formulación de la imputación y de 
vinculación a proceso. el hecho de que sean presididas por jueces de control 
distintos no vulnera el principio de inmediación (nuevo sistema de justicia penal 
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Legalmente la queja sólo procede contra un juez de 
primera instancia, encorsetando el remedio procesal sui 
generis solo contra las omisiones del juez de adolescentes en 
audiencias preliminares, del juez unitario en juicio oral, de 
los jueces del tribunal colegiado de enjuiciamiento y el juez 
de ejecución; dejando fuera al juzgador ad quem y al consejo 
del poder judicial; lo que amerita la recomendación lege 
ferenda que la queja proceda contra todo servidor público 
que no resuelva en tiempo. 


en el estado de Zacatecas) con registro 2010942 y la segunda audiencias de 
formulación de la imputación y de vinculación a proceso. si no se celebran por el 
mismo juez de garantía, se viola el principio de inmediación (nuevo sistema de 
justicia penal en el estado de Chihuahua) registro 2001576, ambas objeto de la 
denuncia relativa a la contradicción de tesis 47/2016, pendiente de resolverse por 
la primera sala.México. 2017; pp. 385 y ss. 
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VI. La causal de procedencia 


oherente con el punto anterior, única causal de 

procedencia es la omisión de resolver, implicando 

trasgresión al principio de justicia pronta como 
al derecho de que se resuelva dentro de los parámetros 
temporales sin dilaciones indebidas. 

Toda resolución jurisdiccional, de conformidad con 
los arts. 10, 108 de LNA y 94 del CNPP, tiene un límite de 
tiempo para elaborarse, márgenes que están contenidos en la 
ley o son jurisdiccionalmente señalados; en ambos es viable 
la queja si no se pronuncia cuando tiene que emitirse. 

Pudiera haber debate en el supuesto de la procedencia 
de la queja en plazo señalado por el juez, considerando 
que si es válido que el propio a quo fije tiempo, también es 
legítimo que él lo cambie; por lo que no sería válida la queja. 
Sin embargo, el juez no debe revocar sus determinaciones, es 
decir, si se auto-fijo un plazo para resolver y no lo cumple, 
procedente la queja. En el entendido que solo existe plazo 
jurisdiccional en los supuestos que la ley no indique el tiempo 
para emitir la resolución. 

Por otro lado, no deriva queja por todo incumplimiento 
a los tiempos legales, como es en los supuestos de: plazos 
determinados por la administración judicial, omisión parcial, 
omisiones que implican consecuencias predeterminadas por 
la ley y resolución dentro de plazo máximo legal, pero no 
dentro de plazo razonable. 
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La LNA precisa actividades encargadas indirecta o 
directamente a la administración judicial. Las indirectamente 
encargadas aparecen como formalmente responsabilidad del 
juez, pero por organización y distribución legal de funciones, 
materialmente son responsabilidad de la administración 
judicial. Por ejemplo, el art. 222 de LNA establece que el 
juez notificará. Si la notificación la hace en audiencia no hay 
problema pero si no lo hace, entonces la notificación no es 
responsabilidad del juez sino del actuario a quien se le delega 
esa función. 

En la que hace, a las actividades encargadas 
directamente a la administración judicial, obvio no procede la 
queja, como en el supuesto establecido en el art. 246 de LNA, 
relativo a la obligación de la administración de fijar audiencia 
para atender la apelación, en un plazo de 5 días. 

Lo que las partes pueden hacer para sanear una omisión 
del sistema de gestión es hacer solitud de audiencia de tutela 
de derechos por trasgresión al principio de justicia pronta. 

Tampoco procede la queja en los supuestos de omisiones 
parciales, ya que debe ser absoluta, dado que la respuesta, 
aunque parcial,” es una resolución, la que se ataca por 
medio de la apelación o revocación con el agravio de que es 
incompleta. 


24 Claro está que la queja no procede contra el sentido de la resolución como lo 
indica la tesis: Justicia pronta y expedita. No se transgrede el artículo 17 de la 
constitución federal cuando la actuación, solicitud o gestión del gobernado es 
aceptada, tramitada y resuelta por el órgano del estado facultado para ello, 
aunque de manera desfavorable a sus intereses. El derecho sustantivo de acceso 
a la jurisdicción consagrado en el artículo 17 de la Carta Magna, como garantía 
de impartición pronta y expedita de justicia, no se violenta cuando la actuación, 
solicitud o gestión del gobernado es aceptada, tramitada y resuelta por el órgano 
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Ni es causal de queja la omisión de resolución en los 
casos de que exista una consecuencia legalmente determinada 
a razón de la inactividad Vr.gr. El art. 221 LNA ordena al juez 
de ejecución realizar el auto de inicio y atender a las diversas 
solicitudes que se le plantean y, si no lo hace, o si lo hace y 
no se notifica, la consecuencia es que se tiene por admitida 
la petición. Ergo no procede la queja al estar prevista en una 
consecuencia legal. 

De igual forma es improcedente la queja en el caso de la 
resolución dentro del plazo legal máximo, aunque no resulte 
racional ocupar ese tiempo, tener la posibilidad material y la 
obligación legal, como deontológica, de resolver antes del 
tiempo máximo previsto en la ley. 


Es un vicio agotar el plazo máximo que se estipula en . 


la ley, dándole el mismo trato a todos los casos, cuando lo 


correcto es resolver en un “plazo razonable”.? 


del Estado facultado para ello, pues lo que el dispositivo de referencia protege 
es el derecho de toda persona a que se le administre justicia por los tribunales 
en los plazos y términos que fijen las leyes, pero no pueden ser materia de la 
inobservancia de dicho precepto las violaciones a las leyes de procedimiento o a 
las de fondo en que incurran los tribunales al pronunciarse en determinado sentido; 
por tanto, el auto en el que se tiene por desechado un recurso no afecta el derecho 
fundamental de administrar justicia, ya que sí se decidió sobre la interposición, 
aunque de manera desfavorable a los intereses del inconforme. Época: Novena 
Época Registro: 178425. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de 
Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXI, Mayo de 2005. Materia(s): Común. Tesis: V.20.44 K. Página: 1483. 


25 En este sentido consta la tesis de jurisprudencia con la voz: Plazo razonable para 
resolver. concepto y elementos que lo integran a la luz del derecho internacional 
de los derechos humanos. En relación con el concepto de demora o dilación 
injustificada en la resolución de los asuntos, el artículo 8, numeral 1, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, coincidente en lo sustancial 
con el artículo 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, establece que los tribunales deben 
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Queja 


Problema mayúsculo para el acceso a la justicia por 


la tardanza en la resolución, por demoras innecesarias que 
acarrea graves perjuicios para quienes tienen interés en la 


resolver los asuntos sometidos a su conocimiento dentro de un plazo razonable, 
como uno de los elementos del debido proceso; aspecto sobre el cual la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, considerando lo expuesto por el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, ha establecido cuatro elementos o parámetros 
para medir la razonabilidad del plazo en que se desarrolla un proceso: a) la 
complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta 
de las autoridades judiciales; y, d) la afectación generada en la situación jurídica 
de la persona involucrada en el proceso. Además de los elementos descritos, el 
último de los tribunales internacionales mencionados también ha empleado para 
determinar la razonabilidad del plazo, el conjunto de actos relativos a su trámite, 
lo que ha denominado como el “análisis global del procedimiento”, y consiste 
en analizar el caso sometido a litigio de acuerdo a las particularidades que 
representa, para determinar si un transcurso excesivo de tiempo resulta justificado 
o no. Por tanto, para precisar el “plazo razonable” en la resolución de los asuntos, 
debe atenderse al caso particular y ponderar los elementos descritos, conforme a 
criterios de normalidad, razonabilidad, proporcionalidad y necesidad, para emitir 
un juicio sobre si en el caso concreto se ha incurrido en una dilación o retardo 
injustificado, ya que una demora prolongada, sin justificación, puede constituir, por 
sí misma, una violación a las garantías judiciales contenidas tanto en los aludidos 
artículos como en el numeral 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que el concepto de “plazo razonable” debe concebirse como 
uno de los derechos mínimos de los justiciables y, correlativamente, como uno de 
los deberes más intensos del juzgador, y no se vincula a una cuestión meramente 
cuantitativa, sino fundamentalmente cualitativa, de modo que el método para 
determinar el cumplimiento o no por parte del Estado del deber de resolver el 
conflicto en su jurisdicción en un tiempo razonable, se traduce en un examen 
de sentido común y sensata apreciación en cada caso concreto. Época: Décima 
Época. Registro: 2002350. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de 
Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XV, Diciembre de 2012, Tomo 2. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1.40.A.4 K (10a.) 
.Página: 1452. 
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resolución e incluso opera como factor criminógeno” pues va 
contra el principio de celeridad procesal que implica realizar 
los fines del juicio con el mínimo de actos.” 

Por ejemplo en los supuestos donde un adolescente esté 
en medida de internamiento y ya se tiene el fallo absolutorio, 
es incorrecto esperar al termino máximo para resolver ya que 
causa un irremediable agravio a su libertad ambulatoria. 

El plazo razonable es una forma de concretizar el 
principio de justicia pronta pero no se solventa con la queja, 
al menos no como está actualmente prevista ya que resuelve 
el Consejo, quien no tiene facultades para evaluar el caso 
determinando la complejidad del asunto, la actividad procesal 
del promovente, la conducta de las autoridades judiciales y la 
potencial afectación generada con el retardo a la justicia.? 


26 Cfr. Navarro, G.R.: La duración del proceso penal como factor criminógeno. En 
política criminal, derechos humanos y sistemas jurídicos en el siglo XXI. Volumen 
de homenaje al profesor Pedro R. David. Buenos Aires, Argentina. Depalma 2001; 
pp. 525 y ss. 


2 


Y 


Cfr. García Ramírez, S.: Los principios rectores. En estudios jurídicos. Instituto de 
investigaciones jurídicas UNAM. México 2000; pp. 615-616. 


28 Lege ferenda la queja debe resolverla un magistrado, alguien con facultades 
jurisdiccionales y no el consejo que es un órgano administrativo. 
Como se realizó en el CNPP con la miscelánea penal publicada en el diario oficial 
de la federación del viernes 17 de junio del 2016. 
En el mismo sentido la tesis de jurisprudencia sostiene: Excitativa de justicia. Su 
conocimiento y resolución corresponden al pleno del supremo tribunal de justicia 
y no al consejo del poder judicial (legislación del estado de Michoacán). Las 
excitativas de justicia tienen por objeto compeler a Jueces y Magistrados para 
que administren pronta y cumplida justicia, cuando hayan dejado transcurrir, sin 
causa justificada, los plazos legales sin dictar las resoluciones que correspondan, 
lo que atañe a un derecho fundamental que -a juicio del particular que es parte 
en un proceso jurisdiccional- se ve inobservado, de manera que ese mecanismo 
guarda relación con el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que la denuncia de su infracción corresponde resolverla al Pleno 
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Queja 
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VI. Temporalidad para hacerla valer y legitimados para 
la interposición 


e puede hacer valer la queja al segundo siguiente del 

plazo vencido y hasta que subsista la omisión, no antes 

y no después. No antes pues no tendría legitimación el 
quejoso ni siquiera en los casos que pudiera resultar evidente 
la futura omisión. No después de que se haya resuelto, ni en 
el caso de que haya sido extemporánea, dado que el objeto 
del remedio sui generis es precisa y exclusivamente que haya 
una decisión en cualquier sentido. 


del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Michoacán, por tratarse formal y 
materialmente de una justicia constitucional local, cuya competencia no puede ni 
debe ser del órgano administrativo fiscalizador, sancionador y administrador de 
los órganos jurisdiccionales, como lo es el Consejo del Poder Judicial, lo cual se 
corrobora del análisis sistemático de los artículos 189, 190 y 191, en relación con 
los diversos 11 y 2, fracciones lll y X, todos de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
local, pues el artículo 2, fracción X, citado prevé que, para efectos de dicha ley, 
se entenderá como “Pleno”, el máximo órgano colegiado de carácter jurisdiccional 
que se integra y funciona con los Magistrados penales y civiles, así como su 
presidente; integración que se reitera en el numeral 11; mientras que el artículo 189 
señala: “El Pleno conocerá de las excitativas de justicia...”; de ahí que es evidente 
que se refiere al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia; sobre todo porque ese 
precepto, en su párrafo segundo, establece que si la excitativa de justicia se 
endereza contra un Magistrado, éste deberá excusarse de su conocimiento en el 
Pleno; es decir, solamente este órgano se integra por Magistrados y su presidente. 
Sin que la circunstancia de que la mayoría de las funciones que atañen a los 
Magistrados que integran -junto con el presidente- el Pleno del Supremo Tribunal, 
sean de carácter jurisdiccional, y la solución de una excitativa, en sí, no constituya 
una controversia propiamente dicha, sino sólo un medio para constreñir a los 
juzgadores para que administren pronta y cumplida justicia, en aras del imperativo 
del artículo 17 constitucional. Época: Décima época. Registro: 2014168. Instancia: 
Tribunales colegiados de circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del 
semanario judicial de la federación. Libro 41, Abril de 2017, Tomo ll. Materia(s): 
Constitucional, Administrativa. Tesis: Xl.10.A.T.32 K (10a.). Página: 1734. 
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Ja 


Que 


La queja ya sea contra omisiones en la fase de 
procesamiento o en la de ejecución, puede ser promovida, 
de conformidad con el art. 105 del CNPP de aplicación 
supletoria a la LNA, por: el imputado, defensor, ministerio 
público, la víctima u ofendido y asesor jurídico. 

No se pasa por alto que en la ejecución se amplía el 
listado de partes conforme al arábigo 219 de LNA que agrega 
al titular del centro de internamiento o quien lo represente, 
como al titular de la unidad de seguimiento de las medidas de 
sanción o quien lo represente y al promovente de la acción o 
recurso. 

Sin embargo, las partes que se agregan en la ejecución, 
no tienen derecho a quejarse por limitación legal del art. 169 
de la LNA resultando oportuna una modificación en el sentido 
de que la ley faculte a todos los interesados para promover el 
referido remedio procesal. 
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VII. Autoridad que resuelve sobre la queja y trámite 


a queja la puede resolver el Consejo del Poder Judicial 

al pronunciar una resolución que mande revisar la 

omisión o la puede arreglar el mismo juez sujeto 
a la queja en el caso que no se presente directamente en el 
Consejo. 

El texto del art. 169 de la LNA indica podrá interponerse 
ante el Consejo y dicho verbo podrá implica diferentes 
posibilidades materializadas en sitios donde se puede 
presentar la inconformidad: Ante el consejo del poder judicial 
o donde se reciben las promociones ordinarias del juez contra 
quien se quejan o incluso en la misma audiencia. 

Los diferentes sitios donde se puede presentar la queja 
ubican 2 trámites, los que se exponen en flujograma” y 
acorde al proceso que establecen los arts. 169 de LNA, 278, 
279 y 280 de la LOPJG. 

Dicho flujograma sigue la técnica de “progresión de un 
caso típico por delitos más graves y graves que no conlleven 
pena de muerte, en una jurisdicción típica”* que en el caso 


29 El flujograma es un método estructurado para documentar gráficamente un 
proceso, con pasos pasos sucesivos y alternativos es el —el “proceso de diagrama 
de flujo”— que fue expuesto por Frank Gilbreth en la sociedad americana de 
ingenieros mecánicos (ASME) en 1921, bajo el enunciado de “proceso de gráficas- 
primeros pasos para encontrar el mejor modo. Herramienta que ahora se utiliza 
en varias materias, en todo aquello que puede ser secuenciado, como lo es el 
trámite penal. Cfr. Bellows, Jeannie, Castek:. Activity Diagrams and Operation 
Architecture. Technologies Group Inc. 2000, passim. 


30 Cfr. Gómez Colomer, J.L., Hacia una nueva ley de enjuiciamiento criminal 
acusatoria pura española: Pros y contras del modelo, Revista Penal (España) 
2007, núm. 20; pp. 51 y 52. 
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implica atender a un caso hipotético que tenga el mayor 
número de supuestos y concluya declarando procedente la 


queja. 


1. Trámite en el Consejo del Poder Judicial 


n del consejo 
judicicial 


Declarar de plano "sin 
materia la queja por 


cumplimiento del juez” 


Resolución declarando 
Resolución declarando de incompetencia por improcedente! 
procedente la queja. car dete ació porinex: 
jurisdiccional. omiisión 


Queja 


Interposición de la 
queja en el consejo 


Cumplimiento 
de la 
resolución del 
consejo 


Derterminación del Resolución del 
juez objeto de la consejo del poder 
queja judicicial 
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Interposición de la queja en ell 
consejo | 


A.- Recepción formal del escrito. 


Queja 


B.- Requerimiento inmediato 
al juez que se acusa de omiso. 


4 pasos identifican el proceso de queja: 1.- interposición, 
2.- determinación del juez ante la queja, 3.- resolución del 
consejo y 4.- cumplimiento. 

La interposición de la queja legalmente puede ser 
presentada al siguiente segundo del plazo vencido y hasta 
que exista resolución. Se realiza, por escrito, ante el mismo 
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Consejo del Poder Judicial** a cualquier hora y desde la fecha 
y hora de su recepción se contabilizan 24 horas para que el 
juez realice una determinación. 

La forma de informar al juez de la interposición de la 
queja puede ser cualquier medio de comunicación. 

Enterado, el juez de que se le presentó queja, tiene 
24 horas para determinar si existe la omisión y entonces 
enmendarla informando al consejo el cumplimiento y 
acompañando constancias de la resolución. 

Dada la investidura del juez, basta su palabra en el 
sentido de que cumplió para así considerarlo. Sin embargo, 
en el caso que ocupa la acusación de una omisión, lo 
que se evidencia con la nada y que pueden enfrentarse 
afirmaciones, una en el sentido de que si hay resolución y otra 
contradiciendo; por la que la forma ad hoc de comprobar su 
existencia es con la propia resolución. De ahí que solo se debe 
considerar que existe la resolución cuando materialmente se 
exhiba un registro de ella. 

S1 el juez omiso solventa la omisión y pronuncia la 
resolución debe informarlo al Consejo y éste declarar que el 
trámite de la queja quedó sin materia dando por terminado el 
asunto. 

El proceso continúa sl: 

1. No pronuncia la resolución, o 
El juez manda un informe en el que explica la razón de 
su omisión o niegue la existencia de la negligencia, o. 
3. No rinde informe. 


Queja 


31 En este sentido el art. 278 de la LOPJG precisa un trámite administrativo escrito. 
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Si el juez, después de ser enterado de la queja, no realiza 
el acto omitido o no rinde informe explicando las razones de 
su demora o negando la procedencia de la queja acorde a la 
tesis de la positiva ficta, su silencio*? debidamente informado 
de la presentación de la queja, debe considerarse cierta la 
omisión y, en tales condiciones, continuar el proceso de 
queja. 

La resolución del Consejo debe realizarla en un plazo 
de 48 horas, posteriores a las 24 horas de incoada la queja, lo 
que se computa momento a momento. 

Lo anterior acarrea problemas prácticos en días 
inhábiles ya que el consejo, en el estado de Guanajuato 
actúa colegiadamente de ahí que en los casos de que no esté 
integrado el quorum se debe idear una praxis correcta, ya que 
en caso contrario los miembros del consejo pueden incurrir 
en responsabilidad precisamente por no resolver en tiempo 
una queja y además el asunto quedaría varado ya que no hay 
queja contra el retardo de la queja. 

Una práctica válida es el uso de medios electrónicos 
donde los miembros del Consejo puedan estar conectados 
virtualmente y emitir una resolución con firma electrónica, de 
forma que no sea indispensable reunirse en horario fuera del 
normal de oficina, fines de semana y días festivos. 

La última etapa de la queja, el cumplimiento, el Consejo 
ordena que se pronuncie la resolución omitida la que debe ser 
de inmediato. 


32 Vid. In extenso Mijares Jiménez, R.M.: La afirmativa ficta. Una opción de 
modernidad. En Lex. Difusión y análisis. Torreón. No. 3. Septiembre de 1995; p 72 
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Queja 


El art. 169 LNA no establece un tiempo y racionalmente 
no lo hace porque las actuaciones jurisdiccionales tienen 
una temporalidad legal y no puede concebirse una extensión 
al tiempo originalmente marcado en la ley, de donde sigue 
que el Consejo debe mandar el cumplimiento de inmediato 
previniendo de una sanción administrativa en caso contrario. 

Dado que la ley da un plazo de 72 horas para resolver la 
queja es pertinente que el trámite sea más ágil e incorporando 
los medios modernos de comunicación como sería un trámite 
oral, en un plazo más corto, pudiendo ser de 24 horas y 
verificándose por videoconferencia. 


2. Trámite ante el órgano jurisdiccional 


Legalmente la queja puede ser presentada en el Consejo 
del Poder Judicial, ergo no necesariamente ante el órgano 
administrativo si no de otra forma, la tradicional consistente 
en presentar promociones escritas en la administración 
judicial o en la misma audiencia. 

Si la incoación de la queja se realiza ante la 
administración, de forma inmediata debe informarle al juez 
objeto de la queja para que, en el plazo de 24 horas, asuma la 
determinación, ya comentada para el proceso de la queja que 
se presenta en el propio Consejo. 

De iniciarse la queja en audiencia, el juez queda 
enterado de su obligación y si el propio juez la solventa, 
resuelve lo omitido, el trámite termina incluso sin necesidad 
de reportarlo al Consejo. Después sigue igual trámite al antes 
expuesto. 
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interposición de 
' Derterminación 


del juez objeto 


administración 1 
de la queja 


judicial 


Interposisicón 
de la queja en 
la audiencia 


Determinación 
jurisdiccional 


Queja 
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Queja 
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IX. Consecuencias de la interposición de la queja procesal 
penal 


as 3 posibles consecuencias de la interposición de la 
queja son, la declaración de: 


l. Procedencia de la queja y orden de realización del 
acto omitido con prevención de apertura de proceso 
disciplinario en caso de continuar la omisión. 

2. Improcedencia de la queja por inexistente u omisión 
ilegal. 

3. Sin materia la queja pues fue subsanada la omisión 
reclamada. 

En todos los casos el Consejo, como órgano 
administrativo, única y exclusivamente puede determinar la 
existencia de la omisión, no el sentido de la resolución.** 

De ahí que si el juez informa que su actuación no 
está fuera de plazo y disiente de la opinión el quejoso, la 
polémica no puede ser decidida por Consejo que, en tales 
circunstancias, debe declararse incompetente para decidir 
el trámite de la queja ya que implica un tema de índole 
jurisdiccional. 

Lo único que el Consejo debe hacer es verificar: 

1. La existencia del plazo legal, 

2. El plazo vencido, y, 
3. La omisión de resolución jurisdiccional. 


Queja 


33 Cfr. Pérez Daza, A.: Código nacional de... p. 316. 
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Queja 


La omisión es un hecho negativo por lo que, sigue la 
regla general de los hechos negativos, no son objetos de 
prueba; por lo que basta la afirmación del quejoso sosteniendo 
que el acto no existe y corresponde al juez demostrar lo 
contrario sencillamente, como se anotó previamente, con las 
constancias de la resolución que se afirma inexistente. 

Consecuentemente, la valoración de prueba posible 
para el consejo es limitada exclusivamente para determinar 
si existe o no la omisión que se reclama. Razonablemente 
la queja es improcedente, si el juez envía la resolución que 
se sostuvo omitida haya sido pronunciada en tiempo o sea 
extemporánea. 

Destaca que al ser el consejo un órgano administrativo 
no tiene facultades para determinar el fondo de la decisión, ni 
asumir la jurisdicción, ni zanjar interpretaciones más allá de 
sostener si existió o no la negligencia reclamada. 
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Conclusión 


a queja prevista en el enjuiciamiento de adolescentes 

es un remedio procesal sui generis al alcance de las 

partes a fin de objetar y solventar la omisión del juez 
de primera instancia por no resolver a tiempo, por lo que 
sirve para resolver los entuertos contra la justicia pronta. 

Lege ferenda la queja debe proteger de manera integral 
todo retardo a la justicia pronta, la debe resolver un órgano 
jurisdiccional, un magistrado o el presidente del tribunal; 
abarcando también el retardo de las resoluciones de segunda 
instancia y del consejo, en cuyo caso debe resolver el 
presidente del tribunal. 

Además, la queja, con el avance de la tecnología, debe 
implicar un trámite verdaderamente ágil, de no más de 24 
horas y poderse solicitar, tramitar y resolver de forma oral y 
por medios electrónicos. 

Es conveniente que la queja, si la resuelve un órgano 
jurisdiccional, también abarque los casos de la transgresión al 
plazo razonable. 

Por todo, el añejo problema del retardo en las 
resoluciones jurisdiccionales puede ser combatido, a 
iniciativa de las partes, con la queja, remedio para que la 
resolución jurisdiccional retardada se resuelva pronto. Lo que 
más que una demora y más que una negación al derecho, es 
una franca injusticia. 
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Queja 
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Prontuario 


I.- Solicitud 


Presidenta del Consejo del Poder Judicial 
Guanajuato, capital. 

Por este medio, con sustento en los artículos 169 de 
LNA, 27, 28 fracción I y 278 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato; incoo queja procesal 


penal contra el juez de adolescentes por la omisión 
de resolver en tiempo legal de en la audiencia 
verificada , como lo dispone el artículo 
de la LNA. 
Atte. 
A la fecha de su presentación 
Nombre del quejoso 


K.- Recepción de la queja procesal penal 


1.- Si se presenta en la administración judicial. 

Por recibido, (físicamente o por medio electrónico), 
a las del día de , Interposición de queja 
procesal penal, con la que, de inmediato se remitió, vía 
correo electrónico oficial, al juez contra quien se presenta la 
queja, para que, en el plazo de 24 horas que vence a las 
horas del día , proceda a solventar la omisión o informe 
al Consejo del Poder Judicial. 


El jefe de unidad de causa 
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a, 


Queja 


2. Si es presentada directamente en el Consejo del Poder 
Judicial. 
Por recibido, (fisicamente o por medio electrónico), 
a las del día de, interposición de queja 
procesal penal, con la que, de inmediato: 
I.- Se requiere al juez contra quien se presenta la queja, por 
medio de correo electrónico y telefónicamente, para que, en 
el plazo de 24 horas que vence a las horas del día, 
emita su informe que dispone el artículo 169 de la LNA y 
279 de LOPJG. 
II- Se turna a la secretaria del Consejo para que el órgano 
colegiado se avoque a su conocimiento que la queja procesal 
penal. 
III.- Dese inicio a la cuadernillo administrativo número 


Lo que se asienta para debido constancia. Doy fe. 
La secretaria del consejo 


TIL- Informe jurisdiccional 


Presidenta del consejo del poder judicial 
Guanajuato, capital. 
Por este conducto se rinde informe en atención a la queja 
presentada por en la que se acusa que omitió la 
resolución jurisdiccional en tiempo, con base a los artículos 
169 de la LNA y 278 de la ley orgánica del poder judicial del 
estado de Guanajuato, se informa: 

No se resolvió ni se ha resuelto a razón de 
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(La queja queda sin materia ya que a esta fecha en que 
se rinde el informe la resolución ya fue pronunciada, misma 
que se acompaña.) 

(Es improcedente la queja ya que no existe omisión, la 
resolución fue pronunciada en tiempo y se acompaña para 
justificación). 

Atte. 
A la fecha de su presentación 
Nombre del juez 


TV.- Remisión a los consejeros del informe del juez. 


Por recibido, (físicamente o por medio 
electrónico), a las del día de  , informe 
del juez por lo que de inmediato: 
I.- Se da cuenta electrónicamente a los consejos magistrados 
para que, en el plazo de horas (días) que vence alas 
horas del día —, resuelvan lo relativo a la queja procesal 
penal presentada. 
II.- Se corre traslado al quejoso para su conocimiento. 
Lo que se asienta para debido constancia. Doy fe. 

La secretaria del consejo 


Queja 


V.- Determinación del Consejo 


Resolución que declara procedente la queja y ordena el 
saneamiento de la omisión ilegal.- Guanajuato capital, a 
de del201_. 
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Visto para resolver el procedimiento de queja 
número planteada por contra el juez 
a quien acusa de omitir 

Se tienen los siguientes; 


Antecedentes: 
Primero.- El , _ presentó un queja en contra del 
juez ,aquien lo acusa usa de la omisión de 
Segundo.- El___ alas , se recibió el informe del juez 


confirmando la omisión de la resolución. 

Por lo que, conforme lo disponen el artículo 135 de la 
ley que instrumenta el sistema acusatorio, es de resolverse, 
acorde a las siguientes; 

Consideraciones: 
Primero.- Capítulo de la competencia. 

El consejo del poder judicial, como órgano colegiado, 
es competente para conocer y decidir del remedio procesal 
de queja procesal penal en términos de los artículos 169 de 
la LNA, 27, 28 fracción I y 278 de la ley orgánica del poder 
judicial del estado de Guanajuato. 

Segundo.- Capítulo relativo al análisis de la existencia de la 
omisión imputada. 

El telos de la queja procesal penal es constituir una 
herramienta que apoye a concreción del principio de justicia 
pronta y expedita que es un derecho subjetivo público del 
inodado como de la víctima, consagrado convencional, 
constitucional y legalmente, en los ordinales 9.3, 14.3 de 
PIDCP, XXV DADH, 7,5 CADH, 20 B VII CPDEUM, como 
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derecho del imputado; 8 a 11 DUDH, 2.3, 14 PIDCP, XVIII 
DADH, 8 y 25 CADH, 17 CPDEUM; como derechos de la 
víctima. 

La forma como se asegura la justicia pronta y expedita, 
entre otras, se respeta cuando el juez del control resuelve 
dentro de los plazos ya sea legales o jurisdiccionales. 

En la especie se precisa la trasgresión del plazo para 


resolver que dispone el artículo del CNPP. 
Fue informado por el juez a quien se le realizo la queja 
que Resultando entonces que en efecto no se resolvió 


dentro del plazo legal y se continúa sin resolución, por lo que 
es procede declarar la existencia de omisión ilegal que afecto 
el principio de justicia pronta y expedita por incumplimiento 
de plazo legal. 

Producto de lo inmediato anterior, a fin de saneamiento 
de la omisión, se dispone girar orden de inmediata 
solventación de la omisión ilegal con prevención que apertura 
de procedimiento disciplinario en caso de incumplimiento 
acorde a los arábigos 213 fracciones 1 y Ill, 214 fracción I de 
la ley orgánica del poder judicial. 

Los alcances de la orden son exclusivamente para que 
se resuelva, no el sentido de la resolución la que deberá ser 
conforme a derecho. 

En mérito de lo expuesto fundado y motivado se 
resuelve: 

Se resuelve: 
Primero.- El Consejo del Poder Judicial resultó competente, 
para decidir sobre la presente queja procesal penal. 
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Segundo.- Existe la omisión ilegal precisada por el quejoso 
Tercero.- Producto de lo anterior se ordena al juez ; 
de inmediato saneamiento a la omisión ilegal y con plenitud 
de jurisdicción resuelva lo que a derecho corresponda, con 
prevención que apertura de procedimiento disciplinario en caso 
contrario. Debiendo prestamente reportar la observancia de la 
presente resolución. 

Cuarto.- Désele salida a la presente causa como asunto 
concluido una vez que se reciba comunicado precisado en el 
punto precedente. 

Quinto.- Notifíquese personalmente al juez objeto de la 
queja, al quejoso y por conducto del juez al resto de las partes. 

Así lo resolvieron por unanimidad de votos, los consejeros 
magistrados , todos autentificando con firma electrónica. 


6.- Informe de cumplimiento por parte del juez objeto de la 
queja 


Presidenta del consejo del poder judicial 
Guanajuato, capital. 
Por este conducto, con fundamento en los artículos 169 de la LNA 
y 280 de LOPJEG se rinde informe en atención al requerimiento 
elaborado en la resolución, enel sentido de que se solvento 
la omisión y se acompaña testimonio de la resolución que recayó 
para que se tenga por entero cumpliendo su fallo. 
Atte. 
A la fecha de su presentación 
Nombre del juez 
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Sección Tercera 
Del Allanamiento y Rebeldía 
Artículo 255. Transcurrido el plazo fijado en el 
emplazamiento sin contestar la demanda, se tendrán por 


contestados los hechos en sentido negativo y se hará la 
declaratoria de rebeldía correspondiente. A continuación, 
se señalará fecha para la audiencia de juicio, dictando 
auto de admisión de las pruebas ofrecidas por la actora. 


Declaración de rebeldía 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 
del demandado y el procedimiento subsiguiente en 


caso de que no conteste dentro del plazo fijado en el 
emplazamiento. 


E artículo 255 se refiere a la declaratoria de rebeldía 


1.- Declaratoria de rebeldía 


El código establece que, una vez que ha transcurrido 
el plazo fijado en el emplazamiento, sin que el demandado 
conteste, los hechos alegados por la actora se considerarán 
contestados en sentido negativo y se hará la declaratoria de 
rebeldía correspondiente. 

Los puntos clave son: 

1.- Contestación en sentido negativo: Si el demandado 
no presenta una contestación dentro del plazo otorgado, se 
considera que está negando todos los hechos alegados por 
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Rebeldía 


el demandante. En otras palabras, el sistema procesal asume 
que el demandado no acepta ninguna de las afirmaciones del 
demandante. 

2.- Declaratoria de rebeldía: Si el demandado no contesta 
la demanda en el plazo establecido, el juez declarará que 
el demandado ha caído en rebeldía. Esta declaratoria tiene 
implicaciones procesales importantes, como permitir que el 
juicio continúe sin la participación activa del demandado. 

3.- Propósito: Este procedimiento busca evitar retrasos 
en el proceso debido a la falta de respuesta del demandado. 
Además, facilita la continuación del proceso al permitir que 
se sigan los pasos necesarios para avanzar hacia la resolución 
del caso. 


T.- Señalamiento de audiencia de juicio y admisión de 
pruebas. 


De igual forma, se establece que, una vez que se ha 
declarado la rebeldía del demandado, debido a la falta de 
respuesta en el plazo establecido, se procederá a señalar 
una fecha para la audiencia de juicio y se dictará un auto de 
admisión de las pruebas ofrecidas por la actora. 

Los puntos clave son: 

1.- Señalamiento de fecha para la audiencia de juicio: 
Este punto indica que, después de declarar la rebeldía del 
demandado, el juez o la autoridad jurisdiccional debe fijar 
una fecha para la celebración de la audiencia de juicio. 

La importancia de la audiencia de juicio consiste en 
que durante esta audiencia, la actora presenta sus pruebas 
y argumentos para sustentar su demanda, mientras que la 
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demandada puede ejercer su derecho de defensa si está 
presente, a pesar de estar en rebeldía. La audiencia de 
juicio es donde se desarrolla el núcleo del litigio y donde se 
desahogan las pruebas ofrecidas. 

2.- Dictado de auto de admisión de pruebas ofrecidas 
por la actora: Este punto también establece que, una vez 
declarada la rebeldía y señalada la fecha de la audiencia 
de juicio, se dictará un auto de admisión de las pruebas 
presentadas por la actora. 

La admisión de pruebas es el acto procesal por el cual el 
juez acepta las pruebas ofrecidas por la actora, considerando 
que son pertinentes y tienen relación con los hechos alegados 
en la demanda. Esto permite a la actora presentar y desahogar 
sus pruebas durante la audiencia de juicio. 

3.- Propósito: El propósito de este punto es garantizar 
que el proceso continúe su curso después de la declaratoria 
de rebeldía del demandado. Al señalar una fecha para la 
audiencia de juicio, y admitir las pruebas ofrecidas por la 
actora, se busca avanzar hacia una resolución del caso de 
manera eficiente y efectiva. 
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Artículo 259. En los casos de declaración de rebeldía de la 
demandada por falta de contestación, tendrán aplicación 
las siguientes reglas: 

I. Todas las resoluciones que de ahí en adelante 
recaigan en el pleito y cuantas citaciones deban hacérsele, 
aún las de carácter personal, se notificarán por el 
medio de comunicación procesal oficial, salvo los casos 
en que otra cosa se prevenga o a juicio de la autoridad 
jurisdiccional; 

ll. Desde el día en que fue declarada rebelde o 
quebrantó la radicación de persona la demandada, se 
decretarán las medidas cautelares solicitadas por la 
actora, si la parte contraria lo pidiere, la retención de sus 
bienes muebles y el embargo de los inmuebles en cuanto 
se estime necesario, para asegurar lo que sea objeto 
del juicio, aplicando en lo conducente las reglas de las 
medidas cautelares. 


Efectos de la declaración de rebeldía 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


l artículo 259 regula el tratamiento procesal que se 
debe seguir en casos donde la demandada ha sido 


declarada en rebeldía por no contestar la demanda. El 
propósito de este artículo es establecer las reglas sobre cómo 
se debe proceder en el juicio una vez que se ha declarado la 
rebeldía de la demandada. 


183 


Rebeldía 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Rebeldía 


El propósito de este artículo es asegurar la continuidad 
del proceso al establecer las reglas para el manejo del juicio 
después de que se ha declarado la rebeldía de la demandada. 


1.- Declaración de rebeldía 


La ley establece el procedimiento que se debe seguir 
cuando la demandada no contesta la demanda dentro 
del plazo estipulado para hacerlo. Este punto abarca las 
consecuencias y las acciones que se llevarán a cabo a raíz de 
esta declaración. 

Los puntos clave son: 

l.- Notificaciones oficiales: Una vez que se ha 
declarado la rebeldía de la demandada, todas las resoluciones 
posteriores en el proceso, así como todas las citaciones que se 
le hagan, incluyendo las de carácter personal, se notificarán 
a través de medios de comunicación procesal oficiales. Este 
procedimiento busca que la demandada esté enterada de los 
acontecimientos procesales relevantes, a pesar de no haber 
contestado inicialmente la demanda. 

2.- Citaciones personales: Las citaciones personales 
posteriores se llevan a cabo de acuerdo con los medios de 
comunicación procesales oficiales, que pueden incluir, por 
ejemplo, notificaciones por escrito. Además, la autoridad 
jurisdiccional puede determinar si hay circunstancias 
especiales que justifiquen otra forma de notificación. 
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T1I.- Medidas cautelares 


El código describe el procedimiento que se lleva a cabo 
cuando la demandada ha sido declarada en rebeldía o cuando 
quebranta la radicación de personas'. En este contexto, se 
abordan las medidas cautelares que se pueden aplicar para 
proteger los intereses de la actora, y asegurar el cumplimiento 
del juicio. 

Los puntos clave son: 

1.- Tipos de medidas cautelares: Entre las medidas 
cautelares que pueden decretarse están: 

a.- Retención de bienes muebles para evitar que el 

demandado se deshaga de ellos o los traslade a otro 

lugar. 

b.- Embargo de bienes inmuebles. 


1 La radicación de personas es la medida que se pide “(...) cuando hubiere temor 

fundado de que se ausente u oculte la persona contra quien deba promoverse o se 
haya promovido una demanda (...). 
Vid. Poder judicial de la federación: Recurso de revisión principal 
351/2016. Recurso digital disponible en  https://sise.cjf gob.mx/SVP/word1. 
aspx?arch=141/0141000019684836003.doc_18sec=Karla_Marisol_Ruiz_ 
Bonilla8svp=1 consultado el 20 de mayo de 2024. 
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Artículo 260. La persona declarada en rebeldía podrá 
apersonarse a la audiencia de juicio para participar en el 


desahogo de las pruebas y rendir alegatos finales, sin que 
en ningún caso pueda retrotraerse el procedimiento. 


Oportunidad del rebelde para 
apersonarse en juicio 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


la participación de la persona declarada en rebeldía 

durante la audiencia de juicio. El propósito de este 
artículo es permitir que una persona declarada en rebeldía 
pueda presentarse en la audiencia de juicio y ejercer sus 
derechos procesales, aunque de una manera limitada. 


E artículo 260 establece las normas relacionadas con 


I.- Participación de la persona declarada en rebeldía 


El artículo en comento trata sobre el derecho que tiene 
la demandada que ha sido declarada en rebeldía de participar 
en el proceso en la etapa de audiencia de juicio. Aunque no 
haya contestado en tiempo, se le permitirá apersonarse en la 
audiencia de juicio para participar activamente en el proceso. 

Esta participación implica que la demandada pueda 
intervenir en el desahogo de las pruebas, y también tendrá la 
oportunidad de rendir sus alegatos finales. De esta manera, 
se busca garantizar la equidad procesal y permitir que la 
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demandada tenga una oportunidad de presentar sus pruebas 
y argumentos en el proceso, incluso si no se ha presentado o 
contestado la demanda en las etapas iniciales. 


T1.- Prohibición de retrotraer el procedimiento 


El artículo establece la prohibición de retrotraer el 
procedimiento, lo que significa que, aunque la persona haya 
sido declarada en rebeldía, y luego decida presentarse a 
la audiencia de juicio para participar en el desahogo de las 
pruebas y en los alegatos finales, no podrá afectar ni cambiar 
las etapas previas del procedimiento. 

Este principio busca mantener la continuidad y la 
seguridad del proceso. Al impedir que una persona que 
previamente fue declarada en rebeldía pueda volver atrás en 
el proceso, se evita la reanudación o repetición de etapas ya 
concluidas. Así, se protege la integridad del proceso, evitando 
que se prolongue innecesariamente o que se deniegue justicia 
a la otra parte. 

En resumen, este punto garantiza que el proceso avance 
sin obstáculos y que las etapas ya resueltas permanezcan 
firmes, permitiendo así que el juicio continúe su curso de 
manera ordenada. 
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Artículo 380. Tratándose de reconocimiento de documento 


o firma, se deberá adjuntar el documento a reconocer. 


Anexo del documento a reconocer 
Comentarios 


Juez Lic. Berónica Elías Juárez 


l artículo 380 establece la obligación de adjuntar 
el documento en cuestión cuando se busca el 
reconocimiento de su contenido o firma. 


I.- Contexto del reconocimiento 


La ley establece que “(...) Tratándose de reconocimiento 
de documento o firma (...).” 

Esta disposición delimita claramente el ámbito 
de aplicación del artículo, especificando que se refiere 
exclusivamente a situaciones en las que el objetivo es 
verificar la autenticidad de un documento o la firma que 
aparece en él. 

La frase analizada indica que el artículo se 
aplica específicamente en los casos en que se busca el 
reconocimiento de la autenticidad de un documento o 
firma. Esto puede ser necesario en diversas situaciones, 
como cuando un acreedor necesita confirmar la validez de 
un contrato, una factura, una letra de cambio u otro tipo de 
documento legal para proceder con un juicio ejecutivo. 
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de documentos 


imiento 


Reconoc 


El artículo tiene como fin, pues, delimitar claramente 
el ámbito de aplicación de la norma, dejando claro que sus 
disposiciones son relevantes únicamente en el contexto de la 
verificación de documentos y firmas. 


11.- Requisito de adjuntar el documento 


La otra oración del artículo analizado estipula que “(...) 
Se deberá adjuntar el documento a reconocer (...).” 

Esta disposición establece que es obligatorio adjuntar 
el documento cuyo reconocimiento se busca en la solicitud 
presentada ante la autoridad jurisdiccional. Esta es una 
obligación clara para el promovente de incluir físicamente 
el documento en cuestión junto con la solicitud. Sin este 
documento, la solicitud de reconocimiento de firma o 
contenido no sería completa ni procedente. 

El propósito es garantizar que la autoridad jurisdiccional 
tenga acceso directo al documento que se desea autenticar; 
es decir, el código busca asegurar que el documento está 
disponible para la revisión inmediata por parte de la autoridad 
judicial, y así, permitir a la autoridad jurisdiccional verificar 
la autenticidad del documento o firma de manera directa, sin 
necesidad de solicitarlo posteriormente. 

La importancia de este precepto estriba en que se provee 
una base sólida y tangible para la solicitud de reconocimiento, 
asegurando que la autoridad jurisdiccional puede verificar la 
autenticidad del documento o firma de manera inmediata. 

Así, se establece un requisito claro y específico para los 
casos en que se busca el reconocimiento de un documento 
o firma: la obligación de adjuntar el documento en cuestión 
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a la solicitud. Esta disposición asegura la disponibilidad 
y autenticidad del documento desde el inicio del proceso, 
facilitando así la labor de la autoridad jurisdiccional y 
promoviendo un proceso transparente. 
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Artículo 381. Una vez que la autoridad jurisdiccional 
admita la solicitud, señalará fecha de audiencia dentro 
del plazo de veinte días y citará a la persona de la cual 
se requiera el reconocimiento del documento o su 
declaración en torno a una presunta deuda liquida y 


exigible, con el apercibimiento que, en caso de inasistencia 
o falta de contestación al interrogatorio, se le tendrá por 
cierto el reconocimiento de la obligación, contenido del 
documento o la firma de este. 


Audiencia de reconocimiento de deuda 
Comentarios 


Juez Lic. Berónica Elías Juárez 


ste artículo regula el procedimiento para la citación, 
así como las consecuencias de la inasistencia o falta 


de contestación, dentro del contexto de los medios 
preparatorios a juicio ejecutivo. 

En el ámbito del derecho procesal civil, los medios 
preparatorios a juicio ejecutivo son fundamentales para 
establecer la base documental y factual necesaria antes de 
iniciar un juicio. El artículo 381 detalla el procedimiento que 
debe seguir la autoridad jurisdiccional una vez que admite la 
solicitud de medios preparatorios, y las consecuencias de la 
inasistencia o falta de contestación por parte de la persona 
citada. 

Un aspecto que es evidente, es que el plazo para la 
audiencia es de 20 días, con citación de la persona de quien se 
requiera el reconocimiento de documento o de una presunta 
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deuda liquida y exigible, apercibiéndole que se le tendrá por 
reconocido el documento o la firma, si no asiste o contesta 
los cuestionamientos. 


L- Admisión y programación de audiencia 


Dice la ley: “(...) Una vez que la autoridad jurisdiccional 
admita la solicitud, señalará fecha de audiencia dentro del 
plazo de veinte días (...).” 

Esta disposición establece que, una vez admitida la 
solicitud de medios preparatorios a juicio ejecutivo, la 
autoridad jurisdiccional debe fijar una fecha para la audiencia 
en un plazo no mayor a veinte días. 

Lo anterior pretende garantizar que el procedimiento 
se lleve a cabo de manera expedita, estableciendo un plazo 
específico para la programación de la audiencia, promoviendo 
la celeridad procesal. 


T1.- Citación de la persona requerida 


Estipula el código que “(...) Citará a la persona de la 
cual se requiera el reconocimiento del documento o su 
declaración en torno a una presunta deuda líquida y exigible 
(ses le 

La autoridad jurisdiccional debe notificar formalmente a 
la persona implicada, es decir, aquella de la cual se requiere el 
reconocimiento del documento o su declaración. La citación 
es formal, es decir, debe ser notificada oficialmente para que 
comparezca en la audiencia. 
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Así, el código busca asegurar que la persona implicada 
tenga conocimiento de la audiencia y la oportunidad de 
presentarse para reconocer el documento o dar su declaración, 
garantizando así el derecho de audiencia y defensa. 


TII.- Apercibimiento por inasistencia o falta de 
contestación 


Lex dixit: “(...) Con el apercibimiento que, en caso 
de inasistencia O falta de contestación al interrogatorio, 
se le tendrá por cierto el reconocimiento de la obligación, 
contenido del documento o la firma de este (...).” 

La notificación debe incluir un apercibimiento, es 
decir, una advertencia sobre las consecuencias legales de no 
asistir a la audiencia o no contestar al interrogatorio. Si la 
persona citada no concurre a la diligencia, se generará una 
presunción de veracidad de los hechos, es decir, en este caso, 
se presumirá automáticamente que reconoce la obligación, 
acepta el contenido del documento o confirma la autenticidad 
de la firma. 

La ley busca como fin último asegurar la seriedad 
del procedimiento y motivar a la persona citada a asistir 
y participar activamente en la audiencia, estableciendo 
consecuencias claras en caso de inasistencia o falta de 
respuesta. Además, busca prevenir que la inasistencia o falta 
de contestación obstaculicen el procedimiento, asegurando 
que el proceso pueda continuar de manera efectiva. 

Así, se establece un procedimiento para la programación 
de audiencias y la citación de personas en el contexto de 
los medios preparatorios a juicio ejecutivo. Al fijar plazos 
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específicos, asegurar la notificación adecuada y definir las 
consecuencias de la inasistencia o falta de contestación, 
este artículo pretende promover la celeridad, la eficiencia y 
eficacia del proceso. 
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Artículo 382. Practicada la citación se llevará a cabo 
la audiencia de reconocimiento, misma que deberá 
desahogarse mediante su declaración y en su caso, 
con la exhibición del documento. En la audiencia de 
reconocimiento se observará lo siguiente: 

I. El interrogatorio que se le formule a la persona 
citada deberá estar destinado únicamente al objeto de la 


solicitud, sin introducir hechos ajenos al reconocimiento o 
declaración; 

Il. La autoridad jurisdiccional calificará de oficio el 
interrogatorio y rechazará las que resulten impertinentes. 
Contra dicha resolución no procede recurso alguno; 

TL Se redactará acta que contenga el reconocimiento 
de lo solicitado, cuando así proceda. 


Desahogo de la audiencia de 


reconocimiento de documentos 
Comentarios 


Juez Lic. Berónica Elías Juárez 


ste apartado analiza el artículo 382, que regula el 
procedimiento para llevar a cabo la audiencia de 


reconocimiento de documentos o firmas, detallando 
las reglas para el interrogatorio, las facultades de la 
autoridad jurisdiccional para calificar y rechazar preguntas 
impertinentes, y la obligación de redactar un acta que 
contenga el reconocimiento solicitado. 
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Establece la ley que la audiencia de reconocimiento 
se llevará a cabo con la declaración del interrogatorio que 
deberá de cumplir con 2 requisitos, el primero, se calificará 
de oficio sin aceptar las impertinentes, y segundo, se hará 
sobre los hechos del reconocimiento, redactándose en su 
caso. 


L- Realización de la audiencia de reconocimiento 


Dice el artículo: “(...) Practicada la citación se llevará a 
cabo la audiencia de reconocimiento (...).” 

Esta disposición establece que, una vez que la persona ha 
sido citada, se llevará a cabo la audiencia de reconocimiento. 
Esto implica que el proceso avanza a la siguiente fase después 
de que se ha notificado a la persona implicada. 

Así, es fácil deducir que la ley se refiere a que la citación 
formal a la persona requerida ha sido realizada y completada 
conforme a los procedimientos legales establecidos. Por lo 
tanto, una vez que la citación ha sido efectuada, se procederá 
con la audiencia, cuyo propósito es el reconocimiento del 
documento o firma en cuestión. 

El propósito de esta oración es señalar el inicio de 
la fase de la audiencia de reconocimiento, estableciendo 
una transición clara desde la etapa de citación hasta a la 
realización efectiva de la audiencia. 
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TI.- Desarrollo de la audiencia 


El código establece que “(...) La audiencia de 
reconocimiento deberá desahogarse mediante su declaración 
y en su caso, con la exhibición del documento (...).” 

Esta disposición describe cómo debe desarrollarse la 
audiencia de reconocimiento, especificando que debe incluir 
la declaración de la persona citada y, si es necesario, la 
presentación del documento en cuestión. 

La ley refiere a que la persona citada debe proporcionar 
una declaración verbal durante la audiencia. Esta declaración 
es un testimonio formal relacionado con el reconocimiento 
del documento o la firma. Por otra parte, el documento cuya 
autenticidad se pretende reconocer debe ser presentado 
físicamente en la audiencia si es necesario. 

Lo anterior, con el fin de asegurar que la audiencia de 
reconocimiento se desarrolle de manera completa y adecuada, 
incluyendo tanto la declaración de la persona citada como la 
presentación del documento relevante. 


TI.- Interrogatorio dirigido al objeto de la solicitud 


La ley establece que “(...) El interrogatorio que se le 
formule a la persona citada deberá estar destinado únicamente 
al objeto de la solicitud, sin introducir hechos ajenos al 
reconocimiento o declaración (...).” 
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Esta disposición establece que el interrogatorio, durante 
la audiencia, debe enfocarse exclusivamente en el objeto de la 
solicitud, evitando la introducción de hechos no relacionados 
con el reconocimiento del documento o la declaración sobre 
la deuda. 

Así, el interrogatorio que se le formule a la persona 
citada debe centrarse únicamente en el propósito específico 
de la audiencia, que es el reconocimiento del documento o 
la declaración sobre la deuda. No se deberán hacer preguntas 
que no estén directamente relacionadas con el reconocimiento 
del documento o la declaración sobre la deuda, lo que evita 
la inclusión de asuntos irrelevantes que puedan desviar el 
enfoque de la audiencia. 

El propósito es garantizar que el interrogatorio sea 
pertinente y enfocado, evitando desviaciones y asegurando 
que la audiencia se concentre en los aspectos esenciales del 
reconocimiento o declaración. 


TV.- Calificación de oficio del interrogatorio 


El código dice que “(...) La autoridad jurisdiccional 
calificará de oficio el interrogatorio y rechazará las que 
resulten impertinentes (...).” 

La autoridad jurisdiccional, de manera proactiva y 
sin necesidad de que se lo soliciten las partes, tiene la 
responsabilidad de evaluar las preguntas formuladas durante 
el interrogatorio, y rechazará las que resulten impertinentes, 
es decir, el juez tiene el poder de descartar aquellas 
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preguntas que no sean relevantes al objeto de la solicitud, 
que no se relacionen directamente con el reconocimiento del 
documento o la declaración sobre la deuda. 

El propósito del artículo es facultar a la autoridad 
jurisdiccional para tener el control necesario a efecto de 
mantener la relevancia y pertinencia del interrogatorio, 
asegurando que el proceso sea eficiente y justo. 


V.- Inapelabilidad de la resolución 


Codex dixit: “(...) Contra dicha resolución no procede 
recurso alguno (...).” 

Esta disposición establece que las decisiones de la 
autoridad jurisdiccional respecto a la calificación y rechazo 
de preguntas impertinentes durante el interrogatorio son 
definitivas y no pueden ser impugnadas mediante recurso 
alguno. 

Ello asegura que el procedimiento se mantenga fluido, 
evitando retrasos que podrían surgir de impugnaciones o 
apelaciones sobre la calificación de las preguntas. 


VI.- Redacción del acta de reconocimiento 


El artículo establece que “(...) Se redactará acta que 
contenga el reconocimiento de lo solicitado, cuando así 
proceda (...).” 

Esta disposición manda la obligación de redactar un acta 
que documente el reconocimiento de lo solicitado durante 
la audiencia, siempre que proceda dicho reconocimiento. 
El acta debe incluir específicamente el reconocimiento del 
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documento, la firma, o la declaración sobre la deuda, según 
corresponda. Es decir, sí y sólo si la deuda es reconocida 
efectivamente. 

Se pretende que haya un registro formal y verificable 
del reconocimiento realizado durante la audiencia, 
proporcionando una documentación oficial que puede tener 
el título de aparejada ejecución. Además, es importante 
garantizar que las preguntas formuladas durante el 
interrogatorio sean pertinentes y enfocadas en el objeto del 
reconocimiento, evitando desviaciones innecesarias. 

Por lo tanto, se trata de establecer un procedimiento 
claro y detallado para la audiencia de reconocimiento de 
documentos o firmas, asegurando que se lleve a cabo de 
manera estructurada, con preguntas pertinentes y bajo la 
supervisión de la autoridad jurisdiccional. Además, garantiza 
la documentación adecuada del reconocimiento mediante la 
redacción de un acta formal. 
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Artículo 383. Puede hacerse el reconocimiento de 
documentos firmados ante Corredora o Corredor 
Público, Notaria o Notario Público, según corresponda 
de conformidad con lo dispuesto por la legislación 
aplicable, en forma autógrafa o con la firma electrónica, 
ya en el momento del otorgamiento o con posterioridad, 
siempre que lo haga la persona directamente obligada, la 
persona representante legítima o persona representante 
autorizada con poder bastante. La Corredora o Corredor 
Público, Notaria o Notario Público hará constar el 
reconocimiento al pie del documento mismo, asentando 
si la persona que reconoce es representante legal o 
apoderada de la persona deudora, y la cláusula relativa, 
señalando también los datos de la escritura o póliza en su 
caso, en que se asiente tal constancia. 


Reconocimiento de documentos 
ante fedatario público 
Comentarios 


Juez Lic. Berónica Elías Juárez 


l artículo 383 establece las condiciones para el 
reconocimiento de documentos ante corredores 


y notarios públicos. Detalla las formas de firma 
permitidas, las personas autorizadas para realizar el 
reconocimiento y las responsabilidades de los fedatarios 
públicos en el registro del acto. 
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Establece el artículo que podrá hacerse el 
reconocimiento de documentos firmados, ante fedatario 
público, en forma autógrafa o electrónica, puede ser en el 
momento del otorgamiento o posterior, puede hacerlo la 
representante legítima o con poder bastante, que se hará al 
pie del documento, asentando el tipo de representación y la 
cláusula relativa y los datos de la escritura o póliza en que se 
asiente tal constancia. 


L- Autorización del reconocimiento 


Marca el texto legal que “(...) Puede hacerse el 
reconocimiento de documentos firmados ante Corredora 
o Corredor Público, Notaria o Notario Público, según 
corresponda de conformidad con lo dispuesto por la 
legislación aplicable (...).” 

Esta disposición establece que los documentos pueden 
ser reconocidos ante un fedatario público, dando la facultad 
para que no necesariamente sea ante la presencia judicial. 

El propósito es establecer que el reconocimiento de 
documentos puede hacerse ante particulares que, en el 
caso específico, tienen fe pública, todo ello conforme a las 
disposiciones legales pertinentes, para asegurar la validez y 
autenticidad del acto. 


TI.- Forma de la firma 


Texto legal: “(...) En forma autógrafa o con la firma 
electrónica, ya en el momento del otorgamiento o con 
posterioridad (...).” 
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Esta disposición especifica que el reconocimiento de los 
documentos puede realizarse utilizando una firma autógrafa 
o una firma electrónica, y que este reconocimiento puede 
hacerse en el momento del otorgamiento del documento o en 
un momento posterior. 

Se permite que la firma que se utiliza para el 
reconocimiento del documento sea una firma tradicional 
escrita a mano (autógrafa) o una firma digital (electrónica), 
pudiendo hacerse el reconocimiento en el mismo momento 
en que se haga el reconocimiento, o en un momento posterior. 

El propósito de esta oración es proporcionar flexibilidad 
en cuanto a la forma y el momento en que puede hacerse 
el reconocimiento de los documentos, adaptándose a las 
tecnologías modernas y a las necesidades de los usuarios. 


TIIL- Personas autorizadas para el reconocimiento 


El artículo establece que “(...) Siempre que lo haga la 
persona directamente obligada, la persona representante 
legítima o persona representante autorizada con poder 
bastante (...).” 

Esta disposición establece quiénes están autorizados 
para realizar el reconocimiento de un documento, 
especificando que debe ser la persona directamente obligada, 
su representante legítimo o una persona autorizada con poder 
suficiente. 

La ley establece que son tres personas quienes pueden 
hacer el reconocimiento, el deudor, el representante legítimo, 
es decir, individuos que tienen la autoridad legal para actuar 
en nombre de la persona obligada, como un tutor, curador, o 
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representante legal, o el representante con poder bastante, que 
puede incluir a cualquier persona que haya sido autorizada 
formalmente mediante un poder legal adecuado para actuar 
en nombre de la persona obligada. 

El propósito de esta oración es garantizar que el 
reconocimiento del documento sea realizado únicamente por 
personas que tienen la legitimidad para hacerlo, asegurando 
así la validez y legalidad del acto. 


IV.- Registro del reconocimiento en el documento 


El código establece que “(...) La Corredora o 
Corredor Público, Notaria o Notario Público hará constar el 
reconocimiento al pie del documento mismo (...).” 

Esta disposición establece la obligación del 
corredor o notario público de documentar formalmente el 
reconocimiento del documento, anotando esta información 
directamente en el propio documento. 

El propósito de esta parte del artículo es asegurar que 
el reconocimiento del documento sea registrado de manera 
formal y visible en el mismo documento, proporcionando 
una evidencia clara y directa de que el documento ha sido 
reconocido por una autoridad competente. 


V.- Identificación del representante 


Se indica que “(...) Asentando si la persona que 
reconoce es representante legal o apoderada de la persona 
deudora, y la cláusula relativa (...).” 
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Esta disposición establece que, al registrar el 
reconocimiento en el documento, el corredor o notario 
público debe especificar la calidad de la persona que realiza 
el reconocimiento, si es como deudor directo, representante 
legal o representante legítimo, y se debe incluir el documento 
que acredite su representación. 

La finalidad es asegurar que el registro del 
reconocimiento sea detallado y preciso, proporcionando 
información clara sobre la capacidad en la que actúa la 
persona que realiza el reconocimiento y las bases legales de 
su autoridad. 


VI.- Datos de la escritura o póliza 


Texto legal: “(...) Señalando también los datos de la 
escritura o póliza en su caso, en que se asiente tal constancia 
A 

Esta disposición establece que el corredor o notario 
público debe también anotar en el documento los detalles 
de la escritura o póliza en la que se haya registrado el 
reconocimiento. La escritura o póliza es un registro formal, 
y el fedatario debe asentar una referencia específica y 
verificable. 

El propósito de esta oración es asegurar que el 
reconocimiento esté adecuadamente documentado y 
referenciado, proporcionando una verificación adicional 
y asegurando que todos los registros necesarios estén 
completos. 
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Así, se garantiza que el reconocimiento de documentos 
tenga una base legal sólida, además, se permite el uso de 
firmas tanto autógrafas como electrónicas, adaptándose a 
diferentes tecnologías y preferencias, ofreciendo la opción de 
hacer el reconocimiento en el momento del otorgamiento del 
documento o en una etapa posterior. 

El artículo 383 establece un marco detallado para el 
reconocimiento de documentos ante corredores públicos o 
notarios públicos. Proporciona flexibilidad en la forma de 
firma, asegura que sólo personas autorizadas puedan realizar 
el reconocimiento, y establece procedimientos precisos para 
que los corredores o notarios públicos documenten y registren 
el reconocimiento. Esta regulación promueve la autenticidad, 
validez y seguridad jurídica de los documentos reconocidos. 


208 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Artículo 373. Una vez que la autoridad jurisdiccional 
admitió la solicitud y concedió la práctica de las 
diligencias preparatorias, se citará a la persona de la 
cual se requiera la declaración o la exhibición de los 


documentos o bienes, informándosele la naturaleza del 
procedimiento y el contenido de la solicitud, para que 
dentro del plazo de cinco días se lleve a cabo la audiencia 
respectiva o la práctica de la diligencia a que haya lugar. 


Citación de la persona de quien se requiere 
declaración o exhibición de documentos. 


Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley estipula el procedimiento a seguir una vez que 
la autoridad jurisdiccional ha admitido una solicitud 


de diligencias preparatorias y ha concedido la práctica 
de las mismas. Este artículo detalla cómo se debe notificar 
a la persona requerida y los plazos para llevar a cabo las 
diligencias. 


Admisión de la solicitud y concesión de diligencias 


Cuando la autoridad jurisdiccional admite la solicitud y 
concede la práctica de las diligencias preparatorias, se inicia 
el proceso formal para realizar las acciones solicitadas. Esta 
etapa marca el punto en el cual la autoridad ha evaluado la 
pertinencia y necesidad de las diligencias y ha decidido 
permitir su realización. 
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Citación a la persona requerida 


Una vez admitida la solicitud, la autoridad jurisdiccional 
debe citar a la persona de la cual se requiere la declaración 
o la exhibición de documentos o bienes. Esta citación debe 
incluir: 

1.- La naturaleza del procedimiento: La persona citada 
debe ser informada sobre el tipo de procedimiento en el que 
está involucrada, para proporcionar claridad sobre el contexto 
y las razones de la citación. 

2.- El contenido de la solicitud: La citación debe detallar 
lo que se solicita, ya sea una declaración, la exhibición de 
documentos, o la presentación de bienes. Esta información 
tiene como fin que la persona citada entienda completamente 
lo que se espera de ella, y para que pueda prepararse 
adecuadamente. 


Plazo para la audiencia o diligencia 


El artículo establece un plazo específico para la 
realización de la audiencia respectiva o la práctica de la 
diligencia concedida. La persona citada debe ser informada 
que tiene un plazo de cinco días para cumplir con lo solicitado 
y durante este plazo, se debe llevar a cabo: 

1.- La audiencia respectiva: Si se requiere la declaración 
de la persona, se programará una audiencia en la que esta 
podrá rendir su declaración ante la autoridad jurisdiccional. 
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2.- La práctica de la diligencia: En caso de que se 
solicite la exhibición de documentos o bienes, la persona 
deberá presentar estos elementos ante la autoridad dentro del 
mismo plazo. 


Importancia del plazo de cinco días 


El plazo de cinco días es una medida que busca 
balancear la necesidad de celeridad en el proceso con la 
garantía de tiempo suficiente para que la persona citada pueda 
preparar su respuesta y cumplir con la diligencia requerida. 
Este plazo asegura que el proceso se desarrolle de manera 
ordenada y eficiente, permitiendo a la autoridad y a las partes 
involucradas avanzar en la preparación del juicio sin demoras 
indebidas. 


Conclusión 


El artículo 373 establece un procedimiento para la 
notificación y realización de diligencias preparatorias una 
vez que han sido concedidas por la autoridad jurisdiccional. 
Al requerir la citación de la persona involucrada con 
información detallada sobre el procedimiento y el contenido 
de la solicitud, y al establecer un plazo de cinco días para la 
realización de la audiencia o diligencia, el artículo asegura 
que el proceso se lleve a cabo con la debida notificación a las 
partes involucradas. 
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Artículo 91. Es competente para conocer de la 
reconvención la autoridad jurisdiccional que conoce de 


la demanda en el juicio principal, cualquiera que sea la 
materia. 


Competencia en caso de reconvención 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 91 del código nacional de procedimientos 

civiles y familiares se centra en la competencia 

jurisdiccional para conocer de las reconvenciones! 
dentro de un litigio. Este artículo establece que el juez que ya 
está conociendo de la demanda original en el juicio principal, 
será el mismo que tenga competencia para conocer de la 
reconvención presentada, independientemente de la materia 
de esta última. 

El propósito de este artículo incluye varios aspectos 
importantes: 

l.- Eficiencia procesal: Al permitir que la misma 
autoridad jurisdiccional conozca tanto de la demanda 
como de la reconvención, se busca optimizar los recursos 
judiciales, evitando la duplicidad de procesos en diferentes 
jurisdicciones o ante distintas autoridades. 


1 La reconvención es “(...) la demanda que el demandado endereza en contra del 
actor, precisamente al contestar la demanda; una vez declarada procedente la 
reconvención, puede suceder que el demandado también sea condenado (...).” 
Cfr. Pallares, Eduardo: Reconvención, en Diccionario de derecho procesal civil. 
Porrúa. 25? ed. México. 1999. ISBN: 968-452-950. p. 684. 
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2.- Unidad del proceso: Este enfoque promueve la 
unidad y coherencia del proceso, permitiendo que todas 
las cuestiones en disputa entre las partes sean resueltas de 
manera integral y coherente en un solo juicio. 

3.- Economía procesal:? Facilita una administración 
de justicia más ágil y económica, reduciendo la carga para 
las partes y para el sistema judicial al concentrar todos los 
asuntos relacionados en un único procedimiento. 

4.- Justicia y equidad: Asegura que ambas partes tengan 
la oportunidad de presentar y defender sus respectivas 
pretensiones y defensas en condiciones de igualdad, dentro 
del mismo marco procesal y ante la misma autoridad 
jurisdiccional. 

Derivado de lo anterior, se busca promover la eficiencia, 
la coherencia procesal y la justicia dentro del sistema judicial, 
asegurando que tanto demandas como reconvenciones 
sean resueltas de manera integral por la misma autoridad 
jurisdiccional, independientemente de la diversidad temática 
que puedan presentar estas últimas. 


2 Ovalle Favela dice que “(...) Este principio establece que se debe tratar de lograr 
en el proceso los mayores resultados posibles, con el menor empleo posible de 
actividades, recursos y tiempos. Dicho principio exige, entre otras cosas, que se 
simplifiquen los procedimientos; se delimite con precisión el litigio; solo se admitan 
y practiquen pruebas que sean pertinentes y relevantes para la decisión de la 
causa; que se desechen aquellos recursos e incidentes que sean notoriamente 
improcedentes, etcétera (...).” Cfr. Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría general del... p. 
220 
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Artículo 242. Dentro del término para contestar la 
demanda, se podrá proponer la reconvención en los 
casos que proceda, ajustándose a las disposiciones de la 
demanda. 

En caso de reconvención, se seguirán las reglas 


previstas en este Código Nacional tanto para la 
demanda como para la contestación. Sin embargo, el 
emplazamiento deberá hacerse a través de la dirección de 
correo electrónico señalada por la actora en la demanda 
principal. 


Reconvención 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


n este momento, el código hace el abordaje de la figura 

procesal de la reconvención. Este mecanismo permite 

a la demandada, al momento de contestar la demanda 
original, presentar una contrademanda dirigida hacia la 
actora. 

El propósito general es: 

l1.- Eficiencia procesal: Al permitir la reconvención 
dentro del mismo proceso, se evita la necesidad de iniciar un 
litigio separado. 

2.- Justicia recíproca: Proporciona un medio para que la 
demandada pueda no sólo defenderse sino también buscar el 
cumplimiento de derechos frente a la actora, todo dentro del 
mismo juicio. Esto promueve una resolución más integral de 
las disputas. 
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Reconvención 


3.- Aprovechamiento de recursos tecnológicos: El 
uso de comunicaciones electrónicas para el emplazamiento 
refleja una adaptación del sistema judicial a las tecnologías 
modernas, buscando mayor rapidez y efectividad en las 
notificaciones. 


I.- Oportunidad para la reconvención 


Este punto del artículo 242 describe cuándo y cómo 
la demandada puede introducir una reconvención durante 
el proceso, permitiendo a la demandada no solo defenderse 
contra las alegaciones presentadas por la actora, sino también 
presentar sus propias reclamaciones contra ella en el mismo 
proceso. 

1.- Tiempo para proponer reconvención: el artículo 
establece que la reconvención debe proponerse dentro del 
plazo que tiene la demandada para contestar a la demanda 
inicial. Esto significa que cualquier contraataque legal 
debe presentarse simultáneamente con la respuesta a las 
alegaciones originales de la actora. 

2.- Condiciones para la reconvención: Además, la 
reconvención sólo puede proponerse “en los casos que 
proceda”, lo que implica que debe existir una base legal y 
factual apropiada para dicha reconvención. No todas las 
situaciones o disputas permiten una reconvención; teniendo 
como ejemplo lo estipulado en el artículo 509 del propio 
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código, que impide la presentación, dentro del contexto del 
juicio hipotecario, de un escrito de esta naturaleza, a menos 
que esté basado en prueba documental.' 

3.- Ajuste a las disposiciones de la demanda: La 
reconvención debe cumplir con los mismos requisitos 
formales y sustantivos que una demanda ordinaria. Esto 
incluye la claridad en la presentación de los hechos, 
la fundamentación jurídica y el cumplimiento de los 
procedimientos establecidos para las demandas. 

La importancia recae en: 

l1.- Claridad y organización: Establecer un período 
específico durante el cual se puede presentar la reconvención 
ayuda a mantener un proceso ordenado y predecible. 


M.- Reglas procesales para la reconvención 


El artículo 242 establece las directrices sobre cómo debe 
gestionarse la reconvención una vez que ha sido propuesta 
por la demandada. 

1.- Aplicación de las mismas reglas que la demanda 
y contestación: El artículo especifica que la reconvención 
debe seguir las mismas reglas procesales que se aplican 
a la presentación de la demanda y su contestación. Esto 
implica que todos los procedimientos estándar, incluyendo 
la forma de presentar los hechos, las alegaciones, y la 


1  Enlo concerniente, estipula que 
“(...) Artículo 509. [...] 
[es 
La reconvención sólo será procedente cuando se funde en el mismo documento 
base de la acción o se refiera a su nulidad. En cualquier otro caso se desechará de 
plano.(...).” 
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Reconvención 


evidencia, así como los tiempos procesales y las normas de 
procedimiento, deben ser aplicados tanto a la demanda como 
a la reconvención. 

Importancia: 

l.- Eficiencia Judicial: Manejar tanto la demanda 
original como la reconvención bajo un conjunto uniforme de 
reglas también aumenta la eficiencia del proceso.- Claridad 
Procesal: Para las partes involucradas, especialmente si 
no están familiarizadas con el sistema legal, saber que la 
misma normativa aplica uniformemente a todas las fases del 
proceso (demanda, contestación, reconvención) proporciona 
claridad y reduce la complejidad, facilitando la comprensión 
y participación en el proceso. 

Así, se asegura la coherencia y equidad del proceso al 
tratar la demanda y la reconvención bajo las mismas normas. 


TIL.- Método de emplazamiento en reconvención 


Sobre este tema, el código se refiere a la modalidad 
específica para notificar a la actora sobre la reconvención que 
ha sido propuesta por la demandada, a efecto de que la actora 
esté adecuadamente informada y pueda responder de manera 
oportuna. 

Los aspectos clave son: 

1.- Emplazamiento a través de correo electrónico: La 
oración especifica que el emplazamiento de la reconvención 
debe realizarse utilizando la dirección de correo electrónico 
que la actora ha proporcionado en su demanda principal. 
Este método de comunicación digital es rápido y eficiente, 
facilitando una notificación inmediata. 
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2.- Utilización de información proporcionada por la 
actora: Al requerir que el emplazamiento se haga a través 
de un medio provisto por la propia actora, se minimizan las 
posibilidades de disputas de alegaciones de no recepción de 
la misma. 


Importancia 


1.- Eficiencia en la comunicación: Utilizar el correo 
electrónico para el emplazamiento permite una transmisión 
más rápida y efectiva de los documentos legales necesarios. 
Esto es útil en el contexto moderno, donde la velocidad de 
comunicación puede afectar significativamente la gestión del 
tiempo en los procesos. 

2.- Seguridad en la notificación: Asegurar que la actora 
reciba la notificación en una dirección de correo electrónico 
previamente especificada por ella misma, ayuda a garantizar 
que la comunicación sea segura y que llegue directamente a 
la parte interesada sin intermediarios. 

Así, es evidente que el código pretende el uso de las 
tecnologías modernas para mejorar la eficiencia y seguridad 
del proceso, asegurando que todas las partes sean notificadas 
de manera efectiva y puedan participar adecuadamente en el 
proceso. 
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15 días para la contestación/reconvención. 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Mer-Pru 
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Artículo 372. Contra la resolución que concede la 
diligencia preparatoria, no habrá ningún recurso. 
Contra la resolución que niegue alguna de las diligencias 


enumeradas en el artículo 367 del presente Código 
Nacional, procede la queja. 


Recursos 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a cláusula 372 establece las vías de recurso disponibles 

en relación con las resoluciones que conceden o 

niegan diligencias preparatorias. Este artículo sirve 
para entender las opciones legales disponibles para las partes 
involucradas cuando se enfrenten a decisiones judiciales 
sobre medios preparatorios. 


Resolución que concede la diligencia preparatoria 


Cuando la autoridad jurisdiccional conceda una 
diligencia preparatoria, no cabrá ningún recurso disponible 
contra esa resolución. Esto significa que la decisión de 
permitir la realización de una diligencia preparatoria 
es definitiva, y no puede ser impugnada por las partes 
involucradas. La falta de recurso busca evitar dilaciones 
innecesarias en la preparación del juicio asegurando que las 
diligencias necesarias para fundamentar una acción, derecho 
o excepción se lleven a cabo de manera expedita. 
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Resolución que niega una diligencia enumerada en el 
artículo 367 


Ante la posibilidad de que la autoridad jurisdiccional 
niegue alguna de las diligencias enumeradas en el Artículo 
367, procede el recurso de queja. Este recurso permite 
a la parte afectada impugnar la decisión de la autoridad 
jurisdiccional que denegó la solicitud de diligencia 
preparatoria.' 


Conclusión 


Por lo tanto, se establece que no habrá recurso contra la 
resolución que concede una diligencia preparatoria, mientras 
que permite el recurso de queja contra la resolución que 
niega alguna de las diligencias enumeradas en el artículo 
367. Esta disposición busca equilibrar la eficiencia procesal 
con la protección de los derechos de las partes, asegurando 
que las decisiones judiciales puedan ser revisadas cuando se 
considere necesario, sin generar retrasos innecesarios en el 
proceso. 


1 Vid en este mismo volumen Ramírez Esquiven, Claudia Edith, y Zavala, Arredondo, 
Eloy: Comentarios al libro séptimo De los recursos del código nacional de 
procedimientos civiles y familiares, en Penssamientos de derecho civil y procesal 
civil. Año 6 | No. 3 | Julio-Septiembre 2024. Gilberto Martiñón Cano (Director). 
Rafael Rosado Cabrera (Coordinador). Editorial Poder Judicial del estado de 
Guanajuato. Guanajuato, Guanajuato, México. 2024. pp. 187-245. 
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Comentarios al libro séptimo De 
los recursos del código nacional de 
procedimientos civiles y familiares. 


Mtra. Claudia Edith Ramírez Esquivel 
Mtro. Eloy Zavala Arredondo 


I.- Nociones preliminares. 
1.- Concepto de medios de impugnación procesal. 


astizamente, la voz impugnar significa combatir o 
solicitar la invalidación de algo, especialmente de una 
decisión oficial.' 

Los medios de impugnación son actos procesales de las 
partes o terceros legitimados para combatir una resolución 
judicial, por considerarla errónea en la forma o en el fondo, a 
través de un nuevo examen total o parcial. 


Recursos 


1 Real academia de la lengua española: Impugnar, en Diccionario de la lengua 
española. Recurso digital disponible en https://dle.rae.es/impugnar?m=form 
consultado el 19 de agosto de 2024. 
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Recursos 


Los medios de impugnación, en un sentido jurídico, son 
el género, y la especie es el recurso. La diferencia consiste en 
que el recurso se interpone dentro del mismo proceso, y no 
constituye un nuevo litigio o relación procesal. 

Luego entonces, el presupuesto para el medio de 
impugnación es una resolución judicial. 

Al respecto, el código de procedimientos civiles para 
el estado de Guanajuato señala, en el artículo 225, que las 
resoluciones judiciales son decretos, autos o sentencias. Se 
reserva este último concepto a la resolución que resuelve el 
fondo del asunto. 

Por su parte, el código nacional de procedimientos civiles 
y familiares, en el artículo 167, clasifica las resoluciones 
judiciales en decretos, autos, autos provisionales, autos 
preparatorios, autos definitivos, sentencias interlocutorias y 
sentencias definitivas. 


2.- Clasificación clásica de los recursos. 


Los recursos entonces se clasifican en: 

Ordinarios: Apelación, revocación, reposición; y ahora, 
es añadida la queja en el código nacional. 

Especiales: Queja prevista en el artículo 272 del código 
de procedimientos civiles para el estado de Guanajuato, 
misma que procede en contra de la resolución que no da 
entrada al recurso de denegada apelación, y del cual conoce 
el Tribunal de Alzada. 
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Extraordinarios: Apelación extraordinaria, que procedía 
contra la sentencia ejecutoriada, y que es suprimida en 
el código nacional. En la legislación adjetiva local nunca 
existió. 

Según el juez que conoce y resuelve se clasifican en: 

Verticales: El juez que resuelve es diferente del que 
dictó la resolución combatida. En ese sentido, debe atenderse 
más que a un principio de jerarquía de inferior a superior, a 
un principio de doble grado, llamado también de alzada, o 
devolutivo (apelación y queja). 

Horizontal: Conoce el mismo juzgador que emitió la 
resolución impugnada. Se les conoce también como remedios 
(revocación, reposición). 

Ahora bien, el código de procedimientos civiles para 
el estado de Guanajuato actualmente regula como recursos 
la revocación, apelación, denegada apelación, queja, 
y revocación. En segunda instancia se le conoce como 
inconformidad, que procede en contra de la calificación del 
grado de los efectos de admisión del recurso de apelación. 

El código nacional de procedimientos civiles y 
familiares instrumenta en su regulación a la apelación, la 
reposición y la queja. 

Es menester indicar que la apelación adhesiva, prevista 
en el artículo 913 del código nacional, no es un recurso 
autónomo, sino que solo es un refuerzo de consideraciones 
de la sentencia, y la misma sigue la suerte del recurso 
principal, al no ser una apelación independiente. Dicha 
forma de apelación no está contemplada en el código de 
procedimientos civiles para el estado de Guanajuato. 
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También, por su trascendencia, nos resulta necesario 
mencionar a la aclaración o adición de sentencia por las 
siguientes razones: 

La aclaración o adición de sentencia, prevista en el 
artículo 228 del código de procedimientos civiles para el 
estado de Guanajuato, no es un medio de impugnación, ni 
mucho menos un recurso, porque no se controvierte ni el 
sentido, ni las razones de la decisión judicial, sino pide aclarar 
las ambigúedades y omisiones, o palabras contradictorias; 
las cuales no causan un agravio fundamental. Entonces, 
la aclaración no permite una variación sustancial de la 
sentencia, por lo tanto, no es obligatoria su interposición. 

Su regulación pues, es más bien de carácter práctico, 
para ajustar a la realidad la resolución, y evitar algún 
obstáculo en la ejecución, siendo el punto importante de su 
regulación lo dispuesto en el artículo 231 del mencionado 
código estatal, mismo que señala que, la aclaración o adición 
de sentencia interrumpen el término para apelar. 

Por su parte, el artículo 468 del código nacional, al 
regular la adición o aclaración de sentencia en lo concerniente 
al juicio oral civil ordinario, señala que dicha petición 
no altera los plazos para la interposición del recurso de 
apelación, y en relación al juicio oral familiar, en el artículo 
680, al hablar del derecho que tienen las partes para solicitar 
la aclaración o adición de la resolución, hay una omisión 
respecto a si dicha petición interrumpe el término para apelar. 

Con base en lo anterior, dichas disposiciones resultan 
trascendentes, ya que al modificar la situación relativa a si la 
mencionada aclaración o adición interrumpe o no los plazos 
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de apelación, puede resultar en perjuicio de las partes y de la 
tutela judicial efectiva, tal como lo ha señalado la siguiente 
tesis aislada que indica: 


“(...) ACLARACIÓN DE SENTENCIA EN EL JUICIO 
ORDINARIO CIVIL. LA PORCIÓN NORMATIVA 
“NO” CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 418 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN, AL IMPEDIR QUE LA 
INTERPOSICIÓN DE ESE RECURSO INTERRUMPA 
EL PLAZO PARA HACER USO DEL DIVERSO DE 
APELACIÓN CONTRA LA PROPIA SENTENCIA, 
ES INCONSTITUCIONAL E INCONVENCIONAL. 
Hechos: Se solicitó la aclaración de la sentencia dictada 
en un juicio ordinario civil. Se siguió el trámite legal 
y una vez resuelta se interpuso recurso de apelación el 
cual fue desechado por extemporáneo al considerarse 
que el plazo para la impugnación no se interrumpió con 
motivo de la solicitud de aclaración. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de 
Circuito determina que el artículo 418 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León, 
al establecer que la interposición del recurso de 
aclaración no interrumpe el plazo para hacer uso del 
diverso de apelación contra la sentencia dictada en un 
juicio ordinario civil, es contrario a los artículos 17 de 
la Constitución General y 8, numeral 2, inciso h), de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y, por 
tanto, debe inaplicarse la porción normativa “no”. 
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Justificación: Lo anterior, porque la tutela judicial 
efectiva a que se refiere el artículo 17 citado, debe 
entenderse como el derecho público subjetivo que toda 
persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen 
las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 
independientes e imparciales a plantear una pretensión 
o a defenderse de ella, con el fin de que mediante un 
proceso en el que se respeten las formalidades esenciales 
se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, 
se ejecute esa decisión. Así, es indudable que el derecho 
a la tutela judicial efectiva puede conculcarse por normas 
que impongan requisitos impeditivos u obstaculizadores 
del acceso a la jurisdicción, si dichas trabas resultan 
innecesarias, excesivas y carentes de razonabilidad o 
proporcionalidad respecto de los fines que lícitamente 
puede perseguir el legislador; más específicamente 
y acorde con lo previsto también en el artículo 8, 
numeral 2, inciso h), de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, el poder recurrir un fallo 
ante una instancia superior de manera completa. En ese 
sentido la porción normativa “no” en cuanto impide 
que se interrumpa el plazo para interponer el recurso 
de apelación, contenida en el artículo 418 citado, es 
contraria al orden constitucional y convencional, al ser 
un requisito carente de justificación y racionalidad que 
obstaculiza el acceso a la jurisdicción, pues la sentencia 
respectiva sólo adquiere el carácter de definitiva una vez 
que se resuelve sobre su aclaración, momento en el que 
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se podrán impugnar las irregularidades cometidas tanto 
en la propia sentencia como en la resolución aclaratoria 


(.)? 


Basándonos en lo anterior, es evidente que deberá 
definirse si debe prevalecer el texto legal en el sentido de 
que la interrupción del plazo para apelar dependerá de que 
el asunto sea civil o familiar; o bien, si debe imponerse la 
interpretación normativa, en el sentido de que la solicitud 
de aclaración o adición de sentencia, indistintamente, no 
interrumpirá el plazo para apelar. Se deben ponderar las dos 
posturas: para evitar alargar los procedimientos judiciales, 
suspendiendo los plazos de apelación por cuestiones que no 
van a variar en el fondo el asunto resuelto, o considerar ante 
todo la tutela judicial efectiva en relación a la interrupción 
del término para apelar, al pensar que la sentencia solo 
obtiene el carácter de definitiva una vez que se resuelve sobre 
su aclaración, para entonces poder impugnarla. 


2 Undécima Época. Registro digital: 2026445. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Materias(s): Constitucional, Civil. Tesis: IVW.30.C.4 C (11a.), Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Mayo de 2023, Tomo lll, 
página 3004. Tipo: Aislada 
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H.- Cuadro comparativo entre las disposiciones del código 
de procedimientos civiles para el estado de Guanajuato y 
el código nacional de procedimientos civiles y familiares 
en lo referente al trámite de los medios de impugnación. 


Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Guanajuato 


Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y 
Familiares 


Artículo 228.- Sólo una vez puede 
pedirse la aclaración o adición de 
sentencia o de un auto que ponga fin 
a un incidente, y se promoverá ante 
el tribunal que hubiere dictado la 
resolución, dentro de los tres días 
siguientes al en que surta efectos la 
notificación de la resolución cuya 
aclaración oO adición se pide, 
expresándose con toda claridad, la 
contradicción,  ambigúedad u 
obscuridad de las cláusulas o de las 
palabras cuya aclaración o adición 
se solicite, o la omisión que se 
reclame. 


Artículo 907.- La citación errónea 
en la fundamentación de preceptos 
legales en la sentencia o resolución 
impugnada que no haya influido en 
el sentido del fallo, así como los 
errores de forma en la transcripción 
que no causen agravio, no anularán 
ni revocarán la resolución judicial, 
deberán ser subsanados de oficio en 
cuanto sean advertidos de forma 
inmediata por la autoridad que 
emita la resolución judicial, o a 
petición de parte cuando sea 
advertida por ella, con la finalidad 
de evitar dar trámite a algún recurso 
que represente dilaciones procesales 


Artículo 232.- Los autos que no 
fueren apelables y los decretos 
pueden ser revocados por el juez o 
tribunal que los dictó o por el que lo 
substituya en el conocimiento del 
negocio. 


Artículo 361. Contra la sentencia 
definitiva procede recurso de 
apelación; contra cualquier otra 
resolución no procede recurso 
alguno. 

El plazo de la apelación se contará 
tomando en cuenta la notificación 
de la sentencia escrita. 


Artículo 233.- La revocación se 
interpondrá dentro del término de 
tres días contados a partir del 
siguiente al en que surta sus efectos 
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la notificación del auto impugnado. 
En el escrito en que se interponga 
deberán expresarse los agravios que 
le cause la resolución al recurrente. 
Si se determina que el escrito fue 
presentado fuera del término, o no 
contiene la expresión de agravios, 
se declarará desierto el recurso y 
firme el auto o decreto. 


Artículo 234.- Pedida la revocación 
se dará vista a las demás partes, por 
término de tres días, y, transcurrido 
dicho término, el juez o tribunal 
resolverá, sin más trámite, dentro 
del tercer día. 


Artículo 235.- Del auto que decida 
sobre la revocación no habrá ningún 
recurso. 


Artículo 236.- El recurso de 
apelación tiene por objeto que el 
tribunal superior confirme, revoque 
o modifique la sentencia o el auto 
dictado en la primera instancia, en 
los puntos relativos a los agravios 
expresados. En materia familiar, 
cuando sea en beneficio de menores 
o incapacitados, deberá suplirse la 
deficiencia de los conceptos de 
agravio expresados. 


Artículo 908.- El recurso de 
apelación tiene por objeto que la 
autoridad jurisdiccional de 
apelación confirme, revoque O 
modifique la resolución impugnada. 
Artículo 925.- La segunda instancia 
deberá suplir la falta de agravios o 
la deficiencia de los expresados en 
los casos siguientes: 

I. Cuando el juicio verse sobre 
derechos que pudieran afectar el 
interés de la familia; 

IT. Cuando intervenga por lo menos 
un niño, niña o adolescente como 
parte, si por falta de esa suplencia 
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pudieran verse afectados sus 
derechos; y 

Il. Cuando se advierta por el 
Tribunal de apelación que en el 
procedimiento de primera instancia 
existieron violaciones manifiestas 
de la Ley que hayan dejado sin 


defensa a alguna de las partes. 


Artículo 237.- La apelación puede 
admitirse en el efecto devolutivo y 
en el suspensivo, o sólo en el 
primero. 


Artículo 909.- La apelación 
procederá en el efecto devolutivo o 
en ambos efectos. Las apelaciones 
que se admitan en ambos efectos 
suspenderán el procedimiento; en el 
efecto devolutivo no suspenderán el 
procedimiento. No obstante, cuando 
la apelación se admita en ambos 
efectos, la autoridad jurisdiccional 
continuará conociendo para resolver 
con plenitud de jurisdicción, todo lo 
relativo a depósitos, embargos 
trabados, rendición de cuentas, 
gastos de administración, 
aprobación de entrega de fondos 
para pagos urgentes, medidas 
provisionales decretadas durante el 
juicio y cuestiones similares que por 
su urgencia no pueden esperar 


Artículo 238.- La apelación 
admitida en ambos efectos 
suspende, desde luego, la ejecución 
de la sentencia o del auto, hasta que 
estos causen ejecutoria, y, entre 
tanto, sólo podrán dictarse las 
resoluciones que se refieran a la 
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administración, custodia y 
conservación de bienes embargados 
o intervenidos judicialmente, 
siempre que la apelación no verse 
sobre alguno de estos puntos. 


Artículo 239.- La apelación 
admitida sólo en el efecto 
devolutivo no suspende la ejecución 
de la sentencia o del auto apelado. 
Si el recurso se hubiere interpuesto 
contra una sentencia, se dejará, en el 
Juzgado, copia certificada de ella, y 
de las constancias necesarias para 
ejecutarla, remitiéndose al 
expediente original al tribunal de 
segunda instancia. 

Si se tratare de un auto, en el de 
admisión se mandará remitir al 
tribunal copia del apelado, de sus 
notificaciones y de las constancias 
enlistadas al interponer el recurso, 
adicionadas con las que enlisten las 
demás partes dentro de los dos días 
siguientes a la notificación del auto 
que ordene la remisión de la copia. 
Si al interponer el recurso el 
apelante no enlista las constancias 
que propone para integrar el 
testimonio de apelación, el recurso 
se tendrá por no interpuesto. Si las 
demás partes no hacen el enlistado 
que les corresponda, se enviará la 
copia con las constancias enlistadas 
por el apelante. 


Artículo  912.- Admitida la 
apelación en efecto devolutivo, sólo 
se suspenderá la ejecución de la 
resolución en los casos en que, de 
los autos o de las sentencias 
recurridas derive una ejecución que 
pueda causar un daño irreparable o 
de difícil reparación. La parte 
apelante podrá solicitar la 
suspensión al interponer el recurso y 
deberá señalar con precisión los 
motivos por los que considera el 
daño irreparable o de difícil 
reparación, y, además, otorgue 
garantía mediante fianza o billete de 
depósito conforme a las reglas 
siguientes: 

I. La calificación de la idoneidad de 
la garantía será al prudente arbitrio 
de la autoridad jurisdiccional; 

II. La garantía otorgada por la parte 
actora comprenderá la devolución 
del bien o bienes que deba percibir, 
sus frutos e intereses y la 
indemnización de daños y perjuicios 
si la segunda instancia revoca el 
fallo; 

Il. La otorgada por la persona 
demandada comprenderá el pago de 
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En todo caso, la copia contendrá, 
además, las constancias que el juez 
estime conducentes. 


lo juzgado y sentenciado, como su 
cumplimiento, en el caso de que la 
sentencia condene a hacer o a no 
hacer; 

IV. La liquidación de los daños y 
perjuicios que se hará en la 
ejecución de la sentencia, y 

V. En los juicios sin interés 
pecuniario, el monto de la garantía 
quedará a criterio de la autoridad 
jurisdiccional. 


Artículo 240.- Para ejecutar la 
sentencia o el auto que ponga fin a 
un incidente, en el caso del artículo 
anterior, se otorgará previamente 
caución, que podrá consistir: 

I- En hipoteca sobre bienes 
bastantes, a juicio del juez, ubicados 
dentro de su territorio 
jurisdiccional; 

II.- En depósito de dinero en 
efectivo, constituido en el Fondo 
Auxiliar para la Impartición de 
Justicia; y 

Tl.- En póliza de fianza con 
renuncia de los beneficios de orden 
y excusión, expedida por compañía 
legalmente autorizada para ello. 


La caución será bastante para 
garantizar la devolución de lo que se 
deba percibir, sus frutos e intereses, 
la indemnización de daños y 
perjuicios y, en general, la 
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restitución de las cosas al estado en 
que se hallaban antes de la 
ejecución, en el caso de que el 
tribunal revoque la resolución. 
Artículo 241.- Otorgada la garantía 
de que trata el artículo anterior, la 
parte contraria al ejecutante puede 
evitar la ejecución, otorgando, a su 
vez, caución bastante para 
responder de los daños y perjuicios 
que se ocasionen en su contraparte 
por no llevarse adelante la 
resolución recurrida, sino hasta que 
se confirme, pagando el importe de 
los gastos de la fianza que se 
hubiere otorgado. 

En este caso y en el del artículo 
anterior la garantía se calificará con 
audiencia de la contraparte. 
Artículo 242.- Cuando el auto 
contra el cual se haya admitido el 
recurso de apelación en ambos 
efectos, hubiere recaído en 
expediente tramitado por cuerda 
separada, sólo serán remitidos al 
tribunal de apelación los autos 
relativos al punto apelado; sin 
perjuicio de que, en copia, se 
remitan las constancias que del 
principal soliciten las partes, o que 
se envíe este, si ambas lo solicitaren. 
En los autos que queden en el 
tribunal no podrá nunca dictarse 
resolución alguna que modifique, 
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revoque o en otra forma afecte lo 
acordado en la resolución apelada, 
entre tanto que el recurso este 
pendiente, para lo cual se dejará 
copia de ella. 

Artículo 243.- Son apelables las 
sentencias dictadas, en primera 
instancia, tanto por los jueces de 
partido como por los menores. 


Artículo 244.- Las sentencias que 
fueran apelables conforme al 
artículo anterior lo será en ambos 
efectos, salvo cuando la ley 
expresamente determine que lo sean 
sólo en el devolutivo. 


Artículo 910.- La apelación en 
ambos efectos procede: 

I. Sentencias definitivas dictadas en 
juicios escritos, de acciones 
colectivas, y ordinarios orales 
civiles; en materia familiar, 
únicamente contra la sentencia 
definitiva O interlocutoria que 
cancele o disminuya alimentos; 

Il. Sentencias o cualquier otra 
resolución judicial que por su 
naturaleza suspenda, impida la 
continuación del juicio, le pongan 
fin Oo haga imposible su 
continuación, cualquiera que sea la 
naturaleza del procedimiento, y 

III. Aquellas resoluciones judiciales 
señaladas expresamente por este 
Código Nacional. 


Artículo 245.- Los autos son 
apelables cuando decidan un 
incidente o lo disponga este Código, 
si, además, lo fuere la sentencia 
definitiva del negocio en que se 
dicten. La apelación, en este caso, 


Artículo 911.- Además de los casos 
determinados expresamente en este 
Código Nacional, el recurso de 
apelación en efecto devolutivo 
procede contra: 


239 


Recursos 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Recursos 


será admisible sólo en el efecto 
devolutivo, salvo cuando la ley 
disponga que lo sea en ambos. 


I. Sentencias definitivas dictadas en 
juicios sumarios, especiales orales 
civiles; juicios orales familiares 
tanto ordinarios como especiales, 
salvo la precisión realizadas en la 
fracción l del artículo anterior; 

II. El auto que desecha el incidente 
de nulidad de actuaciones por 
defectos en el emplazamiento, la 
resolución que se dicte en el 
incidente y en donde la autoridad 
jurisdiccional de oficio decrete nulo 
el emplazamiento; 

III. El auto que tenga por contestada 
o no la demanda principal o 
reconvencional; 

IV. Las sentencias interlocutorias 
que trasciendan al resultado del 
fallo; 

V. La última resolución dictada para 
el cumplimiento de la sentencia 
definitiva; 

VI. La resolución que apruebe o no 
el remate; 

VII. Resoluciones que, en la fase 
definitiva del proceso cautelar, 
decreten providencias precautorias 
y medidas de aseguramiento; 

VIII. En contra de la imposición de 
cualquier medida de apremio; 

IX. La resolución dictada durante la 
revisión de las medidas 
provisionales en materia de familia, 
en la audiencia preliminar o las que 
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se dicten con posterioridad a dicha 
etapa, y 

X. Las resoluciones dictadas en los 
procedimientos sucesorios, salvo la 
sentencia definitiva que se admitirá 
en ambos efectos. 


Artículo 246.- La apelación debe 
interponerse ante el Tribunal que 
haya pronunciado la resolución, 
dentro de los diez días siguientes al 
en que surta efectos su notificación. 


Artículo 915.- Los plazos para la 
interposición del recurso de 
apelación serán de nueve días si 
fuere sentencia definitiva y de cinco 
días en contra de las demás 
resoluciones, a partir del día 
siguiente a aquél en que surta efecto 
la notificación de la resolución 
impugnada 


Artículo 247.- En el escrito en que 
el apelante interponga el recurso, 
expresará los agravios que le cause 
la resolución apelada, y los 
conceptos por los que, a su juicio, se 
haya cometido, acompañando una 
copia para el expediente y las 
necesarias para correr traslado a la 
contraparte. 


Artículo 916.- El recurso de 
apelación se interpondrá ante la 
autoridad jurisdiccional que 
pronunció la resolución impugnada, 
con expresión de agravios. Al apelar 
la sentencia definitiva se deberán 
expresar agravios en contra de las 
resoluciones dictadas durante el 
procedimiento en contra de las 
cuales no proceda recurso alguno, 
que les hayan causado un agravio y 
que trasciendan al resultado del 
fallo, dentro del mismo plazo para 
apelar la sentencia definitiva, en 
escritos por separado o conjuntos, 
exponiendo en sus agravios de qué 
manera trascendería al fondo del 
asunto el resarcimiento de la 
violación a subsanar. Si fuera 
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procedente la existencia de una o 
varias violaciones procesales 
hechas valer en la apelación, la 
segunda instancia así lo declarará y 
reservará la resolución del recurso 
en contra de la definitiva, 
procediendo a subsanar la o las 
violaciones procesales bajo las 
mismas formalidades que el juicio 
de origen, y una vez reparada, se 
citará para resolver la apelación en 
contra de la sentencia definitiva. Lo 
anterior, salvo en tratándose de 
defectos en el emplazamiento, que 
de existir se declarará su nulidad y 
se ordenará la reposición del 
procedimiento por parte de la 
autoridad jurisdiccional de origen, 
declarando insubsistente la 
sentencia definitiva. De no ser 
procedentes los agravios de las 
apelaciones en contra de violaciones 
procesales, la segunda instancia 
estudiará y resolverá la procedencia 
o no de los agravios expresados en 
contra de la definitiva, resolviendo 
el recurso con plenitud de 


jurisdicción 
Artículo 248.-  Interpuesta la | Artículo 917.- La autoridad 
apelación en tiempo hábil, el | jurisdiccional dará trámite al 


Tribunal la admitirá en el efecto que 
corresponda sin  substanciación 
alguna si procede legalmente y, 
notificará a las partes para que 


recurso, expresando si lo admite en 
ambos efectos o sólo en el efecto 
devolutivo y ordenará dar vista con 
la expresión de agravios a la parte 
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ocurra al Tribunal de Apelación a 
defender sus derechos, 
requiriéndolas a efecto de que 
señalen domicilio para oír 
notificaciones en el lugar de 
residencia del Tribunal de 
Apelación y ordenando correr 
traslado a la contraparte del escrito 
de agravios. 

Las partes podrán señalar como 
domicilio para recibir notificaciones 
la dirección electrónica del sistema 
informático del Poder Judicial. 


apelada, para que los conteste 
dentro del término de tres días. 
Cuando se trate de apelaciones en 
ambos efectos, transcurrido el plazo 
señalado en el párrafo anterior, sin 
necesidad de declaración de 
rebeldía y se hayan contestado o no 
los agravios, dentro del término de 
ocho días, se remitirán a la segunda 
instancia el escrito de apelación 
electrónico o físico del apelante y en 
su caso de la parte apelada, así como 
los autos originales digitales o 
físicos, incluidos los documentos 
exhibidos por las partes y terceros, 
así como los soportes electrónicos 
de las audiencias, los cuales, en caso 
de existir agravio en contra de 
actuaciones realizadas dentro de 
audiencia, serán materia de análisis 
y harán fe de lo actuado, por ello, en 
ningún caso se exigirá reproducción 
escrita o documental de su 
contenido. En el caso de apelaciones 
admitidas en efecto devolutivo, la 
autoridad jurisdiccional, dentro del 
término de ocho días, deberá 
integrar y remitir el escrito de 
apelación electrónico o físico del 
apelante y en su caso de la parte 
apelada, así como testimonio físico 
o electrónico del primer testimonio 
de apelación; debiendo dejar en el 
expediente original copia 
certificada de los escritos de 
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apelación y de su contestación si lo 
hubiera. En tratándose de segunda o 
ulteriores apelaciones, solamente 
formará el testimonio de apelación 
con las constancias faltantes entre la 
última apelación admitida y las 
subsecuentes hasta la apelación de 
que se trate, incluyéndose todos los 
documentos que las partes hayan 
exhibido desde el escrito inicial de 
demanda y durante la tramitación 
del juicio, hasta la etapa en que se 
encuentre. Si existieren apelaciones 
pendientes para su debida 
integración y el juicio estuviere en 
estado de resolución, el término 
para dictar la sentencia definitiva o 
interlocutoria iniciará una vez que 
se haya remitido el testimonio a la 
segunda instancia. 


Artículo 249.- El tribunal ante 
quien se interponga la apelación 
admitida en ambos efectos, remitirá 
los autos originales al tribunal de 
alzada dentro de los dos días 
siguientes al de la notificación del 
auto que admita el recurso, siempre 
y cuando ya haya concluido el 
término de apelación para la 
contraparte del impugnante. Si la 
apelación se hubiere admitido en el 
efecto devolutivo, se remitirá el 
testimonio correspondiente, dentro 
del mismo término y condiciones. 
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Artículo 250.- El tribunal de 
apelación, recibidos los autos o el 
testimonio, en su caso, examinará 
de oficio si el recurso fue 
interpuesto o no en tiempo, si es O 
no apelable la resolución recurrida, 
si el escrito del apelante contiene la 
expresión de agravios y calificará el 
grado de los efectos en que se haya 
admitido la apelación. Si se 
satisfacen los requisitos de 
substanciación del recurso, se 
declarará así y ordenará la 
continuación de la instancia. 


Artículo 920.- En tratándose de 
apelaciones en efecto devolutivo, 
con los testimonios que remita la 
autoridad jurisdiccional se formarán 
los cuadernos de constancias 
consecutivos que sean necesarios, a 
los que se seguirán agregando los 
subsecuentes testimonios que se 
remitan para tramitar otras 
apelaciones. Una vez integrados los 
tocas de apelación, la segunda 
instancia calificará la admisión y el 
efecto, y en caso de confirmarse, se 
citará para oír sentencia. 


Artículo 253.- Si se declara que la 
resolución recurrida no es apelable, 
se devolverán al Tribunal que 
conoció del negocio los autos que 
hubiere enviado, con testimonio del 
fallo, para que continúe la 
tramitación, en su caso, para que se 
proceda a la ejecución, si se tratare 
de sentencia. 


Artículo 254.- Si se determina que 
el escrito de apelación fue 
presentado fuera de término o que 
no contiene la expresión de 
agravios, se declarará desierto el 
recurso y que ha causado ejecutoria 
la sentencia, Ben su caso, 
mandándose devolver los autos que 
se hubieren recibido, y se remitirá 
testimonio de la resolución al 
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Tribunal que hubiere conocido del 
negocio. 


Artículo 255.- Dentro de los tres 
días siguientes al en que haya 
surtido efectos la notificación del 
decreto a que se refiere el Artículo 
250, pueden las partes manifestar su 
inconformidad respecto de los 
efectos en que se haya admitido la 
apelación. 

El Tribunal resolverá de plano y sin 
ulterior recurso. 


Artículo 927. En la segunda 
instancia sólo procederá el recurso 
de reposición y será: 

I. En contra de la calificación de 
admisibilidad del recurso de 
apelación, así como en contra de su 
efecto... 


Artículo 256.- Si la apelación 
admitida sólo en el efecto 
devolutivo se declara admisible en 
ambos, y no se hubieren remitido 
los autos, se prevendrá, al tribunal 
que conoció del negocio, que los 
envíe. 

Cuando la apelación admitida en 
ambos efectos se declare por el 
tribunal de alzada admisible sólo en 
el devolutivo, si la resolución 
recurrida fuere sentencia, se enviará 
al juzgado de procedencia la copia 
de que trata el artículo 239; si fuere 
auto, se devolverán los originales, 
dejándose en el tribunal, copia de 
las constancias enlistadas por el 
recurrente al interponer el recurso 
en los términos del artículo 239, las 
cuales se compulsarán 
observándose lo dispuesto en el 
artículo citado; y de las que la 
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contraparte del impugnante enliste 
dentro de los dos días siguientes a la 
notificación respectiva; cuando al 
interponer el recurso el apelante no 
hubiere enlistado las constancias 
respectivas para integrar el 
testimonio en los términos del 
artículo 239, se declarará desierto el 
recurso. 


Artículo 258.- Sólo tratándose de 
sentencias o de autos que pongan fin 
a un incidente, se admitirán a las 
partes pruebas en la segunda 
instancia, siempre que se trate de la 
documental que no hubieren podido 
rendir en la primera, por no haber 
tenido conocimiento de ella, y 
cualquier otra prueba que sea 
relativa a excepciones posteriores a 
la audiencia de alegatos de primera 
instancia o a las anteriores de que no 
haya tenido conocimiento el 
interesado antes de dicha audiencia. 
Las excepciones deberán 
proponerse y las pruebas ofrecerse 
en capítulo especial del escrito de 
agravios, al cual, en su caso, deberá 
anexarse la documental ofrecida. 


Artículo 922.- En los escritos de 
expresión de agravios, tratándose de 
apelación de sentencia definitiva, el 
apelante sólo podrá ofrecer pruebas 
cuando hubieren ocurrido hechos 
supervenientes, especificando los 
puntos sobre los que deben versar, 
que no serán extrañas ni a la 
cuestión debatida ni a los hechos 
sobrevenidos, pudiendo el apelado 
en la contestación de los agravios, 
oponerse a esa pretensión. 


Artículo 259.- Para recibir las 
pruebas a que se refiere el artículo 
anterior, se concederá un término de 
diez días. 


Artículo 923.- En el auto de 
radicación la segunda instancia 
resolverá sobre la admisión de las 
pruebas ofrecidas y en caso de 
admitirlas ordenará se reciban en 
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forma oral y señalará la audiencia 
dentro de los veinte días siguientes. 
Artículo 924. La audiencia de 
desahogo de pruebas será 
impostergable y la parte que ofreció 
la prueba será responsable de la falta 
de su oportuna preparación. De no 
preparar la prueba, ésta se dejará de 
recibir, sin necesidad de prevención. 
Concluida la recepción de pruebas 
en la audiencia,  alegarán 
verbalmente las partes y se les citará 
para oír sentencia. 


Artículo 260.- Fuera de los casos 
del artículo 258, el tribunal se 
concretará, en su fallo, a apreciar los 
hechos tal como hubieren sido 
aprobados en la primera instancia. 


Artículo 261.- En el auto en que se 
ordene la substanciación, se citará a 
las partes, a la Audiencia de 
Alegatos, que se celebrará, 
concurran éstas o no, dentro del 
término de diez días; pero si se 
concediere término de prueba, 
quedará sin efecto la citación y la 
Audiencia se celebrará el último día 
de dicho término. 

En la Audiencia se observarán, en lo 
conducente, las reglas contenidas en 
los Artículos 350 al 353, 355 y 356 
de este Código. 


Artículo  921.- Admitido y 
calificado el recurso, de oficio o a 
petición de parte, en tratándose de 
apelaciones en contra de sentencias 
definitivas, con o sin resoluciones 
dictadas dentro del procedimiento, 
se señalará fecha para la celebración 
de una audiencia oral que presidirá 
la persona Magistrada Ponente, en 
donde se otorgará el uso de la 
palabra a los interesados 
directamente o por conducto de su 
persona representante autorizada, 
para que realicen sus aclaraciones o 
resumen de agravios y su 
contestación, por un máximo de 
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tiempo de diez minutos para cada 
una de las partes. Posteriormente, se 
citará a las partes para oír sentencia. 
Por lo que una vez firmada 
electrónica Oo fisicamente la 
resolución por unanimidad o 
mayoría de votos, dentro de los tres 
días siguientes se señalará fecha 
para la celebración de una audiencia 
oral, en donde la persona 
Magistrada ponente explicará de 
manera breve, clara y precisa, con 
uso de lenguaje cotidiano, la 
resolución definitiva dictada y 
hecho lo cual entregará a las partes 
comparecientes copia simple de la 
misma, quedando debidamente 
notificados de dicha sentencia, la 
cual se ordenará en ese momento 
publicar por el medio de 
comunicación procesal oficial. En 
caso de incomparecencia de ambas 
partes contendientes, no será 
necesaria la explicación de la 
sentencia y se pondrá a disposición 
de los contendientes copia simple de 
la misma, quedando notificados en 
ese acto de la resolución, hubiesen 
asistido o no a la celebración de la 
audiencia, ordenando entonces su 
publicación por el medio de 
comunicación procesal oficial 


Artículo  262.-  Notificada la 
sentencia se remitirá testimonio de 
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ella y de sus notificaciones al 
tribunal que conociere o hubiere 
conocido del negocio en primera 
instancia, devolviéndole los autos, 
en su caso. 


Artículo 264.- La denegada 
apelación procede cuando se 
declara inadmisible la apelación por 
el inferior. 


Artículo 929.- El recurso de queja 
procede: 

I. Contra la resolución que niegue la 
admisión de la apelación o adhesión 
a ésta; 

IT. En contra de resolución que se 
emita para fijar el monto de la fianza 
en tratándose de apelaciones en 
efecto devolutivo, y 

II. En los demás casos fijados por 
este Código Nacional. 


Artículo 265.- El recurso se 
interpondrá dentro de los cinco días 
siguientes al en que surta efectos la 
notificación del Acuerdo 
denegatorio. 

Al interponer el recurso, el 
recurrente observará lo dispuesto 
por el Artículo 247 y, además, 
señalará las constancias que le 
interesen para la integración del 
testimonio a que se refiere el 
artículo siguiente. 


Artículo 930.- El recurso de queja 
se interpondrá ante la autoridad 
jurisdiccional de primera instancia, 
dentro de los tres días siguientes a 
que surta efectos la notificación del 
proveído que se recurra, expresando 
los motivos de inconformidad. 


Artículo 266.- El juez, sin 
substanciación alguna y sin 
suspender los procedimientos en el 
negocio, resolverá si da entrada o no 
al recurso, y, en caso afirmativo, 
acordará la expedición de un 


Artículo 931.- Dentro de los cinco 
días siguientes en que se tenga por 
interpuesto el recurso, la autoridad 
jurisdiccional de primera instancia 
remitirá a la segunda instancia el 
informe que justifique su 
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testimonio, en que se insertarán, 
además del auto que ordene su 
expedición y las notificaciones del 
mismo, el auto apelado y sus 
notificaciones, el que haya negado 
la admisión del recurso y sus 
notificaciones, las constancias que 
el tribunal señale como 
conducentes, las que hubiere 
designado el recurrente y las que, 
dentro de los dos días siguientes a la 
notificación del auto que ordene la 
expedición, señalen las demás 
partes. 


resolución, y acompañará en su 
caso, las constancias procesales 
respectivas 


Artículo 267.- Si el recurrente no 
enlistare cada una de las 
constancias, se tendrá por no 
interpuesto el recurso, y si las demás 
partes no hicieren el enlistado que 
les corresponde, se enviará el 
testimonio únicamente con las 
enlistadas por el recurrente y por el 
juez. 

El testimonio se remitirá dentro del 
término de cinco días. 


Artículo 268.- En el auto a que se 
refiere el Artículo 266, mandará 
notificar a las partes para que 
ocurran ante el Supremo Tribunal 
de Justicia a defender sus derechos, 
requiriéndolos a efecto de que 
señalen domicilio para oír 
notificaciones en el lugar de 
residencia de éste, y correrá traslado 
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a la contraparte del escrito de 
agravios. 

Las partes podrán señalar como 
domicilio para recibir notificaciones 
la dirección electrónica del sistema 
informático del Poder Judicial. 


Artículo 269.- El Tribunal Superior 
al recibir las constancias necesarias 
para la substanciación del recurso, 


Artículo 932.- La autoridad 
jurisdiccional de segunda instancia, 
dentro de los ocho días siguientes a 


decidirá éste, dentro del término de | la recepción de las citadas 
tres días. constancias, dictará el fallo 
correspondiente. 


Artículo 270.- Si se revoca la 
calificación del grado y se declara 
admisible la apelación en ambos 
efectos, se ordenará al inferior que 
remita los autos. 

Si la apelación se declara admisible 
en el efecto devolutivo, se le 
ordenará que envíe testimonio de las 
constancias que el impugnante 
hubiere enlistado al interponer el 
recurso en los términos del artículo 
239, de las que enliste la contraparte 
y de las que el juez indique, si no se 
consideran bastantes las contenidas 
en el remitido para la denegada 
apelación, si se tratare de apelación 
de auto, o que remita los autos, si se 
tratare de sentencia definitiva. El 
término de dos días para que la 
contraparte enliste constancias, se 
contará a partir del siguiente al en 
que surta efectos la notificación del 
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auto en que el inferior le haga saber 
que está en su poder la resolución 
del tribunal de apelación. 

Artículo 271.- La segunda instancia 
se tramitará en la forma prevenida 
en el capítulo precedente. 

Artículo 272.- Contra la resolución 
del inferior que no dé entrada a la 
denegada apelación, procede la 
queja ante el tribunal de apelación, 
quien la substanciará con sólo un 
informe que rendirá el inferior y se 
resolverá sin ulterior recurso. 
Artículo 273.- Los recursos no son 
renunciables. 

Artículo 274.- Cuando se encuentre 
pendiente de resolver algún recurso 
de apelación o denegada apelación o 
tratándose de la queja, no podrá 
desahogarse la audiencia final del 
juicio ni pronunciarse sentencia 
definitiva, entendiéndose que en tal 
supuesto prevalece la suspensión a 
que se refieren los artículos 90 y 
376, la cual se considerará 
levantada una vez que se reciba en 
primera instancia el testimonio de la 
resolución respectiva. En los casos 
en que sólo esté por celebrarse la 
audiencia final del juicio de primera 
instancia y esté pendiente de 
resolverse alguno de los recursos 
mencionados o la queja, se hará 
saber esta circunstancia al tribunal 
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de alzada para que proceda a 
pronunciar la resolución pendiente. 


Artículo 365.- Causan ejecutoria 
las siguientes sentencias: 1. Las que 
no admiten ningún recurso; II. Las 
que, admitiendo algún recurso, no 
fueren recurridas, o habiéndolo 
sido, se haya declarado desierto el 
interpuesto o se haya desistido el 
recurrente de él; y UI Las 
consentidas expresamente por las 
partes, sus representantes legítimos 
o sus mandatarios con poder 
bastante. 


Artículo 906.- En el sistema de 
recursos previsto en el presente 
Código Nacional, se tendrá por 
perdido el derecho a recurrir una 
resolución judicial cuando: l. Se 
consienta expresamente, y IL Una 
vez concluido el plazo que la ley 
señala para interponer algún 
recurso, éste no se interponga. 
Quienes hubieren interpuesto un 
recurso podrán desistirse de éste 
antes de su resolución. Los efectos 
del desistimiento no se extenderán a 
los demás recurrentes. 


Artículo 891.- Las resoluciones que 
se emitan dentro de los juicios 
orales serán impugnables a través 
del recurso de revocación, apelación 
o denegada apelación, según 
corresponda, los que se tramitarán y 
sustanciarán conforme a las 
disposiciones del Título Sexto del 
Libro Primero de este Código, con 
excepción de las reglas especiales 
previstas en el presente Capítulo. 


Artículo 892.- Los decretos y autos 
pronunciados en las audiencias que 
no se contemplen como revocables 
o apelables en el presente Capítulo, 
serán irrecurribles. 


Artículo 893.- Dentro de las 
audiencias en los juicios orales, el 
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recurso de revocación sólo procede 
en contra de las siguientes 
resoluciones: 

I.- La que no admita prueba; y 

II.- La que declare o niegue tener 
por confesa a alguna de las partes. 
La revocación deberá plantearse 
oralmente expresando los agravios, 
dentro de la etapa de la audiencia en 
que se hubiere pronunciado la 
resolución recurrida. El juez dará 
vista a la contraria para que en el 
acto la desahogue y resolverá sin 
más trámite. 

Artículo 894.- Dentro de la 
audiencia en los juicios orales la 
apelación sólo procede en contra de: 
I.- El auto que resuelva sobre 
excepciones procesales y cosa 
juzgada; 

IL- Los autos que resuelvan 
incidentes de nulidad de 
actuaciones y notificaciones y el de 
recusación de peritos; 

TII.- Las sentencias o resoluciones 
que pongan fin al juicio; y 

IV.- La determinación que niegue 
alguna medida. 

Artículo 895.- La apelación debe 
interponerse ante el tribunal que 
haya pronunciado la resolución, 
dentro de los siguientes plazos: 
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I.- Cinco días siguientes al en que 
surta efectos su notificación, 
tratándose de sentencias; 

II.- Tres días siguientes al en que 
surta efectos su notificación, si se 
tratare de cualquier otra resolución 
dictada fuera de las audiencias 
preliminar y de juicio; y 

TII.- En la propia audiencia, dentro 
de la etapa en que la resolución se 
hubiere pronunciado. 

Los agravios se formularán por 
escrito. En los supuestos de las 
fracciones 1 y II se expresarán al 
interponerse el recurso. En el caso 
de la fracción IIl se expresarán 
dentro de los tres días siguientes a 
que se haya pronunciado la 
resolución. Si no se presenta el 
escrito de agravios, el juez declarará 
desierto el recurso. 

Artículo 896.- La denegada 
apelación debe interponerse dentro 
de los siguientes plazos: 

I.- Tres días siguientes al en que 
surta efectos la notificación del 
acuerdo denegatorio, en aquellas 
resoluciones que se hayan 
pronunciado fuera de las audiencias 
preliminar y de juicio; y 

TI.- En la propia audiencia, dentro de 
la etapa en que se hubiere 
pronunciado el acuerdo 
denegatorio. 
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Los agravios se formularán por 
escrito. En el supuesto de la fracción 
I se expresarán al interponerse el 
recurso. En el caso de la fracción II 
se expresarán dentro de los tres días 
siguientes a que se haya 
pronunciado la resolución. Si no se 
presenta el escrito de agravios, el 
juez declarará desierto el recurso. 


Artículo  897.- Sólo podrá 
decretarse la reposición del 
procedimiento con reenvío al 
juzgado de origen, por ausencia de 
algún presupuesto procesal 
esencial, o por una violación 
procesal, siempre que se haya 
expresado como agravio y que haya 
trascendido al resultado del fallo; o 
bien, cuando en suplencia de la 
queja de menores, se estime 
necesario el desahogo de medios 
probatorios. 


Artículo 680. Enseguida se 
declarará el asunto visto y se emitirá 
la sentencia definitiva 
correspondiente, para lo cual la 
autoridad jurisdiccional dispondrá 
del receso necesario dentro del 
mismo día de la audiencia. 


En la misma audiencia de juicio, la 
autoridad jurisdiccional explicará 
con lenguaje sencillo, en forma 
breve y clara la sentencia definitiva 
y leerá únicamente los puntos 
resolutivos, así como, en los casos 
que proceda, el derecho que tienen 
las partes para impugnar dicha 
sentencia mediante el recurso de 
apelación, lo que se asentará en el 
acta mínima respectiva y ésta 
contendrá los puntos resolutivos 
expuestos, entregando en un plazo 
no mayor a tres días la versión 
escrita de la sentencia definitiva. 


Cuando así lo considere la autoridad 
jurisdiccional y se involucren a 
niñas, niños o adolescentes, se 
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deberá redactar una sentencia en 
formato de lectura fácil. 


Asimismo, se hará del conocimiento 
de las partes el derecho que tienen, 
si estimaren que la sentencia 
definitiva contiene omisiones, 
cláusulas o palabras contradictorias, 
ambiguas u oscuras, de solicitar por 
escrito dentro del término de tres 
días, posteriores a que se encuentre 
puesta a su disposición la sentencia 
escrita, la aclaración o adición a la 
resolución, sin que con ello se pueda 
variar la substancia del fondo de la 
resolución. Contra tal 
determinación procederá el recurso 
de apelación, sin necesidad de 
reenvío, debiendo la autoridad 
jurisdiccional de apelación asumir 
plena jurisdicción. 


Recursos 
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TII.- Finalidad y motivos del código nacional de 
procedimientos civiles y familiares en lo relativo a la 
impugnación de las resoluciones judiciales. 


esulta importante indicar que el código nacional, 

se inspira en la reducción de la impugnabilidad 

intraprocesal horizontal en la substanciación de 
los juicios; y que por esa razón suprime el recurso de 
revocación, mismo que constituía la impugnación genérica 
en la legislación procesal local, al proceder contra autos o 
decretos no apelables, acorde a lo dispuesto en el artículo 
232 del código de procedimientos civiles para el estado de 
Guanajuato. 

Consecuentemente, en la actualidad, toda resolución 
judicial que no resulte apelable, puede ser combatida a través 
del recurso de revocación, salvo las excepciones que el propio 
código señala como resoluciones irrecurribles, como puede 
ser la resolución que decide una recusación, la acumulación, 
O las resoluciones que recaigan en la revisión y la concesión 
de medidas en la audiencia preliminar, entre otras. 

Resulta novedoso que en el código nacional se prevea 
la posibilidad de que al apelar la sentencia definitiva, se 
expresen agravios en contra de las resoluciones dictadas 
durante el procedimiento en contra de las cuales no procedió 
ningún recurso, y que con dichas resoluciones, se haya 
causado un agravio que trascienda al resultado del fallo. 
Lo anterior tiene como finalidad la de subsanar violaciones 
procesales que se hubieran presentado durante el trámite del 
juicio, lo que antes se podía ir subsanando con el mencionado 
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recurso de revocación, o en algunos casos, con el recurso de 
apelación; y ahora todo será resuelto por la alzada, y no por 
el mismo juez que emitió la resolución. 


Además, el código nacional propone un recurso vertical, 


que es la queja. Este recurso implica que el tribunal de 
segundo grado resolverá dicho recurso, procediendo en los 
siguientes supuestos: 


De conformidad con el artículo 929, en contra de la 
negativa de la admisión de la apelación o la adhesión a 
ésta, y en contra de la resolución que se emita para fijar 
el monto de la fianza prevista en las apelaciones en efecto 
devolutivo. 

El artículo 237 señala que, en contra de la determinación 
de no admisión de alguna demanda, o algún motivo por el 
cual no se le dé curso, procede el recurso de queja. 

El artículo 372 dispone que contra la resolución que 
niegue alguna de las diligencias enumeradas en el artículo 
367 del mencionado Código Nacional, procede la queja. 
Por su parte los artículos 435 y 596 señalan que 
las resoluciones que se dicten en las diligencias de 
jurisdicción voluntaria, que sean desestimatorias de la 
petición, son recurribles a través de la queja. 

El numeral 838, de contenido relativo a los concursos 
civiles, indica que, si la demanda o solicitud es oscura o 
irregular, y no cumpliera con alguno de los requisitos a 
que se refiere el título, la autoridad jurisdiccional señalará 
en qué consisten los defectos de la misma. El solicitante 
deberá cumplir con la prevención en un plazo máximo de 
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tres días contados a partir del día siguiente a aquél en que 
haya surtido efectos la notificación por boletín judicial, 
y de no hacerlo, o habiendo transcurrido el término, 
la autoridad jurisdiccional la desechará y devolverá al 
interesado todos los documentos originales que se hayan 
exhibido. Contra la anterior determinación procede el 
recurso de queja y, 

e El artículo 850 señala que contra la resolución judicial 
que deseche la solicitud de concurso civil, procederá el 
recurso de queja. 


En esa tesitura, también tenemos que el código nacional 
contempla un recurso en contra de las resoluciones que se 
dictan en el trámite de la segunda instancia, previsto en el 
artículo 927, y se trata de la reposición, misma que procede: 


da e) 

I. En contra de la calificación de admisibilidad del 
recurso de apelación, así como en contra de su 
efecto; 

II. Cuando no se admitan pruebas en segunda 
instancia, y 

Ill.Cuando algún o algunas de las apelaciones 
en contra de resoluciones dictadas dentro del 
procedimiento hubiere resultado procedente, la 
reposición será admitida en contra de aquellas 
resoluciones que se dicten para reparar la violación 
procesal, siempre y cuando causen un perjuicio 
irreparable y puedan trascender al sentido del fallo 
definitivo (...).” 
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Además, contra la resolución que declara la caducidad 
en segunda instancia, acorde al artículo 234. 

La reposición debe interponerse por escrito dentro de 
los tres días siguientes a que surta efectos la notificación de 
la resolución impugnada, y de admitirse, se dará vista a la 
parte contraria por el término de tres días, para que exprese lo 
que a su derecho convenga, y se resolverá por escrito dentro 
de los tres días siguientes. 

En contra de esta resolución no se admitirá ningún 
recurso. 
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IV.- Efectos de la procedencia del recurso de apelación 


especto de los efectos de la procedencia del recurso 

de apelación, es decir, del efecto suspensivo y el 

devolutivo; el Código Nacional de Procedimientos 
Civiles y Familiares es muy casuístico, y establece claramente 
los siguientes supuestos. 


na) 

Artículo 910. La apelación en ambos efectos procede 
contra: 

I. Sentencias definitivas dictadas en juicios escritos, 
de acciones colectivas, y ordinarios orales civiles; 
en materia familiar, únicamente contra la sentencia 
definitiva o interlocutoria que cancele o disminuya 
alimentos; 

II. Sentencias o cualquier otra resolución judicial que 
por su naturaleza suspenda, impida la continuación del 
juicio, le pongan fin o haga imposible su continuación, 
cualquiera que sea la naturaleza del procedimiento, y 
Il. Aquellas resoluciones judiciales señaladas 
expresamente por este Código Nacional (...).” 


Advertimos las siguientes resoluciones señaladas 
expresamente en el Código. 


Artículo 75. La excepción de cosa se debe resolver 
mediante sentencia interlocutoria en los juicios escritos 
y en la audiencia preliminar dentro de la etapa de 
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depuración del procedimiento en los juicios orales; y 
en su caso, será apelable en ambos efectos si se declara 
procedente. 

Artículo 79. Ninguna autoridad jurisdiccional del poder 
judicial de la federación, o de las entidades federativas, 
pueden negarse a conocer de un asunto, sino por 
considerar que carece de competencia legal. El auto en 
que una autoridad jurisdiccional se negare a conocer es 
apelable en ambos efectos. 

Artículo 234. Contra la declaración de caducidad de la 
primera instancia, procede el recurso de apelación en 
ambos efectos. 

Artículo 596. Las resoluciones que se dicten en las 
diligencias de jurisdicción voluntaria ante autoridad 
jurisdiccional, que den por concluido el procedimiento 
de las diligencias, serán apelables en ambos efectos. 
Artículo 610. La resolución que desaprueba las cuentas 
de las personas tutoras puede ser apelada en ambos 
efectos por la persona tutora, la curadora o el Ministerio 
Público de la adscripción. 

Artículo 614. La sentencia que se dicte en el 
procedimiento para decretar la enajenación de bienes 
de niñas, niños y adolescentes, es apelable en ambos 
efectos. 

Artículo 643. En el trámite de adopción, cuando 
acontezca oposición legítima, se tramitará en la 
vía incidental, y de resultar procedente, se dará por 
concluido el trámite. En contra de dicha resolución 
procederá el recurso de apelación en ambos efectos. 
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Artículo 782. En materia de partición de la herencia, la 
sentencia que apruebe o repruebe la misma es apelable 
en ambos efectos. 

Artículo 850. En los procesos judiciales de concurso 
civil, contra la sentencia definitiva, procede el recurso 
de apelación en ambos efectos. 

Artículo 868. En lo relativo a las acciones colectivas, 
tenemos que en contra del desechamiento de la demanda, 
procede el recurso de apelación en ambos efectos. 
Artículo 911, fracción X. Son apelables en ambos 
efectos las sentencias definitivas dictadas en los 
procedimientos sucesorios. 

Artículo 1075. Contra la resolución que adjudica de 
forma directa al ejecutante, procede el recurso de 
apelación en ambos efectos y, 

Artículo 1190. La resolución que determina la ejecución 
forzosa es apelable en ambos efectos. 


En relación al efecto devolutivo tenemos lo siguiente: 


“(...) Artículo 911. Además de los casos determinados 
expresamente en el Código Nacional, el recurso de 
apelación en efecto devolutivo procede contra:* 

I. Sentencias definitivas dictadas en juicios sumarios, 
especiales orales civiles; juicios orales familiares tanto 
ordinarios como especiales, salvo la precisión realizadas 
(sic) en la fracción I del artículo anterior (910);* 


Las cursivas son nuestras. 


Las cursivas son nuestras. 
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II. El auto que desecha el incidente de nulidad de 
actuaciones por defectos en el emplazamiento, la 
resolución que se dicte en el incidente y en donde 
la autoridad jurisdiccional de oficio decrete nulo el 
emplazamiento; 

III. El auto que tenga por contestada o no la demanda 
principal o reconvencional; 

IV. Las sentencias interlocutorias que trasciendan al 
resultado del fallo; 

V. La última resolución dictada para el cumplimiento de 
la sentencia definitiva; 

VI. La resolución que apruebe o no el remate; 

VII. Resoluciones que, en la fase definitiva del proceso 
cautelar, decreten providencias precautorias y medidas 
de aseguramiento; 

VIII. En contra de la imposición de cualquier medida de 
apremio; 

IX. La resolución dictada durante la revisión de 
las medidas provisionales en materia de familia, 
en la audiencia preliminar o las que se dicten con 
posterioridad a dicha etapa, y 

X. Las resoluciones dictadas en los procedimientos 
sucesorios que no sean la sentencia definitiva (...).” 


Recursos 


Resulta importante hacer un comentario respecto a la 
fracción X antes citada, ya que al señalar en forma genérica 
las resoluciones dictadas en los procedimientos sucesorios, 
pareciere que son todas las que se dicten en el trámite de los 
mismos. Si tomamos en cuenta que el artículo 167 del código 
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nacional señala que las resoluciones judiciales se clasifican 
en decretos, autos, autos provisionales, preparatorios, 
definitivos, sentencias interlocutorias y definitivas, resulta 
necesario que se haga un análisis de la mencionada fracción 
para darle un sentido jurídico diverso, porque al ser apelables 
todas las resoluciones, se puede entorpecer el trámite de 
los asuntos, y en consecuencia, podría tratarse de un error 
legislativo. 

De igual forma es de prestar atención que lo dispuesto 
en la fracción VIII, que se refiere a la procedencia del recurso 
de apelación contra la imposición de medida de apremio, está 
en contraposición a lo previsto por el artículo 191, último 
párrafo, que la señala como irrecurrible. 

De forma expresa, el código nacional indica que son 
apelables en el efecto devolutivo: 


Artículo 75. La resolución que resuelve como 
improcedente la excepción de cosa juzgada es apelable 
en el efecto devolutivo de tramitación conjunta con la 
sentencia definitiva si se declara improcedente. 

Artículo 131. Las resoluciones que admitan o no la 
figura de gestor judicial, así como la que fije la fianza, 
serán apelables en efecto devolutivo de tramitación 
inmediata. 

Artículo 183. La decisión que resuelva el incidente de 
costas judiciales será apelable en efecto devolutivo de 
tramitación inmediata. 
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Artículo 190. En contra de la sentencia interlocutoria 
que resuelva un incidente, procede el recurso de 
apelación en efecto devolutivo. 

Artículo 415. En contra de la resolución que resuelve 
sobre la reclamación que haga un tercero en contra de 
una providencia precautoria, procederá el recurso de 
apelación en el efecto devolutivo. 

Artículo 417. La resolución definitiva que resuelve 
sobre las medidas necesarias para mantener la situación 
de hecho existente, es apelable en el efecto devolutivo 
de tramitación inmediata. 

Artículo 435. Las resoluciones que se dicten en las 
diligencias de jurisdicción voluntaria que den por 
concluido el procedimiento, será apelable en el efecto 
devolutivo. 

Artículo 528. Contra las sentencias definitivas en 
los procedimientos de arrendamiento inmobiliario 
oral, procederá el recurso de apelación en el efecto 
devolutivo. 

Artículo 569. Las medidas provisionales y de protección 
deberán ser revisadas por la autoridad jurisdiccional, de 
oficio o a petición de parte, en la audiencia preliminar o 
en cualquier otra etapa del procedimiento. Contra dicha 
resolución procederá el recurso de apelación en el efecto 
devolutivo. 

Artículo 612. La resolución que resuelva sobre la excusa 
de las personas tutoras y curadoras, será recurrible a 
través del recurso de apelación en el efecto devolutivo. 
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Artículo 626. La resolución que se emita en materia de 
declaración especial de ausencia por desaparición, será 
apelable en el efecto devolutivo. 

Artículo 718. Contra la sentencia interlocutoria de 
declaratoria de herederos procederá el recurso de 
apelación en el efecto devolutivo de tramitación 
inmediata. 

Artículo 766. La resolución que resuelve sobre la 
inconformidad con el proyecto para la distribución 
provisional de los productos de los bienes hereditarios, 
será apelable en el efecto devolutivo. 

Artículo 812. La resolución final que contenga el 
plan de pagos en el concurso de acreedores, emitida 
en el procedimiento judicial, es apelable en el efecto 
devolutivo. 

Artículo 852. En el procedimiento judicial del concurso 
civil, el acreedor deberá adjuntar a su escrito las pruebas 
que acrediten su solicitud de levantamiento o anulación, 
la cual se hará valer en la vía incidental. Contra esta 
resolución procede el recurso de apelación en el efecto 
devolutivo. 

Artículo 868. Respecto a las acciones colectivas, contra 
el auto que admita la demanda procede el recurso de 
apelación en el efecto devolutivo. 

Artículo 873, en los procedimientos sobre acciones 
colectivas, la resolución que deseche pruebas es apelable 
en efecto devolutivo. 
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Artículo 1000. La resolución que resuelva sobre la 
cuantificación de la sentencia será apelable en el efecto 
devolutivo. 

Artículo 1008. La resolución del incidente de daños y 
perjuicios mencionado en este artículo será apelable en 
el efecto devolutivo. 

Artículo 1021. Sólo la última resolución dictada en 
ejecución forzosa de una sentencia, admitirá el recurso 
de apelación en el efecto devolutivo. 

Artículo 1079. La resolución que apruebe o desapruebe 
un remate podrá ser apelable en el efecto devolutivo. 
Artículo 1090. La resolución que apruebe o desapruebe 
el remate será apelable en el efecto devolutivo, sin que 
proceda recurso alguno en contra de las resoluciones 
que se dicten durante el procedimiento de remate. 


Sobre el trámite del recurso de apelación en efecto 
devolutivo, es menester precisar que, en los artículos 131, 
176 fracción II, 183, 417 y 718 del código nacional se hace 
alusión a un recurso de tramitación inmediata, al que no se 
le da un tratamiento distinto al resto de las apelaciones en el 
efecto devolutivo, por lo que tal vez estamos ante un error 
legislativo, debiendo dilucidarse para evitar confusiones. 

Dentro del catálogo casuístico ya indicado que establece 
el código nacional, encontramos los siguientes supuestos en 
los que no se establece el efecto que tendrá la admisión del 
recurso de apelación: 
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“(...) Artículo 59. Contra la sentencia dictada en el 
juicio de nulidad de juicio concluido procederá el 
recurso de apelación, en los términos previstos en este 
Código Nacional. 

Esa] 

Artículo 97. La autoridad jurisdiccional ante quien 
se promueva inhibitoria girará oficio requiriendo al 
que se estime incompetente, para que deje de conocer 
del procedimiento, y le remita los autos dentro de los 
cinco días posteriores. La resolución que niegue el 
requerimiento es apelable. Si la inhibitoria se promueve 
ante la autoridad jurisdiccional de segunda instancia 
respectiva, la resolución que niegue al requerimiento, no 
admite recurso ordinario alguno. 

Pesa] 

Artículo 138. Es deber de las partes asistir a las 
audiencias del procedimiento, por sí o a través de sus 
personas representantes autorizadas, con facultades 
necesarias para celebrar el convenio correspondiente. 

La persona representante autorizada que deje de 
asistir a las audiencias sin justa causa calificada, se le 
impondrá una multa a favor del Fondo de Apoyo a la 
Administración de Justicia del Tribunal o Poder Judicial 
de cada Entidad Federativa o la Federación, hasta el 
equivalente a cien veces el valor diario de la Unidad 


271 


Recursos 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


de Medida y Actualización vigente al momento de su 
aplicación. Contra dicha resolución procede el recurso 
de apelación.* 

Artículo 882. En el caso de acciones colectivas en 
sentido estricto e individuales homogéneas, la autoridad 
jurisdiccional podrá condenar a la parte demandada a la 
reparación del daño, consistente en la realización de una 
o más acciones o abstenerse de realizarlas, así como a 
cubrir los daños en forma individual a los miembros del 
grupo conforme a lo establecido en este artículo. 

Cada integrante de la colectividad podrá promover el 
incidente de liquidación, en el que deberá probar el daño 
sufrido, o en su caso, la persona representante común o 
cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 862 
de este Código Nacional podrá presentar el incidente de 
liquidación masivo en el que se deberá probar el monto 
del daño sufrido por cada integrante de la colectividad. 
La autoridad jurisdiccional establecerá en la sentencia, 
los requisitos, bases y plazos que deberán cumplir las 
personas integrantes de la colectividad para promover 
el incidente. Contra la sentencia interlocutoria que 
resuelva el incidente de liquidación procederá el recurso 
de apelación. 

less 

Artículo 1004. Si la parte ejecutante optare, en 
cualquiera de los casos enumerados en el artículo 
anterior, por el resarcimiento de daños y perjuicios, 
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5 Este artículo también contraviene lo dispuesto en el artículo 191 del código 
nacional. 
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se procederá a embargar bienes de la persona deudora 
por la cantidad que aquella señale y que la autoridad 
jurisdiccional podrá moderar prudentemente, sin 
perjuicio de que la persona deudora reclame sobre el 
monto. 

Esta reclamación se substanciará como el incidente de 
liquidación de sentencia, misma que será susceptible de 
apelación (...).” 


Así, es evidente que se deberá de realizar un análisis de 
mayor profundidad para determinar cuál es el efecto en el 
que debe de admitirse a la apelación que sea acorde al tipo 
procedimiento del que se trate. 
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V.- ¿Cómo impacta el cambio de la regulación de los 
recursos? 


de contar con un recurso efectivo; y, la priorización de 
la resolución de fondo del conflicto, por encima de 
la formalidad procesal son aspectos que se pretenden sean 
transformados por la nueva legislación, haciendo posible el 
pleno acceso a su ejercicio. 
Todo ello de conformidad con los artículos 7, 8 y 10 de 
la declaración universal de derechos humanos, que al efecto 
disponen: 


E ejercicio del derecho de acceso a la justicia, el derecho 


“(...) ARTÍCULO 7. Todos son iguales ante la ley y 
tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la 
ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda 
discriminación que infrinja esta Declaración y contra 
toda provocación a tal discriminación. 

ARTÍCULO 8. Toda persona tiene derecho a un recurso 
efectivo ante los tribunales nacionales competentes, 
que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la constitución o por la 
ley. 

[...]. 

ARTÍCULO 10. Toda persona tiene derecho, en 
condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente 
y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, 
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para la determinación de sus derechos y obligaciones 
O para el examen de cualquier acusación contra ella en 
materia penal (...).”* 


Además, el nuevo ordenamiento nacional pretende 
transitar a la justicia digital, y es por ello que la tecnología 
jugará un papel muy importante, en virtud de que el código 
nacional, de forma general, y en particular en lo concerniente 
a los recursos, implica la posibilidad de que los expedientes, 
testimonios, documentos, videograbaciones y tocas puedan 
integrase y remitirse en forma digital o electrónica a la 
segunda instancia; sumando el desahogo de audiencias orales 
video grabadas en diferentes momentos de la tramitación del 
recurso de apelación, contra la sentencia definitiva. 


6 Organización de las naciones unidas: La declaración universal de los derechos 
humanos. Recurso digital disponible en https://www.un.org/es/about-us/universal- 
declaration-of-human-rights consultado el 19 de agosto de 2024. 


276 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


VI.- El reenvío y las violaciones procesales: Un cambio de 
paradigma 


ablaremos ahora de algunos cambios que se 
presentarán en la substanciación del recurso de 
apelación. 

En términos generales, la doctrina jurisprudencial del 
siglo XX consistió en que el objeto del recurso de apelación 
era que el tribunal de segunda instancia confirmara, revocara, 
o modificara la sentencia o auto emitido por la primera 
instancia, en los puntos relativos a los agravios expresados, 
sin que hubiera posibilidad de reenvío. 

Es decir, la función asumida solo era la de ser revisora 
de la sentencia de primera instancia, y no se permitía analizar 
violaciones procesales, sino solo errores de fondo cometidos 
en la resolución; porque se entendía que, dentro del proceso, 
se tuvo la oportunidad de combatirlas y subsanarlas por 
medio del recurso de revocación o la propia apelación 
contra resoluciones intermedias. Así, solo se permitía 
constitucionalmente, a través del juicio de amparo directo, 
llamado también amparo legalidad o casación, el estudio 
de estas violaciones en el procedimiento, siempre y cuando 
se prepararan, expresándolas como agravio al combatir la 
sentencia definitiva. 

Para el siglo XXI la suprema corte de justicia de la 
nación se apartó de ese criterio, y desarrolló su doctrina 
en torno al derecho de acceso a la justicia, en el sentido de 
considerar que no existía impedimento para el estudio de 
violaciones procesales en la segunda instancia, pues los 
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agravios podían referirse al fondo o al procedimiento, pero 
con dos excepciones: Cuando las violaciones procesales ya 
hubieran sido analizadas a través de otro recurso (principio de 
cosa juzgada), y por operar la preclusión al haber interpuesto 
recurso ordinario contra ellas. 

La ley, en el artículo 916, regula expresamente, 
entre otras cosas, la expresión de agravios por violaciones 
procesales al apelar la sentencia definitiva, en contra de 
las cuales no proceda recurso alguno, y que trasciendan al 
resultado del fallo. En consecuencia: 


a) De ser procedentes, deberán ser subsanadas por la 
propia autoridad jurisdiccional de segunda instancia, 
bajo las formalidades del juicio de origen, sin reenvío; 
o 

b) Una vez reparada la violación procesal, se citará para 
resolver la apelación. 


Este es el cambio fundamental que rompe el paradigma 
en la sustanciación del recurso de apelación, pues si bien ya 
en las legislaciones se regulaba la procedencia de la expresión 
de agravios por violaciones procesales, principalmente en 
materia familiar, o a través de apelaciones preventivas de 
tramitación conjunta con la definitiva, la innovación consiste 
en la supresión del reenvío. 

Resulta importante destacar que existe una salvedad 
señalada por el código nacional, al indicar que cuando se 
trate de defectos en el emplazamiento, de existir el mismo, 
se declarará su nulidad y se ordenará la reposición del 
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procedimiento por parte de la autoridad jurisdiccional de 
origen; es decir, sólo ante este supuesto se actualizará la 
figura del reenvío. 

Se entiende por reenvío la facultad de la autoridad de 
segundo grado de anular la resolución reclamada, y regresar 
la causa a la autoridad de primer grado para que esta actúe en 
los términos que en su caso sean ordenados.” 

Por tanto, al eliminar la existencia de dicha figura, se 
implica que la autoridad de segunda instancia asuma plena 
jurisdicción en los siguientes supuestos, distintos a los 
señalados en el artículo 916, todos del código nacional: 


a) Se advierte, en el artículo 75, que la excepción de 
cosa juzgada se debe resolver mediante sentencia 
interlocutoria en los juicios escritos; y en la audiencia 
preliminar, dentro de la etapa de depuración del 
procedimiento en los juicios orales. En su caso, será 
apelable en ambos efectos si se declara procedente, y 
en el efecto devolutivo de tramitación conjunta con 
la sentencia definitiva si se declara improcedente. En 
dicho caso, la autoridad jurisdiccional asumirá plena 
jurisdicción, resolviendo el fondo del asunto, sin 
necesidad de reenvío a la autoridad jurisdiccional de 
primera instancia del sistema escrito o sistema oral, 


7 No debe confundirse el reenvío en el derecho internacional (institución de origen 
francés), con el denominado principio de reenvío. 
Para saber más sobre este principio, vid: Ambríz Landa, Adalid: Excepciones al 
principio de no reenvío, en el recurso de apelación civil en materia federal, en 
Revista del instituto de la judicatura federal. No. 14. 2003. Instituto de la judicatura 
federal. México D.F. ISSN: 1405-8073. pp. 21-44. 
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b) 


c) 


d) 


sea en el trámite o resolución del recurso, cuando 
éste modifique o revoque la sentencia interlocutoria 
combatida. 

El artículo 268 indica que, si las partes estiman que las 
resoluciones judiciales que admitan o desechen pruebas 
les causan agravio, lo harán valer en la apelación contra 
la sentencia definitiva que, en su caso, interpongan; y 
la autoridad jurisdiccional de segunda instancia deberá 
resolver con plenitud de jurisdicción sin reenvío. 

El numeral 626 establece que, en materia de 
declaración especial de ausencia por desaparición, la 
autoridad jurisdiccional dictará la sentencia definitiva, 
y dicha resolución será apelable en el efecto devolutivo, 
debiéndose remitir las actuaciones originales a la 
autoridad jurisdiccional de apelación dentro de los 
tres días siguientes, en el entendido que dicho órgano 
jurisdiccional tendrá un plazo máximo de quince días 
para resolver de plano el recurso sin necesidad de 
reenvío. 

En el trámite de la adopción, se expresa que 
se remitirán los autos originales a la autoridad 
jurisdiccional de segunda instancia para que proceda a 
la revisión oficiosa de la resolución, misma que deberá 
confirmarse, modificarse o revocarse dentro de los 
siguientes quince días hábiles siguientes a la recepción 
del expediente, sin que lo anterior implique algún tipo 
de reenvío. 
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e) En la tramitación del juicio oral familiar, en el artículo 
680, se señala expresamente que, en contra de la 
sentencia definitiva, procede el recurso de apelación, 
sin necesidad de reenvío, debiendo la autoridad 
jurisdiccional de apelación asumir plena jurisdicción y, 

f) El artículo 791 señala que contra la declaración de no 
estar ajustado a derecho un testamento privado, procede 
apelación sin necesidad de reenvío. 


Por otra parte; también estimamos necesario señalar que 
el código nacional acoge, de manera expresa, precedentes 
jurisprudenciales en materia de suplencia ante la falta o 
deficiencia de en la expresión de agravios, previstos en el 
artículo 925, en los siguientes casos: 


a) Cuando el juicio verse sobre derechos que puedan 
afectar el interés de la familia; 

b) Cuando intervengan niñas, niños y adolescentes, si 
por falta de esa suplencia pudieran verse afectados sus 
derechos, y 

c) Cuando se advierta que en el procedimiento existieron 
violaciones manifiestas de la ley que hayan dejado sin 
defensa a alguna de las partes. 


Dichos supuestos se reafirman y amplían en el artículo 
680 en lo relativo al juicio oral familiar, en el que precisa que, 
sin necesidad de reenvío, la autoridad de segunda instancia 
asumirá plena jurisdicción para resolver la controversia, 
como una suerte de renovación de la instancia. 
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Consideramos que lo anterior rompe con el principio 
tradicional civil tantum devolutum quantum apellatum, que 
limitaba la facultad revisora de la segunda instancia en la 
medida de los agravios expresados. 

Y esta ruptura tiene su razón de ser partiendo de la 
aplicación de las diferentes perspectivas que hay que observar 
al resolver, como la perspectiva de género, de infancia, de 
discapacidad, de grupos vulnerables, etcétera, lo cual resulta 
ser un tema diverso al aquí estudiado. 


Competencia de segunda instancia de acuerdo al Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares distinta a la 
apelación, reposición y queja 


Declinatoria en todos los casos. 

Inhibitoria: cuando la autoridad jurisdiccional requerida no acepte 
la inhibitoria, o cuando alguna de las partes no estuviera conforme 
con la inhibitoria. 

Cuando dos o más autoridades jurisdiccionales locales de la misma 
jurisdicción se nieguen a conocer de determinado asunto, quien se 
vea perjudicada ocurrirá ante la autoridad jurisdiccional de segunda 
instancia en turno. 

Conocerán de las excusas y recusaciones respecto de las autoridades 
de primera instancia. 

La revisión oficiosa de los trámites de adopción. 

La segunda instancia, será competente para dictar y en caso ejecutar 
con plenitud de jurisdicción la providencia precautoria, medidas 
cautelares o medidas provisionales cuando se trate de asuntos en 
materia familiar, de pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas y demás grupos sociales en situación de 
vulnerabilidad. 
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Conclusiones 


as diferencias normativas relevantes que se advierten 
son las siguientes: 


1.- Se suprime el recurso de revocación, que procedía en 
contra de autos o decretos no apelables. Ahora se instrumenta 
un recurso vertical, que se denomina queja, lo que implica 
que del mismo debe conocer y resolver una autoridad distinta, 
que es la de segundo grado. 

2.- Regula la apelación adhesiva contra la sentencia 
definitiva. 

3.- Regula expresamente la expresión de agravios por 
violaciones procesales que trasciendan al resultado del fallo, 
contra las que no proceda recurso alguno y que causen un 
agravio que trascienda al resultado del fallo; por lo que en 
segunda instancia se repararán bajo las mismas formalidades 
que en el juicio de origen. 

4.- Elimina el reenvío ante la procedencia de una 
violación procesal substancial, por lo que está se deberá 
de subsanar bajo las mismas formalidades que el juicio 
de original; excepto la del emplazamiento, donde deberá 
ordenarse la reposición. 

5.- Instrumenta una tramitación oral en la substanciación 
de segunda instancia: audiencia oral, en la que se aclaran y 
resumen agravios expresados por las partes; explicación de la 
sentencia, en forma clara y precisa y con lenguaje cotidiano, 


283 


Recursos 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Recursos 


por parte de la persona magistrada, en apelaciones en contra 
de sentencias definitivas; y en caso de haberse admitido 
pruebas, su desahogo mediante una audiencia oral. 

6.- Además de regular la suplencia en la falta de agravios 
o en su deficiencia, en caso de afectación al interés de la 
familia, y cuando intervengan niños, niñas o adolescentes, 
establece una suplencia genérica cuando se adviertan 
violaciones manifiestas a la ley que hayan dejado sin defensa 
a alguna de las partes. 

7.- Posibilidad de que en asuntos complejos, o por 
volumen de constancias, se amplíen los plazos para emitir 
sentencia, por quince días más. 

8.- Regula la reposición, como recurso que se puede 
interponer contra resoluciones en la substanciación de la 
apelación en segunda instancia; y las que se generen con 
motivo de la reparación de las violaciones procesales. 

9.- En lugar de la denegada apelación se instrumenta 
el recurso de queja, en contra de la inadmisión del recurso 
de apelación, así como para impugnar el monto de la fianza 
en apelación en efecto devolutivo. El propio recurso de 
queja se instrumenta para impugnar la inadmisión de la 
demanda, cuando se niegue una diligencia preparatoria, y en 
jurisdicción voluntaria, cuando se desestime la petición. 

10.- Establece una revisión oficiosa de la sentencia 
de adopción para la autoridad jurisdiccional de segunda 
instancia, sin posibilidad de reenvío. Se advierte entonces 
que, más que un recurso, se erige como un medio de control 
interno por parte de un órgano jurisdiccional de segundo 
grado. 
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11.- Posibilidad de dictar y ejecutar providencias 
precautorias, cautelares, o medidas provisionales, por el 
órgano jurisdiccional de segunda instancia, en asuntos 
familiares, de pueblos y comunidades indígenas y 
afroamericanas, y demás grupos sociales en situación de 
vulnerabilidad. 
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Funcionamiento y efectos del registro de deudores 
alimentarios morosos en el estado de Guanajuato. 


Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Med-Pru 
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Más de diez años de un subsistema y un 
cambio de paradigmas: la reinserción 
social y el juez de ejecución 


Juez Mtra. Karen Marisol Rodríguez Onofre 


Introducción 


n 2021, se cumplieron diez años de la implementación 

del subsistema de ejecución penal, cuya labor, ha 

posibilitado la aplicación del Derecho Penal en la 
última etapa del proceso: la de ejecución de sanciones. Ello, 
para ajustarse a la reforma constitucional de 2008, que al 
reformar integralmente el sistema de justicia penal, modificó 
el paradigma del sistema penitenciario, estableciendo un 
objetivo claro: la reinserción social de los sentenciados. 

Para la correcta implementación del sistema acusatorio, 
conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se crearon tres tipos de juzgadores: El juez 
de control, cuya función es resolver de forma inmediata, y 
por cualquier medio las solicitudes de medidas cautelares, 
providencias precautorias y técnicas de investigación de la 
autoridad, procurando que se respeten las garantías de las 
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partes, y que la actuación de la parte que acusa sea conforme 
a derecho; los jueces de tribunal de enjuiciamiento, quienes 
conocerán del juicio y emitirán la sentencia; y los jueces de 
ejecución, quienes se encargarán de vigilar y controlar la 
etapa de ejecución de las consecuencias jurídicas, que sean 
impuestas en una sentencia condenatoria. 


Artículo 18 Constitucional: De la regeneración a la 
readaptación, y de ésta a la reinserción social. 


El paradigma de la reinserción social, implica que 
las personas privadas de la libertad dejan de ser tratadas 
de acuerdo con su personalidad, para considerárseles 
sujetos de derechos y obligaciones. Ahora, la autoridad 
penitenciaria centrará su actividad en favorecer la civilidad, 
la gobernabilidad y la seguridad de los centros de reclusión; 
pero, el cumplimiento de las consecuencias jurídicas que 
se derivan de las resoluciones judiciales, habrán de estar 
vigiladas por la autoridad judicial. Para llegar a este modelo, 
se tuvo que pasar por dos esquemas anteriores, establecidos 
en las Constituciones de 1917 y posteriormente, en la reforma 
del año 1965. 

Inicialmente, el modelo del sistema penitenciario, 
contenido en la constitución de 1917', partía de categorías 
psicológicas o morales, bajo la premisa de que los acreedores 
a una pena de prisión eran sujetos degenerados, y por 
1 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los 

Estados Unidos Mexicanos. Artículo 18. Recurso digital disponible en https://www. 


diputados.gob. mx/LeyesBiblio/refícpoeum/CPEUM_orig_O5feb1917.pdaf consultado 
el 9 de marzo de 2023: 


(.) 
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tanto, se buscaba transformar su personalidad, aplicando 
un tratamiento cuya base era el trabajo y así, lograr su 
regeneración. 

Posteriormente, al reformarse la Constitución Federal 
en 1965, en el artículo 18? se migró a una tendencia 
en la cual, los únicos conocimientos válidos, son los 
adquiridos mediante las ciencias positivistas, siendo la 
base, la criminología. Entonces, el objetivo era alcanzar la 
readaptación de quien cometía un delito, al considerarlo 
como una persona desadaptada, mediante un tratamiento 
científico que permitiera estudiar su personalidad, y a partir 
de ello, trabajar en su reincorporación a la sociedad. 

Fue a partir de la reforma constitucional de 2008, que 
en el segundo párrafo del artículo 18, se eliminó el término 
“readaptación”, y con ello, se excluyó la posibilidad de 
que se opere bajo la premisa de que la persona que está 
cumpliendo una pena privativa de la libertad, es desadaptada. 


Sólo por delito que merezca pena corporal habrá lugar a prisión preventiva. El 
lugar de ésta será distinto y estará completamente separado del que se destinare 
para la extinción de las penas. 

Los gobiernos de la Federación y de los Estados organizarán, en sus respectivos 
territorios, el sistema penal -colonias penitenciarias o presidios- sobre la base del 
trabajo como medio de regeneración (...).” 


2 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Artículo 18. Texto de la reforma del 23 de noviembre 
de 1965: Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ 
refídof/CPEUM_ ref_062_23feb65_ima.paf consultado el 9 de marzo de 2023 
ess) 

Los gobiernos de la Federación y de los estados organizarán el sistema penal, 

en sus respectivas jurisdicciones, sobre la base del trabajo, la capacitación para 

el mismo y la educación como medios para la readaptación social del delincuente 


ul 
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Así también, al suprimir el término “delincuente”, se dejó 
clara la intención de vedar la posibilidad de estigmatización, 
de aquellas personas que han cometido un ilícito. 

La reinserción social, es una situación jurídica que se 
sustenta en la restitución del pleno ejercicio de las libertades 
y los derechos de la persona, en contra de quien se ha dictado 
una sentencia condenatoria. Va a depender del tiempo que 
una persona esté albergada en un centro penitenciario, 
cumpliendo una pena privativa de la libertad, o una medida 
ejecutada con apego a los derechos humanos, siendo el fin, 
alcanzar que la persona recobre un sentido de vida digna al 
ser externado.* 

No debe olvidarse que, anteriormente, el sistema 
penitenciario formaba parte del Poder Ejecutivo, por ende, 
las autoridades administrativas se encargaban de decidir lo 
relativo a la ejecución de las penas, medidas de seguridad, 
y también la vigilancia de los sentenciados en libertad. 
Así, en la etapa de ejecución, las autoridades penitenciarias 
podían operar con amplios márgenes de discrecionalidad, 
y era cuestionable la transparencia en sus actuaciones; y 
si a lo anterior, se suma la carencia de recursos humanos 
y monetarios, así como circunstancias reales como la 
3 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 


penal. Artículo 4. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/paf/LNEP_090518.pdf consultado el 9 de marzo de 2023. 

ais) 

Artículo 4. “Principios rectores del Sistema Penitenciario. 

El desarrollo de los procedimientos dentro del Sistema Penitenciario debe regirse 
por los siguientes principios: 

Reinserción social. Restitución del pleno ejercicio de las libertades tras el 
cumplimiento de una sanción o medida ejecutada con respeto a los derechos 
humanos (...).” 
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sobrepoblación, no podía más que concluirse que los 
centros penitenciarios, son establecimientos indignos para 
la condición humana. De ahí que fuese muy difícil que se 
cumpliera con la preparación de la persona para regresar a la 
sociedad. 


Jueces que operan el sistema acusatorio. 


Jueces de control y jueces de 
tribunal de enjuiciamiento. 


Con el cambio del sistema de justicia penal, surgió 
un nuevo modelo de jueces que operarían en el sistema 
acusatorio. De estos funcionarios públicos, en lo que hace 
a los jueces de control y los de tribunal de enjuiciamiento, 
desde la Norma Fundamental se establecieron sus 
atribuciones, puesto que en el artículo 16 se hizo lo propio 
respecto de los jueces de control. En tanto que, la fracción 
IV del apartado A del artículo 20, dispuso también de manera 
concreta la figura del juez de enjuiciamiento, y se hicieron 
precisiones sobre su actuar. 

Sin embargo, por lo que hace al Juez de ejecución, 
no se hizo un señalamiento de forma tan concreta y clara, 
pues la figura se desprende de la redacción del artículo 21 
Constitucional, en la porción que reza “(...) la imposición, 
duración y modificación de las penas son exclusivas de la 
autoridad judicial (...)”, señalando dentro de sus atribuciones 
(únicamente) la facultad que se retiró a la autoridad 
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penitenciaria, para resolver las cuestiones atinentes al tiempo 
de duración de la penas privativas de libertad y medidas de 
seguridad. 

En la realidad, las atribuciones de los jueces de 
ejecución, van más allá de vigilar el cumplimiento de las 
sanciones penales, o de ajustar los tiempos de las penas 
privativas de la libertad o medidas de seguridad, ya que 
dentro de sus obligaciones, deben garantizar el goce de 
los derechos y garantías que se reconocen a las personas 
sentenciadas, tanto en la constitución como en los tratados 
internacionales*. Por tanto, como parte de su labor, analizan 
cuestiones propias de las condiciones de internamiento, así 
como controversias derivadas de la posible afectación a los 
derechos fundamentales de las personas sentenciadas. 

Con base en lo anterior, cabe observar que el artículo 21 
establece la investigación del delito, así como el ejercicio de 
la acción penal, existiría mayor congruencia si el párrafo que 
deja ver la existencia de un juez especializado en ejecución 
4  H. Congreso del estado de Guanajuato: Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado de Guanajuato. Artículo 116. Recurso digital disponible en https://congreso- 
gto.s3.amazonaws. com/uploads/reforma/pdf/3023/Ley_Org_nica_del_Poder_ 


Judicial_del_Estado_de_ Guanajuato_PO_22dic2020.paf consultado el 10 de 
marzo de 2023. 

Artículo 116. Son atribuciones de los jueces de ejecución: 

l. Velar porque se organice el sistema penitenciario sobre la base del respeto a 
los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, 
la salud, el deporte y la cultura física como medios para lograr la reinserción del 
sentenciado a la sociedad; 

II. Procurar la aplicación de medios idóneos para que el sentenciado no vuelva a 
delinquir; 

11. Buscar las formas más adecuadas para que se observen los beneficios que 
prevé la ley en favor del sentenciado; 

XX. Las demás que le asignen las leyes o reglamentos. (...).” 
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penal, se hubiese ubicado en el diverso 18 Constitucional, 
que es donde se establecen las bases del modelo actual del 
sistema penitenciario, así como los medios para lograr la 
reinserción social y además, alude a las condiciones de 
internamiento de las personas privadas de la libertad, siendo 
todo ello, parte de las atribuciones del juez de ejecución. 


Ante la falta de precisión en el texto constitucional, 


hemos de acudir a lo dispuesto por la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, puesto que regula la asignación de jueces 
especializados para garantizar los derechos de las personas 
privadas de la libertad, con motivo de una sentencia 
condenatoria.* 


5 


Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 


penal. Artículos 4, 24 y 25. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNEP_090518.pdf consultado el 9 de marzo de 2023. 
Artículo 4. “Principios rectores del Sistema Penitenciario. 

El desarrollo de los procedimientos dentro del Sistema Penitenciario debe regirse 
por los siguientes principios: 

Reinserción social. Restitución del pleno ejercicio de las libertades tras el 
cumplimiento de una sanción o medida ejecutada con respeto a los derechos 
humanos. 

Artículo 24. Jueces de Ejecución 

El Poder Judicial de la Federación y Órganos Jurisdiccionales de las entidades 
federativas establecerán jueces que tendrán las competencias para resolver las 
controversias con motivo de la aplicación de esta Ley establecidas en el Capítulo 11 
del Título Cuarto de esta Ley. 

Artículo 25. Competencias del Juez de Ejecución 

En las competencias a que se refiere el artículo anterior, el Juez de Ejecución 
deberá observar lo siguiente: 

Garantizar a las personas privadas de la libertad, en el ejercicio de sus 
atribuciones, el goce de los derechos y garantías fundamentales que le reconoce 
la Constitución, los Tratados Internacionales, demás disposiciones legales y esta 


Ley; (...).” 
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Y más aún al contenido de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato, en donde no sólo se acoge 
la disposición constitucional, sino que establece de forma 
clara las atribuciones de los jueces de ejecución.! 

El contexto que vivimos, ha permitido no sólo cumplir 
con las atribuciones que tienen los jueces de ejecución, 
sino que ha permitido ejercer la noble labor, y mostrar 
la sensibilidad con que se debe contar para laborar en el 
subsistema de ejecución, pues en este año se realizaron las 
gestiones atinentes a conseguir que se autorizara, y llevara a 
cabo, la aplicación de la vacuna contra el COVID-19 a las 
personas privadas de la libertad, quienes, por su condición 
de reclusión, y sus características particulares, son más 
vulnerables.” Ello, sin duda, muestra que la actividad de los 
funcionarios públicos que operan el subsistema de ejecución, 
va más allá de vigilar el cumplimiento de las sanciones 
que se deriven de una sentencia condenatoria, sino que 
refleja el compromiso que se tiene de velar que las personas 
sentenciadas, puedan hacer efectivos los derechos que 


6 Congreso del estado de Guanajuato: Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato. Artículos 112 fracción lll y 116. Recurso digital disponible en 
https: //congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/pdf/3023/Ley_Org_nica_ 
del_Poder_Judicial_del_ Estado_de_Guanajuato_PO_22dic2020.pdf consultado el 
10 de marzo de 2023. 

Artículo 112. Los jueces de partido que operen el sistema penal acusatorio y oral 
podrán ejercer como: 

111. Jueces de ejecución. 

Artículo 116. Son atribuciones de los jueces de ejecución (...).”. 


7 A manera de referencia, se menciona el cuadernillo 4/2021 del Juzgado de 
Ejecución sede Acámbaro, Guanajuato, en donde puede observarse el trámite 
seguido para obtener la autorización de la aplicación de la vacuna contra en 
COVID 19 de personas privadas de la libertad. 
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les son inherentes, y que no se les han sido suspendidos o 
restringidos, por el hecho de estar en cautiverio, como en el 
caso, que es la salvaguarda de su derecho a la salud. Esto, sin 
duda, hace visible el cambio paradigmático en el subsistema 
de ejecución penal. 
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Conclusión 


erivado de lo anteriormente aseverado, aquí se hace 
una propuesta de tesis, en el sentido de que sirva 


como guía sobre lo tratado en este paper: 


Juez de ejecución. A falta de precisión de la figura y sus 
atribuciones en el texto constitucional, debe acudirse a 
la ley nacional de ejecución penal y a la ley orgánica del 
poder judicial del estado de Guanajuato. (Interpretación 
de los artículos 18 y 21 Constitucionales, 24 y 25 de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, fracción III del 
artículo 112 y el artículo 116 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato). 

Hechos: En el año 2021 se llevó a cabo la brigada 
correcaminos para la aplicación de la vacuna contra 
COVIDI19, lo que implicó el registro de la ciudadanía 
en el Portal de Internet de la Secretaría de Salud, 
atendiendo a su edad. Los sentenciados privados de 
la libertad del grupo de la tercera edad recluidos en el 
Centro Estatal de Prevención y Reinserción Social de 
Acámbaro, Guanajuato, no estaban en aptitud de hacer 
su propio registro y su condición de cautiverio no les 
permitiría acudir a las sedes en donde se aplicaría la 
vacuna. 

Criterio jurídico: Al ser atribución del Juez de 
Ejecución garantizar a los sentenciados el goce de los 
derechos y garantías fundamentales que les reconoce 
la Constitución, los Tratados Internacionales y demás 
disposiciones legales, se determinó solicitar a la 
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Secretaría de Salud del Estado de Guanajuato, autorizara 
la vacunación de las personas privadas de la libertad que 
estaban en mayor riesgo de contraer el virus. Y en mayo 
de 2021 se aplicaron las vacunas en las instalaciones del 
Ce.Re.So. 

Justificación: El artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos establece que la 
imposición, duración y modificación de las penas son 
exclusivas de la autoridad judicial, pero soslaya que las 
atribuciones del Juez de Ejecución, están íntimamente 
relacionadas con el artículo 18 que establece las bases 
del Sistema Penitenciario. Y si uno de los ejes rectores 
del Sistema es el respeto a los derechos humanos de 
las personas privadas de la libertad, para garantizar 
su derecho a la salud como cualquier otro derecho 
fundamental que pueda verse transgredido, es necesario 
apoyarse en las disposiciones de la Ley Nacional 
de Ejecución Penal y en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato y en el caso concreto, 
posibilitarles tener acceso a las vacunas a los internos 
del grupo vulnerable. 

Juzgado de Ejecución Penal sede Acámbaro, 
Guanajuato. Cuadernillo 4/2021. 
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El aspecto ético de la reparación 
del daño en materia penal 


Comentarios a la tesis de la primera sala de la 
suprema corte de justicia de la nación de rubro 
“Reparación del daño. Lineamientos para decidir 
en qué casos debe postergarse su cuantificación 
hasta la etapa de ejecución de sentencia” 


Mtro. Israel González Ramírez 


iempre he dicho que en esta vida no hay casualidades, 

y esta ocasión es una oportunidad que lo corrobora. 

Entre que fui invitado a escribir esta colaboración, 
y el momento en que ahora escribo, se dio la presentación 
de un libro escrito por el doctor Gilberto Martiñón Cano.' 
Inmediatamente me di a la tarea de leerlo, y encontré 
ideas muy interesantes. Algunas bastante polémicas que, 
ciertamente, generarán intensos debates críticos; pero la más 
importante, para la tarea que aquí cumplo, es la que me va 
a permitir desarrollar la que he puesto en el enunciado que 
encabeza estas líneas. 
1 Vid in extenso: Martíñón Cano, Gilberto: El fin del derecho penal. Apuntamientos 


para la construcción de una teoría del restablecimiento del tejido social. Ubijus. 
México. 2019 
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Reparación del daño 


En este trabajo seguiré el método del ensayo jurídico, 
por lo que no acudiré a la cita de autores, sino en lo esencial, 
y más bien, trataré de exponer los que me parecen los 
aspectos medulares para la práctica judicial, a partir de la 
tesis jurisprudencial que es objeto de estos comentarios. 

Así, para iniciar, afirmo que existen en el mundo de 
relación social? derechos que son inalienables, que no pueden 
restringirse, sino cuando otro de la misma jerarquía axiológica 
los hace sucumbir y que nos pertenecen por el simple hecho 
de ser humanos. Entenderemos estos derechos, de modo 
muy general, como toda suerte de situaciones favorables a 
las personas, traducidas en libertades, pretensiones, poderes 
e inmunidades.* Estoy convencido, siguiendo a la filósofa 
Adela Cortina,* de que a ellos se refiere el concepto de justicia 
cuando habla de darle a cada quien lo que corresponde, y lo 
que a cada quien corresponde es el respeto amplio de estos 
derechos cuyo único límite es el derecho de los demás. 

Uno de esos derechos, de importancia superlativa en 
el entramado social, es el de acceso a la justicia, pues éste 
implica que la vulneración a cualquiera de los demás, 


2 Esla “realidad” conceptualizada en términos sociológicos. Se supone que estamos 
inmersos en un mundo constituido a partir de relaciones sociales, de constructos, 
que le dan sentido a nuestra existencia, pero que nos vienen impuestos por 
ese mundo, es decir, no accedemos a ellos voluntariamente, sino que nos son 
implantados en un primer acto de violencia social de nuestras vidas, siguiendo 
en esta última idea a Emile Durkheim: Las reglas del método sociológico, trad. 
González Noriega, Santiago. Altaya. Barcelona, 1994, pp. 9-20. 


3 Para una revisión extensa de esta idea, vid. Barberis, Mauro: Ética para juristas. Trad. 
Núñez Vaquero, Álvaro, Trotta, Madrid, 2008, pp. 13-35. 


4 Vid. Cortina, Adela: ¿Para qué sirve realmente...? La Ética. Paidós. Barcelona. 
2013, pp. 161-168. 
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podrá ser reivindicada a través del accionar de los órganos 
jurisdiccionales. La intervención de los órganos del Estado, 
para resolver el conflicto derivado de la vulneración de estos 
derechos, tiene distintas naturalezas: puede recaer en el 
ámbito del derecho privado, familiar, laboral, administrativo, 
etcétera. Lo que tendrán en común las decisiones que se 
pronuncien en los conflictos es que, cuando esté justificada 
la tutela impetrada, la decisión no podrá menos que tener 
como objetivo llevar las situaciones al estado en que 
se hallaban antes de la vulneración, en la medida de lo 
posible; y si lo anterior no fuera materialmente posible, 
deberá crear una nueva situación, en virtud de la cual, quien 
resintió la vulneración, considere enmendado el agravio que 
sufrió; aunque aquí cabría plantearse si con miras a esos 
fines, bastaría con que la sociedad, a través de los órganos 
legitimados para emitir la decisión definitiva en este rubro, 
estuviese satisfecha con la solución del entuerto para 
considerar que se alcanzaron estándares de justicia, pero este 
podrá ser tema de otra discusión. 

Una concepción de la impartición de justicia de esta 
naturaleza implica que un grupo social ha identificado 
valores cuya relevancia es de tal magnitud, que su protección 
se ha establecido a través de normas jurídicas, es decir, de 
conminaciones al respeto de los derechos de cada una de 
las personas que integran el grupo, con la advertencia de 
determinadas consecuencias para el caso de que esos valores 
resulten dañados, y su daño pueda imputarse a alguien para 
que responda por él. En tanto este sistema de conminaciones 
funciona, la sociedad guarda un valioso equilibrio entre 
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las expectativas que tiene cada miembro respecto del 
comportamiento de los otros y los derechos que se encuentran 
jurídicamente protegidos. Existe un actuar ético, respetuoso 
de las normas y valores, por parte de los miembros del grupo. 
Digamos, acudiendo a una metáfora organicista, que existe 
una especie de equilibrio homeostático? en el organismo 
social. 

Siguiendo con la metáfora organicista, diremos que el 
conjunto de valores identificados y sacralizados jurídicamente 
por el grupo, conforman lo que podemos identificar como 
tejido social, el cual se rompe, se quiebra, se fractura, 
se desgarra, o se rasga, cuando es dañado, vulnerado, o 
lesionado, cualquiera de los valores jurídicamente tutelados. 
Aparece, entonces, en el tejido social, un espacio de solución 
de continuidad que el organismo social debe reparar, 
precisamente, a través de la actuación de las entidades que 
se encargan de la interpretación y aplicación del derecho, 
con la finalidad evidente de reconstruirlo. Tal fin, es posible 
alcanzarlo jurídicamente a través de las instituciones, 
previstas en distintos instrumentos legales tendentes a 
garantizar, lato sensu, la reparación del daño causado a partir 


5 Para una mejor comprensión del concepto equilibrio homeostático, vid. http:// 
www.facmed.unam.mx/Libro-NeuroFisio/FuncionesGenerales/Homeostasis/ 
Homeostasis.html, consultada el 23 de julio de 2021. 


6 Del mismo modo, para una comprensión adecuada del uso del sintagma solución 
de continuidad, sugerimos consultar Pérez-Álvarez, Halina, Ferrer-Marrero, Daisy 
et. al.: Síndrome de Muerte Súbita Infantil (SMSI) desde una óptica patólogo- 
forense, en Revista Mexicana de Medicina Forense y Ciencias de la Salud, Vol. 
6, Núm. 1. Instituto de Medicina Forense de la Universidad Veracruzana. Recurso 
digital disponible en https://revmedforense. uv.mx/index.php/RevINMEFO/article/ 
view/2912/4808, consultado el 23 de julio de 2021. 
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de una conducta o acto ilícitos. Podemos decir, entonces, que 
se busca reafirmar la perspectiva ética del grupo, con el fin de 
lograr que perviva la cohesión que le une. 

Sentadas estas bases generales, cambiemos ahora un 
poco la línea discursiva para señalar que, en nuestros días, 
una enorme cantidad de grupos sociales, se encuentran 
organizados bajo la forma de gobierno que se denomina 
democracia constitucional, forma de gobierno en la que es 
posible advertir la indisoluble relación entre moral y derecho, 
y en el seno de estos grupos, justamente el juicio moral más 
intenso y de más drásticas consecuencias, es el reproche 
penal. Una de las finalidades de este juicio tiene todo que ver 
con otra consideración de índole ética, según hemos dejado 
expuesto antes, y es la de restablecer el tejido social roto por 
causa de la comisión de un delito, lo cual intenta alcanzarse a 
través de la aplicación de las consecuencias jurídico-penales. 

Dicho restablecimiento no puede ser sólo de orden 
material; es más, ese no es siquiera su principal elemento -si 
bien es indispensable-, pues no puede predicarse restañado el 
tejido roto, sin haber cerrado las heridas que en el espíritu 
deja un ataque a cualquiera de los valores más caros a la 
sociedad, significados en los bienes jurídico penalmente 
tutelados. En tal virtud, coincidiendo con el doctor Martiñón 
en la tesis propuesta en el trabajo citado en la parte liminar de 
este ensayo, considero que el fin del derecho penal moderno 
debe ser lograr que el espíritu dañado supere la injusta 
agresión, y que en lo material se retorne, en la medida de lo 
posible, al estado de cosas previo a la perpetración del delito. 
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Todo lo que hasta aquí he mencionado, adquiere 
sentido al encontrar que tal es precisamente la intención en 
la construcción argumentativa, establecida en la resolución 
del amparo directo en revisión 4069/2018”, del índice de la 
primera sala de la suprema corte de justicia de la nación,* que 
es precisamente, de la que deriva la tesis jurisprudencial que 
aquí se comenta. Para sustentar este aserto, hago referencia a 
los hallazgos que me parecieron relevantes en su lectura. En 
primer lugar, debo destacar la reseña que hace la sala, sobre la 
doctrina de la reparación integral del daño, que ha construido 
en diálogo con la corte interamericana de derechos humanos, 
a partir de la interpretación del artículo 63.1 de la convención 
americana sobre derechos humanos (párr. 132 a 148). 

De dicha doctrina, nace la obligación de los jueces 
penales de procurar reparar, más allá de la mera causación del 
daño material que resulte cuantificable en dinero, derivado de 
la comisión de un delito. En ese sentido, la sala ha declarado 
que “(...) el derecho a una reparación integral o justa 
indemnización es un derecho sustantivo, cuya extensión debe 
tutelarse en favor de los gobernados y no debe restringirse 
de forma innecesaria, salvo en función de una finalidad 
constitucionalmente válida que persiga el bienestar general. 
Además... la reparación debe —en la medida de lo posible— 


7 “Resolución consultable en https:/Awww2.scin.gob.mx/consultatematica/ 
paginaspub/DetallePub.aspx?AsuntolD=238636, consultada el 30 de marzo de 
2023” 


8 Vid Recurso digital disponible: https://www.scin.gob.mx/sites/default/files/listas/ 
documento _ dos/2020-02/ADR-4069-2018-200228.padf. 
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anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la 
situación que debió haber existido con toda probabilidad, si 
el acto no se hubiera cometido. (...)” 

En un resumen de las ideas principales expuestas al 
respecto en la sentencia, encontramos que la sala precisó 
que, la reparación integral se rige por los principios 
constitucionales de indemnización justa e integral, o sea, 
proporcional a la gravedad de las violaciones, y al daño 
sufrido, y que debe atender las directrices y principios 
establecidos por organismos internacionales en la materia, 
entre cuyos parámetros más relevantes se encuentran los 
siguientes: '% 

1.- La reparación integral, la cual tiene como objetivo, 
que con la restitución se devuelva a la víctima u ofendido, 
a la situación anterior a la comisión del delito, aspecto que 
comprende cualquier tipo de afectación generada: económica, 
moral, física, psicológica, etcétera; 

11.- La restitución material, que comprende la devolución 
de bienes afectados con la comisión del delito y, sólo en caso 
de que no sea posible, el pago de su valor; y, 

111.- La efectividad de la reparación del daño, que 
depende de la condición de resarcimiento que se otorgue a 
la víctima u ofendido del delito, que deberá ser proporcional, 
justa, plena e integral; de lo contrario, no se permitiría una 
satisfacción del resarcimiento de la afectación. 


9 Vid párrafo 140, p. 43 de la sentencia, disponible en https://www.scjn.gob.mx/sites/ 
default/files/listas/documento_dos/2020-02/ADR-4069-2018-200228.paf. 


10 Vid párrafo 143, p. 45 de la sentencia, disponible en https://www.scjn.gob.mx/sites/ 
default/files/listas/documento_dos/2020-02/ADR-4069-2018-200228.pdf 
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Finalmente, determinó que una indemnización será 
justa, cuando su cálculo se realice con base en dos principios: 
el de reparación integral del daño, y el de individualización 
de la condena, según las particularidades de cada caso. 

Me parece que el aspecto más relevante de la tesis 
que analizamos, se encuentra en el reto que plantea a la 
capacidad de construcción argumentativa de los jueces, para 
concretar las exigencias de la reparación del daño, aun ante 
la ausencia de un marco probatorio bien definido, con lo que 
se les obliga a operar directamente a partir de parámetros 
constitucionales, mediante la ponderación de principios que 
van más allá de las meras reglas contenidas en disposiciones 
infraconstitucionales, lo cual, es un ejercicio propio y natural 
de las democracias constitucionales, caracterizadas por 
el irrestricto respeto e insoslayable tutela de los derechos 
humanos. 

Aunque en esta resolución, la decisión se refiere 
únicamente a la situación jurídica de menores en 
circunstancias específicas, es evidente que el tratamiento 
debe hacerse extensivo a toda víctima de un delito, debido 
a la universalidad de los derechos humanos; sin dejar de 
observar, desde luego, que en tratándose de personas que se 
encuentren en cualquiera de las categorías constitucionales 
sospechosas, la argumentación para su tratamiento jurídico 
debe tener calidad reforzada. Como conclusión, pues, me 
gustaría señalar dos cosas: de cara a lo aquí expresado, 
la reparación del daño constituye un momento ético en la 
sanción penal y, para alcanzar plenamente los fines atinentes 
a ese momento, argumentación es el nombre del juego. 
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Artículo 8. En todos los casos, la sentencia condenatoria 
que se dicte por los delitos contemplados en esta Ley, 
deberá contemplar la reparación del daño a las víctimas, 


cuyo monto fijará el juez de la causa con los elementos que 
las partes le aporten o aquellos que considere procedentes 


a su juicio, en términos de la ley. 


Reparación del daño en sentencias condenatorias 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l artículo 8 dicta que las sentencias condenatorias por 

delitos de secuestro deben incluir una disposición para 

la reparación del daño a las víctimas, materializándose 
en compensación económica determinada por el juez. La 
decisión tendrá como base la evidencia, argumentos de las 
partes y otros factores relevantes dentro del marco legal. 
Este artículo se centra en la justicia restaurativa, buscando 
compensar el daño sufrido por las víctimas, además de 
castigar el acto delictivo. 

Este enfoque reconoce que la justicia, en casos de 
secuestro, trasciende la sanción corporal impuesta a los 
autores, atendiendo también las consecuencias físicas, 
emocionales y económicas para las víctimas y sus familias, 
proporcionándoles recursos para su rehabilitación. La 
compensación económica promueve la responsabilidad de los 
delincuentes, y subraya la importancia de la reparación en el 
proceso judicial. 
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La exigencia de reparación del daño fortalece la 
confianza pública en el sistema judicial, mostrando un 
interés por las necesidades de las víctimas. Al garantizar que 
las sentencias incluyan explícitamente esta reparación, el 
artículo 8 manifiesta un compromiso con una justicia integral 
y equitativa, equilibrando el castigo con la reparación, 
y facilitando un camino hacia la recuperación para los 
afectados por el secuestro. 
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Capítulo IX 
Restitución inmediata de derechos y reparación 
Artículo 35. El Ministerio Público de la Federación 


o de las entidades federativas deberán restituir a las 
víctimas de las conductas previstas en la presente 
Ley en el goce de sus derechos en cuanto sea posible 
y solicitará la reparación del daño. 

En su caso, la restitución de derechos y la 
reparación se harán con cargo a los recursos 
obtenidos en los procedimientos de extinción 
de dominio, en términos de la legislación 
correspondiente, sin perjuicio de ejercer las acciones 


que correspondan en contra del sentenciado. 

Dentro de la reparación a las víctimas de las 
conductas previstas en la presente Ley se incluirán 
los gastos alimentarios y de transporte y hospedaje 
a cargo de ésta, con motivo del procedimiento penal. 


Restitución y reparación integral 
para víctimas de secuestro 
Comentarios 


Reparación del daño 


Mtro. Israel González Ramírez 


n este artículo encontramos que se aborda la necesidad 
fundamental de asegurar que las víctimas de secuestro 
sean adecuadamente compensadas, y sus derechos 
restablecidos tras haber sufrido este delito. Es pacífico 
afirmar que se trata de un esfuerzo por ofrecer un marco legal 
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que no sólo persiga y sancione a los responsables de cometer 
secuestros, sino que también se centre en la recuperación y 
el bienestar de quienes han sido afectados por estos actos 
criminales. 

Su esencia operativa consiste en asignar al Ministerio 
Público, federal o local, la obligación de actuar en favor 
de las víctimas para asegurar que recuperen el goce de sus 
derechos lo más plenamente posible después del trauma del 
secuestro, lo que implica tomar medidas para que las vuelvan 
a una situación lo más cercana posible a su estado previo al 
delito, mismas que pueden incluir desde la recuperación de 
bienes hasta el acceso a servicios de salud mental. 

Por otro lado, el artículo también subraya la importancia 
de la reparación del daño, significado por el hecho de que las 
víctimas deben recibir una compensación económica por los 
daños sufridos, ya sean físicos, psicológicos o materiales. 
Bajo este enfoque debe destacarse cómo el legislador 
reconoció la variedad de impactos que el secuestro puede 
tener en una persona, y buscó que se abordaran de manera 
integral. 

Para allanar el camino hacia esta compensación, la 
disposición contempla el uso de recursos obtenidos a través 
de los procedimientos de extinción de dominio, mecanismo 
legal que permite al estado decomisar bienes adquiridos a 
través de actividades ilícitas, incluido el secuestro, con lo 
que no sólo se ayuda a financiar la reparación del daño a las 
víctimas, sino que también se cuenta con una herramienta 
legal para desincentivar el delito, al privar a los criminales de 
los beneficios económicos obtenidos por sus acciones ilícitas. 
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Como último punto, en la disposición se reconocen 
y abordan los gastos adicionales que las víctimas 
pueden enfrentar debido al proceso penal, como los de 
alimentación, transporte y hospedaje. Al incluir estos gastos 
en la reparación, el legislador mostró un entendimiento 
comprensivo de las cargas que enfrentan las víctimas, y 
buscó aliviarlas en lo posible. 

El propósito del artículo que comentamos va más allá 
de la simple persecución del delito de secuestro. Se trata de 
una disposición que refleja un compromiso con la justicia 
restaurativa, buscando asegurar que las víctimas sean 
reconocidas y compensadas, mientras se trabaja para prevenir 
futuros delitos mediante la eliminación de los incentivos 
financieros para los secuestradores. 

Este enfoque integral es un paso hacia el reconocimiento 
de las necesidades de las víctimas y la importancia de su 
recuperación en el proceso de justicia. Atento a lo que 
hemos encontrado de su análisis, podríamos designar esta 
disposición con ideas como las de obligación de restitución 
y reparación, financiamiento de la reparación o cobertura de 
gastos del proceso penal. 

Ahora bien, quiero aprovechar este espacio para 
retomar ideas acerca de lo que denomino el aspecto ético de 
la reparación del daño * que ya fueron publicadas en otro 
espacio, pero que me parece pertinente invocar en éste. Al 
respecto, afirmo que existen en el mundo de relación social 
1 El aspecto ético de la reparación del daño en materia penal. publicado en Gaceta 


Judicial del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, Año 5, No. 2, Abril-Junio 
2023, pp. 133 y ss., visible en https://www.poderjudicial-gto.gob.mx/boletinjuridico. 
h 
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derechos que son inalienables, que no pueden restringirse 
sino cuando otro de la misma jerarquía axiológica los hace 
sucumbir, y que nos pertenecen por el simple hecho de ser 
humanos. Entenderemos estos derechos, de modo muy 
general, como toda suerte de situaciones favorables a las 
personas, traducidas en libertades, pretensiones, poderes e 
inmunidades. ? Estoy convencido, siguiendo a la filósofa 
Adela Cortina, * de que a ellos se refiere el concepto de justicia 
cuando habla de darle a cada quien lo que corresponde, y lo 
que a cada quien corresponde es el respeto amplio de estos 
derechos, cuyo único límite es el derecho de los demás. 

Uno de esos derechos de importancia superlativa en 
el entramado social, es el de acceso a la justicia, pues 
éste implica que la vulneración a cualquiera de ellos 
podrá ser reivindicada a través del accionar de los órganos 
jurisdiccionales. La intervención de los órganos del Estado 
para resolver el conflicto derivado de la vulneración de 
estos derechos tiene distintas naturalezas: puede recaer en el 
ámbito del derecho privado, familiar, laboral, administrativo, 
etcétera. Lo que tendrán en común las decisiones que se 
pronuncien en los conflictos es que, cuando esté justificada 
la tutela impetrada, la decisión no podrá menos que tener 
como objetivo llevar las situaciones al estado en que se 
hallaban antes de la vulneración, en la medida de lo posible; 
y si lo anterior no fuera materialmente posible, deberá crear 
una nueva situación en virtud de la cual quien resintió la 


2 Para una revisión extensa de esta idea, véase Ética para juristas, Barberis, Mauro, 
trad. Núñez Vaquero, Álvaro, Trotta, Madrid , 2008, pp. 13-35 


3 Vid. Cortina, Adela, La Ética. ¿Para qué sirve realmente...?, Paidós, Barcelona, 
2013, pp. 161-168 
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vulneración considere enmendado el agravio que sufrió; 
aunque aquí cabría plantearse si a esos fines bastaría con que 
la sociedad, a través de los órganos legitimados para emitir 
la decisión definitiva en este rubro, estuviese satisfecha con 
la solución del entuerto para considerar que se alcanzaron 
estándares de justicia, pero este podrá ser tema de otra 
discusión. 

Una concepción de la impartición de justicia de esta 
naturaleza implica que un grupo social ha identificado 
valores cuya relevancia es de tal magnitud, que su protección 
se ha establecido a través de normas jurídicas, es decir, de 
conminaciones al respeto de los derechos de cada una de 
las personas que integran el grupo, con la advertencia de 
determinadas consecuencias para el caso de que esos valores 
resulten dañados, y su daño pueda imputarse a alguien para 
que responda por él. En tanto este sistema de conminaciones 
funciona, la sociedad guarda un valioso equilibrio entre 
las expectativas que tiene cada miembro respecto del 
comportamiento de los otros, y los derechos que se 
encuentran jurídicamente protegidos. Existe un actuar ético 
respetuoso de las normas y valores por parte de los miembros 
del grupo. Digamos, acudiendo a una metáfora organicista, 
que existe una especie de equilibrio homeostático* en el 
organismo social. 


4 Para una mejor comprensión del concepto equilibrio homeostático, consúltese: 
Facultad de Medicina de la UNAM: Neurofisiología para estudiantes. 
Recurso digital disponible en  http://www.facmed.unam.mx/Libro-NeuroFisio/ 
FuncionesGenerales/Homeostasis/Homeostasis.html consultado el 5 de marzo de 
2024 
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Siguiendo con la metáfora organicista, diremos 
que el conjunto de valores identificados y sacralizados 
jurídicamente por el grupo conforman lo que podemos 
identificar como tejido social, el cual se rompe, se quiebra, se 
fractura, se desgarra, se rasga, cuando es dañado, vulnerado o 
lesionado cualquiera de los valores jurídicamente tutelados. 
Aparece, entonces, en el tejido social, un espacio de solución 
de continuidad * que el organismo social debe reparar 
precisamente a través de la actuación de las entidades que 
se encargan de la interpretación y aplicación del derecho, 
con la finalidad evidente de reconstruirlo. Tal fin es posible 
alcanzarlo jurídicamente a través de las instituciones 
previstas en distintos instrumentos legales tendentes a 
garantizar, lato sensu, la reparación del daño causado a partir 
de una conducta o acto ilícitos. Podemos decir, entonces, que 
se busca reafirmar la perspectiva ética del grupo, con el fin de 
lograr que perviva la cohesión que le une. 

Sentadas estas bases generales, cambiemos ahora 
un poco la línea discursiva para señalar que en nuestros 
días una enorme cantidad de grupos sociales se encuentran 
organizados bajo la forma de gobierno que se denomina 
democracia constitucional; forma de gobierno en la que es 
posible advertir la indisoluble relación entre moral y derecho, 
y en el seno de estos grupos justamente el juicio moral más 
5 Del mismo modo, para una comprensión adecuada del uso del sintagma solución 

de continuidad, sugerimos consultar Pérez Álvarez, Halina, Ferrer Marrero, Daisy 
et al.: Síndrome de Muerte Súbita Infantil (SMSI) desde una óptica patólogo- 
forense, en Revista Mexicana de Medicina Forense. Vol. 6, Núm. 1. Enero-marzo 
2021. Veracruz, México. ISSN 2448-8011. Recurso digital disponible en https:// 


revmedforense.uv.mx/index.php/RevINMEFO/article/view/2912/4808 consultado el 
5 de marzo de 2024 
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intenso y de más drásticas consecuencias, es el reproche 
penal. Una de las finalidades de este juicio tiene todo que ver 
con otra consideración de índole ético, según hemos dejado 
expuesto antes, y es la de restablecer el tejido social roto por 
causa de la comisión de un delito, lo cual intenta alcanzarse a 
través de la aplicación de las consecuencias jurídico-penales. 

Dicho restablecimiento no puede ser sólo de orden 
material; es más, ese no es siquiera su principal elemento — 
aunque si bien es indispensable—, pues no puede predicarse 
restañado el tejido roto, sin haber cerrado las heridas que en el 
espíritu deja un ataque a cualquiera de los valores más caros 
a la sociedad, significados en los bienes jurídico penalmente 
tutelados. En tal virtud, coincidiendo con el Doctor Martiñón 
en la tesis propuesta en el trabajo citado en la parte liminar de 
este ensayo, considero que el fin del Derecho Penal moderno 
debe ser lograr que el espíritu dañado supere la injusta 
agresión, y que en lo material se retorne, en la medida de lo 
posible, al estado de cosas previo a la perpetración del delito. 

Todo lo que hasta aquí he mencionado adquiere 
sentido al encontrar que tal es precisamente la intención en 
la construcción argumentativa establecida en la resolución 
del amparo directo en revisión 4069/2018* del índice de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
que es precisamente de la que deriva la tesis jurisprudencial 
que complementa los comentarios hechos al artículo 
analizado. Para sustentar este aserto, hago enseguida 
referencia a los hallazgos que me parecieron relevantes en 


6 Vid. Suprema corte de justicia de la nación: Amparo directo en revisión 4069/2018. 
Recurso digital disponible en  https://www2.scjn.gob.mx/consultatematica/ 
paginaspub/DetallePub.aspx?AsuntolD=238636 consultado el 5 de marzo de 2024 
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su lectura. En primer lugar, debo destacar la reseña que hace 
la Sala de la doctrina de la reparación integral del daño que 
ha construido en diálogo con la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, a partir de la interpretación del artículo 
63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(párr. 132 a 148). 

De dicha doctrina nace la obligación de los jueces 
penales de procurar reparar, más allá de la mera causación del 
daño material que resulte cuantificable en dinero, derivado de 
la comisión de un delito. En ese sentido, la Sala ha declarado 
que 


“(...) el derecho a una reparación integral o justa 
indemnización [...] es un derecho sustantivo, cuya 
extensión debe tutelarse en favor de los gobernados y 
no debe restringirse de forma innecesaria, salvo en 
función de una finalidad constitucionalmente válida 
que persiga el bienestar general (...).”? Además “(...) 
la reparación integral permite, en la medida de lo 
posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito 
y restablecer la situación que debió haber existido con 
toda probabilidad, si el acto no se hubiera cometido 


(2 


7 Cfr. Suprema corte de justicia de la nación: Amparo en revisión 312/2020. Recurso 
digital disponible en  https://www2.scin.gob.mx/consultatematica/paginaspub/ 
DetallePub.aspx?AsuntolD=272541 consultado el 1? de marzo de 2024 


8 Cfr. Décima Época. Registro digital: 2014098. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
31/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 41, Abril de 2017, Tomo l, 
página 752 
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En un resumen de las ideas principales expuestas al 
respecto en la sentencia encontramos que la Sala precisó 
que la reparación integral se rige por los principios 
constitucionales de indemnización justa e integral, o sea, 
proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño 
sufrido, y que debe atender las directrices y principios 
establecidos por organismos internacionales en la materia, 
entre cuyos parámetros más relevantes se encuentran los 
siguientes: 


“(...) c.- La reparación integral tiene como objetivo que 
con la restitución se devuelva a la víctima u ofendido 
a la situación anterior a la comisión del delito, aspecto 
que comprende cualquier tipo de afectación generada: 
económica, moral, física, psicológica, etcétera; 

d.- La restitución material comprende la devolución de 
bienes afectados con la comisión del delito y, sólo en 
caso de que no sea posible, el pago de su valor; y, 

e.- La efectividad de la reparación del daño depende de 
la condición de resarcimiento que se otorgue a la víctima 
u ofendido del delito, que deberá ser proporcional, justa, 
plena e integral; de lo contrario, no se permitiría una 
satisfacción del resarcimiento de la afectación (...).”” 


9 Cfr. Suprema corte de justicia de la nación: Amparo directo en revisión 4069/2018. 
Recurso digital disponible en  https://www2.scjn.gob.mx/consultatematica/ 
paginaspub/DetallePub.aspx?AsuntolD=238636consultado el 1% de marzo de 2024 
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Finalmente, determinó que una indemnización será justa 
cuando su cálculo se realice con base en dos principios: el de 
reparación integral del daño y el de individualización de la 
condena, según las particularidades de cada caso. 

Me parece que el aspecto más relevante del artículo 
analizado se encuentra en el reto que plantea a la capacidad 
de construcción argumentativa de los jueces para concretar 
las exigencias de la reparación del daño, aun ante la 
ausencia de un marco probatorio bien definido, lo que 
los obliga a operar directamente a partir de parámetros 
constitucionales, mediante la ponderación de principios que 
van más allá de las meras reglas contenidas en disposiciones 
infraconstitucionales, lo que integra un ejercicio propio y 
natural de las democracias constitucionales, caracterizadas 
por el irrestricto respeto e insoslayable tutela de los derechos 
humanos. 

Aunque en esta resolución la decisión se refiere 
únicamente a la situación jurídica de menores en 
circunstancias específicas, no cabe duda que el tratamiento 
debe hacerse extensivo a toda víctima de un delito, debido 
a la universalidad de los derechos humanos; sin dejar de 
observar, desde luego, que en tratándose de personas que se 
encuentren en cualquiera de las categorías constitucionales 
sospechosas, la argumentación para su tratamiento jurídico 
debe tener calidad reforzada. En este punto, reitero lo que 
ya he afirmado antes: la reparación del daño constituye 
un momento ético en la sanción penal y, para alcanzar 
plenamente los fines atinentes a ese momento, argumentación 
es el nombre del juego. 
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I.- Obligación de restitución y reparación 


Este punto se refiere a una responsabilidad fundamental 
para el Ministerio Público, tanto a nivel federal como de las 
entidades federativas, de enfocarse en la restitución de los 
derechos de las víctimas de secuestro, y en asegurar que se 
solicite la reparación del daño que han experimentado. 

Esta disposición resalta la importancia de abordar el 
impacto del secuestro en las víctimas de manera integral, 
reconociendo que el daño causado va más allá de lo físico y 
lo material, afectando profundamente el bienestar psicológico 
y emocional de las personas involucradas. 

Al requerir que se restituyan los derechos de las 
víctimas en cuanto sea posible, se subraya el compromiso 
de las autoridades de trabajar activamente para devolver a 
las víctimas a una condición de vida que se asemeje lo más 
posible a su estado previo al delito. Esto implica no sólo la 
liberación física en casos de secuestro, sino también esfuerzos 
para asegurar que las víctimas puedan recuperar su sentido de 
seguridad, dignidad y autonomía. Este proceso puede incluir 
acceso a servicios de salud, apoyo legal, y otras formas de 
asistencia necesarias para enfrentar las secuelas del secuestro. 

La mención de la reparación del daño refuerza la idea 
de que las víctimas merecen compensación por las múltiples 
formas en que el secuestro puede afectar sus vidas. Esto no 
sólo abarca los gastos médicos o la pérdida de ingresos, sino 
también el dolor y el sufrimiento emocional que no siempre 
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pueden cuantificarse fácilmente. La ley busca asegurar que 
esta compensación sea justa y refleje el amplio espectro de 
impactos negativos experimentados por las víctimas. 

Este enfoque integral demuestra un reconocimiento 
claro de las responsabilidades del Estado hacia las víctimas 
de crímenes graves como el secuestro. Va más allá de la 
simple persecución penal de los delincuentes, y se adentra en 
el terreno de la justicia restaurativa, donde el objetivo no es 
sólo castigar, sino también curar. Al enfatizar la restitución 
de derechos y la reparación del daño, el artículo 35 refleja un 
compromiso con la protección y recuperación de las víctimas, 
reconociendo que la verdadera justicia incluye restaurar, en la 
medida de lo posible, el bienestar y la estabilidad de aquellos 
que han sido afectados por actos criminales. 


T1.- Financiamiento de la reparación 


El artículo 35 profundiza en la manera en que se debe financiar 
la restitución de los derechos y la reparación del daño a 
las víctimas de secuestro, destacando la utilización de los 
recursos provenientes de los procedimientos de extinción de 
dominio. Esta parte del artículo establece un vínculo directo 
entre los bienes incautados a través de actividades ilícitas y 
su aplicación en beneficio de las víctimas, asegurando así una 
fuente de financiamiento para su compensación. 

La extinción de dominio, como procedimiento legal, 
permite al Estado tomar control de bienes adquiridos de 
manera ilícita, sin compensar a los dueños de estos. 
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El artículo reconoce que el impacto del secuestro sobre 
las víctimas va más allá de lo emocional y psicológico, 
extendiéndose a lo financiero. Al conectar la compensación 
de las víctimas con los recursos obtenidos de la extinción 
de dominio, se asegura que haya fondos disponibles para 
la reparación del daño, incluso en situaciones donde los 
perpetradores no puedan compensar directamente a sus 
víctimas. 

Esta conexión entre los bienes incautados y la 
compensación a las víctimas refleja una responsabilidad por 
parte de los delincuentes, en el sentido de que los beneficios 
obtenidos de sus crímenes son utilizados para remediar el 
daño causado. Además, este enfoque subraya un principio 
de justicia restaurativa, intentando no sólo castigar a los 
culpables, sino también procurar una compensación para 
aquellos que han sufrido debido a sus acciones. 

El artículo también contempla la realidad práctica y 
financiera de la reparación del daño, proveyendo una solución 
sostenible que no depende exclusivamente de los fondos 
gubernamentales. Al mismo tiempo, aclara que la utilización 
de estos recursos no excluye la posibilidad de emprender 
acciones legales adicionales contra los sentenciados, 
permitiendo así que, además de la compensación económica, 
puedan aplicarse otras formas de justicia. 

En esencia, este segmento del artículo 35 muestra 
un compromiso con el principio de que los delitos no 
deben generar beneficios para los delincuentes y que, por 
el contrario, los bienes obtenidos de manera ilícita deben 
servir para apoyar a las víctimas de estos actos criminales. 
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Al hacerlo, no sólo se busca reparar el daño de manera justa, 
sino también reforzar la lucha contra el secuestro y otros 
delitos graves, asegurando que las víctimas reciban el apoyo 
y la compensación que merecen. 


TIL- Cobertura de gastos del proceso penal 


El artículo en comento aborda específicamente la inclusión 
de ciertos gastos incurridos por las víctimas como parte de 
la reparación del daño en el contexto del procedimiento 
penal por secuestro. Este segmento del artículo refleja un 
entendimiento profundo de las necesidades de las víctimas 
al reconocer que, más allá del daño emocional y físico, 
enfrentan también una carga económica directamente 
relacionada con el delito de secuestro y su posterior proceso 
legal. 

Este punto se centra en asegurar que dentro de la 
reparación a las víctimas se consideren y cubran los gastos 
alimentarios, de transporte y hospedaje que puedan surgir 
debido a la participación en el proceso penal. Estos gastos 
representan un aspecto a menudo pasado por alto, en virtud 
del impacto económico que el crimen puede tener en las 
víctimas y sus familias. Al tener que asistir a audiencias, 
consultas legales, y otros procedimientos relacionados con el 
caso, las víctimas pueden incurrir en costos significativos que 
pueden agravar su situación de vulnerabilidad. 

Este reconocimiento implica una aproximación a la 
reparación del daño que va más allá de las compensaciones 
por daños físicos o psicológicos, abordando también las 
consecuencias económicas inmediatas del delito. La inclusión 
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de estos gastos subraya la importancia de una compensación 
integral que considere todas las facetas del impacto del 
secuestro en la vida de las víctimas. 

Al especificar que estos gastos deben ser cubiertos 
como parte de la reparación, el artículo manifiesta una 
preocupación por mitigar las dificultades adicionales que 
las víctimas enfrentan debido al proceso judicial. Esto no 
sólo ayuda a aliviar la carga financiera, sino que también 
contribuye a tener un sentido más amplio de justicia y apoyo 
a las víctimas, permitiéndoles enfocarse en su recuperación 
y rehabilitación, sin la preocupación adicional de los gastos 
derivados del proceso legal. 

Este enfoque refleja una política de apoyo a las víctimas 
que reconoce la complejidad de sus necesidades y busca 
asegurar que el proceso de justicia no imponga una carga 
adicional sobre ellas. Al hacerlo, el Artículo 35 demuestra un 
compromiso con la justicia restaurativa y el principio de que 
las víctimas deben ser plenamente apoyadas y compensadas 
no sólo por el daño directo sufrido, sino también por las 
repercusiones secundarias del delito y su resolución legal. 
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8 días de réplica. 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Ind-Med 


Réplica 
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El archivo de concentración, en la doctrina, en la 
ley y en el poder judicial del estado de Guanajuato 


MJA Carlos Sosa Pinzón 
Introducción 


a Real Orden emitida el 28 de abril de 1792, que 

establecía las Ordenanzas para el Archivo general que 

ha de establecerse en el Palacio de Chapultepec, puede 
considerarse el origen de la legislación moderna en materia 
de archivos en México. Esta disposición señalaba que los 
documentos que hubiesen sido generados antes de 1760 
debían ser remitidos al Archivo General de inmediato y que, 
en lo sucesivo, en cada década, las dependencias de gobierno 
enviarían los expedientes con antigiiedad de treinta años. Las 
Ordenanzas seguían los lineamientos establecidos por las 
Ordenanzas de Indias, publicadas dos años antes. ' 

A partir de la emisión de ese instrumento, a lo largo 
poco más de dos siglos, la legislación archivística nacional 
ha transitado por una serie de ajustes que ha llevado a la 
publicación, en el Diario Oficial de la Federación, de la 
1 Cfr. Romero Tallafigo, Manuel: Archivística hispana y novohispana (años 1790- 


1793). Del Archivo General de Indias al Archivo General de Chapultepec, en 
Boletín de la ANABAD. 1994. Tomo 44, N* 4, pp. 81-107. 
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del arch 


1t0r10 


Repos 


Ley General de Archivos, el 15 de junio de 2018, vigente, 
conforme lo dispuesto en el artículo transitorio Primero, 365 
días después.” 

Además, conforme a lo dispuesto en su artículo cuarto 
transitorio, en el plazo de un año, a partir de la entrada en 
vigor de la Ley, las legislaturas de cada entidad federativa 
deberían armonizar sus ordenamientos relacionados con 
dicha Ley;? por lo que el 13 de julio de 2020 se publicó en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato la 
Ley de Archivos del Estado de Guanajuato, vigente desde el 
día siguiente conforme a lo dispuesto en su artículo primero 
transitorio. 

Así, tenemos que en los últimos 3 años, en México 
y el Estado de Guanajuato, la actividad de los archivos 
oficiales ha estado regida por un nuevo marco normativo 
que, entre otras cuestiones, establece el deber que tendrán los 
sujetos obligados para implementar el Sistema Institucional 
de Archivos, que es el conjunto de registros, procesos, 
procedimientos, criterios, estructuras, herramientas y 
funciones que desarrolla cada sujeto obligado y sustenta la 
actividad archivística, de acuerdo con los procesos de gestión 
documental... conforme lo establece la Ley General de 
Archivos y la Ley de Archivos del Estado de Guanajuato en 
sus artículos 20 y 22 respectivamente. 

En el artículo subsecuente, se indica la estructura del 
Sistema Institucional de Archivos: 


2 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. México: Ley General de 
Archivos. Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de junio de 2018. 


3 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. México: Ley General de 
Archivos. Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de junio de 2018. 
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El Sistema Institucional de cada sujeto obligado deberá 
integrarse por: 

I. Un área coordinadora de archivos, y 

II. Las áreas operativas siguientes: 

a) De correspondencia; 

b) Archivo de trámite, por área o unidad; 

c) Archivo de concentración, y 

d) Archivo histórico, en su caso, sujeto a la capacidad 

presupuestal y técnica del sujeto obligado... 

Tenemos entonces que, por disposición de la Ley 
General de Archivos, como parte del sistema institucional 
de archivos, y como parte de las áreas operativas de 
archivo de los sujetos obligados, debe existir un archivo de 
concentración, que es el tema sobre el que se discurrirá en las 
líneas subsecuentes. 
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I. El Archivo de Concentración en la doctrina 


ntes de entrar a la definición legal del Archivo de 

Concentración, haremos algunas consideraciones 

respecto de la que nos ha dado la teoría archivística, 
retomando a los autores españoles Antonia Heredia Herrera 
y José Ramón Cruz Mundet, quienes, si bien desarrollan 
su trabajo conforme a su perspectiva correspondiente a la 
realidad ibérica, lo cierto es que por razones históricas la 
archivística mexicana está estrechamente ligada a la de 
España. 

Primeramente, Cruz Mundet señala que 


“(...) entendido como fondo documental, (el archivo) 
constituye un todo unitario que atraviesa diversas 
etapas, establecidas en función del ciclo de vida de los 
documentos, principio (que) viene a significar que “la 
información documental tiene una vida similar a la de 
un organismo biológico, el cual nace (fase de creación), 
vive (fase de mantenimiento y uso) y muere (fase de 
expurgo): 

1. El archivo de gestión... 

2. El archivo administrativo... 

3. El archivo intermedio... 


4. El archivo histórico (...)”* 


Respecto del archivo administrativo, Cruz Mundet 
puntualiza: 


4 Cfr. Cruz Mundet, José Ramón: Manual de Archivística. Madrid. 1994; pp. 97 y 98. 
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“(...) Tan pronto como la documentación deja de ser 
utilizada con frecuencia, de acuerdo con los plazos y 
procedimientos establecidos por el archivero, las oficinas 
la remiten al archivo. Ésta es la etapa de concentración 
de los documentos cuyo uso para la gestión es 
hipotético, pero no seguro. Las tramitaciones están 
conclusas, pero un recurso o el regreso sobre un asunto 
determinado puede hacerlas regresar a la fase anterior. 
A partir de esta fase y en adelante, la documentación 
está bajo la responsabilidad del archivero. Transcurridos 
quince años desde su conclusión, los documentos pasan 
a la etapa siguiente (...).”* 


1VO 


Ya esta noción de archivo administrativo nos acerca a la 
definición contemporánea del archivo de concentración. Sin 
embargo, debería complementarse con la etapa subsecuente, 
que es la de “archivo intermedio: 

Ahora, 


del arch 


1t0r10 


“(...) la documentación ha perdido prácticamente la 
utilidad por la cual había sido creada: la gestión. Las 
grandes administraciones la transfieren desde sus 
archivos administrativos a éste, caracterizado por 
asegurar la instalación masiva de documentos a bajo 
coste. Durante otros quince años más, es decir, hasta 


Repos 


5 Cruz Mundet, José Ramón: Manual de Archivística... pp. 97 y 98. 


338 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


los treinta de antigiledad, se procede a la valoración, 
selección y expurgo, a fin de conservar lo pertinente 


(yo 


Como se puede observar, ya a principios de la década 
de 1990, se tenía la noción del Archivo de Concentración. 
Si bien se le denominaba archivo intermedio, tal como se 
retoma en los diferentes marcos normativos de la materia 
que han operado en nuestra entidad, siendo los conceptos 
clave lo esporádico del uso y consulta de los documentos 
que lo integran, así como la atribución de llevar a cabo los 
procesos de valoración, selección y expurgo del acervo: * (...) 
Desde que los documentos pierden su utilidad administrativa 
inmediata hasta que son conservados definitivamente, pasan 
por una edad denominada intermedia en la que son objeto de 
tratamientos diversos. (...)”” 

Por su parte, Antonia Heredia Herrera señala que: 


“(...) La existencia del archivo intermedio se plantea 
como resultado del volumen cada vez mayor de la 
documentación que fuerza a las instituciones a depositar, 
aparte, los expedientes que ya son poco consultados a 
efectos administrativos, incluso antes de su depósito 
definitivo y permanente (...).* 


6 Cruz Mundet, José Ramón: Manual de Archivística... pp. 97 y 98. 
7 Cfr. Cruz Mundet, José Ramón: Manual de Archivística... pp. 97, 98 y ss. 


8 Heredia Herrera, Antonia: Archivística General, Teoría y Práctica, Actualizada y 
aumenta-da. 5* edición. Sevilla. 1991; p. 174. 
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Esto es, la autora considera que en el desarrollo de 
la archivística moderna, el llamado “archivo intermedio” 
(archivo de concentración), surge como una etapa intermedia 
entre la fase activa del documento y su destino final, ya 
sea la depuración o su instalación definitiva en el archivo 
histórico. Nace pues, como una instancia que se erige en 
una unidad de resguardo precautoria, y que aligera las 
necesidades de almacenamiento de los órganos generadores 
de documentación. 

La misma autora continúa: 


“(...) Wyffels, en 1972, planteó su teoría de las tres 
edades de los documentos que darían lugar a diferentes 
categorías de archivos. 

Dicha teoría está en relación con la idea y realidad de 
que los documentos no son algo muerto o inactivo, 
sino que tienen una vida propia. Este ciclo vital, 
como otros, contempla después del nacimiento, el 
crecimiento, el decrecimiento y la muerte. Esas tres 
edades del ciclo vital se corresponden respectivamente, 
una vez producidos, con los denominados documentos 
corrientes, semicorrientes y no corrientes. 

La primera etapa o edad: es de circulación y tramitación 
por los canales y cauces normales en busca de respuesta 
o solución para el asunto que se ha iniciado. ... 

La segunda etapa o edad: en ella, una vez recibida la 
respuesta o solución al asunto empezado, el documento 
o expediente que lo testimonia ha de seguir siendo 
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guardado, pudiendo ser objeto de consulta o de 
antecedente, pero no con la frecuencia que en la primera 
etapa. 

Esta fase corresponde a una archivación intermedia en 
la que poco a poco va decreciendo el valor primario de 
los documentos, desarrollándose el valor secundario. 

La tercera etapa o edad: el documento asume un valor 
permanente y se ceñirá a ser consultado por su valor 
cultural e informativo con fines de investigación. Su 
archivación y conservación serán definitivas (...).”? 


Conceptos similares a los vertidos por Heredia, se 
retomaron en la confección de las legislaciones archivísticas 
nacionales que, como veremos, consideran las tres etapas 
del ciclo vital del documento y definen al Archivo de 
Concentración conforme a las nociones vertidas por la autora. 


9 Heredia Herrera, Antonia; Archivística General... p. 173 
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HI. El archivo de concentración en la legislación 
contemporánea 


1 bien en el marco normativo vigente no es una novedad 

absoluta la inclusión del archivo de concentración, sí 

tenemos que en el transcurso de casi dos décadas se ha 
consolidado la noción que tenemos de ésta área del archivo, 
pues el artículo 21 de la Ley General exige a todo sujeto 
obligado a contar con un archivo de concentración y con 
un archivo histórico; y con esta acción logra diferenciar lo 
que en la práctica suele fusionarse: la fase semiactiva de los 
documentos de su fase inactiva. Así, se consolida la necesidad 
de contar con procesos y procedimientos que garanticen 
la existencia de transferencias primarias y secundarias 
sustentadas en principios y criterios comunes.'” 

Así pues, en el Estado de Guanajuato, la normatividad 
actual en materia de archivos empieza a desarrollarse con los 
Criterios Generales para la Organización de los Archivos, 
emitidos mediante el Decreto Gubernativo Número 188, y 
publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado 
de Guanajuato, el 30 de marzo de 2004. Este dispositivo, 
en la fracción IV del artículo 4 define al archivo de 
concentración en los siguientes términos: se conforma por 
los documentos cuya consulta es esporádica por parte de las 


10 Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales (INAl), Archivo General de la Nación (AGN) e Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México 
(UNAM): Ley General de Archivos Comentada. 
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unidades administrativas de las dependencias y entidades 
y que permanecen en el hasta que prescriben sus valores 
primarios.'' 

En ese momento ya se intuía una consideración 
respecto de la estructura de la institución archivística tal que, 
integrada por entidades que correspondieran al ciclo vital de 
los documentos: *? 

En función del ciclo vital de los documentos, se 
procurará que, en cada dependencia, entidad y demás 
unidades administrativas de la Administración Pública 
Estatal, se cuente con un archivo de trámite y un archivo 
de concentración. El archivo histórico, estará a cargo del 
Archivo General del Estado.** 

Es de hacerse notar que todavía la redacción de 
este artículo se utiliza el verbo “procurará”, con lo que la 
instalación de archivos de concentración en las dependencias 
y entidades se llevaría a cabo de forma potestativa y no 
obligatoria. 


11 Poder Ejecutivo del Estado de Guanajuato: Criterios Generales para la 
Organización de los Archivos. Decreto Gubernativo Número 188. Periódico Oficial 
del Gobierno del Estado. 


12 Ciclo vital de los documentos: etapas por las que sucesivamente atraviesan los 
documentos desde que se producen en el archivo de trámite (fase de creación) y 
pasan por el archivo de concentración (fase de mantenimiento y uso), hasta que 
se valoran y se conservan en el archivo histórico o se depuran. El ciclo vital del 
documento se determina fundamentalmente por la frecuencia con que es utilizado 
para la resolución de los asuntos propios de su creador. Cfr. Artículo 4, fracción X 
de Poder Ejecutivo del Estado de Guanajuato: Criterios Generales para ... p. 14. 


13 Cfr. Artículo 7 de Poder Ejecutivo del Estado de Guanajuato: Criterios Generales 
para... p. 17. 
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Dos años más tarde fue publicada la Ley de Archivos 
Generales del Estado y los Municipios de Guanajuato, 
mediante el Periódico Oficial del Gobierno del Estado 
número 96, tercera parte, de fecha 15 de junio de 2007. 

Esta Ley, que fue vigente desde el 19 de junio siguiente, 
retoma la definición de archivo de concentración y lo define, 
en su artículo 3, fracción III, inciso b): 

Se conforma por los documentos cuya consulta es 
esporádica por parte de las unidades administrativas de los 
sujetos obligados y que permanecen en él hasta que prescribe 
su valor administrativo, legal, fiscal o contable, o concluye el 
término para conservarlos de manera precautoria.'* 

Resulta interesante destacar que, en la redacción de esta 
definición, se retoma de manera casi íntegra el texto de los 
Criterios Generales para la Organización de los Archivos de 
2004, siendo novedoso únicamente el desglose que se hace 
de los valores primarios, y los supuestos que justificarían la 
estadía de los documentos en esta etapa del ciclo vital del 
Archivo. 

Además, en la Ley de Archivos Generales del Estado y 
los Municipios de Guanajuato, la definición del Archivo de 
Concentración parte de la del Archivo General. Se entiende 
como Archivo General: 


“(...) el conjunto orgánico de documentos, sea cual 
fuere su forma o soporte material, generados, circulados, 
conservados, usados o seleccionados por los sujetos 

14 Congreso del Estado de Guanajuato: Ley de Archivos Generales del Estado y los 


Municipios de Guanajuato. Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 96. 
Tercera parte. 15 de junio de 2007. p. 58. 
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obligados en el ejercicio de sus funciones o actividades 
y que se organizan en las [...] áreas de[...] archivo de 
trámite, de concentración e histórico (...).”** 


La archivística local operó bajo los preceptos de la 
Ley de Archivos Generales del Estado y los Municipios de 
Guanajuato durante casi 12 años, pues el 15 de junio de 2019 
entró en vigor la Ley General de Archivos, que derogó las 
disposiciones que contravinieran lo dispuesto en ella, y obligó 
a las Legislaturas locales a armonizar sus ordenamientos en 
la materia, lo que en el Estado de Guanajuato se llevó a cabo 
el 13 de julio de 2020, al publicar en el Periódico Oficial 
del Estado de Guanajuato la Ley de Archivos del Estado de 
Guanajuato, vigente desde el día siguiente. 

En cuanto al Archivo de Concentración, la Ley General 
de Archivos retomó y amplió las definiciones legales de 
archivo contenidas en la Ley Federal de Archivos: 

Archivo de concentración, archivo de trámite, archivo 
histórico, archivos privados de interés público, área 
coordinadora de archivos, baja documental, catálogo de 
disposición documental, conservación de archivos, cuadro 
general de clasificación archivística, documentos de archivo, 
documentos históricos, entidades federativas, expediente, 
fondo, inventarios documentales, ley, metadatos, patrimonio 


15 Cfr. Artículo 3, fracción lll, incisos a, b y c de Congreso del Estado de Guanajuato: 
Ley de Archivos Generales... pp. 57-58. 
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documental, plazo de conservación, sección, serie, sujetos 
obligados, transferencia, valoración documental y vigencia 
documental. ** 

Así, la Ley General de Archivos, en su artículo 
4, fracción IV señala que se entenderá por Archivo de 
concentración: Al integrado por documentos transferidos 
desde las áreas o unidades productoras, cuyo uso y consulta 
es esporádica y que permanecen en él hasta su disposición 
documental.'” La Ley de Archivos del Estado de Guanajuato 
replica tal cual dicha definición. 


16 Cfr. Art. 4 de Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (INAl), Archivo General de la Nación (AGN) e 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 
México (UNAM): Ley General de Archivos Comentada... pp. 34-41. 


17 Vid. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. México: Ley General de 
Archivos... 
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TI. Actividades del Archivo de Concentración 


| Archivo de Concentración, para llevar a cabo su tarea 
de resguardo precautorio de los documentos de las 
instituciones, debe desarrollar mínimamente algunas 
actividades que devienen de la Ley General de Archivos, 
cuyo artículo 31 dispone: 
Cada sujeto obligado debe contar con un archivo de 
concentración, que tendrá las siguientes funciones: 


I. Asegurar y describir los fondos bajo su resguardo, así 
como la consulta de los expedientes; 

Il. Recibir las transferencias primarias y brindar 
servicios de préstamo y consulta a las unidades o áreas 
administrativas productoras de la documentación que 
resguarda; 

III. Conservar los expedientes hasta cumplir su vigencia 
documental de acuerdo con lo establecido en el catálogo 
de disposición documental; 

IV. Colaborar con el área coordinadora de archivos en la 
elaboración de los instrumentos de control archivístico 
previstos en esta Ley, las leyes locales y en sus 
disposiciones reglamentarias; 

V. Participar con el área coordinadora de archivos en la 
elaboración de los criterios de valoración documental y 
disposición documental; 
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VI. Promover la baja documental de los expedientes que 
integran las series documentales que hayan cumplido su 
vigencia documental y, en su caso, plazos de conservación 
y que no posean valores históricos, conforme a las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

VII. Identificar los expedientes que integran las 
series documentales que hayan cumplido su vigencia 
documental y que cuenten con valores históricos, y que 
serán transferidos a los archivos históricos de los sujetos 
obligados, según corresponda; 

VII. Integrar a sus respectivos expedientes, el registro 
de los procesos de disposición documental, incluyendo 
dictámenes, actas e inventarios; 

IX. Publicar, al final de cada año, los dictámenes y actas 
de baja documental y transferencia secundaria, en los 
términos que establezcan las disposiciones en la materia y 
conservarlos en el archivo de concentración por un periodo 
mínimo de siete años a partir de la fecha de su elaboración; 
X. Realizar la transferencia secundaria de las series 
documentales que hayan cumplido su vigencia documental 
y posean valores evidenciales, testimoniales e informativos 
al archivo histórico del sujeto obligado, o al Archivo 
General, o equivalente en las entidades federativas, según 
corresponda, y 

XI. Las que establezca el Consejo Nacional y las 
disposiciones jurídicas aplicables.'* 


18 Vid. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. México: Ley General de 


Archivos... 
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Tenemos entonces que, el archivo de concentración 
no es meramente un almacén en el que se depositan los 
documentos y expedientes, en el que una vez depositados se 
acaba la actividad a desplegar. Efectivamente, como lo señala 
la propia Ley, una vez recibidos, se deben asegurar y describir 
los fondos bajo su resguardo, lo que implica el desarrollo de 
actividades que revistan de seguridad física a los expedientes, 
que va desde el inmueble en el que se colocan, hasta el uso 
de guardas y contenedores que eviten el deterioro o pérdida 
del acervo. Asimismo, la descripción que, en voz de Víctor 
Hugo Arévalo Jordán tenemos que: 


“(...) una de las funciones esenciales de un archivo 
es tener conocimiento de todos y cada uno de los 
documentos que posee la institución, labor que puede 
ser realizada de distintas formas: empleando inventarios, 
con una amplia gama de variedades que permite ser 
flexibles en cada objetivo archivístico. Los catálogos 
[...] También se tiene la colaboración de guías, índices, 
tesauros, bases de datos, etc., la enumeración se hace 
de acuerdo con el grado intelectivo que se requiere 
para cada auxiliar... Es conocido por todos que la 
herencia documental sufre grandes pérdidas no sólo 
por accidentes y actos vandálicos, sino también por 
sustracciones, sustituciones o robos de los que, en el 
momento adecuado, no se tiene noticia. Los auxiliares 
descriptivos cumplen la función de seguridad cuando 
están adecuados a estas necesidades. Independiente de 
los actos citados, se produce más daño en los archivos, 
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como consecuencia del manejo de información realizado 
por personas no especializadas que, desconociendo 
los métodos de recuperación de información, realizan 
trabajos consuetudinarios subjetivos, que, si bien 
solucionan problemas momentáneos de las instituciones, 
no logran un servicio idóneo de información adecuada, 
con las consiguientes consecuencias económicas en 
estas instituciones (...).”” 


Concatenado con el proceso de descripción del acervo, 
tenemos la obligación, como Archivo de Concentración, 
de colaborar con el área coordinadora de archivos en la 
elaboración de los instrumentos de control archivístico; 
incluidos los criterios de valoración y disposición 
documental, necesarios estos últimos para promover la baja 
documental de los expedientes que cumplieron su vigencia 
documental. 

Asimismo, una de las tareas fundamentales del 
Archivo de Concentración es la de permitir la consulta de 
los expedientes que resguarda. Si bien debemos tener claro 
que, en el caso de los expedientes propios de concentración, 
su consulta deberá estar sujeta a las disposiciones 
correspondientes, siendo que únicamente se podrán consultar 
por los propios órganos generadores o por las partes del 
asunto en cuestión. 

Cabe mencionar que, si bien la consulta de los 
expedientes del Archivo de Concentración está limitada a los 
supuestos aplicables, lo cierto es que ésta área coadyuva de 


19 Arévalo Jordán, Víctor Hugo: Técnicas documentales de archivo. La descripción 
archivística. 2005., pp. 18 y 19. 
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forma determinante en la puesta al público de los expedientes 
que revisten valores secundarios, pues es en Concentración 
donde, conforme al Catálogo de Disposición Documental, 
se identificarán los expedientes que cuenten con valores 
históricos, transfiriéndolos al Archivo Histórico. 
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IV. El Archivo de Concentración del Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato 


ajo esta tesitura, desde enero de 2021, el Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato cuenta con un 


Sistema Institucional de Archivos, del que es parte 
integrante la Subdirección de Archivo de Concentración e 
Histórico. 

Para dar cobertura a las necesidades del Poder Judicial, 
que cuenta con juzgados diseminados en el territorio estatal, 
además de la sede central del Archivo de Concentración, sito 
en la ciudad de Guanajuato capital, cuenta con dos Unidades 
de Resguardo de Archivo de Concentración Regionales, con 
sede en las ciudades de Villagrán y León. Dichos repositorios 
operan, en la ciudad de Guanajuato desde 1998; el de 
Villagrán desde junio 2012 y el de León desde agosto de 
2016. 

La sede actual del Archivo de Concentración del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato se ubica en la Calle de 
acceso al fraccionamiento Las Cúpulas No. 7, Carretera 
Guanajuato-Juventino Rosas km. 6.5, en la ciudad de 
Guanajuato, Gto.; la Unidad de Resguardo de Archivo de 
Concentración Regional sede Villagrán tiene su dirección 
en Fracción del Lote Urbano No. 2, Manzana 27, Zona 2, 
Boulevard Luis Donaldo Colosio s/n, Villagrán, Gto.; en 
tanto que la Unidad sede León se ubica en Avenida de la 
Huizachera No. 1039, Parque Industrial San Pedro, León, 
Gto. 
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Atienden la operación de las tres sedes 21 servidores 
públicos, 9 en sede central, 7 en León y 5 en Villagrán; 
conteniendo la documentación de 220 juzgados del estado: 
74 Guanajuato, 52 León y 94 Villagrán. 

Actualmente, los depósitos del Archivo de 
Concentración del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, 
albergan cerca de 5 millones y medio de expedientes, 
repartidos en sus tres sedes: 911,000 expedientes en 
Guanajuato, 1,600,000 en León y 2,950,000 en Villagrán, 
aproximadamente. Estos números se ven engrosados con los 
ingresos que se tienen en los archivos de los tres municipios, 
y que en conjunto montan aproximadamente 200,000 
expedientes al año: 35,000, 95,000 y 70,000 respectivamente. 

Además, los diferentes recintos del Archivo de 
Concentración del Poder Judicial del Estado de Guanajuato 
atienden aproximadamente 22,500 consultas internas 
de expedientes, es decir, solicitudes de las propias áreas 
generadoras que requieren algún expediente para dar 
seguimiento a la actividad procesal del asunto. A lo que 
deberá sumarse el hecho de que se presta servicio de consulta 
de expedientes a las personas que son parte de los procesos o 
a sus representantes legales, con lo que a quienes se apersonan 
en las distintas sedes, en un horario de 9:00 a 15:00 horas, de 
lunes a viernes, podrán tener acceso a sus expedientes, si bien 
no podrán obtener directamente copias simples o certificadas, 
trámite que deberá iniciarse en el juzgado que conoció del 
asunto. 
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Así pues, como puede observarse, las actividades 
desplegadas en el archivo de concentración no se limitan 
a la de hacer las veces de una caja o repositorio en el que 
únicamente se dejan expedientes y documentos guardados, 
esperando que pase el tiempo; sino que se deben seguir 
procesos de descripción de los acervos, promover la 
conservación de la documentación que se resguarda, otorgar 
el servicio de préstamo de los expedientes (lo que implica 
la implementación de sistemas eficientes de búsqueda 
de los expedientes resguardados), así como participar 
de la valoración y disposición de los documentos que se 
resguardan. 
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Conclusiones 


l archivo de concentración es el corazón de la 

estructura del sistema institucional de archivos. De 

los tres niveles de archivo: trámite, concentración 
e histórico, tenemos que, el acervo del de trámite todavía 
no está en esa fase de resguardo preventivo, que implica la 
noción coloquial de archivar un expediente; asimismo no 
todas las instituciones u organizaciones tienen un archivo 
histórico, pudiendo darse el caso de que los documentos 
que generan no tengan nunca valores secundarios. Así, 
la actividad archivística por excelencia se despliega en el 
archivo de concentración. 

Bajo esta tesitura, el archivo de concentración tiene un 
papel preponderante en el sistema institucional de archivos. 
No obstante, se debe todavía romper con la inercia que 
durante años se ha generado en torno a esta institución, 
pues generalmente se les consideran como un conjunto 
de documentos sin valor, al no ser útiles para la gestión 
inmediata de los asuntos públicos, pero tampoco tener el 
oropel que implica el elevarlos a la categoría de documentos 
históricos. 

Baste recordar la imagen que en 2007 el artista Rafael 
Cauduro plasmó en la “escalera de los magistrados” de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el panel titulado 
“Procesos viciados,” un desorden de archiveros viejos, 
destartalados, llenos de expedientes revueltos, en donde “las 
imágenes de los presos” brutalmente reducidos a anónimos 
papeles olvidados, reaparecen como presencias fantasmagóricas 
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que se resisten a abandonar a su condición humana... y con 
ello tendremos una imagen de cómo se concebían no sólo los 
archivos judiciales, sino todos los repositorios públicos. 

La Ley General de Archivos trata de reposicionar la 
institución y actividad archivística, trascendiendo esta posición 
de simples bodegas, y sin organización alguna, reconociendo su 
verdadero valor como fuentes de información para la atención 
de los asuntos oficiales; y como custodios del patrimonio 
documental de las entidades públicas. 

Pero para poder lograrlo, no basta con una adecuación al 
marco normativo, sino que se requiere de emprender un arduo 
trabajo que haga que los archivos de concentración sean algo 
más que las simples alacenas en las que se acumulan los papeles 
que ya casi no se utilizan. 

Además de las funciones señaladas en la Ley, será 
necesario que se agreguen y desarrollen algunas otras las leyes 
locales, y en los reglamentos, políticas y lineamientos que 
deberán emitirse conforme lo dispone el ordenamiento general. 

No deber soslayarse que, además del resguardo, una tarea 
fundamental que debe atender el Archivo de Concentración 
es la atención de las solicitudes de servicios de información 
documental, derivados de la aplicación de las leyes de 
transparencia y acceso a la información pública, que si bien es 
responsabilidad de las unidades administrativas que transfieren 
los documentos al archivo, lo cierto es que es obligación de éste 
último el tenerlos disponibles para su consulta, sin soslayar que 
debe, además, mantener su función esencial, que es la recepción, 
ordenación, descripción y disposición final de los acervos bajo 
su resguardo. 
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Permiso para salir del país de niños, niñas 
y adolescentes, como prioridad al derecho 
humano de contacto con familia extensa 


Mtra. Juana Ruth Rivera Alvarado 


Resumen: El cambio de domicilio de menores debe garantizar su interés superior, con 
autorización judicial y participación institucional, asegurando estabilidad y bienestar 
integral en su entorno familiar. 


Palabras clave: Domicilio, Interés superior del menor, Menores, Custodia, Autoridad 
judicial. 


Abstract: The adreess relocation of minors should secure their best interests through 
judicial approval and institutional engagement, ensuring stability and holistic well-being 
in their familial environment. 


Keywords: Address, Best interest of child's, Minors, Custody, Judicial authority. 


anto en el ámbito nacional como en el internacional 

se reconoce la existencia de personas que, por sus 

circunstancias particulares, o bien, por su situación 
en determinadas relaciones personales, requieren de una 
protección especial por encontrarse inmerso de un interés 
difuso y no propiamente como grupo vulnerable. 
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Entre las personas que se encuentran en estas 
condiciones son los niños, quienes por su situación de 
vulnerabilidad, son sujetos de derecho, necesitados de 
protección, cuidado y orientación, tanto en el ámbito familiar 
como en el social. 

Por ello, una de las instituciones protectoras del derecho 
familiar es el ejercicio de la patria potestad, y como es una 
institución protectora con trascendencia jurídica importante, 
es por lo que se ve regulada a nivel internacional tomando en 
consideración el interés superior del niño como le define la 
propia Convención sobre los Derechos del niño, así como su 
regulación a nivel federal y local. 

El interés superior del niño se ve reflejado como un 
principio rector en la aplicación de los derechos humanos 
y de armonización con las legislaciones de ámbito local 
y federal, pues con este principio se puede extender el 
panorama normativo y la aplicación de reglas y principios 
para la mejor protección y tutela de los derechos de la niñez. 

De esta manera lo que atañe a un miembro afecta 
directa o indirectamente a toda la familia, máxime con los 
fenómenos o tendencias sociales que han evolucionado a 
nivel familiar, donde tenemos a un padre custodio y un padre 
no custodio, una convivencia supervisada, una convivencia 
asistida, un régimen de visitas abierto, periodos vacacionales 
compartidos o bien guarda y custodia compartida. 

En fin, ante un sinnúmero de modalidades y dinámicas 
familiares, hoy por hoy podemos argumentar que el derecho 
familiar es un nuevo orden jurídico mundial, pues en el 
ámbito de la tutela de los derechos de la infancia y de la 
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familia, se ha manifestado una tendencia favorable a instaurar 
entre los ordenamientos nacionales y  supranacionales 
un circulo virtuoso de recíproca influencia y de mutuo 
enriquecimiento, susceptible de producir relevancia práctica 
con certeza y seguridad jurídica. 
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Residencia de niñas, niños y adolescentes 


366 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


I.- El domicilio habitual del menor y su dinamismo 


bordar un asunto tan relevante en la actualidad, y 
cuando me refiero a relevante, no aludo simplemente 
a la frescura del concepto de domicilio o de menor, 
sino más bien a la dinámica que este último adquiere dentro 
del marco de la transformación de las estructuras familiares, 
demanda una metodología explicativa. Es crucial desmenuzar 
y entender cada componente de forma aislada para, en un paso 
posterior, integrar las partes de este intrincado rompecabezas. 
Por niño se entiende un individuo que tiene pocos 
años, poca experiencia o que está en la etapa de la niñez.' 
Dicho término es derivado del latín ninnus.? Por domicilio 
se debe entender el lugar de residencia habitual, o el lugar 
en que legalmente se considera establecido alguien para 
el cumplimiento de sus obligaciones y el ejercicio de sus 
derechos.* 


1 Real academia española: Niño, en Diccionario de la lengua española. Recurso 
digital disponible en https://dle.rae.es/ni/oC3%B10 consultado el 7 de julio de 
2024. 


2 Gómez de Silva, Guido: Niño, en Breve diccionario etimológico de la lengua 
española. FCE-Colmex. México, D.F. 1988. ISBN: 968-16-2812-8. p. 483. 


3 Real academia española: Domicilio, en Diccionario de la lengua española. Recurso 
digital disponible en https: //dle.rae.es/domicilio consultado el 7 de julio de 2024. 
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y adolescentes 


Y 


O 
Je 
e a! 


. 


Residencia de niñas, n 


La convención de los derechos del niño en su preámbulo 
establece que: “(...) niño, por su falta de madurez física y 
mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso 
la debida protección legal, tanto antes como después del 
nacimiento (...)” 

De aquí que tenemos como institución protectora del 
derecho familiar el ejercicio de la patria potestad, pero ¿quién 
ejerce la patria potestad? O bien, ¿cuáles son los sujetos y el 
objeto de la misma? 

Para dar respuesta a estas interrogantes, se debe leer el 
código sustantivo civil para el estado de Guanajuato, que en 
los siguientes artículos define y delimita la figura de la patria 
potestad: 


Articulo 465 En la relación entre ascendientes y 
descendientes debe imperar el respeto y la consideración 
mutuos, cualquiera que sea su estado, edad y condición. 
Quienes ejerzan la patria potestad de niñas, niños 
y adolescentes, deberán cuidarlos y atenderlos; 
protegerlos contra toda forma de abuso; tratarlos 
con respeto a su dignidad y orientarlos, a fin de que 
conozcan sus derechos, aprendan a defenderlos y a 
respetar los de otras personas. 

Quienes ejerzan la patria potestad deberán orientar, 
supervisar y, en su caso, restringir, las conductas y 
hábitos de niñas, niños y adolescentes, siempre que 
atiendan al interés superior de la niñez. 


ÉS 


Comisión nacional de derechos humanos: Declaración de los derechos del niño. 
Recurso digital disponible en  https://www.cndh.org.mx/index.php/documento/ 
declaracion-de-los-derechos-del-nino consultado el 4 de julio de 2024. 


368 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Artículo 466. Los hijos menores de edad están 
bajo la patria potestad mientras exista alguno de los 
ascendientes que deban ejercerla conforme a la ley. 
Artículo 467. La patria potestad se ejerce sobre la 
persona y bienes de los hijos. Quienes ejerzan la patria 
potestad darán cumplimiento a su cargo de manera 
coordinada y respetuosa. Su ejercicio queda sujeto, en 
cuanto a la guarda y educación de los menores, a las 
modalidades que le impriman las leyes aplicables. 
Artículo 468. La patria potestad sobre los hijos de 
matrimonio se ejerce por el padre y la madre, o en 
su caso, por el supérstite. En caso de que éstos o éste 
fallezcan o pierdan la patria potestad, se estará a lo 
siguiente: 

I. Cuando haya abuelos por ambas líneas, el juez los 
escuchará y decidirá lo que sea más conveniente a los 
menores, tomando en cuenta la mayor identificación 
afectiva, las condiciones físicas y morales de los 
abuelos, su estabilidad económica y siempre que fuere 
posible, la opinión del menor. El ejercicio de la acción 
respectiva corresponde a cualquiera de los abuelos y, en 
su defecto, al ministerio público. 

En cuanto tenga conocimiento del asunto, el juez tomará 
las medidas necesarias en relación a la custodia de los 
menores, mientras se decide sobre la patria potestad; 

II. Cuando sean dos o más los menores de una misma 
familia que convivan juntos, el juez procurará la 
continuación de dicha convivencia, si ello fuere posible; 
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Il. En todos los casos, para determinar a quién 
corresponde ejercer la patria potestad, el juez tendrá en 
cuenta el interés superior de los menores. 

IV. Si de la valoración que haga el juez de los abuelos 
del o los menores, resultara que ninguno de ellos es apto 
e idóneo para el ejercicio de la patria potestad, el juez 
le nombrará un tutor conforme a esta misma Ley, quien 
tendrá la obligación, de ser el caso que el interés superior 
del menor así lo requiera, de tramitar la adopción de éste 
a la brevedad. 

Artículo 469. Cuando los dos progenitores han 
reconocido al hijo nacido fuera de matrimonio y viven 
juntos, ejercerán ambos la patria potestad. 

S1 viven separados se observará en su caso lo dispuesto 
en el artículo 436.* 

Artículo 470. En los casos previstos en el artículo 436, 
cuando por cualquiera circunstancia deja de ejercer la 
patria potestad alguno de los padres, entrará a ejercerla 
el otro. 

Artículo 471. Quienes ejerzan la patria potestad, 
independientemente de que habiten en domicilios 
distintos, darán cumplimiento a las obligaciones a su 
cargo de manera coordinada y respetuosa. En caso 


dolescentes 


5 Art. 436. Cuando el padre y la madre que no vivan juntos reconozcan al hijo en 
el mismo acto o el reconocimiento se efectúe sucesivamente, ejercerán la patria 
potestad y darán cumplimiento a las obligaciones a su cargo de manera coordinada 
y respetuosa; en caso de que no lo hicieren, el Juez de Primera Instancia de 
lo Civil, oyendo a los padres, resolverá lo que creyere más conveniente a los 
intereses del menor. 
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de que no lo hicieren, el juez, oyendo a los padres, 
resolverá lo que creyere más conveniente a los intereses 
del menor. 


La transcripción de los preceptos legales de nuestra 
legislación civil local es esencial para abordar nuestro tema, 
destacando que el interés superior del menor, en conjunción 
con el ejercicio de la patria potestad, exige que en todo 
momento se adopten acciones y medidas enfocadas en la 
protección y cuidado de los niños y adolescentes. Esto no 
solo con el objetivo de prevenir daños, sino también para 
asegurar un desarrollo holístico e integral del ser humano. 

Por tanto, es la condición de vulnerabilidad de los 
niños y niñas lo que resalta la importancia de sus derechos y 
establece el principio del interés superior del menor como: 


“(...) el catálogo de valores, principios, interpretaciones, 
acciones y procesos dirigidos a forjar un desarrollo 
humano integral y una vida digna, así como a generar 
las condiciones materiales que permitan a los menores 
vivir plenamente y alcanzar el máximo bienestar 
personal, familiar y social posible, cuya protección debe 
promover y garantizar el Estado en el ejercicio de sus 
funciones legislativa, ejecutiva y judicial, por tratarse de 
un asunto de orden público e interés social (...).”* 


6 Novena Época. Registro digital: 162562. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: l.50.C. J/16. Materia(s): Civil. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Marzo de 2011, 
página 2188. 
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De igual manera, el artículo 4 de nuestra Constitución 
establece como un valor fundamental el derecho de los 
menores a que se les provea lo necesario para propiciar su 
dignidad, entendida esta como el origen, la esencia y el fin 
de todos los derechos humanos y el ejercicio pleno de sus 
derechos. Corresponde a las autoridades, dentro del ámbito de 
sus competencias, asegurar a los niños, niñas y adolescentes 
la protección y ejercicio de sus derechos, así como tomar las 
medidas necesarias para su bienestar, teniendo siempre como 
consideración primordial el interés superior del niño.” 

Por lo tanto, es determinante tomar medidas positivas y 
eficaces para gestionar el cambio de domicilio de un menor 
de edad que se encuentra bajo la tutela y custodia de uno 
de los progenitores, especialmente cuando el progenitor no 
custodio se opone a dicho cambio o, en su defecto, no ha sido 
debidamente informado sobre la nueva residencia habitual 
del menor. 


7 Novena Época. Registro digital: 166359. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
XXXIX/2009. Materia(s): Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Septiembre de 2009, página 447. 
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ll. La configuración, con elementos jurisprudenciales 


familiares (nuclear, ensamblada, monoparental, 

homoparental, entre otras) gana cada vez más 
relevancia, es imperativo reconocer que los niños, niñas 
y adolescentes, a pesar de ser considerados como un grupo 
primordial de protección y cuidado, tanto por parte de 
quienes ejercen la patria potestad como por las autoridades, 
frecuentemente se encuentran en el centro de disputas con 
propósitos menos nobles por parte de los progenitores o 
tutores legales. Estas disputas pueden privar al menor de un 
desarrollo saludable y armonioso, al verse atrapados en un 
constante conflicto entre sus cuidadores. 

Por consiguiente, el domicilio del menor se convierte en 
un tema complejo debido a las tensiones e incompatibilidades 
entre quienes ejercen la patria potestad, especialmente cuando 
uno de ellos no tiene la custodia. El hogar del niño debería 
representar un lugar de certeza, equilibrio, habitualidad 
y estabilidad, abarcando su entorno familiar, educativo, 
emocional y social. 

En este contexto, es primordial que un tercero imparcial, 
como un juez o autoridad competente, intervenga para 
determinar la procedencia del cambio de domicilio habitual 
del menor, siempre buscando lo que mejor convenga al 
niño y basándose en el principio del interés superior del 
menor. Esto subraya que el niño no es un objeto de derecho 
sino un sujeto de derecho, con la capacidad de participar 
plenamente en todos los ámbitos de la vida social, libre de 


| q un mundo donde la diversidad de estructuras 
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discriminaciones y exclusiones, lo que lleva necesariamente 
al restablecimiento de vínculos de igualdad y a la adopción 
de una doctrina de protección integral. 

Con la adopción de la doctrina de protección integral, 
el niño deja de ser visto como una persona en desarrollo para 
ser reconocido como un sujeto de derechos, con atributos 
fundamentales inherentes a su condición de ser humano, 
además de los derechos específicos que derivan de su 
condición de niño. 

En este marco, el niño debe ser considerado no solo 
como un futuro adulto, sino como un individuo con identidad 
y necesidades propias. La familia, por tanto, es el núcleo 
fundamental para el desarrollo armonioso de todos sus 
miembros, especialmente los niños. 

De esta manera, la patria potestad se redefine no como 
un conjunto de poderes sobre un objeto, sino como un 
conjunto de derechos y obligaciones fundamentados en la 
necesidad de proteger y guiar hacia la autonomía plena de los 
hijos. 

Mientras se alcanza esa autonomía, es crucial la 
actuación de los representantes legales, usualmente los padres 
o, en su ausencia, los abuelos, tutores o guardadores, quienes 
deben proteger efectivamente el interés del menor. 

Por ello, es esencial establecer salvaguardas en las 
resoluciones O acuerdos entre quienes ejercen la patria 
potestad, así como en los permisos solicitados ante la 
autoridad competente para el cambio de domicilio habitual 
del menor, donde se desarrollan sus principales actividades y 
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se garantiza su estabilidad, o bien, en solicitudes de permiso 
para viajar al extranjero por razones médicas, de ocio o 
académicas. 

En este sentido, es imperativo tener una idea clara de lo 
que se solicita para que la autoridad competente cuente con 
los elementos necesarios, o bien, se allegue de ellos para 
armonizar el interés superior del menor con la institución 
protectora de la familia y las instituciones encargadas de 
la tutela y protección de los menores de edad, como la 
procuraduría de protección de niñas, niños y adolescentes y 
el ministerio público. Ante el principio de colaboración y la 
urgencia de un cambio de domicilio, estas representaciones, 
distintas a quienes ejercen la patria potestad, deben prestar 
especial atención a la dinámica del cambio, la logística, 
la importancia y la protección de la causa justificada para 
efectuar el cambio de domicilio, con o sin el permiso del no 
custodio en casos extremos. 

Para ello vamos a plantear los siguientes escenarios: 

La modificación del domicilio de los hijos representa 
una cuestión de suma importancia que incide directamente 
en el ejercicio de la patria potestad. Por ello, dicha decisión 
debe ser tomada conjuntamente por ambos progenitores, en 
un marco de acuerdo mutuo. En caso de surgir discrepancias, 
será indispensable obtener la autorización judicial 
correspondiente. 

La tenencia de los hijos otorga la capacidad de tomar 
decisiones sobre asuntos cotidianos o de menor importancia. 
Sin embargo, las decisiones trascendentales para la vida y el 
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desarrollo de los menores deben ser tomadas conjuntamente 
por ambos progenitores, dado que ambos ostentan la patria 
potestad. 


En caso de que el progenitor custodio desee cambiar de 


residencia, deberá seguir el siguiente procedimiento: 


1. 


Ze 


Notificar al otro progenitor sobre la intención de cambio 
de residencia, exponiendo los motivos que lo justifican. 
Solicitar el consentimiento del otro progenitor. Este 
puede ser explícito o implícito. Se considerará implícito 
si el progenitor no custodio no se opone expresamente 
al cambio, no realiza acciones para impedirlo o actúa de 
manera que denote su aprobación, como participar en la 
mudanza o recoger al menor en la nueva residencia. 
Solicitar autorización judicial en caso de no obtenerse el 
consentimiento. Ante el desacuerdo entre los progenitores, 
será necesario acudir a un juez. El conflicto de intereses 
requerirá la intervención del agente del ministerio 
público y la procuraduría de protección de niñas, niños y 
adolescentes, siguiendo los mecanismos establecidos en la 
ley general de los derechos de niñas, niños y adolescentes, 
contemplados en el artículo 3% del código procesal 
civil, que establece tres formas de intervención: la 
representación originaria, la representación coadyuvante y 
la suplencia. 


Lo anterior trae aparejadas tres circunstancias: Primero: 


la representación originaria corresponde a quienes ejercen 
la patria potestad o tutela; seguidamente, la representación 
coadyuvante implica el acompañamiento de los menores 
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en procedimientos administrativos y jurisdiccionales, a 
cargo de las procuradurías de protección; y por último, la 
representación supletoria quedará asignada a la procuraduría 
correspondiente. 

El cambio de domicilio del menor no debe entenderse 
de manera trivial, ya que afecta el derecho de visitas del 
progenitor no custodio, especialmente si el traslado es a otra 
ciudad. Esto requiere establecer un nuevo régimen de visitas 
que preserve y fortalezca el vínculo parental, adaptándose a 
las nuevas circunstancias. 

En caso de no llegar a un acuerdo sobre el nuevo 
régimen de visitas, será necesario iniciar un procedimiento 
oral ordinario de modificación para ajustar las condiciones 
establecidas en la sentencia, atendiendo a las nuevas 
circunstancias. 

Las soluciones variarán según cada caso, pudiendo 
incluir la ampliación del tiempo de estancia con el progenitor 
no custodio durante vacaciones escolares, ajustar los fines 
de semana de visita, o reemplazar las visitas semanales por 
encuentros durante puentes o vacaciones escolares, siempre 
buscando salvaguardar las relaciones paterno-filiales. 

Es definitivo analizar detalladamente el contexto 
familiar para determinar el interés superior del menor, 
satisfaciendo sus necesidades materiales básicas y adaptando 
las decisiones a las circunstancias personales y familiares. El 
interés del menor, por su naturaleza indeterminada, requiere 
una evaluación cuidadosa de los hechos y circunstancias que 
lo rodean, reconociendo que puede variar según el contexto 
personal y familiar. 
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Por lo anterior, es claro que el derecho positivo no 
puede precisar con exactitud los límites del interés superior 
del menor para cada supuesto de hecho planteado. Son los 
tribunales quienes han de determinarlo moviéndose en 
esa “zona intermedia”, haciendo uso de valores o criterios 
racionales. En este sentido, es posible señalar como criterios 
relevantes para la determinación en concreto del interés del 
menor en todos aquellos casos en que esté de por medio 
la situación familiar de un menor, los siguientes: a) se 
deben satisfacer, por el medio más idóneo, las necesidades 
materiales básicas o vitales del menor, y las de tipo espiritual, 
afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los deseos, 
sentimientos y opiniones del menor, siempre que sean 
compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su 
personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, 
si es posible, el statu quo material y espiritual del menor y 
atender a la incidencia que toda alteración del mismo pueda 
tener en su personalidad y para su futuro.* 

Asimismo, es necesario advertir que para valorar el 
interés del menor, muchas veces se impone un estudio 
comparativo y en ocasiones beligerante entre varios intereses 
en conflicto, por lo que el juez tendrá que examinar las 
circunstancias específicas de cada caso para poder llegar a 
una solución estable, justa y equitativa especialmente para 
el menor, cuyos intereses deben primar frente a los demás 
que puedan entrar en juego, procurando la concordancia e 
8 Décima Época. Registro digital: 2006593. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 

44/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta 


del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Junio de 2014, Tomo l, página 
270. 
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interpretación de las normas jurídicas en la línea de favorecer 
al menor, principio consagrado en el artículo 4” de la 
constitución política de los Estados Unidos Mexicanos. 

De conformidad con lo expuesto, el interés superior 
del menor emerge como un pilar interpretativo esencial 
en el ámbito jurídico, obligando al juzgador a considerar, 
al momento de dictar sus fallos, diversos factores que le 
permitan definir con claridad el espectro de protección 
necesario. Entre estos factores se incluyen la opinión del 
menor, sus necesidades físicas, emocionales y educativas; 
el impacto que podría tener sobre él un cambio de 
circunstancias; su edad, género y personalidad; así como 
las adversidades que ha enfrentado o podría enfrentar. Es 
crucial que cualquier perjuicio contra el menor haya sido 
debidamente impugnado mediante los recursos de defensa 
ordinarios o extraordinarios disponibles. 

El principio del interés superior del menor debe guiar 
todas las acciones del Estado que, de manera directa o 
indirecta, involucren a los niños y adolescentes. Esto implica 
que la protección de sus derechos se ejecute mediante 
medidas específicas y reforzadas, lo que a su vez conlleva 
a la participación multidisciplinaria de distintas áreas e 
instituciones en esta labor de salvaguarda. 

Una de las repercusiones adversas de un cambio drástico 
en la guarda y custodia es la restricción de la convivencia con 
el progenitor que no detenta la custodia. En este contexto, 
se reconoce que los padres sin custodia tienen el derecho de 
visitar y convivir con sus hijos, derivado de la patria potestad. 
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Sin embargo, este derecho de convivencia es, ante todo, un 
derecho de los menores, estableciendo un deber correlativo 
para el progenitor no custodio. 

Desde esta óptica, los progenitores sin custodia no solo 
poseen el derecho, sino también la obligación de mantener un 
vínculo con sus hijos, en cumplimiento del derecho humano 
fundamental de los menores a la convivencia familiar. 

Ante la complejidad que supone la convivencia de un 
menor con sus progenitores, especialmente cuando uno de 
ellos no convive con el menor, es primordial salvaguardar el 
derecho de los hijos a mantener una relación con el progenitor 
no custodio. No obstante, este derecho puede generar 
tensiones con el progenitor custodio, particularmente si este 
último necesita reubicarse a una distancia considerable del 
otro progenitor, planteando así un desafío en la armonización 
de los derechos en juego. 

Tal circunstancia puede complicar, e incluso impedir, las 
convivencias regulares y bajo las condiciones óptimas para el 
pleno ejercicio de este derecho, tal como se ha mencionado 
anteriormente. Factores como la distancia, las dificultades en 
las comunicaciones, el acceso a medios de contacto, así como 
el impacto físico y económico de los traslados, son elementos 
a considerar. 

Ante esto, es imperativo que el Juez adopte las medidas 
necesarias para garantizar el ejercicio efectivo de ambos 
derechos. Esto podría incluir la combinación de convivencias 
físicas con formas de comunicación a distancia, mediante 
herramientas accesibles para ambas partes, como el teléfono, 
correo electrónico, entre otros. 
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Sin embargo, en situaciones donde la conciliación 
entre estos derechos no sea viable, ya sea por la dificultad 
de acceso a medios que permitan la convivencia, el costo 
físico o económico que represente para las partes, la falta de 
garantía de un ejercicio efectivo del derecho, o cuando exista 
el riesgo de que el derecho de convivencia del menor no se 
ejerza adecuadamente (por ejemplo, si el progenitor custodio 
se muestra renuente a facilitar las convivencias sin una 
justificación válida), la decisión debe priorizar el derecho del 
niño. La libertad del progenitor custodio de elegir su lugar de 
residencia no debe suprimir los derechos del menor, quienes 
merecen una protección especial frente a los adultos de su 
entorno familiar. 

Por lo tanto, se ha establecido como principio que los 
progenitores custodios no tienen la facultad de modificar 
el domicilio del menor sin previa autorización judicial, en 
aquellos casos donde se haya dictaminado judicialmente el 
lugar de residencia para el ejercicio de la guarda y custodia, 
o cuando exista un acuerdo explícito entre los progenitores al 
respecto. 

En consecuencia, el cambio de domicilio del menor no 
puede realizarse unilateralmente bajo ninguna circunstancia. 
Sin embargo, se reconoce que el progenitor custodio tiene 
la libertad de cambiar su domicilio y el del menor siempre 
y cuando no exista una sentencia judicial o un acuerdo que 
establezca lo contrario, salvo en situaciones donde uno de los 
progenitores esté ausente. 
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Así, el progenitor a cargo de la guarda y custodia no 
puede tomar la decisión de cambiar el lugar de residencia 
del hijo común sin el consenso del otro progenitor o, en su 
defecto, sin la autorización judicial. Esto es especialmente 
relevante cuando el otro progenitor está ausente, ya que en 
tales circunstancias, sería más oneroso realizar notificaciones 
por edictos que obtener la autorización del juez sin la 
participación del progenitor no custodio, siempre priorizando 
el interés superior del menor frente a la garantía de audiencia 
del progenitor que ha abandonado sus deberes. 

Cuando la libertad de circulación y residencia del 
progenitor custodio entra en conflicto con el derecho del 
menor a mantener visitas y convivencias, se establece que 
este último derecho constituye un límite legítimo, respaldado 
por los artículos 1” y 4? de la Constitución Federal. 

Por otro lado, el derecho de un progenitor custodio a 
decidir sobre su residencia puede ser restringido válidamente 
para garantizar el derecho del menor a convivir con el 
progenitor no custodio. Esto subraya la importancia de 
considerar el interés superior del menor al definir el alcance 
del derecho a las visitas y convivencias, y la dificultad de 
establecer normas demasiado abstractas o generales sobre 
este derecho. 

Es notable recordar que tener la guarda y custodia no 
otorga el derecho absoluto de determinar el domicilio del 
menor, ya que el otro progenitor, en pleno ejercicio de la 
patria potestad, mantiene tanto el derecho como la obligación 
de contribuir al desarrollo integral del menor y de mantener 
un vínculo afectivo y efectivo, lo cual sería imposible si el 
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menor es trasladado a un lugar distante sin su consentimiento 
o sin acuerdos previos sobre las condiciones de convivencia 
y visitas. 

Este análisis clarifica la relevancia jurídica de cambiar 
el domicilio habitual del menor, permitiendo aplicar medidas 
efectivas que aseguren la estabilidad del menor en su entorno 
familiar, social, académico y cultural. 

Es fundamental involucrar a la representación social 
adscrita, conforme al artículo 795 del código procesal civil, y 
a la procuraduría de protección de niñas, niños y adolescentes, 
como lo estipula el artículo 3 de la ley adjetiva civil, para 
que, en colaboración con el juez y siguiendo el principio de 
colaboración del artículo 775 del mismo código, se supervise 
adecuadamente este proceso de cambio de domicilio o se 
impida, si es necesario. 

Además, la participación de una trabajadora social 
para evaluar el entorno social y, dependiendo de la edad del 
menor, permitir que sea escuchado ante la autoridad, respeta 
su dignidad humana y facilita una decisión que beneficie su 
desarrollo emocional y físico, así como la protección de sus 
derechos. 

En el caso de solicitar un permiso temporal para salir 
del país por motivos culturales, deportivos, médicos o 
de recreación, se debe completar un formato de salida de 
menores expedido por el instituto nacional de migración. 
este documento permite que los menores, sean mexicanos o 
extranjeros con residencia temporal, viajen al extranjero solos 
o acompañados por un adulto, evitando así su extracción 
ilegal del país. 
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Para mayor información, se debe ingresar a la página del 
instituto nacional de inmigración, en concreto, al siguiente 
enlace: https: //www.gob.mx/inm/acciones-y-programas/ 
formato-de-salida-de-menores. 

Complementando lo expuesto anteriormente, es 
importante destacar que cualquier medida relacionada con 
la protección de los derechos de los menores de edad se 
encuentra plenamente justificada. Esto se debe a que el juez 
tiene la facultad de requerir información detallada sobre el 
viaje, incluyendo el itinerario, los boletos de ida y vuelta, 
la dirección donde el menor se hospedará, así como el 
nombre y domicilio de las personas con quienes convivirá. 
Además, el juez puede imponer sanciones que van desde 
multas económicas hasta la apertura de una investigación 
por el delito de desacato a una orden judicial. Este conjunto 
de acciones, sumado a la intervención de la procuraduría 
de protección de niñas, niños y adolescentes mediante la 
representación originaria, garantiza eficazmente el retorno 
del menor a su domicilio habitual o, en su caso, el cambio de 
domicilio, siempre velando por los derechos del menor como 
titular de derechos humanos. 

La relevancia de este tema radica no solo en que el 
domicilio afecta directamente el derecho a las visitas y 
convivencias, sino también en que, cuando los padres no 
custodios mantienen la patria potestad, tienen el derecho a 
participar en las decisiones que conciernen al menor. Por lo 
tanto, el progenitor que posee la guarda y custodia no puede 
unilateralmente decidir el lugar de residencia del hijo común. 
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Esta decisión debe ser tomada de manera consensuada con el 
padre no custodio o, en su defecto, contar con la autorización 
judicial correspondiente. 
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Residencia de niñas, niños y adolescentes 
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Conclusión 


uando consideré escribir sobre este tema, me pude 

dar cuenta de la inmensidad de variables con la que 

me iba a encontrar. Hablar de este tema en el breve 
documento aquí presentado es demasiado acotado ante 
las posibilidades y variantes que representa el tema. No 
obstante, lo más enriquecedor es conocer y estudiar al niño 
con la familia que tenemos en frente en ese momento, no lo 
que quisiéramos ver o lo que dicen las redes sociales; sino 
el contexto familiar y social que estamos analizando. Este 
análisis pormenorizado del niño, del yo y mi circunstancia, 
es lo que puede traer aparejado el mayor beneficio o el mal 
menor, si cabe la expresión. 

Lo anterior surge con base en el razonamiento ideal 
de que quienes ejercen la patria potestad de niñas, niños y 
adolescentes, deben cuidarlos y atenderlos; protegerlos contra 
toda forma de abuso; tratarlos con respeto a su dignidad y 
orientarlos, a fin de que conozcan sus derechos, aprendan a 
defenderlos y a respetar los de otras personas. 

Sin embargo, en la práctica no siempre se cumplen los 
fines que se transcriben, por lo que el juez, en cuanto tenga 
conocimiento del asunto, tomará las medidas necesarias para 
la protección del menor. Este actuar conlleva necesariamente 
una gran responsabilidad, y es por ello que la sensibilización 
del juzgador al momento de tomar las decisiones que 
estime oportunas debe de ser lo suficientemente amplia para 
incentivar el sano desarrollo del menor. 
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La constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su artículo 4” establece como valor 
fundamental el derecho de los menores a que se provea lo 
necesario para propiciar la manutención de su dignidad, así 
como asegurar a los niños y adolescentes la protección y 
ejercicio de sus derechos. Como contrapartida, se obliga 
al estado y a los detentores de la patria potestad a tomar 
las medidas necesarias para el bienestar de los menores, 
teniéndose como su consideración primordial atender al 
principio de interés superior del menor, y que además 
ese principio es, y debe de ser, el elemento interpretativo 
fundamental al momento de resolver. 
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Biografía de Bartolo de Sassoferrato' (1313?-1357) 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 
Su vida 


ació en la baja edad media, algunos dicen que en 

1313 y otros que fue un año después, en Venatura, 

cerca de Sassoferrato,? ambas comunidades de la 
región llamada Marcas en el ducado de Urbino en Italia, entre 
Florencia y Roma.* 

Hay polémica sobre su origen familiar ya que algunos 
sostienen que nació fuera de matrimonio siendo tildado, en 
aquellos ayeres, de ilegítimo viviendo entre sacerdotes y 
quizá por esa razón cambio, de su nombre, la referencia del 
lugar de nacimiento por el lugar donde fue educado.* 


1 Recopilación de información por el juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano. Titular de 
Investigaciones Jurídicas del Poder Judicial de Guanajuato. 


2 También se le encuentra como Bartolomé de Saxoferrato y Bartholi de Saxoferrato. 
Cfr. García y García, A.: Derecho común en España: los juristas y sus obras. 
Murcia, España. Universidad de Murcia. 1991; p. 99 y 106. 


3 Cfr. Despacho de abogados Uria Menéndez: Bártolo de Sassoferrato. En portal 
electrónico https://www.uria.com/es/quienes-somos/despacho/firma-lider.html. 
Consultado el 10 de julio del 2019; passim. 


4 Cfr. Despacho de abogados Uria Menéndez: Bártolo... , passim. 
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Recibió clase de gramática por el sacerdote Petrus de 
Assisio y, a los 14 años, inició formalmente sus estudios en 
jurisprudencia en la escuela del estado general de Perusa, 
donde fue alumno del juez y profesor Guittoncino di ser 
Francesco dei Sigibuldi mejor conocido como Cino da 
Pistoia, quien sostuvo la primacía del derecho civil sobre el 
derecho canónico y, en su obra lectura in codicem, comenta 
los primeros 9 libros del código de Justiniano.* 

Estuvo 14 años en Persusa bajo la supervisión de su 
maestro Cino donde además de derecho se capacitó en 
geometría y en el idioma hebreo.* 

Posteriormente, a la jubilación de su profesor, en 1333, 
fue a estudiar el doctorado a la universidad de Bolonia donde 
fue discípulo de Jacobo Butrigario como de Rainiero de Forli, 
ambos de la escuela de los consiliatores (asesores); logrando 
en un año, el 10 de noviembre de 1334, obtener el postgrado 
a la edad de 21 años” para después aislarse, posiblemente en 
un convento próximo a Bolonia, donde compuso numerosos 
textos que llamó Quaestiones.* (Preguntas). 


5 A quien en su honor se le puso cino da pistola a un asteroide descubierto en el 
observatorio de las montañas de pistoia por Luciano Tesi y Andrea Boattini, el 
22 de agosto de 2000. Cfr. Paltrinieri, G.: Bologna, cittá del tempo: calendario, 
meridiane, orologi. Giraldi, 2008; passim. 


6 Cfr. Del Arenal Fenochio, J.: Historia mínima del derecho en occidente. Colegio de 
México. Ciudad de México 2016; passim. 


7 Cfr. Del Arenal Fenochio, J.: Historia mínima del... ,passsim. 


8 Cfr. Lleonart y Amselem, A. J.: Surgimiento de los estados modernos y su impacto 
en el derecho del mar. Contribución doctrinal de Bartolo De Sassoferrato. En 
revista de política internacional número 156,. Centro de estudios políticos y 
contitucionales del ministerio de la presidencia, relaciones con las cortes e 
igualdad. Marzo/Abril 1978; pp. 139 y ss. 
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Entre los años 1334 a 1339 fue asesor en Todi y Cagli 
y, en el último año, con 26 de edad, comenzó a dar clase en 
la universidad de Pisa hasta 1343 que regresó a Perusa donde 
fue profesor de los hermanos Baldo Angelus y Petrus todos 
de apellidos Ubaldis. Mismo lugar en el que, en 1355, fue 
nombrado consiliarius (asesor) del emperador Carlos IV de 
Luxemburgo hasta que murió el 13 de julio de 1357, a los 43 
años.” 


Su legado 


Su obra tuvo y tiene importancia en la praxis del 
derecho, como en el ámbito académico y tiene alcances en el 
ámbito artístico — social. 

En efecto, en el ambiente artístico algunas operas 
clásicas utilizan su nombre, doctor Bartolo, para caracterizar 
un abogado, como se hizo en el barbero de Sevilla de 
Gioacchino Rossini y en las bodas de Fígaro de Mozart.'" 

Por lo que hace a su influencia en la academia, después 
de su muerte, varias universidades italianas, Bolonia, 
Nápoles, Turín, Módena, Macerata y Padua, crearon cátedras 
dedicadas a estudiar y comentar la obra de Bartolo. 

Evidentemente sus aportaciones, de contenido teórico- 
práctico, se volvieron fuente obligada de consulta como 
de cita y su metodología de interpretación del derecho, 
es considerado el mos Italicus, que se dispersó más allá 


9 Cfr. García y García, A.: Derecho común en España: los juristas y sus obras. 
Murcia, España. Universidad de Murcia. 1991; passim. 


10 Cfr. Benedetto,M.A.: Bartolo da Sassoferrato. In Novissimo Digesto Italiano. Vol 2. 
ISBN 88-02-01797-2. 1958; pp. 279 y 280 
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del sistema románico — germánico llegando al comun 
law británico donde influyo en civilistas como Alberico 
Gentili quien fue profesor de la universidad de Oxford y 
es uno de los tres llamados padre del derecho internacional 
públicó que separo: lo secular del derecho canónico y la 
teología católica.'' Como influyó en Richard Zouchequien, 
parlamentario inglés y posteriormente juez del tribunal 
superior del Almirantazgo.'” 

Por él se creó el latinajo nemo bonus turista, nisi sit 
Bartolista (nadie es buen jurista si no es bartolista) y por él 
se formó la expresión, aún viva, de bártulos, que si bien no 
está reconocida por la real academia de la lengua,'* con este 
nombre se identifica a los seguidores de Bartolo como a sus 
textos.'* 

En fin, su principal herencia es su obra jurídica que 
se puede clasificar en comentarios a leyes civiles, tratados, 
consultas jurídicas, conceptos legales y la creación de un 
método de interpretación del derecho. 


11 Cfr. Marke, J.J.: A Catalogue of the Law Collection at New York University: With 
Selected Annotations. New York, USA: Lawbook Exchange Ltd. 1999; p. 1372. 


12 Cfr. Holland T.: luris et iudicii fecialis, sive, iuris inter gentes et quaestionum de 
eodem explicatio. Washington, DC. 1911; PP. 417 y ss. 


13 Real academia de la lengua: Bártulo. En https://dej.rae.es/buscador-general/ 
b%C3%A1rtulos. Consultado el 10 de julio del 2019. 


14 En diccionarios diferentes a la real academia de la lengua española si aceptan la 
palabra bártulo conceptualizándolo como un conjunto de cosas, utensilios y objetos 
que se utilizan en una actividad o son de uso personal y cotidiano. Cfr. The free 
diccionary. En https://es.thefreedictionary.com/b%C3%A1rtulos . Consultado el 10 
de julio del 2019. 
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De los comentarios destacan lo que realizó del corpus 
juris civilis, donde interpretó diferentes preceptos legales!” 
dejando a salvo lo previamente escrito por Ulpiano. 

De igual manera escribió diferentes tratados de diversos 
temas, por mencionar algunos, en derecho constitucional, 
el tratado de marcas y armas de insigniis et armis y el de 
leyes fluviales, fluminibus seu Tyberiadis. Habiendo emitió 
alrededor de 400 consilia (consultas jurídicas escritas). 


Conceptos jurídicos 


Sobresale la elaboración de plurales conceptos legales 
que forjaron costumbre dentro del derecho civil, tal como 
fueron los temas de conflictos territorial de leyes, el estatuto 
de la nobleza que se introdujo al ius commune (derecho 
comuún)'*. 

Otra de sus aportaciones, que lo coloca en inmortales 
reglones de la historia jurídica mundial y uno de los más 
importantes de la edad media, fue la concepción del utrumque 
us y la metodología para interpretar el derecho. 


15 En un recuento, tan solo en España se ha sostenido que algunos han localizado 
125 codices bartolianos. Vid. en extenso García y García, A.: Derecho común en 
..., p. 100. 


16 Es claro la influencia que tuvo del sacerdote Pedro de Asís, su primer profesor. 
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El utrumque ius!” es la asociación del derecho civil (el 
corpus iuris civile) con el canonico (corpus turis canonici), 
cuya unión es el antecedente del derecho comunitario (us 
commune) que rige la unión europea.'* 

No se pasa por alto que hizo aseveraciones, ahora 
criticables, tales como la distinción entre hombre libres y 
siervos (aunque precisó que la diferencia de origen no es del 
derecho natural, sino legal del código civil).'” 

Como, es reprochable su texto a comentarios ex libero 
en el que afirmó que la tortura debe aplicarse de manera 
diferente considerando que, si se trata de clérigos, nobles, 
personas con cargo secular, hombres ricos y de buena fama, 
debe imponerse solo en el caso de que se nieguen a declarar. 
Pero, si son viles, oscuros e ignotos se debe aplicar tortura 
sin ninguna condición, todo en aras de encontrar la verdad.” 

Su pensamiento discriminatorio se corrobora cuando 
expuso el concepto de dignidad genérica separando los 
plebeyos de los caballeros militares, presbíteros etc. . Y 


17 Cfr. Ayuso, M.: Presentación. En utrumque ius. Derecho, derecho natural y derecho 
canónico. Marcial Pons. 2014; pp. 17 y ss. 


18 Vid. in extenso Morán Martín, R.: El ius commune como antecedente jurídico 
de la Unión Europea. Ponencia se inserta dentro del proyecto de investigación 
BHA2002-00029 del Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e 
Innovación Tecnológica. Inicialmente fue una ponencia en el Curso de verano de la 
Universidad de Extremadura “Europa: tiempos y leyes”, pronunciada el 17 de julio 
de 2003. En cuadernos de Historia del Derecho. No. 12. Extremadura, España. 
2005; passim. 


19 Cfr. Pérez Martin, A.: Estudios sobre monarquía y nobleza en la edad media. Real 
asociación de historiadores de España. Ed. Sáenz y Torres. Madrid España. 2019; 
pp. 111 y ss. 


20 Cfr. Pérez Martin, A.: Estudios sobre monarquía..., p. 114. 
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precisó que hay diferentes grados de dignidad según sea la 
persona: ilustre, superilustre, notable (spctabilis), clarísimo, 
nobilísimo y el grado supremo.”' 


El método de interpretación: Búsqueda de la ratio legis 


Por otro lado, en lo que hace a su método de 
interpretación del derecho derrocó el de uso anterior 
promovido por la escuela de los glosadores que eran fieles 
a la letra de la ley y consideraban que solo era válido lo 
que constaba en el texto legal fuera razonable o no, fuera la 
intención del legislador o no. 

Bartolo, creador de la escuela de los comentaristas o 
post-glosadores, resumidamente sostenía que la ley solo no 
se debía interpretar en sentido gramatical — literal, sino de 
forma crítica combinándola letra de la ley y espíritu por el 
que fue creado, buscando la ratio legis. Lo importante era 
resolver problemas concretos y fijar pautas de interpretación 
de las doctrinas jurídicas. 

Su metodología trascendió al grado de que, Juan Il 
de Italia en 1427, los reyes católicos de Castilla en 1499, 
Alfonso V de Portugal en 1427 con las ordenagoes alfonsinas 
y en Brasil dos siglos y medio después de su muerte, en 1603 
con las ordenagoes filipinas; todos dispusieron que, en caso 
de omisión en los textos romanos (el jurado de los 5 difuntos 


21 Cfr. Pérez Martin, A.: Estudios sobre monarquía..., p. 116. 


395 


Sassoferrato, Bartolo de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


y en las glosas de Accurso”) como de discrepancia en la 
interpretación de la ley, se aplicará el criterio interpretativo 
de Bartolo. 

Sobresale lo anterior pues no se había hecho desde los 
emperadores romanos Teodosio ll y Valentiniano IM que 
promulgaron la ley de Citas, en 426, por el que en el foro 
solo se podía citar las opiniones de Gayo, Paulo, Ulpiano, 
Modestino y Papiniano. Así que la referida sistemática de 
Bartolo puede llamársele el segundo tribunal de los difuntos. 

Este método, por supuesto con variables propias del 
paso del tiempo, aun es utilizado en la actualidad en derecho 
civil. Incluso no lo eclipsó el posterior método francés de la 
exegética, el mos gallicus del siglo XIX.” 

A la fecha se sostiene que la interpretación integral de la 
norma debe considerar la ratio legis. 


Sassoferrato, Bartolo de 


22 Cfr. Benedetto,M.A.: Bartolo da Sassoferrato... , pp. 279 y 280. 


23 Cfr. Valencia Zea, A. y Ortiz Monsalve, A.: Derecho civil. Tomo l. Parte general y 
personas. Editorial Temis S. A. Bogotá — Colombia. Decimoctava edición. 2016; pp. 
191 y ss. 


24 Cfr. Fernández Ruiz, J.: Método Exegético. https://mexico.leyderecho.org/metodo- 
exegetico/ Consultado el 1 de agosto del 2019. 


396 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Bibliografía 


Ayuso, M.: Presentación. En utrumque ius. Derecho, derecho 
natural y derecho canónico. Marcial Pons. 2014 

Benedetto,M. A.: Bartolo da Sassoferrato. In Novissimo 
Digesto Italiano. Vol 2. ISBN 88-02-01797-2. 1958. 

Del Arenal Fenochio, J.: Historia mínima del derecho en 
occidente. Colegio de México. Ciudad de México. 2016. 

Despacho de abogados Uria Menéndez: Bártolo de 
Sassoferrato. En portal electrónico https://www.uria. 
com/es/quienes-somos/despacho/firma-lider.html. 
Consultado el 10 de julio del 2019. 

Fernández Ruiz, J.: Método Exegético. https://mexico. 
leyderecho.org/metodo-exegetico/ Consultado el 1 de 
agosto del 2019. 

García y García, A.: Derecho común en España: los juristas 
y sus obras. Murcia, España. Universidad de Murcia. 
1991. 

García y García, A.: Derecho común en España: los juristas 
y sus obras. Murcia, España. Universidad de Murcia. 
1991, 

Holland T.: luris et tudicii fecialis, sive, turis inter gentes 
et quaestionum de eodem explicatio. Washington, DC. 
1911. 

Lleonart y Amselem, A. J.: Surgimiento de los estados 
modernos y su impacto en el derecho del mar. 
Contribución doctrinal de Bartolo De Sassoferrato. En 
revista de política internacional número 156,. Centro 


397 


Sassoferrato, Bartolo de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


de estudios políticos y contitucionales del ministerio 
de la presidencia, relaciones con las cortes e igualdad. 
Marzo/Abril 1978. 

Marke, J.J.: A Catalogue of the Law Collection at New York 
University: With Selected Annotations. New York, 
USA: Lawbook Exchange Ltd. 1999. 

Morán Martín, R.: El ius commune como antecedente 
jurídico de la Unión Europea. Ponencia se inserta dentro 
del proyecto de investigación BHA2002-00029 del 
Plan Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e 
Innovación Tecnológica. Inicialmente fue una ponencia 
en el Curso de verano de la Universidad de Extremadura 
“Europa: tiempos y leyes”, pronunciada el 17 de julio 
de 2003. En cuadernos de Historia del Derecho. No. 12. 
Extremadura, España. 2005. 

Paltrinieri, G.: Bologna, cittá del tempo: calendario, 
meridiane, orologi. Giraldi, 2008. 

Pérez Martin, A.: Estudios sobre monarquía y nobleza en la 
edad media. Real asociación de historiadores de España. 
Ed. Sáenz y Torres. Madrid España. 2019. 

Real academia de la lengua: Bártulo. En https://dej.rae.es/ 
buscador-general/b%C3%A Irtulos. Consultado el 10 de 
julio del 2019. 

The free diccionary: En https://es.thefreedictionary.com/ 
b%C3%A Irtulos . Consultado el 10 de julio del 2019. 

Valencia Zea, A. y Ortiz Monsalve, A.: Derecho civil. Tomo 
I. Parte general y personas. Editorial Temis S. A. Bogotá 
— Colombia. Decimoctava edición. 


Sassoferrato, Bartolo de 


398 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los criterios jurisprudenciales del delito 
de secuestro bajo la lupa socrática 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Resumen: Se ponen a prueba las líneas jurisprudenciales recientes del delito de 
secuestro en México, con la mayéutica socrática, que deja en evidencia sofismas 
argumentativos, incongruencias de la ley, franco desacato a los principios básicos 
del derecho penal y el uso del test de proporcionalidad como una herramienta que 
permite todo. 


Los criterios de jurisprudencia son un desafío a la interpretación normativa que se 
manifiestan en un criterio, que no debe concluir ahí, ya que el intérprete debe sacar 
sus propias conclusiones dándole una palomita como racional o un tache cuando no 
lo es. 


Palabras clave: Secuestro. Proporcionalidad. Jurisprudencia. Cadena perpetua. 
Mayéutica. 


Abstract: The recent jurisprudential guidelines of the crime of kidnapping in Mexico 
are put to the test with Socratic maieutics, which exposes argumentative sophisms, 
inconsistencies in the law, blatant disregard for the basic principles of criminal law, 
and the use of the proportionality test as the tool that allows everything. Ultimately, the 
jurisprudential criteria, a challenge of normative interpretation, manifest in a criterion 
that does not conclude there, since the interpreter can draw their own conclusions, 
giving it a checkmark as rational or a cross when it is not. 


Keywords: Kidnapping. Proportionality. Jurisprudence. Life sentence. Maieutics. 
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I.- A manera de introducción 


ace muchos ayeres, en torno a los años 470 a 399 

a.C., Sócrates desarrolló el método mayéutico, 

caracterizado por la utilización de preguntas irónicas 
con el propósito de que el interlocutor llegara a sus propias 
conclusiones. ' 

Esa antigua técnica sigue siendo efectiva y ahora se 
aplica al análisis de la jurisprudencia relacionada con el 
delito de secuestro en México. 

Con este objetivo, primero, se recopilaron los criterios 
jurisprudenciales correspondientes al delito mencionado, 
abarcando la décima época y extendiéndose hasta marzo de 
2024, de la undécima. 

Segundo, se identificaron los parámetros definitorios 
y tercero, tras un análisis detallado, se plantean preguntas 
desde la perspectiva de opositor socrático, instigando al 
lector a concluir si los principios jurisprudenciales obtenidos 
son racionales o requiere replantearse o si ese apartado de la 
ley no es legítimo. 


T1.- Las líneas jurisprudenciales del delito de secuestro 


Tomando como base las resoluciones de control 
constitucional recientes de los tribunales federales, sobre el 
delito de secuestro, se obtienen once conclusiones mismas 
que se ponen a prueba ensayando su capacidad de dar 
respuesta racional a algunas preguntas. 


1 Cfr. Platón: Diálogos. Gredos Madrid España. 1985; pp. 157 y ss. 
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Secuestro 


Enseguida se formula la conclusión seguida de una 
breve explicación y, se concluye cada punto, con algunas 
preguntas, cuya respuesta puede ser evidente, pero eso 
dependerá del lector. 

Las conclusiones que se erigen en líneas 
jurisprudenciales, son: 


1.- La condena de prisión materialmente perpetua, no 
viola el principio de proporcionalidad de las penas, ya 
que lo que importa es la gravedad de la conducta. 


La primera sala de la suprema corte de justicia de la 
nación, estableció que la pena prevista en el artículo 163 
bis del código penal para el Distrito Federal (actualmente 
derogado) es proporcional conforme al artículo 22 
Constitucional pues, aunque realmente sea una cadena 
perpetua, pasa a segundo plano, ya que lo que se debe 
considerar es la gravedad del delito y el alto índice de 
comisión de secuestros. Por lo que, esa finalidad legítima, 
vence al principio de proporcionalidad. 


Entonces: 


- ¿Se sancionará al sentenciado, si se muere en prisión 
antes de cumplir su condena de más de 300 años de 
cárcel? 

- ¿Se eliminó el derecho del acusado a la reinserción 
previsto en el artículo 18 de la constitución federal? 
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- Considerando que las penas elevadas previstas para 
el secuestro en el código penal, no lograron prevenir el 
delito anteriormente, ¿por ser una ley diferente al código 
penal, si se logrará prevenir el delito? 


2.- El principio de proporcionalidad de las penas 
sucumbe a la necesidad de prevenir el delito con castigos 
draconianos. 


El test de proporcionalidad en el ámbito penal permite 
equilibrar el bienestar colectivo con el impacto negativo sobre 
el individuo. A partir de este razonamiento, se considera que 
la cadena perpetua es una medida legítima. 

Aunque no necesariamente, las sanciones altas 
desalientan la comisión de secuestros, aun así, se asume como 
estrategia válida de política criminal al alcance del legislador. 


Entonces: 


- ¿El planeta tierra, es plano? 

- ¿Por qué el legislador se niega a utilizar formas efectivas 
de prevenir los delitos ? 

- ¿El test de proporcionalidad es el argumento ideal para 
incumplir con los principios básicos del derecho penal? 

- Dado que, sin la declaración del rehén se dificulta 
significativamente la identificación y captura de los 
secuestradores, aunado a que el delito de secuestro 
simple y secuestro calificado por el homicidio del rehén, 
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se castigan prácticamente igual (en ambos casos implica 
una cadena perpetua); consecuentemente ¿la ley estimula 
el asesinato del secuestrado? 


3.- Existe un concurso aparente de normas entre secuestro 
express, robo y extorsión en razón de que las dos últimas 
conductas son absorbidas descriptivamente en la 
primera y, una consideración en contrario, implicaría la 
trasgresión del principio non bis in idem. 


El artículo 163 bis del código penal para el Distrito 
Federal (actualmente derogado), no viola el principio non 
bis in idem previsto en el artículo 23 Constitucional, ya que 
establece que no se aplicará sanción alguna por los delitos de 
robo o extorsión cuando concurra un secuestro express. 


El delito de secuestro exprés implica una figura compuesta 
de privación de libertad más robo más extorsión, entonces: 


Secuestro 


- ¿Cual es la utilidad de tener una figura compuesta? 


- ¿Resultaría lo mismo si se consideraran los delitos por 
separado y se aplicaran las reglas del concurso? 


4.- Hay competencia concurrente entre la federación y las 
entidades federativas para investigar y sancionar el delito 
de secuestro. 
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La ley general para prevenir y sancionar los delitos en 
materia de secuestro homogeniza el concepto y castigo en el 
país. 


Si en un mismo lugar hay autoridades federales y 
estatales, ambos con competencia concurrente es 
decir los dos tienen la misma obligación, entonces; 


- ¿Qué debe atender primero la fiscalía, los potenciales 


problemas de competencia o buscar al rehén? 


5.- Existe la obligación de proteger la identidad de las 
víctimas adolescentes. 


Tanto la identidad como los datos personales de 
adolescentes, sin importar singulares condiciones personales, 
debe tratarse con secrecía en las audiencias, las resoluciones 
y en los medios de comunicación. 


Entonces: 


¿La victima adolescente no tiene derecho a divulgar su 
propia información? 


¿Tampoco tiene derecho a vender su historia a los medios 
de comunicación? 
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6.- El delito de secuestro simulado no puede actualizarse 
respecto de un individuo que colaboró con quien fingió su 
autosecuestro. 


Acorde al artículo 13 de la ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en materia de secuestro, no se actualiza 
el delito, en el caso de un individuo que colaboró con quien 
fingió su propio secuestro, bajo el principio de exacta 
aplicación de la ley penal, en su vertiente de taxatividad, 
se determina que sólo pueden ser penalmente castigadas 
las conductas específicamente descritas como ilícitas en la 
legislación penal. 

Entonces: 


- ¿La conducta mentirosa del colaborador queda impune?. 


- ¿No existe complicidad en el delito de secuestro? 


Secuestro 


7.- Si durante el cautiverio de un rehén, en un secuestro 
financiero, es asesinado se actualiza un tipo penal 
complementado agravado y no concurre con la figura 
aislada de homicidio. 


La muerte del rehén durante el secuestro no se persigue 
como un homicidio autónomo, sino que se integra y agrava 
la penalización dentro del marco del delito de secuestro, 
reflejando una gravedad añadida. 
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Entonces: 


- ¿Cual es el objeto de contar con una agravante, en caso 


de muerte del rehén, si ya existían las reglas de concurso 
de secuestro más homicidio? 


8.- Cuando una agravante ha sido suprimida de la 
legislación, no puede ser considerada para individualizar 
la pena agravándola. 


Se basa en el principio de legalidad en materia penal, 
que establece que sólo pueden ser aplicadas las penas y 
agravantes expresamente previstas en la ley vigente al 
momento de la comisión del delito. 


Entonces: 


- ¿Es lo mismo una circunstancia agravante prevista en 
la ley que, una consideración especial del caso, para 
graduar el castigo? 


¿Se elimina la facultad jurisdiccional de individualizar 
las consecuencias jurídicas acorde las características 
especificas de cada supuesto? 


407 


Secuestro 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Secuestro 


9.- Las penas para el delito de secuestro agravado 
previstas en los artículos 9 y 10 de la ley antisecuestro son 
excluyentes. 


Las sanciones establecidas en dichos artículos no se 
suman, ni se aplican de manera concurrente; más bien, se 
debe optar por una u otra dependiendo de las circunstancias 
específicas del caso. 


Entonces: 


- ¿Qué criterios objetivos se utilizan para decidir entre una 
pena u otra? 
¿Cómo contribuyen los principios de legalidad y 


especificidad para asegurar que la aplicación de las 
penas por secuestro agravado sea justa y precisa, 
evitando la posibilidad de interpretaciones que permitan 
la aplicación simultánea o acumulativa de penas? 


10.- La negativa de otorgar beneficios preliberacionales 
a sentenciados por el delito de secuestro no implica 
una violación a las medidas de reinserción social, ni al 
principio de igualdad. 


Se fundamenta en el entendimiento de que ciertos 
delitos, por su gravedad e impacto social, pueden justificar 
restricciones especiales a los beneficios penitenciarios. 
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No implica trasgredir la igualdad pues es una necesidad 
que equilibra los derechos del sentenciado con los de las 
víctimas y la sociedad en general. Consecuentemente implica 
que no se da un trato igual a todos los sentenciados, pero se 
justifica por la gravedad de su conducta. 


Entonces: 


- ¿Sí pero no, o no pero si?. 
- ¿La gravedad del delito faculta para eliminar todos los 


principios de derecho penal? 


11.- La agravante del delito de secuestro relativa a 
su comisión en camino público debe entenderse en su 
interpretación gramatical es decir en una vía ubicada 
fuera de los límites poblacionales. 


La agravante del delito de secuestro relacionada con su 
comisión en camino público debe interpretarse conforme a 
su significado gramatical, una vía de comunicación terrestre 
destinada al uso común y libre al público en general. 

A diferencia de caminos privados, el público puede ser 
mantenido por entidades gubernamentales locales, estatales 
o federales, y su propósito principal es facilitar el tránsito. 
Incluyen calles, avenidas, senderos, puentes y cualquier 
otro tipo de vía que esté abierta al público sin restricciones 
específicas para su acceso y uso. 
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Empero, hay diferentes regulaciones que definen 
y rigen los caminos públicos variando según la 
jurisdicción local o nacional aplicable. Por ejemplo, en 
Guanajuato la ley de movilidad en el artículo 88 define los 
caminos como aquellos que comunican a una localidad con 
otra u otras dentro del territorio del Estado. 


Entonces: 


¿Se debe ignorar la legislación que en cada estado defina 
el camino público? 


¿Es más grave el secuestro cometido en camino público 
que un lugar privado? 
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Conclusiones 


erivar conclusiones de las líneas jurisprudenciales del 

delito de secuestro, con la metodología de opositor 

socrático, definitivamente implica una aproximación 
crítica y, en el caso, las preguntas descubrieron tres falencias: 
argumentación sofística, el test de proporcionalidad 
para desacatar principios de derecho penal y acudir a 
consideraciones anacrónicas. 

Cierto es que el problema parte de la ley para prevenir 
y erradicar los delitos de secuestro, que asume posturas 
históricamente fracasadas para prevenir el delito, tal como 
el uso de sanciones draconianas, que se sigue utilizando en 
el siglo XXI en lugar de una efectiva policía criminal de 
prevención del delito. 

Esa peculiaridad metió en problemas al interprete pues, 
ante la colisión de la escrita con los principios de derecho 
penal, en lugar de inaplicarla, se le dio la vuelta al problema 
escudándose en el test de proporcionalidad; que de origen es 
una herramienta que pretende dar legitimidad a una decisión 
y se utilizó para restar legitimidad a los principios básicos del 
derecho penal. 

La obviedad de las respuestas, pone a prueba la solidez 
del criterio y, en esa interacción, el lector será quien en 
definitiva le dará, una palomita de acierto o un tache..... 


411 


Secuestro 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Secuestro 


412 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Anexo 


Cuadro de jurisprudencias y tesis de delito de secuestro 


Voz Tipo de Registro 
resolución 
Secuestro express. La pena prevista en el | Tesis aislada 160639 
artículo 163 bis del código penal para el | (Constitucional, 
Distrito Federal, es proporcional Penal) 
conforme al artículo 22 Constitucional. 
Secuestro express. La pena prevista en el | Tesis aislada 160640 
artículo 163 bis del código penal para el | (Constitucional, 
Distrito Federal, constituye una medida Penal) 
legislativa que persigue una finalidad 
constitucionalmente legítima desde el 
punto de vista del principio de 
proporcionalidad en sentido amplio. 
Secuestro express. El precepto 163 bis del | Tesis aislada 160641 
código penal para el Distrito Federal que | (Constitucional, 
prevé ese delito, no conculca el numeral Penal) 
23 de la constitución. 
Secuestro express. El aumento de la pena | Tesis aislada 160642 
prevista en el artículo 163 bis del código | (Constitucional, 
penal para el Distrito Federal constituye Penal) 
una medida legislativa idónea desde el 
punto de vista del principio de 
proporcionalidad en sentido amplio. 
Secuestro express. El artículo 163 bis del | Tesis aislada 160643 


código penal para el Distrito Federal que 
lo sanciona, no trasgrede la garantía de 
proporcionalidad en materia penal (test 
de proporcionalidad en materia penal). 


(Constitucional, 
Penal) 
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Secuestro 


Aumento de la pena para el delito de 
secuestro express prevista en el artículo 
163 bis del código penal para el Distrito 
Federal. Constituye una medida 
legislativa proporcional en sentido 
estricto, desde el punto de vista del 
principio de proporcionalidad en sentido 
amplio. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


160709 


Aumento de la pena para delito de 
secuestro express previsto en el artículo 
163 bis del código penal para el Distrito 
Federal, es una medida legislativa que 
supera el examen de necesidad conforme 
al principio de proporcionalidad en 
sentido amplio. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


160710 


Ley general para prevenir y sancionar los 
delitos en materia de secuestro. Los 
artículos segundo y quinto transitorios del 
decreto por el que se expidió, publicado 
en el diario oficial de la federación el 30 
de noviembre de 2010, no violan el 
principio de retroactividad de la ley en 
beneficio del condenado. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2001673 


Privación ilegal de la libertad en sus 
modalidades de secuestro y secuestro 
exprés. Para considerar actualizada la 
agravante prevista en el artículo 164, 
fracción Il, del código penal para el 
Distrito Federal, resulta relevante el lugar 
en donde se encuentra la víctima en el 


Jurisprudencia 
(Penal) 


2002180 
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momento justo en el que es privada de su 
libertad. 


Ley general para prevenir y sancionar los 
delitos en materia de secuestro. Es 
aplicable tanto para los ilícitos cometidos 
en el ámbito local como los del fuero 
federal. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2003860 


Privación ilegal de la libertad para 
cometer el delito de robo (ahora secuestro 
express). El dolo y la forma de 
intervención a título de coautor material, 
se acreditan aun cuando el inculpado haya 
participado con posterioridad al 
apoderamiento de los objetos y a la 
detención material del pasivo (legislación 
del Distrito Federal). 


Tesis aislada 
(Penal) 


2004963 


Secuestro. El artículo 366, párrafo 
último, del código penal para el Distrito 
Federal en materia de fuero común y para 
toda la república en materia de fuero 
federal, vigente en 1998, no vulnera el 
principio de exacta aplicación de la ley en 
materia penal. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2005410 


Privación de la libertad con el propósito 
de cometer secuestro exprés perpetrado 
por dos personas y con violencia, previsto 
y sancionado por los artículos 9, fracción 
I, inciso d), y 10, fracción I, incisos b) y 
c), de la ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en materia de 
secuestro. La aplicación simultánea de las 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2006065 
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Secuestro 


penas establecidas en los preceptos 
señalados, es violatoria de los artículos 
14, 16 y 23 constitucionales. 


Secuestro exprés en el estado de Colima. | Jurisprudencia | 2006151 
El artículo 199 bis del código penal para | (Constitucional, 

esa entidad, adicionado mediante decreto Penal) 

no. 598, publicado en el periódico oficial 

local el 8 de septiembre de 2012, vigente 

hasta el 11 de noviembre de 2013, invade 

la esfera de atribuciones del Congreso de 

la Unión. 

Secuestro. Las autoridades del fuero | Jurisprudencia | 2006812 
común están autorizadas válidamente | (Constitucional, 

para aplicar la ley general para prevenir y Penal) 

sancionar los delitos en esa materia. 

Derecho al resguardo de la identidad y | Tesis aislada | 2007645 
otros datos personales. No sólo es | (Constitucional, 

inherente a las víctimas de violación, trata Penal) 

de personas, secuestro o delincuencia 

organizada, sino que también comprende 

a los ofendidos de delitos cometidos en 

un contexto similar de violencia, por lo 

que el juzgador está obligado a 

protegerlos. 

Careos constitucionales. El artículo 20, | Tesis aislada 2009453 


apartado b, fracción V, de la constitución 
federal, establece una restricción y no una 
prohibición para carear 
constitucionalmente a los inculpados con 
las víctimas menores de edad por la 


(Constitucional, 
Penal) 
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comisión de delitos de violación o 


secuestro. 

Careos constitucionales. Parámetros a | Tesis aislada | 2009454 
seguir cuando son desahogados entre el | (Constitucional, 

inculpado y la víctima menor de edad por Penal) 

la comisión de delitos de violación o 

secuestro. 

Careos entre inculpados con las víctimas | Tesis aislada | 2009455 
menores de edad por la comisión de | (Constitucional, 

delitos de violación o secuestro que Penal) 

deponen en su contra. Atendiendo a su 

naturaleza son constitucionales y no 

procesales, por lo que para su desahogo 

es aplicable la restricción prevista en el 

artículo 20, apartado b, fracción V, de la 

constitución federal, en su texto anterior 

a la reforma de 18 de junio de 2008. 

Víctimas menores de edad por la | Tesis aislada | 2009472 
comisión de delitos de violación o | (Constitucional, 

secuestro. Les resulta aplicable la Penal) 

restricción de carearse con el inculpado, 

prevista en el artículo 20, apartado b, 

fracción V, de la constitución federal, sin 

importar sus condiciones personales. 

Remisión parcial de la pena. Es| Jurisprudencia | 2011135 
improcedente conceder este beneficio a | (Constitucional, 

los sentenciados por el delito de privación Penal) 


ilegal de la libertad (secuestro), en 
términos de la ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en materia de 
secuestro, reglamentaria de la fracción 
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XXI del artículo 73 de la constitución 
política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que no tiene aplicación 
retroactiva en su beneficio la ley de 
ejecución de sanciones penales y 
reinserción social para el distrito federal. 


Remisión parcial de la pena. Es | Jurisprudencia | 2011136 
improcedente conceder este beneficio (Penal) 
tratándose de sentenciados por el delito 
de privación ilegal de la libertad 
(secuestro), de acuerdo a la ley de 
ejecución de sanciones penales para el 
distrito federal actualmente abrogada, 
hasta antes de la reforma a su artículo 50, 
publicada en la gaceta oficial de la 
entidad el 4 de junio de 2004. 


Pena. Su disminución en una mitad, Tesis aislada 2012634 
prevista en el artículo 82 bis del código de (Penal) 
defensa social del estado de Puebla 
(actual código penal), en su texto anterior 
a la reforma de 27 de noviembre de 2014, 
procede en favor del sentenciado por el 
delito de privación ilegal de la libertad en 
su modalidad de secuestro, tipificado y 
sancionado por el diverso 302 bis, vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2008, al no 
estar señalado este ilícito como grave -por 
omisión legislativa-, en el artículo 69, 
inciso J, del código de procedimientos en 
materia de defensa social para dicha 
entidad. 


Secuestro 
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Comunicaciones privadas. Cuando la 
víctima del delito de secuestro es uno de 
los participantes en aquéllas y el 
ministerio público asume el 
consentimiento requerido para dar a 
conocer su contenido con la finalidad de 
localizarla y, en su caso liberarla, no se 
transgrede el derecho fundamental a su 
inviolabilidad. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2013198 


Reconocimiento de voz del imputado por 
el menor víctima del delito de secuestro 
ante el ministerio público. Atento al 
interés superior del niño y a que forma 
parte de un grupo vulnerable, es legal 
concederle valor probatorio a dicha 
diligencia. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2013351 


Prisión preventiva. Tratándose de los 
delitos de delincuencia organizada y 
secuestro, es improcedente ordenar su 
cese y la imposición de una medida 
cautelar distinta, aun cuando su duración 
excediera del plazo de dos años, sin que 
se haya emitido la sentencia definitiva 
correspondiente. 


Tesis aislada 
(Penal) 


2013848 


Privación ilegal de la libertad (secuestro), 
regulado en la ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en materia de 
secuestro, reglamentaria de la fracción 
XXI del artículo 73 de la constitución 
política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En relación con aspectos 
sustantivos de este delito no previstos en 


Jurisprudencia 
(Constitucional, 
Penal) 


2014021 
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dicha ley especial, los jueces del fuero 
común no deben aplicar los códigos 
penales locales, sino lo establecido en el 
libro primero del código penal federal 
(legislación vigente hasta el 17 de junio 
de 2016). 


Pena de prisión en el delito de privación | Tesis aislada | 2014676 
ilegal de la libertad en la modalidad de | (Constitucional, 
secuestro. Conforme al principio pro Penal) 

persona, en la aplicación de la sanción 
prevista en el artículo 302 bis del código 
penal del estado de puebla, debe 
observarse lo dispuesto en el diverso 
numeral 41 del mismo ordenamiento. 


Secuestro. Las autoridades locales | Jurisprudencia 2016601 
encargadas de su investigación, | (Constitucional, 
persecución y sanción deben aplicar el Penal) 

código penal federal y no el local, cuando 
analicen aspectos sustantivos no 
previstos en ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en esa materia 
(legislación anterior a la reforma 
publicada en el diario oficial de la 
federación el 17 de junio de 2016). 


Secuestro 


Asesor jurídico federal especializado en | Tesis aislada | 2016806 
atención a víctimas, ofendidos y testigos | (Común, Penal) 
de secuestro del instituto federal de 
defensoría pública. El auto que no 
acuerda de conformidad su solicitud de 
autorizar a diversas personas a efecto de 
oír y recibir notificaciones e imponerse de 
los autos, no viola de manera irreparable 
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derechos sustantivos para efectos de la 
procedencia del juicio de amparo 
indirecto. 


Secuestro agravado. Si se concede al 
imputado el amparo liso y llano por no 
acreditarse -ni aun de manera indiciaria- 
su responsabilidad en la comisión de 
dicho delito, atento a que los familiares 
del secuestrado tienen derecho a conocer 
con certeza lo sucedido en relación con su 
desaparición, procede ordenar en el fallo 
protector, la implementación de las 
medidas necesarias para la continuación 
de la investigación y la realización de las 
gestiones conducentes para su 
localización. 


Tesis aislada 
(Común, Penal) 


2016836 


Secuestro exprés. No se actualiza este 
delito, previsto en el artículo 9, fracción 
I, inciso d), de la ley general para prevenir 
y sancionar los delitos en materia de 
secuestro, reglamentaria de la fracción 
XXI del artículo 73 de la constitución 
política de los Estados Unidos 
Mexicanos, si no se advierte una finalidad 
de la privación de la libertad diversa a la 
del robo. 


Tesis aislada 
(Penal) 


2017040 


Beneficios de libertad preparatoria, 
sustitución, conmutación de la pena o 
cualquier otro que implique reducción de 
la condena. La prohibición contenida en 
el artículo 19, párrafo primero, de la ley 
general para prevenir y sancionar los 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2017606 
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delitos en materia de secuestro, 
reglamentaria de la fracción XXI del 
artículo 73 de la constitución federal, es 
inaplicable para los menores 
sentenciados por esos delitos en el 
sistema regulado por la ley de justicia 
para adolescentes en el estado de 
Zacatecas. 


Secuestro. Los lugares ubicados en las | Tesis aislada | 2018210 
zonas pobladas no pueden considerarse (Penal) 
como “camino público” o “lugar 
desprotegido o solitario” para la 
actualización de la agravante de este 
delito prevista en el artículo 10, fracción 
Í, inciso a), de la ley general para prevenir 
y sancionar los delitos en materia de 
secuestro. 


Determinación ministerial sobre la causa | Tesis aislada | 2018237 
presumible de no localización de una | (Civil, Penal) 
persona. Para su emisión, la 
representación social está facultada para 
tener por presuntivamente acreditado que 
la desaparición de aquélla se debe, entre 
otras circunstancias, a actos atribuibles a 
la delincuencia organizada, casos de 
secuestro y de desaparición forzada 
(nterpretación literal, teleológica y 
conforme del artículo 705, párrafos 
tercero y cuarto, del código civil para el 
estado de Colima). 


Secuestro 
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Secuestro exprés. Para la actualización de 
este delito, previsto en el artículo 9, 
fracción l, inciso d), de la ley general para 
prevenir y sancionar los delitos en 
materia de secuestro, reglamentaria de la 
fracción XXI del artículo 73 de la 
constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos, basta que se pruebe la 
restricción de la libertad ambulatoria de 
la víctima para ejecutar los delitos de 
robo o extorsión [abandono de la tesis 
aislada XVII. lo.P.A.61 P (10a.)]. 


Tesis aislada 
(Penal) 


2018516 


Secuestro. El artículo 9, fracción I, inciso 
c), de la ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en la materia, no 
viola el principio de proporcionalidad de 
las penas. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2018822 


Secuestro. El artículo 9, fracción I, inciso 
c), de la ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en la materia, no 
vulnera el principio de exacta aplicación 
de la ley en materia penal en su vertiente 
de taxatividad. 


Tesis aislada 
(Constitucional, 
Penal) 


2018823 


Secuestro simulado. La descripción típica 
de este delito, contenida en el artículo 13 
de la ley general para prevenir y 
sancionar los delitos en materia de 
secuestro, no se actualiza respecto de 
quien colaboró con aquel que fingió su 
autosecuestro. 


Tesis aislada 
(Penal) 


2018887 
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Secuestro 


Secuestro. Hipótesis en que la privación | Tesis aislada | 2019519 
de la vida de la víctima durante su (Penal) 

cautiverio no consuma los efectos de este 

delito. 

Secuestro. El artículo 10, fracción IL, | Tesis aislada 2021134 
inciso a), de la ley general para prevenir | (Constitucional, 

y sancionar los delitos en esa materia no Penal) 

vulnera el principio de proporcionalidad 

de las penas. 

Aplicación retroactiva de la ley en| Tesis aislada | 2021445 
beneficio. Acorde con este principio, las | (Constitucional, 
circunstancias agravantes de un ilícito no Penal) 

pueden ser objeto de valoración para 

individualizar la pena, cuando hayan sido 

suprimidas de la norma sustantiva penal, 

como es el caso de la calificativa “a bordo 

de vehículo” en el delito de secuestro. 

Secuestro agravado. Las penas previstas | Jurisprudencia | 2022084 
en los artículos 9 y 10 de la ley general (Penal) 

para prevenir y sancionar los delitos en 

materia de secuestro, son de aplicación 

excluyente. 

Prohibición de otorgar beneficios de | Tesis aislada | 2022908 


libertad preparatoria a los sentenciados 
por el delito de secuestro. El artículo 19, 
párrafo primero, de la ley general para 
prevenir y sancionar los delitos en 
materia de secuestro, reglamentaria de la 
fracción XXI del artículo 73 de la 
constitución general que lo prevé, no 


(Constitucional, 
Penal) 
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transgrede los derechos de igualdad, 
reinserción social y dignidad humana. 


Secuestro. Para que se actualice la | Jurisprudencia | 2024015 
agravante prevista en el inciso a) de la (Penal) 
fracción I del artículo 10 de la ley general 
para prevenir y sancionar los delitos en 
materia de secuestro, atinente a que el 
delito se realice en “camino público”, no 
es aplicable supletoriamente el numeral 
165 del código penal federal; sin 
embargo, debe demostrarse que se 
ejecutó fuera de los límites poblacionales. 


Secuestro. Para establecer si se actualiza | Tesis aislada | 2026305 
la circunstancia modificativa de este (Penal) 
delito, relativa a cuando se cometa en 
“camino público”, prevista en el artículo 
10, fracción l, inciso a), de la ley general 
para prevenir y sancionar los delitos en 
materia de secuestro, debe acudirse a la 
interpretación gramatical de esa 
acepción, ante la falta de su definición en 
dicha ley. 


Secuestro. Para tener por actualizada la | Jurisprudencia | 2026602 
agravante de este delito, contenida en el (Penal) 
inciso a) de la fracción I del artículo 10 de 
la ley general para prevenir y sancionar 
los delitos en materia de secuestro, debe 
entenderse por “camino público” aquel 
que se encuentre fuera de los límites 
poblacionales. 
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Secuestro 
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Delito de secuestro. 
Antecedentes legislativos 


Mtra. María de los Ángeles Márquez Carreón 


Introducción 


a regulación del secuestro en México ha 
experimentado una evolución significativa desde sus 

inicios legislativos hasta la actualidad, evidenciando 
una creciente inquietud social y ajustes frente a las variadas 
formas que este delito ha asumido. 

Inicialmente codificado en el código penal de 1871, 
el secuestro se entendía de manera restringida, focalizado 
en el rapto con objetivos matrimoniales o sexuales. Con el 
transcurso del tiempo, en particular desde la promulgación 
del código penal de 1929, la normativa amplió la definición 
de secuestro, categorizándolo como una infracción contra la 
libertad individual, sin restringirse a propósitos particulares. 

Durante el siglo XX, y en los albores del XXI, se han 
implementado diversas reformas al código penal federal y 
a las leyes estatales para incrementar las penas relativas al 
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Secuestro. Antecedentes legislativos 


secuestro, adecuando la legislación a nuevas modalidades 
delictivas, como el secuestro exprés y aquel realizado con 
fines de extorsión. 

Tales ajustes legislativos reflejan la respuesta de la 
sociedad y del Estado mexicano ante la transformación del 
crimen y su impacto en la comunidad. 

Un hito en la batalla contra el secuestro lo constituye la 
promulgación de la ley general para prevenir y sancionar los 
delitos en materia de secuestro en 2010, la cual establece un 
marco jurídico federal específico y detallado, dirigido no sólo 
a la penalización del delito, sino también a su prevención y al 
soporte y protección de víctimas y sus familias. 

Esta ley, al prescribir penas que alcanzan la prisión 
perpetua en casos extremos, evidencia la firmeza con la que 
el Estado mexicano ha comenzado a enfrentar el secuestro. 

Las reformas subsiguientes han seguido reforzando el 
marco legal, optimizando la cooperación entre instituciones y 
mejorando la capacidad de las fuerzas de seguridad, además 
de instaurar sistemas de alerta temprana para facilitar la 
localización y rescate de las víctimas. 

S1 bien el trayecto ha sido extenso y el secuestro 
continúa siendo un reto, la progresión legislativa en México 
demuestra un compromiso cada vez mayor con la prevención 
de este crimen, la tutela de las víctimas y la procuración de 
justicia. 

Desde su primera codificación en el siglo XIX hasta 
las recientes adaptaciones legislativas del siglo XXI, la 
regulación del secuestro ha evolucionado notoriamente 
dentro del marco jurídico mexicano. 
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Este desarrollo legislativo, que ha visto transformarse 
la definición, penalización y estrategias de abordaje 
del secuestro en el sistema de justicia penal, destaca la 
adaptabilidad de la legislación frente a la dinámica cambiante 
del delito y su impacto social. La incorporación del secuestro 
en el ámbito legislativo federal, desde el código penal de 
1871, en un contexto de democratización post-Imperio, 
subraya la importancia de una respuesta jurídica integral y 
continua ante este desafío persistente. 
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I.- Orígenes y evolución del tipo penal de secuestro 


En este apartado se analiza la concepción original del 
secuestro a partir del código penal de 1871, identificado 
inicialmente como plagio, y el devenir en las legislaciones 
posteriores. 


1.- Código penal de 1871. 


Este primer código penal, como se advierte en el 
comparativo añadido más adelante, se establecía el tipo que 
ahora se denomina como secuestro, en el capítulo XIII, dentro 
del título segundo: denominado “Delitos, contra las personas, 
cometidos por particulares”, incluido en el libro tercero, sin 
embargo, en dicha época, era identificado como plagio. 


2.- Código penal de 1929. 


En esta codificación, en un tiempo donde se veían 
cambios, en ocasiones abruptos derivado de la conclusión de 
la guerra civil que significó la revolución mexicana, y de la 
crisis de 1929, que trajo aparejado un aterrizaje a la realidad, 
ya se habla del vocablo actual de secuestro y ya no de plagio, 
como se observará en el comparativo. 

Se advierte que en esta legislación se encuentra inmersa 
y visible la perspectiva social, así como las circunstancias e 
idiosincrasia social que se verificaban en el momento en el 
que se redactó el tipo penal en comento. 
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3.- Código penal de 1931 


Después de las anteriores legislaciones, el código penal 
federal en vigor aborda el tipo penal de secuestro antes 
que la ley en comento. Es evidente que el tipo sufrió varias 
adecuaciones y reformas, antes de que tuviese su propia 
conformación legislativa. 

Como es posible observar, en el texto original no se 
establecen de manera explícita las diferencias entre secuestro 
o plagio, pero sí queda claro que hay un elemento subjetivo 
específico, diverso del dolo, que es necesario para que el 
secuestro pueda ser subsumido en una acción. 

A continuación, se inserta un comparativo para que las 
ideas expresadas anteriormente queden esclarecidas. 
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Código penal de 


1871' 


“CAPITULO — XII! 
Plagio 


Art. 626. El delito de 
plagio se comete: 
apoderándose de 
otro, por medio de 
violencia, de 
amagos, de 


Código penal de 
1929? 

Del rapto 
ARTICULO  868.- 


Comete el delito de 
rapto: el que se 
apodera de una 
mujer por medio de 
la violencia física, 
del engaño o de la 


Código penal de 1931? 


TITULO 
VIGESIMOPRIMERO 


CAPITULO I 


Privación ilegal de la 
libertad 


ARTICULO 364.- Se 


amenazas, de la | seducción, para | aplicará la pena de 
seducción o del | satisfacer algún, | prisión de uno a seis 
engaño: deseo erótico sexual | meses y multa de diez a 
L Para venderlo: ds 

ponerlo contra su | ARTICULO  869.- | I- Al que sin orden de 
voluntad al servicio | El rapto de una | autoridad competente, 
público Ó de un | mujer mayor de|siendo un particular y 
particular en país | dieciocho años, | fuera de los casos 
extranjero: cometido por medio | previstos por la ley, 


de la violencia o del | arreste o detenga a otro 


engancharlo en el 


1 Dublán, Manuel, y Lozano, José María: Legislación mexicana, o colección 
completa de las disposiciones legislativas expedidas desde la independencia de la 
república. Recurso digital disponible en 
http://cdigital.dgb.uanl.mx/la/1080042593_C/1080043420_T11/1080043420_129. 
pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 

2 Diario oficial de la federación: Código penal para el Distrito y Territorios federales. 
Recurso digital disponible en 
https: //www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?codnota=44362628fecha=05/10/ 
19298cod_diario=186990 consultado el 19 de febrero de 2024. 

3 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Código penal para el Distrito 
y Territorios federales en materia de fuero común y para toda la república en 
materia de fuero federal. Recurso digital disponible en 
https: //www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_orig_14ago31_ima.pdf 
consultado el 19 de febrero de 2024. 
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Secuestro. Antecedentes legislativos 


ejército de otra 
nación; o disponer de 
él á su arbitrio de 
cualquier otro modo: 


II. Para obligarlo á 
pagar rescate: á 
entregar alguna cosa 
mueble: á extender, 
entregar ó firmar un 
documento que 
importe obligación ó 


liberación, óÓ que 
contenga alguna 
disposición que 


pueda causarle daño 
oO perjuicio en sus 
intereses, ó en los de 
un tercero; Ó para 
obligar á otro á que 
ejecute alguno de los 
actos mencionados. 


627. El plagio se 
castigará como tal, 
aunque el plagiario 
obre de 
consentimiento del 
ofendido, si éste no 
ha cumplido diez y 
seis años. Cuando 
pase de esta edad y 


engaño, se 
sancionará hasta con 
dos años de 


segregación y con 
multa de quince a 
treinta días de 
utilidad; si la mujer 
fuere menor de esa 
edad, la segregación 
será hasta por cinco 
años y la multa de 


treinta a cuarenta 
días de utilidad. 

ARTICULO  870.- 
Se impondrán 
también las 
sanciones del 
artículo anterior, 


aunque el raptor no 
emplee la violencia 
ni el engaño sino 
solamente la 
seducción y 
consienta en el rapto 
la mujer ofendida, si 
esta fuere menor de 
dieciséis años. 

ARTICULO  871.- 
Por el sólo hecho de 
no haber cumplido 


en una cárcel privada o 
en otro lugar por menos 
de ocho días. Si la 
detención arbitraria 
excede de ocho días, la 
sanción será de un mes 
más por cada día, y 


II.- Al que de alguna 
manera viole, con 
perjuicio de otro, los 
derechos establecidos 
por la Constitución 
general de la República, 
en favor de las personas. 


ARTICULO 365.- Se 
impondrán de tres días a 
un año de prisión y multa 
de cinco a cien pesos: 


T.- Al que obligue a otro 
a prestarle trabajos o 
servicios personales sin 
la retribución debida, ya 
sea empleando violencia 
física o moral o 
valiéndose del engaño, 
de la intimidación o de 
cualquier otro medio, y 


II.- Al que celebre con 
otro un contrato que 


no llegue á los dieciséis años — la | prive a éste de la libertad 
veintiuno, se | mujer raptada que | o le imponga 
impondrá al | voluntariamente 
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plagiario la mitad de 
la pena que se le 
aplicaría si obrara 
contra la voluntad 
del ofendido. 


628. El plagio 
ejecutado en camino 
público, se castigará 
con las penas 
siguientes: 


TI. Con cuatro años de 
prisión, cuando ántes 
de ser perseguido el 
plagiario, y de todo 


procedimiento 

judicial en 
averiguación del 
delito, ponga 


espontáneamente en 
absoluta, libertad al 
plagiado, sin haberle 
obligado a ejecutar 
ninguno de los actos 
que expresa el 


artículo 626, ni 
haberle dado 
tormento Ó 
maltratado 


gravemente de obra, 
ni causándole daño 
alguno en su 
persona: 


siga a su raptor, se 
presume que éste 
empleó el engaño. 


ARTICULO  872.- 
Cuando al dar el 
raptor su primera 
declaración, no 
entregue a la mujer 
raptada ni dé noticia 
del lugar en que la 
tiene, se agravará la 
sanción que le 


corresponda con 
segregación hasta 
por diez años, 


atendidas las 
circunstancias del 
caso, la temibilidad 
del delincuente y el 
mayor 0 menor 
tiempo que 
mantenga a la 
ofendida fuera de su 
domicilio; si al 
dictarse la sentencia 


definitiva, el 
delincuente no 
hiciere entrega de la 
raptada, la 
segregación será 
hasta de doce años y 


quedara sujeto a lo 


condiciones que lo 
constituyan en una 
especie de servidumbre o 
que se apodere de alguna 
persona y la entregue a 
otro con el objeto de que 
éste celebre dicho 
contrato. 


ARTICULO 366.- Se 
impondrán de cinco a 
veinte años de prisión y 
multa de cien a mil 
pesos, cuando la 
detención arbitraria 
tenga carácter de plagio 
o secuestro, en alguna de 
las formas siguientes: 


I.- Cuando se trate de 
obtener rescate, o de 
causar daños o perjuicios 
al plagiado o a otra 
persona relacionada con 
éste; 


II.- Cuando se haga uso 
de amenazas graves, de 
maltrato o de tormento; 


TI1.- Cuando la detención 
se haga en camino 
público o en paraje 
solitario; 
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II. Con ocho años de 
prisión, cuando la 
soltura se verifique 
con los requisitos 
indicados en la 
fraccion anterior, 


pero después de 
haber comenzado la 
persecución del 
delincuente Ó la 
averiguación judicial 
del delito: 


III. Con doce años de 
prisión, si la soltura 
se verificare con los 
requisitos de la 


fraccion Il, pero 
después de la 
aprehensión del 
delincuente: 

IV. Con la pena 


capital, en los casos 
no comprendidos en 
las fracciones 
anteriores. 


629. El plagio que no 
se ejecute en camino 
público, se castigará 
con las penas 
siguientes: 


prevenido por el 
artículo 1,109. 


ARTICULO  873.- 
Cuando el raptor se 
case con la mujer 
ofendida no se podrá 
proceder 
criminalmente 
contra él, ni contra 
sus cómplices, por el 
rapto, salvo que se 
declare nulo el 
matrimonio. 


ARTICULO  874.- 
No se procederá 
contra el raptor, sino 
por queja de la mujer 
ofendida o de su 
marido, si fuere 
casada; pero si la 
raptada fuere menor 
de edad, por queja 
de quien ejerza la 
patria potestad o, en 
su defecto, por un 
tutor especial que 
nombrará el juez que 
conozca del delito. 
Si dicho tutor no 
formulase la 
querella, deberá 
exponer ante el juez 
que lo nombró los 


IV.- Cuando los 
plagiarios obren en 
grupo o banda, y 


V.- Cuando cometa robo 
de infante menor de siete 
años un extraño a la 
familia de éste. 


Si el plagiario pone en 
libertad a la persona 
secuestrada, 
espontáneamente, antes 
de tres días y sin causar 
ningún perjuicio grave, 
sólo se aplicará la 
sanción correspondiente 
a la detención ilegal, de 
acuerdo con los dos 
artículos anteriores. 
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I. Con tres años de 
prision en el caso de 
la fraccion I del 
articulo anterior: 


II. Con cinco en el de 
la fraccion II. 


TI. Con ocho en la 
fracción II. 


TV, Con doce cuando 
después de la 
aprehensión del 
plagiario, y ántes de 
que se pronuncie 
contra en sentencia 
definitiva, ponga en 
libertad al plagiado , 
si no le hubiere dado 
tormento Ó 
maltratado de otro 
modo; pero cuando 
falte alguno de estos 
requisitos Ó la 
persona plagiada sea 
mujer Ó menor de 
diez años, ó fallezca 
ántes de recobrar su 
libertad, se tendrán 
estas circunstancias 
como agravantes de 
cuarta clase. 


motivos en que se 
funde. Cuando el 
rapto se acompañe 
con otro delito 
perseguible de 
oficio, si se 
procederá contra el 
raptor, por éste 
último. 


ARTICULO  875.- 
Se considerará 
circunstancia 
agravante de cuarta 
clase, en los casos de 
este capítulo: el que 
la mujer ofendida 
sea huérfana de 
padre, madre o de 
ambos. De la 
privación ilegal de 
libertad o de su 
ejercicio 
ARTICULO 1,093.- 
Al particular que sin 
orden de autoridad 
competente, y fuera 
de los casos 
permitidos por la ley 
arreste o detenga a 
otro en una cárcel 
privada, o en otro 
lugar, se le aplicará 
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630. En el caso de 
que habla la fraccion 
última del artículo 
anterior, no podrá el 
reo gozar del 
beneficio que 
concede el artículo 
74, sino hasta que 
haya tenido de buena 
conducta el tiempo 
que dicho artículo 
señala, contado 
desde el dia en que el 
plagiado esté en 
absoluta libertad. 


Si no estuviere libre 
el plagiado al espirar 
la condena del que lo 
plagió, quedará éste 
sujeto á la retencion 
de que hablan los 
artículos 72 y 73. 


Este artículo se leerá 
á los plagiarios al 
notificarles la 
sentencia, y así se 
prevendrá en ella. 


631. En todos los 
casos de que hablan 
los artículos 
anteriores, en que no 
esté señalada la pena 


las siguientes 
sanciones: 


I.- Arresto hasta de 
seis meses y multa 
de diez a veinte días 
de utilidad, cuando 
el arresto Oo la 
detención no exceda 
de diez días; 


II.- Arresto de seis 
meses en adelante y 
multa de quince a 


treinta días de 
utilidad, cuando el 
arresto O la 


detención duren más 
de diez días, pero no 
excedan de treinta; 


TI.- Cuando el 
arresto lo) la 
detención excedan 
de treinta días se 
impondrá una multa 
de treinta a cuarenta 
días de utilidad y un 
año de segregación, 
aumentado con un 
mes más por cada 
día de exceso. 


ARTICULO 1,094.- 
Cuando el reo 
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capital se tendrán 
como circunstancias 
agravantes de 
primera, segunda, 
tercera .Ó cuarta 
clase, á juicio del 
juez: 


I. Que el plagiario 
deje pasar más de 
tres dias sin poner en 
libertad al plagiado: 


TL. El haberle 
maltratado de obra: 


III. Haberle causado 
daños o perjuicios. 


632. Todo plagiario 
que no sea 
condenado á muerte, 
además de la pena 
corporal, pagará una 
multa de 500 a 3,000 
pesos, quedará 
inhabilitado 

perpetuamente para 
toda clase de cargos, 
empleos ú honores, y 
sujeto á la vigilancia 
de segunda clase; sin 
perjuicio de aplicarle 
las agravaciones que 


ejecute la detención 
o privación de 
libertad 
suponiéndose 
autoridad pública, o 
por medio de una 
orden falsa O 
supuesta de la 
autoridad, O 
fingiéndose agente 
de ella, o usando de 
distintivo de tal, o 
amenazando 
gravemente al 
ofendido, se le 
impondrá una multa 
de treinta a cuarenta 
días de utilidad y 
cinco años de 
segregación, que se 
aumentará en los 
términos y casos que 
expresa la fracción 
II del artículo 
anterior. 


Del secuestro 


ARTICULO 1,105.- 
El delito de 
secuestro se comete: 
apoderándose de 
otro, por medio de la 
violencia física O 
moral, de la 
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el juez estime justas 
con arreglo al 
artículo 95”. 


sedución o del 
engaño: 


I- Para venderlo, 
ponerlo contra su 
volunta al servicio 
público o de un 
particular, O 
disponer de él a su 
arbitrio de cualquier 
otro modo; 


II.- Para obligarlo a 
pagar rescate; a 
entregar alguna cosa 
mueble; a extender, 
entregar o firmar un 
documento que 
importe obligación o 


liberación, o que 
contenga alguna 
disposición que 


pueda causarle daño 
o perjuicio en sus 
intereses, o en los de 
un tercero; O para 
obligar a otro a que 
ejecute o deje de 
ejecutar alguno de 
los actos 
mencionados. 


ARTICULO 1,106.- 
El secuestro se 
sancionará como tal, 
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aunque el 
secuestrador obre 
con el 


consentimiento del 
ofendido, si éste no 
hubiere cumplido 


veintiún años. 
Cuando esta edad, se 
impondrá al 
secuestrador la 


mitad de la sanción 
que se le aplicaría si 
obrara contra la 


voluntad del 
ofendido. 

ARTICULO 1,107.- 
El secuestro 
ejecutado en camino 
público se 


sancionará de la 
manera siguiente: 


I.- Con cinco años 
de segregación, 
cuando antes de ser 
perseguido el 
secuestrador, y de 
todo procedimiento 


judicial en 
averiguación del 
delito, ponga 


espontáneamente en 
absoluta libertad el 
secuestrado, sin 
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haberle obligado a 
ejecutar ninguno de 
los actos u 
omisiones que 
expresa el artículo 
1,105, ni haberle 
dado tormento O 
maltratado de obra, 
ni causándole daño 
alguno en su 
persona; 


TI.- Con diez años de 
segregación, cuando 
la libertad se 
verifique con los 
requisitos indicados 
en la fracción 


anterior, pero 
después de haber 
comenzado la 
persecución del 


delincuente o la 
averiguación del 
delito; 


TI.- Con quince 
años de relegación, 
si la libertad se 
verificare con los 
requisitos de la 
fracción l, pero 
después de 
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aprehensión del 
delincuente; 


TV.- Con veinte años 
de relegación en los 
casos no 
comprendidos en las 
fracciones 
anteriores. 


ARTICULO 1,108.- 
El secuestro que no 
se ejecute en camino 
público, se 
sancionará de la 
manera siguiente: 


I- Con cinco años 
de segregación, en el 
caso de la fracción I 
del artículo anterior; 


T.- Con ocho años 
en el de la fracción 
TI; 


TI.- Con diez años 
en el de la fracción 
TI; 


TV.- Con quince años 
de relegación, 
cuando después de 
la aprehensión del 
secuestrador, y antes 
de que se pronuncie 
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contra él sentencia 
definitiva, ponga en 


libertad al 
secuestrado, si no le 
hubiere dado 
tormento O 


maltratado de otro 
modo; pero cuando 
falte alguno de estos 
requisitos, O la 
persona secuestrada 
sea mujer o menor 
de diez años, oO 
fallezca antes de 
recobrar su libertad, 
se tendrán estas 
circunstancias como 
agravantes de cuarta 
clase. 


ARTICULO 1,109.- 
En el caso de que 
habla la fracción 
última del artículo 
anterior, no podrá el 
reo gozar del 
beneficio de la 
libertad 

preparatoria, sino 
hasta que haya 
demostrado una 
enmienda efectiva y 
siempre que hubiere 
puesto al 
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secuestrado al 
expirar el tiempo de 
la condena impuesta 
al secuestrador, 
quedará éste sujeto a 
la retención de que 
habla el artículo 240. 


Este artículo se leerá 
a los secuestradores 
al notificarles la 
sentencia, y así se 
prevendrá en ella. La 
omisión de este 
requisito no será 
obstáculo para la 
aplicación de la 
retención. 


ARTICULO 1,110.- 
En todos los casos 
de que hablan los 
artículos anteriores, 
se tendrán como 
circunstancias 
agravantes de 
primera, segunda, 
tercera O Cuarta 
clase, a juicio del 
juez: 


I.- Que el 
secuestrador deje 
pasar más de tres día 
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sin poner en libertad 
al secuestrado; 


T- El haberle 
maltratado de obra, 
O 


TI.- Haberle 
causado daños y 
perjuicios. 


ARTICULO 1, 111.- 
El secuestrador, 
además de la 
sanción 
correspondiente, 
pagará una multa de 
ochenta a cien días 
de utilidad, quedará 
inhabilitado por 
veinte años para 
toda clase de cargos, 
empleos y honores, 
y sujeto a la 


vigilancia de 
segunda clase, sin 
perjuicio de 
aplicarle las 


agravaciones que el 
Consejo Supremo de 


Defensa y 
Prevención Social 
estimare justas. 
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4. Reformas al Código Penal de 1931 


Como se podrá apreciar más adelante, las reformas que 
se han realizado al delito de secuestro han sido constantes, 
pero materialmente insuficientes para mermar la incidencia 
de este delito, pero no sólo por el incremento ha tenido su 
comisión, sino por la indiferencia o el temor de las víctimas 
para denunciarlo y la displicencia de las autoridades de 
investigación. 


A.- Una reforma que se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación del 15 de enero de 1951. En la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación del 15 de enero de 
1951, se le otorgó denominación al título Vigésimo primero. 
Privación ilegal de la libertad y otras garantías, y el capítulo 
I se convirtió en Capítulo único, con el nombre de Privación 
ilegal de la libertad.' 

Por otra parte, se incrementó el máximo de la pena de 
prisión para todos los supuestos de secuestro, pasando de 
veinte a treinta años de prisión, y nuevamente se introdujo 
una fracción V para reincorporar el “robo de infante menor 
de doce años por quien sea extraño a su familia y no ejerza 
la patria potestad sobre él”. Como puede notarse, se elevó 
la edad del infante: de diez a doce años, y se agregó el dato 
de que el activo “no ejerza la patria potestad”. Esto último 


4. Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 15 de enero de 1951. Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref17_15ene51_ima.paf consultado el 19 de febrero de 2024. 
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hace ver, de forma muy clara, que se trata de un delito contra 
la familia, aunque también concurra como bien jurídico la 
libertad personal. 


B.- La reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del 5 de enero de 1955? agrava, por tercera 
ocasión, la pena de prisión, elevándola de cinco a treinta años 
a de cinco a cuarenta años. Esto, por supuesto, como parte de 
una medida populista contraria a los fines de la pena. 


C.- El 29 de julio de 1970, se realizaron cambios 
de escasa trascendencia en la redacción de las diferentes 
fracciones que integraban el artículo 366. 

Lo más trascendente de esta reforma es la adición de una 
nueva hipótesis, consistente en detener en calidad de rehén a 
la persona secuestrada y amenazar “(...) con privarla de la 
vida o con causarle un daño, sea a aquélla o a terceros, si la 
autoridad no realiza o deja de realizar un acto de cualquier 
naturaleza (...).”? 

La idea es oportuna, pero la redacción es confusa. La 
nueva hipótesis se insertó como fracción II!l, por lo que fue 
necesario recorrer los textos de las fracciones siguientes, y 
con ello el “robo de infante” quedó ubicado en la fracción 
VI. En relación con este supuesto, nuevamente se hicieron 
cambios: 

2 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 5 de enero de 1955. Recurso 


digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref19 O5ene55_ima.pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 


3 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 29 de julio de 1970. Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref29 29jul70_ima.pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 
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En lugar de señalar que el activo sea un extraño que 
no ejerza la patria potestad sobre el infante, se dice que “no 
ejerza la tutela sobre el menor”. Además, se agrega un párrafo 
que, sin duda alguna, da materia a los delitos de sustracción 
o de tráfico de menores, que deberían ubicarse dentro del 
marco de los delitos contra la familia. El texto dice que se 
calificará como conducta típica la que tenga las siguientes 
características: “(...) Cuando el delito lo comete un familiar 
del menor que no ejerza sobre él la patria potestad ni la tutela, 
la pena será de seis meses a cinco años de prisión (...).” 


D.- La reforma del 13 de enero de 1984.* elevó el 
mínimo de la pena de prisión, de cinco a seis años, para evitar 
la posibilidad de que el secuestrador obtenga el beneficio 
de la libertad provisional bajo caución. Se trata de una 
importante medida de política criminal. Por lo que respecta a 
la multa, ésta se estableció, por primera vez, en días, siendo 
la pena de doscientos a quinientos. 

E.- El 3 de enero de 1989* se agregó un párrafo al 
artículo 366, que parece innecesario. Se postuló que si el 
secuestrador priva de la vida a la persona secuestrada, la pena 
de prisión será hasta de cincuenta años. 


4 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 13 de enero de 1984. Recurso 
digital disponible en  https:/1www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref46_13ene84_ima.pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 


5 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 3 de enero de 1989. Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref53_03ene89_ima.paf consultado el 19 de febrero de 2024. 
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Este texto es innecesario porque el caso se resolvería 
aplicando las reglas del concurso real de delitos, y los 
resultados serían los mismos si se toma en cuenta el texto del 
artículo 25, concerniente a la pena de prisión, que estipula 
que la duración “(...) será de tres días a cuarenta años, con 
excepción de lo previsto en los artículos 315 bis, 320, 324 
y 366 en que el límite máximo de la pena será de cincuenta 
años (...).” 


F.- Una nueva reforma apareció en el Diario Oficial de 
la Federación del 13 de mayo de 1996.* En esta ocasión se 
llevó a cabo una trascendente modificación de los textos que 
conforman el artículo 366. 

En primer lugar, el contenido de dicho artículo se ordenó 
en dos fracciones. En la primera, se establecieron tres tipos 
fundamentales o básicos, que agravan el mínimo de la pena 
de prisión, de seis a diez años, y se conservó el máximo de 
cuarenta años; además, se impuso multa de cien a quinientos 
días. Con esta pena se sanciona a los secuestradores que 
lleven a cabo la privación de la libertad de alguna persona 
con cualesquiera de los siguientes propósitos: 

a) obtener rescate; 

b) detener en calidad de rehén a una persona y amenazar 
con privarla de la vida o con causarle daño, para que la 
autoridad o un particular realice o deje de realizar un acto 
cualquiera, o 


6 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 13 de mayo de 1996. Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref66_13may96_ima.pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 
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c) causar daño o perjuicio a la persona privada de la 
libertad o a cualquier otra. 


En la segunda fracción se regulan diversos tipos 
calificados, que tienen una punibilidad de quince a cuarenta 
años de prisión y de doscientos a setecientos días multa 
cuando, en la privación de libertad, prevista en la fracción 1, 
concurra alguna o algunas de las siguientes circunstancias: 


a) Que se realice en camino público o en lugar desprotegido 
o solitario. 

b) Que el autor sea o haya sido integrante de alguna 
institución de seguridad pública, o se ostente como tal sin 
serlo. 

c) Que quienes lo lleven a cabo obren en grupo de dos o 
más personas. 

d) Que se realice con violencia, o 

e) Que la víctima sea menor de dieciséis Oo mayor de 
sesenta años de edad, o que por cualquier otra circunstancia 
se encuentre en inferioridad física o mental respecto de 
quien ejecuta la privación de la libertad. Debe subrayarse 
que algunas de estas circunstancias, con redacción diversa, 
ya estaban previstas. 


En cuanto al arrepentimiento posfactum, éste no sufrió 
modificaciones de fondo. Ahora, la reforma contempla dos 
supuestos: en el primero, la sanción aplicable es sumamente 
benigna: de uno a cuatro años de prisión y de cincuenta a 
ciento cincuenta días multa, si espontáneamente se libera 
al secuestrado dentro de los tres días siguientes al de la 
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privación de la libertad, sin lograr ninguno de los propósitos 
previstos en la fracción l, y sin que haya concurrido alguna 
de las circunstancias circunstancias prescritas en la fracción 
H. 

En el segundo supuesto, la punibilidad es de tres a diez 
años de prisión y de doscientos cincuenta a quinientos días 
multa, si el secuestrador libera espontáneamente a su víctima 
sin lograr alguno de los propósitos a que se refiere la fracción 
I; esto quiere decir que tal beneficio procede aun cuando se 
haya presentado alguna de las circunstancias prescritas en la 
fracción II. 

Dichas medidas, sin duda alguna, corresponden a 
una política criminal bien orientada, ya que significan una 
excitativa para que el secuestrador libere a su víctima. Lo 
grave y reprobable de esta reforma es la incorporación 
del artículo 366 bis, cuyo contenido, además de prohibir 
conductas que no son antisociales, significa un atropello para 
los familiares, amigos y representantes legales de las víctimas 
del secuestro, por imponerles prohibiciones sumamente 
graves que incluso ponen en peligro la vida de la persona que 
ha sido secuestrada: a estas personas, en caso de concretizar 
el tipo, se les sanciona con prisión de uno a ocho años y con 
doscientos a mil días multa (más adelante se analizará este 
artículo). 


G.- En la reforma del 17 de mayo de 1999,” tuvo como 
única finalidad aumentar las punibilidades en el artículo 366. 
7 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 17 de mayo de 1999. Recurso 


digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref66_13may96_ima.pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 
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En relación con la fracción Ll, se establece prisión de 
quince a cuarenta años (era de diez a cuarenta años) y multa 
de quinientos a dos mil días multa (era de cien a quinientos 
días multa). En cuanto a los casos previstos en la fracción Il, 
se dispone prisión de veinte a cuarenta años (era de quince 
a cuarenta años) y de dos mil a cuatro mil días multa (era 
de doscientos a setecientos días multa). En esta línea de 
incremento de las penas se impuso, para el caso de que el 
secuestrado sea privado de la vida, prisión de cuarenta a 
sesenta años. 


H.- En ese mismo año se tuvo el inicio de la separación 
del Código penal federal y el código del Distrito Federal, 
con el que ahora el territorio del Distrito Federal tendría 
sus propios ordenamientos penales, y por ende, su propia 
conceptualización del tipo de secuestro, sin depender del 
Código Federal, como históricamente había sido. 


I.- La primera reforma federal, ya independiente del 
Código del Distrito Federal, tuvo lugar el 12 de junio de 
2000. Esta reforma incorporó una fracción III al artículo 
366, para brindar una protección especial a los menores que 
son secuestrados. El texto postula que 


“(...) Se aplicarán de veinticinco a cincuenta años de 
prisión y de cuatro mil a ocho mil días multa, cuando la 
privación de libertad se efectúe con el fin de trasladar a 


8 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 12 de junio de 2000. Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpf/CPF_ 
ref78_12jun00_ima.pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 
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un menor de dieciséis años fuera del territorio nacional, 
con el propósito de obtener un lucro indebido por la 
venta o la entrega del menor (...).” 


5.- En Guanajuato. 


Ante la necesidad de adecuar el dispositivo adjetivo 
en materia penal, el Estado propuso un nuevo código penal 
estatal. Para ello se presentó la iniciativa el 1 de agosto de 
1997, se instaló una Comisión Estatal el 18 de octubre de 
1999 para el análisis del mismo, la cual concluyó sus labores 
el 3 de mayo del 2000 con la presentación de un documento 
que sirvió de base al dictamen correspondiente. 

En este dictamen, el secuestro es tratado con 
punibilidades distintas según la gravedad de las formas de 
privación de la libertad, cuidando de no reprimirlo con penas 
más graves que las establecidas para el homicidio, a fin de 
no trastocar la jerarquía inmanente en los bienes penalmente 
tutelados. 

Se suprime el delito de rapto en su conceptualización 
tradicional. La sustracción o retención con fines sexuales 
quedaría captada entonces en la figura genérica de privación 
de libertad, como se verá en el comparativo de adelante. 

El resultado a esta propuesta fue el decreto número 
341, expedido por la Quincuagésima Séptima Legislatura 
Constitucional del Estado, en sesión ordinaria celebrada el 
3 de agosto del 2000, mediante el cual se emitió el Código 
Penal para el Estado de Guanajuato, mismo que se publicó 
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en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el 2 de 
noviembre de 2001 y entró en vigor el primero de enero de 
2002. 

Como puede observarse de la propuesta original al 
decreto por el que se crea el Código Penal para el Estado de 
Guanajuato, se da un tratamiento distinto a la privación de la 
libertad y al secuestro; es decir, la privación de la libertad, sin 
la solicitud de un rescate, no se encuentra dentro de los tipos 
penales de secuestro, como fue sugerida de origen. 

Por otro lado, el legislador finalmente optó por una 
punibilidad de diez a veinte años de prisión y de cien a 
doscientos días multa y no de seis a dieciséis años de prisión 
y de treinta a trescientos días multa como la iniciativa fue 
planteada. 

Para un mayor entendimiento, se inserta la siguiente 
comparativa: 
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Propuesta Redacción final 


Artículo 11.- Se consideran como 
delitos graves, para todos los 
efectos legales los siguientes: 


(id 


VI.- Secuestro previsto por los 
artículos 173 y 174, excepto el 
caso atenuado previsto por el 
artículo 175, así como en grado de 
tentativa en relación al artículo 18. 


Artículo 18.- Hay tentativa punible 
cuando con la finalidad de cometer 
un delito se realizan actos u 
omisiones idóneos dirigidos 
inequívocamente a consumarlo, si 
el resultado no se produce o se 
interrumpe la conducta por causas 
ajenas a la voluntad del activo. 


La punibilidad aplicable será de un 
medio del mínimo a un medio del 
máximo de la sanción que 
correspondería al delito si éste se 
hubiera consumado. 


Si el autor desistiere o impidiere 
voluntariamente la producción del 
resultado, no se impondrá sanción 
alguna, a no ser que los actos 
ejecutados constituyan por sí 
mismo delito. 
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CAPITULO IV 
CONCURSO DE DELITOS 


Artículo 30.- En caso de concurso 
real se aplicará la punibilidad del 
delito que merezca mayor sanción, 
la cual podrá aumentarse hasta la 
suma de las sanciones de los 
demás delitos, sin que la de prisión 
exceda de treinta años. 


Artículo 31.- En caso de concurso 
ideal, se aplicará la punibilidad del 
delito que merezca mayor sanción, 
la cual podrá aumentarse hasta una 
mitad más de su máximo, sin que 
pueda exceder de la suma de las 
sanciones de los delitos cometidos 
ni la prisión de treinta años. 


Cuando en un concurso ideal se 
produzcan varios delitos dolosos 
que afecten la vida, la salud o la 
libertad física, se aplicará la 
punibilidad del concurso real. 


CAPITULO IV 
CONCURSO DE DELITOS 


Artículo 30.- En caso de concurso 
real se aplicará la punibilidad del 
delito que merezca mayor sanción, 
la cual podrá aumentarse hasta la 
suma de las sanciones de los 
demás delitos, sin que la de prisión 
exceda de cuarenta años. 


Artículo 31.- En caso de concurso 
ideal se aplicará la punibilidad del 
delito que merezca mayor sanción, 
la cual podrá aumentarse hasta un 
medio más de su máximo, sin que 
pueda exceder de la suma de las 
sanciones de los delitos cometidos 
ni la de prisión de cuarenta años. 


Cuando en un concurso ideal se 
produzcan varios delitos dolosos 
que afecten la vida, la salud o la 
libertad física, se aplicará la 
punibilidad del concurso real. 


CAPITULO II 
SECUESTRO 


Artículo 210.- La privación de 
libertad se castigará de tres a ocho 
años de prisión y de quince a 
cincuenta días multa, cuando: 


CAPITULO II 
SECUESTRO 


Artículo 173.- La privación de 
libertad constituye secuestro y se 
sancionará de diez a veinte años de 
prisión y de cien a doscientos días 
multa, cuando: 
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I.- Se haga uso de amenazas graves 
o de mal trato. 


II.- Se realice en camino público, 
en paraje solitario o en 
despoblado. 


TI. El activo se ostente como 
autoridad sin serlo. 


I.- Se trate de obtener rescate de 
cualquier índole. 


II.- Se causen daños graves a la 
persona secuestrada o se le aplique 
tormento. 


TII.- Se ejecute por quien sea o 
haya sido integrante de una 
institución de seguridad pública o 
privada. 


IV.- Se pretenda que la autoridad 
haga o deje de hacer un acto de 
cualquier índole. 


V.- La persona secuestrada sea 
privada de la libertad por un 
extraño a su familia y sea menor de 
doce o mayor de sesenta años de 
edad o incapaz o que por cualquier 
circunstancia no esté en 
posibilidad de resistir. 


Artículo 174.- Se aplicará de 
veinte a treinta y cinco años de 
prisión y de cien a trescientos días 
multa cuando la persona 
secuestrada: 


I.- Sea mutilada. 
TI.- Sea privada de la vida. 
TIT.- Sea violada 
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Artículo 211. La privación de 
libertad se sancionará de seis a 
dieciséis años de prisión y de 
treinta a trescientos días multa: 


I- Cuando se trate de obtener 
rescate u otra prestación, o de 
causar daños o perjuicios al 
plagiado o a otra persona 
relacionada con éste. 


II. Cuando se aplique tormento al 
plagiado. 


III. Cuando se pretenda que la 
autoridad haga o deje de hacer un 
acto de cualquier índole. 


TV, Cuando se obre en grupo. 


V, Cuando el secuestrado sea 
menor de 12 años y se le prive de 
la libertad por un extraño a su 
familia. 


Artículo 212. Si el secuestrador 
pone espontáneamente en libertad 
al plagiado dentro de tres días, sin 
haberle causado daño grave, se le 
impondrá de tres meses a cinco 
años de prisión y de cinco a 
cincuenta días multa. 


Artículo 175.- Si la persona que 
secuestra pone espontáneamente 
en libertad al plagiado dentro de 
tres días, sin haberle causado daño 
grave, se le impondrá de seis 
meses a cuatro años de prisión y de 
diez a cincuenta días multa. 
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El 19 de Julio de 2004 se envió una iniciativa de 
reformas y adiciones al Código Penal para el Estado de 
Guanajuato. 

La exposición de motivos comienza estableciendo que 
“(...) La llamada parte especial del Código Penal se destina 
a la definición de las conductas que por su antisocialidad el 
legislador eleva al rango de delitos y, en consecuencia, les 
asigna la punibilidad que considera condigna (...).””? 

Además, refiere que la configuración de los tipos penales 
debe atender más a aspectos de orden técnico que a criterios 
de índole axiológica y, lo más trascendente, a decisiones 
de política criminal. Dicha política criminal consideraba 
idóneo y útil, para aquel tiempo, el aumento de las penas 
de prisión, e incluso la adición de conductas en los códigos 
sustantivos. Hoy esta clase de política resulta sumamente 
cuestionable, pues ha sido convertida por los legisladores en 
un instrumento con fines más populistas que enfocados a la 
solución al retorno al bien común y a la seguridad. 

Se visualizó por el ejecutivo del Estado de aquel 
entonces los parámetros que ya venían delineados desde la 
época del jurista alemán Ernst von Beling, respecto a incluir 
conductas del ser humano al listado punitivo cuando: 


9 Cfr. Poder ejecutivo del estado de Guanajuato: iniciativa de reformas y adiciones al 
Código Penal para el Estado de Guanajuato. Recurso digital disponible en https:// 
transparencia.guanajuato.gob.mx/biblioteca_digital/docart10/200505191310530. 
Iniciativa/20de%20Reformas%20al%20Codigo%20Penal%20para%20e1/%20 
Estado.pdf consultado el 19 de febrero de 2024. 
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“(...) los instrumentos de otra índole que pueden 
ponerse en juego han resultado ineficaces y que, por 
lo mismo, no queda más remedio que enfrentar la 
conducta antisocial con el más drástico de los castigos, 
por cuya razón ha de evitarse una obesa catalogación de 
delitos, pues la proliferación y el consecuente casuismo 
sólo conducen a la confusión y, más riesgoso todavía, 
al indiscriminado castigo de conductas que no era la 
intención legislativa considerar delictuosas (...).” 


Con el ello, el iniciante confiaba en las consideraciones 
de Feuerbach en el sentido de que el aumento de las penas 
no contenían una pretensión primariamente represiva, sino 
disuasoria, preventiva; cuya intención principal radicaba 
en convencer de su no realización, y sólo cuando realizada 
la conducta que se pretendía inhibir, sería ejecutada la 
consecuencia punitiva, proponiendo para ello una regla 
especial para el concurso de delitos. 

Como lo vimos en el comparativo inserto, se consideraba 
en el artículo 39, como regla del concurso de delitos, una 
pena máxima de 40 años de prisión. 

La iniciativa del ejecutivo proponía 60 años de 
prisión en los casos de concurso de delitos, y entre sus más 
importantes justificaciones se encontraron: 


1.- La seguridad pública no sólo es una función más del 
Estado, sino uno de sus principales imperativos. 
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2.- Es fundamental que los órganos estatales, en el 
desempeño de sus elementales obligaciones, se cuestionen 
permanentemente sobre qué exige la sociedad hoy en día 
ante el fenómeno de la inseguridad. 

3.- Es esencial responder al reclamo social sobre la 
asunción de más y mejores medidas de lucha contra el 
delito. 

4.- La actitud del poder público frente a la delincuencia 
debe nutrirse de posturas firmes y contundentes que 
replanteen los principios angulares del derecho punitivo. 


Después de dicho planteamiento notó que los 40 años 
como pena máxima de prisión resultaba notoriamente 
insuficiente ante las demandas sociales que plantean aquellos 
casos en que los delitos en concurso involucran bienes 
jurídicos fundamentales para la vida comunitaria, como la 
vida, la libertad y el patrimonio. Por ello, se sugirió que en 
tratándose de concurso de homicidio, secuestro, violación 
o robo calificado con cualquier otro delito, es decir, de 
cualquiera de dichos delitos con otro, o incluso con alguno 
o alguno de los listados, se acumulen las sanciones que por 
cada delitos se impongan, “(...) Estableciéndose dicha suma 
no como una posibilidad, sino como un imperativo para el 
juzgador, sin sujetarse al límite general de 40 años que 
tiene asignado la pena de prisión, ya que para el caso sería 
de 60 (...).” Así, se proponía que dicha regla excepcional se 
incorporaría como tal en el artículo 39. 

En esa misma iniciativa de reforma, el ejecutivo realizó 
las siguientes consideraciones respecto al delito de secuestro: 
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“(...) Probablemente en décadas pasadas se pudo 
pensar que el secuestro era un delito de “elite”, al 
considerarse que sólo los integrantes de la clase social 
alta podían ser objeto de este ilícito, por ser quienes 
podrían contar con los medios o recursos para cubrir 
el rescate solicitado o la contraprestación exigida. Sin 
embargo, en los últimos años la alta incidencia de este 
ilícito demuestra que los sujetos pasivos del plagio no 
son sólo aquellos económicamente fuertes, sino que 
constituye en todo individuo capaz de redituar algo de 
interés para los captores, así la obtención de beneficios 
no necesariamente económicos o bien los estrictamente 
pecuniarios. De ahí la importancia de contar con una 
adecuada legislación que permita reprimir eficazmente 
el secuestro (...).” 


En cuanto a las víctimas: 


“(...) El delito de secuestro tiene peculiares 
características, ya que afecta o tiene repercusión no 
únicamente en la víctima, sino en aquellos que se 
encuentran estrechamente vinculados a ésta. Además, 
las secuelas del mismo pueden ser incluso permanentes, 
pues no en contados caos se provoca una alteración 
psicológica de tal importancia que ni el ofendido, ni sus 
familiares, vuelven a llevar una vida normal; sin soslayar 
que padecen durante el tiempo que dura la privación de 
libertad, lo que los psicólogos suelen denominar “muerte 
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suspendida”, entendida como el sufrimiento prolongado 
de la probabilidad real de muerte del sujeto pasivo del 
delito (...).” 


En cuanto al reto al Estado: 


“(...) El secuestro es un acto de fuerza que denota 
tener la capacidad de controlar la libertad de algunos 
miembros de la comunidad; que devela la limitación del 
Estado para asegurar los derechos constitucionales de 
sus asociados. Estas ganancias dan a los plagiarios un 
sentido de territorialidad, de autoridad en las zonas de 
secuestro, en las pudiera decirse que desplazan al poder 
estatal (...).” 


Previó el ejecutivo estatal que una forma de erradicar 
el delito de secuestro lo constituía una adecuada tipificación 
penal de todas aquellas conductas que inciden directamente 
en el plagio. Por ello, derivado de que la codificación penal 
del 2001 no contenía todos los supuestos fácticos susceptibles 
de sancionarse sugirió su reforma y adición: 


“(...) se sugiere la hipótesis penal de un delito de 
secuestro en el que lo único que se requiera sea la 
privación de la libertad con el objeto de obtener 
cualquier clase de beneficio. 

Por otra parte, también se propone la creación de una 
figura penal en la que atendiendo a las características 
y condiciones especiales de la víctima, al número 
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de sujetos activos, a la calidad de éstos, o bien a las 
modalidades de ejecución del ilícito, sea calificada, esto 
es, agravada con sanciones de mayor importancia. 
Especial referencia merece la calificativa señalada en 
la fracción IV del artículo 174. Con la propuesta, se 
pretende diferenciar que la violencia pueda dirigirse a las 
personas (a la víctima o a quienes circunstancialmente 
se encuentran con ella) o a las cosas; en cambio, los 
actos humillantes o de tortura se encuentran referidos 
sólo a los que se aplican a la víctima del secuestro. 
Asimismo se propuso que al ser lo más importante 
la salvaguarda de la víctima del delito, se cambiará el 
supuesto de atenuación de 3 días a 24 horas. 

Por otro lado, el iniciante también previó que 
mundialmente el delito de secuestro era cada vez más 
dinámico, cada vez con mayor participación de personas 
con diferentes roles, algunas de ellas ni siquiera eran 
investigadas y otras, resultaban impunes, pues el 
tipo penal no alcanzaba en su redacción y técnica las 
conductas que estas realizaban (...).” 


También, el comportamiento social en Guanajuato 
dio pauta a la necesidad de crear otro supuesto en el delito 
de secuestro, pues ahora la sociedad fingía o simulaba 
secuestros con el fin de obtener ingresos a través de ese 
medio, acontecimiento que acarreaba grandes problemas 
jurídicos y culturales, pues no había un dispositivo efectivo 
que considerara la antijuridicidad de dichos actos. 


465 


Secuestro. Antecedentes legislativos 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Ante ello, y como primera visión de aquel tiempo en 
nuestro estado, el iniciante estableció que: 


“(...) Las manifestaciones criminales son dinámicas, 
pues encuentran o crean espacios y formas novedosas de 
delinquir, que aunque formalmente pudiesen captarse 
en tipos penales ya existentes, su especial índole obliga 
a definirlos por separado para su mejor tratamiento 
jurídico y punitivo. Es lo que ocurre con quienes montan 
toda una farsa para convencer que se está ejecutando un 
secuestro sin que tenga correspondencia con la verdad. 
Podría esa conducta caber en el supuesto de fraude pero 
son muy distintos los bienes jurídicos que con ello se 
afectan y que no sólo tienen que ver con el patrimonio. 
Por tal razón, se propone la creación de una figura de 
secuestro simulado con dos diferentes hipótesis fácticas: 
la maniobra engañosa sin que se colmen los propósitos 
de quienes la despliegan y la relativa a cuando éstos se 
agotan, desde luego con una agravación de penas en este 
último caso. 

Tampoco debe perderse de vista que el secuestro 
simulado en muchas ocasiones se presenta entre quienes 
tienen relaciones de parentesco o de gran intimidad. En 
este caso, se ha considerado recomendable establecer 
una excepción para que el delito se persiga por querella 
de parte ofendida (...).” 


Secuestro. Antecedentes legislativos 


Así, se inserta el comparativo del texto original y la 
reforma realizada en el año 2004. 
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Publicación del Código Penal para el 
Estado de Guanajuato 2001. 


Reforma al Código Penal para el 
Estado de Guanajuato. 2004 


Artículo 173. La privación de libertad 
constituye secuestro y se sancionará 
de diez a veinte años de prisión y de 
cien a doscientos días multa, cuando: 


I.- Se trate de obtener rescate de 
cualquier indole. 


IL.- Se causen daños graves a la 
persona secuestrada o se le aplique 
tormento. 


TI[.- Se ejecute por quien sea o haya 
sido integrante de una institución de 
seguridad pública o privada. 


TV.- Se pretenda que la autoridad haga 
o deje de hacer un acto de cualquier 
índole. 


V.- La persona secuestrada sea 
privada de la libertad por un extraño a 
su familia y sea menor de doce o 
mayor de sesenta años de edad o 
incapaz oO que por cualquier 
circunstancia no esté en posibilidad 
de resistir. 


Artículo 173.- Comete el delito de 
secuestro quien priva de la libertad a 
una persona, sin importar el tiempo 
que esto dure, con la pretensión de 
obtener el beneficio de un rescate, 
conseguir un beneficio de cualquier 
naturaleza, obligar a la autoridad o a 
un particular a que realice o deje de 
realizar una función o acto o causar un 
daño o perjuicio a cualquier persona. 


Este delito será sancionado con 
prisión de veinte a cuarenta años y de 
doscientos a cuatrocientos días multa. 


Artículo 174. Se aplicará de veinte a 
treinta y cinco años de prisión y de 
cien a trescientos días multa cuando la 
persona secuestrada: 


I.- Sea mutilada. 


Artículo 174.- Se impondrá prisión de 
treinta a cuarenta años y de mil a dos 
mil días multa, si en el secuestro 
concurre cualquiera de las 
circunstancias siguientes: 


I. Que la víctima sea menor de 
dieciséis o mayor de sesenta años de 
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TII.- Sea privada de la vida. 
TI[.- Sea violada 


edad o se encuentre indefensa, por sus 
condiciones especiales, frente al 
secuestrador; 


II. Que intervengan dos o más sujetos 
activos; 


TIT. Que el activo tenga o haya tenido, 
en los seis años que antecedan a la 
comisión del delito, funciones de 
seguridad pública o privada, de 
investigación de delitos, de 
procuración o administración de 
justicia o de ejecución de penas; 


TV. Que el delito se cometa en un lugar 
desprotegido o haciendo uso de la 
violencia, o bien que se apliquen actos 
humillantes o de tortura al secuestrado 
al efectuar su detención o durante el 
tiempo que permanezca privado de su 
libertad; o 


V. Que se realice aprovechando la 
confianza depositada en el agente 
activo. 


Artículo 175. Si la persona que 
secuestra pone espontáneamente en 
libertad al plagiado dentro de tres días, 
sin haberle causado daño grave, se le 
impondrá de seis meses a cuatro años 
de prisión y de diez a cincuenta días 
multa. 


Artículo 175. Si se pone 
espontáneamente en libertad a la 
víctima, dentro de las veinticuatro 
horas de haberla secuestrado, sin que 
se hayan agotado los propósitos del 
activo, la pena a imponer será la 
señalada en el artículo 169, siempre y 
cuando no concurra ninguna de las 
circunstancias agravantes definidas en 
el artículo que antecede, con 
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excepción de la contenida en su 
fracción l. 


Artículo 175-a.- Se impondrá prisión 
de dos a diez años y de doscientos a 
quinientos días multa al que en 
relación con las conductas 
sancionadas por los artículos 
anteriores y sin el consentimiento de 
quienes representen o  gestionen 
legítimamente a favor de la víctima: 


I.- Actúe como intermediario en las 
negociaciones de rescate. 


TI.- Colabore en la difusión pública de 
las pretensiones o mensajes de los 
secuestradores, fuera del estricto 
derecho a la información. 


IM.- Persuada a no presentar la 
denuncia del secuestro cometido o 
bien a no colaborar u obstruir la 
actuación de las autoridades; o 


IV.- Efectúe el cambio de moneda 
nacional por divisas o de éstas por 
moneda nacional, sabiendo que es con 
el propósito de pagar el rescate de un 
secuestro. 


Las mismas sanciones se aplicarán a 
quien intimide a la víctima, a sus 
familiares, a sus representantes oO 
gestores durante oO después del 
secuestro para que no colaboren con 
las autoridades competentes. 
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Artículo 175 b.- A quien simule un 
secuestro con la pretensión de obtener 
rescate, conseguir un beneficio de 
cualquier naturaleza, obligar a la 
autoridad o a un particular a que 
realice o deje de realizar una función 
O acto o causar un daño o perjuicio a 
cualquier persona, sin importar los 
medios empleados ni la condición 
simulada de secuestrador 0 
secuestrado, se le aplicará de cinco a 
diez años de prisión y de ciento 
cincuenta a cuatrocientos días multa. 


Cuando quienes fingiendo la 
condición de secuestrador O 
secuestrado obtengan sus 
pretensiones, la sanción podrá 
agravarse de una mitad del mínimo a 
una mitad del máximo de las 
señaladas en el párrafo anterior. 


Se requerirá querella cuando el delito 
se cometa entre cónyuges, 
concubinos, ascendiente y 
descendiente, adoptante y adoptado, 
tutor y pupilo, madrastra o padrastro e 
hijastro o bien entre hermanos. 


Secuestro. Antecedentes legislativos 
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H.- Acuerdo nacional por la seguridad, la justicia y la 
legalidad 


Pese a todo lo previamente mencionado, y derivado del 
incremento de incidencias que desencadenaron lo que se 
conoce como la industria del secuestro, la presión de la 
opinión pública llevó a que el 21 de agosto del 2008, en 
Palacio Nacional, se firmara el Acuerdo Nacional por la 
Seguridad, la Justicia y la Legalidad,'” suscrito por el titular 
del Poder Ejecutivo Federal y los titulares de las entidades 
federativas; el titular del gobierno del Distrito Federal, 
el Congreso de la Unión, el Poder Judicial Federal, los 
presidentes municipales, etc. 

El acuerdo reconoce que la sociedad mexicana se 
encuentra profundamente agraviada por la impunidad, la 
corrupción, la falta de coordinación entre las autoridades, así 
como por un ambiente de inseguridad y violencia, además 
del deterioro institucional de los organismos encargados de la 
seguridad pública, la procuración e impartición de justicia y 
la penetración de la delincuencia en los órganos de seguridad. 
En uno de los puntos del acuerdo, se asume el compromiso 
por parte del congreso de la unión de impulsar una ley 
general del delito de secuestro. 

El 4 de mayo de 2009, se publicó en el diario oficial de 
la federación la reforma a la fracción XXI del Artículo 73 de 
la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 


10 Vid. Diario oficial de la federación: Edición del 25 de agosto de 2008. 
Recurso digital disponible en https://www.dof.gob.mx/nota_detalle. 
php?codigo=50577198fecha=25/08/2008+fgsc.tab=0 consultado el 20 de febrero 
de 2024. 
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mediante la cual se faculta al congreso de la unión para 
expedir una ley general en materia de secuestro, a fin de que 
establezca, como mínimo, los tipos penales y sus sanciones, 
la distribución de competencias y las formas de coordinación 
entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios 

Ese fue el camino para que el 30 de noviembre de 
2010 viera la luz la ley general para prevenir y sancionar los 
delitos en materia de secuestro, reglamentaria de la fracción 
XXI del artículo 73 de la constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos, donde se establecen los tipos penales, 
sus sanciones y la distribución de competencias entre la 
Federación, los Estados, el en ese entonces aun Distrito 
Federal y los Municipios. 
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TIL.- Análisis del secuestro a partir del manual de lucha 
contra el secuestro de la oficina de las naciones unidas 
contra la droga y el delito 


Según el manual de lucha contra el secuestro de la oficina de 
las naciones unidas contra la droga y el delito,'' el secuestro 


“(...) consiste en detener ilícitamente a una persona o 
personas en contra de su voluntad con la finalidad de 
exigir por su liberación un provecho ilícito o cualquier 
utilidad de tipo económico u otro beneficio de orden 
material, a fin de obligar a alguien a que haga o deje de 
hacer algo (...).” 


Es de resaltar que en este manual se equipara el 
término delincuentes y terroristas, pues establece: “(...) 
El motivo de un secuestro, así como el resultado buscado 
por los delincuentes (y terroristas) involucrados, varía 
significativamente (...).” 

Esta analogía encuentra sentido al relacionar el secuestro 
con la búsqueda de beneficios políticos, con la demostración 
de poder de un Estado sobre otro, de un grupo sobre otro, o 
bien, como resultado de guerra. 

En este sentido, este manual ha clasificado el común de 
los secuestros como 


11 Cfr. Oficina contra la droga y el delito de la organización de las naciones unidas: 
Manual de lucha contra el secuestro. Recurso digital disponible en https://www. 
unodc.org/documents/Ipo-brazil/Topics_crime/Publicacoes/Manual_antisequestro _ 
ONU. pdf consultado el 20 de febrero de 2024. 
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“(...) Secuestro con fines de extorsión, para exigir una 
suma de dinero, influir en decisiones empresariales u 
obtener una ventaja comercial. 

Secuestro con fines políticos o ideológicos, cuyo 
objetivo puede ser destacar una reivindicación 
particular, crear una atmósfera de inseguridad (o 
reforzarla), obtener publicidad o influir en decisiones de 
gobiernos u otras entidades. 

Secuestro entre grupos delictivos, o dentro de ellos, con 
el fin de cobrar deudas u obtener ventajas en un mercado 
delictivo particular o con fines de intimidación. 
Secuestro vinculado a disputas familiares o domésticas, 
que en algunas jurisdicciones se conoce como rapto. 
Secuestro con fines de explotación sexual, que puede 
incluir el contrabando posterior de las mujeres y los 
niños a través de las fronteras nacionales. 

Secuestro en el curso de otras actividades delictivas, 
normalmente para facilitar la adquisición de 
determinados productos, generalmente en el curso de un 
robo 

Secuestro simulado fraudulento, en que la víctima actúa 
conjuntamente con otros o sola para obtener algún 
beneficio material o de otro tipo (...).” 


En cuanto a las formas en las que ha evolucionado el 
secuestro se destacan: 


Secuestro. Antecedentes legislativos 


“(...) El secuestro expreso, en que la víctima es 
secuestrada durante un período corto pero suficiente 
para obtener alguna concesión o ganancia financiera. 
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El secuestro virtual, en que inicialmente no hay ningún 
secuestro, pero se exige un pago con el pretexto de una 
persona (a menudo un pariente) ha sido secuestrado 
y se paga un rescate; una variante consiste en que, 
en el momento del pago, la persona que lo efectúa es 
secuestrada para asegurar un segundo rescate. 

La venta de la víctima de un secuestro a otro grupo, 
igualmente motivado, que luego negocia el pago de un 
rescate (...).” 
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TV.- Antecedentes de casos relevantes de secuestro 


Las historias de secuestros relevantes en nuestro país se 
encuentran plagadas de cuestiones atinentes a los fallos 
sociales e institucionales del país, así como a sus sucesos 
relevantes; no dejando de lado la corrupción, la impunidad, 
la cifra negra y gran parte de la imposibilidad del éxito de las 
investigaciones, consistente en la fuga de información y las 
pésimas asesorías. 

Las devaluaciones sexenales que se tenían en el viejo 
régimen, han jugado un papel trascendental para el aumento 
e incidencia delictiva, y marcan épocas en las cuales el 
secuestro ha ido a la alza, ya que la desesperación, la pobreza 
y la falta de oportunidades, aderezada con impunidad, son 
incubadores de la inseguridad y la violencia. Así, se reseñan 
algunos casos notables de secuestro en nuestro país. 


1.- La banda del automóvil gris 


Durante la Decena Trágica, y después de que en varios 
enfrentamientos se hayan descuidado e incluso derribado 
algunos muros de la entonces famosa cárcel de Belén en la 
ciudad de México, varios sujetos lograron escapar. 

Entre ellos Francisco Oviedo, Amador Bustínzar, El 
Pifas, Ramón Beltrán, El Gurrumino, Refugio Hernández, 
un francés al que se le conoce como Mario Sansí, Rafael 
Mercadante, Manuel Palomar, el español Santiago Risco, 
Enrique Rubio Navarrete, y el líder de aquella banda 
era también español de nombre Higinio Granda, quien, 
inmediatamente después de escapar de Belén, fue a enlistarse 
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como militar, y en el México de 1913, hacían falta hombres 
para unirse a los ejércitos de las distintas facciones, por lo 
que pensar en revisar los antecedentes de quienes acudían al 
llamado militar, no era opción. 

Siendo así que Granda, siendo ya general en 1915, 
podía emitir órdenes de cateo, las cuales no eran puestas en 
duda porque estaban consideradas como tácticas de guerra, 
y consiguiendo uniformes para sus demás compañeros, 
encontraron la forma de asaltar las casas de los adinerados de 
la ciudad, lo que hacían a bordo de una vehículo de color gris 
de la marca Lancia. 

Sin embargo, como las órdenes de cateo eran rastreables, 
los actos delictivos disfrazados de órdenes militares cesaron, 
y es ahí donde deciden subir un siguiente escalón más y 
comenzar con los secuestros. 

El primer registro que se tiene de un secuestro de esta 
banda fue el 10 de julio de 1915, cuya víctima fue una 
joven de origen francés, Alicia Thomas, hija de Francois 
Thomas, prominente hombre de negocios, lo que provocó 
un escándalo diplomático. La señorita Alicia Thomas, y una 
acompañante, fueron interceptadas y obligadas a subir en el 
vehículo ya mencionado en el cruce de las calles Colón y 
San Diego, enfilaron por Paseo de la Reforma y al llegar a 
la glorieta del monumento a Cristóbal Colón, dejaron ir a la 
acompañante Magdalena González para que le hiciera saber 
al señor Thomas las demandas de los secuestradores. Cien 
mil pesos en oro. 
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Ya con la victima asegurada, Higinio Granda dividió 
las tareas a los integrantes, tales como vigilar la residencia 
Thomas, apostar centinelas en el lugar de la privación, 
mientras Francisco Oviedo y Santiago Risco se quedaban a 
custodiar y vejar a la joven. 

El señor Thomas tardó tres días en reunir el dinero, y 
entregó la suma en algún lugar del bosque de Chapultepec.'” 

La banda caería gracias a un sistema de espionaje 
implementado por el agente Juan Manuel Cabrera. 

Sin embargo, pese a que algunos miembros de la banda 
fueron detenidos, y algunos fusilados, su líder, Granda, 
recibió el indulto, por lo que jamás pagó por el daño hecho 
no solo a las familias de las víctimas, sino a la sociedad en 
general. 


2.- Otros secuestros prominentes. 


El 26 de junio de 1922 fue secuestrado en el estado de 
Morelos Bruce Bielaski por siete hombres armados.'* Se 
solicitó por su rescate la cantidad de diez mil dólares. Lo 
que destaca de este secuestro es que Bielaski había sido jefe 
del buró de investigaciones de los Estados Unidos durante 


12 Vid. Coronel Vega, Alfonso Alejandro: La banda del automóvil gris. 
Deconstrucción de una leyenda. Tesis de maestría. Recurso digital disponible en 
http://132.248.9.195/ptd2019/febrero/0785427/0785427.pdf consultado el 20 de 
febrero de 2024. 


13 Vid. Federal Bureau of Investigation: Alexander B. Bielaski. Recurso digital 
disponible en https://www.fbi.gov/history/directors/alexander-b-bielaski consultado 
el 20 de febrero de 2024. 
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la Primera Guerra Mundial, y al retirarse momentáneamente 
de la función pública se había convertido en uno de los más 
importantes funcionarios de la New Mexico Oil Company. 

Fueron víctimas de este delito, personalidades como el 
entonces director de aeropuertos, y también el rector de la 
Universidad Autónoma de Guerrero. 

El rector de la Universidad Autónoma de Guerrero 
fue secuestrado el 19 de noviembre de 1971 por la llamada 
Asociación Cívica Nacional Revolucionaria, obteniendo 200 
mil dólares de rescate. 

Por la liberación del director de aeropuertos se pagaron 
3 millones de pesos. 

Monterrey también fue colocado en la mira, debido a 
que entre los años de 1972 y 1973, esta ciudad fue sacudida 
cuando la Liga 23 de Septiembre secuestró a ocho hombres 
de negocios, entre ellos, el presidente de una cervecería, que 
fue asesinado. 

El 29 de agosto de 1990 el secuestro de un arquitecto 
y empresario fue sumamente publicitado, ya que tuvo un 
final feliz, en virtud de que pese a ser un cautiverio de varios 
meses, logró escapar de sus captores y regresó con su familia, 
contando con lujo de detalle la forma en la que era tratado, y 
aunque jamás se esclareció, este secuestro fue adjudicado a 
las guerrillas latinoamericanas. 

Un industrial coreano de Sanyo, fue secuestrado en la 
ciudad de Tijuana, por el que se entregó la cantidad de dos 
millones de dólares por concepto de rescate. 
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El 13 de mayo de 1992, fue secuestrado un accionista de 
la empresa televisiva MVS por quien se dice, pagó un rescate 
de 15 millones de dólares, y que fuera liberado el 3 de agosto 
del mismo año. 

El 14 de marzo de 1994, fue secuestrado un empresario, 
otrora accionista de Banamex y dueño de un equipo de 
beisbol, y al igual que el evento anterior la información fue 
muy bien reservada y el monto estimado de rescate fue de 30 
millones de dólares. 

El 16 de marzo La Jornada publicó en su editorial que: 


“(...) El secuestro del banquero [...] constituye un hecho 
que debe ser censurado sin ambages por el conjunto de 
la sociedad mexicana. La privación de la libertad de 
una persona, ya sea que se ejerza con pretendidos fines 
políticos o, como un recurso económico, es un delito 
particularmente repudiable, porque hace de la vida 
humana un mero objeto de intercambio (...).”** 


El dueño de una editorial, siendo secuestrado, se pidió 
un monto estimado en 7 millones de dólares. Como condición 
para liberar al editor, los plagiarios exigieron que la familia 
de la víctima se comprometiera por televisión a pagar el 
rescate, ya que de lo contrario, sería ejecutado. 


14 Cfr. Edwin Alcántara, Martha Álvarez et al.: El Secuestro en México durante la 
primera década del siglo XXI. Un recuento hemerográfico. María Teresa Camarillo 
y Martha Álvarez (coord.) UNAM. s/f. México. Recurso digital disponible en http:// 
bd.iib.unam.mx/secuestro/introduccion.pdf consultado el 21 de febrero de 2024. 
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La familia cumplió con tal exigencia frente a las 
cámaras del programa 24 Horas, que en esas fechas era el 
noticiero televisivo más visto en México, tal como lo exigían 
los plagiarios. Tras 54 días de cautiverio, fue liberado. Los 
criminales lo abandonaron y por su propio pie llegó a su 
domicilio a bordo de un taxi, cerca de la medianoche del 24 
de enero de 1996. 

El 14 de febrero de 1996, una estudiante tapatía fue 
secuestrada, y en un acto de soberbia, incompetencia, 
desorganización y falta de comunicación entre autoridades, 
al intentar rescatarla de sus plagiarios, la policía la hirió de 
muerte en un tiroteo innecesario, provocado por la falta de 
preparación. 

En Morelos este delito ha sido, y es un flagelo constante. 
Por citar un ejemplo, se encuentra el caso de las tres nietas de 
un alto ex funcionario, en marzo de 1996; delito que hasta la 
fecha no ha sido esclarecido. De acuerdo con información no 
oficial, el plagio concluyó luego de un pago de 1.6 millones 
de dólares en un lapso de tres días, y mantuvo en jaque a los 
organismos de seguridad del país. 

En agosto de 1998 se destapó uno de los casos más 
vergonzosos en la historia criminal de México, al darse la 
captura de El Mochaorejas, uno de los secuestradores más 
sanguinarios y exitosos, pues la prensa le contabilizó una 
riqueza de 4.7 millones de dólares, 25 casas, 43 millones de 
pesos hallados en una caja de su residencia de Cuernavaca, 
601 centenarios y 50 presuntas víctimas que reclamaron ante 
la entonces PGR $33”930,330 pesos. 


482 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


El 18 de agosto de 1998 fue capturado el líder de la 
banda de secuestradores más buscada por su agresiva y 
violenta forma de operar, al aterrorizar a víctimas y familiares 
cortando las orejas de los plagiados y enviarlas a sus familias. 
En un operativo que contó con la coordinación entre la 
entonces PGR y las autoridades judiciales de los estados 
de México y Querétaro, el líder secuestrador fue detectado 
cuando pretendía cobrar un rescate en las inmediaciones del 
Toreo de Cuatro Caminos, en el entonces Distrito Federal, a 
cambio de liberar a un empresario que ya estaba muerto. 

Es a partir de este evento, en donde la prensa presenta 
a un secuestrador en un cuarto lleno de dinero e inicia la 
era conocida como industria del secuestro, ya que muchas 
personas, alentadas por el éxito financiero del Mochaorejas, 
decidieron convertirse en secuestradores, dejando de ser un 
delito cuyos pasivos regularmente eran potentados y de las 
clases más privilegiadas de México, extendiéndose hacia 
la población general, no siendo ya obstáculo el hecho de 
pertenecer a la clase trabajadora. 

A partir de la mediatización del Mochaorejas, las bandas 
de secuestradores se multiplican en el país y más secuestros 
se desencadenan. 


3. Bandas destacadas 
A.- Los Rojos 


Esta banda era integrada por lo menos por 11 individuos, 
cuyo jefe era Jesús Nava Romero, El Rojo y operaban en la 
Ciudad de México, en el Estado de México y Guerrero. 
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Una de las víctimas de esta banda fue la hija de un ex 
alto funcionario deportivo, quien fue secuestrada el 10 de 
septiembre de 2007 cuando se dirigía de su casa al colegio 
donde estudiaba. Así, se dice que fue plagiada en presunta 
complicidad con su chofer, presunto integrante de la banda 
de los Rojos. 


B.- La Flor 


Esta banda criminal se caracterizaba por dejar flores 
en los cadáveres de las víctimas o bien, enviar flores a los 
familiares. 

En 2009 la banda fue señalada de realizar al menos 
ocho secuestros en agravio de 14 víctimas y seis homicidios, 
incluyendo al hijo de un empresario. 

El menor fue secuestrado el 4 de junio de 2008, cuando 
iba a la escuela acompañado de su chofer y su escolta. 

Su cuerpo fue hallado el 31 de julio en la cajuela de un 
automóvil en la colonia Villa Panamericana, en Coyoacán. 


C.- Los Petriciolet 


Esta organización criminal se caracterizó por secuestrar 
a las víctimas en compañía de su chofer o escolta, a los que 
asesinaba o abandonaba en la vía pública, como medida de 
presión para el cobro de rescate . 

Los Petriociolet estaban relacionados con la banda de 
los Tiras , bandas que en conjunto realizaron 22 secuestros, 
con un total de 36 víctimas, de las cuales 10 eran menores de 
edad y ocho fueron ejecutadas. 
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Cabe destacar que la banda Los Tiras fueron quienes 
plagiaron a Laura Zapata y Ernestina Sodi el 22 de septiembre 
de 2002. 

En septiembre de 2009 fue detenido en el Estado de 
México el líder de la banda de secuestradores. 


D.- Los Tolmex 


En 2012 la policía federal desmanteló a la banda de 
secuestradores conocida como los Tolmex, la cual operaba 
desde 2010 en el Estado de México y en la ciudad de México. 

Esta banda se caracterizaba por mantener a sus víctimas 
cautivas en una jaula. 

Entre los seis integrantes detenidos, estaba la hermana 
menor de una actual senadora, quien fue detenida junto con 
el líder de la banda, apodado el Tolmex. 

Después de privar de la libertad a sus víctimas, este 
grupo criminal las trasladaba a una casa de seguridad, 
donde en algunos casos las mutilaban y realizaban videos o 
grabaciones de audio para que los cautivos enviaran mensajes 
a sus familias, y así ejercer presión psicológica. 

Es importante señalar que en los últimos años, los casos 
denunciados por Isabel Miranda de Wallance, Fernando 
Martí y Nelson Vargas, todos ellos padres de víctimas de 
secuestro, cuyo desenlace lamentablemente desencadenó 
con la muerte de sus hijos, refleja el grado de impunidad y 
la falta de métodos de capacitación y de investigación de las 
autoridades encargadas de la procuración de justicia. 
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En Guanajuato también se tienen importantes 
antecedentes de secuestro, sobre todo en la ciudad de 
San Miguel de Allende, donde el 07 de junio de 2009 fue 
secuestrado del hijo de un oficial de alto rango del ejército, 
y ex propietario de un amplio grupo periodístico, y aunque 
dicho secuestro fue denunciado a la PGR y duro más de 7 
meses, no hubo mayor avance en la investigación, siendo uno 
de los secuestros más publicitados en el estado. 

El 13 de marzo de 2017, el secuestro de una ciudadana 
franco-norteamericana, volvía a hacer sentir la inseguridad en 
todo San Miguel de Allende. Este secuestro fue denunciado 
a la unidad especializada en combate al secuestro del estado 
(UECS), y tuvo como resultado la detención del líder, quien 
fuera integrante de la guerrilla chilena y llegó a Guanajuato 
en la década de los 90”s con varios compañeros suyos, entre 
ellos su esposa y madre de sus hijos, quien una vez que se 
detuvo a su pareja, salió huyendo de México y fue detenida 
en Chile. También se detuvo a un compañero que mencionaba 
que era fotógrafo, pero era una pantalla para ocultar su 
identidad. 

Dichas personas estaban acusadas de diversos actos 
terroristas en Chile durante la dictadura de Augusto Pinochet, 
entre ellos el ataque en la Universidad Católica de Chile, el 1 
de abril de 1991, en el que murió un senador del país andino. 

Esta investigación de secuestro fue nombrada modelo 
de investigación de secuestros a nivel nacional por la revista 
Hallazgos. 
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Conclusiones 


jurídico como social que ha impulsado una evolución 
legislativa constante, con el objetivo de combatir este 
delito de manera efectiva. 

A lo largo del tiempo, las reformas legislativas han 
perseguido un equilibrio entre imponer penas severas y 
proteger a la sociedad, demostrando una adaptación dinámica 
frente a las complejidades que el secuestro presenta. 

La eficacia de estas medidas continúa siendo motivo 
de debate, destacando la necesidad de adoptar una estrategia 
integral que armonice la justicia penal con políticas 
preventivas y de apoyo a las víctimas. 

Este análisis revela cómo desde el Código Penal de 
1871, hasta las modificaciones más recientes, se ha buscado 
afinar la definición y las sanciones del secuestro, reflejando 
un compromiso legislativo con ajustarse a los cambios 
sociales y legales. 

Desde la introducción del concepto de plagio, hasta la 
implementación de la ley general para prevenir y sancionar 
los delitos en materia de secuestro, México ha mostrado 
una evolución legislativa significativa en su lucha contra el 
secuestro, evidenciando tanto la complejidad del fenómeno 
como la intención legal por enfrentarlo. 


| y secuestro en México representa un desafío tanto 
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Artículo 101. Una vez recibidos los autos por la autoridad 
jurisdiccional de segunda instancia correspondiente, los 
pondrá a la vista de las partes, por el término de tres días 


para que ofrezcan pruebas documentales y aleguen lo que 
a su interés convenga. 

En lo demás, será aplicable el procedimiento previsto 
en el artículo 95 de este ordenamiento. 


Procedimiento ante segunda instancia 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 101 establece el procedimiento a seguir 
una vez que los autos son recibidos por la autoridad 


jurisdiccional de segunda instancia. Detalla que esta 
autoridad deberá poner los autos a la vista de las partes por 
un término de tres días para que estas puedan ofrecer pruebas 
documentales y alegar lo que consideren pertinente a su 
Interés. 

El propósito de este artículo es asegurar que las partes 
involucradas en un procedimiento tengan la oportunidad de 
presentar su caso de manera completa ante una autoridad 
de segunda instancia, especialmente en situaciones donde 
la competencia de la primera instancia ha sido cuestionada 
o cuando se ha recurrido a una segunda instancia para una 
revisión adicional. El término de tres días para ofrecer 
pruebas y alegatos tiene como objetivo proporcionar un 
proceso justo y equitativo, permitiendo que todas las partes 
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instancia 


Segunda 


interesadas presenten adecuadamente sus argumentos y 
pruebas adicionales que puedan influir en la decisión de la 
segunda instancia. 

Implicaciones Prácticas 

l.- Oportunidad de defensa mejorada: Este 
procedimiento permite a las partes fortalecer su posición legal 
con pruebas adicionales y argumentos que no se presentaron 
o no se tomaron en cuenta en la primera instancia. 

2.- Revisión judicial efectiva: Al establecer un 
procedimiento claro para la presentación de pruebas en 
segunda instancia, se garantiza que los procesos judiciales 
sean exhaustivos y las decisiones finales se basen en una 
consideración completa de todos los aspectos del caso. 

3.- Transparencia en el proceso: Este artículo también 
ayuda a mantener la transparencia del proceso, asegurando 
que todas las partes tengan acceso equitativo a los autos y 
puedan prepararse adecuadamente para la argumentación de 
Sus Casos. 

La referencia al artículo 95 en la segunda parte del 
artículo 101 indica que el procedimiento general establecido 
en ese artículo también es aplicable a estos casos, lo que 
sugiere una consistencia en el manejo de los procedimientos 
judiciales a lo largo del código. 


I.- Inicio del proceso en segunda instancia 


Recibidos los autos en segunda instancia, se pondrán de 
inmediato a la vista de las partes por un término de tres días. 
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El punto I del artículo 101 establece el procedimiento 
inicial cuando un caso llega a segunda instancia. 
Específicamente, dicta que los autos del caso (los documentos 
y toda la información del proceso) deben ser puestos a 
disposición de las partes involucradas de manera inmediata, 
ofreciéndoles un término de tres días para revisarlos. 

El propósito y justificación del artículo son: 

l1.- Agilización del proceso: Esta disposición busca 
agilizar el procedimiento en segunda instancia asegurando 
que, una vez recibidos los autos, se dé un acceso rápido a las 
partes para su revisión. Esto es crucial para mantener un flujo 
constante y eficiente del proceso sin retrasos innecesarios. 

2.- Preparación para la defensa: Al poner los autos a 
la vista de las partes, se les proporciona la oportunidad de 
prepararse adecuadamente para la siguiente fase del proceso. 
Esto es fundamental para garantizar que puedan formular y 
sostener sus argumentos o defensas de manera efectiva, con 
un conocimiento completo del estado actual del caso. 

Las implicaciones prácticas son: 

1.- Transparencia: Este procedimiento refuerza la 
transparencia en el proceso. Las partes tienen el derecho de 
acceder a toda la información del caso, lo cual es vital para 
un sistema de justicia abierto y justo. 

2.- Oportunidad de revisión: Los tres días otorgados 
son también una oportunidad para que las partes identifiquen 
cualquier posible error o omisión en la primera instancia, y 
para planificar cómo abordar estos aspectos ante la segunda 
instancia. 
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En resumen, este primer punto del artículo 101 establece 
un procedimiento claro y directo para manejar la transición 
de casos a segunda instancia, asegurando que las partes 
tengan un acceso inmediato y suficiente tiempo para revisar 
los autos del caso. Esto facilita una administración judicial 
efectiva y justa. 


K.- Oportunidad de presentación de pruebas y alegatos 


En dicho término, las partes podrán ofrecer pruebas 
documentales y alegar lo que a su derecho convenga. 

El punto H del artículo 101 establece que, durante el 
término de tres días en que los autos están a la vista de las 
partes en segunda instancia, estas tienen la oportunidad de 
ofrecer pruebas documentales y alegar lo que consideren 
conveniente para sus intereses. 

El propósito y la justificación son: 

1.- Presentación de nuevas pruebas: Este punto permite 
a las partes introducir nuevas pruebas documentales que no 
se presentaron en la primera instancia o que han surgido 
recientemente y que son pertinentes para el caso. Esto es 
crucial, ya que en muchas situaciones, el desarrollo del 
caso puede revelar la necesidad de evidencia adicional para 
respaldar los argumentos o refutar los presentados por la 
contraparte. 

2.- Alegatos adicionales: Además de las pruebas, las 
partes pueden alegar o argumentar en defensa de su posición 
legal, clarificando o reforzando los puntos legales y factuales 
de su caso. Esto es particularmente importante en segunda 
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instancia, donde el enfoque puede estar más en los aspectos 
legales y en la interpretación de la ley que en la mera 
presentación de hechos. 

Las implicaciones prácticas son: 

1.- Rectificación y ampliación de argumentos: Los tres 
días proporcionan una ventana crítica para que las partes 
ajusten sus estrategias legales basadas en la revisión del 
juicio de primera instancia. Esto puede incluir la rectificación 
de errores procesales o la ampliación de argumentos legales 
para abordar puntos que pueden haber sido insuficientemente 
explorados anteriormente. 

2.- Preparación para la argumentación oral: En muchos 
sistemas judiciales, la segunda instancia puede involucrar 
una revisión más sustancial de los argumentos legales, 
posiblemente incluso argumentaciones orales. Este periodo 
permite a las partes prepararse para tales procedimientos, 
asegurando que sus posiciones legales estén bien 
fundamentadas y articuladas. 

En resumen, el punto II del artículo 101 facilita un 
proceso justo y equitativo al permitir que las partes presenten 
toda la evidencia relevante y articulen completamente sus 
argumentos legales en preparación para la decisión de la 
segunda instancia. Esta disposición es esencial para asegurar 
que el proceso de apelación sea integral y permita una 
revisión completa del caso en base a los méritos completos y 
actuales. 
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TII.- Aplicación de procedimientos generales 


La autoridad jurisdiccional aplicará en lo conducente el 
artículo 95 del presente código. 

El punto III del artículo 101 especifica que, en el 
contexto del procedimiento en segunda instancia, la autoridad 
jurisdiccional aplicará lo conducente según lo establecido en 
el artículo 95 del mismo código. 

El propósito y la justificación son: 

Consistencia Procesal: Este punto asegura la coherencia 
y consistencia en la aplicación de las normas procesales 
a lo largo de las diferentes etapas del juicio. Al referenciar 
directamente al artículo 95, el artículo 101 garantiza que 
los procedimientos establecidos previamente serán seguidos 
adecuadamente en segunda instancia, adaptando y aplicando 
las disposiciones pertinentes de ese artículo para manejar 
adecuadamente los autos y las pruebas. 

Claridad normativa: Al vincular la conducta procesal 
en segunda instancia con las disposiciones de otro artículo 
específico del código, se proporciona una guía clara a la 
autoridad jurisdiccional sobre cómo proceder en ciertos 
aspectos del caso. Esto ayuda a evitar interpretaciones 
divergentes o procedimientos inconsistentes que podrían 
afectar la equidad y la justicia del proceso. 

Implicaciones prácticas 

1.- Unificación de procedimientos: Referenciar el 
artículo 95 establece un marco unificado que las autoridades 
deben seguir, lo cual es crucial para mantener la integridad 
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y predictibilidad del sistema judicial. Asegura que todos los 
casos se traten de manera similar y conforme a las mismas 
normas procesales, independientemente de la instancia. 

2.- Directrices claras para la autoridad judicial: Este 
enlace normativo proporciona directrices claras y específicas 
que deben seguirse en segunda instancia, facilitando así el 
manejo de los casos y asegurando que los jueces y tribunales 
apliquen consistentemente la ley y los procedimientos 
legales. 

En resumen, el punto III del artículo 101 establece 
una conexión directa con el artículo 95 para asegurar que 
las prácticas procesales sean consistentes y correctamente 
implementadas en la segunda instancia. Esto refuerza la 
eficacia del proceso y contribuye a la justicia del sistema 
legal al proporcionar una base clara para el manejo de los 
procedimientos judiciales. 
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Semiótica jurídica 


Juez Mtra. María Concepción 
Montenegro Treviño. 


IL Introducción al tema desde el análisis de la 
intencionalidad del creador del término semiótica 


esde que el científico, lógico matemático y filósofo 

sistemático Charles Sanders Peirce, conocido 

también como Charles Santiago Sanders Peirce, a 
la par con el lingúista Ferdinand de Saussure, fundadores 
del pragmatismo!, empezaron a expresarse respecto al 
tema de las señales o signos que representan un aspecto 
del conocimiento, se ha venido analizando la forma en 
que se debe reconocer tal aspecto en diferentes niveles del 
conocimiento, llamando entonces a este rubro semiótica?; de 
la cual ha derivado, como en el caso concreto, la semiótica 
jurídica. 


1 Movimiento iniciado en los Estados Unidos por C. S. Peirce y W. James a fines 
del siglo XIX, que busca las consecuencias prácticas del pensamiento y pone el 
criterio de verdad en su eficacia y valor para la vida. 


2 Ciencia de los signos. 
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Esto es así porque, según puede leerse desde una 
elemental búsqueda en medios electrónicos, frente a la 
concepción dualista que tiene su origen moderno en el 
mencionado lingilista Ferdinand de Saussure, para Peirce, 
las palabras, los signos, no son solo lo que está en nuestro 
discurso en lugar de las cosas, sino que, sobre todo, signo 
es lo que al conocerlo nos hace conocer algo más. Según 
Peirce, no tenemos ningún poder de pensamiento sin signos. 
En principio, el proceso de indagación puede caracterizarse 
como un proceso que opera en virtud de la manipulación 
de signos (o «pensamientos-signos»). De acuerdo a Peirce, 
el pensamiento es continuo, es decir, en la continuidad del 
pensamiento, los pensamientos—signos están en permanente 
flujo. Un pensamiento lleva a otro, y este a su vez a otro, 
y así sucesivamente. Pero en el proceso de indagación, 
gatillado por la obstaculización del flujo de la experiencia, 
ejercemos un control sobre la continuidad del pensamiento. 
Dicho control hace posible constreñir las asociaciones de 
pensamiento. 

Esto supone un contraste con los filósofos de la 
Edad Moderna, pues tanto racionalistas como empiristas 
sostuvieron que tenemos un conocimiento directo e infalible 
de nuestros propios pensamientos, y en ese conocimiento 
fundaron tanto la ciencia como la autonomía moral del 
individuo. 

Desde sus primeros escritos, Peirce rechazó 
tajantemente tanto el dualismo cartesiano como la tesis 
de Locke de que todo pensamiento era percepción interna 
de ideas. Esta concepción de los efectos del conocimiento 
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determinará su original modo de considerar también el operar 
de los signos. Pierce estudió en profundidad el fenómeno 
del signo y elaboró su propia noción, diferente del concepto 
estructuralista de inspiración saussureana. Para Pierce el 
signo es algo que, bajo cierto aspecto, representa alguna 
cosa para alguien. Esto significa -en el fondo- que el signo 
posee una composición triádica, y en ese cuerpo emergen y 
se hacen presente en él sus tres elementos formales. 

El ariete de toda su reflexión es la comprensión de la 
estructura triádica que conforma la relación lógica de nuestro 
conocimiento como un proceso de significación. Peirce 
caracteriza la noción de signo como: 


«(...) Un signo, o representamen, es una cosa que 
está en lugar de otra para alguien, en algún sentido o 
capacidad. Se dirige a alguien, esto es, crea en la mente 
de esa persona un signo equivalente, o quizás más 
desarrollado. Ese signo que crea lo llamo el interpretante 
del primer signo. El signo está en lugar de algo, su 
objeto. Está en su lugar no en todos los sentidos, sino 
en relación a un tipo de idea, que a veces he llamado la 
base del representamen (...).»* 


La función representativa del signo no estriba en su 
conexión material con el objeto ni en que sea una imagen del 
objeto, sino en que sea considerado como tal signo por un 


3  Gomila, Antoni: Peirce y la ciencia cognitiva. Recurso digital disponible en https:// 
www.unav.es/gep/AF/Gomila.html consultado el 20 de septiembre de 2024. 
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pensamiento. En esencia, el argumento es que toda síntesis 
proposicional implica una relación significativa, una semiosis 
(la acción del signo), en la que se articulan tres elementos: 


1. El signo o representamen (que es el nombre técnico que 
emplea Peirce), es algo que está para alguien en lugar 
de algo bajo algún aspecto o capacidad. Se dirige a 
alguien, esto es, crea en la mente de esa persona un signo 
equivalente o quizá un signo más desarrollado. Ese signo 
creado es al que llamo interpretante del primer signo. Este 
signo está en lugar de algo, su objeto. Está en lugar de 
algo, no en todos sus aspectos, sino sólo en relación con 
alguna idea. 

2. El objeto es aquello por lo que está el signo, aquello que 
representa. 

3. El interpretante es el signo equivalente o más 
desarrollado que el signo original, causado por ese signo 
original en la mente de quien lo interpreta. Se trata del 
elemento distintivo y original en la explicación de la 
significación por parte de Peirce, y juega un papel central 
en toda interpretación no reduccionista de la actividad 
comunicativa humana. Este tercer elemento convierte 
a la relación de significación en una relación triádica — 
frente a todo dualismo cartesiano* o estructuralista post- 


4 René Descartes. El dualismo de la naturaleza humana es un tema central en 
el pensamiento cartesiano, un tema que se apunta ya tempranamente, en 
la formulación del cogito tras la duda metódica; pero es después, a partir de la 
reconstrucción del mundo sobre la base ontológica de Dios, que reaparece con 
toda su problematicidad: la separación de las sustancias obliga a explicar la 
relación de los procesos mentales con los procesos físicos (el llamado problema 
cuerpo-mente) 
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saussureano—, pues el signo media entre el objeto y 
el interpretante; el interpretante relaciona el signo y el 
objeto, y el objeto funda la relación entre el signo y el 
interpretante. 


Todo signo es un representamen. Representar es la 
operación más propia del signo, es estar en lugar del objeto, 
por ejemplo, como el embajador toma el lugar de su país, 
lo representa en un país extranjero. Representar es estar 
en una relación tal con otro que, para un cierto propósito, 
es tratado por una mente como si fuera ese otro. Así, un 
portavoz, un diputado, un agente, un vicario, un diagrama, 
un síntoma, una descripción, un concepto, un testimonio, 
todos ellos representan, en sus distintas maneras, algo 
más a las mentes que los consideran. Pensar es el principal 
modo de representar, e interpretar un signo es desentrañar 
su significado. El representamen no es la mera imagen de 
la cosa, la reproducción sensorial del objeto, sino que toma 
el lugar de la cosa en nuestro pensamiento. El signo no 
es solo algo que está en lugar de la cosa (que la sustituye, 
con la que está en relación de equivalencia), sino que es 
algo mediante cuyo conocimiento conocemos algo más. Al 
conocer el signo inferimos lo que significa. El representamen 
amplía así nuestra comprensión de forma que, el proceso de 
significación o semiosis, llega a convertirse en el tiempo en 
un proceso ilimitado de inferencias. Por ello, los signos no 
se definen solo porque sustituyan a las cosas, sino porque 
funcionan realmente como instrumentos que ponen el 


5 Ferdinand de Saussure, linguista, semiólogo y filósofo suizo; padre de la lingúística 
estructural del siglo XX. 
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universo al alcance de los intérpretes; pues hacen posible que 
pensemos también lo que no vemos ni tocamos o ni siquiera 
nos imaginamos. 

Las personas oO intérpretes son portadores de 
interpretantes, de interpretaciones. El signo crea algo en 
la mente del intérprete, y ese algo, creado por el signo, ha 
sido creado también de una manera indirecta y relativa por 
el objeto del signo. En este sentido, puede decirse que la 
aportación capital de Peirce consiste en poner de manifiesto 
que, si se acepta que los procesos de significación son 
procesos de inferencia, ha de aceptarse también que la mayor 
parte de las veces, esa inferencia es de naturaleza hipotética 
(abductiva, en terminología de Peirce), esto es, que implica 
siempre una interpretación y tiene un cierto carácter de 
conjetura.! 

Frente a la concepción dualista que tiene su origen 
moderno en el lingilista Ferdinand de Saussure, para Peirce 
las palabras, los signos, no son solo lo que está en nuestro 
discurso en lugar de las cosas, sino que, sobre todo, signo es 
lo que al conocerlo nos hace conocer algo más. Según Peirce, 
«no tenemos ningún poder de pensamiento sin signos». En 
principio, el proceso de indagación puede caracterizarse 
como un proceso que opera en virtud de la manipulación de 
signos (o «pensamientos-signos»). De acuerdo con Peirce, 
el pensamiento es continuo, es decir, en la continuidad del 
pensamiento, los pensamientos—signos están en permanente 
flujo. Un pensamiento lleva a otro, y este a su vez a otro, 


6 Agudelo, Pedro. Uno, Dos, Tres. Ensayo sobre arte desde la semiótica filosófica 
de Ch. S. Peirce. Fondo Editorial ITM, Medellín, 2018. 
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y así sucesivamente. Pero en el proceso de indagación, 
gatillado por la obstaculización del flujo de la experiencia, 
ejercemos un control sobre la continuidad del pensamiento. 
Dicho control hace posible constreñir las asociaciones de 
pensamiento.” 

Nuestra interpretación es siempre falible, esto es, 
puede ser siempre mejorada, corregida, enriquecida o 
rectificada; por lo cual, la materia en análisis da lugar a esta 
conceptualización que es dable allegar a la naturaleza de la 
materia según el conocimiento del hombre lo permita. En 
efecto, con ese aspecto infinito, ya que cada ser humano 
identifica y percibe el conocimiento de forma particular; sin 
embargo, esto no es óbice para que en ciertos aspectos, los 
signos, si no del todo comprendidos, deban de ser del todo 
aceptados y cumplidos, por sectores, comunidades y áreas 
del conocimiento; ergo, el caso de nuestro tema; hablemos 
entonces de semiótica jurídica. 


7 Barrena, Sara, La razón creativa: crecimiento y finalidad del ser humano según 
Charles Sanders Peirce, Rialp, Madrid, 2007. 
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1. Los signos en el rubro de lo jurídico. 


ara centrar el tema en el área de conocimiento que 

nos ocupa en la vida diaria, es menester destacar que, 

aquellos que nos dedicamos a la labor jurídica, nos 
encontramos con un compromiso expreso desde el momento 
que aceptamos avanzar por este sendero, y ese compromiso 
es mantener la dignidad de la materia que nos ocupa en todo 
el esplendor que por siglos ha tenido; esto es así porque el 
ser humano que determine y decida dedicar su vida al estudio 
del derecho, debe ser consciente de que con ello obtiene el 
compromiso de adquisición de una serie de signos que solo el 
estudioso de la materia entenderá, y que además, por la ética 
que asiste al compromiso de la labor, se obliga a respetar y 
a hacer valer, más allá de la implícita obligación para que, 
aquellos que no se dedican al estudio del derecho en forma 
profunda y cotidiana, comprendan lo que está sucediendo; 
verbigracia, en una audiencia una persona, parte material, sin 
conocimiento del derecho, desconoce por qué debe levantarse 
de su asiento cuando entra la persona juzgadora, por qué 
debe guardar silencio y solo hablar cuando le sea concedido 
el uso de la voz, por qué la persona juzgadora está vestida 
con una túnica negra, por qué usa un martillo en ocasiones 
y qué significa no solo que lo use, sino que golpee en el 
escritorio con él. Estos, los mencionados, son ejemplos de 
signos visibles, signos palpables por cualquiera, pero que no 
cualquier persona entiende, sino que es necesario que le sean 
explicados. 


509 


e. 


Semiótica 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


1Ótica 


e. y 


Sem 


Cada signo dentro de la materia jurídica conceptualiza 
mucho más que solo un aspecto explicable de forma simple, 
sino que se trata de conceptualizaciones que emergen del 
pensamiento, del conocimiento jurídico; entre más signos 
en el derecho se obtengan por el profesional del mismo, le 
resultará más sencillo realizar su labor, la que sea, es decir, un 
abogado postulante, un catedrático del derecho, una persona 
juzgadora; tendrán mucha más facilidad de comunicación y 
de obtención de logros en la función que le corresponde, pues 
estarán hablando el mismo idioma, aunque esté en todo el 
derecho de expresarlo acorde a la estructura de pensamiento 
que individualmente le asista, el signo siempre le permitirá 
llegar al mismo puerto. 

En efecto, la semiótica permite entonces que, aun 
cuando los elementos que conforman un enunciado o un 
elemento de conocimiento sean observados, descritos, 
interpretados, analizados por diversas personas, pueda 
llegarse a un elemental resultado común, que es el fin último 
del derecho, y que es el logro de la justicia en su acepción 
más profunda y filosófica, aunque este último aspecto sea 
material para un ensayo profundo y aparte del que ahora nos 
ocupa. 

La obtención de conclusiones en el estudio del derecho 
es compleja, lograr la objetividad tiene la misma connotación, 
tan es así que para lograrla se requiere de interpretación. La 
interpretación de los signos es una facultad del estudioso 
del derecho, pero tal facultad se vuelve obligación cuando 
la pretensión es encontrarse al servicio de una comunidad, 
en cualquiera de las aristas del estudioso del derecho; 
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siempre su fin será ayudar a quien lo necesite, desde su 
respectiva trinchera, y esa ayuda, le implica la honorable 
responsabilidad de comprometerse al análisis de los 
signos en el derecho, que van mucho más allá de cualquier 
aspecto meramente visible o físico, puesto que el derecho, 
en sus signos, eleva el compromiso no solo al fondo en su 
interpretación sino a las formas, y eso es algo que ha venido 
diluyéndose de manera preocupante, por lo cual es elemental 
que se retome y se extreme el valor al análisis y ejercicio del 
derecho, ya que de ello depende que su respeto, su esencia y 
su contenido intrínseco sea perdurable, y vaya siempre más 
allá de cualquier moda, cualquier reforma, cualquier aspecto 
de evolución o involución, pues los signos en el derecho 
están en un universo superior a cualquier aspecto legislativo 
o de mera retórica, por más persuasiva que esta sea, de modo 
que el conocedor de los signos en el derecho estará siempre 
a la vanguardia de cualquier embate en estos rubros, pues su 
conocimiento será independiente y solo aplicable a lo que en 
ese justo momento le resulte de exigencia. 

Lo anterior es así, si partimos de elementos de 
construcción finamente elaborados por el doctor Enrique 
Cáceres Nieto, cuando refiere que derecho es una palabra 
polisémica entre cuyos significados se encuentran: derecho 
positivo, derecho natural, derecho objetivo, derecho 
subjetivo, ciencia del derecho y derecho en sentido coloquial. 
Agrega también que, acorde a su teoría de constructivismo 
jurídico, el sentido nuclear de la expresión es: Conjunto de 
subconjuntos no vacíos de textos constitutivos, creados 
por agentes constituidos por textos pertenecientes al 
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mismo sistema. Dichos textos constituyen potenciales de 
significación y de acción a partir de su corporeización como 
reglas de interacción por parte de los agentes e instituciones 
por ellos constituidos.* 

Utilizo el punto central del doctor Cáceres a propósito 
de la utilización de signos en el lenguaje jurídico, que sólo 
después de un análisis profundo se adapta y adopta en un 
actuar cotidiano, llegando a facilitar en demasía la forma 
de reconocer, de identificar el sentido y la intención del 
actuar del estudioso del derecho, a efecto de llegar a lograr 
la inclusión en aspectos significantes, palpables, reales y 
eficientes al momento de actuar en el proceso. En efecto, la 
identificación de los signos, la interpretación de los mismos, 
hará que la materialización de los procesos judiciales se 
vuelva en la exigencia que desde un inicio debió competer al 
estudioso del derecho, el nivel, distinción y responsabilidad 
que le es atinente ante el compromiso de cumplir y hacer 
cumplir las normas para lograr un estado de derecho eficiente 
y válido. 

Muchos temas surgen al debate a partir de las líneas 
propuestas, sin embargo el centro de este análisis es el 
destacar la inminente necesidad de que el licenciado en 
derecho, en cualquiera de las funciones que le corresponda 
desempeñar, lo haga con conocimiento de los signos que le 
son atribuibles, destacando e insistiendo que tales signos 
no son única y precisamente físicos o palpables con la 
vista, ya que la razón nos permite identificar los signos que 


8 Cáceres, Enrique, Constructivismo Jurídico y Metateoría del Derecho, México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 20. 
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trascienden mucho más allá de un mero instrumento o imagen 
relativa al ejercicio de una función, y ese aspecto se coloca 
en los apartados siguientes a efecto de lograr ejemplificar sin 
límites, la existencia de los signos en el derecho y la enorme 
responsabilidad de quienes lo ejercemos de hacer valer su 
respeto marcando vigencia y diferencia en el área experta que 
compete al tema. 
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TI. Semiótica jurídica, signos ejemplificativos, nunca 
limitativos 


ada área de desarrollo del ejercicio del derecho, 

impone ciertas responsabilidades, hablemos desde 

la vestimenta, el lenguaje, la interpretación, hasta 
la conducta misma, todo ello son semiótica jurídica, todos 
estos rubros tienen signos significantes que exigen vigencia 
y distinción, 


1.- La toga y el mallete 


En algunas áreas del ejercicio de los jueces, es obligada 
la utilización de estos signos, en otras no, así, por ejemplo, 
veremos ataviados con toga a los jueces familiares, a los 
magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, pero no vemos 
que los jueces de partido civil la usen, como tampoco usan 
mallete, como sí lo hacen los primeros de los mencionados, 
¿por qué ocurres esto?, ¿dónde está la diferencia entre unos y 
otros?, ¿qué significado tiene?, ¿son distinto nivel de jueces?; 
veamos: 


Toga 


La toga se ha significado desde la antigua Roma, como 
un signo que simbolizaba ciudadanía y estatus; con el tiempo 
además, se logró identificar como un signo de seriedad y 
solemnidad, que encontraba directa relación con el sistema 
judicial; se identificó desde entonces como la forma de 
vestimenta adecuada para ceremonias de carácter religioso, 
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eventos públicos y actos oficiales, pues denotaba, como 
hasta ahora, la calidad de una persona y el alto honor que le 
corresponde en la actividad jurisdiccional, distinguiéndole 
del resto de las personas en una búsqueda de estatus y respeto 
a la autoridad, siendo de importancia señalar que el color 
negro se adopta, según la historia social, a partir de la muerte 
de la reina María II de Inglaterra en 1694”, como una especie 
de luto perpetuo, ya que a su muerte todos los magistrados 
del país se presentaron a su funeral vestidos de negro como 
muestra de duelo. 

El periodo de luto duró varios años, y para entonces, 
se había extendido el uso de tal manto negro, pues se 
consideraba que, indirectamente, infundía un mayor respeto 
y superioridad; desde entonces, esta sobria costumbre se 
expandió por los juzgados de todo el mundo, aunque a lo 
largo de la historia ha experimentado sutiles variaciones; 
incluso puede resultar paradójico que sea Reino Unido el 
país de donde proceden las togas más coloridas, dependiendo 
de la jurisdicción, las togas podían ser rojas, azules, verdes, 
púrpuras, e incluso rosas. 

Lo anterior surge en consideración a que, antiguamente, 
la justicia se administraba en nombre del rey, al que se le 
confería un origen casi divino, por ello los jueces, para 
destacar su vinculación con el monarca, comenzaron a 
vestir como humildes reyes, adornándose con potentes 
colores; continuándose incluso la práctica; sin embargo, 
es menester destacar que no fue sino hasta que concluyó la 


9 María Il de Inglaterra contrajo la viruela en diciembre de 1694, y murió en el 
Palacio de Kensington el 28 de ese mes. La difunta reina fue enterrada en la 
Abadía de Westminster tras una impresionante ceremonia. 
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guerra de la independencia en 1775* los primeros jueces 
estadounidenses comenzaron vistiendo togas negras y 
rojas, para finalmente escoger la neutralidad del negro. Por 
su parte en Francia, estaba de moda destacar, y cuanto más 
pomposas y recargadas fueran las vestiduras, tanto mejor, 
por ello, relegaron las togas negras a los jueces de menor 
rango, y reservaron las rojas para los superiores. De hecho, 
actualmente, los tribunales de casación siguen vistiendo 
esclavinas de color blanco y cuellos de armiño. En España, 
Felipe ll impuso el color negro para los trajes ceremoniales, 
una costumbre que todavía se mantiene. 

Así, Observamos a groso modo la evolución, 
trascendencia y significación del uso de la toga en jueces, 
magistrados y ministros. 

En nuestro país su uso data del decreto presidencial 
emitido por el Congreso de la Unión y dirigido al presidente 
Manuel Ávila Camacho, quien a su vez lo comunicó a 
todos los mexicanos en fecha 8 de mayo de 1941''; decreto 
mediante el cual se previno que los Ministros de la Suprema 
Corte vestirían de toga magisterial en las audiencias, así 
como que, dicha toga magisterial será de seda mate negra, 
con cuello, vueltas y puños de seda brillante del mismo 
color, precisando tal mandato, contenido en dos artículos, 
10 En 1775, las trece colonias británicas de América del Norte se reunieron para 

discutir su relación con el Reino de Gran Bretaña. Indignados por las condiciones 
que les ofrecía la Corona Británica, los norteamericanos se dieron cuenta de que 
la independencia era la única opción. El 2 de julio de 1776, el Congreso votó a 


favor de declararse independiente de Gran Bretaña, y el 4 de julio de 1776, firmó 
la Declaración de Independencia. 


11 Diario Oficial de la Federación, órgano del gobierno constitucional de los Estados 
Unidos Mexicanos, número 5, Tomo CXXVI, jueves 8 de Mayo de 1941. 
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en su transitorio único, que entraría en vigor tres días 
después de su publicación, es decir el 11 de Mayo de 1941, 
fecha que se marca como el inicio de la utilización de este 
signo en México, el cual se ha venido preservando no solo 
entre los ministros de la corte, sino que, se ha extendido 
a los magistrados en la segunda instancia y a jueces de 
determinados subsistemas. 

Cabe señalar que, no todas las personas juzgadoras se 
ven dotadas de tal prenda distintiva lo cual en efecto, no las 
vuelve menos merecedoras de respeto, ni tampoco menos 
conocedoras del derecho, razón por la cual, la toga, si bien 
encuentra un significado de tal envergadura, la imagen que 
denota no es lo único a considerar en lo que debe generar, 
pues tales efectos no surgen de su uso indispensable y 
necesariamente, sino de otro tipo de signos con incluso 
mayor relevancia que una prenda de vestir; no obstante, es 
innegable que la toga permite que se identifique visualmente 
a la autoridad y se actúe en consecuencia ante su presencia, 
pues la imagen como signo de identificación y dignificación, 
definitivamente genera una distinción entre las personas 
presentes en una audiencia pública con las consecuencias 
que ello acarrea, es decir, con el resto de signos que se 
seguirán citando en este apartado a efecto de hacer notar 
la trascendencia del acatamiento y respeto al ejercicio del 
derecho a través de la identificación de la semiótica jurídica. 
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Mallete. 


En el caso de este signo, su significación, ya ha sido 
referida en la gaceta judicial 2, año 6, Abril-Junio 2024”, 
al momento de tratar la semiótica jurídica como razón por 
la cual, solo se hará un breve agregado a efecto de indicar 
que el mallete, como clara y precisamente en la obra citada 
se precisa, es uno de los signos que complementa la imagen 
de la persona juzgadora, quien ataviada de toga, agrega 
un signo visible de autoridad, útil para llamar al orden 
denotando además la terminación de etapas de un proceso 
para que a las personas asistentes les resulte evidente el 
paso de un momento a otro en el juicio, sin más, existiendo 
previo a esta emisión un análisis profundo del signo a que se 
atiende en este apartado, queda sólo referido como elemento 
fundamental de la semiótica que estamos tratando, pero que, 
es indispensable dejar en claro que, no es el único signo 
útil para lograr los fines para los cuales se dota a la persona 
juzgadora del mismo, ya que puede no tener toga ni mallete y 
lograr los mismos fines a través de otro tipo de signos que se 
seguirán referenciando. 


2. Lenguaje verbal, no verbal y corporal 


La palabra es por excelencia la forma de lograr la 
comunicación más directa y eficiente que ha creado el ser 
humano, la cual, puede ser emitida de manera verbal, de 
12 Martiñón Cano, Gilberto: El mallete jurisdiccional. Thor, el par productivo y 3 

pautas. En Gaceta Judicial. Año 6. No.2 Abril-Junio 2024. Gilberto Martiñón Cano 


(director). Rafael Rosado Cabrera (coordinador). Editorial poder judicial del estado 
de Guanajuato-México.2024; p (pp). 
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manera escrita o a través de diferentes sistemas, como el 
lenguaje de señas; sin embargo, en la semiótica jurídica, la 
palabra se convierte en uno de los signos más importantes, 
ya que, el metaconcepto de que hablamos exige que dicho 
signo se vuelva exigente para los estudiosos de la materia, 
en consideración a que es indispensable que se considere que 
el estudioso del derecho tiene la carga sustantiva de que su 
lenguaje sea experto, con ello no se pretende que se vuelva 
un lenguaje inaccesible, ya que el propio conocimiento 
y desarrollo de la correcta argumentación hace que, si 
bien el lenguaje denote conocimiento, no se de imposible 
entendimiento aun para aquellos que no conocen de derecho, 
es un enroque interesante el que se afirma, pues a la vez que 
existe el conocimiento basto para usar la palabra como signo 
fundamental, es el propio conocimiento el que permite que la 
misma sea del todo accesible para el que sea el destinatario 
de la misma. 

La palabra como signo en los procesos judiciales, es de 
fundamental relevancia, puesto que los mismos, se tramitan 
de manera verbal o de manera escrita pero siempre en el 
manejo del lenguaje adecuadamente desarrollado, logrando 
la interpretación correcta y la comunicación eficiente en 
consecuencia a través de la recta argumentación. 

En cada una de las participaciones de la trilogía judicial, 
parte actora, parte demandada y juez, existe la misma carga 
de obligación de la utilización eficiente del signo en análisis, 
ya que en el caso del actor, se encuentra en la importante 
labor de presentar una demanda que cumpla no solo con las 
exigencias de ley sino que logre que la misma sea útil para 
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la parte material que representa, que sostenga su intención y 
sus peticiones y que el desarrollo de sus hechos sea diáfano 
para que no exista duda de sus intenciones y de que las 
mismas harán eco eficiente en el procedimiento a través de 
la carga probatoria y la ulterior decisión, temas estos últimos 
de un desarrollo que ocuparía muchas líneas de apreciación 
y comentarios, por lo que en este caso, ante la intención de 
los que se escribe se limita a la cita; demanda que además 
debe necesariamente ser clara para la parte demandada, 
pues de ello depende su adecuada defensa, esto es que, el 
demandado obtenga con meridiana claridad qué es lo que 
se le está reclamando y en qué basa el actor sus hechos a 
efecto de que le sea posible dar respuesta a los mismos y 
oponer las excepciones que legalmente correspondan a fin de 
destruir los enunciados presentados por la parte actora, otro 
tema de interesante desarrollo, pues el lenguaje en su carga 
descriptiva y de significación nos habla de la posibilidad 
de que los enunciados sean fuertes o débiles, lo cual es de 
transcendencia para lo que ahora comentamos, puesto 
que, si el actor incumple con tales exigencias de fortaleza, 
se observará que será de fácil destrucción de parte del 
demandado, en el supuesto que éste a su vez haga uso de la 
palabra de manera correcta con un esquema de enunciados 
utilizado eficientemente para destruir la postura del actor; 
en el caso de la palabra como signo de exigencia en la 
decisión de la persona juzgadora, es fundamental que en el 
docto conocimiento de la materia propuesta a su decisión, 
utilice la palabra a través de enunciados claros precisos, 
que encuentren fundamento en cada apartado y que además 
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la motivación, la argumentación del convencimiento que 
justifique las razones de su decisión, sean claras, precisas y 
directas, que comprendan sus resoluciones las partes formales 
pero más aún las partes materiales que son el fin último de la 
determinación pues son quienes están a la espera de recta y 
completa justicia. 

El principio de completitud que se encuentra en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es una de los tantos signos que participan como 
cargas de obligación para la persona juzgadora, pues no 
sólo debe resolver el caso propuesto a su nocimiento, sino 
que debe hacerlo en forma completa, fundando, motivando, 
argumentando y con lenguaje accesible, el cual surge con 
facilidad ante el conocimiento del tema sobre el cual se 
pronuncia, dado que, la persona juzgadora, hace uso de 
constructos en el lenguaje!*, y para es que se encuentra del 
todo facultada, pues la argumentación es uno de sus puntos 
fuertes, de modo que el dominio del signo palabra, como 
medio para lograr la construcción de enunciados y éstos 
a su vez argumentaciones, es algo para lo cual la persona 
juzgadora está obligadamente preparada, pero hay algo que 
no debe dejar de observarse, y eso es que, las otras dos partes 
de la trilogía deben tener el dominio del lenguaje en los 
términos y exigencias que al tema y a la parte que representan 
les obliga de modo que le entreguen al juez los elementos 
argumentativos y probatorios necesarios y suficientes para 
que su decisión cumpla con ese fin último del que se ha 
hablado, que es la justicia; por lo cual el signo palabra como 


13 Ob. Cit. 7 
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elemento fundamental del lenguaje, de la forma en que éste 
sea expresado, es uno de los más importantes, si no el que 
más, dentro de la semiótica jurídica, puesto que es la esencia 
de los trámites judiciales, la comunicación y logro del éxito 
en cada una de las intenciones. 

Como corolario al punto en concreto es fundamental 
precisar que, la semiótica jurídica coloca la exigencia a las 
partes materiales y formales, de que a través de su lenguaje 
se conduzcan ante la persona juzgadora, con el respeto que 
obliga su investidura, en total congruencia al punto que se 
ha señalado al referir la importancia de la toga y el mallete 
y lo que va más allá de su uso por parte de la persona 
juzgadora, es decir, puede la misma no estar ataviada con 
tales elementos y ser igualmente persona juzgadora, a la 
que se le debe el mismo respeto y trato digno, de modo que 
otro de los signos que se observa muy diluido es justo este, 
el que el lenguaje se use con el respeto que a la investidura 
de la persona juzgadora se debe, ya que se trata justo de 
una persona investida de autoridad, a la cual se le están 
sometiendo las partes para el conocimiento y solución de un 
conflicto en el que se encuentran, de modo que el respeto en 
el lenguaje tanto hablado como escrito de parte de quienes 
a la persona juzgadora se dirigen es un signo fundamental, 
que el estudioso del derecho no debe nunca inobservar, 
pues la persona juzgadora tiene incluso medios legales que 
se encuentra en facultad de implementar para exigir que la 
conducta de los comparecientes sea con respeto, de modo 
que, el signo no visible pero fundamental del respeto, se 
encuentra incluso regulado en la norma, de donde resulta ser 
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uno de los más importantes en el tema del signo de la palabra 
como base del lenguaje, del enunciado, de los constructos, de 
la argumentación en la semiótica jurídica. 

Así también es fundamental que se toque el punto 
relativo al signo del lenguaje corporal; ¿por qué resulta 
importante? Lo es porque en cualquier aspecto de la vida 
del ser humano es ideal que, lo que se dice con palabras sea 
coincidente con la expresión corporal, en la semiótica jurídica 
es importante se destaque este apartado pues es fundamental 
atender al mismo cuando se busca llegar al convencimiento 
de la persona juzgadora, para ello es fundamental que las 
partes y los terceros que participan en el proceso (peritos y 
testigos), sean congruentes y convincentes en lo que aducen 
verbalmente y lo que se denota de su lenguaje corporal, esto 
en atención a lo que será la debida valoración de la probanza, 
considerando los elementos fundamentales de atención 
en los dictámenes y en la propia persona del perito, o en la 
psicología del testimonio, teniendo la persona juzgadora a su 
alcance medios legales para lograr estos aspectos, siempre 
observando su limite de hacer solo aquello que la norma le 
faculta, pero también cumpliendo con su labor de entregar 
justicia completa. De modo que, el lenguaje corporal es de 
gran trascendencia en el proceso, como signo fundamental 
en el mismo, ya que aquello que decimos con la forma de 
conducirnos, puede otorgar más elementos de valoración 
que incluso su propio dicho ya sea en forma verbal o escrita; 
para ello siendo elemental que se cumpla por parte de la 
persona juzgadora con uno de los principios procesales de su 
función que es la inmediación, a fin de que el signo del que 
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nos ocupamos en este apartado sea observable a su análisis 
experto o bien observe que elementos necesitará para lograr 
valorar adecuadamente las probanzas, respetando a su vez el 
principio de igualdad en el proceso. 
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Conclusión 


todo aquello que, surja en atención al fondo, forma y atención 

a los signos en el proceso judicial, ya que, es innegable que, a 
través de la misma, se concibe y obtiene la naturaleza, los cimientos, 
la manera y consecuencias de lo que constituyen las cargas de la 
estructura tripartita en el proceso, pasando por el recto estudio del 
derecho, la actualización del mismo, su aplicación y respeto, pues 
todo ello generará que estemos en presencia de procedimientos bien 
llevados, en los cuales se cumpla adecuadamente con las exigencias 
de la norma en su validez, eficiencia y eficacia. 

Los signos en el proceso devienen fundamentales a fin de que, 
se cumpla ordenadamente con el mismo y se esté en la aptitud de 
realmente identificarse como dignos representantes del ejercicio 
del derecho, ya que, el alto honor que implica formar parte de la 
defensa de la postura de una de las partes o bien la decisión final del 
conflicto, son en sí mismos, signos a atender, volviendo entonces 
un círculo virtuoso el hecho de cumplir con la semiótica jurídica, 
que pese a no estar regulada, como ha señalado el doctor Martiñón 
Cano en la obra citada, es innegable que podemos obtenerla en 
una recta interpretación de la norma, en el cumplimiento ordenado 
y cabal de las obligaciones procesales y en la propia conducta 
procesal que se asume, de modo que es dable que hagamos de 
nuestro diario ejercicio del derecho, un justo compromiso con 
nuestra correspondiente función y ello hará que, la semiótica 
jurídica se encuentre atendida y respetada, volviéndonos cada día 
más profesionales en nuestro desempeño, más profesionales del 
derecho. 


| a semiótica jurídica entonces, a raíz de lo aquí expresado es 
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La sentencia en el nuevo sistema 
de justicia laboral. 


Juez Lic. Herlinda Escamilla Orozco 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Mer-Pru 
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Plazos del sistema penal acusatorio mexicano. Los 
márgenes temporales de la actividad procesal. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñon Cano. 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Mer-Pru 
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Comentarios a las herramientas tecnológicas 
en la impartición de justicia en materia penal. 


Lic. Thalía Eneida Barrientos Juárez. 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Ej-Inc 
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Legislación sobre menores infractores' 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


as leyes en vigor para el tratamiento de los menores 

que incurren en hechos tipificados como delitos, 

resultan en tan no pocos aspectos violatorios de sus 
garantías personales y los sujetan a procedimientos que en la 
práctica pueden ser más enérgicos que en los aplicables a los 
mayores. No se pone en tela de duda la buena intención de 
esas leyes, pero creemos que su espíritu protector y educativo 
no debe dar lugar al desconocimiento de beneficios que no se 
niegan a los mayores. 

Hasta ahora no es posible hallar ningún argumento digno 
de consideración que excluya válidamente a los menores de 
las garantías constitucionales. 

Aunque no es posible generalizar, pueden señalarse 
algunas de las situaciones objetables que con mayor 
frecuencia propician estas legislaciones: 

. Sujeción del menor al procedimiento aplicable sin 
previa denuncia ni averiguación y sin que se haya 
pronunciado en plazo perentorio resolución técnica 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 25. Diciembre 1983-Enero 1984; pp. 267-270. 
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y debidamente fundada sobre la existencia del hecho 
delictuoso y la probable autoría, la cual, obviamente 
debería ser emitida por un perito en Derecho que guarde 
absoluta independencia de la institución que, en su 
caso, aplicara las medidas de readaptación o educación. 
Falta oportuna de asesoramiento por un defensor, 
consejero gestor, de oficio o particular que lo auxilie 
desde los primeros trámites. 

Sujeción del menor al procedimiento de readaptación 
aun en los casos de acciones meramente culposas, 
preterintencionales o por hechos que requieren querella 
para su persecución. 

Internamiento o reclusión física del menor aún en los 
casos en que un reo mayor de edad tendría derecho a la 
libertad caucional. 

Posible prolongación del internamiento más allá de lo 
que sería el promedio de la pena corporal en el caso de 
los imputables. Falta de recursos contra las resoluciones 
del Instituto, Consejo o Tribunal de Menores. 

La excesiva discrecionalidad que las leyes de menores 


conceden a las autoridades encargadas de aplicarlas no es 
censurable en sí misma, pero debe admitirse que en tales 
facultades por ningún concepto deben desbordar situaciones 
límites ni privarlos de aquellos beneficios que se conceden a 
los mayores. Deben, pues, encuadrarse las facultades abiertas 
dentro de ciertos márgenes, sobre todo cuando el menor 
amerita internamiento. El alegato de que el internamiento del 
menor no significa privarlo de su libertad, no es atendible, 
pues por optimas que sean las condiciones del establecimiento 
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donde se le recluya siempre se verá privado sus derechos de 
disposición de sí mismo, es decir, se le estará afectando en su 
libertad. 

Es verdad que los problemas de los menores infractores 
ameritan intervención especializada educativa, médica, 
psicológica, etc., pero es imposible negar sus aspectos 
fundamentalmente jurídicos. Independiente- mente de 
su falta de responsabilidad, se ventilan asuntos de índole 
criminal y es poco explicable que el Poder Judicial se halle 
generalmente al margen de ellos. 

Otro problema vinculado con menores infractores es 
el relativo a la edad. En lo federal, en el Estado de México 
y en el Distrito Federal se fijan 18 años como mínimo para 
considerar como imputable al sujeto. En Zacatecas, 17 
años; en Guanajuato, Durango, Veracruz, Yucatán, Puebla y 
Michoacán, 16 años. En Nayarit, 15 años, etc. . Basta, por 
ejemplo, que una persona mayor de 16 años pero menor de 
18 que haya cometido un delito en el Estado de Guanajuato 
se refugie en el Distrito Federal para que no se le pueda 
extraditar. 

Consideramos que cualquier límite que se adopte 
siempre será más o menos arbitrario. Si así es y si las 
costumbres, idiosincrasia y ambientes no presentan en 
nuestro país diferencias mayores que las que ya se dan 
entre individuos de una misma ciudad o región, resultaría 
conveniente que en todos los Estados y en el Distrito Federal 
se adoptara la misma edad. 
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El artículo 18 de la Constitución Federal previene que 
la federación y los gobiernos de los Estados establecerán 
instituciones especiales para el tratamiento de menores 
infractores. Los artículos 64 a 70 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial Federal, se ocupan de esta materia. El Código 
Federal de Procedimientos Penales previene en su artículo 
500 que en aquellos lugares en que la Federación no tenga 
esos establecimientos, serán las autoridades locales las que se 
encarguen del procedimiento, pero aplicando la legislación 
federal. Aparte de que en este punta el código en cuestión 
resulta inconstitucional, puesto que el Congreso de la Unión 
no tiene facultades para imponer este tipo de obligaciones a 
los Estados, y tomando en cuenta que la Federación no ha 
proveído a cubrir esta necesidad en la mayor parte de los 
Estados, resulta imposible aplicar la legislación federal de 
menores, que establece normas y Órganos no contemplados en 
lo local, quedando el menor sujeto a prácticas no autorizadas. 

Por lo anterior resultaría conveniente: 

a).- Que en cada Estado y en el Distrito Federal se revise 
la legislación de menores respetando claramente sus garantías 
constitucionales, corrigiendo, entre otras cosas, situaciones 
como las arriba señaladas. 

b).- Que al hacerse dicha revisión se conceda la mayor 
importancia a los aspecto jurídicos del procedimiento y que 
las instituciones encargadas de aplicar la ley formen parte del 
Poder Judicial conforme a una adecuada reglamentación. 

c).- Que se establezca la misma edad límite en todas las 
legislaciones. 
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d).- Que la Federación provea al debido cumplimiento 
del mandato constitucional y en el peor de los casos 
se enmienden las disposiciones del Código Federal de 
Procedimientos Penales para hacer operable la actuación de 
los institutos locales en defecto de aquella. 
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Finalidad del tribunal para el 
tratamiento de adicciones en la 
terminación anticipada del proceso 


Jueza Mtra. María Angélica 
Álvarez Garfias 


Introducción 


y julio del 2015, que conciernen al Sistema de 

Justicia para Adolescentes acordes con los estándares 
internacionales - Convención de los Derechos del Niño- 
de protección de los derechos de la infancia permitieron 
avanzar y dejar atrás el modelo tutelar para consolidar uno 
de corte garantista protector de los derechos humanos de los 
adolescentes. 

Sin embargo, a más de una década del Sistema Integral 
de Justicia para Adolescentes en nuestro país, la deficiente 
infraestructura y la ausencia de políticas públicas diseñadas 
específicamente en el tema de adolescentes en conflicto con 


| as reformas constitucionales de diciembre del 2005 
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la ley, ha ocasionado que no se cumplan con la finalidad del 
Sistema Integral, la reinserción y reintegración social del 
adolescente. 

La reinserción social constituye un proceso de apuesta 
para lograr la reintegración efectiva del adolescente en 
conflicto con la ley, a la sociedad, a su familia así como el 
pleno desarrollo de su persona y capacidades y el sentido de 
responsabilidad. 

El presente trabajo pretende proponer lineamientos 
para la inclusión de los Tribunales de Adicciones en el 
estado de Guanajuato, dentro de la institución de Suspensión 
Condicional del Proceso Penal para Adolescentes, como 
Formas de Terminación Anticipada, bajo ese contexto 
habrá de contestarse las siguientes preguntas: ¿la inclusión 
del Tribunal de Tratamiento de Adicciones en el Estado de 
Guanajuato, es un medio para lograr los fines del Sistema 
Integral de Justicia para Adolescentes?, ¿es viable replicar 
en el Estado, el modelo de Tribunal de Tratamiento de 
Adicciones del estado de Nuevo León? 

A través de los objetivos metodológicos del presente 
trabajo se respondieron las preguntas planteadas, se utilizó el 
método teórico documental y la experiencia que sobre el tema 
tiene el estado de Nuevo León, quien inicio a nivel Nacional 
de manera exitosa con los Tribunales de Tratamiento de 
Adicciones. 

El marco teórico, se desarrolló en cinco capitulados los 
que quedaron de la siguiente manera: Antecedentes. Artículo 
18 constitucional. Formas de Terminación Anticipada. 
Justicia Terapéutica. Propuesta para el estado de Guanajuato. 


544 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Ahora bien, con base en el análisis expuesto se concluye 
que la inclusión de Tribunales de Tratamiento de Adicciones 
en el estado de Guanajuato es una apuesta para lograr que los 
adolescentes en conflicto con la ley, se reinserten y reintegren 
a la sociedad, a su familia, así como el pleno desarrollo de su 
persona y sus capacidades. 
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I.- Antecedentes 


1.- Marco histórico de sistema de justicia penal para 
Adolescentes 


El hombre, por tratar de tener un entorno social 
armónico, ha realizado intentos de comprender y solucionar 
el problema de la delincuencia juvenil, a través del Derecho 
Penal, y si bien la intención de este capítulo no es pretender 
realizar una síntesis de la evolución histórica de este tema, 
lo cierto es que sí se pretende señalar los antecedentes del 
Sistema de Justicia Juvenil. 

Génesis del mismo, a nivel mundial fue la creación 
de una Justicia especializada para menores de edad en 
1899, con el establecimiento del Primer Tribunal para 
Menores, en Chicago, Illinois. Posteriormente estos 
tribunales se empezaron a establecer en Europa y después 
en Latinoamérica, por lo que se comenzaron a desarrollar en 
todo el mundo, los llamados “Sistemas Tutelares”, mismos 
que basados fueron en la doctrina conocida como de la 
“Situación Irregular”. En 1908, en nuestro país, surgen los 
primeros reconocimientos para el nombramiento de Jueces 
destinados exclusivamente a conocer de delitos cometidos 
por menores de edad. “En 1923, se crea el Primer Tribunal 
Especializado para Menores Infractores en San Luis Potosí”,' 
lo que generó el estudio de la materia bajo distintos enfoques, 
implicando distintas reformas. 


1 Blanco Escandón, C.: Estudio histórico y comparado de la legislación de menores 
infractores. México. 1968; p. 105. 
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Al año siguiente, ocurre un acontecimiento Internacional 
de relevancia: el 26 de diciembre, la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) adoptó la llamada “Declaración de 
los Derechos del Niño”.? 

En México, fue en el año de 1964, que el Congreso de 
la Unión recibió la iniciativa Presidencial para reformar el 
artículo 18 Constitucional, en febrero de 1965 se publica, y 
estipula que la Federación y los Gobiernos de los Estados, 
establecerían Instituciones Especiales para el Tratamiento 
de Menores Infractores. En “1974, se promulga la Ley que 
crea al Consejo Tutelar para Menores Infractores del Distrito 
Federal”.* Con el nacimiento de los Consejos Tutelares se 
entiende que su aspiración era arrancar por completo del 
área penal a los menores y someterlos a medidas puramente 
tutelares y educativas. 

Finalmente, en respuesta a las constantes críticas sobre 
el desamparo que provocaba el excesivo paternalismo de 
la Ley que crea el Consejo Tutelar de 1974 al permitir una 
absoluta desprotección de derechos procesales básicos, y de 
conformidad con una postura garantista, aparece la Ley del 
Consejo de Menores vigente de 1991.* 


2 Vid. in extenso Declaración de los derechos del niño Ginebra 1959. En http://www. 
ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/INST%2007.paf. 


3 Vid. Suprema Corte de Justicia de la Nación. Del tribunal de menores infractores al 
sistema integral de justicia para adolescentes. la. ed., 2009, México D.F., página 
52. 


4 Cfr. Blanco Escandón, C.: Estudio histórico y..., p. 108. 
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T1L.- Modelos de instituciones nacionales 


66 | ñ el caso de México, los especialistas en 


el tema coinciden en que se han aplicado 
tres diferentes modelos: penal, tutelar 
y de garantías, los cuales corresponden a diversas 
instituciones nacionales, así como a diversos tratados y 


acuerdos Internacionales”.? 


1.- Modelo penal 


El modelo penal comienza a utilizarse en México 
entre 1920 y 1940. En esta etapa los niños y adolescentes 
quedaron fuera de Tribunales y prisiones para adultos. Los 
antiguos internados correccionales, antes en manos de 
órdenes religiosas y patronatos de beneficencia, terminaron 
por traspasar sus funciones al ámbito del Estado. La tarea de 
educar y “corregir” a estos menores dejó de ser simple amor 
al género humano y se convirtió en una acción de Justicia del 
Estado. 


2.- Modelo tutelar 


Llamado también “doctrina de la situación irregular”, 
este concepto se define como:[característico] de la doctrina 
paternalista tutelar y se ve reflejado en las llamadas Leyes 
de primera generación en las que un menor podía ser sujeto 
de los procedimientos previstos para sancionar conductas 


5 Arellano Trejo, E.: Sistema integral de justicia para adolescentes, México, núm. 3., 
septiembre 2006. file:///C:/Users/UsusarioPJ/Downloads/Documentos%20de%20 
Trabajo%203.paf, consultado el 27 de junio de 2017. 
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tipificadas, por el hecho de cometer una falta administrativa o 
por el hecho de considerarse potencialmente peligroso para la 
sociedad o para el mismo.' 

Esta atribución del Estado se justificaba en dos líneas 
ideológicas: la primera, en su obligación de acudir en apoyo 
de los sectores marginados y de mayor vulnerabilidad, como 
son los niños; la segunda, como un mecanismo de prevención 
del delito.” 

El proceso tutelar se encontraba a cargo de profesionales 
de la ciencia de la conducta humana, como el caso de 
psicólogos o psiquiatras, educadores, médicos, trabajadores 
sociales, etcétera; no existían formalidades y se encontraba 
basado en la observación de la conducta del sujeto y en el 
resultado de estudios de carácter médico, psicológico, 
socioeconómico, pedagógico, entre otros, y derivado de los 
resultados de éstos, determinar la medida aplicable. 

Debido a la inefectividad de este Sistema para lograr 
los objetivos por los que se había diseñado, y frente al 
aumento del índice de criminalidad, a causa de la impunidad 
de los delitos cometidos por adolescentes, la delincuencia 
organizada no tardó en hacerse presente para extender su 
actividad delictiva sin consecuencias graves para ellos. 


6 Cfr. Cervantes Gómez, y. C:: Análisis de la legislación en materia de justicia para 
adolescentes, s/n. a 5 de diciembre de 2007, página 65.http://www3.diputados. 
gob.mx/camara/content/download/193563/464280/file/llegislacionYv20adolescentes 


7 Cfr. Suprema Corte de Justicia de la Nación: Del tribunal de..., p. 18. 
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3- Modelo garantista 


Este modelo garantista o “teoría de la protección 
integral”, puso especial atención en devolverles a los niños, 
niñas y adolescentes, el goce de las garantías de las que se les 
había privado. 

Con el proceso político de la reforma del año 1991, 
“la Ley para menores infractores para el Distrito Federal en 
materia común y para toda la república en materia Federal, 
presenta algunas similitudes con la ley de los consejos 
tutelares”,* proceso que culmina con la creación del Sistema 
Integral de Justicia para Adolescentes, fundado en la reforma 
del artículo 18 Constitucional, del 12 de diciembre de 2005. 

En este Sistema Garantista, la responsabilidad que se 
exige al menor o adolescente, es de carácter penal, por el 
despliegue de una conducta que sancionan las leyes penales; 
no obstante, dicha responsabilidad responde a un criterio 
educativo, en donde el fin primordial es la protección al menor 
y garantizar con esto todos sus Derechos Fundamentales. 

Se trata de que los menores infractores no tengan una 
política criminal sino que sea política social, en donde los 
menores tengan accesos a condiciones educativas y sociales 
que les permita el pleno desarrollo de su personalidad. 


8 Cfr. Moro, J.: La reforma a la ley de menores en México: ¿del modelo tutelar al 
modelo garantista? Sumario: un poco de historia. /El proceso político de la reforma 
del año 1991. /La nueva ley a modo de balance. / el impacto de la nueva ley en las 
instituciones y en las representaciones sociales: cambio continuidad. Consultado 
el 28 de junio de 2017. http: //www.azc.uam.mx/publicaciones/alegatos/pdfs/31/34- 
12.pdf 
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A.-Tratados Internacionales 


La declaración de Ginebra de 1924, fue proclamada por 
la asamblea de las naciones, después de la primera guerra 
mundial, en donde los niños víctimas de éstos actos bélicos 
quedaron desprotegidos, en situación de orfandad. 

Fue en 1959, que surge la Declaración de los Derechos 
del Niño, también llamada “declaración de Ginebra”, 
a consecuencia de la segunda guerra mundial, también 
proclamada por la Asamblea de las Naciones Unidas. 

Y en 1979, la ONU declara como año Internacional del 
Niño, con el objeto de celebrar la Declaración de Ginebra de 
1959, y la conmemoración de la creación del Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF). 

A raíz de la propuesta de Polonia, “la Asamblea General 
aprobó unánimemente la Convención sobre los Derechos 
del Niño mediante resolución N*44/25 del 20 de noviembre 
de 1989, entrando rápidamente en vigor en? septiembre de 
1990.” 

La Convención sobre los Derechos de los Niños, 
reconoce a éstos como sujetos de derechos y de plena 
responsabilidad de sus actos. Esta Convención marca 
una pauta importante para pasar de un Modelo Tutelar a 
un Modelo Garantista, basada en la protección integral 
de los derechos de la niñez, a todo individuo menor de 18 
años a quienes la propia Convención los considera niños, 


9 La convención de los derechos del niño., Análisis de sus fuentes en cuanto al 
régimen carcelario. Pg. 6. http://unidosjusticia.org/wp-content/uploads/2014/06/ 
PEIX_Convencion_Derechos.pdf, 28 de junio de 2017. 
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otorgándoles las mismas garantías que gozan los adultos más 
aquellos derechos específicos en virtud de ser personas en 
desarrollo. 

Así también se podrá promover la integración en una 
política nacional y amplia de justicia de menores de otras 
normas internacionales, como las Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para la Impartición de Justicia a Menores 
(Reglas de Beijing”), las Reglas de las Naciones Unidas para 
la Protección de los Menores Privados de Libertad (Reglas de 
la Habana) y las Directrices de las Naciones Unidas para la 
Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad). 

Las bases de los Sistemas de Responsabilidad Juvenil, 
se contienen en los artículos 37 y 40 de la Convención sobre 
los Derechos de los Niños. El artículo 37 establece, los 
derechos que los niños deben gozar, teniendo realce para el 
estudio que nos ocupa, el que el encarcelamiento o prisión 
de un niño, debe utilizarse solo como una medida de último 
recurso y durante el periodo más breve que proceda; mientras 
que el artículo 40 de la Convención prevé los Principios 
que se deben regir al Sistema de Justicia Especializado para 
Adolescentes, señalando supuestos y reglas mínimas en las 
que se pueden privar la libertad legítima a un niño, que al ser 
una medida de último recurso, solo podrá ser aplicable como 
consecuencia de una conducta grave estipulada en ley. 

Este mismo precepto establece la obligación para los 
Estados de prever un Sistema de Justicia Especial, para la 
forma legítima, proporcional y adecuada, cuando se trate de 
un menor de 18 años y cometa un delito. 
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Al respecto refiere el Dr. Rubén Vasconcelos que “los 
adolescentes son titulares de todos los derechos que se les 
reconocen a las personas más los que por su condición de 
estar creciendo les confiere el ordenamiento jurídico”.'% 

Oportuno resulta señalar que, en la aplicación de los 
artículos 37 y 40 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, los Estados Partes no cumplieron cabalmente lo 
estipulado en dichos artículos, lo que dio lugar a la creación 
de la Observación General número 10, por la que el Comité 
desea proporcionar a los Estados Partes orientación y 
recomendaciones más precisas para el establecimiento de 
una administración de justicia de niños, niñas y adolescentes 
conforme a la Convención. 

Esta justicia, que debe promover y que al tema que nos 
ocupa tiene gran importancia, entre otras cosas, la adopción 
de Medidas Alternativas como la remisión de casos y la 
Justicia Restitutiva, lo cual ofrecerá a los Estados Partes la 
posibilidad de abordar la cuestión de los niños que tienen 
conflictos con la justicia de manera más eficaz en función 
no sólo del interés superior del niño, sino también de los 
intereses a corto y largo plazo de la sociedad en general. 

En 1985, la ONU lo declara como, “Año internacional 
de la Juventud”, en el mismo año fueron reconocidas las 
Reglas Mínimas de la ONU para la Administración de 
Justicia para Menores, conocidas como “Reglas Mínimas de 
Beijín”. 


10 Vasconcelos Méndez, R.: La justicia para adolescentes en México. 1ra ed. . 
México, D.F. 2009; p. 55 
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Así en 1990 se aprueban las Reglas de las Naciones 
Unidas para la Protección de Menores Privados de la 
Libertad, “Reglas de Beijing”, donde se plasman las normas 
que van dirigidas a apoyar a los menores de edad sometidos 
a cualquier forma de privación de su libertad, así “como la 
necesidad de contar con leyes e instituciones especializadas 
para la atención de menores infractores, que al mismo tiempo 
que satisfagan las necesidades de Justicia, respeten sus 
derechos como niños y hagan hincapié en el bienestar de los 
mismos”.' 

Preciso resulta, señalar un aspecto de interés al que 
hacen referencia las Reglas de Beijing y es el relativo al 
alcance de “las facultades discrecionales”.'? 

El 14 de diciembre de 1990 fueron aprobadas y 
proclamadas por la Asamblea General, las Directrices de 
las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia, 
las “Directrices de Riad”, las cuales, de acuerdo con 
Norberto Ignacio Liwski, deben ser tomadas en cuenta a la 
hora de diseñar una política dirigida a la Justicia Juvenil; 
siendo menester una política progresista de prevención 
de la delincuencia a fin de elaborar medidas que eviten 
criminalizar y penalizar al niño por conductas que no 
causan graves perjuicios en su desarrollo ni perjudican a 
los demás. Instrumento que contiene los criterios de un 
programa garantista completo, abocado a la prevención de la 


11 Arellano Trejo, E.: Sistema integral de..., p. 105. 


12 Vid. Véase en la regla número 6 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para la Administración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing). http://www. 
ordenjuridico.gob.mx/TratIint/Derechos%20 Humanos/OTROS%2019.paf 
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delincuencia juvenil, en cuyas acciones deben de participar 
tanto la familia, el sector educativo, la comunidad y los 
medios de comunicación. 

Estos instrumentos internacionales proporcionaron 
las bases originales del Sistema Integral de Justicia para 
Adolescentes y fueron elaborados por la Organización de las 
Naciones Unidas.'* 


B.- Reforma al artículo 4* Constitucional 


En diciembre de 1999, el Congreso reformó el artículo 4" 
de la CPEUM, a fin de incorporar en su texto, la noción de las 
niñas y niños como sujetos plenos de derechos. 

Los Estados, comprometidos con la Convención, con el 
apoyo de algunas organizaciones internacionales, iniciaron 
una muy amplia actividad difusora de los principios de este 
instrumento internacional, hasta lograr captar la atención de 
un grupo de legisladores que propuso una reforma al artículo 
cuarto constitucional.'* 

Así, con la reforma al artículo 4” Constitucional, se 
comenzó a dar cumplimiento a las obligaciones asumidas a 
raíz de la ratificación de la Convención sobre los Derechos del 
Niño. Dicho artículo reconoce a las niñas y a los niños como 
sujetos plenos de derechos, así como la obligación que el 
Estado tiene para llevar a cabo las actividades necesarias para 
lograr el respeto a los derechos y su ejercicio pleno. 


13 Cfr. Cervantes Gómez, J. C:: Análisis de la... , p. 60. 8. 
14 Cfr. Arellano Trejo, E.: Sistema integral de..., p. 105. 
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Para dar debido cumplimiento a la reforma constitucional, 
el 7 de abril del 2000, se emitió la Ley Reglamentaria del 
artículo 4”, párrafo sexto de dicho precepto, dando como 
resultado la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el 29 de mayo del 2000. Ley que en esencia buscó 
responder al modelo de la Protección Integral de los Derechos 
de la Infancia, adecuando la Legislación Federal a lo prescrito 
por la Convención de los Derechos del Niño. 

En su título cuarto, desarrolla el “Derecho al Debido 
Proceso en caso de infracción a la Ley Penal”. Establece los 
lineamientos básicos de un Sistema de Justicia Penal para 
Adolescentes Especializado, acorde a lo estipulado por la 
Convención, por las normas internacionales que inspiran el 
modelo de la protección integral de los derechos de la infancia, 
y por los derechos y garantías individuales reconocidas en la 
Constitución Política, propias de un eficaz estado de derecho. 

Fue así, que mediante decreto publicado el 12 de octubre 
del año 2011, se reforman los párrafos sexto y séptimo del 
artículo 4o. y se adiciona la fracción XXIX-P al artículo 73, 
de la CPEUM. Reforma mediante la cual se otorga facultad al 
Congreso de la Unión de expedir la Ley en materia de derechos 
de niñas, niños y adolescentes, velando en todo momento 
por el Interés Superior de los mismos y cumpliendo con los 
Tratados Internacionales de la materia, de los que México sea 
parte, dando origen a la actual Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes publicada el 4 de diciembre de 
2014. 
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TI.- Artículo 18 Constitucional 


1.- Análisis del artículo 18 Constitucional 


El artículo 18 constitucional —reforma diciembre 12, 
2005-, establece en su párrafo cuarto, la obligación para la 
Federación, los Estados y el Distrito Federal, de crear un 
Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, aplicado 
únicamente a quien cuente entre 12 y 18 años de edad y que 
se le atribuya la realización de una conducta tipificada como 
delito por las leyes penales. 

El concepto de Sistema Integral de Justicia implica la 
existencia de un sistema diferenciado y especializado en 
adolescentes desde el inicio de una averiguación previa hasta 
el cumplimiento de la medida impuesta. 

La principal garantía, en relación con los adolescentes, 
es que cuando éstos cometan una conducta que esté descrita 
en los códigos penales como delito, éstos sean juzgados 
por Tribunales y procedimientos específicos, y que la 
responsabilidad, por tanto la sanción, del adolescente por el 
acto cometido, se exprese en consecuencias jurídicas distintas 
de las que se aplican en el sistema de adultos.'* 

En el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes 
se deberá además prever medidas de Justicia alternativa, 
así como asegurar en todo momento el respeto y adecuado 
ejercicio de los derechos fundamentales inherentes a los 
menores de edad. 


15 Vid. Gaceta parlamentaria, 28 de junio de 2005. http://www.diputados.gob.mx/sia/ 
coord/OBRA_LEG_ LIX5/obraleg_lix/dps_01A.htm. 28 de junio de 2017. 


359 


Sistema integral de justicia penal para adolescentes 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Sistema integral de justicia penal para adolescentes 


El párrafo quinto del artículo en comento, establece 
“el principio de especialización, el cual implica, que las 
autoridades responsables del sistema de justicia para menores 
sean diferentes a las establecidas para los adultos, lo que 
permite una mejor coordinación de las medidas susceptibles 
de aplicarse a los menores, en particular, cuando puede 
confiarse al menor a los servicios sociales desde el comienzo 
del asunto. 

La existencia de instituciones, autoridades y tribunales 
especializados significa que debe de haber jueces de 
justicia para adolescentes, ministerio público especializado 
en adolescentes, defensoría de oficio especializada en 
adolescentes, centros de internamiento especializado y de 
tratamiento externo, Órgano especializado que controle la 
ejecución y el seguimiento de las medidas alternativas y de 
tratamiento para adolescentes. 

En la misma tesitura señala nuestra Ley Suprema que 
se podrán aplicar las medidas de orientación, protección 
y tratamiento que amerite cada caso; se debe atender a la 
protección integral y al interés superior del adolescente; 
la finalidad de estas medidas será la reintegración social y 
familiar del adolescente, así como el pleno desarrollo de su 
persona y capacidades. 

Es por ello que el Principio de Protección Integral, se 
hace consistir en que las autoridades, órganos e instancias 
deberán de actuar en todo momento en lo que sea más 
conveniente para la reinserción social y familiar del 
adolescente. Lo más importante son los medios que se 
emplean, como la exigencia de elaboración de planes, 
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programas y la creación de organismos, entidades públicas y 
privadas a nivel estatal o municipal que diseñen, coordinen 
y ejecuten estas políticas públicas, considerando sus propias 
problemáticas y necesidades. Este principio consagra con 
claridad, el fin educativo del sistema. La formación integral, 
es impulsar el desarrollo del adolescente en todos sus ámbitos 
vitales, físicos, mentales, espirituales, morales, sicológicos y 
sociales. Y es aquí, donde radica esencialmente, la justicia 
terapéutica que se propone. 

Luego, “en todas las medidas concernientes a los niños 
que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar 
social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial”** que 
consiste el principio del Interés Superior del Adolescente. 

En cuanto a las formas alternativas de justicia, como se 
advierte del texto de la Constitución, deberán observarse en 
la aplicación de este Sistema, siempre que resulte procedente. 

La propuesta de poner en práctica estas formas 
alternativas de Justicia no sólo tiene que ver con los 
argumentos clásicos del tema: agilidad, procedimientos 
más económicos, etcétera. La idea principal de los medios 
alternativos consiste en evitar la estigmatización de los 
menores. Por ello, el medio alternativo más adecuado para 
la justicia de adolescentes es la mediación porque permiten 
evitar, de inicio, un procedimiento judicial. 


16 Rábago Olivero, L.: El niño y el juez, y el interés superior del primero, disponible 
en www.poderjudicial-gto.gob.mx/pdfs/251.pdf, 29 de junio de 2017. 
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Los medios alternativos de solución de conflictos 
implican, además, atender de manera explícita el interés de la 
víctima. Es a través de ellos como la víctima tiene mejores y 
mayores posibilidades de encontrar una solución satisfactoria 
a sus intereses. Ellos permiten alcanzar la justicia reparadora 
o restauradora, buscando en aquellos en que es pertinente, la 
reconciliación entre la víctima y el infractor. 

Además, es en disposición expresa del artículo 
constitucional en estudio, que se establece como las medidas 
deberán ser proporcionales a la conducta realizada; de aquí se 
deriva el Principio de Proporcionalidad, en base al cual debe 
existir “proporcionalidad en la punibilidad de las conductas”.'” 
Esto se refiere a la punibilidad que el legislador señala para los 
delitos previstos en la ley secundaria. Así la condición se verá 
satisfecha en tanto se señale una punibilidad distinta para cada 
conducta que se tipifica como delito; “proporcionalidad en la 
determinación!* de la pena”, ya que el juzgador deberá de tomar 
en cuenta tanto las condiciones internas del sujeto, como las 
externas de la conducta que desplegó, buscando que la medida 
impuesta al menor no sea desmedida; “proporcionalidad en la 


17 Cfr. Yenissey Rojas, !.::  http://www.cienciaspenales.net/files/2016/11/7_la- 
proporcionalidad-en-las-penas. pdf. 29 de junio de 2017; p. 89 


18 Cfr. Arias Holguín, D. P.: Proporcionalidad, pena y principio de legalidad. 
En revista de derecho, julio- diciembre 2012. http://www.redalyc.org/articulo. 
0a?id=85124997005 29 de junio de 2017; p. 145. 
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ejecución”*”, conforme a la cual la normatividad emitida por 
el legislador y la aplicación de las medidas debe permitir al 
menos acceder a los beneficios en la compurgación de la pena. 

El internamiento se utilizará como medida extrema y 
por el tiempo más breve que proceda, con lo que se aplica el 
Principio de Intervención Mínima del Derecho Penal al cual se 
ha hecho referencia en líneas anteriores, el cual consiste en que 
las medidas y sanciones a los adolescentes serán racionales 
y proporcionales, y que antes de acudir a la vía punitiva, 
deberá de agotarse cualquier otra, como los procedimientos 
alternativas de juzgamiento, como la mediación y considerar el 
internamiento únicamente a delitos graves. 

El 2 de julio del 2015, se publicó el decreto por el que se 
reforman los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso 
c) de la fracción XXI del artículo 73 de la CPEUM. 

En ese tenor, la reforma constitucional prevé la obligación 
de la Federación y las entidades federativas de establecer en el 
ámbito de sus respectivas competencias, un Sistema Integral 
de Justicia para los Adolescentes, que será aplicable a quienes 
se atribuya la comisión o participación en un hecho que la 
Ley señale como delito y tengan entre doce años cumplidos 
y menos de dieciocho años de edad. Este Sistema garantizará 
los Derechos Humanos que reconoce la Constitución para toda 
persona, así como aquellos derechos específicos que por su 
condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos a 
los adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes 


19 Cfr. Suprema Corte de Justicia de la Nación: Cuadernos de trabajo de la primera 
sala. Comisión para el estudio de la reforma al artículo 18 constitucional en 
relación a la justicia para menores. México, 2008; p. 86. 
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Sistema integral de justicia penal para adolescentes 


se atribuya que han cometido o participado en un hecho que la 
Ley señale como delito, sólo podrán ser sujetos de asistencia 
social. 

Estableciendo las formas alternativas de justicia que 
deberán observarse en la aplicación de este sistema, siempre 
que resulte procedente. Asimismo, que el proceso en materia 
de justicia para adolescentes será acusatorio y oral. 

En el artículo 73, se adiciona la facultad al Congreso para 
expedir la Legislación única en materia procedimental penal, 
de mecanismos alternativos de solución de controversias, de 
ejecución de penas y de justicia penal para adolescentes, que 
regirá en la República en el orden federal y en el fuero común. 

En razón de lo anterior, el 18 de junio del 2016, entra en 
vigor la actual Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes, en la que se recogen los postulados 
del Mandato Constitucional. 

Y en esa tesitura, resulta menester, para la aplicación de 
las medidas previstas en el Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes, considerar los lineamientos establecidos en 
el artículo 18 Constitucional, mismos que deben interpretarse a 
la luz de los Instrumentos Internacionales suscritos por México 
en la materia y principalmente, los instrumentos aprobados en 
el seno de las Naciones Unidas. Por tanto, para llevar a cabo el 
cumplimiento de las medidas y sus fines debe tenerse presente 
la Convención sobre los Derechos del Niño, las Reglas 
Mínimas para la Administración de Justicia de Menores, las 
Reglas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, 
y las Directrices para la Prevención de la Delincuencia Juvenil. 
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IV. Formas de terminación anticipada 
1.- Otros mecanismos de solución de controversias 


La constitución de la república, establece que en 
un sistema de justicia para adolescentes, las formas 
alternativas de justicia , deberán observarse siempre que 
resulten procedentes. En todos los procedimientos seguidos 
a los adolescentes se prevalezca los mecanismos alternativos 
para evitar su enjuiciamiento o en su caso la terminación 
anticipada, como lo establece el artículo 40.2 de la 
“Convención sobre los Derechos del Niño” y la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 
18 , en la cual se opta por la desjudicialización como una 
opción de política criminal en la forma de reaccionar ante la 
delincuencia donde intervienen adolescentes tomando como 
base la mínima intervención.” 

Posterior a ello, con la Ley Nacional del Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolescentes la norma constitucional 
no solo señaló diseñar un proceso penal especializado, 
sino también que el Sistema cuente con mecanismos de 
desjudicialización que permita evitar el enjuiciamiento de 
los adolescentes , fue que se estableció en el título primero 
de su libro segundo lo referente a Mecanismos Alternativos 
de Solución de Controversias y las Formas de Terminación 
Anticipada, estipulando el objeto de éstos, así como los 
principios por los que se rigen, los cuales consisten en 
la equidad en los procesos restaurativos, honestidad del 


20 Cfr. Vasconcelos Méndez, R.: La justicia para... , pp. 245 y 246. 
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personal especializado en su aplicación, siendo de primordial 
relevancia el enfoque diferencial y especializado, que debe 
distinguirlos. 

No debe pasar desapercibido que en el sistema integral 
de justicia penal para adolescentes, son la mediación y 
los procesos restaurativos , los mecanismos alternativos 
aplicables, que sentido estricto, resulta establecer en que 
consiste cada uno de ellos, esto con el fin de que sean 
asimilados y comprendidos de manera correcta. 

Así la mediación de acuerdo con la definición legal, se 
encuentra establecida en el artículo 85 de ley nacional del 
sistema integral de justicia penal para adolescentes definida 
como ese mecanismo voluntario en el cual el Adolescente, su 
Representante y la Víctima u Ofendido, buscan, construyen y 
proponen opciones de solución a la controversia. 


2.- Formas de terminación anticipada 


Por lo que hace a esta institución procesal, se centrará 
este capítulo por ser el que da tema a la propuesta del 
presente trabajo, en la Ley Nacional como se ha mencionado 
se contemplan las soluciones alternas, las cuales buscan, 
construyen y proponen opciones de solución de una 
controversia, es deber del Juez de Control Especializado 
propiciarlas para evitar en lo posible que el adolescente vaya 
a juicio. 

Por tal razón, las Soluciones Alternas, “tienden a 
poner término anticipadamente a un proceso penal por 
determinados delitos que no merecen una pena de privación 
de libertad demasiado alta, después de la formalización de 
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la investigación, por medio de un acuerdo entre el fiscal y 
el imputado, con la aprobación del juez de garantía, previo 
cumplimiento de una condición”.”' 

Como se ha mencionado estas formas de terminación 
anticipada, ofrecen las herramientas jurídicas a las partes 
para que se ponga fin al procedimiento sin tener que llegar 
a la etapa de juicio oral, o bien se procure la terminación 
anticipada del mismo. Es así, que, de manera especial, 
el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes 
constituye su aplicación tratándose de adolescentes, por tanto, 
a continuación, se hará un breve estudio sobre la intervención 
que pueden dar los Tribunales de Tratamiento, dentro de las 
soluciones alternas del proceso. 

Ahora bien, se cuentan además, con los acuerdos 
reparatorios, establecidos en la ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes en su artículo 95 , 
mismas que proceden en los casos en que se atribuyan hechos 
previstos como delitos, en los que no procede la medida de 
sanción de internamiento, los que pueden ser celebrados entre 
la víctima u ofendido y la persona adolescente, aprobados en 
su caso, por el Juez de Control para que sean cumplidos en 
sus términos, una vez cumplidas las obligaciones pactadas, 
el Juez de Control resolverá el sobreseimiento por extinción 
de la acción penal. 

Por ser tema que interesa, el artículo 100 de la 
ley nacional del sistema integral de justicia penal para 
adolescentes, dispone que la suspensión condicional del 


21 Carocca Pérez, A.: Manual el Nuevo Sistema Procesal Penal. 3ra ed. Santiago 
Chile. 2005; p. 187-188. 
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proceso procede a solicitud de la persona adolescente o 
por conducto del Ministerio Público con acuerdo de aquél, 
siempre y cuando se haya dictado un auto de vinculación 
a proceso por hechos previstos como delito en donde no 
procede la medida de sanción de internamiento y no exista 
oposición fundada de la víctima. 

El artículo 101 de la Ley antes citada, establece que 
en la audiencia el adolescente deberá presentar un plan de 
reparación y las condiciones dispuestos a cumplir durante el 
plazo en que se suspenda el proceso y se privilegiará que la 
víctima participe en la elaboración del plan de reparación y 
sugerir condiciones por cumplir a través de un mecanismo 
alternativo de solución de controversias, siempre y cuando 
no se trate de un delito por el que no procediera un acuerdo 
reparatorio, y el plazo para el cumplimiento no podrá exceder 
de tres años. 

Las condiciones para la procedencia de la Suspensión 
se encuentran establecidas en la Legislación Nacional en 
el artículo 102 , para efectos del trabajo se concretará a la 
fracción VI, la que refiere participar en programas especiales 
para la prevención y el tratamiento de adicciones en relación 
con el delito que se le atribuye a la persona adolescente 
para que se pueda decretar la suspensión del proceso. Dice 
la ley Nacional que, a efecto de fijar las condiciones el Juez 
de Control puede disponer que el adolescente se someta a 
una evaluación previa a cargo de la Autoridad encargada de 
la Supervisión de Medidas Cautelares y de la Suspensión 
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Condicional del Proceso y además refiere que, las condiciones 
deberán regirse bajo los principios del Sistema Integral de 
Justicia Penal para Adolescentes. 

Precisamente con esta condición, donde tendría 
intervención el tribunal de tratamiento a efecto de que la 
persona adolescente sea sometida a una estricta rehabilitación 
bajo la supervisión directa e inmediata del Tribunal. Para ello 
debe existir un efectivo sistema de coordinación entre los 
servicios prestadores de tratamiento, las redes comunitarias y 
el Sistema de Justicia, que será materia de otro capítulo 

Se considera que, la aportación del Tribunal de 
tratamiento puede facilitar el proceso de rehabilitación, 
utilizando mecanismos de sanciones e incentivos, con la 
finalidad de fomentar la adherencia y el cambio, desarrollando 
el sentido de autoeficacia y con ello lograr que se cumplan 
los objetivos del Sistema de Justicia Penal para Adolescentes. 
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V.- La justicia terapéutica 
1.- Concepto 


De acuerdo con el profesor David Wexler, la justicia 
terapéutica es el estudio del rol de la ley como agente 
terapéutico. Se centra en el impacto de la ley en el espectro 
emocional y en el bienestar psicológico de las personas. 


2.- Inicios 


Habrá de precisarse que fue Estados Unidos, el lugar 
génesis de la Justicia Terapéutica, la cual surgió como 
corriente filosófico-jurídica, en los años ochenta, bajo el 
nombre de Therapeutic Jurisprudence (TJ), dentro del 
área clínica.” Desde entonces, son ya más de 14 países 
que acompañados de la OEA (Organización de Estados 
Americanos), que están explorando, implementando ó 
expandiendo modelos similares, entre ellos se cuenta con 
experiencias y prácticas muy valiosas especialmente en 
Canadá y Australia.” 


22 Cfr. Cobo Téllez, S.M.:...,p. 80. https://www.pjenl.gob.mx/TTA/download/justicia- 
terapeutica.paf 28 de junio de 2017. 


23 Vid in extenso Modelo Mexicano del Programa de Justicia Terapéutica para 
personas con consumo de sustancias psicoactivas: Guía metodológica. 
Organización de los Estados Americanos - OEA (a través de la Unidad 
de Fortalecimiento Institucional de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Interamericana para el Control del Abuso de Drogas - CICAD), de la Secretaría 
de Seguridad Multidimensional. México, Primera edición, 2016: p. 14. http:// 
cicad.oas.org/fortalecimiento_institucional/dtca/publications/files/modeloPJT_ 
MXGuiaMetodologica.pdf 28 de junio de 2017. 
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Fue el condado de Miami-Dade, el lugar donde se 
estableció el primer Tribunal de Tratamiento de Drogas, 
con la finalidad de disminuir la residencia en los delitos 
relacionados con estas. A partir de ahí, se empieza a trabajar 
y a fortalecer la organización, así como el funcionamiento de 
estas instituciones, a través de un enfoque interdisciplinario, 
pues para cumplir con su finalidad, debe existir una 
coordinación en donde la justicia, la mediación y la psicología 
se involucren, además de la sociedad. 

Actualmente ha sido conformada una Red Internacional 
de Justicia Terapéutica que como propósito tiene la 
generación y difusión de conocimiento científico en esta 
área a través de publicaciones y realización de eventos 
académicos especializados. En ese sentido, fueron realizadas 
tres relevantes conferencias internacionales sobre el tema: 
la primera tuvo lugar en la Universidad de Southampton en 
Winchester, Inglaterra, en 1998; la segunda, en la Universidad 
de Cincinnati en Ohio, Estados Unidos, en 2001; y la tercera 
en el instituto Australiano de administración judicial en 2006. 

En Iberoamérica la justicia terapéutica también empieza 
a ser una tendencia en los sistemas de Justicia en países 
como Argentina, Chile, Costa Rica, España, Perú, República 
Dominicana y México. Fue así, que en abril de 2011 el 
profesor David Wexler, apoyó activamente el desarrollo de la 
hoy Asociación Iberoamericana de Justicia Terapéutica, con 
una meta particular de difundir entre operadores jurídicos 
los procedimientos y prácticas, entre otros. Igualmente, con 
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objeto de contribuir a la producción de conocimientos sobre 
Justicia Terapéutica, difusión que se ha realizado en tres 
congresos, hasta ahora. 

El I Congreso Iberoamericano de Justicia Terapéutica 
tuvo lugar del 3 al 5 de octubre, del año 2012, en Pontevedra, 
España. El objeto central de análisis e intervención de 
la TJ es el ámbito jurídico, en atención al aporte que se 
pretende dar a este estudio, especialmente en materias 
referidas a derecho penal y a menores, se concluyó que 
la puesta en práctica de la Justicia Terapéutica requiere la 
implementación de trámites procedimentales que permitan la 
optimización de los procedimientos, acudiendo a medios de 
agilización o terminación anticipada del proceso (mediación, 
juicios abreviados, reparación del daño, etc.); así como 
la redefinición de las funciones y roles de los operadores 
jurídicos. 

El segundo Congreso Iberoamericano de Justicia 
Terapéutica realizado en territorio nacional, en 2014 en 
la ciudad de Puebla, México, que se trataron temas de 
interés entre ellos la creación de Tribunales de Drogas, 
en donde menester resulta considerar algunos elementos 
clave como contar con un equipo multidisciplinar, asegurar 
la voluntariedad en la participación en todo momento del 
proceso, considerar al usuario como sujeto de derecho, 
formar una alianza terapéutica entre el juez y el usuario, pero 
siempre evitando el paternalismo. 

Pero además con grandes desafíos, presentarlos 
prioritariamente de forma individualizada, con oportunidad 
y tipo de medida, sujeta al interés y necesidades del menor, 
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utilizar todas las herramientas disponibles, dentro de las que 
se destaca los medios alternativos de gestión y resolución de 
conflictos. 

Asimismo, bajo la consideración de que el modelo 
penitenciario tradicional no se ha mostrado efectivo en cuanto 
a su impacto en la reincidencia criminal, aun no siendo éste 
el único indicador para evaluar la eficiencia, la orientación de 
la Justicia Terapéutica, en estos casos, se muestra como una 
verdadera oportunidad. Es así, que las medidas alternativas a 
la prisión se han mostrado como un medio más adecuado y 
eficaz, que la Justicia Terapéutica debe promocionar. 

Finalmente fue en el HI Congreso de la Asociación 
Iberoamericana de Justicia Terapéutica celebrado en el año 
2016, en Santiago de Compostela, en donde intervinieron 
treinta y tres ponentes invitados, provenientes de diferentes 
países (Uruguay, México, Argentina, España, Portugal, Chile, 
Puerto Rico e Inglaterra). En materia de Justicia Penal se 
destacó la necesidad de introducir el bienestar emocional del 
justiciable, tomando en cuenta variables personológicas. 

Se consideró a la mediación no como una alternativa a 
la Justicia, sino como una Justicia Alternativa, reafirmando 
la pertinencia de potenciarla como una forma de resolución 
de conflictos en todos los ámbitos, donde ha de primar, se 
insiste, la voluntariedad y seguir un fin restaurativo. 

Por los avances generados con los Congresos de la 
Asociación Iberoamericana, es preciso ahora, hacer la 
distinción entre los Tribunales de Tratamiento de Drogas 
y la Justicia Terapéutica, pues si bien guardan similitud, 
considera David B. Wexler que los primeros nacieron sin 
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sustento teórico, derivado de la diaria labor de los jueces 
pragmáticos, intuitivos, ello en búsqueda de poner fin a la 
insoluble solución (-detención, proceso penal, condena, 
libertad, detención-) en que se encontraban los infractores 
dependientes de las drogas, dentro del Sistema de Justicia 
Penal; Por su parte la Justicia Terapéutica con surgimiento 
en análoga temporalidad, empero con un enfoque académico 
tanto del efecto terapéutico como anti terapéutico del derecho, 
lo que implica las normas legales, los procedimientos legales 
además de las funciones de los actores jurídicos.” 

Luego entonces, la justicia terapéutica no busca 
anteponer las metas terapéuticas propiamente dicho, de otras 
metas, como lo es el Debido Proceso, pero si insta a estar 
atentos al efecto del derecho sobre la vida de las personas, y 
en esa medida promover procesos que resultados terapéuticos 
y rehabilitadores produzcan.” 

Por lo que se atiende a propiciar un esquema jurídico 
con cierta flexibilidad en la condena, imponiendo penas 
no privativas de libertad, o en su defecto, postergar 
temporalmente la condena, permitiendo que el acusado sea 
sometido a un programa de tratamiento y en esa medida sea 
demostrado que aprendió a vivir, bajo un respeto a las normas 
sociales. 


24 Vid in extenso Tribunales de tratamiento de drogas: Una Respuesta internacional 
para infractores dependientes de drogas: Un enfoque práctico de los tribunales de 
tratamiento de drogas para los responsables de políticas. Comisión Interamericana 
para el Control del Abuso de Drogas. Organización de los Estados Americanos, 
2013; p. 21. http://cicad.oas.org/fortalecimiento_ institucional/dtca/publications/ 
PUBLICACION _FINAL.paf 29 de junio de 2017. 


25 Cfr. Tribunales de tratamiento de drogas: Una Respuesta internacional..., p. 23. 
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En el país, fue la experiencia de Estados Unidos, 
la pauta que determinó que el Consejo de la Judicatura 
aprobara la implementación del Tribunal para el Tratamiento 
de Adicciones el 1 de septiembre de 2009, primero en 
su género. Debido a los altos índices de reincidencia 
delictiva que acontecían en Nuevo León, se implementó 
este programa piloto para reducirlos, eliminar el consumo 
de sustancias adictivas, y reinsertar al imputado a la 
sociedad. Implementación del primer proyecto piloto en 
Guadalupe, Nuevo León, derivada de la coordinación entre 
la Procuraduría General de la República, la Procuraduría 
General de Justicia, La Secretaría de Salud, el Instituto de 
Defensoría Pública Estatal, y el Poder Judicial del Estado. En 
el primer año de sus funciones, arrojó resultados positivos 
conforme a lo esperado.?* 

Pues su elemental objetivo, siempre fue buscar la 
rehabilitación de quienes, por primera vez, cometen un 
delito bajo el influjo de las drogas o el alcohol, a cambio 
de someterse a un tratamiento de desintoxicación, logrando 
con ello su recuperación y reincorporación social de manera 
productiva. Cumpliendo en esa medida los fines del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes, logrando la 
reintegración social y familiar, así como el pleno desarrollo 
de su persona, capacidades y sentido de responsabilidad. 


26 Vid. Modelo Mexicano del Programa de Justicia Terapéutica para personas con 
consumo de sustancias psicoactivas: Guía metodológica..., p. 14. 


576 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


VI.- Derecho comparado 
1.- Marco normativo nacional 


Dado el propósito del estudio de la presente, se hace 
necesario efectuar, aunque someramente un análisis de los 
aspectos que dan marco de aplicación a los tribunales de 
tratamiento de adicción. 

Ello tomando en consideración que con el presente 
trabajo se pretende justificar, la necesidad de incluir 
Tribunales de Tratamiento de Adicciones en el Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes, en el estado de 
Guanajuato, con la finalidad de que el Adolescente inmerso 
en el Sistema Judicial, logre el pleno desarrollo de sus 
capacidades y asuma una función constructiva en la sociedad, 
derivada de un sentido de responsabilidad. 

En este contexto, dispone el artículo 4% de la 
Constitución Política Federal, en su párrafo noveno: 


“(...) En todas las decisiones y actuaciones del Estado 
se velará y cumplirá con el principio del interés superior 
de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. 
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
de sus necesidades de alimentación, salud, educación 
y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 
principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez 


Lao 
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Dentro del Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes, es en la Constitución Federal en el 
sexto párrafo del artículo 18, que como finalidad exige: 
la reinserción y la reintegración social y familiar del 
adolescente, siempre en búsqueda del pleno desarrollo de su 
persona y sus capacidades, cumpliendo en esa medida con el 
Principio de Interés Superior del Adolescente, como pilar del 
propio Sistema. 

Además, es de tomarse en cuenta que, en este mismo 
párrafo, la Carta Magna dispone que las formas alternativas 
de justicia deben observarse en la aplicación de este Sistema, 
siempre que resulte procedente. 

Por su parte el artículo 1? Constitucional en su párrafo 
segundo, señala: 

“Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 
tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia”. 

Como lo cita la sentencia de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, respecto a la Acción de Inconstitucionalidad 
37/2006 promovida por los Derechos Humanos de San Luis 
Potosí contra la Ley de Justicia para Adolescentes del mismo 
Estado, la cual interpreta el artículo 18 Constitucional, 
concluye cuatro notas esenciales: “(...) Es un modelo de 
responsabilidad, de corte garantista, de naturaleza penal y 
no asistencial y su procedimiento es de corte acusatorio. 
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Contempla también su carácter sistémico del que forman 
parte la prevención, la procuración e impartición de justicia y 
la ejecución de las medidas impuestas (...)”.? 

Esta finalidad lleva implícita la idea de contrarrestar 
los efectos perjudiciales de todo tipo de detención. Aquella 
finalidad y esta orientación deben servir como ejes rectores de 
las diversas actividades o acciones que se desarrollarán en las 
diversas etapas en las que se ven inmersos los adolescentes. 

Ahora, bajo este contexto de mandatos Constitucionales, 
bien puede concluirse que los adolescentes tienen implícito 
derechos tendientes al pleno desarrollo social y familiar, 
de ahí, que en base a éstos y a la Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes, producto de 
las reformas a los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 
Constitucional y el inciso c) de la fracción XXI del artículo 
73 de la Carta Magna, mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 2 de julio del 2015%, y 
tomando el modelo de Nuevo León, estado que inicialmente 
lo introdujo dentro de las formas de terminación anticipada; 
se tiene válidamente que en el estado de Guanajuato, se 
puede instrumentar con este modelo también dentro de 


27 Cobo Téllez, Sofía M.: Hacía un modelo jurídico-terapéutico de intervención a 
los adolescentes infractores. Justicia Terapéutica: Experiencias y Aplicaciones. ll 
Congreso Iberoamericano de Justicia Terapéutica. México, D.F. Primera Edición. 
INACIPE. Noviembre 2014; p. 81 


28 Decreto por el que se reforman los parrados cuarto y sexto del artículo 18 inciso 
C fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 
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la figura contemplada como suspensión condicional del 
proceso contemplada en el libro segundo de la ley nacional 
de la materia. 

En este orden de ideas, la suspensión condicional al 
proceso, se encuentra prevista en los artículos 100 al 105 
de la ley nacional del sistema integral de justicia penal para 
adolescentes, misma que procede a solicitud del adolescente 
o del Ministerio Público en los casos en que se haya dictado 
auto de vinculación a proceso en hechos en los cuales no 
proceda aplicar medida de internamiento, y siempre que no 
exista oposición fundada de la víctima u ofendido. 

En la audiencia donde se resuelva dicho mecanismo, 
el adolescente presentará además de un plan de reparación, 
las condiciones por cumplir durante el plazo fijado por la 
autoridad judicial el cual no podrá ser menos a tres meses 
ni superior a un año. Condiciones que tienen como requisito 
indispensable el mantener relación directa con el delito, por 
ello es que no deberá perderse de vista que éstas deberán 
tener un carácter siempre, socio educativo. 

Por lo que, será el juez de control especializado quién 
fije las condiciones específicas, disponiendo incluso que 
el adolescente se someta a una evaluación previa por parte 
de la Autoridad de Supervisión de Medidas Cautelares y 
Suspensión Condicional del Proceso. 

Una vez reunidos los requisitos, se debe atender lo 
estipulado en el artículo 102 de la ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes, en el que 
se establecen las condiciones específicas que se pueden 
imponer a los y a las adolescentes, a fin de que proceda la 
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suspensión condicional del Proceso, y es, aquí precisamente 
en la fracción VI que establece entre otras: IV. Participar en 
programas de prevención y tratamientos de adicciones. 

Adoptada esta medida por el adolescente, debe 
mantenerse en vigilancia por parte de la autoridad 
correspondiente en el caso, con la salvedad que se podrá 
revocar la suspensión en caso de incumplimiento injustificado 
de las condiciones del plan de reparación a petición del 
Ministerio Público, víctima u ofendido, previa audiencia, se 
puede ampliar por parte del Juez el plazo de la suspensión 
hasta por seis meses por una sola ocasión. 


2.- Experiencias nacionales 


La reforma del artículo 18 de la Constitución de 
diciembre del 2005, es una de mayor trascendencia que 
implicó los retos que planteó el sistema de justicia en 
materia de adolescentes. La reforma sentó las bases para la 
creación de un nuevo sistema integral de justicia penal para 
adolescentes dirigido a los imputados en la comisión de un 
delito. Esta reforma se caracteriza por su concordancia con 
los principios de la convención de los derechos del niño, y en 
consecuencia el respeto de los derechos fundamentales de los 
adolescentes en dicha situación.” 

Esta reforma consistió en: a) introducir las garantías 
penales, procesales y de ejecución de sanciones que antes 
carecían los adolescentes y b) la introducción de alternativas 


29 Cfr. Vasconcelos Méndez, R.: La justicia para... , p. 1. 
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de justicia penal, sanciones y medidas no privativas de 
la libertad que favorecen en la reducción de la medida de 
internamiento. 

Es de señalar que, toda esta construcción en torno 
con la reforma constitucional y la apertura a un nuevo 
horizonte en materia de justicia juvenil, está lejos de la 
realidad, la implementación del sistema no ha logrado 
resolver problemas específicos relacionados con el abuso 
de sustancias, entre otros temas, lo que ha evitado que el 
objetivo se cumpla es decir, que los adolescentes regresen 
a sus familias, comunidad de la mejor manera posible, 
reincorporarse a la sociedad.* 

El presente apartado, tiene como finalidad realizar 
un ejercicio comparativo a efecto de justificar la viabilidad 
de implementaren el estado de Guanajuato, los Tribunales 
de Tratamiento de Adicciones en la Suspensión del 
Procedimiento a Prueba — terminación anticipada-, tomando 
como base de la propuesta el estado de Nuevo León, 
utilizando el método de funcional, pues con la vigencia de 
la Ley Nacional plenamente acorde con los principios de la 
Constitución Política y Convención sobre los Derechos del 
Niño, Nuevo León instrumenta en la institución procesal — 
terminación anticipada- una visión diferente para materializar 
un modelo de política social, -acorde con la misma ley 
para dar respuesta a los fines del Sistema Juvenil, con la 
inclusión de los Tribunales de Tratamiento de Adicciones; 
horizontal, por tratarse de estados de la República; nacional, 


30 Azaola, E.: Diagnóstico de las y los adolescentes que cometen delitos. México, 
Fondo de las Naciones Unidas para la 
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la institución procesal -terminación anticipada - se contempla 
en la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes; sincrónica, por tratarse de institución procesal 
vigente. 

Es de señalar, que el Tribunal de Justicia de Nuevo 
León, el primero de septiembre del 2009, como se ha hecho 
mención, dio inicio al programa piloto para implementar 
los Tribunales de Tratamiento de Adicción auspiciado por 
la OEA, en el municipio de Guadalupe de Nuevo León, 
obteniendo resultados favorables lo que lo convierten en un 
programa permanente en diferentes municipios del estado. 

Así con esa referencia de éxito, implementa los 
Tribunales de Tratamiento de adicción, en el ámbito de la 
justicia penal juvenil desde el 2014, teniendo su justificación 
jurídica en salidas alternas, ahora en la Ley Nacional, en 
su libro segundo en la institución procesal de Mecanismos 
Alternativos de Solución de Controversias y Formas de 
Terminación Anticipada, modelo a seguir por conocer 
resultados de éxito en cátedra, es de mencionar que otros 
estados de la República lo instrumentaron, como Chihuahua, 
Morelos, estado de México, Chiapas, Durango.*' 

Ahora bien, a efecto de incorporar los Tribunales de 
Tratamiento de Adicción es necesario que la Ley Nacional 
se interprete en armonía con los principios rectores de la 
31 Vid. Modelo Mexicano del Programa de Justicia Terapéutica para personas 

con consumo de sustancias psicoactivas: Guía metodológica. 1?. ed. 2016. 
México. Organización de los Estados Americanos - OEA (a través de la Unidad 
de Fortalecimiento Institucional de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Interamericana para el Control del Abuso de Drogas - CICAD), de la Secretaría 


de Seguridad Multidimensional, 2016.  http://cicad.oas.org/fortalecimiento_ 
institucional/dtca/publications/files/modeloPJT_MX GuiaMetodologica.pdf 
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jurisdicción de justicia juvenil, la Protección Integral, el 
Interés Superior del Adolescente, el respeto de sus Derechos, 
su Reinserción, Reintegración Social y Familiar inmersos 
en la misma ley, la doctrina y la normativa internacional 
en materia de adolescentes y ello conlleva sin duda una 
justificación de hacer realidad en gran parte, los fines del 
sistema. 

Preciso resulta señalar que para efectos de su 
implementación y justificación legal será materia de análisis 
en el rubro siguiente. 

El esquema que ejemplifica la manera en que operaria 
el tribunal de tratamiento de adicción en el estado de 
Guanajuato, con estricto apego a las disposiciones que 
en la ley nacional del sistema integral de justicia penal 
para adolescentes, se establecen en el tema de formas 
de terminación anticipada (suspensión condicional del 
procedimiento). 

Es de señalar que el esquema fue adaptado en esta 
propuesta, siguiendo el modelo de Nuevo León. 

Ahora bien, como toda implementación, es necesario 
pensar en la capacitación de los operadores que tendrán 
injerencia en la intervención de los tribunales de tratamiento 
de adicción; es decir, los jueces de control especializados, 
el ministerio público, defensores, las dependencia de 
apoyo por parte de la red interinstitucional, la dirección 
de reintegración social del estado, a través de la dirección 
general de reintegración social para adolescentes, la 
dirección de seguimiento a medidas en externación y la 
unidad de evaluación de riesgos, la supervisión de medidas 
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cautelares y de suspensión condicional del proceso, se 
cuenta con la infraestructura material y con el apoyo de la 
red interinstitucional de la que forma parte la secretaria de 
salud del estado y otros apoyos técnicos como el comité 
auxiliar técnico que sigue vigente en el poder judicial y que 
se conforma de un médico, trabajador social, psicólogo y 
pedagogo. 

Y lo más importante la voluntad de los operadores, la 
meta lograr que el adolescente que opte por el tratamiento, 
una vez evaluado como candidato del mismo no vuelva 
a reincidir, se inserte socialmente y le sea permito la 
adquisición de herramientas para su vida. 
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Conclusiones 


n el presente trabajo se desarrolló el tema planteado 
y se consideró de inicio una breve reseña de los 


antecedentes de Sistema Juvenil en México que 
culmina con la reforma a la Constitución en su artículo 
18, que plasma los principios rectores del propio Sistema, 
hasta llegar a la Ley Nacional, me enfoque en analizar la 
propuesta, con una orientación al estudio de la terminación 
anticipada, exclusivamente en la institución de la Suspensión 
Condicional del Proceso y su tratamiento en la Ley. 

Asimismo, aborde la justicia terapéutica, su origen 
y la diferencia con los Tribunales de Adicción, el derecho 
comparado cuyo referente es el estado de Nuevo León y 
el marco jurídico nacional que justifica el planteamiento 
del trabajo hasta concluir la propuesta para el estado de 
Guanajuato. 

Ante esa realidad, es que la propuesta tema del presente 
trabajo, lleva a concluir que factible resulta que de acuerdo al 
marco jurídico nacional e internacional, que en el estado de 
Guanajuato se instrumenten los Tribunales de Tratamiento 
de Adicciones, si bien es cierto que, Ley Nacional de la 
materia no contempla de manera expresa los Tribunales de 
Tratamiento de Adicciones, ello no impide que realizando 
una interpretación de los Principios Rectores del Sistema de 
forma armónica de soporte a su implementación, primero 
porque con ello se lograría materializar la Protección Integral 


587 


Sistema integral de justicia penal para adolescentes 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Sistema integral de justicia penal para adolescentes 


del Adolescente, el Interés Superior del Adolescente, así 
como la Reinserción Social, la Reintegración Social y 
Familiar. 

Es en esa postura, que se cumple además con la 
prevención social de la violencia y la delincuencia, como 
conjunto de políticas públicas, programas, estrategias 
y acciones orientadas a reducir factores de riesgo que 
favorezcan la generación de violencia y delincuencia 
así como a combatir las distintas causas y factores que 
la generan, ya que se cumple con tales fines al abordar 
el tema de los adolescentes, quienes por el consumo de 
drogas y alcohol delinquen, pues no debemos olvidar que 
al ser los adolescentes sujetos de derechos, reconocimiento 
otorgado con el sistema garantista- como se ha señalado en 
consideraciones anteriores- lo que los hace merecedores 
del reconocimiento de sus garantías y en ese tenor, su 
materialización. 
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Artículo 385. En lo no previsto en este Capítulo se 
observarán las reglas para los medios preparatorios del 


juicio en general en lo que resulte aplicable. 


Normas subsidiarias 
Comentarios 


Juez Lic. Berónica Elías Juárez 


l artículo 385 establece una regla de aplicación 
subsidiaria para los casos no específicamente 


previstos en el capítulo correspondiente a los medios 
preparatorios de juicio ejecutivo. 


I.- Aplicación subsidiaria de reglas generales 


La ley estipula que “(...) En lo no previsto en 
este Capítulo se observarán las reglas para los medios 
preparatorios del juicio en general en lo que resulte aplicable 
¿0 

Esta disposición establece que, en los casos no 
específicamente contemplados en el capítulo dedicado a los 
medios preparatorios de juicio ejecutivo, se deben aplicar las 
reglas generales establecidas para los medios preparatorios 
de juicio, siempre que estas sean pertinentes y aplicables a la 
situación particular. 

El propósito del artículo es proporcionar una guía 
clara sobre cómo proceder en situaciones no previstas 
específicamente en el capítulo de los medios preparatorios 
de juicio ejecutivo, asegurando que siempre haya una base 
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Subs1 


normativa para el procedimiento. Así, se permite que las 
normas generales se adapten a situaciones específicas no 
contempladas directamente, garantizando la continuidad del 
proceso. 

El artículo 385 establece una regla general de aplicación 
subsidiaria para los casos no especificamente previstos 
en el capítulo de medios preparatorios a juicio ejecutivo. 
Esta disposición asegura que siempre haya una base 
normativa para el procedimiento, evitando lagunas legales 
y garantizando la continuidad, flexibilidad y claridad del 
proceso. 
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Artículo 87. Se entienden sometidos: 

L La parte demandante, por el hecho de ocurrir 
a la autoridad jurisdiccional en turno, entablando su 
demanda; 

Il. La parte demandada, por contestar la demanda 


o por reconvenir a la parte actora; 

III. La persona que habiendo promovido una 
incompetencia se desiste de ella, y 

IV. La persona tercera opositora y la que por 
cualquier motivo viniere al juicio 


Sumisión en particular 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


que se considera que las partes involucradas en un 

proceso se tienen por sometidos a la competencia del 
juez, que puede ser entendido como el reconocimiento y la 
aceptación tácita de la jurisdicción del tribunal para resolver 
el litigio. 

El propósito de este artículo es clarificar los actos 
procesales en virtud de los cuales, se infiere dicha aceptación 
de la competencia judicial, asegurando la continuidad y la 
eficiencia del proceso legal en los siguientes supuestos: 1.- 
sometimiento por presentación de demanda, 2.- sometimiento 


E l artículo 87 detalla las situaciones específicas en las 
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1s10n COMpe 


Sum 


por contestación de la demanda o por reconvención,' 3.- 
Sometimiento por desistimiento de una incompetencia 
promovida, 4.- sometimiento de terceros y otros 
intervinientes.* 

El propósito general de estas disposiciones es asegurar 
que, una vez que las partes o terceros intervienen en las 
formas mencionadas, están aceptando la autoridad del 
tribunal para adjudicar el caso. 

Lo que contribuye a la estabilidad y previsibilidad 
del proceso legal, al afirmar el cómo se configurará la 
competencia y evitar disputas futuras sobre la competencia del 
tribunal. Además, refleja el principio de que la participación 
activa en el proceso judicial implica la aceptación de la 
autoridad del juez, facilitando así la administración ordenada 
y eficaz de justicia. 


1 La reconvención es la *(...) Demanda que el demandado puede formular en su 


escrito de contestación contra el demandante para que se tramite en el proceso 
incoado por este una pretensión compatible con cualquier otro medio de defensa 
o excepción e independientemente de ellos (...).” Cfr. de Pina, Rafael y de Pina 
Vara, Rafael: Reconvención, en Diccionario de Derecho... p. 433. 


2 *(...) Persona que se incorpora a un proceso civil en curso utilizando cualquiera 


de las formas de intervención autorizadas al efecto por el ordenamiento jurídico 
procesal (...)' Cfr. de Pina, Rafael y de Pina Vara, Rafael: Tercero, en Diccionario 
de Derecho... p. 471. 
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I.- Sometimiento de la parte demandante 


escribe cómo la parte demandante se somete a la 
¡DR de la autoridad jurisdiccional mediante 
la presentación de su demanda. 

Se refiere pues, al acto mediante el cual la parte que inicia un 
litigio se somete a la autoridad jurisdiccional correspondiente, 
simplemente por el hecho de presentar su demanda ante el 
tribunal en turno. 

Este acto de sometimiento tiene implicaciones 
importantes en el proceso: 


1. Autonomía y elección de foro 


Al presentar la demanda ante un tribunal específico, 
la parte demandante elige voluntariamente someterse a 
la competencia de dicho tribunal para la resolución de su 
conflicto. Esta elección implica un reconocimiento de la 
autoridad del tribunal para juzgar el caso, y emitir una 
sentencia respecto a las cuestiones planteadas. 


2. Aceptación de la jurisdicción 


La presentación de la demanda constituye una aceptación 
tácita de todas las reglas y procedimientos del tribunal 
elegido, incluyendo su capacidad para ejercer jurisdicción 
sobre las partes y el asunto en cuestión. Esto significa que 
la parte demandante no puede, posteriormente, objetar la 
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competencia del tribunal sobre la base de que no consintió 
en someterse a ella, salvo en circunstancias excepcionales o 
mediante procedimientos específicos previstos por la ley. 


3. Inicio formal del proceso 


El acto de entablar una demanda marca el inicio formal 
del proceso. Esto pone en marcha la maquinaria judicial, con 
el objeto de resolver el conflicto, el cual estará sujeto a las 
normativas procesales aplicables. 


4. Implicaciones prácticas 


Para la parte demandante, elegir correctamente el 
tribunal ante el cual presentar la demanda es crucial, ya que 
esto determinará la jurisdicción bajo la cual se resolverá el 
litigio. Factores como la materia del conflicto, la ubicación de 
las partes o de los hechos relevantes, y las reglas específicas 
sobre competencia territorial y material pueden influir en esta 
decisión. 

Así pues, se destaca un principio fundamental del 
derecho procesal: que la acción de presentar una demanda 
implica el sometimiento voluntario a la competencia del 
tribunal ante el cual se presenta. Esto subraya la importancia 
de una elección consciente y estratégica del foro por parte de 
la demandante, al iniciar un litigio. 
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11.- Sometimiento de la parte demandada 


e refiere al proceso mediante el cual la parte contra la 

cual se ha presentado una demanda (demandada) se 

somete a la competencia de la autoridad jurisdiccional. 
Este sometimiento ocurre de dos maneras principales: 


1. Por contestar la demanda 


Cuando la parte demandada responde a la demanda 
presentada en su contra, está reconociendo la autoridad del 
tribunal para adjudicarse el asunto. Al participar activamente 
en el procedimiento y defender su posición, la parte 
demandada acepta tácitamente que el tribunal en cuestión 
es el foro adecuado para resolver la disputa. Contestar la 
demanda implica no sólo reconocer la jurisdicción del 
tribunal, sino también ejercer el derecho a la defensa, 
presentando argumentos, pruebas y, en su caso, excepciones 
procesales o de fondo. 


2. Por reconvenir a la parte actora 


Al reconvenir, la parte demandada inicia una acción 
judicial en su favor, lo que también constituye una aceptación 
de la jurisdicción del tribunal. 
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Propósitos del sometimiento de la parte demandada 
1.- Reciprocidad en el reconocimiento del tribunal 


Así como la actora elige el foro para su reclamación, 
la participación activa de la demandada mediante la 
contestación o la reconvención confirma de manera recíproca 
la competencia del tribunal. Esto asegura que ambas partes 
estén en igualdad de condiciones respecto al proceso judicial. 


2.- Eficiencia y orden procesal 


tencial 


Al someterse a la autoridad del tribunal, las partes 
contribuyen al orden y la eficiencia del proceso. Esto permite 
que el litigio avance conforme a las etapas procesales 
establecidas, evitando dilaciones innecesarias o disputas 
sobre la competencia una vez que el proceso ha comenzado. 


3.- Seguridad jurídica 


Y 


1s10n COMPpe 


Este sometimiento garantiza la seguridad jurídica al 
establecer claramente la autoridad competente para resolver 
el litigio. Ambas partes tienen la oportunidad de presentar 
sus argumentos y pruebas ante un tribunal que han aceptado 
como competente, lo que contribuye a la legitimidad y la 
justicia del proceso. 

Por lo anteriormente expuesto, se advierte que se 
enfatiza el rol activo de la demandada en el proceso de 
sometimiento a la jurisdicción de un tribunal, ya sea 
mediante la contestación de la demanda o la presentación de 
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una reconvención. Este acto de participación no sólo es una 
aceptación de la competencia del tribunal sino también un 
elemento crucial para la prosecución adecuada del litigio. 
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TIIL- Desistimiento de la incompetencia 


e explica el sometimiento por parte de quien había 
cuestionado la competencia del tribunal y luego se 
retracta de dicha acción. 

Se aborda la situación en la que una persona ha 
cuestionado previamente la competencia de la autoridad 
jurisdiccional a través de un conflicto de incompetencia y 
luego decide retirar o desistir de este mecanismo. Este acto 
de desistimiento se considera una forma de sometimiento a 
la competencia del tribunal, ya que implica una aceptación 
de la autoridad del tribunal para continuar conociendo y 
resolviendo el caso en cuestión. 


1.- Retiro del conflicto de competencia. 


Cuando una parte ha iniciado un conflicto cuestionando 
que el tribunal no es competente para conocer del caso, 
tiene la opción de retirar dicho cuestionamiento. Este retiro 
puede darse por diversas razones, incluyendo un cambio en 
la estrategia legal, el reconocimiento de la competencia del 
tribunal o la búsqueda de una resolución más expedita del 
litigio. 


2.- Aceptación de la competencia del tribunal. 


Al desistirse de la incompetencia, la parte está 
implícitamente reconociendo que aquel tribunal ante el cual 
se está planteando el litigio, tiene la jurisdicción adecuada 
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para resolverlo. Este acto elimina cualquier objeción previa 
respecto a la competencia y permite que el proceso continúe 
su curso normal bajo la autoridad de dicho tribunal. 

El propósito del desistimiento de la incompetencia 
es la agilización del proceso ya que, al eliminar obstáculos 
procesales que podrían retrasar la resolución del caso. Al 
aceptar la competencia del tribunal, las partes se encaminan 
hacia una resolución más directa del conflicto. 

Adicionalmente, este acto fortalece la seguridad jurídica 
y la previsibilidad del proceso, al clarificar definitivamente 
qué tribunal será responsable de resolver el litigio. Esto es 
beneficioso tanto para las partes involucradas como para 
el sistema judicial, ya que se evitan cambios y disputas 
adicionales sobre la competencia. 

Aunque inicialmente una parte pueda cuestionar la 
competencia de un tribunal, el desistimiento refleja la 
autonomía de las partes para adaptar su estrategia legal a 
medida que avanza el proceso. Este mecanismo permite 
una cierta flexibilidad, respetando al mismo tiempo el orden 
procesal y la autoridad de los tribunales. 

En resumen, se subraya la importancia de la estabilidad 
y continuidad del proceso judicial, permitiendo que una parte 
que ha cuestionado la competencia de un tribunal pueda 
revertir su posición y aceptar la jurisdicción de dicho juez 
para seguir adelante con la resolución del litigio. 
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TV.- Sometimiento de terceros y otros intervinientes 


obre este caso, se refiere a la implicación y aceptación 

de la competencia jurisdiccional por parte de individuos 

que, aunque no sean las partes originales del litigio, 
intervienen en el proceso por diversos motivos. Esto incluye 
a terceros que puedan tener un interés directo en el resultado 
del litigio, así como a aquellos que se involucren en el 
proceso judicial por otras razones. Este punto abarca dos 
grupos principales: 


1.- Terceros opositores. 


Son aquellos individuos que, sin ser parte original del 
conflicto, presentan una oposición o reclamación dentro del 
proceso, generalmente porque el resultado del litigio podría 
afectar sus derechos o intereses. Por ejemplo, un tercero 
que reivindica la propiedad sobre un bien que está siendo 
disputado en un juicio entre otros individuos, cuyo dominio 
sobre ese bien pueda resultar cuestionable. 


2.- Personas que vienen al juicio por cualquier motivo. 


Este grupo es más amplio y puede incluir a individuos 
que se suman al proceso por diferentes causas, ya sea en 
calidad de testigos, peritos, o de cualquier otra naturaleza. 
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3.- Aceptación implícita de la competencia. 


Al participar en el proceso, ya sea presentando 
reclamaciones, oponiéndose a la pretensión de alguna de las 
partes, o interviniendo de cualquier otra forma, estos terceros 
aceptan implícitamente la competencia de la autoridad 
jurisdiccional que está conociendo el caso. Su participación 
activa en el procedimiento indica un reconocimiento de la 
jurisdicción del tribunal para decidir sobre los asuntos en los 
que tienen interés. 


4.-Contribución al proceso judicial 


La intervención de terceros y otros individuos puede 
aportar elementos adicionales al litigio, ofreciendo una visión 
más completa de la situación y permitiendo que el tribunal 
considere todas las perspectivas relevantes antes de emitir 
una decisión. Esto es particularmente importante en casos 
complejos donde los derechos de varias partes pueden estar 
entrelazados. 

El propósito del sometimiento de terceros y otros 
intervinientes es la justicia integral ya que permite la 
participación de terceros y otros individuos en el proceso 
busca asegurar que todas las voces y derechos afectados sean 
considerados, contribuyendo a una resolución más justa y 
completa del litigio. 
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De igual manera aporta eficiencia procesal dado que 
la regulación de la intervención de terceros ayuda a evitar 
litigios posteriores relacionados con el mismo asunto, 
consolidando en un sólo proceso todas las reclamaciones y 
defensas pertinentes. 

Como proporciona seguridad jurídica, pues se establece 
claramente que el sometimiento a la competencia del tribunal 
refuerza la seguridad jurídica, al confirmar la autoridad del 
tribunal para resolver sobre todos los aspectos traídos a su 
conocimiento. 

Para concluir, este punto destaca que la intervención 
de terceros y otros actores en el proceso, constituye un 
sometimiento a la competencia del tribunal encargado del 
caso, lo cual es crucial para la administración efectiva y justa 
de justicia. 
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De la suplencia de la deficiencia de la 
queja integral, conforme a los derechos 
humanos en la constitución.' 


Abogado José Carlos Guerra Aguilera 


Dedicado al Magistrado en retiro 
Alejandro González Gómez, del tribunal 
superior de justicia en Michoacán. 


Resumen: El artículo 107 Constitucional garantiza protección en el juicio de amparo, 
pero la Ley de Amparo limita esta protección, resultando inconstitucional según 
principios de derechos humanos. 


Palabras clave: Protección, Amparo, Constitución, Deficiencia de la queja, 
Inconstitucionalidad, Derechos Humanos. 


Abstract: Article 107 of the Constitution guarantees protection in amparo proceedings, 
but the Amparo Law limits this protection, resulting in unconstitutionality according to 
human rights principles. 


Keywords: Protection, Amparo, Constitution, Deficiency of the  complaint, 
Unconstitutionality, Human Rights. 


1 Las ideas principales de este ensayo fueron expuestas en el cuarto seminario 
nacional de derechos humanos y amparo, en la ciudad de Morelia, Michoacán los 
días 22 y 23 de junio de 2018, promovido por la comisión estatal de los derechos 
humanos, en la memoria de los 100 años del nacimiento de Don Ignacio Burgoa 
Orihuela y en memoria de Don Gilberto Vargas Lopez. En este ensayo se amplían 
alguna tesis y comentarios. 
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I.- La norma suprema del artículo 107 constitucional. 


1.- El artículo 107, en sus fracciones HI y HI de la 
constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
conforme a la última reforma del 6 de junio de 2011, 
establece y ordena diáfana y abiertamente: 


“(...) Artículo 107. Las controversias de que habla 
el artículo 103 de esta Constitución, con excepción 
de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los 
procedimientos que determine la ley reglamentaria, de 
acuerdo con las bases siguientes: 

¡E 

II.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de 
amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo hubieren 
solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si 
procediere, en el caso especial sobre el (sic) que verse la 
demanda. 

Wa) 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de 
los conceptos de violación o agravios de acuerdo con lo 
que disponga la ley reglamentaria. 

Leza) 

TII.- Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá 
en los casos siguientes: 

a).- Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones 
que pongan fin al juicio, ya sea que la violación se cometa 
en ellos o que, cometida durante el procedimiento, 
afecte las defensas del quejoso trascendiendo al 


613 


Suplencia de la queja 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


resultado del fallo. En relación con el amparo al que 
se refiere este inciso y la fracción V de este artículo, el 
Tribunal Colegiado de Circuito deberá decidir respecto 
de todas las violaciones procesales que se hicieron valer 
y aquéllas que, cuando proceda, advierta en suplencia 
de la queja, y fijará los términos precisos en que deberá 
pronunciarse la nueva resolución. Si las violaciones 
procesales no se invocaron en un primer amparo, ni el 
Tribunal Colegiado correspondiente las hizo valer de 
oficio en los casos en que proceda la suplencia de la 
queja, no podrán ser materia de concepto de violación, 
ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior 


(y? 


1.1.- Hay que hacer notar el tiempo del verbo: deberá, 
es decir verse obligado a hacer algo. No es potestativo, no 
limita los casos, aún cuando la expresión remita a la ley de 
amparo reglamentaria de ese artículo. 


Suplencia de la queja 


2 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpogeum.htm consultado el 8 de julio de 2024. 


614 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


TI.- La inconstitucional norma secundaria 


2.- El artículo 79 de la ley de amparo reglamentaria 
de los artículos 103 y 107 de la constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos, establece limitativamente desde 
el 14 de julio de 2014”: 


“(...) Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio 
de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos 
de violación o agravios, en los casos siguientes: 

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se 
funde en normas generales que han sido declaradas 
inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y de los plenos regionales. 
La jurisprudencia de los plenos regionales sólo obligará 
a suplir la deficiencia de los conceptos de violación 
o agravios a los juzgados y tribunales de la región 
correspondientes, * 

II. En favor de los menores o incapaces, o en aquellos 
casos en que se afecte el orden y desarrollo de la familia; 
TIL. En materia penal: 

a) En favor del inculpado o sentenciado; y 


3  El7 de junio de 2021, se reformó la fracción primera en relación con los Plenos de 
Circuito por los Plenos Regionales. 


4 La fracción referida indicaba: *“/. En cualquier materia, cuando el acto reclamado 
se funde en normas generales que han sido consideradas inconstitucionales por 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Plenos 
de Circuito. La jurisprudencia de los Plenos de Circuito sólo obligará a suplir la 
deficiencia de los conceptos de violación o agravios a los juzgados y tribunales del 
circuito correspondientes;” 
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b) En favor del ofendido o víctima en los casos en que 
tenga el carácter de quejoso o adherente; 

IV. En materia agraria: 

a) En los casos a que se refiere la fracción III del artículo 
17 de esta Ley; y 

b) En favor de los ejidatarios y comuneros en particular, 
cuando el acto reclamado afecte sus bienes o derechos 
agrarios. 

En estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja 
y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, así 
como en los recursos que los mismos interpongan con 
motivo de dichos juicios; 

V. En materia laboral, en favor del trabajador, con 
independencia de que la relación entre empleador y 
empleado esté regulada por el derecho laboral o por el 
derecho administrativo; 

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido 
en contra del quejoso o del particular recurrente una 
violación evidente de la ley que lo haya dejado sin 
defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 
lo de esta Ley. En este caso la suplencia sólo operará 
en lo que se refiere a la controversia en el amparo, 
sin poder afectar situaciones procesales resueltas 
en el procedimiento en el que se dictó la resolución 
reclamada; y 

VII. En cualquier materia, en favor de quienes por sus 
condiciones de pobreza o marginación se encuentren en 
clara desventaja social para su defensa en el juicio. 
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En los casos de las fracciones l, IL, HL, IV, V y VII de 
este artículo la suplencia se dará aún ante la ausencia de 
conceptos de violación o agravios. 

La suplencia de la queja por violaciones procesales o 
formales sólo podrá operar cuando se advierta que en el 
acto reclamado no existe algún vicio de fondo (...)”.* 

2.2.- Es evidente que la norma secundaria la ley de 
amparo limita, restringe, acota la bondad de la norma 
suprema, ello inconstitucionalmente. Ciertamente no refiere 
su texto en forma negativa, pero lo hace en forma restrictiva, 
selectivamente 


5 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley de amparo, reglamentaria 
de los artículos 103 y 107 de la constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Recurso digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/ref/lamp.htm, consultado el 8 de julio de 2024. 
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TIL.- El inmenso artículo 1 de la constitución política de 
los Estados Unidos Mexicanos 


3.- Hoy debemos tener en cuenta el inmenso artículo 1 
de la carta magna. 

4.- El 10 de junio de 2011, en el diario oficial de la 
federación, fueron publicadas las reformas constitucionales en 
materia de derechos humanos, trasformando sustancialmente 
el contenido y alcance de ellos, para garantizar una mayor 
esfera tutora de protección a todos los gobernados contra los 
actos y omisiones de las autoridades del estado mexicano. sin 
embargo, esa gran reforma está lamentablemente inconclusa, 
ya que los artículos transitorios contienen obligaciones 
no cumplidas, olvidadas de expedir determinadas leyes 
reglamentarias y/o generales. 

5.- En efecto, en este año también se cumplen trece 
años de omisión legislativa de todos los congresos 
federales posteriores al año de 2011, ya que de los artículos 
transitorios ” se desprende que queda a cargo del congreso 
de la unión —y de las legislaturas de los estados, en el caso 


6 Consultar de mi autoría Del arduo camino en México de los derechos humanos en 
Gaceta Judicial. Año IV | No. 2 | Abril-junio 2022. p 59 y ss. 


7 “TRANSITORIOS 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
Segundo. La ley a que se refiere el tercer párrafo del artículo 1o. constitucional 
sobre reparación deberá ser expedida en un plazo máximo de un año contado a 
partir de la entrada en vigor del presente decreto. 
Tercero. La ley a que se refiere el artículo 11 constitucional sobre el asilo, deberá 
ser expedida en un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la 
vigencia de este decreto. 
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de las leyes generales, en el ámbito de sus competencias- la 
obligatoriedad de expedir, dentro del plazo de un año —mismo 
que expiró el 10 de junio de 2012— las siguientes leyes: 

La ley general sobre reparaciones por violación de 
derechos humanos, la ley sobre asilo, la ley reglamentaria 
sobre suspensión y/o restricción de derechos humanos 
y/o garantías y la ley sobre expulsión de extranjeros. A 
la fecha ninguna de esas leyes se ha creado. Tenemos, 
lamentablemente, —y no es el único caso—, inmóviles 
legisladores, que además son desobedientes de la propia 
Carta Magna. 

6.- El gigantesco? artículo 1 de la constitución política 
de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 


“(...) Artículo 1.- En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 


Cuarto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 29 
constitucional en materia de suspensión del ejercicio de los derechos y las 
garantías, en un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigencia 
de este decreto. 

Quinto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 33 
constitucional, en materia de expulsión de extranjeros en un plazo máximo de un 
año contado a partir del inicio de la vigencia de este decreto. En tanto se expida 
la ley referida, este artículo se seguirá aplicando en los términos del texto vigente. 


(..) 


8 Siempre me llamó la atención el título y el contenido del libro La inmensidad del 
artículo 1 de la constitución política de los Estados Mexicanos, de Pacheco Pulido, 
Guillermo, Editorial Porrúa, 2013. 
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ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con 
los tratados internacionales de la materia favoreciendo 
en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. (...)”. 
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IV.- De una inconstitucionalidad de la ley de amparo 


7.- En efecto, debe entenderse, debe razonarse, por 
todos los operadores jurídicos, que a partir de la aludida 
reforma constitucional que instala los derechos humanos, se 
debe suplir la deficiencia de los conceptos de violación y la 
deficiencia de la queja, sin prohibición alguna, en todos los 
casos, y por ende,, debe ser integral, debe ser para todos, 
precisamente porque interpretando la norma conforme 
a la constitución, recurriendo al principio pro homine, y 
estableciendo el principio de igualdad de todos ante la ley, 
y además, en función de los principios de universalidad, 
interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, 
previstos en el artículo 1 constitucional, todos los seres 
humanos estamos en idéntica situación jurídica; esto último 
parafraseando al magistrado de circuito don Germán Eduardo 
Baltasar Robles.” 

8.- Por ello puede afirmarse que existe, en materia de la 
suplencia, una inconstitucionalidad de la ley de amparo.?” En 
este orden de ideas, si la norma suprema tiene una intención 
o espíritu distinto al de la ley de amparo, debe considerarse a 
esta última contraria a la constitución, y así debe verificarse, 
a efecto de dar una esfera protectora más amplia. Ha sido 
criterio reiterado de la suprema corte de justicia de la nación 
que toda norma inferior a la constitución debe ser interpretada 
en función de la norma suprema, esto es, siempre la primera 
9 En su libro Ley de Amparo 2016, ver la nota a pie de página número 99, Editorial 

Coeli, página 133. 


10 Como se refiere en la nota a pie de página 99, del libro citado de Don Germán 
Baltazar Robles. 
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interpretación de una norma ordinaria debe realizarse bajo una 
selección de principios constitucionales, en aras de preservar 
tanto la supremacía constitucional como la interpretación 
pro homine de la constitución'', y sobre todo, conforme a los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. 

9.- Luis Felipe Guerrero Agripino se refiere con mucha 
claridad a esos principios: 


“(...) Principio pro persona: es decir, que cuando la 
autoridad tenga que optar por varias normas para aplicar 
ante una situación concreta, o cuando un texto normativo 
amerite diversas interpretaciones, deberá privilegiarse la 
que mejor favorezca a la persona. 

Principio de universalidad: significa que el goce de los 
derechos humanos abarca a todas las personas por igual. 
Principio de interdependencia: se traduce en que todos 
los derechos humanos se encuentran vinculados entre sí, 
con el mismo valor. De esa manera, le corresponde al 
Estado garantizar la aplicación integral de los mismos. 
Principio de indivisibilidad: significa que los derechos 
humanos poseen un rango intrínseco a la persona; son 
inseparables de ella, de tal manera que al ejercerse uno 
de ellos, correlativamente se deriva el ejercicio de otros. 
Se trata de una interrelación que no es susceptible de 
separar. 


Suplencia de la queja 


11 Consultar sobre este tema el completo y bello libro La jurisdicción restaurativa del 
sistema jurídico estatal. Una visión de la regularidad normativa más allá de los 
parámetros constitucionales y convencionales, del Doctor Sergio Charbel Olvera, 


editorial Tirant Le Blanch. México. 2023. 
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Principio de progresividad '?: conlleva el desiderátum 
de ir siempre hacia delante. Es decir, que el Estado se 
encuentre en una permanente búsqueda de ampliación 
de los derechos humanos y de los mecanismos de 
protección, a la luz de las necesidades imperantes del 
contexto o de las situaciones cambiantes de la realidad 


(opa 


10.- Hay un ensayo interesantísimo sobre el 
tema, denominado los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. apuntes 
para su aplicación práctica.'* 


12 Consultar de Mancilla Castro, Roberto Gustavo: El principio de progresividad en 
el ordenamiento constitucional mexicano, en revista Cuestiones Constitucionales, 
2015, número 33. UNAM. México, D.F. páginas 81-103, recurso digital disponible 
en https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/article/ 
view/6098 


13 Guerrero Agripino, Luis Felipe: La autonomía universitaria ante la reforma 
educativa Comentarios a la reforma constitucional de 2019 en materia de 
educación superior. Colección Reflexiones universitarias. Universidad de 
Guanajuato. Guanajuato, México. 2019. ISBN: 9786074416275. p. 21. 


14 Vid Vásquez, Luis Daniel y Serrano, Sandra: Los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación 
práctica, en La reforma constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma. 
Miguel Carbonell y Pedro Salazar (Coord.). UNAM. México D.F. 2011. Recurso 
digital disponible en https: //archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3033/7 .paf 
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V.- De la igualdad de todos ante las leyes 


11.- A lo anterior también tiene que adicionarse el 
principio de igualdad jurídica, la cual se convierte en el 
derecho de todos los gobernados de recibir el idéntico trato 
que aquellos que se localizan en análoga situación de hecho. 
Hay, entre muchas, una tesis jurisprudencial elocuente de 
la primera sala de la SCJN, relacionado con el anterior 
postulado: 


Novena Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 163372 
Primera Sala 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXXII, diciembre de 2010 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: la./J. 75/2010 
Página: 36 

DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 101 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE 
ESTABLECE LOS CASOS EN QUE NO PROCEDE 
LA SUSTITUCIÓN Y CONMUTACIÓN DE 
SANCIONES O CUALQUIER OTRO BENEFICIO A 
LOS SENTENCIADOS POR AQUELLOS ILÍCITOS, 
ASÍ COMO LOS REQUISITOS QUE DEBEN 
SATISFACERSE EN LOS QUE SÍ PROCEDE SU 
OTORGAMIENTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD ANTE LA LEY.- La Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación ha establecido en jurisprudencia 
firme que el principio de igualdad ante la ley, contenido 
en el artículo lo. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, no implica que todos los 
individuos deban encontrarse siempre y en cualquier 
circunstancia en condiciones de absoluta igualdad, sino 
que dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, la 
cual se traduce en el derecho de todos los gobernados 
de recibir el mismo trato que aquellos que se encuentran 
en similar situación de hecho. Lo anterior significa que 
no toda desigualdad de trato es violatoria de garantías, 
sino sólo cuando produce distinción entre situaciones 
objetivas y de hecho iguales, sin que exista para ello una 
justificación razonable e igualmente objetiva, de manera 
que a iguales supuestos de hecho corresponden similares 
situaciones jurídicas. En congruencia con tal criterio se 
concluye que el artículo 101 del Código Fiscal de la 
Federación que prevé los casos en los que no procede 
otorgar los beneficios de sustitución y conmutación de 
sanciones o cualquier otro beneficio a los sentenciados 
por delitos fiscales, así como los requisitos que deberán 
satisfacerse en los que sí proceda su otorgamiento, no 
viola el principio constitucional mencionado, pues no 
da trato diferenciado a quienes cometen el delito de 
defraudación fiscal respecto de los infractores que sí 
cuentan con el privilegio de obtener la sustitución o 
conmutación de las penas que se les impongan, ya que 
existe la posibilidad de que el responsable por aquel 
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delito pueda gozar de esos beneficios, toda vez que el 
referido artículo 101 únicamente prevé en qué casos no 
proceden. 

Amparo directo en revisión 1707/2002. 12 de 
noviembre de 2003. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Andrea Nava 
Fernández del Campo. 

Amparo directo en revisión 835/2004. 6 de octubre 
de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: José de Jesús Bañales 
Sánchez. 

Amparo directo en revisión 1130/2005. 24 de 
agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo directo en revisión 406/2009. 13 de mayo 
de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo directo en revisión 721/2009. 3 de junio de 
2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Lorena Goslinga Remiírez.'* 


15 Novena Época. Registro digital: 163372. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
75/2010. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Diciembre de 2010, 
página 36 
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VI.- De una tesis luminosa. 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003771 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2 
Materia(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/6 (10a.) 

Página: 1031 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. SUS ALCANCES A RAÍZ 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE 10 
DE JUNIO DE 2011.- A partir de la reforma de diez 
de junio de dos mil once al artículo lo., en relación 
con el 133 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se estableció la obligación de 
toda autoridad de promover, respetar y garantizar los 
derechos humanos, de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad, quedando así establecidas las premisas 
de interpretación y salvaguarda de los derechos 
consagrados en la Constitución, que se entiende deben 
respetarse en beneficio de todo ser humano, sin distinción 
de edad, género, raza, religión, ideas, condición 
económica, de vida, salud, nacionalidad o preferencias 
(universalidad); asumiendo tales derechos como 
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relacionados, de forma que no es posible distinguirlos 
en orden de importancia o como prerrogativas 
independientes, prescindibles o excluyentes unas ante 
otras (indivisibilidad e interdependencia); además, cada 
uno de esos derechos o todos en su conjunto, obedecen 
a un contexto de necesidades pasadas y actuales, y no 
niegan la posibilidad de su expansión, siendo que crecen 
por adecuación a nuevas condiciones sociales que 
determinen la vigencia de otras prerrogativas que deban 
reconocerse a favor del individuo (progresividad). 
Al positivarse tales principios interpretativos en la 
Constitución, trascienden al juicio de amparo y por 
virtud de ellos los tribunales han de resolver con una 
tendencia interpretativa más favorable al derecho 
humano que se advierta conflagrado y con una 
imposición constitucional de proceder a su restauración 
y protección en el futuro, debiendo por ello quedar 
superados todos los obstáculos técnicos que impidan 
el estudio de fondo de la violación, fundados en una 
apreciación rigorista de la causa de pedir, o la forma 
y oportunidad en que se plantea. En ese sentido, la 
suplencia de la queja deficiente encuentra fortalecimiento 
dentro del juicio de garantías, pues a través de ella el 
Juez puede analizar por sí una violación no aducida 
y conceder el amparo, librando en ese proceder los 
obstáculos derivados de las omisiones, imprecisiones 
e, incluso, inoportunidades en que haya incurrido quien 
resulta afectado por el acto inconstitucional, de manera 
que es la suplencia el instrumento que mejor revela la 
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naturaleza proteccionista del amparo, y su importancia, 
como mecanismo de aseguramiento del principio de 
supremacía constitucional, mediante la expulsión de 
aquellos actos o disposiciones que resulten contrarios 
al Ordenamiento Jurídico Máximo. Así, las reformas 
comentadas posibilitan ampliar su ejercicio, por lo 
que cuando en el conocimiento de un juicio de amparo 
la autoridad advierta la presencia de un acto que 
afecta los derechos fundamentales del quejoso, podrá 
favorecer el estudio de la violación y la restauración 
de los derechos conflagrados, por encima de obstáculos 
derivados de criterios o interpretaciones sobre las 
exigencias técnicas del amparo de estricto derecho, 
como la no impugnación o la impugnación inoportuna 
del acto inconstitucional, su consentimiento presuntivo, 
entre otros, pues estos rigorismos, a la luz de los actuales 
lineamientos de interpretación constitucional, no 
podrían anteponerse válidamente a la presencia de una 
manifiesta conflagración de derechos fundamentales, ni 
serían suficientes para liberar al tribunal de procurar la 
restauración de dicha violación, del aseguramiento de 
los derechos fundamentales del individuo y del principio 
de primacía constitucional en la forma más amplia. 
Además, tal proceder es congruente con la intención 
inicial reconocida a la suplencia de la queja, pues ante 
la presencia de un acto inconstitucional, se torna en 
salvaguarda del ordenamiento jurídico en general y del 
principio de supremacia constitucional, consagrado 
en el artículo 133 constitucional, en tanto que las 
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deficiencias en que incurra el agraviado, relacionadas 
con la falta de impugnación o la impugnación 
inoportuna, pueden entenderse como una confirmación 
del estado de indefensión en que se encuentra y del cual 
debe ser liberado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero. '* 


Suplencia de la queja 


16 Décima Época. Registro digital: 2003771. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: IV.20.A. J/6 (10a.). Materia(s). Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 2, página 1031 
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VIL.- De algunos criterios jurisprudenciales relevantes. 


12.- Me fundamento ahora en algunas tesis aisladas 
y jurisprudenciales destacadas del poder judicial de la 
federación: 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003160 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3 
Materia(s): Común 
Tesis: XXVII.10.(VII Región) J/3 (10a.) 
Página: 1830 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO 
EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS.- De acuerdo con el artículo 
lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto vigente a partir del once de junio 
de dos mil once, todas las autoridades, en el ámbito 
de sus competencias, están obligadas a promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
establecidos en aquélla y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte, interpretando 
las normas relativas a esos derechos de conformidad 
con dichos ordenamientos (principio de interpretación 
conforme) favoreciendo en todo tiempo a las personas 
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con la protección más amplia (principio pro homine). Lo 
anterior, acorde con los principios de interdependencia, 
indivisibilidad, universalidad y progresividad, de 
los cuales se advierte que los derechos humanos se 
interrelacionan y dependen recíprocamente unos 
de otros y tienen como origen comun la dignidad 
humana, por lo cual no es procedente relegar algunos 
para conceder prioridad a otros ni puede existir 
jerarquía entre ellos, lo que significa que todos los 
derechos humanos deben ser objeto de protección 
sin distinción alguna. En atención a lo expuesto y de 
conformidad con el artículo 103 de la Carta Magna, 
a las autoridades jurisdiccionales que conozcan del 
amparo les corresponde con mayor énfasis, en razón 
de sus funciones de impartición de justicia y conforme 
al objeto del citado juicio, “proteger” y “garantizar” 
los derechos humanos en las controversias sometidas 
a su competencia. Por su parte, los artículos 8 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
25, numeral 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene 
derecho a un recurso “efectivo” ante los tribunales 
competentes, que la amparen contra los actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución y esos instrumentos normativos. 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostuvo en la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de 
rubro: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO 
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DE CONSTITUCIONALIDAD.”, que los Jueces están 
autorizados para realizar un control de convencionalidad 
“ex officio”, esto es, con independencia de que las 
partes lo invoquen, pues dicha facultad no debe quedar 
limitada exclusivamente por las manifestaciones de los 
accionantes en cada caso concreto. En observancia de 
todo lo anterior, cuando el juzgador de amparo advierta 
que la norma general, acto u omisión reclamada de la 
autoridad responsable vulnera los derechos humanos del 
quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, con 
independencia de que las partes invoquen o no dicha 
infracción en sus conceptos de violación o agravios, 
pues de esta manera se favorece el acatamiento de 
los principios señalados y se resguarda el efecto útil 
del juicio de amparo como medio para proteger y 
garantizar los derechos fundamentales, sin soslayar, 
desde luego, los presupuestos necesarios para suplir la 
deficiencia de argumentos, tales como que el juzgador 
tenga competencia, que el juicio sea procedente 
y que se respete la litis planteada. Esta suplencia 
complementa la prevista en la Ley de Amparo, ya que 
revela mayores alcances en cuanto al sujeto, al proceder 
en favor de cualquier persona y no sólo en beneficio 
de determinados individuos, circunstancia que, sin 
embargo, no torna inoperante el beneficio regulado 
en dicha ley, pues éste reviste una protección más 
amplia en cuanto al objeto, debido a que no se limita 
a violaciones de derechos humanos en materia de 
constitucionalidad y convencionalidad, sino también de 
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legalidad. Lo anterior deja entrever que si bien ambas 
clases de suplencia pueden concurrir en ciertos casos, en 
otros puede resultar procedente una u otra, de manera 
que la contemplada en la Ley de Amparo sigue teniendo 
plena eficacia en los supuestos que prevé. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO — DE 
CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGIÓN. 

Amparo directo 132/2012 (expediente auxiliar 
226/2012). 13 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: 
Claudia Luz Hernández Sánchez. 

Amparo directo 356/2012 (expediente auxiliar 
586/2012). Lizbeth Angélica Ancona Chuc. 10 de agosto 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Ybraín 
Hernández Lima. Secretario: Edgar Bruno Castrezana 
Moro. 

Amparo en revisión 321/2012 (expediente auxiliar 
863/2012). 5 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Ybraín Hernández Lima. Secretario: 
Edgar Bruno Castrezana Moro. 

Amparo directo 613/2012 (expediente auxiliar 
892/2012). Dalia del Socorro Rodríguez Palomo. 31 de 
octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Livia 
Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco 
Aguilar Ballesteros. 

Amparo en revisión 343/2012 (expediente auxiliar 
964/2012). 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. 
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Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 
Nota del IUS: Por ejecutoria del 28 de noviembre 
de 2012, la Primera Sala declaró sin materia la 
contradicción de tesis 287/2012 derivada de la denuncia 
de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, 
al existir la jurisprudencia la./J. 29/2013 (10a.) que 
resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a 
la contradicción de tesis 313/2013, desechada por 
notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 2 de 
julio de 2013. 

La tesis aislada P. LXVI/2011 (9a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 
2011, página 535. 

Por ejecutoria del 5 de marzo de 2014, la Segunda 
Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
385/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto 
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no 
son discrepantes los criterios materia de la denuncia 
respectiva. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2006727 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Tesis Aislada 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 7, junio de 2014, Tomo II 
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Materia(s): Común 
Tesis: 1.30.P.19 P (10a.) 
Página: 1864 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA PENAL. PROCEDE A FAVOR DE LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO CUANDO 
ACUDE AL RECURSO DE REVISIÓN COMO 
TERCERO INTERESADO, AUN CUANDO 
NO TENGA EL CARÁCTER DE QUEJOSO O 
ADHERENTE (INTERPRETACIÓN  EXTENSIVA 
DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN III, INCISO B), 
DE LA LEY DE AMPARO).- En la Ley de Amparo 
no existe disposición que obligue a suplir la deficiencia 
de los agravios en el recurso de revisión instado por 
la víctima u ofendido del delito cuando acude como 
tercero interesado, pues el artículo 79, fracción I'll, 
inciso b), de dicha ley, condiciona la suplencia a 
los supuestos en que tiene el carácter de quejoso o 
adherente, incluso, esa disposición se complementa con 
su penúltimo párrafo al determinar que en estas hipótesis 
la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos 
de violación o de agravios; no obstante, la interpretación 
constitucional apegada a los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad en la 
protección de los derechos fundamentales de la víctima 
u ofendido del delito, particularmente de acceso a la 
justicia, recurso efectivo, igualdad y no discriminación, 
garantizados en los artículos lo., párrafos segundo y 
tercero, 13 y 17, párrafo segundo, de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, conduce 
a vislumbrar con mayor amplitud el inciso b) de la 
fracción IM del citado numeral 79, en la medida que 
todas las autoridades del Estado, en el ámbito de su 
competencia, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos fundamentales de 
las personas reconocidos en la propia Constitución 
y en los tratados de la materia. A ese respecto y, a 
nivel de norma secundaria, los artículos 10 y 11 de 
la Ley General de Víctimas prevén que éstas tienen 
derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo ante 
autoridades independientes, imparciales y competentes 
que les garantice el ejercicio de su derecho a conocer 
la verdad, a que se realice con la debida diligencia 
una investigación inmediata y exhaustiva del delito o 
de las violaciones a sus derechos humanos, a que los 
autores de los delitos y de éstas, con respeto al debido 
proceso, sean enjuiciados y sancionados, así como a 
obtener una reparación integral por los daños sufridos, 
y que para garantizar estas prerrogativas, tendrán 
acceso a los mecanismos de justicia que disponga 
el Estado, incluidos los procedimientos judiciales y 
administrativos, previstos en la Constitución, en las 
leyes locales y federales aplicables, así como en los 
tratados internacionales. Por ende, al ser manifiesto que 
la interpretación conforme a que se refiere el párrafo 
segundo del artículo lo. constitucional comprende 
los derechos establecidos en las normas de carácter 
secundario, y que lo determinado en la Ley General de 
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Víctimas tiene incidencia en sentido interdependiente 
con los derechos fundamentales de acceso a la justicia, 
igualdad, no discriminación y tutela judicial efectiva, 
se concluye que, cuando la víctima u ofendido acude 
al recurso de revisión como tercero interesado, también 
debe aplicarse el beneficio de la suplencia de la queja 
deficiente a su favor, aun cuando no tenga el carácter de 
quejoso o adherente. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 262/2013. 20 de marzo 
de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto 
Venancio Pineda. Secretario: Porfirio Mauricio Nieves 
Ramírez. 

Nota del TUS: Esta tesis fue objeto de la denuncia 
relativa a la contradicción de tesis 240/2014 de la 
Primera Sala, de la que derivó la tesis jurisprudencial 
la./J. 9/2015 (10a.) de título y subtítulo: «SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE. EL HECHO DE QUE 
EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN III, INCISO B), DE 
LA LEY DE AMPARO NO LA PREVÉ A FAVOR 
DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO 
CUANDO ACUDE AL RECURSO DE REVISIÓN 
COMO TERCERO INTERESADO, NO IMPLICA 
UNA TRANSGRESIÓN A LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES O CONVENCIONALES.” 
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Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 
2014 a las 09:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación." 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003770 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2 
Materia(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.) 

Página: 1029 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
ALCANCE DE LA ACTUALIZADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA CUANDO UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDE EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA 
NORMA DECLARADA — INCONSTITUCIONAL 
POR SU PROPIA JURISPRUDENCIA.- Conforme 
a los artículos lo. y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos las autoridades 
del Estado Mexicano están obligadas a garantizar 
a los individuos la protección más amplia de sus 


17 Décima Época. Registro digital: 2006727. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.30.P.19 P (10a.). Materia(s): Común, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Junio de 2014, Tomo ll, 
página 1864 
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derechos fundamentales, asegurando la primacía de 
la Constitución ante cualquier otra disposición que 
la contraríe. Dicha obligación, desde la perspectiva 
del juicio de amparo, permite sostener que una vez 
probada la afectación a esos derechos fundamentales, 
su restauración resulta ineludible, sin que sea válido 
soslayarla invocando impedimentos de rigor técnico que 
permitan la subsistencia del acto inconstitucional y sus 
efectos perjudiciales para los derechos fundamentales 
reconocidos. En ese sentido, cuando para un Tribunal 
Colegiado de Circuito resulta notoria y manifiesta la 
contravención a los derechos de un individuo por la 
aplicación de una norma declarada inconstitucional por 
su propia jurisprudencia, y se actualiza la suplencia de 
la queja deficiente en términos de la fracción VI del 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para otorgar la 
protección constitucional, aquélla tiene el alcance de 
priorizar el estudio y restauración de dicha violación, 
excluyendo los rigorismos propios del amparo de estricto 
derecho, como la ausencia de impugnación de la norma, 
la formulación deficiente de conceptos de violación, así 
como los derivados del consentimiento tácito inferidos 
de la falta de impugnación de un acto anterior que 
también aparezca probado, dando a la mencionada 
figura el alcance protector más amplio y eficiente 
posible, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad que 
deben observarse en relación con la preservación 
de los derechos fundamentales constitucionalmente 
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reconocidos a favor del individuo, a fin de evitar que a la 
restauración de una violación a derechos fundamentales 
objetivamente probada, se oponga su prevalencia por 
meros obstáculos de rigor técnico, sino por el contrario 
despejarlos para que la autoridad cumpla con el mandato 
de velar por el respeto a los derechos fundamentales 
ministrando justicia donde se sabe requerida sin buscar 
impedimentos para realizarla. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.'* 


13.- Es necesario ponderar ampliamente la siguiente 
y explícita tesis jurisprudencial de un tribunal colegiado de 
circuito, en muchos aspectos, de marzo de 2013, que al menos 
demuestra que aún hay jueces en México, parafraseando 
la frase histórica acuñada por aquel molinero que se opuso 
a Federico Il, quien había mandado derribar su molino por 
feo. El molinero se opuso a la decisión del monarca y llevó 
el caso ante la justicia, al tiempo que le decía al rey: Sire, 
es gibt noch Richter in Berlín, es decir: Señor, todavía hay 


jueces en Berlin. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2010623 
Segunda Sala 
Jurisprudencia 
Común 
Tesis: 2a./J. 154/2015 (10a.) 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo l, página 317 


18 Décima Época. Registro digital: 2003770. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.). Materia(s). Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 2, página 1029 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ANALIZARSE 
ACORDE CON EL MARCO SOBRE DERECHOS 
HUMANOS RESGUARDADO POR EL ARTÍCULO 
lo. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR 
DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO 
DE 2011.- En la tesis aislada 2a. LXXXII/2012 (10a.) 
(*), esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación sustentó que si bien la reforma indicada 
implicó un cambio en el sistema jurídico mexicano en 
relación con los tratados de derechos humanos, así como 
con la interpretación más favorable a la persona al orden 
constitucional -principio pro persona-, ello no implica 
que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de 
llevar a cabo sus atribuciones y facultades de impartir 
justicia en la forma en que venían desempeñándolas 
antes de la reforma citada, sino que dicho cambio sólo 
conlleva a que si en los instrumentos internacionales 
existe una protección más benéfica para la persona 
respecto de la institución jurídica que se analice, ésta 
se aplique, sin que tal circunstancia signifique que dejen 
de observarse los diversos principios constitucionales 
y legales que rigen su función jurisdiccional. Bajo 
esa directriz, se advierte que los artículos 7 y 8 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, y 1 de la Declaración Americana de 
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los Derechos y Deberes del Hombre, consagran la 
igualdad, en su acepción universal, que debe existir 
entre todas las personas, sin distinción alguna. Por 
su parte, la propia Sala en la diversa tesis aislada 2a. 
XCIH/2013 (10a.) (**) interpretó el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
el sentido de que prevé un principio de reserva legal 
del orden interno del Estado parte, con arreglo al cual 
se instrumentará el derecho al recurso, reconociendo, 
en este aspecto, la prevalencia del orden interno. Ahora 
bien, el principio de suplencia de la queja deficiente en 
el juicio de amparo se erige como una institución de 
capital importancia dentro de nuestro sistema jurídico, 
con características particulares, con el fin de impedir 
la denegación de justicia por razones de carácter 
meramente técnico-jurídicas; por ello, dicha institución 
debe analizarse desde la perspectiva constitucional y 
legal nacional, y es en función de ese examen interno 
como debe contrastarse si efectivamente tal principio 
satisface el mandato universal de igualdad, o si existe 
una justificación razonable en la distinción de trato 
que respecto de ciertas personas o grupos establece el 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 
de abril de 2013, sustituido por el precepto 79 en la ley 
de la materia en vigor a partir del día siguiente. 

Recurso de inconformidad 187/2014. Tomasa 
Tirado Partida. 9 de abril de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
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Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 

Amparo directo en revisión 2727/2014. Namuh, 
S.A. de C.V. y otros. 8 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín. 

Amparo en revisión 633/2014. Operadora de 
Personal Operativo Especializado, S. de R.L. de C.V. 
4 de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 665/2015. Grupo 
Montejo de Mérida, S.A. de C.V. 28 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria 
Martínez. 
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Contradicción de tesis 33/2015. Entre las 
sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco. 10 de junio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 

Tesis de jurisprudencia 154/2015 (10a.). Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veinticinco de noviembre de 2015. 

Nota del IUS: (*) La tesis aislada 2a. 
LXxXXI[/2012 (10a.) citada, que aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Libro XIV, Tomo 2, noviembre de 
2012, página 1587, con el rubro: “PRINCIPIO PRO 
PERSONA O PRO HOMINE. FORMA EN QUE LOS 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES 
DEBEN DESEMPEÑAR SUS ATRIBUCIONES Y 
FACULTADES A PARTIR DE LA REFORMA AL 
ARTÍCULO lo. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.”, integró 
la jurisprudencia 2a./J. 56/2014 (10a.), que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y 
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en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 6, Tomo Il, mayo de 2014, 
página 772, con el título y subtítulo: “PRINCIPIO 
DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA 
PERSONA. SU CUMPLIMIENTO NO IMPLICA 
QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
NACIONALES, AL EJERCER SU FUNCIÓN, DEJEN 
DE OBSERVAR LOS DIVERSOS PRINCIPIOS 
Y RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA NORMA 
FUNDAMENTAL.” 

(+) La tesis aislada 2a. XCII/2013 (10a.) citada, 
que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, 
Tomo 2, octubre de 2013, página 1305, con el título y 
subtítulo: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS NO CONSTITUYE 
UNA FUENTE DE PROCEDENCIA DE AQUEL 
RECURSO.”, integró la jurisprudencia 2a./J. 122/2014 
(10a.), que aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 28 de noviembre de 2014 
a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo 
I, noviembre de 2014, página 1039, con el título y 
subtítulo: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS NO CONSTITUYE 
UNA FUENTE DE PROCEDENCIA DE AQUEL 
RECURSO.” 
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Esta tesis se publicó el viernes 4 de diciembre de 
2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 7 de diciembre de 2015, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del 
Acuerdo General Plenario 19/2013.*” 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003160 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Común 
Tesis: XXVII. 1o.(VUI Región) J/3 (10a.) 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1830 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO 
EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS.- De acuerdo con el artículo 
lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto vigente a partir del once de junio 
de dos mil once, todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, están obligadas a promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos establecidos 
en aquélla y en los tratados internacionales de los que 


Suplencia de la queja 


19 Décima Época. Registro digital: 2010623. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 2a./J. 
154/2015 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo |, página 
317 
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el Estado Mexicano sea parte, interpretando las normas 
relativas a esos derechos de conformidad con dichos 
ordenamientos (principio de interpretación conforme) 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la 
protección más amplia (principio pro homine). Lo 
anterior, acorde con los principios de interdependencia, 
indivisibilidad, universalidad y progresividad, de 
los cuales se advierte que los derechos humanos se 
interrelacionan y dependen recíprocamente unos de otros 
y tienen como origen común la dignidad humana, por 
lo cual no es procedente relegar algunos para conceder 
prioridad a otros ni puede existir jerarquía entre ellos, lo 
que significa que todos los derechos humanos deben ser 
objeto de protección sin distinción alguna. En atención 
a lo expuesto y de conformidad con el artículo 103 de 
la Carta Magna, a las autoridades jurisdiccionales que 
conozcan del amparo les corresponde con mayor énfasis, 
en razón de sus funciones de impartición de justicia 
y conforme al objeto del citado juicio, “proteger” y 
“garantizar” los derechos humanos en las controversias 
sometidas a su competencia. Por su parte, los artículos 8 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
y 25, numeral 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene 
derecho a un recurso “efectivo” ante los tribunales 
competentes, que la amparen contra los actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución y esos instrumentos normativos. 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
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la Nación sostuvo en la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de 
rubro: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO 
DE CONSTITUCIONALIDAD.”, que los Jueces están 
autorizados para realizar un control de convencionalidad 
“ex officio”, esto es, con independencia de que las 
partes lo invoquen, pues dicha facultad no debe quedar 
limitada exclusivamente por las manifestaciones de los 
accionantes en cada caso concreto. En observancia de 
todo lo anterior, cuando el juzgador de amparo advierta 
que la norma general, acto u omisión reclamada de la 
autoridad responsable vulnera los derechos humanos del 
quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, con 
independencia de que las partes invoquen o no dicha 
infracción en sus conceptos de violación o agravios, 
pues de esta manera se favorece el acatamiento de 
los principios señalados y se resguarda el efecto útil 
del juicio de amparo como medio para proteger y 
garantizar los derechos fundamentales, sin soslayar, 
desde luego, los presupuestos necesarios para suplir la 
deficiencia de argumentos, tales como que el juzgador 
tenga competencia, que el juicio sea procedente 
y que se respete la litis planteada. Esta suplencia 
complementa la prevista en la Ley de Amparo, ya que 
revela mayores alcances en cuanto al sujeto, al proceder 
en favor de cualquier persona y no sólo en beneficio 
de determinados individuos, circunstancia que, sin 
embargo, no torna inoperante el beneficio regulado 
en dicha ley, pues éste reviste una protección más 
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amplia en cuanto al objeto, debido a que no se limita 
a violaciones de derechos humanos en materia de 
constitucionalidad y convencionalidad, sino también de 
legalidad. Lo anterior deja entrever que si bien ambas 
clases de suplencia pueden concurrir en ciertos casos, en 
otros puede resultar procedente una u otra, de manera 
que la contemplada en la Ley de Amparo sigue teniendo 
plena eficacia en los supuestos que prevé. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO — DE 
CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGIÓN. 

Amparo directo 132/2012 (expediente auxiliar 
226/2012). 13 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: 
Claudia Luz Hernández Sánchez. 

Amparo directo 356/2012 (expediente auxiliar 
586/2012). Lizbeth Angélica Ancona Chuc. 10 de agosto 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Ybraín 
Hernández Lima. Secretario: Edgar Bruno Castrezana 
Moro. 

Amparo en revisión 321/2012 (expediente auxiliar 
863/2012). 5 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Ybraín Hernández Lima. Secretario: 
Edgar Bruno Castrezana Moro. 

Amparo directo 613/2012 (expediente auxiliar 
892/2012). Dalia del Socorro Rodríguez Palomo. 31 de 
octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Livia 
Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco 
Aguilar Ballesteros. 
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Amparo en revisión 343/2012 (expediente auxiliar 
964/2012). 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. 
Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 

Nota del IUS: Por ejecutoria del 28 de noviembre 
de 2012, la Primera Sala declaró sin materia la 
contradicción de tesis 287/2012 derivada de la denuncia 
de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, 
al existir la jurisprudencia la./J. 29/2013 (10a.) que 
resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a 
la contradicción de tesis 313/2013, desechada por 
notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 2 de 
julio de 2013. 

La tesis aislada P. LXVI1/2011 (9a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 
2011, página 535. 

Por ejecutoria del 5 de marzo de 2014, la Segunda 
Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
385/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto 
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no 
son discrepantes los criterios materia de la denuncia 
respectiva.” 


Suplencia de la queja 


Décima Epoca 


20 Décima Época. Registro digital: 2003160. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: XXVIl.10.(VIIl Región) J/3 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1830 
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Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2004998 
Primera Sala 
Jurisprudencia 
Constitucional, Penal, Común 
Tesis: 1a./J. 29/2013 (10a.) 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1, página 508 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA PENAL. OPERA EN FAVOR DE 
LA VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL DELITO, 
CONFORME AL MARCO CONSTITUCIONAL 
SOBRE DERECHOS HUMANOS QUE 
RESGUARDAN LOS ARTÍCULOS 20, APARTADO 
B Y lo. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO 
OBSTANTE QUE EL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN 
Il, DE LA LEY DE AMPARO, LA PREVEA SÓLO 
EN BENEFICIO DEL REO.- La posibilidad de suplir 
la queja deficiente en favor de la víctima u ofendido por 
el delito representa un cambio trascendental a la cultura 
jurídica preservada en nuestro país desde que se instauró 
este principio en el juicio de amparo; sin embargo, la 
práctica jurisdiccional demuestra que en varios asuntos 
se violan derechos fundamentales en perjuicio de esos 
sujetos, por lo que es necesario que acudan al amparo 
solicitando la justicia que no han podido encontrar en 
las instancias naturales del procedimiento penal. Ahora 
bien, la labor jurisdiccional cotidiana y las diversas 
reformas constitucionales y legales enseñan que el 
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derecho es un instrumento evolutivo que no puede 
permanecer estático ante los cambios de la sociedad, 
de manera que el significado de justicia, en su acepción 
elemental de dar a cada quien lo que le pertenece, debe 
ser moldeado de tal forma que permita aplicar el derecho, 
no en sentido estricto, sino con un enfoque integral e 
incluyente acorde con los tiempos que se viven, razón 
por la cual esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
a partir de la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación, ha evolucionado significativamente respecto 
a la visión protectora del ofendido; muestra de ello son 
los diversos y variados criterios relevantes con marcada 
mejora en el rubro de acceso pleno a la justicia, esto 
es, la jurisprudencia se erige como el medio conductor 
que actualiza las disposiciones de la ley reglamentaria 
y evita que el derecho positivo caiga en desuso. Así, 
el modelo de juicio de amparo legalista y rígido, que 
impone el principio de estricto derecho, ha perdido 
vigencia para el afectado, en virtud de que actualmente 
el artículo 20, apartados A y B, de la Constitución 
Federal, coloca en un mismo plano los derechos del 
acusado y los de la víctima u ofendido; además, porque 
el segundo párrafo del numeral lo. constitucional exige 
que las normas relativas a los derechos humanos se 
interpreten de conformidad con la propia Carta Magna 
y con los tratados internacionales de los que México 
es parte, de forma que favorezca ampliamente a las 
personas, lo que se traduce en la obligación de analizar 
el contenido y alcance de tales derechos a partir del 
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principio pro persona. Bajo esa línea argumentativa, 
se concluye que el artículo 76 Bis, fracción II, de la 
Ley de Amparo, que autoriza la suplencia de la queja 
deficiente sólo en favor del reo, no corresponde a la 
realidad constitucional y social de nuestra Nación, pues 
quedó rebasado por la transformación de los derechos 
humanos; por lo que debe afirmarse que el espíritu 
del poder reformador que dio vida a dicho precepto y 
fracción, ha perdido su asidero constitucional y, por 
ende, esta Primera Sala determina que tal institución se 
extiende en pro de la víctima u ofendido por el delito, lo 
que representa un paso más hacia el fin primordial para 
el que fue instituido el juicio de control constitucional, 
esto es, la búsqueda de la justicia. 

Contradicción de tesis 163/2012. Entre las 
sustentadas por el Quinto y el Noveno Tribunales 
Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 
28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos por 
la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. El Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea y la Ministra Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas manifestaron reservarse el derecho a 
formular voto concurrente. Ponente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 


659 


Suplencia de la queja 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Tesis de jurisprudencia 29/2013 (10a.). Aprobada 
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de 
fecha veinte de febrero de dos mil trece.” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003770 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.) 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, página 1029 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
ALCANCE DE LA ACTUALIZADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA CUANDO UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDE EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA 
NORMA DECLARADA  INCONSTITUCIONAL 
POR SU PROPIA JURISPRUDENCIA.- Conforme 
a los artículos lo. y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos las autoridades 
del Estado Mexicano están obligadas a garantizar 
a los individuos la protección más amplia de sus 
derechos fundamentales, asegurando la primacía de 
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21 Décima Época. Registro digital: 2004998. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
29/2013 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal, Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre 


de 2013, Tomo 1, página 508. 
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la Constitución ante cualquier otra disposición que 
la contraríe. Dicha obligación, desde la perspectiva 
del juicio de amparo, permite sostener que una vez 
probada la afectación a esos derechos fundamentales, 
su restauración resulta ineludible, sin que sea válido 
soslayarla invocando impedimentos de rigor técnico que 
permitan la subsistencia del acto inconstitucional y sus 
efectos perjudiciales para los derechos fundamentales 
reconocidos. En ese sentido, cuando para un Tribunal 
Colegiado de Circuito resulta notoria y manifiesta la 
contravención a los derechos de un individuo por la 
aplicación de una norma declarada inconstitucional por 
su propia jurisprudencia, y se actualiza la suplencia de 
la queja deficiente en términos de la fracción VI del 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para otorgar la 
protección constitucional, aquélla tiene el alcance de 
priorizar el estudio y restauración de dicha violación, 
excluyendo los rigorismos propios del amparo de estricto 
derecho, como la ausencia de impugnación de la norma, 
la formulación deficiente de conceptos de violación, así 
como los derivados del consentimiento tácito inferidos 
de la falta de impugnación de un acto anterior que 
también aparezca probado, dando a la mencionada 
figura el alcance protector más amplio y eficiente 
posible, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia,  indivisibilidad y progresividad 
que deben observarse en relación con la preservación 
de los derechos fundamentales constitucionalmente 
reconocidos a favor del individuo, a fin de evitar que a la 
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restauración de una violación a derechos fundamentales 
objetivamente probada, se oponga su prevalencia por 
meros obstáculos de rigor técnico, sino por el contrario 
despejarlos para que la autoridad cumpla con el mandato 
de velar por el respeto a los derechos fundamentales 
ministrando justicia donde se sabe requerida sin buscar 
impedimentos para realizarla. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003774 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/4 (10a.) 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, página 1033 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. SI 
SE ACTUALIZA PARA QUE EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDA EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA NORMA 
DECLARADA  INCONSTITUCIONAL POR SU 
PROPIA JURISPRUDENCIA, EL ESTUDIO Y 
RESTAURACIÓN DE ESA VIOLACIÓN SON 
PRIORITARIOS, AUN POR ENCIMA DE LA 
INOPERANCIA POR CONSENTIMIENTO 
TÁCITO, A FIN DE PRESERVAR LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES  — CONSTITUCIONALMENTE 
RECONOCIDOS A FAVOR DEL INDIVIDUO.- De 


22 Décima Época. Registro digital: 2003770. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.). Materia(s). Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 2, página 1029 
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los artículos lo. y 133 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que las 
autoridades del Estados Mexicano están obligadas a 
garantizar a los individuos la protección más amplia de 
sus derechos fundamentales, asegurando la primacía 
de la Constitución ante cualquiera otra disposición que 
la contraríe, obligación que, tratándose del juicio de 
amparo, trasciende en que probada la afectación a los 
derechos fundamentales del quejoso, su restauración 
resulta ineludible, sin que sea válido soslayarla 
mediante rigorismos técnicos, para dejar subsistir el acto 
inconstitucional y sus efectos. Bajo este orden de ideas, 
si un Tribunal Colegiado de Circuito, en suplencia de la 
queja deficiente prevista en la fracción VI del artículo 
76 Bis de la Ley de Amparo, concede el amparo por 
la aplicación de una norma declarada inconstitucional 
por su propia jurisprudencia, el estudio y restauración 
de esa violación son prioritarios aun por encima de la 
inoperancia por consentimiento tácito, inferido por la 
ausencia de impugnación oportuna de un acto anterior 
que también aparezca probado en el juicio, pues 
mientras dicha inoperancia constituye un rigorismo 
técnico basado en una presunción de falta de voluntad de 
impugnación, la violación a los derechos fundamentales 
demostrada objetiva y certeramente, representa una 
afectación sustantiva a los derechos fundamentales que 
actualiza plenamente el mandato constitucional de su 
restauración, ordenanza superior a cualquier otra que 
bien puede encausarse, dando a la figura de la suplencia 
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el alcance protector más amplio y eficiente posible, a la 
luz de los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad, aplicables en relación 
con la preservación de los derechos fundamentales 
constitucionalmente reconocidos a favor del individuo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.” 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2019569 
Jurisprudencia 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Materias(s): Común 
Tesis: 1.110.C. J/9 (10a.) 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 64, Marzo de 2019, Tomo Ill, 

página 2553 
SUPLENCIA DE LA QUEJA. PROCEDE CUANDO 
PARA UN TRIBUNAL COLEGIADO — DE 
CIRCUITO RESULTE NOTORIA Y MANIFIESTA 
LA CONTRAVENCIÓN A LAS REGLAS DE 
PROCEDENCIA O ACCESO AL JUICIO DE 
AMPARO DERIVADA DE UNA PREVENCIÓN 
INJUSTIFICADA DE LA DEMANDA.- Del análisis 
del artículo lo. de la Ley de Amparo, se obtiene la 
procedencia genérica de la acción constitucional, 
esto es, el gobernado, salvo los casos previstos en la 
propia ley, la Constitución Política de los Estados 
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23 Décima Época. Registro digital: 2003774. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1V.20.A. J/4 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 
2, página 1033 
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Unidos Mexicanos o la jurisprudencia, podrá ejercer la 
acción constitucional contra normas generales, actos u 
omisiones de la autoridad que transgredan los derechos 
humanos o las garantías establecidas para su protección. 
Ello es así, pues la garantía para la protección de 
esos derechos es el juicio de amparo, al tratarse del 
mecanismo constitucional y de mayor jerarquía 
para obtener la restitución en el goce del derecho 
fundamental transgredido. Así las cosas, conforme al 
artículo 79, fracción VI, de la ley de la materia, cuando 
para un Tribunal Colegiado de Circuito resulta notoria y 
manifiesta la contravención a las reglas de procedencia o 
acceso al amparo, ya sea por la aplicación de una causa 
que no rige el acto reclamado o ante el requerimiento 
injustificado al quejoso para que aclare su demanda, 
se actualiza una hipótesis por la cual, expresamente, 
procede dicha acción federal y desde la demanda se 
han satisfecho en su integridad los requisitos formales 
previstos en el artículo 108 de la ley citada; dicho 
tribunal está obligado a suplir la queja en términos de 
la fracción VI del artículo 79 invocado, a efecto de 
priorizar el estudio y la restauración de dicha violación, 
lógicamente con exclusión de los rigorismos propios 
del amparo de estricto derecho, dando a la figura de la 
suplencia el alcance protector más amplio y eficiente 
posible, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia,  indivisibilidad y progresividad 
que deben observarse en relación con la preservación 
de los derechos fundamentales constitucionalmente 
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reconocidos a favor del individuo. Lo anterior, a fin de 
evitar que a la restauración de una violación a derechos 
fundamentales objetivamente probada, se oponga la 
prevalencia de la violación por meros obstáculos de 
rigor técnico, debiendo, por el contrario, despejarse 
tales tecnicismos y cuestiones de cualquier índole que 
impidan al amparo ser el medio de control constitucional 
más eficaz para cumplir con el mandato mencionado que 
la Constitución Federal impone para velar por el respeto 
a los derechos fundamentales y haciendo la función 
del Juez de amparo congruente con ese propósito, 
ministrando justicia donde se sabe requerida, sin buscar 
impedimentos para realizarla. 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Queja 70/2015. Antonio Jhovany Durán Bautista. 
30 de abril de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: 
Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Tomás Zurita 
García. 

Queja 65/2017. 21 de abril de 2017. Unanimidad de 
votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: 
Sergio Iván Sánchez Lobato. 

Queja 151/2017. René Tonatiuh Muñiz Patiño. 
16 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: J. 
Refugio Ortega Marín. Secretario: Jorge Luna Olmedo. 

Queja 115/2017. Pablo Salazar. 29 de junio de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Ortega 
Marín. Secretario: Manuel Hernández Padrón. 
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Queja 327/2018. Fermaca Pipeline de Occidente, 
S. de R.L. de C.V. 17 de enero de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Irma Rodríguez Franco. Secretaria: 
Maricela Nieto Vargas. 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 
2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2019, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 


24 Décima Época. Registro digital: 2019569. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.110.C. J/9 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, Marzo de 2019, Tomo 
IIL, página 2553 
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VIL- De una tesis jurisprudencial ingrata. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2010624 
Segunda Sala 
Jurisprudencia 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 25, diciembre de 2015, Tomo I 
Materia(s): Constitucional, Común 
Tesis: 2a./J. 158/2015 (10a.) 
Página: 359 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
EN EL JUICIO DE AMPARO LABORAL. LA 
CIRCUNSTANCIA DE QUE SÓLO OPERE EN 
BENEFICIO DEL TRABAJADOR, NO VULNERA 
EL DERECHO HUMANO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN.- El artículo 76 Bis, fracción IV, 
de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, 
sustituido por el numeral 79, fracción V, de ley de la 
materia en vigor al día siguiente, al prever expresamente 
que la suplencia de la queja deficiente en materia laboral 
procede sólo a favor del trabajador, es producto de los 
procesos históricos de reforma constitucional y legal, 
cuya distinción de trato, en relación con el patrón, radica 
en que su finalidad es solventar la desigualdad procesal 
de las partes y la necesidad de proteger bienes básicos, 
derivado de que: a) el artículo 123 de la Constitución 
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N 
al 


Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
Federal del Trabajo regulan la relación laboral como 
un derecho de clases; b) el patrón tiene mayores 
posibilidades económicas, lo cual le permite acceder 
a los servicios de mejores abogados y, al tener la 
administración de la empresa, cuenta con una mejor 
posibilidad de allegarse medios probatorios para el 
juicio; y, c) la protección a bienes elementales tiene 
como base el hecho de que la subsistencia del trabajador 
y de su familia, con todo lo que lleva implícito, depende 
de su salario y prestaciones inherentes, razón que 
evidencia la importancia que tiene para el trabajador 
un litigio derivado de la relación laboral; motivo por 
el cual se le liberó de la obligación de ser experto en 
tecnicismos jurídicos, lo que contribuyó, por un lado, a 
que no se obstaculizara la impartición de justicia y, por 
otro, a la salvaguarda de los derechos fundamentales 
consagrados en el referido artículo 123 de la Carta 
Magna. En esas condiciones, la Segunda Sala reitera 
el criterio de la jurisprudencia 2a./J. 42/97*%, en el 


Novena Época. Registro digital: 197696. Segunda Sala. Jurisprudencia. Semanario 


Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VI, Septiembre de 1997. Página: 
305. Materia(s): Laboral. Tesis: 2a./J. 42/97. SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA 
DE LA QUEJA EN FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, IMPROCEDENCIA DE 
LA.- El artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en su fracción IV, establece que 
en materia laboral la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador; luego, 
resulta inconcuso (sic) que no es dable la operancia de dicha institución jurídica 
en favor del patrón. El anterior aserto deriva de una interpretación gramatical, 
histórica, sistemática y finalista, que lleva a esta Segunda Sala a concluir que la 
suplencia de la queja en la materia laboral únicamente se justifica en favor del 
trabajador, en tanto que su finalidad es solventar la desigualdad procesal de las 
partes y la necesidad de proteger bienes básicos. La desigualdad procesal se 
sustenta, primordialmente, en el artículo 123 constitucional y en la Ley Federal 
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del Trabajo, que regulan la relación laboral como un derecho de clases; así como 


en la circunstancia genérica, consistente en la mayor posibilidad económica del 
patrón, lo cual le permite acceder a los servicios de mejores abogados, caso 
contrario del trabajador; así también, porque al tener el patrón la administración 
de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad de allegarse medios probatorios 
para el juicio. La protección a bienes básicos tiene como base el hecho de que la 
subsistencia del trabajador y de su familia, con todo lo que lleva implícito, depende 
de su salario y prestaciones inherentes, razón que evidencia la importancia que 
tiene para el trabajador un litigio derivado de la relación laboral. En tal virtud, al no 
existir tales justificantes para el patrón, por ningún motivo o pretexto es correcto 
apartarse de los lineamientos del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, ni menos 
todavía interpretarlos o pretender soslayarlos por analogía o mayoría de razón, 
habida cuenta de que la fracción VI del susodicho artículo 76 bis no es aplicable 
para suplir la deficiencia de la queja en favor del patrón, ni aun excepcionalmente, 
tratándose de una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa, 
tal y como ocurre por la falta de emplazamiento o su práctica defectuosa, toda 
vez que la norma específica debe prevalecer sobre la genérica, esto es, si la 
voluntad del legislador hubiera sido que en materia laboral se aplicara en favor del 
patrón la fracción VI, hubiese utilizado un texto distinto, por ejemplo, la suplencia 
de la queja sólo se aplicará en favor del trabajador “con excepción de lo previsto 
(o cualquier otra similar) en la fracción VI”, lo cual no ocurrió así; entonces, no 
tiene por qué interpretarse en otro sentido. Es menester indicar que existe una 
excepción derivada de lo previsto en la fracción | del artículo 76 bis de la Ley de 
Amparo, esto es, únicamente para el caso de que el acto reclamado se funde 
en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, supuesto en el cual sí es factible la suplencia en 
favor del patrón. Conviene agregar que el artículo 107, fracción lll, inciso c), en 
concordancia con la fracción VII, constitucional, establece la figura de “tercero 
extraño a juicio”, hipótesis normativa recogida por el artículo 114, fracción V, de 
la Ley de Amparo, figura jurídica que, trasladada a la materia laboral, permite 
al patrón impugnar todo lo actuado en el juicio natural a través del amparo 
indirecto, aunque necesariamente debe realizar el razonamiento lógico-jurídico 
que demuestre la transgresión de garantías impugnada, porque pretender lo 
contrario implicaría dejar en estado de indefensión a la otra parte, la trabajadora; 
situación que se agudiza en el recurso de revisión, pues aceptarse otra cosa 
implicaría atentar contra la naturaleza jurídica del recurso y en perjuicio de la 
parte trabajadora.- Contradicción de tesis 61/96. Entre las sustentadas, por una 
parte, por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero del Sexto Circuito 
y Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y, por otra, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Segundo Tribunal Colegiado 
del Noveno Circuito, Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Segundo 
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sentido de que es improcedente la suplencia de la queja 
deficiente a favor del patrón, inclusive bajo el contexto 
constitucional sobre derechos humanos imperante 
en el país, y en consecuencia, la circunstancia de que 
sólo opere en beneficio del trabajador, no vulnera el de 
igualdad y no discriminación, porque la distinción de 
trato en referencia con el trabajador está plenamente 
justificada y, por lo mismo, resulta proporcional, 
es decir, sí guarda una relación razonable con el fin 
que se procura alcanzar, ya que tal diferenciación 
constituye una acción positiva que tiene por objeto 
medular compensar la situación desventajosa en que 
históricamente se ha encontrado la clase trabajadora 
frente a la patronal. 

Amparo directo en revisión 725/2014. 
Ayuntamiento del Municipio de Campeche. 11 de 
junio de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. 
Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: Miguel Ángel Burguete García. 


Suplencia de la queja 


Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tribunal Colegiado del Décimo Circuito y 
Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 22 de agosto de 1997. Cinco 
votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Edgar Humberto Muñoz Grajales. 
Tesis de jurisprudencia 42/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto tribunal, 
en sesión pública de veintidós de agosto de mil novecientos noventa y siete, por 
unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano, Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, Mariano Azuela Glitrón y 
presidente Genaro David Góngora Pimentel. 
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Amparo directo en revisión 2727/2014. Namuh, 
S.A. de C.V. y otros. 8 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 2298/2014. Beatriz 
Morales Rodríguez. 30 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó 
con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 

Amparo en revisión 633/2014. Operadora de 
Personal Operativo Especializado, S. de R.L. de C.V. 4 
de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan 
N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedades Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 3408/2015. Blanca 
Susana Bonilla Sepúlveda y otra. 14 de octubre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
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Dayán; votó con salvedad Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo 
Villeda Ayala. 

Tesis de jurisprudencia 158/2015 (10a.). Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veinticinco de noviembre de dos mil 
quince.” 


14.- La segunda sala de la suprema corte de justicia, al 
machacar el criterio de la ilegal jurisprudencia 2a./J. 42/97 
21, en el sentido de que es improcedente la suplencia 


26 Décima Época. Registro digital: 2010624. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 2a./J. 
158/2015 (10a.). Materia(s): Constitucional, Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, 
Tomo |, página 359 


27 Novena Época.- Registro digital: 197696.- Segunda Sala.- Jurisprudencia.- 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Tomo VI, Septiembre de 
1997.- Materia(s): Laboral.- Tesis: 2a./J. 42/97.- Página: 305.- SUPLENCIA 
DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, 
IMPROCEDENCIA DE LA. El artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en su 
fracción IV, establece que en materia laboral la suplencia sólo se aplicará en 
favor del trabajador; luego, resulta inconcuso que no es dable la operancia de 
dicha institución jurídica en favor del patrón. El anterior aserto deriva de una 
interpretación gramatical, histórica, sistemática y finalista, que lleva a esta 
Segunda Sala a concluir que la suplencia de la queja en la materia laboral 
únicamente se justifica en favor del trabajador, en tanto que su finalidad es 
solventar la desigualdad procesal de las partes y la necesidad de proteger bienes 
básicos. La desigualdad procesal se sustenta, primordialmente, en el artículo 123 
constitucional y en la Ley Federal del Trabajo, que regulan la relación laboral como 
un derecho de clases; así como en la circunstancia genérica, consistente en la 
mayor posibilidad económica del patrón, lo cual le permite acceder a los servicios 
de mejores abogados, caso contrario del trabajador; así también, porque al tener 
el patrón la administración de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad de 
allegarse medios probatorios para el juicio. La protección a bienes básicos 
tiene como base el hecho de que la subsistencia del trabajador y de su familia, 
con todo lo que lleva implícito, depende de su salario y prestaciones inherentes, 
razón que evidencia la importancia que tiene para el trabajador un litigio derivado 
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de la queja deficiente a favor de la parte patronal, inclusive 


de la relación laboral. En tal virtud, al no existir tales justificantes para el patrón, 
por ningún motivo o pretexto es correcto apartarse de los lineamientos del 
artículo 76 bis de la Ley de Amparo, ni menos todavía interpretarlos o pretender 
soslayarlos por analogía o mayoría de razón, habida cuenta de que la fracción 
VI del susodicho artículo 76 bis no es aplicable para suplir la deficiencia de la 
queja en favor del patrón, ni aun excepcionalmente, tratándose de una violación 
manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa, tal y como ocurre por la falta 
de emplazamiento o su práctica defectuosa, toda vez que la norma específica 
debe prevalecer sobre la genérica, esto es, si la voluntad del legislador hubiera 
sido que en materia laboral se aplicara en favor del patrón la fracción VI, hubiese 
utilizado un texto distinto, por ejemplo, la suplencia de la queja sólo se aplicará en 
favor del trabajador “con excepción de lo previsto (o cualquier otra similar) en la 
fracción VI”, lo cual no ocurrió así; entonces, no tiene por qué interpretarse en otro 
sentido. Es menester indicar que existe una excepción derivada de lo previsto en 
la fracción | del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, esto es, únicamente para el 
caso de que el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, supuesto en el cual 
sí es factible la suplencia en favor del patrón. Conviene agregar que el artículo 
107, fracción lll, inciso c), en concordancia con la fracción VII, constitucional, 
establece la figura de “tercero extraño a juicio”, hipótesis normativa recogida por 
el artículo 114, fracción V, de la Ley de Amparo, figura jurídica que, trasladada a 
la materia laboral, permite al patrón impugnar todo lo actuado en el juicio natural a 
través del amparo indirecto, aunque necesariamente debe realizar el razonamiento 
lógico-jurídico que demuestre la transgresión de garantías impugnada, porque 
pretender lo contrario implicaría dejar en estado de indefensión a la otra parte, la 
trabajadora; situación que se agudiza en el recurso de revisión, pues aceptarse 
otra cosa implicaría atentar contra la naturaleza jurídica del recurso y en perjuicio 
de la parte trabajadora.- Contradicción de tesis 61/96. Entre las sustentadas, por 
una parte, por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero del Sexto 
Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y, por otra, el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Segundo Tribunal 
Colegiado del Noveno Circuito, Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tribunal Colegiado del Décimo 
Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 22 de agosto de 
1997. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Edgar Humberto 
Muñoz Grajales. Tesis de jurisprudencia 42/97. Aprobada por la Segunda Sala 
de este alto tribunal, en sesión pública de veintidós de agosto de mil novecientos 
noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, Mariano Azuela 
Guitrón y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 
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Suplencia de la queja 


bajo el contexto constitucional sobre derechos humanos 
imperante en el país, demuestra una vez más retroceso 
y contradicciones, ya que el hecho de que solo opere en 
beneficio del trabajador vulnera el principio de igualdad 
y discrimina a la parte patronal, ya que además, esa parte 
patronal puede ser una ama de casa o un patrón de tendajón 
que jamás tendrá la fortaleza de una empresa y con 
ello, se demuestra que la jurisprudencia sólo debe 

ser la interpretación correcta de la ley, y esa tesis reiterativa, 
o machacona e ingrata, implica un retroceso al principio 
pro homine, a la igualdad y una negación a los principios 
rectores amplísimos de los Derechos Humanos. Que grave 
contrasentido. 

15.- Es increíble, por otra parte, que la misma 
segunda sala, contradiciéndose, haya dictado antes 
la tesis referida número  2a./J. 154/2015  (10a.) 
en el mismo mes de diciembre de 2015, con rubro: 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. DEBE ANALIZARSE ACORDE 
CON EL MARCO SOBRE DERECHOS HUMANOS 
RESGUARDADO POR EL ARTÍCULO lo. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE 
JUNIO DE 2011, misma jurisprudencia que ya referimos. 
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A manera de conclusión 


16.- Las frases históricas del que fuera ministro don 
Guillermo Guzmán Orozco quien sentenció: 


“(...) los Jueces de amparo no deben hacer de la 
técnica de ese juicio un monstruo del cual se pueda 
hablar académicamente, pero que resulte muy limitado 
en la práctica para la protección real y concreta de 
los derechos constitucionales real y concretamente 
conculcados. De donde se desprende que las normas 
que regulan el procedimiento constitucional deben 
interpretarse con espíritu generoso, que facilite el acceso 
del amparo al pueblo gobernado. (...)”. Se encuentran 
en la siguiente tesis: 


Séptima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 252943 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Semanario Judicial de la Federación. Volumen 
103-108, Sexta Parte, página 285 
AMPARO, FINALIDAD Y NATURALEZA DEL.- El 
juicio de amparo es el instrumento procesal creado por 
nuestra Constitución Federal para que los gobernados 
puedan hacer proteger sus garantías constitucionales de 
las violaciones que al respecto cometan las autoridades. 
Y ese instrumento no sólo debe ser motivo académico 
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Suplencia de la queja 


de satisfacción, sino que también en la vida real y 
concreta debe otorgar a los ciudadanos una protección 
fácil y accesible para sus derechos más fundamentales, 
independientemente del nivel de educación de esos 
ciudadanos, e independientemente de que tengan o 
no, abundantes recursos económicos, así como del 
nivel de su asesoría legal. Esto es importante, porque 
la protección que el Poder Judicial Federal hace de 
las garantías constitucionales de los gobernados debe 
funcionar como un amortiguador entre el poder del 
Estado y los intereses legales de los individuos, y en 
la medida en que ese amortiguador funcione, en vez 
de sentirse un poder opresivo, se respirará un clima de 
derecho. Luego los Jueces de amparo no deben hacer 
de la técnica de ese juicio un monstruo del cual se 
pueda hablar académicamente, pero que resulte muy 
limitado en la práctica para la protección real y concreta 
de los derechos constitucionales real y concretamente 
conculcados. De donde se desprende que las normas 
que regulan el procedimiento constitucional deben 
interpretarse con espiritu generoso, que facilite el 
acceso del amparo al pueblo gobernado. En un régimen 
de derecho, lo importante no es desechar las demandas 
de amparo que no están perfectamente estructuradas, 
sino obtener la composición de los conflictos que 
surgen entre gobernados y gobernantes, y resolver 
judicialmente sobre el fondo de las pretensiones de 
éstos. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO — EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Séptima Época, Sexta Parte: 

Volúmenes 91-96, página 28. Amparo en 
revisión 824/75. Filomeno Delgado Domínguez. 21 de 
septiembre de 1976. Unanimidad de votos. Ponente: 
Guillermo Guzmán Orozco. 

Volúmenes 91-96, página 28. Amparo en revisión 
507/76. Asociación Ganadera Local de Jonuta, Tabasco. 
19 de octubre de 1976. Unanimidad de votos. La 
publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 97-102, página 35. Amparo en revisión 
170/77. Refaccionaria Industrial Molinera, S.A. 19 de 
abril de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 97-102, página 35. Amparo en revisión 
194/77. Muebles y Decoración Sobrino, S.A. 10 de 
mayo de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 103-108, página 31. Amparo en 
revisión 554/77. José Trinidad Badillo. 16 de agosto 
de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente.? 


28 Séptima Época. Registro digital: 252943. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación.Volumen 103-108, Sexta Parte, página 285. 
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17.- Después de leer tantas evasiones, es un respiro 
conocer el ensayo “principio de estricto derecho. ¿cremación 
o sepultura??? del magistrado michoacano don Leonel 
Castillo González, cuando refiere: 


“(...) hoy asistimos gustosos a un acto luctuoso de un 
usurpador -y así voy a tratar de demostrarlo- que, en 
el campo de la justicia, especialmente en el juicio de 
amparo (que lo ha trasmitido a los demás), ha propiciado 
miles de casos resueltos injustamente, bajo el pretexto 
de que el quejoso, conjuntamente con su abogado, no se 
han sabido defender, y en donde el pecado para perder 
propiedades, haciendas, familias, ha sido, así sin más, no 
saberse defender. Me refiero concretamente al llamado 
principio de estricto derecho. 

(...) Ha habido casos en que un juez pudo decir: estaba 
clarísimo que el quejoso tenía la razón, lo vi, ahí estaban 
todas las pruebas, tenía el derecho defendido, pero 
como no expresó un concepto de violación idóneo, 
tuve que resolver en su contra, así es que ya no va a 
tener la custodia de su hijo, ya no va a tener su casa, 
porque no supo acudir a un buen abogado, o bien, el 
abogado hizo todos sus argumentos adecuados, pero no 
coincidió con la forma de pensar del juez responsable, y 
entonces ahí se acabó todo. (...) Seguramente también 
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29 Esa versión se editó en el Tribunal Electoral del Estado de Michoacán, con base 
en la grabación de la conferencia dada por el Magistrado Leonel Castillo González, 
el 18 de marzo de 2016, en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la 
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo. El autor la revisó y aprovechó 
para hacer correcciones que facilitaran su lectura, y la completó con algunas ideas 
que no alcanzó a exponer oralmente. 
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ya advirtieron cuál es mi posición y mi disyuntiva, 
pues tengo la convicción de que tal estricto derecho ha 
muerto, y planteo el dilema de si debemos incinerarlo 
a ocho mil grados de temperatura, para que no quede 
más que polvo absoluto que se esparza en los aires y 
no se vuelva a juntar, o si le damos cristiana sepultura. 
El riesgo con esta segunda opción es que, sus fanáticos 
y simpatizantes puedan robar el cadáver y erigirle un 
templo para venerarlo, pues hay que decirlo, todavía hay 
muchos que reverencian este principio: de modo que me 
inclino por la cremación ”. 

(...) “En esa tónica se fueron derribando inercias. 
El siguiente paso, que a mi juicio dio el golpe de 
muerte al estricto derecho, se asentó con las reformas 
constitucionales de 2011, en derechos humanos y en 
materia de amparo. 

Sin duda, tiene gran trascendencia para ambas 
reformas, el artículo 19 constitucional, tan comentado 
y tan connotado, en el que se establece que todas las 
autoridades, todas sin excepción, están obligadas a 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos, pues esto motivó a que la Corte, en el famoso 
expediente Varios 912/2010, sobre el caso Radilla 
Pacheco, considerara que la protección de los derechos 
humanos se debe hacer de oficio, por los tribunales de 
amparo, de manera que su protección no tiene límites, 
toda autoridad lo debe hacer, y no es rogado, sino 
obligatorio, es de oficio. Al criterio se sumó el cambio 
de la Corte de una tesis ancestral, al abrir la posibilidad 
del control difuso de la constitucionalidad de las 
leyes, para que los órganos jurisdiccionales, desde las 
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instancias iniciales, pudieran llevar a cabo este control, 
-recuérdese que lo habían mantenido a capa y espada 
como facultad exclusiva del Poder Judicial Federal a 
través del amparo-. Estas novedades tienen el efecto de 
dar una cobertura amplísima a la suplencia de la queja, 
para hacer a un lado, definitivamente el principio de 
estricto derecho. 

De esta forma, es evidente que ahí terminó el poder 
real del principio, mediante la acumulación de victorias 
parciales durante cerca de un siglo, hasta dejarlo inocuo, 
y ésa es la razón por la cual yo celebro la muerte del 
principio de estricto derecho, y los invito a presenciar su 
cremación. 

Aquí sí resultó inexacta la vieja expresión popular que 
no hay mal que dure cien años. 

Al respecto, existe una tesis de jurisprudencia de un 
Tribunal Colegiado de Circuito, publicada con el título 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. SUS ALCANCES A RAÍZ 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE 10 
DE JUNIO DE 2011*% En esta se expresa que a partir 
de dicha reforma deben quedar superados todos los 
obstáculos técnicos que impidan el estudio de fondo 
de la violación, fundados en una aplicación rigorista 
de la causa de pedir con la forma y oportunidad en 
que se plantea; que la suplencia de la queja deficiente 
quedó fortalecida, porque los tribunales pueden analizar 
por sí una violación no aducida y conceder el amparo; 
que la suplencia es el instrumento que mejor revela la 


Suplencia de la queja 


30 Tesis que está referida en este ensayo. 
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naturaleza proteccionista del amparo, para asegurar 
el principio de supremacía constitucional, y que las 
reformas han venido a ampliar su ejercicio. (...)”. 


18.- Don Leonel Castillo terminó indicando: “muera la 
forma y viva la justicia”. Lo que repito con él, emocionado. 

19.- Lástima que caminemos lento. La tesis luminosa 
ponderada al principio es del año de 2013. los derechos 
humanos en la constitución mexicana son del año de 2010. 
La legislación atinente sigue una vieja tendencia. 


Marzo de 2024 
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De la Jurisprudencia que comienza 
Abogado José Carlos Guerra Aguilera 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Ind-Med 
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El poder de un nombre: Supremo Tribunal 
de Justicia. Mas allá de la semántica 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Resumen: El Supremo Tribunal de Justicia de Guanajuato desde su establecimiento 
en 1824, destaca por su denominación que enfatiza su máxima autoridad y la más 
alta posición en la jerarquía judicial, simbolizando tanto la independencia como la 
soberanía, reflectores de su estatura en la impartición de justicia. 


Palabras claves: Supremo. Superior. Poder judicial. Guanajuato. Justicia. 


Abstract: The Supreme Court of Justice of Guanajuato, since its establishment 
in 1824, stands out for its denomination, which emphasizes its supreme authority 
and highest position in the judicial hierarchy, symbolizing both independence and 
sovereignty, reflective of its stature in the administration of justice. 


Keywords: Supreme. Superior. Judiciary. Guanajuato. Justice. 


Introducción 


efinitivamente la elección de un nombre influye en 

la trascendencia de lo que designa y, puede suceder, 

que no siempre se elija lo más adecuado o el nombre 
queda pequeño o queda grande o no tiene que ver con lo que 
se pretende. 

No elegir un buen nombre para una institución puede 
tener serias consecuencias, puede generar confusión sobre sus 
propósitos, se puede ver afectada su identidad y percepción 
pública. 


Supremo Tribunal de Justicia 
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Supremo Tribunal de Justicia 


Mas, sí se eligió un buen nombre para el poder judicial 
de Guanajuato, que por cierto recién celebró su cumpleaños 
200 y desde su nacimiento y bautizo se ha mantenido el 
mismo nombre: Supremo tribunal de justicia. 

Destacando, para que no se olvide, que dicho nombre 
es producto de su historia y, su simbolismo, obliga a siempre 
buscar la mejor justicia. 
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El poder de un nombre 


upremo Tribunal de Justicia es la denominación oficial 

del representante del poder judicial en Guanajuato que 

destaca por su singularidad en el contexto nacional, 
donde prevalece la nomenclatura de tribunales superiores de 
justicia. 

La palabra supremo proviene del latín supremus y en la 
segunda acepción de la real academia de la lengua significa, 
que no tiene superior en la línea, que es el máximo y sobre 
el nada más, ni nadie más.! 

La distinción entre supremo y superior radica 
principalmente en el nivel de jerarquía y la comparación de 
palabras arroja que superior no necesariamente implica el 
nivel más alto. 

El nombre supremo ha sido parte de la identidad 
del Estado de Guanajuato desde su conformación como 
entidad federativa, remontándose a la promulgación de 
la Constitución del 4 de octubre de 1824, que estableció 
formalmente el sistema federal y la creación de los estados 
dentro de la unión. 


1 Real academia de la lengua española: Supremo. En diccionario de la lengua 
española. Actualización 2023. En https://dle.rae.es/supremo. Consultado el 20 el 
junio de 2024. 
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Supremo Tribunal de Justicia 


Así, la Constitución de 1824 marcó formalmente la 
existencia de Guanajuato dentro de los Estados Unidos 
Mexicanos y, fue en este contexto, que se fundó el Supremo 
Tribunal de Justicia como la máxima instancia judicial del 
estado.? 

En las deliberaciones del Congreso, se optó colectivamente 
por el nombre de Supremo Tribunal de Justicia, tras la propuesta 
sobre su denominación que reflejó un consenso general.* 

Las actas del congreso no identifican al diputado 
que propuso el nombre, lo que se anotó fue una discusión 
ordinaria sobre la denominación y la decisión final se tomó por 
unanimidad. 


2 La selección del nombre Guanajuato, para el estado y su capital, tiene raíces en 
la historia prehispánica y colonial de México. Originalmente, la palabra Guanajuato 
proviene del purépecha Quanax-juato, que se traduce comúnmente como lugar 
de ranas o colina de las ranas que obedece a la geografía montañosa del lugar 
que en la cosmovisión indígena o incluso al ojo profano se parece a una rana. 
Con la llegada de los españoles y la posterior colonización, el nombre indígena 
se mantuvo, adaptándose la fonética y la ortografía española, como actualmente 
está. El establecimiento del México independiente y la reorganización territorial 
que siguió, Guanajuato se convirtió oficialmente en uno de los estados de la 
federación mexicana, conservando su nombre histórico. Cfr. Blanco Mónica, Parra 
Alma y Ruiz Medrano, Ethelia: Breve historia de Guanajuato. México, D.F.: Colegio 
de México, Fondo de Cultura Económica, 2000; passim. Meyer Cosío, Francisco 
Javier: La minería en Guanajuato: Denuncios, minas y empresas (1892-1913). 
Guanajuato, México: Universidad de Guanajuato, 1998; passim. 


3 Constituido formalmente como entidad federativa, el congreso local se 
integró inicialmente por los diputados José María Septién y Montero, Mariano 
García de León, José María Esquivel, Manuel Galván, Antonio Murillo, 
Francisco Aniceto Palacios, Vicente Umarán, luego se unieron al congreso 
José María Leal y Araujo (quien fue el que calificó de pomposo el nombre 
de supremo), José Tiburcio Incapié, Domingo Chico, José Ramón Guerra. 
Cfr. Congreso del estado de Guanajuato: Sesión del 25 de junio de 1824, 
Creación. del Tribunal de Justicia. Imprenta a cargo de José María Carranca 
dirigida por Agustín Chávez. 1824; pp. 83 y ss. 
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Aunque si hubo un debate sobre el nombre del tribunal o 
mejor dicho una opinión diferente, a cargo del diputado Leal 
quien sugirió evitar el uso del adjetivo supremo para prevenir 
toda pomposidad, argumentando que las resoluciones del 
tribunal deberían ser marcadas por su moderación y sencillez. 

A pesar de esa sugerencia, el resultado fue la inclusión 
oficial del término supremo en el artículo 1.0, que define la 
creación de una Corte o Tribunal de Justicia denominado 
Supremo Tribunal de Justicia del estado libre de Guanajuato. * 

De tal suerte, la elección del nombre supremo refleja 
consideraciones históricas, legales y simbólicas, enfatizando 
la posición de máxima autoridad y jerarquía en la apelación, 
por encima de cualquier otro tribunal. 

En el contexto histórico de la recién establecida 
federación mexicana, cada estado buscaba afirmar su 
autonomía y soberanía dentro del marco federal y, 
nombrar a su tribunal máximo como supremo, implica 
una declaración de capacidad para autoorganizarse, para 
administrar justicia de manera independiente y es una 
franca declaración de soberanía. Algo así como decir: - Sí, 
estamos en la unión, pero los temas de justicia se resuelven, 
en y por la gente de Guanajuato. - 

Si bien el nombre de supremo tribunal de justicia es 
poco usado en México para referir a los poderes judiciales 
locales, definitivamente debe conservarse, al ser un 
importante símbolo de la cúspide judicial y fungir como 
enfático recordatorio al interpretar y aplicar la ley, a un 
máximo nivel. 


4 Cfr. Congreso del estado de Guanajuato: Sesión del 25 ..., pp. 83 y ss. 
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Conclusión 


para el máximo órgano judicial de Guanajuato no 
es meramente semántica ya que encierra profundos 
significados históricos y jurídicos. 

Desde su creación en 1824, este nombre ha simbolizado 
la máxima autoridad y se erige como recordatorio 
constante de la mayor altura en la justicia e independencia 
jurisdiccional. 


| a elección del nombre Supremo Tribunal de Justicia 
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Artículo 33. Los procesos administrativos o judiciales en 
los que sea parte la víctima de las conductas previstas 
en la presente Ley, a partir de la promoción fundada y 


motivada que realice su representante legal, apoderado o 
abogado patrono, quedarán suspendidos mientras dure 
su cautiverio y hasta por tres meses más a juicio razonado 
de la autoridad respectiva. 


Suspensión de procesos judiciales o 
administrativos durante el cautiverio 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


o judiciales en los que la víctima de las conductas 

previstas en la ley sea parte, quedarán suspendidos 
mientras dure su cautiverio y hasta por tres meses más a 
juicio razonado de la autoridad respectiva, a partir de la 
promoción fundada y motivada que realice su representante 
legal, apoderado o abogado patrono. 

La idea de este artículo es garantizar que las víctimas 
de secuestro no sean perjudicadas en sus asuntos legales 
o administrativos debido a su incapacidad para participar 
activamente en ellos mientras están privadas de su libertad. 
Al suspender estos procesos, se protege a las víctimas de 
posibles consecuencias legales adversas que podrían surgir 
debido a su ausencia involuntaria. 


| y l artículo 33 establece que los procesos administrativos 
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Suspensión del proceso 


L- Suspensión de procesos durante el cautiverio 


La norma antisecuestro establece que los procesos 
administrativos o judiciales en los que sea parte la víctima de las 
conductas previstas en esta ley, quedarán suspendidos mientras 
dure su cautiverio, a partir de la promoción fundada y motivada 
que realice su representante legal, apoderado o abogado patrono. 

Así, se tiene como objetivo proteger los derechos y el 
bienestar de las víctimas de secuestro, asegurando que no se 
vean perjudicadas en sus asuntos legales o administrativos 
debido a su incapacidad para participar activamente en ellos 
durante el tiempo que están privadas de su libertad. 

Para ello, el proceso de suspensión debe iniciarse mediante 
una solicitud formal presentada por el representante legal, 
apoderado o abogado patrono de la víctima. Esta solicitud 
debe estar debidamente fundamentada y motivada, explicando 
claramente las razones por las cuales la suspensión es necesaria. 
Este procedimiento garantiza que la autoridad competente esté 
informada de la situación específica de la víctima y pueda tomar 
la decisión adecuada para suspender los procesos en los que está 
involucrada. 


I1.- Extensión de la suspensión por tres meses adicionales 
a juicio de la autoridad 


La segunda porción del artículo 33 establece que los 
procesos administrativos o judiciales en los que sea parte 
la víctima de las conductas previstas en esta ley, quedarán 
suspendidos hasta por tres meses más, a juicio razonado de la 
autoridad respectiva. 
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Dicha disposición amplía la protección otorgada a las 
víctimas de secuestro al permitir que la suspensión de los 
procesos en los que están involucradas se extienda por un 
período extraordinario de hasta tres meses después de su 
liberación. La decisión de extender la suspensión debe ser 
tomada por la autoridad competente, basada en un juicio 
razonado. Esto significa que la autoridad debe evaluar 
cuidadosamente las circunstancias específicas del caso y 
determinar si la extensión de la suspensión es necesaria para 
proteger los derechos e intereses de la víctima. 

Así, el propósito de esta medida es proporcionar a las 
víctimas de secuestro un tiempo adicional para recuperarse 
y reorganizar sus asuntos legales y administrativos tras su 
liberación, en virtud de que la experiencia del secuestro puede 
tener un impacto significativo en la salud física y mental de 
la víctima, y este período adicional de suspensión permite 
que la víctima se estabilice y reciba el apoyo necesario 
antes de reanudar su participación en los procesos legales o 
administrativos. 

Al permitir una extensión de hasta tres meses, la 
disposición reconoce que las víctimas pueden necesitar más 
tiempo para ajustarse y prepararse para enfrentar nuevamente 
los procedimientos en los que están involucradas. La 
autoridad competente debe considerar factores como la 
gravedad del impacto del secuestro en la víctima, su estado 
de salud y su capacidad para participar activamente en los 
procesos antes de decidir sobre la extensión de la suspensión. 
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Suspensión del proceso 
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Propuesta de un protocolo de actuación judicial, 
para la presentación ante juez competente, de 
menores que fueron sustraídos de su residencia 
habitual dentro de los juicios de orden familiar 


Juez Violeta Yelí Meneses Molina 


n nuestro país, el modelo clásico de familia ha sufrido 

importantes cambios. Las cifras de divorcios se han 

incrementado a más del 63.96% respecto del año 
2000', mientras que los matrimonios se han reducido un 
10.26% respecto del año 2019, y 35.96% respecto del año 
2000, según cifras recabadas por el INEGI en 2021.? 

Cuando los padres disuelven un matrimonio por vías 
legales, en muchos casos, los hijos resultan ser las principales 
víctimas, causado por la disputa de su guarda y custodia; 
lo que no siempre se da de manera sana, o en atención al 
interés superior de los menores. Por tal motivo, tener una 


1 INEGI: Matrimonios y divorcios. Recurso digital disponible en https://cuentame. 
inegi. org.mx/poblacion/myd.aspx?tema=P+H:—:text=En%202011%20por%20 
cada%20100,100%20matrimonios%20ocurrieron%2033%20divorcios. Consultado 
el 22 de septiembre de 2023. 


2 INEGI: Conoce cuántos matrimonios se han registrado a nivel nacional de 2000 
a 2021. Recurso digital disponible en https://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/ 
matydivo/grafica_matrimonios.pdf consultado el 22 de septiembre de 2023. 
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Sustracción 


visión que priorice la protección integral de los niños, niñas 
y adolescentes, desde las perspectivas más amplias para su 
correcto y sano desarrollo, resulta fundamental. 

La encomienda que tienen los padres de educar, decidir 
y encausar el desarrollo de sus hijos, deriva del ejercicio de la 
patria potestad la cual es la relación entre padres y el hijo, que 
se establece como derecho para lograr el desarrollo integral 
del niño; es decir, que disfrute tanto de sus derechos como de 
sus atribuciones, como los actos para imponer disciplina a los 
menores, y deberes, tales como otorgar alimentos, el cuidado 
diario, la convivencia. 

La patria potestad es una institución que, con el cambio 
de paradigma reconocido por la suprema corte, se crea 
para y por los niños, en beneficio de ellos, y no como una 
institución que da un poder total a los padres para hacer lo 
que consideren con los niños, niñas y adolescentes. 

Tradicionalmente, se veía a la patria potestad como 
un derecho de los padres, pero con el cambio de paradigma 
mencionado, la visión es que el sujeto central de la patria 
potestad son los niños. 

Derivado de lo establecido en la convención de los 
derechos del niño de la ONU, y dentro de la constitución, en 
el artículo 4%, los niños son sujetos de derecho y no objetos 
de él. 

La patria potestad se define como una función tutelar, y 
no, como antes se creía, que era un poder omnímodo de los 
padres, pues bajo ese concepto, los niños no tenían ningún 
derecho, y estaban sujetos a la voluntad del paterfamilias. 
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Así pues, desde una concepción moderna, la patria 
potestad se define como una función tutelar social sobre las 
personas que más lo necesitan, esto es, los que requieren 
cuidados especiales, y medidas reforzadas, por lo que, en 
primer término, la función se delega en los progenitores. 

La sustracción de menores, según estimaciones de 
organizaciones sociales y dependencias de gobierno, 
representa casi el 70% de los casos de niños desaparecidos, 
y de ese 70%, casi el 65% corresponde a la sustracción por 
parte de alguno de los padres. 

La CNDH define a la sustracción, retención u 
ocultamiento ilícito, como la separación unilateral e 
injustificada de un niño de la persona que legalmente detenta 
su guarda y custodia, ocultándolo o trasladándolo lejos del 
lugar de su residencia habitual. 

En la actualidad, los jueces familiares tenemos una 
disyuntiva a resolver, que surge cuando se presenta una 
demanda o medida relativa a la custodia de un niño, niña o 
adolescente, que previamente fue sustraído por algún familiar 
de su residencia habitual. Este dilema se da porque si no se 
reincorpora al menor a su lugar original de residencia, en un 
plazo que no exceda a un año, según criterios de la corte de 
la Haya, y con base en ello, de la SCJN, han establecido que 
el menor crea vínculos y costumbres en ese nuevo lugar. En 
dicho criterio, la Corte señala que no resulta pertinente que 
se vuelva a desprender a ese niño de su nuevo ambiente para 
no revictimizarlo, con lo que la conducta ilícita del sustractor 
termina por ser premiada y judicializada, esto ya sea por: 
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Sustracción 


A) Desconocimiento o mala interpretación de los criterios 
de aplicación de lo que la corte denomina: “Protección de los 
efectos perjudiciales que genera la conducta de sustracción y 
ocultamiento del menor en lugar distinto al de residencia, y 
que ya están habituados a su nuevo ambiente” o bien por, 

B) la aplicación de una justicia retardada y poco efectiva. 

En el estado de Guanajuato no contamos con un protocolo 
de actuación para proceder a la búsqueda, localización 
y presentación de un niño, niña o adolescente sustraído 
ilícitamente, tornándose una labor complicada su localización, 
resguardo, traslado y presentación, para poderle garantizar 
su derecho a ser entrevistado, y a su vez, garantizarle todos 
los derechos humanos que procesalmente nos corresponde 
salvaguardar. 

El sustento de este protocolo es muy amplio, pero el 
origen de este derecho lo es el concepto de la patria potestad, 
la cual es la relación entre padre, madre y el hijo, que establece 
derechos a lograr el desarrollo integral del niño, considerándolo 
como sujeto primordial de los juicios, en donde se resuelve su 
derecho de tener una residencia en respeto a su derecho de ser 
criado, cuidado y protegido por ambos progenitores, si y solo si 
no han perdido el derecho del ejercicio de la patria potestad, o 
de quien determinó la autoridad judicial en caso de sustitución 
de los padres. 

Con este protocolo, se pretende dotar de herramientas 
básicas para actuar de forma más eficaz para la recuperación 
y presentación de los niños, niñas y adolescentes ante el 
Juez, quien decidirá sobre sus derechos. Se procurará dotar 
de herramientas para interpretar adecuadamente el derecho 
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del niño a permanecer con el pariente sustractor solo si se 
encuentra realmente habituado y conforme con su nueva 
residencia, y con ello, realizar un procedimiento muy similar 
al que se aplica en casos de sustracciones internacionales, 
unificando criterios de actuación para respetar los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes a intervenir en el juicio ante 
el juzgador que resolverá su situación relativa a su guarda, 
custodia y residencia, por lo que con ello se les garantizarán 
sus derechos a: 


1. Ser informados del contenido y efectos del juicio. 

2. Opinar sobre la elección de su progenitor custodio. 

3. Revisar que no se encuentre siendo víctima de algún 
delito por falta de cuidado o ya sea por acción u omisión. 
4, Cerciorarmos de su estado de físico y mental 
garantizándole con ello su derecho a la salud. 

5. Respetando su derecho de visita y convivencia con 
ambos progenitores y familias extensas. 

6. En su caso, reincorporarlo al lugar de donde fue 
sustraído ilegalmente o bien resolviendo sobre su cambio 
legal de residencia. 


Se evitará que, por la lentitud en el procedimiento, se 
provoquen dilaciones innecesarias que violenten los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes y que, por el tiempo 
transcurrido, tengan que permanecer en un lugar y con un 
custodio que no actuó lícitamente en violación de derechos del 
propio menor de edad y de quien ejercía su guarda y custodia 
de forma legal. 
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La tentativa. Su tratamiento en el Código 
Penal del Estado de Guanajuato! 


Lic. Miguel Valadez Reyes 


l instituto penalístico de la tentativa tiene como 

expresa finalidad la de ampliar el alcance de los 

tipos penales que se estructuran en la parte especial 
de la codificación punitiva, pues que en ellos se definen 
conductas y se asignan penas sólo para quien las despliegue 
a cabalidad, esto es, resulta condición ineludible para el obrar 
típico el haber producido el resultado, bien sea material o 
de índole formal, que en él se exige, por lo que queda fuera 
de tal hipótesis el obrar con el que se intenta la realización 
de aquello, sin alcanzarla cumplidamente, por cuya razón 
y considerándose que la puesta en riesgo del bien jurídico 
objeto de la tutela penal o el principio de ejecución de lo 
que es necesario para afectarlo son en sí mismos dignos de 
sancionamiento, bien por el peligro corrido por el valor de 
que se trate o por la antisocialidad revelada por el agente 
activo, el intento delictivo también se estima sancionable, 
sólo que la norma sobre el particular no se precisa en cada 


1 Publicado originalmente en el Boletín del Supremo Tribunal de Justicia en el 
Estado de Guanajuato, número 5. Guanajuato, Capital. México. Agosto de 2015. 
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Tentativa, delito en 


especie delictuosa, sino que se dispone como una fórmula 
de índole general en la parte correspondiente del código 
sustantivo penal. 

Para la actualización de la tentativa punible, ha de estarse 
frente a cualquiera de dos diversas hipótesis pragmático- 
jurídicas: La primera se refiere a que desplegándose 
acciones dirigidas inequívocamente a la perpetración de 
un determinado delito, la conducta se ve interrumpida por 
causas ajenas a la voluntad de quien las puso en juego, con 
lo que entonces no se le deja llegar hasta el fin de lo que 
había decidido y, por ello, no alcanza lo que quería consumar, 
por lo que entonces se estaría frente a lo que suele llamarse 
“delito inacabado”. En el segundo de los supuestos, por el 
contrario, se desarrolla todo lo que se cree menester para 
producir el resultado apetecido, pero éste no se actualiza por 
una razón lejos del querer del agente, quien debido a ello ve 
inane su pretensión, por lo que entonces se estará ante lo que 
se denomina “delito frustrado”. 

En una o en otra hipótesis, resulta indispensable la 
teleología delictiva, esto es, que haya en el agente el designio, 
la finalidad de cometer un cierto y concreto delito, cuenta 
habida que no hay tentativa per se, en abstracto, sino tentativa 
siempre vinculada a una conducta típicamente descrita, 
para colmar la cual han de realizarse actos u omisiones que 
estén inequívocamente dirigidos a ello, esto es, que por sí 
mismos y asumidos natural, racionalmente, conduzcan al 
convencimiento de que se pusieron en juego justamente para 
lograr la verificación de lo que la ley previene, a cuyo efecto 
también se requiere que sean idóneas, esto es, que hubieran 
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tenido la propiedad de causar en el mundo fáctico aquello 
que se propuso el agente, pues de otro modo, si se emplean 
instrumentos que no tuvieren la característica necesaria para 
verificar lo que se intenta o se pretendiera lograrlo en lo que 
no constituye el bien preservado, obvio es que la tentativa 
resultaría de imposible comisión y por eso se estaría ya en un 
supuesto jurídico bien distinto. 

Sobre las premisas que se enuncian en los párrafos 
precedentes, el Código Penal de Guanajuato estructura la 
tentativa, precisando en su artículo 18 que será punible 
“cuando con la finalidad de cometer un delito se realizan 
actos u omisiones idóneos dirigidos inequívocamente a 
consumarlo, si el resultado no se produce o se interrumpe la 
conducta por causas ajenas a la voluntad del activo”, lo que 
pone de relieve que la legislación punitiva local, acogiendo los 
principios que líneas atrás se explicaron, se aparta de corrientes 
doctrinarias que venían sustentando como indispensable 
para la actualización de la tentativa, el que se desplegaran 
actos de auténtica ejecución del concreto delito y no así los 
llamados meramente preparatorios o de significación ambigua, 
diferenciación nada fácil, menos aún en aquellos casos en que 
las acciones iniciales, presididas ya por el propósito de alcanzar 
el resultado penalmente dañoso, conectadas están directamente 
con su consumación, de la que no pueden disociarse, por lo que 
considerarlas puramente “preparatorias” obligaría a dejarlas 
impunes, lo que no es consecuente con una ortodoxa política 
criminal, para la que prioritaria es la protección de bienes 
jurídicos de alta jerarquía, poniéndolos a escote aún del riesgo 
que las acciones referidas implican. 
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La fórmula del legislador guanajuatense se alejó también 
de la exigencia concerniente a que la conducta del activo debía 
haber penetrado al “núcleo del tipo”, a fin de considerársele 
integrante de una auténtica tentativa, porque amén de que 
prevalece la dificultad, cuando no la imposibilidad, de 
establecer con nitidez dónde comienza ese círculo nuclear 
típico, aunque en él no se incursione el bien jurídico puede ser 
puesto en riesgo, con lo que entonces lo que importa no es la 
lejanía o cercanía de la consumación, sino la directa, unívoca 
realización de conductas que tienden a vulnerarlo. 

Son esas propias razones las que, en congruencia, llevan 
a disponer en el ya indicado artículo 18 del Código Penal una 
auténtica excusa absolutoria para dos distintos supuestos: 
Cuando el autor desistiere en su proceder típico o cuando 
voluntariamente impida la producción del resultado. Se norma 
así lo concerniente, en inicial término, al desistimiento, que ha 
de conectarse con la primera especie de la tentativa, esto es, el 
“delito inacabado”, pues que encontrándose el agente aún en 
el despliegue de lo que es menester para alcanzar su finalidad 
nociva, abandona el ilícito camino hasta entonces recorrido, en 
los dos aspectos que esto conlleva: la intención dañosa y los 
externos actos con los que la pone en juego, lo que quiere decir 
que debe cesar en su verificación, lo que se traduce en que deja 
de hacer lo que venía efectuando, ya no continúa en lo que le 
hacía falta para llegar a alcanzar su antisocial propósito. 

Bien diferente es el segundo de los supuestos, relativo a 
impedir que se produzca el resultado dañoso, pues está referido 
a la segunda forma de la tentativa, al “delito frustrado”, 
supuesto que ya se realizó todo lo que resultaba necesario 
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para que aquél se actualizara; se ha llegado, entonces, hasta 
el fin del camino antijurídico trazado y ya encontrándose en 
tal condición, el activo, por impulso propio, realiza acciones 
de reversión, con las que frustra la verificación de lo que 
inicialmente se había propuesto, es decir, evita el resultado 
cuya causa él mismo había aportado. Como ésto es producto 
de su contrición, la que finalmente resulta la adecuada para lo 
que se ha dicho, a tal forma de proceder se le conoce como 
“arrepentimiento eficaz”, no merecedor de sanción. 

Fruto también del tratamiento a la institución jurídica 
de que se trata en el Código Penal de Guanajuato, es el 
sancionamiento, aunque atenuado, a la llamada “tentativa de 
delito imposible”, que es aquella que tiene vigencia “cuando 
por error el agente considera que existía el objeto en que 
quiso ejecutarlo o que el medio utilizado era el adecuado”. 
En cualquiera de esos dos casos: instrumento ineficaz O 
ausencia del bien destinado a vulnerarse, queda bien claro 
que el autor no desiste ni se arrepiente. Tiene la convicción 
de que el resultado apetecido se actualizará, porque hizo todo 
lo necesario para lograrlo, utilizando lo que juzgó ad hoc 
para tal efecto y sobre lo que estima es el valor jurídicamente 
tutelado, lo que quiere decir que es sólo el yerro respecto de 
cualquiera de esos factores lo que propicia la no obtención 
de lo deseado, quedando así intacta su conducta punible, que 
en el fondo configura una ordinaria tentativa pues que realiza 
actos encaminados directa, unívocamente, a la perpetración 
de un determinado delito, empleando medios que considera 
apropiados, sin que tenga cima su designio antijurídico por 
causas del todo ajenas a su voluntad. 
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Artículo 92. Las cuestiones de  tercerías deben 
substanciarse y decidirse por la autoridad jurisdiccional 


que sea competente para conocer del asunto principal. 


Competencia en tercerías 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 92 aborda el tratamiento de las cuestiones 
relacionadas con las tercerías! dentro del marco 
jurídico. 

Este artículo establece que las cuestiones de tercerías 
deben ser sustanciadas y decididas por la autoridad 
jurisdiccional que ya tiene competencia sobre el asunto 
principal en litigio. El propósito de esta disposición es 
múltiple: 

1.- Unidad procesal: Garantiza la unidad del proceso 
al asegurar que todas las cuestiones relacionadas con un 
caso, incluidas las intervenciones de terceros, sean resueltas 
por la misma autoridad. Esto ayuda a evitar decisiones 
contradictorias y a minimizar la complejidad y duración del 
proceso legal. 

2.- Protección de derechos: Este artículo asegura que 
los derechos e intereses de los terceros que puedan verse 
afectados por el litigio sean considerados y protegidos de 
1 Tercería es la “(...) Intervención en un procedimiento judicial seguido por dos 

o más personas de uno o más terceros que tengan interés propio y distinto del 
demandante o demandado en la materia del juicio [...]. La tercería puede ser 


coadyuvante o excluyente (del dominio o de preferencia) (...).” Cfr. de Pina, Rafael 
y de Pina Vara, Rafael: Interdictos, en Diccionario de derecho... p. 470. 


715 


Tercerías 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Tercerías 


manera adecuada dentro del mismo proceso que concierne al 
asunto principal. Esto es crucial para prevenir que los bienes 
o intereses de terceros sean injustamente comprometidos o 
ignorados durante la resolución del litigio. 

3.- Seguridad jurídica: Proporciona seguridad jurídica 
a todas las partes involucradas, incluidos los terceros, al 
establecer claramente dónde y cómo serán tratadas sus 
reclamaciones o defensas. Esto contribuye a un entorno 
legal predecible y coherente, esencial para la correcta 
administración de justicia. 

Por lo tanto, este artículo busca asegurar que las 
cuestiones de tercerías se manejen de manera eficiente y 
coherente, integrándolas en el proceso principal para proteger 
los derechos de todas las partes y mantener la unidad del 
proceso. 
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Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
Comentarios preliminares 


ara las tercerías se establece un procedimiento sencillo 

y rápido para resolver y proteger los intereses de 

un tercero afectado por una medida precautoria, 
iniciándose por escrito y en cuaderno separado, en el que 
ofrecerán las pruebas respectivas. La autoridad jurisdiccional 
correrá traslado a la persona contra quien se ordenó la 
medida, para que la conteste dentro del término de cinco días 
y ofrezca las pruebas que estime convenientes. Transcurrido 
el plazo para la contestación, se proveerá respecto a la 
admisión o desechamiento de las pruebas que se hayan 
ofrecido, y se señalará fecha para su desahogo dentro de los 
diez días siguientes, mandando preparar las pruebas que así 
lo ameriten. 

La audiencia en donde se reciban y desahoguen las 
pruebas será oral. Concluido su desahogo, las partes alegarán 
verbalmente lo que a su derecho convenga, y la autoridad 
jurisdiccional fallará en la misma audiencia, dictando el 
acta mínima que contendrá los puntos resolutivos. El medio 
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digital que contenga la audiencia será la más fiel constancia 
de valoración, fundamentación y motivación de la autoridad 
jurisdiccional. 

Por último, en contra de la resolución de dicha 
reclamación, procederá el recurso de apelación en el efecto 
devolutivo. Cuando la providencia precautoria hubiere sido 
dictada en segunda instancia, con motivo del recurso de 
apelación, la sentencia de la reclamación no admitirá recurso 
alguno. 
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Artículo 243. Si las partes en sus respectivos escritos 
quisieran llamar a un tercero deberán manifestarlo en 
los mismos. El llamamiento a juicio se hará corriéndole 
traslado con los escritos y anexos, que deberán ser 
exhibidos por quien solicite la citación, debiendo 
proporcionar el domicilio de éste, sin cuyos requisitos no 
se dará curso a la petición respectiva. 

Si se alega que se desconoce el domicilio se procederá 
a su búsqueda y en su caso a publicación de edictos en 
los términos de las disposiciones del presente Código 
Nacional. El tercero llamado a juicio podrá comparecer 
en el mismo plazo de quince días; estando en aptitud 
de ofrecer pruebas, alegar e interponer toda clase de 
excepciones defensas y recursos. 

La petición contenida en este artículo no 
será tramitada a no ser que se trate de cuestiones 
supervinientes. 


Llamamiento de terceros 
Comentarios 


Dra. Rosa Reyes Nicasio 


l artículo 243 también regula el procedimiento para 

el llamamiento a juicio de terceros en un proceso 

existente. Este artículo establece cómo las partes 
pueden incorporar a un tercero que pueda estar relacionado 
con el caso o cuya participación sea relevante para la 
resolución del mismo. 
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El propósito es garantizar la completa resolución 
del litigio. al permitir que las partes llamen a terceros que 
puedan estar vinculados con la disputa, el artículo busca 
garantizar que todos los aspectos del caso se resuelvan en 
un solo proceso, evitando múltiples litigios o resultados 
contradictorios. 


I.- Manifestación para llamar a un tercero 


Aquí se establece el requisito de que cualquier parte en 
un proceso que desee involucrar a un tercero en el litigio, 
debe expresar claramente esta intención en sus escritos, con 
el fin de facilitar la incorporación ordenada de terceros al 
proceso. 

Todo ello teniendo como propósito la expresión clara 
en los escritos, es decir, que si las partes desean llamar a un 
tercero al juicio, deben manifestarlo explícitamente en sus 
escritos presentados ante el tribunal. Esto implica que la 
intención de involucrar a un tercero debe ser documentada 
formalmente en la fase inicial del proceso, o en el momento 
en que se presente cualquier escrito relevante. 


K.- Procedimiento de llamamiento y requisitos 


En este punto, se detalla el proceso específico y 
los requisitos necesarios para efectuar correctamente el 
llamamiento de un tercero al juicio, para asegurar que el 
tercero sea incorporado al proceso. 
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Los aspectos clave son: 

1.- Traslado de escritos y anexos: Se especifica que el 
llamamiento a juicio de un tercero se realiza proporcionándole 
copias de los escritos y anexos relacionados con el caso. 
Esto significa que el tercero recibirá toda la documentación 
relevante que ya ha sido presentada en el tribunal por las 
partes originales, permitiéndole entender completamente el 
contexto y las cuestiones en disputa. 

2.- Exhibición de documentos por el solicitante: 
Quien solicite la citación del tercero debe presentar estos 
documentos y anexos al tribunal, como parte del proceso de 
llamamiento. Esto asegura que el tercero tenga acceso a toda 
la información necesaria para participar efectivamente en el 
juicio. 

3.- Provisión del domicilio del tercero: La parte que 
realiza el llamamiento debe proporcionar el domicilio 
conocido del tercero, para asegurar que las notificaciones y 
comunicaciones judiciales se envíen al lugar correcto. 

4.- Consecuencias de no cumplir con los requisitos: Si 
no se cumplen estos requisitos, como la adecuada provisión 
del domicilio del tercero, la petición para incluirlo en el juicio 
no será procesada. 

La importancia estriba en que se fomenta la transparencia 
y la equidad: Al requerir que se trasladen todos los escritos y 
anexos al tercero, se promueve la transparencia en el proceso, 
asegurando que el tercero esté plenamente informado y pueda 
preparar una defensa o respuesta apropiada. 
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TIL- Búsqueda de domicilio y publicación de edictos 


Aquí se abordan los procedimientos a seguir cuando el 
domicilio de un tercero llamado a juicio no es conocido por 
la parte que solicita su intervención. 

1.- Procedimiento cuando se desconoce el domicilio: 
Cuando la parte que llama a juicio a un tercero no conoce su 
domicilio, el código establece una forma clara para buscarlo, 
lo que puede implicar consultas a registros públicos, bases de 
datos, o cualquier otro medio razonable que pueda ayudar a 
ubicar al tercero. 

2.- Publicación de edictos: Si la búsqueda del domicilio 
no da resultado, se procederá a la publicación de edictos.' 
Esta es una forma de notificación que busca informar al 
tercero de su llamamiento a juicio en caso de que no haya 
sido posible localizarlo de manera directa. 

Importancia: 

1.- Acceso a la justicia: Este procedimiento garantiza 
que los terceros tengan la oportunidad de participar en el 
juicio y defender sus derechos, incluso si inicialmente son 
difíciles de localizar. 

2.- Cumplimiento del debido proceso: Al establecer 
un método alternativo de notificación a través de edictos, 
el código asegura que se cumplan los principios del debido 
proceso. 


1 El edicto es definido como la “Notificación pública hecha por órgano administrativo 
o judicial (...) para que surta efectos legales en relación con los interesados en el 
asunto de que se trate (...).” Cfr. De Pina, Rafael, y de Pina Vara, Rafael: Edicto, en 
Diccionario de derecho. 22* Ed. Porrúa. México D. F. ISBN: 968-432-123-6. p.259 
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Este artículo es una disposición crucial que pretende 
facilitar la inclusión de todas las partes relevantes en un 
proceso, asegurando que se respeten sus derechos a ser 
informados y a participar activamente en su defensa. 


TV.- Derechos del tercero en el proceso 


El código detalla los derechos y capacidades procesales 
de un tercero que ha sido llamado a juicio, con la idea de que 
el tercero tenga oportunidades equitativas para defenderse 
y participar en el proceso, una vez que ha sido debidamente 
notificado. 

1.- Plazo para comparecer: El tercero llamado a juicio 
tiene un plazo de quince días para presentarse en el proceso 
después de haber sido notificado. Este plazo está diseñado 
para darle tiempo suficiente al tercero para preparar su 
intervención. 

2.- Capacidad para participar activamente: Una vez 
que el tercero comparece, tiene plena capacidad para actuar 
dentro del proceso. Esto incluye ofrecer pruebas, alegar en su 
defensa, e interponer toda clase de excepciones, defensas y 
recursos que considere pertinentes. 

Lo importante, por lo tanto, es: 

1.- Protección de derechos: Al garantizar que el tercero 
pueda presentar pruebas y argumentos, esta disposición 
protege sus derechos legales dentro del proceso. Con el fin 
de asegurar un juicio justo y equitativo, donde todos los 
involucrados tengan la oportunidad de ser escuchados. 
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2.- Equidad procesal: Permitir que el tercero ejerza todos 
los derechos procesales asegura la equidad en el tratamiento 
de todas las partes involucradas en el litigio. 

Por lo tanto, se trata de una disposición que facilita 
una participación completa y efectiva de terceros llamados 
a juicio, asegurando que tengan las mismas oportunidades 
para defender sus derechos y presentar sus argumentos como 
cualquier otra parte original del proceso. 


V.- Condición para la tramitación de la petición 


El artículo en comento establece una condición 
específica bajo la cual la petición para llamar a un tercero a 
juicio puede ser procesada. Esta disposición es fundamental 
para limitar el llamamiento de terceros a situaciones donde 
realmente sea necesario y pertinente. 

1.- Limitación a cuestiones supervinientes: La oración 
especifica que la petición para incluir a un tercero en el 
proceso solo será tramitada si se trata de cuestiones que han 
surgido después de iniciado el juicio. Esto significa que los 
motivos para llamar a un tercero deben ser nuevos, y no haber 
sido conocidos o existentes al momento de iniciar el proceso. 

Importancia: 

l1.- Evitar dilaciones innecesarias: Al restringir el 
llamamiento de terceros a cuestiones supervinientes, se evita 
complicar o extender el proceso sin una justificación válida. 

2.- Mantener la relevancia y pertinencia del proceso: 
Esta condición asegura que solo se incorporen al proceso 
aquellos terceros cuya participación sea esencial para resolver 
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aspectos que han surgido de manera imprevista durante el 
litigio, lo que contribuye a que el juicio se mantenga centrado 
en resolver los conflictos planteados originalmente. 

3.- Protección del debido proceso: Al limitar la inclusión 
de terceros a situaciones supervinientes, se protege a todas 
las partes del juicio, incluido el tercero potencial, asegurando 
que su llamamiento sea justificado y necesario. 
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[Tes]tamento E Ynbentario de los Bienes de 


Juan Vizcaino Diffunto En las minas De Sichu!' 
Reseña de un antiguo testamento ológrafo 


Mtro. en H. Luis Ernesto 
Camarillo Ramírez 


ejar constancia de nuestro actuar en soportes físicos 

es una constante que se ha cultivado a lo largo de 

los años, y pese a la implementación de nuevas 
tecnologías, se sigue privilegiando el papel por sobre 
otros soportes de información para lo que se consideran 
documentos fundamentales; tales como los registros de 
nacimiento, defunciones, contrato o como en este caso, los 
testamentos. 

Como resabios del derecho romano, dentro de la cesión 
de una propiedad a otro poseedor en un testamento, donde 
este acto que queda asentado en un escrito que se elabora, 
primordialmente, ante una autoridad y firmado por testigos, 
lo que se buscaba era atestiguar que se respetaría la última 


1 Vid in extenso: https://www.poderjudicial-gto.gob.mx/index.php?m=archivo_histori 
cogfbclid=lwAR2SdeqQUe5RrDPbfiT2n8SkzFs-SRFhNukaPO0Ruir3APOxuw2djSkW 
K51G0 
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voluntad de un individuo quien acudía ante un juez, con el 
único objetivo de posibilitar el traspaso de bienes, y el respeto 
de la última voluntad de quien heredaba. 

El acto de transferir una propiedad o conjunto de 
bienes en virtud de un testamento, comúnmente conocido 
como testar o heredar, es parte de las costumbres adquiridas 
en los territorios americanos durante la Colonia; donde se 
implementaron, tal cual, las distintas instituciones tales como 
las de impartición de justicia. 

Las partes del testamento, para esa época, eran las 
siguientes: una invocación explicita a Dios, los datos 
generales del testador, así como una profesión de fe seguida 
de la invocación de los intercesores celestiales, donde en este 
caso será la Virgen María a la que se le pide por su alma. 

El documento nodal de este expediente es el testamento, 
mismo que tiene dos partes fundamentales: una serie de 
peticiones de carácter celestial y otras terrenas, seguido 
de que el testador manifiesta la voluntad expresa de hacer 
testamento, así como lo relativo a lo que deberá hacerse con 
los asuntos del alma, funerales y sepultura y obras pías. En 
este caso, el testamento se hace en presencia del Alcalde 
Mayor, quien para tales efectos tendrá las facultades de Juez. 

El documento que se presenta en esta colaboración, fue 
apostillado más de medio siglo después de la conquista de 
Tenochtitlán, en un paraje de la llamada Sierra Gorda, que en 
aquel entonces formó parte de la provincia de Guanajuato, en 
las minas de Xichú; pueblo fundado en 1585 bajo el nombre 
de San Francisco de los Amúes de Xichú. 
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En junio de 1611, año del hasta ahora documento 
más antiguo del Fondo Histórico del Poder Judicial de 
Guanajuato, describe aspectos de la vida de viejo poblado 
de Xichú, a partir de la testamentaría e inventario de bienes 
de Juan de Bizvaino (Vizcaíno) y el juicio sucesorio de 
sus bienes. En este documento se nombra a algunos de sus 
vecinos, quienes fungen como testigos de la última voluntad 
como beneficiarios de la testamentaría, así como personas 
allegadas al testador a quien les nombra de albaceas y los 
que, a partir del documento en cuestión, se puede conocer su 
cercanía, sus relaciona familiares y sus ocupaciones. 

La relación entre los españoles peninsulares, como es 
el caso de Vizcaíno y de sus albaceas y testigos, así como 
con los nativos americanos, como es el caso de la mujer que 
le sirve en su casa y el hijo de ésta quedan enunciados; al 
igual que su relación con los personajes cercanos a Vizcaíno 
cuya ocupación es el ser comerciantes, es decir, personas 
que refaccionan al giro económico principal, la minería de 
la región. Asimismo, se pueden conocer los debes y haberes, 
así como los distintos tipos de negocios y productos que 
intercambiaban. 

Para el siglo XVII, y haciendo una analogía con 
la autoridad real, donde el máximo juez es el rey, esta 
responsabilidad recayó en cada una de las autoridades 
municipales de impartición de justicia, de tal suerte que el 
Juez de San Francisco de Xichú será el alcalde Luis Moya, y 
es ante él que se firma y se resuelve la testamentaría, apoyado 
del escribano público Baltazar Pérez de los Ríos. 
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Documentos como estos, nos dan la posibilidad de tender 
un puente hacia el pasado, y conocer cómo han evolucionado 
actos legales como los testamentos, surgiendo también la 
posibilidad de conocer la forma en que se integraban este tipo 
de escritos, y cuánto han cambiado hasta nuestros días; y sin 
duda, aparece el pretexto perfecto para acercarnos a la vida 
de individuos de otros tiempos, y conocer sus motivaciones 
terrenas y espirituales a manera de instantánea de un tiempo 
específico, que nos da pie a vincularmos al análisis del 
documento central y la forma como fue la ejecución del juicio 
sucesorio; pero también, de adentrarnos a la intimidad de un 
personaje como Juan Vizcaíno en su individualidad, y en su 
entorno colectivo; lo que nos da la oportunidad de conocer 
más de la sociedad, en este caso de la primera década del siglo 
XVIL 

El expediente relativo al testamento e inventario de bienes 
de Juan Vizcaíno se presenta en versión facsimilar para que, 
apreciando el tipo de letra conocida como bastardilla, y como 
diríamos ahora, la anarquía en la forma de escribir de la época, 
que se reflejará en la versión paleográfica que se propone, 
donde se adentrarán a la particular forma de escribir, y donde 
lo mismo daba el uso de la “Y” y la “T” o la “Z”, la “S” o la 
““C”. Esta versión paleográfica fue revisada por la historiadora 
maestra Francisca Elías Canchola. 

Con el objetivo de divulgar los procesos judiciales al paso 
de los años, se comparte este expediente, donde podremos 
hacer un arco de tensión entre el modo como se efectuaba una 
testamentaría en análisis de cambios y continuidades, para 
conocer más de los procesos con esa perspectiva de tiempo. 
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El valor probatorio de la testifical 
en materia penal. 


Mtro. Jesús García Márquez 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Mer-Pru 


731 


1imonio 


Test 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


1imonio 


Test 


732 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Versiones públicas de las sentencias. 
Su real aportación a la transparencia 
de la función jurisdiccional. 


Juez Mtra. Mónica Edith Olmos Ortega 
Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Ej-Inc 


Transparencia 
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Comentarios a la ley contra la trata de personas 
en México. La sobreabundancia anulante 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 
Introducción 


l objeto de la presente investigación es analizar la 

conveniencia o franca inconveniencia de la existencia 

de los diferentes tipos legales previstos en la ley general 
para prevenir, sancionar y erradicar los delitos en materia de 
trata de personas y para la protección y asistencia a las víctimas 
de estos delitos. 

La hipótesis inicial es que el congreso federal mexicano, 
al cumplir o intentar cumplir con lo pactado en el Protocolo de 
Palermo, creó una ley especial contra la trata de personas, pero 
se excedió en figuras delictivas imposibilitando su aplicación. 

Para comprobar la hipótesis planteada, primero se realiza 
una comparación entre los tipos legales previstos en la ley 
mexicana y el Protocolo de Palermo. Cotejo incardinado 
en una interpretación teleológica buscando equilibrio entre 
pensamiento sistemático y el pensamiento problemático. 
Enseguida, se someten a escrutinio dogmático los tipos penales 
de trata de personas contendidos en la ley mexicana. 
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A fin de lo anterior se desarrollan siete apartados que 
trascurren del examen en torno al delito ideal de trata de 
personas, contrastando la manera como lo hizo el legislador 
mexicano, cuyo extremo casuismo produce sobreabundancia 
anulante. 

La primera sección sitúa a la trata de personas como un 
delito que existía en el pasado remoto y persiste como una 
moderna forma de esclavitud definida de muchas formas y 
desde diferentes ángulos. 

Esa indefinición ha provocado que, al hablar de trata de 
personas, se entiendan diversas conductas que en realidad no 
lo son y se materialice en acusaciones que solo involucren 
a pequeños delincuentes y excluyan a los verdaderos 
tratantes de personas. Cuando, precisamente uno de los fines 
del protocolo contra la trata de personas, es establecer un 
concepto único que evite confusiones. 

En el punto dos se revisa la tipología que establece el 
Protocolo de Palermo infiriendo 3 elementos constantes en 
todas sus modalidades: las conductas, los medios comisivos 
y la finalidad. 

Llegada la tercera sección, se analizan los plurales tipos 
penales contra la trata de personas establecidos en México, 
que contienen un tipo penal de trata de personas propio y 
otras muchas, muchísimas, figuras impropias por diversas 
formas de explotación. 

Posteriormente, en el rubro cuarto, se realiza un 
comparativo entre el delito establecido en el Protocolo 
de Palermo y el de la ley mexicana, puntualizando que se 
mezclaron los casos de trata cometida por la delincuencia 
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organizada con los de la delincuencia común. Toda vez que 
la ley mexicana agregó la posibilidad de que el delito pueda 
darse por omisión, se amplió el listado de conductas típicas y 
se suprimieron los medios comisivos para todos los casos. 

Llegando al tema cinco se aborda la clasificación, 
naturaleza y demás características sui generis del delito de 
trata de personas, destacando el caudal de tipos penales y de 
distintos verbos típicos con los que se pretendieron abarcar 
muchos supuestos. Son precisamente dichas especificaciones 
las que materialmente dificultan o llanamente anulan la 
aplicación de la ley al no establecer con claridad los límites 
entre las conductas; ni entre sí, ni con otras. 

Inmediatamente después, en el capítulo sexto, se anotan 
los materiales efectos por la sobreabundancia de la ley y se 
particularizan tratándose del delito propio, las modalidades 
impropias o equiparadas, las calificativas y las cláusulas de 
exención de pena. 

Con lo anterior, se tienen los ingredientes para asumir, 
-tema del rubro siete- que solo se puede (debe) aplicar, el tipo 
penal de trata de personas lo previsto en el art. 10 de la ley de 
la materia (en la modalidad de acción). 

Se concluye asumiendo postura indicando que 
modalidad del delito puede aplicarse y cuales reformas son 
urgentes realizar para no seguir esclavizados a los grilletes de 
los errores legales. 
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I. La necesidad de un tipo legal único y claro de trata de 
personas 


acer tratada para comprar o vender y luego explotar 

personas como esclavos prácticamente ha existido 

siempre. En pretérito fue legal y existía. En el 
presente es ilegal y sigue existiendo. 

Cuando la esclavitud fue legal, algunos referían 
su Importancia para la economía de particulares y del 
estado. Así, con sofistas argumentos se llegó a pregonar la 
desigualdad de los seres humanos: unos mejores que otros, 
unos amos, otros siervos; principalmente personas de piel 
negra sin descartar personas de algunas etnias. ' 

Con el paso del tiempo la trata negrera se amplió a 
traite de blanches o trata de mujeres blancas europeas con el 
propósito de explotación sexual y de matrimonios forzados, 
lo que no gustó a algunos líderes de esos países, quienes 
en la última década del siglo XIX? elaboraron un convenio 
internacional contra la trata de blancas, que solo incluía como 
víctimas a mujeres de ese color de piel. 

Posteriormente, comenzó a castigarse el lenocinio 
y otras formas de explotación derivadas del comercio de 
personas, con lo que se atacó legalmente algunas de las 


1 Cfr. Mira Caballos, E.: Las licencias de esclavos negros a Hispanoamérica (1544- 
1550). En revista de Indias. Ripoll, A., Volumen LIV número 201. Universidad de 
Sevilla España. 1994; p. 1. Colombia: Semillero para la trata de personas. En 
revista relaciones internacionales, estrategia y seguridad de la universidad militar 
de nueva Granada. No. 174-175. 2008; p. 177. 


2 Cfr. IOM., La trata de personas. Aspectos básicos. México D.F. Mayo 2006; p. 9. 
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consecuencias de la trata, pero no el reclutamiento de 
personas, la venta y los diversos propósitos de explotación de 
seres humanos. 

A fines del siglo XX, con el reconocimiento de la 
igualdad entre las personas, concluyó formalmente la época 
de la esclavitud legal, aunque sus actividades persisten y 
persistirán, pero con métodos más elaborados y depurados, 
que dejan mayores ganancias y producen menos gastos al 
tratante. 

Claramente no bastó que se prohibiera la esclavitud, 
sino que fue necesario castigar a los responsables. Por 
ello, después de la Primera Guerra Mundial, la comunidad 
internacional decidió que la trata de personas debía ser 
considerada delito.* 

En tiempos actuales la trata de personas sigue siendo un 
negocio fructífero que crece y se desarrolla en la economía 
neoliberal. Los esclavistas de hoy, conocidos en palabras 
contemporáneas como tratantes obtienen mayores ganancias 
o beneficios económicos que sus ancestros como lo muestran 
los modernos swewatshop (taller de trabajo esclavo).* 

Hoy, pese a las prohibiciones internacionales y 
domésticas no se ha logrado erradicar la trata de personas por 
muchas causas. Una de ellas es que cada país conceptualizaba 


3 Cfr. Exposición de motivos. En decreto por el que se expide la ley general para 
prevenir, sancionar y erradicar los delitos en materia de trata de personas y 
para la protección y asistencia a las víctimas de estos delitos. Diario oficial de la 
federación de fecha 14 de junio del 2012; pp. 2 y ss. 


4 Cfr. Bales, K.: Disposable People. New slavery in the global economy. University of 
California press. U.S.A. 2012; p. pássim. 
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el delito de manera diferente. Así, la contienda entre la 
delincuencia organizada versus sistema penal desorganizado, 
se tradujo hasta ahora, en el triunfo absoluto de los primeros. 

Una forma de combatir la trata de personas es impedir 
que sea una actividad altamente rentable y de bajo o 
inexistente riesgo de sanción penal. Para ello - entre otras 
cosas - lo que concierne al derecho penal es tener una 
definición única y clara del delito. 

Precisamente el Protocolo de las Naciones Unidas 
para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de Personas, 
especialmente mujeres y niños mejor conocido como 
Protocolo contra la trata de personas, es uno de los varios 
instrumentos de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la delincuencia organizada transnacional, que define el delito 
de trata de personas a manera de molde lege ferenda a seguir 
por las legislaciones del mundo.* 

La homologación del concepto de delito de trata 
de personas es un arma filosa contra la delincuencia 
internacional, por lo que el Protocolo es la batuta controladora 
de la dispersión de tipos penales. 


5 Cfr. Oficina de las naciones unidas contra la droga y el delito: Convención de las 
naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional y sus protocolos. 
Nueva York, E.U. . 2004. pp. 43 y ss. 
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Ml. La definición /ege ferenda del delito de trata de 
personas 


l anexo II del protocolo para prevenir, reprimir y 

sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y 

niños, que complementa la convención de las naciones 
unidas contra la delincuencia organizada transnacional 
establece, en el artículo 3, el “concepto ideal del delito de 
trata de personas”* indicando: 


“(...) a) Por “trata de personas” se entenderá la 
captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 
recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al 
uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación 
de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos 
o beneficios para obtener el consentimiento de una 
persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de 
explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la 
explotación de la prostitución ajena u otras formas de 


6 En el 2005 en el convenio de consejo de Europa sobre la lucha contra la trata 
de seres humanos de 2005 redefinió el concepto como: “(...) El reclutamiento, 
trasporte, trasferencia, alojamiento o recepción de personas, recurriendo a 
la amenaza, uso de la fuerza u otras formas de coacción, el secuestro, fraude, 
engaño, abuso de autoridad o de otra situación de vulnerabilidad, o el ofrecimiento 
O aceptación de pagos o ventajas para obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra, con vistas a la explotación (...)”. Consejo de 
Europa: Convenio del consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de seres 
humanos. En serie de los tratados del consejo de Europa. No. 197, Varsovia 2005; 
p. 5. 


743 


Trata de personas, delito de 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, 
la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos; 

b) El consentimiento dado por la víctima de la trata 
de personas a toda forma de explotación intencional 
descrita en el apartado a) del presente artículo no se 
tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera 
de los medios enunciados en dicho apartado; 

c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida 
o la recepción de un niño con fines de explotación se 
considerará “trata de personas” incluso cuando no 
se recurra a ninguno de los medios enunciados en el 
apartado a) del presente artículo; 

d) Por “niño” se entenderá toda persona menor de 18 
años (...)”. 


Esta normatividad convencional contiene un tipo legal 
de trata de personas con 2 reglas específicas: la invalidez del 
consentimiento viciado y la exclusión de medios comisivos 
cuando el delito sea cometido en perjuicio de menores de 18 
años. 

Por lo que se refiere al tipo legal posee tres elementos 
identificadores: actividades, medios y fines. 

Las actividades se refieren a la conducta - porción del 
tipo objetivo -, estableciéndose diferentes verbos típicos 
enunciados de forma alternativa como son: captación, 
transporte, traslado, acogida o recepción de personas. 
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744 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los medios comisivos, con los que se somete la voluntad 
—otra fracción del tipo objetivo— implican la ilegalidad 
quebrantadora de la libertad de la víctima que puede ser por 
amenaza, violencia, rapto, engaño, abuso de poder, abuso de 
una situación de vulnerabilidad, etc. . 

Por añadidura, la existencia de los medios comisivos 
implica tácitamente que no existió consentimiento válido 
de la víctima, sino que fue vencida o engañada o bien que, 
debido a su especial situación personal, no tuvo alternativa. 

Existe una excepción al supuesto anterior en el caso de 
víctimas menores de edad, en donde sin importar que hayan 
dado su consentimiento, éste es invalido precisamente por su 
inmadurez y legalmente no son capaces de tomar decisiones. 

En lo que atañe a la finalidad que conforma el tipo 
subjetivo, el protocolo refiere que la intención del activo 
es la explotación, la que no define, pero identifica algunas 
formas específicas: explotación de la prostitución ajena, u 
otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, 
la servidumbre o la extracción de órganos.” 


7 La figura modelo no escapa a las críticas como lo es que recurre a la interpretación 
analógica y desatiende el principio de legalidad. 
Efectivamente, el protocolo hace referencia a “u otras formas de explotación 
sexual” y “prácticas análogas a la esclavitud”, lo que va contra el principio de 
prohibición analógica contenidos en el art. 14 segundo párrafo de la CPFM. Lo que 
obliga, a que el tipo penal antitrata de personas no debe recurrir a la analogía. 
Otra diatriba es que protocolo refiere fines de explotación laboral lo que implica 
darle a la víctima un trato de esclavo, lo que puede manifestarse de diversas 
formas como obligándolo a trabajar, no pagándole, tratándolo como siervo. 
Cuando se refiere a fines de explotación reduciendo a una persona a la esclavitud 
esta puede ser de muchas maneras y algunas de ellas son las que se precisan 
en el protocolo como si fuera maneras diferentes, no partes o maneras de reducir 
a una persona como esclavo, tales como “trabajos o servicios forzados”, que 
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TIL. La Ley Contra la Trata de Personas en México 


éxico, por su régimen político federado, tiene 35 

códigos penales y en el pretérito, aun no lejano, la 

mayoría regulaba el delito de trata de personas. No 
fue hasta el 2007 cuando surgió la primera ley general de la 
materia. 

Esa legislación, ahora abrogada, pese a que tenía 
el propósito de aplicación nacional, convivía con otras 
regulaciones que simultáneamente, pero de distinta forma, 
contemplaban el mismo delito: 13 leyes especiales estatales 
antitrata de personas, 16 códigos penales locales tipificaban 
el delito y, de plano 3 estados no lo consideraban. 

En síntesis la referida ley nacional contra la trata de 
personas del 2007 fracasó con escandalosos resultados: 1 
sentencia condenatoria en el fuero federal y 4 en el fuero 
común.* 

Los paupérrimos resultados, el aumento evidente del 
delito, los diferentes ordenamientos jurídicos del país y la 
necesidad de cumplir con el compromiso internacional, 


consiste en castigos en forma de trabajo como “la servidumbre” que es el trabajo 
propio de un siervo. En fin, la inexistencia de una diferenciación los diferentes 
conceptos se tornan inútiles en el tipo modelo. 

Además, por lo que hace a la “extracción de órganos” aparece “extraña” o al 
menos forzada su colocación entre los delitos de trata de personas. Cierto es 
que se cosifica a un ser humano pero la explotación característica de la trata 
de personas es diferente ya que se sustenta en utilizar, de forma más o menos 
permanente, a una persona en beneficio propio de forma abusiva. 

Cuando se trata de extracción de órganos es para un fin concreto, no tiene los 
efectos permanentes de la trata de personas, por lo que parece más sensato 
establecer una calificativa en el delito de lesiones o de homicidio en el caso de que 
el fin haya sido la extracción de órganos. 


8 Cfr. Diario oficial de la federación de fecha 14 de junio del 2012; p. 6. 
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fueron algunas de las causas de la derogación de la referida 
ley y de la búsqueda de una nueva, que necesariamente se 
ajustara al PPATP. 

El primer obstáculo que encontró fue el sistema federado 
del estado mexicano, en el que cada entidad federativa tiene 
su propio código penal, por lo que resultaba complicado 
adaptar 35 legislaciones. 

A fin de dar solución a dicha problemática, el 10 de 
agosto del 2013, se modificó el artículo 73 fracción XXI de 
la constitución política federal, a efecto de que existiera una 
única ley en el país sobre trata de personas.” 

Previo a la referida reforma constitucional, el 3 de 
agosto del 2011, se presentó el proyecto de una nueva ley 
antitrata que pretendía perfeccionar la tipología propuesta en 
el PPATP. Mientras que el 12 de junio de 2012, se promulgó 
la ley general para prevenir, sancionar y erradicar los delitos 
en materia de trata de personas y para la protección y 
asistencia a las víctimas de estos delitos.” 

La LATP cuenta con 126 artículos, divididos en 2 
libros, títulos, capítulos y artículos. Tienen el carácter de ser 
sustantiva, procesal y administrativa. Tiene la estructura de la 
figura 1: 

Resultando de interés para la presente investigación, el 
libro primero, título segundo donde consta la parte sustantiva 
en la se exponen los tipos legales de trata de personas propio, 
los plurales tipos de trata de personas equiparados, además 
de las siguientes reglas especiales: 


9 Cfr. Diario oficial de la federación de fecha 8 de octubre del 2013; p. única. 


10 Cfr. Diario oficial de la federación de fecha 14 de junio del 2012; pp. 2 y ss. 


748 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


. Prohibición de ejercitar acción penal, en el supuesto 
de que el activo sea también víctima de trata (Art. 37 
LATP). 

. Irresponsabilidad penal y prohibición de 
encarcelamiento a la víctima extranjera de trata de 
personas (Art. 38 LATP). 

. Posibilidad de comisión del delito en tentativa (Art. 39 
LATP). 

. Invalidez del consentimiento viciado como excluyente 
de responsabilidad (Art. 40). 

. Equiparación como autores a quien los prepare, 
promueva, incite, facilite o colaboren (Art. 41). 

. Destino del producto de los bienes decomisados o 
afectados en la extinción de dominio. (Art. 44 LATP). 
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A.- Capítulo I: Generalidades. 
B.- Capítulo II: Competencias y facultades 
1.- Título primero: en la prevención, investigación, 
Disposiciones generales. | procesamiento, sanción y ejecución de penas de los 
delitos previstos en esta ley. 


A.- Capítulo I: De los principios para 
la investigación, procesamiento e 
2.- Título segundo: De los imposición de las sanciones. 
dos eamde B.- Capítulo II: De los delitos en 
Emos materia de trata de personas. 
de personas, C.- Capítulo TI: Reglas comunes para 
. . los delitos previstos en esta ley. 
Libro Primero D.- Capítulo TH: Del Resarcimiento 


De lo sustantivo y reparación del daño. 


A.- Capítulo I: Derechos de las victimas y testigos 


3.- Título tercero: De la durante el procedimiento 
protección y asistencia a penal y medidas de protección a su favor. 

ls icimas olaidos B.- Capitulo II: Protección y asistencia a las victimas. 

5 ] É C.- Capítulo III: De los derechos de las víctimas 
FLeSUBOS de los delitos extranjeras en México y de las 
en materia de trata de víctimas mexicanas en el extranjero. 
personas. D.- Capítulo IV: De la protección y asistencia a las 
víctimas y el fondo. 
E.- Capítulo V: Del programa de protección a victimas 
y testigos. 
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Fig. 1. Estructura de la ley anti trata de personas 
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Tilssimao Dels A.- Capítulo I: De la Comisión intersecretarial. 
: p Í B.- Capítulo II: Del programa nacional. 


aula intersecretarial C.- Capítulo III: De la evaluación del programa 
y el programa nacional. nacional. 


A.- Capítulo I: Derechos de las víctimas y 
testigos durante el procedimiento penal y 
medidas de protección a su favor. 

B.- Capítulo II. Protección y asistencia a 


2.- Título segundo: De las-víctimas: 
la prevención de los C.- Capítulo II: De los derechos de las 
delitos previstos en víctimas extranjeras en México y de las 


víctimas mexicanas en el extranjero. 


Libro segundo: D- Capítulo Iv: De la protección y 
asistencia a las víctimas y el fondo. 


de la política E.- Capítulo V: Del programa de protec- 
ción a víctimas y testigos. 
del Estado. 


esta ley. 


A.- Capítulo 1: Del gobierno federal. 
B.- Capitulo II: De las autoridades estatales, 
municipales y del distrito federal. 


3.- Título tercero: 


Facultades 
y competencias de las C.-- Capítulo III: De la reglamentación del 
autoridades de los tres programa. 
órdenes de gobierno. D.- Capítulo IV: Del financiamiento a la 


prevención, sanción y erradicación de los delitos 
previstos en esta ley y de la asistencia y protección 
a las víctimas, ofendidos y testigos. 


Fig. 2. Estructura de la ley anti trata de personas 
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IV. Análisis comparativo del delito modelo con la ley 
mexicana 


efecto de confrontar el PPTAP con la LAP se utiliza la 
siguiente tabla: 


Acorde al 
protocolo de Acorde a la LATP 
Palermo 


me Acorde a Vid 


comisión 7 
Alojar a una o varias personas 
R ¡ón Día 
personas 


Amenaza 


Uso de la fuerza 
Formas de 
Medios coacción No requiere medios comisivos 


comisivos especiales pudiendo ser cualquiera. 
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Trata de personas, delito de 


Situación de 
vulnerabilidad 


La concesión de 
pagos 


Recepción de 
pagos 


Recepción 
de beneficios para 
obtener el 
consentimiento de 
una persona que 
tenga autoridad 
sobre otra. 


Explotación de la 
prostitución ajena 


Prostitución ajena 


Otras formas de 


E Otras formas de explotación sexual 
explotación sexual 


Trabajos o Explotación laboral trabajo o servicios 
servicios forzados forzados. 


Mendicidad forzosa. 


La Prticas Utilización de menores de 18 años en 
análogas a la actividades delictivas. 


esclavitud E : . 
Matrimonio forzoso o servil. 
Adopción ilegal de persona menor de 
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La servidumbre Condición de siervo 


Tráfico de 
órganos, tejidos Experimentación 


Extracción de 


z y células de biomédica ilícita en 
Órganos 


seres humanos seres humanos. 
vivos. 


La primera diferencia entre el tipo ideal previsto en 
PPATP con la LATP, es el diseño que presentan el primero, 
cuya idea central es combatir la delincuencia organizada. 
Mientras la LATP amalgama, dándoles el mismo trato, a la 
delincuencia organizada y la delincuencia común. 

En otro orden, las conductas que dispone la LATP 
literalmente establecen que pueden ser cometidas por acción 
y omisión, mientras el PPATP solo instaura la posibilidad de 
que el delito sea de acción. 

Por lo que hace a las conductas, la LATP inicialmente 
toma la horma de la tipología propuesta en la PPATP, pero 
posteriormente asume 2 de los 3 elementos esenciales: 
conductas típicas y finalidades. 

Igualmente, la LATP abarca más verbos que el PPATP, 
pues adiciona: enganchar, retener y entregar. 

Así mismo, se observa una modificación en los verbos 
típicos utilizados por la ley mexicana en los casos de traslado, 
pues señala trasferir y en lugar de recepción de personas los 
refiere como recibir. Resultando sinónimos imperfectos con 
idénticos alcances legales. 
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La LATP no prevé medios comisivos pudiendo, aparente 
y solo aparentemente, ser cualquier medio, lo que a priori 
parecería un acierto legislativo, considerando que la conducta 
y la finalidad definen el delito. 

Sin embargo, una segunda reflexión, descubre que sí es 
necesario establecer los medios, pues es menester conocer 
si hubo o no consentimiento en los verbos típicos. Por lo 
que, dígase como se diga, es necesario analizar los medios 
comisivos.'' 

Lo que ocupa a la finalidad, coinciden los supuestos 
planteados en el protocolo y la ley mexicana. No obstante, 
de nuevo, la LATP va más allá y establece más finalidades 
posibles a “prácticas análogas a la esclavitud” dejando abierto 
el tema, lo cual es criticable dado que “practicas análogas” 
implica la integración del tipo penal por semejanza, lo que 
está prohibido constitucionalmente. 

De forma diferente la LATP puntualiza los casos de 
mendicidad forzosa, utilización de personas menores de 
dieciocho años en actividades delictivas, adopción ilegal de 
persona menor de dieciocho años, matrimonio forzoso (sic) o 
servil. 

Cuando el PPATP establece como finalidad la extracción 
de órganos, la ley mexicana hace mayor especificación y, 
considerando que la extracción de órganos, puede ser una 
conducta licita - por ejemplo - la donación de un riñón, la ley 


11 Ontiveros Alonso, M., El derecho penal frente a la trata de personas. Problemas 
técnicos y político criminales. En biblioteca jurídico virtual del instituto de 
investigaciones jurídicas de la UNAM. México D.F. http://bibliohistorico.juridicas. 
unam.mx/libros/7/3064/16.paf; p. 5. Carrasco González, G.: Tipo penal de trata de 
personas. En revista alegatos No. 86. México D.F. Enero/abril 2014; p. 86. 
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antitrata precisó que la forma de la extracción sea con el fin de 
tráfico de órganos, tejidos y células de seres humanos vivos. 
Al mismo tiempo, la LATP es más extensa pues no implica 
solo a la extracción, sino abarca también la experimentación 
biomédica que es ilícita en seres humanos. 
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V. Características del delito de trata de personas en 
México 


1. Clasificación jurídica. 


l delito de trata de personas es de comisión instantánea 
con efectos permanentes, doloso, de estructura simple, 
insubsistente y requiere al menos 3 sujetos activos. 

Es de comisión instantánea con efectos permanentes, 
ya que si bien, su desarrollo ordinario implica movimiento 
de la víctima,'? el delito se consuma desde el momento de 
la actualización de cualquiera de los verbos típicos, dado 
que desde ese momento se cosifica a la persona y se afecta 
el bien jurídico compuesto, que puede continuar hasta que 
materialmente se libera la víctima de su esclavitud. 

Se configura con dolo directo, aquel en que el 
responsable de la conducta dirige su conducta a la realización 
del resultado típico. El dolo va acompañado de un elemento 
subjetivo especial: el fin de explotación sexual o laboral o 
para experimentación biomédica. 

Posee una estructura simple, en razón que se actualiza 
con un solo verbo y es unisubsistente ya que solo se exige un 
acto. 

No exige pluralidad de delincuentes, más coherente con 
el Protocolo de Palermo, necesariamente debe ser un delito 
con plurales activos al tratarse de una manifestación de la 
delincuencia organizada. 


12 Cfr. Daunis Rodríguez, A.: Sobre la urgente necesidad de una tipificación 
autónoma e independiente de la trata de personas. En In Dret revista para el 
análisis del derecho. 1/2010. Barcelona España. Enero 2010; p. 8. 
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Si no se diferencian la delincuencia organizada de la 
ordinaria, se confunden las conductas de trata de personas con 
otros delitos como el lenocinio. Lo que implicaría castigar 
a empleados menores de los tratantes, que se convierten 
en víctimas del Estado y se perdona a los verdaderos 
delincuentes. 


2. Naturaleza jurídica del delito de trata de personas. 


El delito de trata de personas propio previsto en la LATP 
es de acción, de lesión y de mera actividad. 


A.- Delito de acción 


La LATP expresamente señala que se puede cometer por 
omisión, pero es solo nomenclatura, un elemento decorativo, 
ya que solo se puede construir el delito por acción.'* 

La redacción típica del delito contiene una norma 

O, primaria prohibitiva, que manda un no hacer y su trasgresión 
w solo es factible mediante un actuar. Esta norma primaria 

"O evidencia la imposibilidad de que se pueda actualizar por 
3 omisión, en cualquiera de sus modalidades. 


ersonas, delito de 


Trat 


13 Cfr. Comisión de derechos humanos: La trata de personas. México D.F. Abril 2012; 
p. 16. 
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No se actualiza por omisión propia, ya que no contiene 
una norma preceptiva. Tampoco por omisión impropia 
o comisión por omisión, ni por omisión de garante, ya 
requieren un resultado material y la trata de personas es un 
delito de mera actividad.'* 


B.- Delito de lesión y mera actividad 


Es un delito de lesión y simple actividad, ya que es 
suficiente, para que se le tenga por consumado constatar 
la realización de la acción prohibida, sin necesidad de 
justificar la protección penal y que materialmente se afecte la 
explotación de la víctima.'”* 

Empero, considerando que el bien jurídico afectado es 
la libertad en la modalidad del respeto al derecho a no ser 
explotado, la aflicción al bien jurídico se da desde que se 
realizan cualquiera de los verbos típicos. Todos ellos deben 
estar en la fase de actos ejecutivos del iter criminis de trata de 
personas. 

En efecto, desde que se capta a una persona, se le hace 
prisionera y se le cosifica, se trasgreden sus derechos y se 
lesiona el bien jurídico. 


14 Cfr. Roxin, C.: Derecho penal. Parte general Tomo |. Fundamentos. La estructura 
de la teoría del delito. Traducción y notas Diego — Manuel Luzón Peña, Miguel 
Díaz Y García Conlledo, Javier De Vicente Remesal. Editorial civitas S.A. de C.V. 
Madrid España. 1997, p. 328 y siguientes. 


15 Cfr. Villacampa Estiarte, C., El delito de trata de personas: Análisis del nuevo 
artículo 177 bis CP desde la óptima del cumplimiento de compromisos 
internacionales. Anuario de la facultad de derecho de la Coruña. ISSN 1138-039X, 
N? 14, 2010; p. 839. 
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VI. Efectos de la sobreabundancia de supuestos legales en 
LATP 


1. La sobreabundancia y el casuismo anulante. 


l derecho penal mexicano, heredero de la corriente 

románico-germánica, tiene entre sus pilares 

fundamentales el principio de tipicidad que implica la 
aplicación de la estricta legalidad y prohibición analógica. 
Por lo que solo se puede sancionar a una persona por la 
hipótesis exactamente prevista en la ley y no por conductas 
que se le parezcan.!* 

Consecuencia de dicho principio, es obligación del 
legislador la “determinación suficiente y no la mayor 
precisión imaginable” lo que significa que debe estructurar 
de manera clara, limitada e inequívoca los elementos del 


16 En este sentido consta la jurisprudencia: “Taxatividad en materia penal. Sólo obliga 
al legislador a una determinación suficiente de los conceptos contenidos en las 
normas penales y no a la mayor precisión imaginable.” Décima época. Registro: 
2011693. Instancia: Primera sala. Tipo de tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
semanario judicial de la federación. Libro 30, Mayo de 2016, Tomo Il. Materia(s): 
Constitucional. Tesis: 1a./J. 24/2016 (10a.). Como las tesis de jurisprudencia: 
“Principio de legalidad penal en su vertiente de taxatividad. Análisis del contexto 
en el cual se desenvuelven las normas penales, así como de sus posibles 
destinatarios.” Visible en la décima época. Registro: 160794. Instancia: Primera 
sala. Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta. 
Libro |, Octubre de 2011, Tomo 2. Materia(s): Constitucional. Tesis: la. CXCII/2011 
(9a.) y “Principio de legalidad. La tipicidad constituye su base fundamental y rige, 
con los principios de taxatividad y de plenitud hermética derivados de aquél, como 
pilar de un sistema de derecho penal en un estado democrático de derecho”. En 
novena época. Registro: 175846. Instancia: Tribunales colegiados de circuito. Tipo 
de tesis: Aislada. Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta. Tomo 
XXIIl, Febrero de 2006. Materia(s): Penal. Tesis: 1! 20. 
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Trata de personas, delito de 


tipo penal, concretando su alcance de acuerdo a los bienes 
tutelados y es obligación del juez, respetar el principio de 
taxatividad. 

Resulta que la característica general de la LATP es lo 
sobreabundante, ampliamente casuística todo lo contrario 
a la determinación suficiente y no “la mayor precisión 
imaginable”,'” lo que se traduce en la mayoría de los 
supuestos, en inaplicación material de los tipos legales. 


2.- La sobreabundancia en el caso del art. 10 de LATP. 


El art. 10 de LATP establece la fase subjetiva del tipo 
legal, la intención de explotar a la víctima con diversas 
finalidades que son confusas. 


Elementos del 
delito 


Otras formas de Implica aplicación analógica de la le 
explotación sexual P P 5 só 


Acorde al protocolo de Palermo 


Condición de 

siervo, explotación 

laboral, trabajo o | Se confunden con actividades características de la 
servicios forzados | esclavitud. 

y mendacidad 

forzada 


17 En este sentido consta la tesis jurisprudencial: “Normas penales. Al analizar su 
constitucionalidad no procede realizar una interpretación conforme o integradora.” 
Visible en la novena época. Registro: 167445. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta. Tomo 
XXIX, Abril de 2009. Materia(s): Constitucional, Penal. Tesis: P./J. 33/2009 
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Utilización de 
menores de 18 
años en 
actividades 
delictivas 


bons Problematiza con la figura penal de afectación del 
La adopción ilegal e 
estado civil de las personas. 


Es ambiguo. ¿Se considera autoría del tratante y 
entonces no se le aplica sanción por el delito en que 
participó el menor? o ¿se considera la autoría 
mediata en el delito donde se usa al menor?. 


Es confuso, ya que no existe matrimonio forzoso 
Matrimonio (sic). Lo que existe es matrimonio forzado y la 
forzoso o servil conducta colinda con la misma trata de personas con 
fines de esclavitud. 


Implica una conducta diferente a la trata de personas 
pues se prevé el uso de la persona solo por una vez y 
no para una permanente explotación. 


El tráfico de 
Órganos 


Independientemente de lo anterior, están los problemas 
de prueba ¿cómo demostrar lo que el activo exactamente 
quería?. Salvo confesión del responsable, se debe deducir 
de los elementos objetivos, lo que es un tema muchas veces 
difícil o de imposible comprobación. 

Así, solo están más o menos definidas la trata de 
personas con fines de explotación de esclavitud o prostitución 
ajena y la experimentación biomédica. 
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3.- La sobreabundancia en los tipos penales impropios de 
trata de personas 


Es aquí donde el casuismo esquizofrénico en una 


pretensión quimérica de abarcar todo de todo, termina por 
proteger prácticamente nada.'* 


Uno de los propósitos del PPATP es la claridad y 


la univocidad pero la LATP rompe con ese anhelo al ser 
sobreabundante y tener una barroca redacción que dificulta, 
confunde y complica.'” 


18 Ejemplos de inaplicabilidad de la ley por la propia ley se exponen en las tesis de 


1 


co 


jurisprudencia, la primera consultable en el registro: 2010463 con la voz: “Trata de 
personas. El tipo básico de este delito previsto en el artículo 10, párrafo primero, 
de la ley general para prevenir, sancionar y erradicar los delitos en la materia 
relativa y para la protección y asistencia a las víctimas de estos delitos, no puede 
coexistir con la agravante establecida en el diverso 42, fracción IX, de dicha ley, 
referente a cuando aquélla comprenda a más de una víctima, de lo contrario, se 
contraviene el artículo 23 de la constitución federal”. La segunda tiene el registro: 
2011518 e indica: “Trata de personas. No se actualiza la agravante del delito de, 
relativa cuando el sujeto activo habite en el mismo domicilio con la víctima, si ya se 
consumaron los verbos rectores del tipo.” 


Cfr. Ontiveros, M.: Errores de la ley general contra la trata de personas. En http:// 
www. miguelontiveros.com/files/articulo_002.pdf; passim. 
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No. de verbos 
Delito Conductas típicos de las 

figuras 

equiparadas 


Beneficie con la explotación 
de una o más personas a través 
de la prostitución 


Delito de Beneficie con la explotación 

explotación  |de una o más personas a través 

sexual. de las exhibiciones públicas o 
privadas de orden sexual 


Beneficie con la explotación 
de turismo sexual 


Beneficie con la explotación 
de cualquier otra actividad 
sexual remunerada 


14 Delito de Someta a una persona a 
beneficio realizar actos pornográficos 


Beneficie con la explotación 
de una o más personas a través 
la pornografía 
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Trata de personas, delito de 


ilícito por la 


trata de 
personas 


Delito de 
beneficio 
ilícito de la 
trata de 
personas. 


Beneficie de someter otra 
persona a actos pornográficos 


Produzca material 
pornográfico 


Beneficie de la producción de 
material pornográfico 


Engañe a una persona a prestar 
servicios sexuales 


Participe en engañar a una 
persona a prestar servicios 
sexuales 


Beneficie económicamente de 
la explotación de una persona 
mediante el comercio 


Beneficie económicamente de 
la explotación de una persona 
mediante la distribución 


Beneficie económicamente de 
la explotación de una persona 
mediante la exposición 


Beneficie económicamente de 
la explotación de una persona 
mediante la circulación 
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Delito de 
comercializac 
1ón de 
productos 
obtenidos de 
la trata de 
personas 


Delito de 
comercializac 
1ón de 
productos 
obtenidos de 
la trata de 
personas 


Beneficie económicamente de 
la explotación de una persona 
mediante la oferta de libros, 
revistas, escritos, grabaciones, 
filmes, fotografías, anuncios 
Impresos, imágenes u objetos, 
de carácter lascivo o sexual, 
reales o simulados, sea de 
manera física, o a través de 
cualquier medio 
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CET E 
ESPOSO 
CEEI EA 


COTE CA 
CCC CN 
CET EC 
CE E 
Almacene A 

a 


productos Arriende para sí o para un 

obtenidos de | tercero, el material a que se 

la trata de refiere el artículo anterior, sin 

personas fines de comercialización o 
distribución 


Delito de 
sexual 


Contrate trabajo distinto a los 
servicios sexuales e induzca a 
realizarlos 


Trata de personas, delito de 


Contrato 
fraudulento 
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para la 
prostitución 


Contrato para 
ejercer la 
prostitución 


Trabajos 
forzados 


delincuencia 
organizada 


Trata de 
personas para 
la 
delincuencia 
organizada 


Oferte trabajo distinto a los 
servicios sexuales o induzca a 
realizarlos 


Contrate para la prestación de 
servicios sexuales 


Utilice en actividades de 
delincuencia organizada 


ECO ION TT E 
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Trata de 
personas de 
venta de 
menores 


Reciba a título oneroso 


Obligue a contraer matrimonio 
forzado 
forzado 
Trata por 
Órganos E 

CEST COS 


Aplique procedimientos no 
67 
aprobados 


cala de LA Aplique técnicas no aprobadas E 
uso médico 
Aplique medicamentos no 
aprobados 
Trat. Da 
O Contrate para la publicación de 
medio de la a ÉN 
do anuncios ilícitos o engañosos 
publicidad 
Dirija un medio impreso pa 
Trata por Publique incumpliendo la ley NS 
medio dela antitrata de personas 
publicidad Gestione un medio impreso E 
Edite un medio impreso pra | 
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Trata del 
comodatario 
o del lugar de 
la trata 


Trata por 
aprovechami 
ento 


Dirija un medio electrónico 
Gestione un medio electrónico 


Edite un medio electrónico 
Dirija un medio cibernético 


Gestione un medio cibernético 


Edite un medio cibernético 


Dar con conocimiento de la 
trata de personas comodato de | 81 
un inmueble, casa o habitación 


Dar con conocimiento de la 

trata de personas 82 
arrendamiento un inmueble, 

casa O habitación 

Dar con conocimiento de la 

trata de personas alquiler de un | 83 
inmueble, casa o habitación 


Adquiera sabiendo de la trata 84 
de personas 

Use sabiendo de la trata de 85 
personas 


Compre sabiendo de la trata de 
personas 
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Trata por 
revelación de 
víctima 


Solicite sabiendo de la trata de 87 
personas 
Alquile sabiendo de la trata de 88 
personas 


Reservada 
Divulgue sin 
motivo fundado 
Información 


delitos, procesos 

y personas objeto 

de esta Ley o 

relacionada con 

el Programa de 

Protección de 

Víctimas, 

Ofendidos y Confidenci 
testigo. al 
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Profuso y complejo son dos características de las figuras 
penales de trata de personas impropias. Profuso por el gran 
número de verbos típicos a los que se debe sumar que por su 
característica de ser tipos penales alternativos, se reproducen 
las hipótesis posibles. 

Esa gran cantidad de hipótesis, dificulta o materialmente 
imposibilita diferenciar un supuesto de otro, pues no hay 
límites diferenciadores entre una conducta y otra. A lo que 
se agrega que la LATP maneja hipótesis gramaticalmente 
iguales, como si fueran diferentes. Por ejemplo ¿cuál es 
la diferencia entre “dar en arrendamiento un inmueble, 
casa O habitación” de “dar, en alquiler un inmueble, casa o 
habitación”?. 

Todavía más, para que se pueda actualizar cualquier 
figura de trata de personas impropias, necesariamente 
se requiere demostrar la existencia del delito de trata de 
personas conforme al art. 10 de la LATP. Además, a razón 
de que los tipos penales impropios, al ser formas concretas 
de explotación, deben guardar congruencia con el tipo penal 
propio. 

Al mismo tiempo, debe precisarse que en muchos de los 
casos, si se trata de los mismos activos, acusados de varias 
modalidades de trata de personas, puede llegar a violentarse 
el principio non bis in ídem previsto en el cartabón 23 de la 
CPFM. 

La sumatoria de 90 supuestos básicos, más la 
posibilidad de ampliación exponencial de las hipótesis, más 
los problemas propios de teoría del delito como autoría y 
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participación y concurso aparente de normas, dan como 
resultado la inaplicabilidad material de los tipos penales 
impropios de trata de personas. 


4.- La sobreabundancia en las circunstancias agravantes 


Continuando con el complejísimo entramado de la 
LATP, establece calificativas generales para todos los delitos 
y calificativas especificas en algunos casos. Ultimas que ya 
fueron señaladas. En lo que toca a las calificativas generales, 
pueden observarse en la siguiente tabla: 
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Tipo de calificativa Supuestos 


Por relación personal del activo | Relación familiar 
con la víctima 


Relación de parentesco por 
consanguinidad civil hasta el 3er. 
grado 


Relación de parentesco por afinidad 
hasta el segundo grado 


Habite en el mismo domicilio 


Tenga una relación sentimental o 
relación de hecho 


Haya tenido una relación 
sentimental o relación de hecho 


Por supra agravación a la | Violencia 
dignidad de la víctima 


Intimidación 


Engaño 


Privación de libertad 


Fanatismo religioso 


Tratos crueles, inhumanos y 
degradantes 


Por el lugar de comisión del | Sea cometido parcial en dos o más 
delito países 


Sea cometido totalmente en dos o 
más países 
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Por el riesgo de muerte de la | Deliberadamente 


victima 


Se ponga en 
peligro la vida 
de la víctima 


Por negligencia 


El delito cause la muerte de la 
victima 


Por la muerte de la víctima 


El delito cause el suicidio de la 
victima 


Por daños y lesiones de las 
víctimas 


Daños y enfermedad psicológica 


Daños y enfermedad física 


Lesiones y enfermedad psicológica 


Lesiones y enfermedad fisica 


(incluido el VIH/SIDA) 

Por la vulnerabilidad de la | Mujer embarazada 

víctima - - - 
Persona con discapacidad física 
Persona con discapacidad 
psicológica 


Persona menor de 18 años 


Persona de la tercera edad que no 
tenga capacidad de valerse por sí 
misma 


Trata de personas, delito de 


Por la calidad de indígena 


Pertenecer a un 
grupo indígena y 
sea objeto de 
alguna 
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condición de 


desventaja 

Por número de víctimas Exista más de una víctima 

Por la calidad del activo Sea miembro de la delincuencia 
organizada 


Haya suministrado a la víctima 
substancias de las prohibidas por la 
Ley General de Salud. 


Tenga posición de responsabilidad o 
confianza ante la víctima 


Tenga posición de autoridad, control 
o dominio respecto de la víctima 
menor de 18 años de edad 


Sea funcionario público 


Haya sido condenado con 
anterioridad por el mismo delito, o 
cualquier otro delito en materia de 
trata de personas 


Por financiamiento Art. 43 LATP | Acciones de dirección 


Acciones de financiamiento para 
que cometan cualquier delito de 
trata 
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De nuevo, la opulencia de la ley logra su inhabilitación 
principalmente porque dada la naturaleza del delito, subsume 
las calificativas en el tipo básico.” 


5.- La sobreabundancia en las cláusulas de exención 
de pena para las víctimas de trata que hayan cometido 
delitos como motivo de su situación de trata. 


La primera cláusula de exención de pena, localizada en 
el art. 37 de LATP, instituye dos hipótesis para el activo en el 
caso de que hubiese cometido el delito mientras estuvieran 
sujetas al control o amenaza; y en caso de que no les sea 
exigible otra conducta. 

Estas precisiones son absolutamente ociosas, pues 
si el activo no actuó libremente o si sencillamente no tenía 
posibilidad de hacer otra cosa, aplican las reglas generales de 
teoría del delito; es decir falta de acción o falta de capacidad 
de culpabilidad. 


20 En este sentido las tesis aisladas: “Trata de personas. No se actualiza la agravante 
del delito de, relativa cuando el sujeto activo habite en el mismo domicilio con la 
víctima, si ya se consumaron los verbos rectores del tipo.” Época: Décima época. 
Registro: 2011518. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
Aislada. Fuente: Gaceta del semanario judicial de la federación. Libro 29, Abril de 
2016, Tomo lll. Materia(s): Penal. Tesis: 1.20.P.44 P (10a.). “Trata de personas. 
El tipo básico de este delito previsto en el artículo 10, párrafo primero, de la ley 
general para prevenir, sancionar y erradicar los delitos en la materia relativa y para 
la protección y asistencia a las víctimas de estos delitos, no puede coexistir con 
la agravante establecida en el diverso 42, fracción IX, de dicha ley, referente a 
cuando aquélla comprenda a más de una víctima, de lo contrario, se contraviene 
el artículo 23 de la constitución federal.” Época: Décima época. Registro: 2010463. 
Instancia: Tribunales colegiados de circuito. Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Gaceta 
del semanario judicial de la federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV. 
Materia(s): Constitucional. Tesis: 1.20.P.42 P (10a.). 
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La segunda cláusula de exención aparece en el ordinal 
38 de la LATP para el supuesto de víctimas de trata de 
personas extranjeras en situación migratoria irregular, 
previendo que no serán objeto de sanciones señaladas en la 
Ley de Migración. 

Al igual que la diatriba precedente, esta exención de 
responsabilidad es tinta de más, ya que legalmente la víctima 
extranjera no debe responder penalmente por los actos que no 
quiso realizar. 


Trata de personas, delito de 
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VIH. Las figuras típicas de la trata de personas 
materialmente aplicables 


la inaplicabilidad material de la LATP y, si se forza 

su aplicación en los casos confusos, un gran número 
de personas podrían ser considerados delincuentes, lo que 
obviamente favorece a los verdaderos tratantes. 

Cabe reflexionar que la opinión internacional 
puede considerar que México disfrazó el cumplimiento 
del compromiso asumido en Palermo, creando una ley 
materialmente inaplicable que favorece a los tratantes de 
personas. 

En fin, lo que objetivamente si se pueden aplicar la 
LATP es el ordinal 10, considerando que el bien jurídico 
que protege es la libertad en la modalidad de ser un derecho 
humano de toda persona a no ser explotada y atender a que 
el delito solo es configurable de acción por parte de 3 o más 
sujetos activos. 


| a infección del virus de la sobreabundancia provoca 


1.- El bien jurídico la libertad en la modalidad de ser un 
derecho humano de toda persona a no ser explotada 


Acorde al artículo 2 fracción V de LATP el delito de 
trata de personas protege varios bienes jurídicos: la vida, 
la dignidad, la libertad, la integridad y la seguridad de 
las personas, así como el libre desarrollo de niñas, niños y 
adolescentes. 
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No obstante así genéricamente expuestos no puede 
ser objeto de protección.” De inicio son demasiados bienes 
jurídicos ¿cuál es el principal?, ¿todos tienen la misma 
prelación?, ¿hay uno que se actualice siempre? 

Por otro lado, hace referencia literal del derecho a la 
dignidad, que no es un derecho sino que es un principio, del 
que se derivan todos los derechos.” En este sentido ¿la trata 
de personas afecta a todos los derechos humanos habidos y 
por haber?. 

En cuanto a la libertad, integridad, seguridad y libre 
desarrollo de los menores, también padecen de indefinición 
a razón de que hay varios enfoques de la libertad -dígase 
ambulatoria, de pensamiento de asociación, de expresión 
etc.-, como también de la integridad, ya que ésta puede ser 
física o psicológica. 

Por lo que ocupa, al concepto de correcto desarrollo 
de los menores es por si solo un concepto polémico, pues el 
adjetivo correcto es susceptible de plurales interpretaciones. 
Para solventar el quid se debe precisar que el bien jurídico 
que tutela la LATP es la libertad en la modalidad de ser un 
derecho humano de toda persona a no ser explotada. 

Antes, cuando se hablaba de la esclavitud, el tema 
parecía sencillo, protegía la libertad ambulatoria y ya. 
Ahora, cuando se habla de trata de personas como una 


21 Cfr. Martiñon Cano, G.: El secuestro. Tirant Lo Blanch. Valencia España. 2010; pp. 
56 y ss. 


22 Cfr Alexy, R.: Teoría de los derechos fundamentales. Centro de estudios 
constitucionales. Madrid España. 1993; p. 45. Y Alexi, R.: Tres escritos sobre los 
derechos fundamentales y la teoría de los principios. Traducción de Cralos Bernal 
Pulido. Bogotá. Universidad del externado de Colombia. 2009; p. 94. 
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forma evolucionada de esclavitud, hay polémica sobre lo 
que protege y muchas de las posturas actuales olvidan lo que 
originalmente se decía que afectaba.” 

Pero ¿ha cambiado el objeto de protección?. La 
respuesta es que solo se ha ampliado por el reconocimiento 
de los derechos de toda persona y el único punto diferente 
es el caso de la extracción de órganos, pues en el pasado no 
existía. 

Desde el plano del deber ser la ley no debe fijar todos 
los derechos humanos, es una avaricia normativa inocua que 
en el caso se suma a la no permanente afectación colateral de 
otros bienes jurídicos. 

En búsqueda de respuesta, la doctrina científica se 
ha manifestado dando diversas opiniones en el sentido de 
que tutela “la dignidad y la libertad”, “la integridad del ser 
humano”, “la integridad moral”, “el libre desarrollo de 
la personalidad”* o “la dignidad en fase de prohibición de 
instrumentalizar a una persona”.? 

Ahora bien, cierto es que la trata de personas produce 
plurales afectaciones, por lo que no puede considerarse que 
se afecte solo un bien jurídico o dos, sino un grupo de ellos. 
Por lo tanto, la característica común es que se trata de un bien 


23 Cfr. Adame Goddard, J., Libertad. En Diccionario Jurídico Mexicano. Tomo. 1-0. 
Porrúa — UNAM.. México D.F. 1994; p. 1987. 


24 Cfr. Villacampa Estiarte, C. El delito de trata..., pp. 835 y ss. 
25 Cfr. Ontiveros, M.: Errores de la..., p. 1. 
26 Cfr. Villacampa Estiarte, C., El delito de trata..., p. 838. 
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jurídico compuesto. Asimismo, ese grupo de bienes jurídicos 
afectados tienen como común denominador, la intención de 
explotación de un ser humano. 

Resultando que la explotación es la consecuencia; 
mientras, la pérdida de la libertad, la causa. De donde se 
sigue que la trata de personas debe tutelar la libertad como 
cimiento de los derechos del hombre y cuando se afecta, 
no solo se trasgrede la libertad, sino también otros bienes 
jurídicos. 


2.- Pautas para analizar dogmáticamente el tipo legal de 
trata de personas previsto en el art. 10 de la LATP 


De acuerdo con la estructura dogmática, para actualizar 
la figura de trata de personas se deben considerar los 
siguientes elementos: 


A.- Las conductas (que es lo que se hace). Tipo objetivo 
o aspecto externo. Acciones de captar, enganchar, 
transportar, transferir, retener, entregar, recibir o alojar a 
una O varias personas 


a) Forma de analizar los tipos 
penales alternativos mixtos 


Tanto los tipos penales contenidos en la PPATP, como 
lo que se establece en la ley especial mexicana son tipos 
mixtos alternativos,” por lo que se pueden armar diferentes 
modalidades de tipos penales al combinar sus elementos. 


27 Cfr. Roxin, C.: Derecho penal..., p. 337. 
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Ante ello, a fin de evitar más farragos, se puede seguir 
3 pasos: 1. ubicar conductas, medios y fines, 2. tomar un 
elemento de cada uno y 3. construir una hipótesis. 

En cuanto al primer paso, se tiene que las conductas son: 
captar, enganchar, transportar, transferir, retener, entregar, 
recibir o alojar; mientras los medios pueden ser violencia, 
engaño o situación de superioridad y los fines serían de 
explotación sexual, explotación laboral o experimentación 
biomédica. El segundo paso implica tomar un elemento de 
cada uno de los 3 grupos para con ellos, en el tercer paso, 
formar una hipótesis normativa. Por ejemplo: captar, con 
violencia, para la explotación sexual. O captar, con engaño, 
para la explotación sexual. O captar con situación de 
superioridad para la explotación sexual, etc. 


b) Los verbos típicos 


Los verbos típicos deben situarse en el específico 
contexto delictivo, debiéndose considerar el fin de la trata 
de personas, el modus operandi general de los tratantes de 
personas y el iter victemae que sufre la víctima en el delito. 

Las causas de la trata de personas tienen una explicación 
poliédrica, ya que son varios los factores que los provocan, 
en general conocidos como push-pull factors y atienden a 
elementos económicos, sociales, culturales, etc. que tornan 
vulnerable a una persona y la convierten en potencial víctima 
de trata. 


28 Hay que diferenciar el “push factor” o efecto expulsión de personas de su lugar de 
origen, mientras los pull factors o efecto de atracción a lugar de explotación. Cfr. 
Villacampa Estiarte, C.: La moderna esclavitud y su relevancia jurídico penal. En 
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Por otro lado, el modus operandi de los tratantes ubica 
3 momentos:” primero, el reclutamiento por medio de la 
violencia, el engaño o el aprovechamiento de un vulnerable. 
Segundo, el traslado y aislamiento en el que las víctimas 
son llevadas al lugar donde serán explotadas. Y tercero, la 
explotación laboral, sexual o de experimentación biomédica. 

Mientras el iter victimae atiende a: 1. una víctima 
vulnerable, 2. la captación de la víctima por diversos medios 
que van desde el convencimiento hasta la violencia, 3. el 
traslado dentro del país o fuera y 4. la explotación. 

Las causas, el modus operandi y el iter victimae, 
son cimientos para interpretar que los verbos típicos 
que envuelven una sucesión de actos: captar (implica el 
reclutamiento de una víctima vulnerable que sufrió una 
expulsión de su ambiente y fue atraída por el tratante); 
transportar y transferir (se refieren al traslado del lugar 
donde se recluto a la víctima a donde se le explota, donde 
en ocasiones intervienen varias personas y cambian de 
carceleros); retener, entregar, recibir o alojar (hacen referencia 
al momento en que llegan al lugar de la explotación). 


revista de derecho penal y criminología. 3*? época, No. 10 julio del 2013; p. 299. 


29 Cfr. Villacampa Estiarte, C.: El delito de trata de personas: Análisis del nuevo 
artículo 177 bis CP desde la óptima del cumplimiento de compromisos 
internacionales. Anuario de a facultad de derecho de la Coruña. ISSN 1138- 
039X, N* 14, 2010; pp. 822. Le Golf, H. y Lothar Weiss, T.: La trata de personas en 
México. Organización internacional de migraciones. México D.F. . Junio del 2011; 
pp. 59 y ss. 
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Lógicamente, la tipicidad requiere que se precise el 
último de los verbos que se actualice, en el entendido de que 
el verbo posterior implica que ya acontecieron los verbos 
precedentes. Verbigracia alojar implica que ya existió el 
reclutamiento y el traslado. 


c) Características de los verbos 
típicos: sin voluntad 


El delito de trata de personas, como quedó asentado 
es de lesión y de mera actividad, implica que debe existir 
una afectación al bien jurídico que tutela, la libertad en la 
modalidad del respeto al derecho de no ser explotado. 

Para la actualización de cualquiera de los verbos típicos 
deben ser sin la voluntad permanente de la víctima, mientras 
dura el delito, a manera de yugo constante. 

Destaca que en muchos de los lugares donde se explotan 
personas son abiertos y de conocimiento público: Burdeles, 
salones de masaje, bares, restaurantes, sembradíos o fábricas. 
De donde surge la pregunta: ¿por qué no escapan o piden 
ayuda? ¿es voluntaria la explotación?. La respuesta es que 
las formas evolucionadas de aprisionar no son con grilletes, 
si no diversas formas depuradas de sometimiento, cadenas 
virtuales tan o más efectivas que las reales.* Por ejemplo el 
hacer adicta a la víctima a las drogas. 


30 Cfr. IOM., La trata de personas..., p.26.. Comisión de derechos humanos: La trata 
de..., p. 13. Acién González, E. y Checa Y Olmos, F.: La actualidad del abordaje de 
la trata de personas para la prostitución forzada en España. El plan integral y sus 
implicaciones para trabajadoras del sexo inmigradas. En gaceta de antropología. 
No. 27. Abril del 2011; p. 20. 
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Ante ese panorama, para corroborar la falta de 
consentimiento libre es necesaria la verificación, en cada 
caso concreto, de: 1. Inexistencia de libertad, dígase porque la 
víctima sea menor de edad o por el uso de un medio comisivo 
que haya anulado la libre decisión; 11. desconocimiento de 
que va ser explotada sexualmente, laboralmente o usado sus 
Órganos; ii. que no haya tenido escapatoria ú oportunidad de 
liberarse. 

Debe diferenciarse consentimiento, contra 
consentimiento o conocimiento viciado, pues se puede 
confundir la trata con otros delitos en los que puede haber 
consentimiento valido de las víctimas, como las meretrices 
que aceptan ser manejadas por un lenón. Mas no todas las 
prostitutas son víctimas de trata, ni todos los lenones son 
tratantes. Hay un sector alterne no típico de conductas de 
explotación sexual. 


d) Exclusión del tipo objetivo: el consentimiento 


El consentimiento entendido como la manifestación 
de voluntad, expresa o tácita, es un tema polémico ya que 
contiene una aparente contradicción. Por un lado, el art. 40 
del LATP dispone la invalidez del consentimiento otorgado 
por la víctima, pero por otro lado, si la conducta con la que se 
consumó la trata de personas fue voluntaria, es atípica. 
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Para zanjar la contradicción debe asumirse que si la 
victima aceptó voluntariamente ser explotada, entonces se 
excluye de responsabilidad penal.*' 

Empero, debe confirmarse que la voluntad no está 
viciada y la victima está debidamente empoderada. 

Una postura en contrario implicaría confundir conductas 
dándoles el carácter de trata; por ejemplo, a la prostitución 
voluntaria o el servicio público de más de 8 horas de trabajo 
sin oportunidad de ingerir alimentos, etc. . 

Al mismo tiempo implicaría una trasgresión a la libre 
determinación, pues todos pueden decidir sobre sí mismos 
y la ley, en ánimo de protección, no puede prohibirles su 
decisión aunque sea perjudicial o inconveniente. 


B. Los medios (cómo se hace). Tipo objetivo o aspecto 
externo: por cualquier medio 


Legalmente no existe restricción de medios para cometer 
la trata de personas; pero, como previamente se sostuvo, la 
conducta típica debe ser sin voluntad de la víctima, lo que 
obliga a analizar forzosamente los medios comisivos ya sea 
trata forzada (violencia), trata fraudulenta (engaño) o trata 
abusiva (situación de superioridad). 


31 *(...) la trata de personas exige una anulación o falta de consentimiento de 
la víctima objeto de la trata. El tratante debe utilizar algún medio comisivo para 
doblegar la voluntad de la víctima: coacciones, amenazas, intimidación, engaño, 
abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad del sujeto pasivo, entre otros. 
De esta forma, cuando exista pleno consentimiento de la persona objeto de la 
conducta no existirá trata (...)”. Daunis Rodriguez, A.: Sobre la urgente..., p. 8. 


32 Cfr. Villacampa Estiarte, C.: El delito de trata..., p. 844. 
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C. Conducta típica. Tipo subjetivo o aspecto interno (por 
qué se hace): para fines de explotación 


La intención del tratante de personas tiene una doble 
esencia: disponer de una persona y cosificarla, hacerla 
mercancía.** De ello se desprende que el tipo subjetivo es 
el dolo directo y además cuenta con un elemento subjetivo 
especial (el animus de explotación). 

Dicho elemento subjetivo especial identifica tres tipos 
de trata de personas: laboral (en fábricas, maquiladoras, 
trabajo agrícola, plantaciones, minas, construcción, pesca, 
mendicidad, trabajo doméstico, vientres de alquiler); 
sexual (prostitución forzada, pornografía, pedofilia, turismo 
sexual, agencias matrimoniales, embarazos forzados); y la 
experimentación biomédica.** 


Trata de personas, delito de 


33 Cfr. Carrasco González, G.: Tipo penal de trata de personas. En revista alegatos 
No. 86. México D.F. Enero/abril 2014; p. 73. 


34 Cfr. IOM: La trata de persona. p. 22.. Comisión de derechos humanos: La trata 
de..., p. 11. 
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Conclusiones 


en la LATP se traduce en la material anulación de 

la mayor parte, por lo que resulta urgente que el 
legislador derogue las figuras penales impropias de trata 
de personas y reestructure el tipo legal propio de trata de 
personas con fines de explotación, de la siguiente forma: 
l. diferenciando los casos de delincuencia organizada de 
común; 2. eliminando la posibilidad legal de que se actualice 
por omisión; y 3. estableciendo medios comisivos. 

En tanto se produce el cambio legislativo el juez solo 
puede atender al delito de trata de personas previsto en el art. 
10 de la LATP en su configuración de acción y con 3 o más 
sujetos activos. 

Forzar la interpretación buscando sancionar será una 
crónica de un fracaso anunciado como está pasando con los 
juicios de amparo y con declaratorias de inaplicabilidad de 
la ley. Por otro lado, se puede caer en sancionar, a manera de 
chivos expiatorios, a delincuentes menores perdonando a los 
verdaderos tratantes. 

Vaya la paradoja, la LATP no puede estar encadenada y 
ser esclava de sus errores. 

Debe avanzar, pues la historia contra la trata de personas 
aún se está escribiendo... 


| a sobreabundancia de supuestos legales encontrada 
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Capítulo VIH 
Apoyos a las Víctimas, Ofendidos y Testigos de Cargo 

Artículo 32. Las víctimas y ofendidos de las 
conductas previstas en el presente ordenamiento y los 
testigos de cargo, además de los derechos establecidos en 
la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en el código nacional de procedimientos penales y demás 
leyes secundarias, tendrán los siguientes derechos: 

I. Estar presentes en el proceso, en sala distinta a la 
que se encuentre el inculpado; 

Il. Obtener la información que se requiera a las 
autoridades competentes o correspondientes; 

UL Solicitar y recibir asesoría por parte de 
las autoridades competentes, la cual deberá ser 
proporcionada por un experto en la materia, quien 
informará sobre la situación del proceso y procedimientos, 
así como de los beneficios o apoyos a que se refieren en 
esta Ley; 

IV. Solicitar ante la autoridad judicial competente, 
las medidas precautorias o cautelares procedentes en 
términos de la legislación aplicable, para la seguridad y 
protección de las víctimas, ofendidos y testigos, para la 
investigación y persecución de los probables responsables 
del delito y para el aseguramiento de bienes para la 
reparación del daño; 

V. Requerir al juez que al emitir una sentencia 
condenatoria, en la misma deberá sentenciar a la 
reparación del daño a favor de la víctima; 


799 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Víctima 


VI. Contar con apoyo permanente de un grupo 
interdisciplinario que las asesore y apoye en sus 
necesidades; 

VI. Rendir o ampliar sus declaraciones sin ser 
identificados dentro de la audiencia y, si lo solicitan, 
hacerlo por medios electrónicos; 

VIUIL Participar en careos a través de medios 
electrónicos; 

IX. Estar asistidos por sus abogados, médicos y 
psicólogos durante las diligencias; 

X. Obtener copia simple gratuita y de inmediato, de 
la diligencia en la que intervienen; 

XI. Aportar pruebas durante el juicio; 

XIL Conocer el paradero del autor o partícipes del 
delito del que fue víctima o testigo; 

XIII. Ser notificado previamente de la libertad del 
autor o autores del delito del que fue víctima o testigo, y 
ser proveído de la protección correspondiente de proceder 
la misma, y 

XIV. Ser inmediatamente notificado y proveído de la 
protección correspondiente, en caso de fuga del autor o 
autores del delito del que fue víctima o testigo. 
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Derechos de víctimas, ofendidos y testigos 
Comentarios 


Mtro. Israel González Ramírez 


a ley establece los derechos específicos de las 
víctimas, ofendidos y testigos de cargo. Estos derechos 
complementan los ya establecidos en la constitución 
política de los Estados Unidos Mexicanos, el código nacional 
de procedimientos penales y otras leyes secundarias, 
proporcionando un marco legal robusto para su protección y 


apoyo. 


I.- Derechos adicionales para víctimas, ofendidos y 
testigos de cargo 


La norma establece que las víctimas y ofendidos de 
las conductas previstas en esta ley, así como los testigos de 
cargo, tendrán, además de los derechos establecidos en la 
constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, en el 
código nacional de procedimientos penales y en otras leyes 
secundarias, una serie de derechos adicionales específicos. 

La meta es asegurar que las personas directamente 
afectadas por delitos de secuestro, ya sean víctimas, ofendidos 
o testigos, cuenten con una protección y un apoyo ampliados 
más allá de los derechos generales reconocidos en otros 
marcos legales. Al reconocer estos derechos adicionales, la 
ley refuerza la importancia de brindar una protección integral 
y específica a quienes participan en procesos penales por 
delitos tan graves como el secuestro. 
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Consecuentemente, los derechos adicionales 
mencionados en el artículo 32 complementan y fortalecen los 
derechos generales, asegurando que las víctimas, ofendidos 
y testigos de cargo reciban un trato justo y una protección 
adecuada durante todo el proceso penal. 

La pretensión de otorgar estos derechos adicionales 
es doble: por un lado, busca proteger la integridad 
física y emocional de las víctimas, ofendidos y testigos, 
proporcionándoles un entorno seguro en el cual puedan 
participar activamente en el proceso penal; y por otro lado, 
asegura que estas personas tengan acceso a los recursos y 
apoyos necesarios para enfrentar las consecuencias del delito 
y colaborar con la justicia de manera efectiva. 


11.- Presencia en el proceso en sala distinta al inculpado 


La norma analizada establece que las víctimas y 
ofendidos, así como los testigos de cargo, tienen el derecho 
a estar presentes en el proceso en una sala distinta a la que se 
encuentre el inculpado. 

La medida busca proteger el bienestar emocional y 
la seguridad de las víctimas y testigos durante el proceso 
penal. Al permitirles estar presentes en una sala distinta, se 
evita el contacto directo con el inculpado, lo cual puede ser 
traumático y generar miedo o intimidación, resultando así 
especialmente importante esta medida en casos de secuestro, 
donde las víctimas y testigos pueden haber experimentado 
situaciones extremadamente traumáticas y enfrentarse cara a 
cara con el acusado podría exacerbar su angustia. 


802 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La separación física durante el proceso también facilita 
un entorno más seguro y cómodo para que las víctimas 
y testigos puedan participar activamente en el proceso. 
Esto asegura que puedan prestar sus testimonios y seguir 
el desarrollo del juicio sin la presión o el temor de estar en 
presencia del inculpado. Además, esta disposición contribuye 
a que las víctimas y testigos pueden concentrarse en sus 
declaraciones y testimonios sin distracciones ni amenazas 
implícitas. 


TII.- Derecho a obtener información de las autoridades 


La ley establece que las víctimas, ofendidos y testigos 
de cargo tienen el derecho a obtener la información que 
requieran de las autoridades competentes o correspondientes. 

Con ello, se garantiza que las personas directamente 
afectadas tengan acceso a la información relevante 
relacionada con su caso. El derecho a obtener información 
abarca todos los datos y detalles necesarios para comprender 
el desarrollo y el estado del proceso penal, incluyendo 
aspectos como el progreso de la investigación, las actuaciones 
judiciales y cualquier decisión tomada por las autoridades. 

Así, el propósito de este derecho es asegurar la 
transparencia y mantener a las víctimas, ofendidos y 
testigos informados en todo momento. La información 
proporciona a estas personas una comprensión clara del 
proceso, permitiéndoles tomar decisiones informadas, y 
participar activamente en el procedimiento penal. Además, el 
acceso a la información puede ayudar a reducir la ansiedad 
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y la incertidumbre que a menudo acompañan a los procesos 
judiciales, proporcionando un sentido de control y seguridad 
a las personas afectadas. 

Con ello, también se facilita la cooperación de las 
víctimas, ofendidos y testigos con las autoridades, ya que 
les permite seguir de cerca el avance del caso y comprender 
mejor cómo sus testimonios y colaboraciones están siendo 
utilizados. Asimismo, se garantiza que las autoridades 
competentes estén obligadas a proporcionar información de 
manera oportuna y completa, promoviendo así un sistema de 
justicia más transparente y accesible. 


TV.- Asesoría de expertos sobre el proceso y beneficios 


La misma norma antisecuestro establece que las 
víctimas, ofendidos y testigos de cargo tienen el derecho 
a solicitar y recibir asesoría por parte de las autoridades 
competentes, la cual debe ser proporcionada por un experto 
en la materia. Este experto informará sobre la situación 
del proceso, los procedimientos y los beneficios o apoyos 
referidos en la ley. 

Consecuencia de ello, esta disposición garantiza que 
las personas directamente afectadas por delitos de secuestro 
reciban orientación especializada durante todo el proceso 
penal. La asesoría proporcionada por expertos en la materia 
es fundamental para que las víctimas, ofendidos y testigos 
comprendan claramente el estado y los detalles del proceso, 
así como los procedimientos legales que se estén llevando a 
cabo. 
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La finalidad de este derecho es asegurar que las víctimas, 
ofendidos y testigos tengan acceso a información precisa y 
detallada sobre su situación legal. La asesoría de expertos 
ayuda a estas personas a navegar por el complejo sistema 
judicial, entender sus derechos y obligaciones, y conocer los 
recursos y apoyos disponibles para ellos según la Ley. 

De la misma forma, la asesoría de expertos también 
brinda un apoyo emocional y psicológico significativo, ya 
que proporciona una fuente de confianza y conocimiento 
en momentos de gran estrés y vulnerabilidad. Los expertos 
pueden ayudar a mitigar el miedo y la incertidumbre al 
explicar claramente el proceso y los pasos que se deben 
seguir, ofreciendo así una mayor seguridad y tranquilidad a 
las víctimas, ofendidos y testigos. 


V.- Solicitud de medidas precautorias o cautelares 


La norma también establece que las víctimas, ofendidos 
y testigos de cargo tienen el derecho a solicitar ante la 
autoridad judicial competente las medidas precautorias o 
cautelares procedentes en términos de la legislación aplicable, 
para la seguridad y protección de las víctimas, ofendidos y 
testigos, para la investigación y persecución de los probables 
responsables del delito y para el aseguramiento de bienes 
para la reparación del daño. 

La idea es proporcionar una protección inmediata 
y efectiva a las víctimas, ofendidos y testigos durante el 
proceso penal. Las medidas precautorias o cautelares no solo 
aseguran la seguridad de las personas involucradas, sino que 
también facilitan la investigación y la persecución de los 
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responsables del delito. Al garantizar un entorno seguro para 
las víctimas y testigos, estas medidas permiten que cooperen 
plenamente con las autoridades sin temor a represalias. 
Además, este derecho también incluye la posibilidad de 
asegurar bienes para la reparación del daño. Esto significa 
que se pueden tomar medidas para garantizar que los bienes 
del acusado estén disponibles para indemnizar a las víctimas 
en caso de una sentencia condenatoria, proporcionando así un 
mecanismo para la reparación económica del daño sufrido. 


VI.- Reparación del daño en la sentencia condenatoria 


La norma 32 establece que las víctimas, ofendidos y 
testigos de cargo tienen el derecho a requerir al juez que, al 
emitir una sentencia condenatoria, incluya la reparación del 
daño a favor de la víctima. 

Así, el propósito de este derecho es asegurar que las 
víctimas reciban una compensación justa y adecuada por 
el sufrimiento y las pérdidas que han experimentado como 
resultado del delito. La inclusión de la reparación del daño 
en la sentencia condenatoria proporciona un mecanismo legal 
para que las víctimas sean indemnizadas, reconociendo el 
impacto significativo que el delito ha tenido en sus vidas. 

Además, este derecho refuerza el principio de justicia 
restaurativa, que busca reparar el daño causado por el delito y 
restaurar el bienestar de las víctimas. Al requerir que el juez 
incluya la reparación del daño en la sentencia, se asegura que 
las necesidades y derechos de las víctimas sean considerados 
y atendidos en el proceso. 
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VIL- Apoyo de un grupo interdisciplinario 


La ley establece que las víctimas, ofendidos y testigos 
de cargo tienen el derecho a contar con apoyo permanente 
de un grupo interdisciplinario que les asesore y apoye en sus 
necesidades. 

La disposición garantiza que las personas afectadas por 
delitos de secuestro reciban un apoyo integral y continuo de 
un grupo de profesionales especializados en diversas áreas. El 
grupo interdisciplinario puede incluir abogados, psicólogos, 
médicos, trabajadores sociales y otros expertos que puedan 
ofrecer un enfoque holístico para atender las necesidades de 
las víctimas y testigos. 

La asistencia de un grupo interdisciplinario también 
permite un seguimiento continuo de las necesidades 
cambiantes de las víctimas y testigos, garantizando que 
reciban el apoyo adecuado en cada etapa del proceso y 
más allá. Esto es importante para asegurar que las personas 
afectadas no solo reciban ayuda inmediata, sino que también 
cuenten con un sistema de apoyo a largo plazo que les 
permita reconstruir sus vidas de la mejor manera posible. 


VIM.- Declaraciones anónimas y por medios electrónicos 


La norma establece que las víctimas, ofendidos y 
testigos de cargo tienen el derecho a rendir o ampliar sus 
declaraciones sin ser identificados dentro de la audiencia y, si 
lo solicitan, hacerlo por medios electrónicos. 
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Lo anterior garantiza la protección de la identidad de las 
personas que participan en el proceso penal como víctimas, 
ofendidos o testigos de cargo. Al permitir que rindan o 
amplíen sus declaraciones sin ser identificados, se protege su 
privacidad y se minimiza el riesgo de represalias. La opción 
de hacerlo por medios electrónicos añade una capa adicional 
de seguridad, permitiendo que las declaraciones se realicen 
sin la necesidad de presencia física en el tribunal, lo que 
puede ser crucial para su protección. 

La meta de este derecho es doble: Primero, busca 
asegurar la seguridad y el bienestar de las víctimas y testigos, 
quienes pueden estar en riesgo de sufrir intimidación o 
violencia si su identidad se revela; segundo, facilita su 
participación en el proceso sin que el temor a represalias 
interfiera en su disposición a colaborar con las autoridades. 
Esto es especialmente importante en casos de secuestro, 
donde la amenaza a la seguridad de las víctimas y testigos 
puede ser considerable. 

Además, el uso de medios electrónicos para rendir 
declaraciones es una medida moderna que aprovecha la 
tecnología para mejorar la eficiencia y seguridad del proceso. 
Esto permite que las personas participen de manera remota, lo 
cual es particularmente útil en situaciones donde el traslado 
al tribunal puede ser peligroso o logísticamente complicado. 


IX.- Participación en careos por medios electrónicos 


La ley establece que las víctimas, ofendidos y testigos 
de cargo tienen el derecho a participar en careos a través de 
medios electrónicos. 
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La idea de este derecho es proteger la integridad 
emocional y física de las víctimas y testigos. Además, la 
utilización de medios electrónicos para los careos asegura 
que las víctimas y testigos puedan participar plenamente en el 
proceso sin la presión adicional de un enfrentamiento directo 
con el acusado. Esto no solo protege su bienestar, sino que 
también puede resultar en testimonios más claros y menos 
influenciados por el miedo o la intimidación. 


X.- Asistencia de profesionales durante las diligencias 


La norma 32 establece además que las víctimas, 
ofendidos y testigos de cargo tienen el derecho a estar 
asistidos por sus abogados, médicos y psicólogos durante las 
diligencias. 

Lo anterior asegura que las personas afectadas por 
delitos de secuestro cuenten con el apoyo y la asistencia 
de profesionales durante todo el proceso. La presencia 
de abogados garantiza que las víctimas y testigos reciban 
asesoramiento legal adecuado, comprendan sus derechos y 
puedan tomar decisiones informadas. Los abogados también 
pueden intervenir en su representación, asegurando que sus 
intereses estén debidamente protegidos. 

La asistencia de médicos y psicólogos es igualmente 
importante, especialmente en casos de secuestro donde las 
víctimas y testigos pueden haber sufrido traumas físicos y 
emocionales significativos. Los médicos pueden proporcionar 
atención y monitoreo de la salud física, mientras que los 
psicólogos pueden ofrecer apoyo emocional y terapia para 
ayudar a manejar el estrés y los efectos del trauma. Esta 
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asistencia integral asegura que las personas afectadas reciban 
el cuidado necesario para su bienestar físico y mental durante 
las diligencias. 

La idea es proporcionar un entorno de apoyo y seguridad 
para las víctimas, ofendidos y testigos, permitiéndoles 
participar en el proceso con confianza y sin temor. La 
asistencia de estos profesionales no solo facilita una mejor 
comprensión del juicio, sino que también proporciona el 
apoyo necesario para enfrentar las dificultades emocionales y 
físicas que puedan surgir. 


XI.- Obtención de copias simples gratuitas de diligencias 


También se establece que las víctimas, ofendidos y 
testigos de cargo tienen el derecho a obtener copia simple 
gratuita y de inmediato, de la diligencia en la que intervienen. 

La idea es proporcionar transparencia y facilitar el 
acceso a la información. Al recibir copias simples gratuitas 
de las diligencias, las víctimas, ofendidos y testigos pueden 
mantener un registro completo de su participación en el 
proceso, lo cual es fundamental para su seguimiento y 
comprensión del caso. Esto también les permite verificar la 
exactitud de la información registrada y estar informados 
sobre los avances del proceso. 

Además, este derecho elimina cualquier barrera 
económica que pudiera impedir a las víctimas y testigos 
acceder a esta información. La gratuidad de las copias asegura 
que todas las personas, independientemente de su situación 
económica, puedan obtener la documentación necesaria sin 
incurrir en gastos adicionales. 
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XIL.- Aportación de pruebas durante el juicio 


La ley establece que las víctimas, ofendidos y testigos 
de cargo tienen el derecho a aportar pruebas durante el juicio. 

Lo anterior tiene como finalidad garantizar la 
participación plena y activa de las víctimas, ofendidos y 
testigos en el proceso penal. Al permitirles aportar pruebas, 
se fortalece el principio de equidad procesal, asegurando 
que todas las partes tengan la oportunidad de presentar sus 
evidencias y argumentos. Esto contribuye a la búsqueda de la 
verdad y a la justicia, ya que el juez o tribunal puede tomar 
una decisión informada basada en una comprensión completa 
y detallada de los hechos. 

Además, este derecho empodera a las víctimas y 
testigos, permitiéndoles jugar un rol crucial en el proceso. 
La posibilidad de aportar pruebas les proporciona un sentido 
de control y participación en el procedimiento, lo cual puede 
ser particularmente significativo en casos de secuestro, donde 
las víctimas han experimentado una pérdida de control y 
seguridad. 


XIIT.- Conocimiento del paradero de los responsables del 
delito 


Otro derecho establecido en la ley es el conocer el 
paradero del autor o partícipes del delito del que fueron 
víctimas oO testigos. 

La finalidad de este derecho es proporcionar 
tranquilidad y seguridad a las víctimas, ofendidos y testigos, 
ya que saber el paradero de los responsables del delito ayuda 
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a reducir la ansiedad y el miedo a posibles represalias, en 
virtud de que les permite estar informados sobre cualquier 
movimiento o situación que pueda representar una amenaza 
para su seguridad. Además, este conocimiento permite a las 
víctimas y testigos tomar decisiones informadas sobre su 
propia seguridad y bienestar, y prepararse adecuadamente 
para cualquier cambio en la situación de los responsables del 
delito. 

Además, se refuerza la transparencia y la confianza en el 
sistema judicial, asegurando que las víctimas y testigos estén 
al tanto de las acciones y decisiones relacionadas con los 
responsables del delito. La comunicación abierta y continua 
sobre el paradero de los autores del delito demuestra un 
compromiso con la protección y el respeto hacia las víctimas 
y testigos, fortaleciendo su confianza en el proceso y en las 
instituciones de justicia. 


XIV.- Notificación previa sobre la libertad de los 
responsables 


La ley establece además, que las víctimas, ofendidos 
y testigos de cargo tienen el derecho a ser notificados 
previamente de la libertad del autor o autores del delito 
del que fueron víctimas o testigos, y ser proveídos de la 
protección correspondiente si procede. 

Se tiene como propósito el proporcionar una capa 
adicional de seguridad y protección a las víctimas y testigos, 
ya que al ser informados previamente sobre la liberación 
de los responsables, pueden tomar decisiones informadas y 
adoptar medidas de precaución para garantizar su seguridad 
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y la de sus seres queridos. Además, la disposición contempla 
que, en caso de ser necesario, se les proporcionará la 
protección correspondiente, lo que puede incluir medidas de 
seguridad adicionales, como escoltas, cambios de residencia, 
o cualquier otra acción que las autoridades consideren 
pertinente para proteger a las personas afectadas. 

También se refuerza la confianza en el sistema judicial 
y en las instituciones de procuración de justicia, demostrando 
un compromiso con la seguridad y el bienestar de las víctimas 
y testigos. La notificación previa y la provisión de protección 
adecuada son esenciales para garantizar que las personas 
afectadas no queden expuestas a riesgos innecesarios. 


XV.- Notificación y protección en caso de fuga de los 
responsables 


La última parte del artículo comentado establece que las 
víctimas, ofendidos y testigos de cargo tienen el derecho a 
ser inmediatamente notificados y proveídos de la protección 
correspondiente en caso de fuga del autor o autores del delito 
del que fueron víctimas o testigos. 

Se tiene un propósito doble: Primero, asegurar la 
seguridad y el bienestar de las víctimas y testigos al 
proporcionarles una respuesta rápida y adecuada en caso de 
fuga de los responsables. La notificación inmediata permite 
a las personas afectadas tomar precauciones de manera 
oportuna, reduciendo el riesgo de sufrir represalias o nuevos 
ataques; segundo, la disposición de protección adecuada 
garantiza que las víctimas y testigos no queden desprotegidos 
y vulnerables en una situación de alto riesgo. 
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Stabat Mater 
Estaba la Madre... 


Mtra. Emilia del Carmen Nava Luna 


“¡Oh dulce fuente de amor!, 
Hazme sentir tu dolor 
Para que llore contigo. ” 


Stabat Mater 
Félix Lópe de Vega y Carpio. 


mejor conocido en la ciudad como el día de las flores, 

es uno de los puntos culminante de la Cuaresma, 
es decir, de la preparación física, mental y espiritual del 
cristiano para la Semana Santa. No obstante, han surgido 
tendencias donde se ignora el sentido religioso, reduciéndolo 
a una mera fiesta. Pero en esta ocasión, a efecto de no perder 
la memoria, se tratará de describir la evolución y significado 
de los elementos que rodean al viernes de Dolores. 


| a tradición guanajuatense del viernes de Dolores, o 
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Para comprender un poco más la evolución de la 
devoción a la Dolorosa, tenemos que comprender el origen 
de la advocación, la veneración y, sobre todo, cómo es que se 
propaga. 

Entendamos que, entre los católicos, la figura de la 
Virgen es un símbolo de salvación, y que los misterios que 
la envuelven! son momentos que se recuerdan y guardan 
un lugar especial en la liturgia católica de occidente, 
especialmente el culto a los dolores que aparecen en la Biblia 
como acompañamiento de la vida de Jesús. Esto no es igual 
en la iglesia bizantina, donde los dolores son recordados 
el viernes santo y cada miércoles y jueves del año, donde 
también se recuerda el sacrificio de Jesús. 

El inicio de la tradición parece encontrarse en Alemania, 
aproximadamente en el siglo XIV, aunque el camino iniciado 
es gracias a la literatura ascético-mística de los siglos XII y 
XIII. Estos textos humanizan a Jesús Salvador, y dan mayor 
importancia al papel corredentor de María; cuya noción 
era antigua y arraigada en ciertas partes. En sus inicios, 
no siempre llevó por nombre Dolores o Dolorosa, que es 
como se le conoce actualmente. Así, los nombres que tuvo 
fueron Angustias, Compasión, Conmiseración, Desmayo, 
Lamentación de María, Llanto de María, Martirio del 
Corazón de María, Pasmo, Piedad, Siete Dolores, Transfixión 
o Traspaso. 


1 Los misterios de la Virgen son: Maternidad divina, maternidad, infancia, vida 
pública de Jesús; de su compasión: pasión y muerte de Jesús. 
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En Zaragoza, España, se encuentra uno de los vestigios 
más antiguos de esta festividad, ya que en las iglesias locales 
se celebraba la fiesta de la Transfixión, establecida por el 
Obispo Lope de Luna, en 1399. No obstante, donde comienza 
a institucionalizarse a mayor escala es en Colonia, Alemania, 
donde el 23 de abril de 1423, el obispo Teodorico de Meurs 
instituye la Conmmemoratio angustiae et doloris B. Mariae 
Virginis, quedando fijada para el viernes posterior al domingo 
de Jubilate, es decir, la cuarta semana de Pascua, a manera 
de desagravio de las profanaciones que los husitas? hacían 
a las imágenes de Cristo y de la Virgen, además de venerar 
exclusivamente los dolores de María en el Calvario. 

Así, a finales de la Edad Media, la fiesta a la Dolorosa 
estaba establecida en las diócesis del norte de Alemania, 
Escandinavia y Escocia, sus fechas eran diversas, ya que 
podían ser en tiempo de Pascua o después de Pentecostés. 

En 1482, el Papa Sixto IV introdujo una celebración 
denominada como de Nuestra Señora de la Piedad, centrada 
únicamente en los sufrimientos de la Virgen al pie de la cruz. 
Tiempo después, dentro del mismo Renacimiento, cambiaría, 
extendiéndose a todos los dolores de María sufridos durante 
su vida. 


2 Movimiento protoreformador llevado a cabo por el maestro de filosofía Jacobo 
de Mies, en donde critica el poder eclesiástico. Se tiene por creador a Jan Hus 
-Profesor de la Universidad de Praga-, quién basó su enseñanza en los escritos 
de John Wyclif. Estos pensadores provocaron el nacimiento de los husitas, 
quiénes se dividieron en Ultraquistas (influenciados por Wyclif) que buscaban que 
la Comunión se administrara bajo las dos formas como requisito de salvación, es 
decir, tanto por la sangre y el cuerpo -vino y pan-; y los Taboritas, radicales que 
pensaban que todo aquel que no fuera de su corriente, debía ser asesinado. 
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En la iglesia latina se realiza una veneración llevada a 
cabo por las monjas de la Anunciación”, llamada por ellas 
Pasmo de la Bienaventurada Virgen María, celebrada el 
siguiente domingo después de la pasión de Cristo. 

Para 1600, a las monjas servitas? se les dio la concesión 
de llevar a cabo dicha conmemoración el viernes anterior al 
Viernes Santo, conocida como Bienaventurada Virgen María 
al pie de la Cruz. Asimismo, se llegó a conmemorar en 
otras fechas, pudiendo ser el sábado siguiente a la Pasión, el 
dieciocho de marzo, e incluso el día veinticinco de marzo, día 
de la muerte de Jesús, según la Tradición. 

No obstante, de manera oficial, la celebración a la 
Virgen de los Dolores está fijada el 15 de septiembre, es 
decir, completamente fuera de la época cuaresmal o pascual. 

Benedicto XIII extiende la celebración en calidad de 
fiesta a toda la Iglesia bajo el nombre de Fiesta de los Siete 
Dolores de la Bienaventurada Virgen María, siendo sus 
principales promotores los servitas y los dominicos. Dicha 
festividad acabo por denominarse Viernes de Dolores, 
llevándose a cabo el Viernes de la Semana de Pasión o Quinta 
de Cuaresma. 

Además de ello, la Dolorosa, con sus distintas 
derivaciones, es conmemorada varias veces al año, la fecha 
más conocida es último viernes de Cuaresma. Aunque 
tenga la denominación de fiesta, contempla únicamente 
la compasión de María al pie de la cruz, y ese es el motivo 


3 Orden monacal fundada en 1502 por Juana de Valois, teniendo los valores de: 


pobreza, castidad, obediencia y clausura 


4 Siervas de María 
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por el cual los servitas continúan con la denominación de 
Viernes de Dolores. El festejo de septiembre es dedicado 
a la advocación; y se contemplan todos los dolores de la 
Virgen a lo largo de su vida. Además de lo anteriormente 
dicho, tenemos que ver que hay variadas representaciones 
de la Dolorosa, y cada una de ellas puede recibir un nombre, 
como la sevillana de la Esperanza Macarena que, si bien 
es venerada en los días de la Semana Santa durante las 
procesiones, su fiesta se conmemora el 18 de diciembre, la 
panameña Virgen de la Amargura, la Virgen de los Dolores 
de Soriano, en Querétaro, o la de Gerona, cuyo culto y 
veneración a esta advocación es anterior a la establecida en 
Colonia. 

Para el año de 1660 se instituye en México la celebración 
de la Virgen de los Dolores un viernes anterior a la Semana 
Santa. En Latinoamérica, específicamente en la ciudad de 
Guatemala, en el templo de la Merced de Antigua, se venera 
una escultura de la Dolorosa que, según cuenta la tradición, 
intercedió por la ciudad el día del terremoto ?. Además, en 
otras partes como Colombia y Venezuela existen santuarios 
a los cuales asisten miles de peregrinos en su fiesta. En 
México, y en Guanajuato en particular, es de conocimiento 
popular que el padre de la Patria era párroco de la iglesia 
de los Dolores, donde justamente dio el grito que llamó a la 
independencia de nuestro país. 

Otra de las órdenes religiosas católicas que difundió el 
culto a la Virgen de los Dolores fue la compañía de Jesús, 
quien desde su llegada a México, hasta su expulsión en 1767, 


5 4de mayo de 1752 
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se dio a la tarea de ayudarse del culto a la Madre de Dios 
para su tarea evangelizadora, aprovechando el dramatismo 
que rodea a esta figura cristiana, llena de amor maternal que 
puede y da a quienes le son fieles. 

Los Jesuitas se apoyaron de lo antes mencionado para 
llenar de simbolismo, ornamentos y parafernalia vibrante, todo 
ello sintetizado en el altar dedicado a la Virgen. Este altar, según 
las crónicas, se inicia en el año 1519, montado por el padre 
mercedario Fray Bartolomé de Olmedo. Se dice que este altar, al 
igual que el de muertos, conserva elementos tanto de la tradición 
india como de la española. 

Algo que vendría bien recordar es que la Virgen María, no 
sólo es la Madre de Dios, sino que también es mujer y humana. 
Aunque divino su culto, siente las angustias de su hijo en carne 
propia, y por ello es importante no separarla de los sufrimientos de 
su hijo. El papa Pio X mencionó que si “hubiese sido posible, ella 
habría sobrellevado de mucho mejor grado todos los tormentos 
que su hijo padeció ”, lo que le hace padecer, no en cuerpo, sino en 
el alma, los dolores que su hijo sufre. Todo ello le hace convertirse 
en mediadora y reconciliadora poderosísima de todo el orbe 
terráqueo ante su hijo, dándole su lugar especial de corredentora. 

Ahora pasemos al simbolismo que rodea la imagen, la 
solemnidad y la tradición. 

Comenzaremos con la colorimetría que se utiliza en esos 
días y que vemos marcada no sólo en la iglesia, sino en el fervor 
popular. 

Para iniciar, los colores utilizados en la Iglesia latina se ven 
plasmados en la vestimenta, tanto del sacerdote como del altar, y 
a últimas fechas, de los adornos que colocan los diferentes grupos 
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apostólicos. Es por ello que en los diferentes oficios se cambian 
los colores, que son los colores blanco, dorado, rojo, rosa, azul 
y morado, como parte de la liturgia. Aquí nos atañe el último de 
estos mencionados. 

El negro y morado fueron los primeros colores que 
se asociaron con la cuaresma, llamándoseles colores 
penitenciales. Pero fue hasta el concilio de Trento, en el siglo 
XVL, que se llegó a un consenso sobre cuáles eran los colores 
que se utilizarían en la liturgia latina: blanco, negro, morado, 
rojo y verde. Con esto, podríamos decir que la propia Iglesia 
latina ha llegado a una unificación sobre ese tema, puesto que 
dentro de las diversas iglesias sui géneris, como la bizantina, 
se utiliza el color negro en la época de cuaresma. 

El morado predomina en la cuaresma. Si bien el altar se 
reviste de blanco y morado, el color que marca todo el tiempo 
de penitencia, o preparación, es el morado. Si nos pusiéramos 
a analizar estos colores como cualquier individuo, podríamos 
mencionar que este color asemeja las heridas y la sangre que 
corre por el cuerpo de Nuestro Señor Jesús. Sin embargo, 
vale la pena ir más allá y analizar el por qué se utiliza este 
color. La Iglesia católica, en un afán evangelizador, coloca 
diferentes colores para que el pueblo se prepare para las 
distintas fechas especiales que rodean los principales 
acontecimientos litúrgicos: adviento, cuaresma, pentecostés, 
eto. 
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Asociado a la penitencia, a la discreción y al dolor, 
el color morado no sólo es predominante en la cuaresma, 
también se presenta en tres de los cuatro domingos previos a 
la Navidad, así como en las celebraciones penitenciales y en 
los funerales cristianos. 

Ahora debemos analizar los elementos que representan a la 
Virgen de los Dolores. El primero de ellos, y el más visible, son 
las poses en que encontramos a la Madre de Jesús: 

Puede estar sentada, arrodillada o de pie, pero con rostro 
triste, suplicante y las lágrimas corriendo por su rostro. 

Algunas veces es representada viendo al cielo de forma 
solicitante a Dios padre, en otras como si tuviera a su hijo entre 
sus brazos y le viera sangrante y privado de la vida terrenal. Todo 
lo contrario al niño que alguna vez tuvo en brazos en Belén. 

Los colores que sirven para representarla son el negro, el 
rojo, el dorado o incluso el azul, que la muestra como Reina del 
Cielo y de la tierra. 

Pasaremos a un elemento primordial en casi todas las 
pinturas y esculturas de la Dolorosa: las dagas, puñales o 
cuchillos, que justamente son los que representan los dolores de 
la advocación. 

Una de las más famosas esculturas de la Dolorosa está en 
Valladolid, España, atribuida al escultor Juan de Juni, conocida 
como la Virgen de los cuchillos. Su posición, al pie de la cruz, da 
la impresión de que la Virgen va a desmayarse, teniendo la mano 
derecha en el pecho como si un gran dolor le traspasara. 

Las dagas varían de representación en representación, en la 
mayoría de las pinturas o imágenes hechas bajo la influencia de 
las órdenes franciscanas, se colocan siete dagas, que representan 
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los siete dolores. Las pinturas de influencia dominicana tienen 
cinco dagas, que presentan los cinco misterios o dolores que son 
rezados? en el rosario. 

La representación de la Dolorosa, casi en todas las 
imágenes o esculturas, es con María a los pies de la cruz, 
lo que incrementa la idea de que el sufrimiento humano es 
mínimo en relación con el triunfo del amor inmenso que una 
madre tiene a su hijo, y sobre todo, de la fe en una religión 
que tiene sus cimientos primordiales en ese momento, esto 
porque la Virgen no sólo está ahí en los momentos de gloria 
de Jesús, como lo pueden ser las bodas de Caná o los distintos 
milagros que realiza, sino que está en todo momento junto a 
él en el largo y pesado camino del Calvario. 

Una pintura bastante curiosa de esta advocación es una 
imagen creada en México, de autor desconocido, datada entre 
finales del siglo XVIII y principios del XIX. Esta imagen 
fusiona el culto a la Virgen de Guadalupe y de la Dolorosa, 
siendo conocida en el Museo UPAEP (de la Universidad 
Popular Autónoma del Estado de Puebla), como la Virgen de 
Guadalupe Dolorosa. Este nombre se le da en virtud de los 
siguientes elementos: 

Contiene el manto de la Virgen de Guadalupe, azul y 
estrellado. 

El vestido rojo tenue, que a pesar de no estar ceñido 
bajo el pecho, determina claramente que es una imagen 
Guadalupana 


6 Hace referencia a los misterios dolorosos: “la oración del huerto, la flagelación del 
Señor, La coronación de espinas, Jesús con la cruz a cuestas y la crucifixión y 
muerte de Nuestro Señor Jesucristo” 
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Sus manos, a diferencia de la imagen del ayate de Juan 


Diego, se encuentran en un modo suplicante y desesperado, 
orando fuertemente a Dios. 


Su rostro, por el contrario, se ve tranquilo y amoroso. 

El nimbo que rodea generalmente toda su silueta, en este 
caso solamente es mostrado en su cabeza, y se corta a la 
altura de sus hombros; 

Nos podemos percatar de que, en su pecho no la atraviesa 
una sola espada o daga, o cinco o siete, sino que son dos 
diferentes objetos: una daga y una espada, que se dice 
representan la profecía dada a la Virgen por Simeón antes 
de la circuncisión de Jesús. 

Al fondo podemos ver distintos elementos del 4rma 
Christi”: el cáliz, un aguamanil para lavar los pies de sus 
discípulos, un gallo representado la negación de Pedro, la 
lanza de Longinos, el flagelo, la corona de espinas, la cruz, 
el paño de la Verónica, la mano del Señor traspasada, y la 
escalera con la que bajaron a Jesús. 

Podemos ver también, en las esquinas inferiores un par de 
personajes que desconocemos su nombre, pero podemos 
pensar que son quienes en su momento patrocinaron la 
obra. 


Con ello, podemos darnos cuenta de que puede existir un 


sinnúmero de representaciones de la Virgen Dolorosa, y que 
incluso podemos encontrar una especie de adaptación de la 


7 Son los elementos que simbolizan el sufrimiento de Jesús en la Pasión y al mismo 


tiempo representan las armas con las que pudo vencer a la Muerte. 
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misma a las diferentes costumbres o devociones locales. Sin 
embargo, no deja de tener un elemento principal: el dolor por la 
pasión y muerte de su hijo. 

Vayamos a lo más representativo de esta festividad: el 
fervor popular. 

El viernes de Dolores todo cambia, sobre todo en 
Guanajuato, que parece ser un minúsculo paréntesis de algarabía 
previa a la Semana Mayor. Se viste la calle principal de color, 
olor a alelí y sobre todo de risas y románticos encuentros. 

Los altares a la Dolorosa se los puede uno encontrar 
en las tiendas, restaurantes, hoteles e incluso en las casas 
particulares que ese día abren sus puertas a las miradas 
curiosas de los extraños, y en ocasiones, trasnochados 
personajes que vagan por las calles. 

Si bien el altar comenzó realizándose en los siglos del 
virreinato, ya no se realiza como antes, pues la preparación 
del mismo debía realizarse con antelación, no sólo de días, 
sino de semanas. Ello porque el altar llevaba una estructura 
escalonada, coronada con una representación de la Virgen en 
escultura o lienzo. Se le colocaban los elementos de la pasión 
y alusivos a los dolores de la Virgen, estos como elementos 
españoles; mientras que a ras del suelo, en forma de tapete de 
semillas o aserrín, se representaba la tierra, el agua, el fuego 
y el aire. De igual forma, se utilizaban también las velas que 
representan la vigilia o espera del Señor, los colores blancos 
usados en la mantelería, las flores e incluso el papel picado 
hacen referencia a la inmaculada concepción de María, 
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mientras que el morado, también en telas, papel picado y 
flores representa la muerte de un rey y el duelo de la reina 
del cielo. 

Asimismo, podemos encontrar las macetitas de germen, 
que representan la esperanza que tenemos en la resurrección, 
pues son el renacimiento de una semilla que se cree que es 
ya inservible para dar fruto, pero aún así nace o renace dando 
vida. 

En algunos hay figuras de barro en forma de cordero 
que nos recuerdan que Jesús es el Cordero de Dios, que viene 
a librar a toda la humanidad del pecado original. 

El agua, que vemos en distintos vasos, recuerda las 
lágrimas derramadas de la Virgen al ver sufrir a su unigénito. 
Ahora, estos continentes los vemos con agua pintada pero 
anteriormente se preparaba agua de naranja, jamaica o limón. 

Otros elementos de la pasión que podemos ver son los 
clavos ensangrentados, la lanza de Longinos, la Escalera de 
José de Arimatea y Nicodemo para bajar al Señor de la cruz, 
la corona de espinas y el flagelo. 

En Guanajuato, según diversas fuentes que citan a 
Manuel Leal —cronista y pintor—, el Viernes de Dolores 
comenzó a festejarse en el año de 1885, donde los habitantes 
de esta cañada comenzaron con la realización de los altares 
en la entrada de sus casas o bien, en la pequeña banqueta que 
tienen frente a su hogar. 

A un lado de ese altar, pasadas las once o doce del día, 
salen con un vitrolero lleno de agua, o con nieve y paletas 
heladas, e incluso los más derrochadores regalan caldo de 
camarón. En las minas es donde vemos la más pura y añeja 
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tradición de color de este altar: los mineros, grandes devotos 
de la Virgen Dolorosa, quienes le piden que les libre de todo 
mal dentro de la mina, echan la casa por la ventana, pues no 
sólo dan agua o caldo de camarón, sino que también ofrecen, 
para aquellos que estuvieron de fiesta toda la noche, una 
cervecita para aliviar los efectos de la resaca. 

En Guanajuato Capital* fue el fervor a la Virgen lo que 
marcó este día: poner el altar, ir a misa y luego ofrecer agua 
o nieve, siempre pidiéndola con la frase ¿ya lloró la Virgen?. 
Porque justamente, los vasos de colores del altar se trasladan 
a estos regalos acuáticos para las personas que estilaban 
pasear en el jardín principal después de la misa de nueve o 
bien, ir a desayunar con la familia o amigos, para ir visitando 
y orando en los altares que se encontraran en el camino de 
regreso a casa, o ir de paseo a ver los que se habían colocado 
en las minas. 

Tiempo después, los bailes de la sociedad porfiriana que 
se hacían el jueves, previo al viernes de Dolores, terminaron 
siendo también del gusto popular, llamándose baile de 
las flores. El alelí se erigió como la flor de los dolores, en 
virtud de sus colores, puesto que son los usados en el altar 
para honrar a la Virgen, es la flor que nos marca el final del 
invierno y abre la puerta a la primavera, es por eso que su 
olor perfuma las calles y casas de Guanajuato. 

El álamo enmarca y corona la imagen de la Dolorosa 
dándole el protagonismo necesario previo a la pasión de 
Cristo. 


8 A partir de este momento, el presente no está basado en fuentes bibliográficas, 
sino en una recopilación de pláticas con diversas personas que llevan tiempo 
viviendo en Guanajuato. 
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Con los años, los bailes de las flores no sólo fueron 
para las familias, se expandió a los más jóvenes de la familia 
quienes, después de ir a bailar, asistían desvelados a misa para 
ir luego al jardín de la Unión a comprar flores, ya sean rosas 
o claveles, y caminar mientras escuchaban la serenata de la 
banda de viento del estado. Luego, al ver pasar a una joven 
que ya llevaban tiempo cortejando, o que quieren comenzar a 
hacerlo, le regalaban una flor. Antaño se estilaba que la joven 
recibiera la flor si quería corresponder al galán. Ahora, para 
remachar el gesto, se le da un beso en la mejilla. 

Mientras todo esto pasa, los niños corren por los lugares 
libres del jardín acompañados de sus padres. A mediados 
del siglo pasado, vendían muñecas o caballos de cartón, a 
veces traídas de Celaya o Chamacuero —el actual municipio 
de Comonfort—. En la actualidad, los niños y adolescentes, 
e incluso uno que otro adulto, compran canastas de huevos 
de pascua, elaboradas por manos hábiles que no sólo realizan 
las canastitas, sino que también hacen animales, muñecos 
y personajes de fantasía en los propios cascarones. Estos 
huevos, rellenos principalmente de confeti, son rotos en las 
cabezas de los distraídos, de los amigos o de los niños. 

En pocas palabras, la calle Sopeña, desde la iglesia de 
San Francisco, y la calle Juárez, hasta llegar a la esquina de 
Alonso y Juan Valle, se visten de fiesta, alegría, esplendor y 
vida, para que por la tarde del Viernes, se vaya apagando la 
ciudad, la algarabía y el ruido, dando paso a la Semana Santa, 
con sus dolores, sus ritos y su Pasión. 
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Mater Tristis 


Emilia del Carmen Nava Luna 


or un camino de flores 
Viene la Virgen llorando 
¡Madre de los amores, 
Cuánto andas penando! 


Parece que nadie te ve, 
Pero quienes te miramos, 
Vemos lagrimas caer 
Bajo tu bello manto. 


Viernes de Dolores 


Sin escaleras para bajar, 
A tu hijo ensangrentado, 
No queda más que llorar 
Por tu corazón traspasado. 
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¡Oh Virgen Mía Dolorosa! 
Tu hijo por mí esta penando, 
No merezco tal presente 
Pues mi corazón no es santo. 


¡Virgen Inmaculada! 

Que no cese ya mi llanto 
Es lo que puedo ofrecerte, 
Por pagar Él mis pecados. 


Perdón te pido Señora 
Por toda la humanidad, 
Apiádate de nosotros 
Ya no vuelvas a llorar. 


¡Oh mi Dolorosa Virgen! 
¿Cómo puede cesar tu dolor? 
¿Cómo puedo yo abrazarte? 
¿Cómo puedo amarte yo? 


¡Qué ganas tendría 

De ponerme en su lugar, 
Para que, al pie de su cruz, 
Tú ya no llores más! 


Dame entonces las fuerzas 
Para bajarlo de ahí, 
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Para curar sus heridas, 
Para no dejarlo morir. 


Virgen de los Dolores, 
Si tanto tú te afliges, 
Deja a este hijo ponerte 
Un camino de alelies. 


¡Madre Mía de los Dolores! 
¡Cuánto andas llorando! 
Ese camino alelíes 

Con lágrimas vas regando. 
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Violencia hacia las mujeres. Un estudio de caso de 
adulterio incestuoso violento en Guanajuato 1829' 


Dra. en Historia Rocío Corona Azanza 
Universidad de Guanajuato 


l 19 de septiembre de 1829, el comandante Pedro 
Salazar, hizo comparecer a María Casilda de Soto, 
en el pueblo de San José Casas Viejas, a quien le 
recibió juramento “por Dios Ntro. Señor y una señal de la 
cruz conforme a derecho y habiendo prometido decir la 
verdad en lo que fuese preguntada”, dijo que tenía 54 años, 
era viuda, natural y vecina del rancho del Arenal.? Se le 
preguntó si conocía a Rafael Guerrero, si tenía parentesco 
con él y si había tenido algún comercio o acto carnal con él. 


1 Charla presentada en la Dirección de Archivos del Poder Judicial de Guanajuato, 
24 de noviembre de 2022. 
N. del E.: En virtud de que el presente trabajo transcribe partes enteras del 
expediente en comento, cabe destacar que se ha tratado de respetar, en la medida 
de lo posible, la forma de la escritura original. 


2 El expediente judicial de este proceso se encuentra en el Archivo Histórico de 
Poder Judicial de Guanajuato en la Sección Juzgado Único Penal de Partido de 
San Luis de la Paz. Proceso de María Casilda Soto y Rafael Guerrero por Adulterio 
incestuoso violento.1829. A lo largo del texto me referiré a este documento, a 
menos que se indique lo contrario. Se conserva la ortografía original en todas sus 
partes 
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María Casilda respondió que lo conocía porque era marido 
de su nieta, a la que ella había criado desde pequeña, y que 
habiendo ido hacía unos días a ver a un hijo suyo que estaba 
preso en San Luis de la Paz, de regreso hizo una parada en la 
casa de su nieta María de la Luz, pues se sentía enferma y no 
podía ni pararse, durando en ella cosa de tres semanas. 

Que la víspera de la Virgen, el 7 de septiembre, su nieta 
salió a ver a su madre, que también estaba enferma y se quedó 
a dormir allá. María Casilda refirió que se acostó fuera de la 
casita donde siempre dormía “por las pulgas” y que Rafael 
le dijo que “venía la llovizna”, y ella contestó “Alivien que 
si lloviere yo me meteré para adentro como la fortuna me 
ayude”. Que habiendo pasado un rato le volvió a decir: “Sabe 
que anda un perro del mal” y le contestó: “Ya lo matarían”, 
pero él repuso: “No, si esta tarde andaba corriendo, y es un 
perro prieto”. Ante esto, María Casilda decidió entrar a la 
casa. El testimonio dice que una vez que ella hubo entrado: 


al poco rato [Rafael] comenzó a decirle cosas que no 
correspondían y la declarante le respondió: Ave María 
Purísima ni digas eso, pues como había de ser eso. Si lo 
haces porque estoy aquí me saldré y habiendo tomado 
la tablita que sirve de puerta para abrir, se paró él y la 
agarró diciéndole qe. alcabo estaban solos, que quien lo 
había de saber ni ver tampoco. 

Que luego comenzaron a luchar, que no le quedó hueso 
sano, hasta que hizo su intento, porque cuando era 
capaz la declarante ni había de resistir las fuerzas de 
él a más de que en el intermedio de la lucha le dijo la 
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exponente: Mira indigno te he de capar y lo agarró de 
los compañones y les dio vuelta, de que resultó que la 
asotó contra el suelo y comenzó a maltratarla mucho, 
poniéndose tan enojado qe. si le hubiera respondido la 
hubiera matado; después que ya había pasado el lance. 
Que entonces se sentó en la puerta para no dejarla salir 
y la declarante empesó a vestirse; hasta que por fortuna 
salió para afuera y la exponente tras de él. 


Termina su confesión diciendo que “es fiel y 
verdaderamente lo qe. pasó como si se lo dijera a su 
confesor”. 

Los expedientes judiciales presentan una riqueza que 
difícilmente se encuentra en otros documentos. Desde la 
historia del derecho, este caso permite ver cómo, en este 
periodo, aún el derecho y la ley estaban profundamente 
ligados a un pensamiento religioso. A María Casilda se le 
toma juramento por “Dios nuestro señor” y con una señal 
de la cruz. Al ser analfabeta, la manera en que firmó su 
declaración fue “signándola con una cruz”. Estamos entonces 
ante un caso donde primaban prácticas legales del Antiguo 
Régimen. Además de la dispersión de leyes existentes de 
las que tenían que echar mano los jueces y abogados, pues 
tomemos en cuenta que el primer código penal de este país se 
emitió hasta 1871, igualmente que el de Guanajuato. 

Desde la administración de justicia, este expediente 
permite ver el proceso que se seguía ante la comisión 
de delitos, y que no era cosa fácil. Las autoridades que 
intervinieron fueron las siguientes: el comandante de San 
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José Casas Viejas, Pedro Salazar, el 19 septiembre de 1829, 
así como el Alcalde 1%. Constitucional de San Luis de la 
Paz, Eustaquio Tejeda, quien fungió como juez 1”. En el 
expediente, María Casilda refiere que vivía en el rancho El 
Arenal (tiene sentido que se haya pedido al comandante de 
San José Casas Viejas que tomara la declaración de Casilda, 
pues este rancho pertenecía al dicho San José, donde hasta la 
fecha existe una comunidad con tal nombre) Habían pasado 
11 días. 

El caso se turnó a San Luis de la Paz, pues fue donde 
ocurrieron los hechos. En Pozos, para ser exactos. De hecho, 
el agresor fue detenido en ese lugar. Para el 24 de septiembre 
que él rinde su declaración, dice tener preso tres semanas, 
lo cual coincide con la fecha que ocurrieron los hechos. Lo 
tienen en Pozos, y de ahí lo trasladan a San Luis de la Paz, 
donde se le puso a disposición del capitán de la 2? compañía 
del escuadrón de caballería auxiliar de San Luis de la Paz, 
pues pertenecía al regimiento de dragones. 

En Pozos se pretendió que se le tomara declaración 
a la ofendida por parte de la autoridad de la localidad, a 
pedimento del alcalde 1” de San Luis de la Paz. Sin embargo, 
no se logró, debido a que: “La muger forzada qe. V. me pide 
no está en disposición de poder venir, por estar mala”. 

Supongamos que María Casilda, después de los hechos, 
regresó a su rancho. Si tomamos en cuenta la distancia 
actual que marca el mapa entre El Arenal, San José Iturbide 
—antaño San José Casas Viejas—- y el mineral de Pozos, 
son aproximadamente 35 kilómetros (toda proporción 
guardada, dados los cambios en los caminos actuales) 
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podemos imaginar la dificultad que tendrá una mujer, en las 
condiciones de María Casilda, para ir a declarar a Pozos, e 
igualmente para las autoridades trasladarse a tomar una 
declaración. No obstante, habrá que reconocer que existió una 
intención de la autoridad por dar seguimiento al caso. Hasta 
aquí, se ha puesto de relevancia lo que significaba para una 
mujer enfrentarse a un proceso judicial, donde evidentemente 
ella era la víctima. Ahora conozcamos la versión del agresor. 
Rafael dijo en su declaración lo siguiente: 


Ser mallor de 25 años, de estado casado con Maria de la 
Luz (cuyo apelativo ignora) ejercicio gañán, originario 
del Rancho de Palo Blanco jurisdiccion del mineral 
de Pozos. Preguntado quando fue q. tubo q. haver 
violentado a la Abuela de su muger. Respondio q. no se 
acuerda. ¿Preguntado cuantas veces cometió este hierro? 
Respondio que una sola ocacion. Pregtdo. si fue con 
voluntad de ella o a fuerza como sele acusa? Respondio 
que pr. voluntad de ella no, sino a fuerza. Pregtdo. si 
No havia otra persona q. huviere defendido a la muger? 
Respondio q. estaban las casas muy inmediatas, pero q. 
ella no hizo ningun extremo. ¿Preguntado si le infirió 
acaso algún amenaso? dijo q. no, que ninguno. q. 
despues de haver usado de ella, sí le dijo q. otro dia le 
iria a avizar a los vezinos, y q. ella le respondio q. sí; 
pero q. entonces el declarante se cayó la boca. Pregdo. 
de que medios se balio para usar de ella sin qe. nadie lo 
oyere? dijo q. de ningunos, nada mas q. quando iba usar 
de ella lo agarró de los compañones y q aunge. la Sra. 
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hizo esto, no por eso dejó de ejecutar su hecho despues. 
Pregtdo. si ha tenido mala versacion igualmente con su 
suegra madre de su muger lejitima como se le acusa? 
Respondio q. no qe. no era posible q huviera hecho 
semejante cosa. NO firma por no saber?. 


Sin duda las cosas fueron complicándose pues ¿Porque 
la pregunta de que si también había relaciones con su suegra? 
Esto se hizo porque en el transcurso de las indagatorias se 
dijo “que hay un testigo qe. declara haver tenido mala 
versacion con la suegra, el reo Rafael Guerrero y haora haver 
forzado a la aguela de s muger legitima, con que la aguela, la 
hija y la nieta, con las tres ha cometido el delito el espresado 
Guerrero”. No podemos saber si esto ocurrió, lo único que 
se demuestra a través del expediente es el abuso hacia María 
Casilda. Sin embargo, nuevamente puntualizo la riqueza de 
los expedientes judiciales, donde los dimes y diretes están a 
la orden del día. Otra cosa que puntualizo es que en ningún 
momento se hizo alusión a la violencia sufrida por María 
Casilda, y entonces, una agresión sexual, en este caso, fue 
minimizada ante la ley y se convirtió en un galimatías de 
tipificación, si tomamos en cuenta que el caso se siguió por 
adulterio incestuoso violento. 

Este caso, visto desde los ojos de nuestro tiempo, fue 
una clara violación sexual. Sin embargo, como señalé, se 
convirtió en un galimatías jurídico. La violencia sexual fue 
siempre un tema de difícil manejo, la propia jurisprudencia y 
la legislación así lo muestran. Comprobar este delito significó 


3 N.E. En todas las partes donde se usan fragmentos o frases del expediente 
judicial, se respetó la ortografía original del expediente judicial 
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para las víctimas un problema, pues la palabra de éstas 
siempre fue puesta en duda, como veremos en este caso. En 
lo que respecta a la doctrina, los expertos en el tema, como 
el caso del abogado Joaquín Escriche, cuyo diccionario fue 
un referente para los jueces a lo largo del siglo XIX, fue 
quien definió la violación como “la violencia que se hace a 
una mujer para abusar de ella contra su voluntad. La prueba 
de este delito es tan difícil, que algunos legisladores han 
prohibido admitir quejas de violencia no siendo evidente y 
real”.* 

Y efectivamente, como señala Escriche, comprobar 
en los hechos una violación siempre fue difícil, y en pocos 
casos, los agresores fueron sentenciados. Y a la doctrina se 
unió el procedimiento que debía seguirse en estos casos. Las 
preguntas que se pidió se hicieran a Casilda y Rafael muestran 
cómo debían tener una serie de pruebas contundentes que, 
dada la naturaleza del delito, serían por demás difíciles de 
comprobar. Así pues, se les pidió que respondieran: 


a dicho reo y a Casilda se les preguntará cuales fueron 
las espreciones que antecedieron el acto carnal, a qué 
hora, sobre poco mas o menos sucedió este, qué palabras 
virtieron despues uno y otro, que motivo hubo para que 
estubieran solos, a qué horas salió la ofensa a avisar a 
Baesa, y si observo el reo que saliera a quejarse, que fué 
lo que le dijo entonces. 


4 Escriche Joaquín, Diccionario razonado de legislación y jurisprudencia, París, 
Librería de Rosa, Bouret y Cía,1851,p.1538.Recuperadodehttp://biblioteca. 
juridicas.unam.mx:8991/F/?func=direct8doc_number=1872432. 
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Luego que todo esto esté concluido le tomará V. al reo 
s confesion con cargos haciendoselos por menor, ya del 
delito de incesto, para lo que hara V. que se acredite 
plenamente el parentezco q. la ofendida tiene con el reo, 
y también los de fuerza y violencia y los de adulterio 
calificado, mandando que se quede dicha confesion en 
abierto para continuarla siempre que convenga. En este 
estado requerirá U. a Casilda para que diga si perdona 
la injuria y segun lo que contestare consultará V. con 
Asesor previa citación. 


El caso terminó no con una sentencia, pues el 17 de 
diciembre de 1829 se consignó que Rafael Guerrero se 
hallaba preso en el cuartel de San Luis de la Paz, pero había 
huido la noche anterior a las nueve. Que lo buscaron y no lo 
encontraron. 

La voz de María Casilda se perdió entre la ley y la 
doctrina de los más sabios jurisconsultos. Su voz se perdió 
entre San Luis de la Paz, Pozos y el rancho el Arenal donde 
vivía. Considero que la disciplina histórica no tiene entre sus 
objetivos la de ser juez, por lo tanto, no puedo sacar la espada 
contra las autoridades, así como tampoco contra la ley y las 
costumbres; pero sí que podemos, desde la historia, visibilizar 
e intentar traducir los hechos del pasado, que, sumados a 
otros, nos permiten explicar por qué hasta el día de hoy sigue 
siendo un grave problema social la violencia ejercida contra 
las mujeres. Este caso nos permite ver cómo está sostenida 
por diversos órdenes, soportes e instituciones: la ley, por un 
lado, cuya visión de un orden patriarcal dejaba en desventaja 
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a las mujeres; y por otro lado, los jurisconsultos que, desde la 
doctrina, consideraban el entorno doméstico como intocable, 
y que provocaría que la voz de las mujeres se pusiera siempre 
en entredicho, teniendo que demostrar cosas prácticamente 
imposibles (¿a qué hora, qué dijeron, cómo lo hicieron?). El 
velo de la sospecha siempre recaía sobre ellas. Una voz que, 
al igual que a Casandra en la tragedia griega, no se le daba 
crédito. Pues la misma pregunta se la hicieron los campesinos 
que la encontraron en el camino. 
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La doble cara del Estado. Protector y perpetrador 
de la violencia familiar contra las mujeres 


Mtra. María de los Ángeles Carolina 
Velázquez Gómez 


Resumen: La violencia en el hogar y la violencia de género 
representan problemas graves que afectan no solo a quienes son 
objeto de estos abusos, sino también a toda la comunidad. Estos 
actos pueden manifestarse de diversas formas, como violencia 
física, psicológica o sexual, y suelen tener raíces profundas en 
las desigualdades de poder entre géneros, exacerbadas por 
estereotipos culturales. Por lo que una medida idónea para 
garantizar la protección de la mujer lo será el promover su 
autonomía, permitirle que asuma la decisión propia de continuar 
o desistir de la investigación y/o proceso, en los casos que así 
resulte procedente; y que para ello se encuentre debidamente 
asesorada de las consecuencias legales y el discernimiento 
de su postura descanse en un enfoque de responsabilidad y 
madurez. 


Palabras claves: Violencia familiar. Dependencia emocional. 
Miedo. Proceso legal. Violencia de género. Principio del 
formulario 
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Abstract: Domestic violence and gender-based violence are 
critical issues that impact not only the direct victims but also the 
wider community. These forms of abuse can appear as physical, 
psychological, or sexual violence and are deeply rooted in gender 
power imbalances, often exacerbated by cultural stereotypes. 
A significant challenge is the difficulty victims face in reporting 
these abuses. Furthermore, existing laws and  protective 
measures frequently fail to provide real security for victims or to 
prevent future incidents. 


Keywords: Family violence. Emotional dependency. Fear. Legal 
process. Gender violence. 
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I.- Violencia 


a violencia es un conjunto de comportamientos o de 

gestos agresivos, bruscos, deliberados y repetidos, con 

el único propósito de ejercer un dominio sobre otra 
persona, de controlarla y de abusar de ella, estableciendo una 
relación de dependencia entre dominado y dominador. 1 

Entendemos a la violencia como aquella acción negativa 
que resulta en una acción verbal o física, con intención de 
agredir, sobajar, someter a otra persona para obtener un fin. 
Su naturaleza es pluricausal, pero siempre reprochable. 

Al constituir ésta un problema para la sociedad y 
la salud, la organización mundial de la salud define a la 
violencia como “(...) uso intencional de la fuerza física o el 
poder real o como amenaza contra uno mismo, una persona, 
grupo o comunidad que tiene como resultado la probabilidad 
de daño psicológico, lesiones, la muerte, privación o mal 
desarrollo (...).”? 


1.- Violencia de género. 


Es aquella ejercida en razón de la posición de 
superioridad que asume una de las partes con relación a 
su víctima y que tiene como sustento el odio por motivos 


1 Vid. García-Berrio Hernández, Teresa: Medidas de protección de la mujer ante la 
violencia de género. Difusión Jurídica y Temas de Actualidad S.A. 2008. Madrid. 
ISBN: 9788496705456. p. 15. 


2 Cfr. Ministerio de salud: Violencia y salud. Recurso digital disponible en https://www. 
sanidad.gob.es/ciudadanos/violencia/violenciaSalud/home.htm*:-:text=La%.20 
OMS%20define%20la%20violencia,trastornos%20del%20desarrollo%200%20 
privaciones%E2%80%9D. consultado el 25 de marzo de 2024. 
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de género, entendido como la discriminación ejercida en 
virtud de los roles que nos son asignados por nuestro sexo 
biológicamente adquirido. 

Se debe entender por género, según el psiquiatra 
Robert J. Stoller, en estudios publicados en 1968, como 
una referencia a grandes áreas de la conducta humana, 
sentimientos, pensamientos y fantasías, que se relacionan con 
los sexos sin que sea biológica. Y es que, según se socializa 
a los niños y a las niñas en su infancia, así se asume la 
identidad sexual. 

Y es que la violencia por razones de género envuelve, 
como lo he señalado, razones de odio que devienen de una 
ruptura social y moral que ha permeado la aceptación de 
ideales irrisorios donde las personas creen poder asumir 
conductas discriminatorias con sentimientos de grandeza 
sobre personas de diverso género, la cual es empleada 
con el fin de someter, manipular e imponerse incluso a la 
autodeterminación de otra persona, pero que en muchas 
ocasiones es consecuencia de trastornos patológicos 
presentados por eventos traumáticos vividos. 

La violencia de género, como fenómeno universal, es 
una violencia de naturaleza específica, polifacética, y que 
evidentemente afecta de forma asimétrica, considerando 
todas las formas en que se ejerce, y muy frecuentemente, 
aunque no exclusivamente, a miembros de un mismo sexo, 
teniendo consecuencias diferentes para ambos sexos. El 
ámbito jurídico internacional utiliza el término violencia 


3 Vid. Carreras Presencio, Ana Isabel: Concepto Jurídico de Violencia de Género. 
Dykinson. 2019. Madrid. ISBN: 978-84-13-24405-1 p.19. 
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contra la mujer para identificar este fenómeno universal 
de violencia, porque afecta principalmente a la mujer. No 
obstante, no toda violencia contra la mujer es violencia de 
género.* 

El problema de la violencia de género aparece 
condicionado por factores culturales, educacionales, 
religiosos, e incluso jurídicos, que consagran la inferior 
posición de la mujer en relación con el hombre en el seno de 
la sociedad.? Es un problema de salud pública, de desarrollo, 
de derechos humanos, y un fenómeno social de amplio 
impacto por sus secuelas, siendo que el origen de este tipo 
de violencia no descansa en situaciones biológicas sino en 
los estereotipos sociales donde se coloca a la mujer en una 
posición de inferioridad respecto al hombre. 

Y es que la privacidad de la vida familiar y matrimonial 
históricamente ha favorecido la impunidad de graves 
conductas delictivas.' 


4 Vid. Carreras Presencio, Ana Isabel: Concepto jurídico de... p. 150. 


Vid. Vid in extenso Secretaría de relaciones exteriores, Oficina en México del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Fondo de 
Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer, Suprema Corte de Justicia de 
la Nación: Derechos de las mujeres. Normativa, interpretaciones y jurisprudencia 
internacional. T. V. Secretaría de relaciones exteriores, Oficina en México del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Fondo de 
Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. México. 2010. ISBN: 968-810-715-8. 


6 Vid. Sanz Mulas, Nieves: Violencia de Género y Pacto de Estado. La huida hacia 
delante de una norma agotada (LO 1/2004). Colección Los delitos. Tirant lo 
Blanch. 2019. Valencia. ISBN: 9788491909996. p 14 
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2.- Violencia contra la mujer. 


Definida por las Naciones Unidas en la Declaración 
sobre la eliminación de la violencia contra la mujer 
como “(...) Cualquier acto o intención que origina daño 
o sufrimiento físico, sexual o psicológico a las mujeres, 
incluye las amenazas de dichos actos, la coerción o privación 
arbitraria de libertad, ya sea en la vida pública o privada 
e 

Años después, a través del Manual de legislación sobre 
la violencia contra la mujer (2012), Naciones Unidas amplía 
el panorama y reconoce que, parafraseando, la violencia 
contra la mujer constituye una manifestación de poder 
históricamente desigual entre el hombre y la mujer que ha 
conducido a la dominación de la mujer y a la discriminación 
por parte del hombre e impedido el adelanto pleno de la 
mujer. La violencia contra la mujer es uno de los mecanismos 
sociales fundamentales por los que se fuerza a la mujer a 
una situación de subordinación respecto del hombre, de 
conformidad con las normas internacionales de derechos 
humanos.* 


7 Cfr. Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: Declaración sobre la 
eliminación de la violencia contra la mujer. Recurso digital disponible en https:// 
www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-elimination- 
violence-against-women consultado el 26 de marzo de 2024. 


8 Vid. ONU Mujeres: Manual de legislación sobre la violencia contra la mujer. 
Recurso digital disponible en español en https://www.unwomen.org/es/digital- 
library/publications/2012/12/handbook-for-legislation-on-violence-against-women 
consultado el 26 de marzo de 2024. 
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La ONU reconoce que la violencia contra la mujer, en 
cualquiera de sus formas de ejercerse, es una violación de los 
derechos humanos. 

Por su parte, la convención interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
(También conocida como convención de Belém do Pard) 
define la violencia contra la mujer en su artículo 1, como 
“(...) cualquier acción o conducta, basada en su género, que 
cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico 
a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado 
(...).? Este instrumento jurídico fue firmado y ratificado 
por el Estado Mexicano el 19 de Junio de 1998,'” por lo que 
resulta de observancia vinculante en nuestro país. Además, 
este tratado reconoce como tipos de violencia la física; sexual 
y psicológica.” 

Establece García-Berrio Hernández que 


9 Cfr. Organización de estados americanos: Convención interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Recurso digital 
disponible en https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html consultado el 
26 de marzo de 2024 


10 Vid. Suprema corte de justicia de la nación: Tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano es parte en los que se reconocen derechos humanos. 
Subsección Tratados de carácter especial. Recurso digital disponible en https:// 
www.scjn.gob.mx/tratados-internacionales/caracter-especial/mujeres consultado el 
26 de marzo de 2024. 


= 
pz 


Establecido en su artículo 2, que a la letra estipula: 

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y 
psicológica: 

a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra 
relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el 
mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y 
abuso sexual; 
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“(...) Muchos de los factores clínicos identificados 
como factores causales directos de la violencia contra 
la mujer guardan en realidad una relación intrínseca 
directamente proporcional a los valores culturales y 
las normas sociales que perpetúan la desigualdad entre 
hombres y mujeres, que favorecen la falta de equidad 
entre los géneros y, en consecuencia, el mantenimiento 
de niveles de discriminación hacia la mujer (...).”*? 


La IV conferencia mundial sobre las mujeres, celebrada 
en Beijing en 1995, definió la violencia contra la mujer como 


“(...) todo acto de violencia basado en el género que 
tiene como resultado posible o real un daño físico, 
sexual o psicológico, incluidas las amenazas, la coerción 
o la privación arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra 
en la vida pública o en la privada (...).”** 


La discriminación puede estar institucionalizada tanto 
en las leyes como en la práctica, posibilitando la persistencia 
de desigualdades por razones de género. 


b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y 


que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 
instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y 

Cc. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que 
ocurra. 

Organización de estados americanos: Convención interamericana para... 


12 Cfr. García-Berrio Hernández, Teresa: Medidas de protección... p. 91 


13 Cfr. ONU Mujeres: Declaración y Plataforma de Acción de Beijing. Declaración 
política y documentos resultados de Beijing+5. ONU Mujeres. 2014. ISBN: 978-1- 
936291-94-6. p. 86. 
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Según el informe de la OMS de 2021, establece que 
cerca de 736 millones de mujeres (es decir, una de cada tres) 
sufren violencia física o sexual infligida por un compañero 
íntimo, o agresiones sexuales perpetradas por otras personas; 
lo que sin duda es un dato alarmante, pues implica que 
necesariamente dentro de cada una de las familias, una de 
las mujeres que la integran, ya sea abuela, madre o hija es 
víctima de algún tipo de violencia de género.'* 


14 OMS: Violencia contra la mujer. Recurso digital disponible en https://www.who. 
int/es/news-room/fact-sheets/detail/violence-against-awomen consultado el 27 de 
marzo de 2024. 
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TI.- Familia 


a familia es considerada como el pilar de la sociedad, 

donde se forman los valores de sus integrantes con la 

expectativa de crear mujeres y hombres respetables y 
que hagan bien a la sociedad. Además, es donde se dan las 
relaciones más importantes en la vida de las personas, pues se 
“(...) modela su futuro comportamiento e identidad, además 
de pautarse sus expectativas y oportunidades de vida. La 
expresión o prevalencia de relaciones violentas entre quienes 
integran la familia se transmiten o heredan conductualmente, 
a partir de la socialización primaria (...).'” 

Como sociedad damos la responsabilidad plena a la 
mujer para que procure y provea las necesidades de todos los 
integrantes de la familia, desde los hijos hasta la pareja y los 
padres de uno u otro. De lo anterior, se espera que los hijos 
crezcan con todas las atenciones, estudien y lleguen en un 
futuro a ser excelentes seres humanos y profesionistas. ¿Pero 
qué pasa si ocurre lo contrario? 

En la actualidad es una realidad vivida que el número 
de mujeres llega a rebasar al de hombres en algunos sectores, 
y vemos, mujeres que se están insertando en actividades 
que muchas veces eran sólo consideradas para hombres, 
tales como obreras, taxistas, mariachis o conductoras de 
autobuses, y que sus labores ocupan horarios extendidos, y en 
ocasiones, hasta nocturnos. Lo anterior es así en virtud de las 
necesidades económicas que atraviesan las familias, orillando 
15 Cfr. Olivares Ferreto, Edith, e Incháustegui Romero, Teresa: Modelo ecológico para 


una vida libre de violencia de género. Comisión nacional para prevenir y erradicar 
la violencia contra las mujeres. México. 2011. p. 48. 
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a las mujeres a emplearse en esos trabajos por la falta de 
instrucción escolar o de oportunidades laborales, lo que trae 
como consecuencia su ausencia en el acompañamiento de sus 
hijos en casa. 

Esta situación que tiene un efecto negativo para las 
mujeres, ya que pese a cubrir una jornada laboral para ser 
proveedora única o en colaboración con su pareja, a ellas se 
les sigue exigiendo la atención del hogar, es decir, sus horarios 
de descanso no los pueden ocupar para dicho fin, sino que 
deben realizar actividades de casa, como preparar la comida, 
lavar la ropa, realizar los quehaceres, atender tareas, compra 
de insumos, etc. Es decir, cubre doble trabajo, derivado de los 
estereotipos generados, y desafortunadamente, aceptados en 
la sociedad, los cuales no se han podido erradicar. Lo anterior 
coloca a la mujer en una posición de desventaja en relación al 
hombre, y aunado al análisis de la situación laboral, hablemos 
de una mujer que dentro de ese contexto es también víctima 
de violencia por su pareja. Podemos entonces pensar en que 
es una mujer que, dada la carga laboral, su rendimiento físico 
y mental se ve disminuido, y entonces, la violencia en que 
está inmersa, la posiciona en una situación que desestabiliza 
su salud mental, provocando en muchas ocasiones bajo 
rendimiento, depresión, aislamiento, y en algunas ocasiones, 
hasta el suicidio. 


1.- Violencia familiar. 


Es definida por la Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, en su artículo 7, como 
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“(...) el acto abusivo de poder u omisión intencional, 
dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir 
de manera física, verbal, psicológica, patrimonial, 
económica y sexual a las mujeres, dentro o fuera del 
domicilio familiar, cuyo Agresor tenga o haya tenido 
relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, 
de matrimonio, concubinato o mantengan o hayan 
mantenido una relación de hecho (...).”** 


En un porcentaje considerable de las violencias familiares, 
vemos que las mujeres son dependientes económicas de sus 
agresores, y muchas veces son madres. En razón de ello, 
muchas veces su decisión de denunciar su situación se ve 
orillada a la retractación en virtud de las múltiples situaciones 
que sobrepasan su poder de disposición, tales como el 
señalamiento por parte de sus familiares, o la propia sociedad, 
en relación con cualquiera de las opciones que elija: si es 
separarse, la señalan por dejar a sus hijos sin su padre, y en caso 
contrario, se genera también una revictimización, pues además 
de ser víctima de una conducta que trasgrede su integridad 
física, psíquica o sexual por parte del agresor, es considerada 
como la responsable de la violencia generada hacia su persona 
al optar por continuar la relación con su agresor. Además, se 
minimiza la intervención del agresor, y la mujer, al asimilar y 
aceptar esa responsabilidad, decide no sólo permanecer en esa 
relación violenta, sino además, callar la situación que vive. 


16 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general de acceso 
de las mujeres a una vida libre de violencia. Recurso digital disponible en https:// 
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf consultado el 12 de agosto 
de 2022. 
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Tengamos en cuenta que mas allá de lo grave que pueda 
resultar una agresión física, el fin del agresor será someter, a 
través de la intimidación, a la víctima, y ello será con actos 
cíclicos que se prolonguen en el tiempo, los cuales ocasionan 
que se minimicen las facultades psicológicas de la víctima, 
alejándola de la propia convicción de poder salir avante de su 
situación, lo que evidentemente trasgrede su autoestima. 

A continuación, se presentan las estadísticas 
correspondientes al segundo semestre de 2023, del banco 
estatal de datos e información sobre casos de violencia contra 
las mujeres, que informa la Fiscalía General del Estado de 
Guanajuato,'” referentes al tipo de violencia, así como su 
ámbito de ocurrencia y rango de edad de las víctimas. 

En esta primera gráfica podemos ver que la mayor 
incidencia dentro de la información recabada, que atañe al tipo 
de violencia, es la psicológica, seguida de la combinación de 
violencia física y psicológica, y posteriormente, la violencia 
física. 

De las gráficas anteriores, podemos ver que la violencia 
en el ámbito familiar es aquella que ocupa la mayor incidencia 
en el ámbito de ocurrencia, es decir, que dentro del hogar, 
el lugar que debería de ser aquel que brinde seguridad a la 
víctima, es aquel donde la misma se encuentra en peligro, y 
que las edades de mayor incidencia oscilan de los 30 a los 34 
años, es decir, en personas que son mayores de edad. 


17 Fiscalía General del Estado de Guanajuato: Estadísticas de violencia contra la 
mujer por tipo. Período del primero de Julio al 31 de Diciembre de 2023. Recurso 
digital disponible en https://portal.fgeguanajuato.gob.mx/PortalWebEstatal/Banco/ 
Formularios/indicadores.aspx, consultado el 8 de Abril de 2024. 
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El código penal del estado de Guanajuato establece el 
delito de violencia familiar en su numeral 221, y estipula que 


“(...) A quien ejerza violencia física o moral contra 
una persona con la que tenga relación de parentesco, 
matrimonio, concubinato o análoga; contra los hijos del 
cónyuge o pareja, pupilos, o incapaces que se hallen 
sujetos a la tutela o custodia, de uno u otro, se le impondrá 
de uno a seis años de prisión. 

Igual pena se aplicará cuando la violencia se ejerza contra 
quien haya mantenido una relación de las señaladas en el 
párrafo anterior o no teniendo ninguna de las calidades 
anteriores cohabite en el mismo domicilio del activo. 

La punibilidad prevista en este artículo se aplicará 
siempre que el hecho no constituya otro delito de mayor 
gravedad. 

En estos casos el Ministerio Público o la autoridad 
judicial dictarán las medidas que consideren pertinentes 
para salvaguardar la integridad física o psíquica de la 
víctima (...).”* 


2.- Ciclo de violencia. 


Analizado en 1979 por Leonor E. Walter, la dinámica 
de la violencia se puede describir en tres fases con forma de 
espiral, siendo estas la fase de tensión, de crisis, y la última, 
de arrepentimiento, teniendo un esquema cronológico. 

18 Cfr. H. Congreso del estado de Guanajuato: Código penal del estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en https://congreso-gto.s3.amazonaws. 


com/uploads/reforma/pdf/3533/CPEG_REF_18Dic2023.pdf consultado el 28 de 
marzo de 2024. 
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La violencia inicia con agresiones como discusiones, 
celotipia, reproches, humillaciones e insultos. Continúa con 
agresiones físicas, psicológicas o sexuales; y es en este punto 
que, después de esta clase de agresión, se genera en la mujer 
un estado de indefensión y vulnerabilidad, y ante la falta 
de una red de apoyo, el agresor, al mostrarse arrepentido y 
ofrecer a la mujer esa palabra de aliento, esa falsa promesa de 
no volver a ejercer violencia contra ella, genera en la mujer 
el relajamiento en su moral, y al final, accede a continuar 
con esa relación, pese a la convicción de la falsedad de la 
promesa del agresor, lo que ocurre cuando la mujer carece de 
herramientas que le permitan tener una visión de la magnitud 
de la trasgresión a sus derechos humanos, del riesgo en el que 
se encuentra ante las acciones del agresor, de la oportunidad 
que tiene de salir adelante, independizarse del hombre y 
poder ser proveedora de sus dependientes, sin la necesidad de 
contar con el apoyo íntegro del agresor; lo anterior, sin dejar 
de lado la obligación civil del cónyuge agresor en relación a 
la ministración de alimentos a sus respectivos acreedores. 

Pese a la variación de los perfiles psicopatológicos de los 
agresores, subyace de forma permanente un factor causal para 
dichos comportamientos agresivos, el cual está alejado, esta 
vez, de explicaciones clínicas, estando materializado en esta 
ocasión en un modelo cultural tradicionalmente dominante: 
el modelo del patrón patriarcal o gobierno patriarcal. Según 
la teoría del patriarcado cultural, las descargas agresivas 
sobre la mujer son consecuencia de las frustraciones que 
experimenta el hombre, lo que sería un reflejo de la actitud 
que tradicionalmente se le atribuye al hombre de tener 
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posesión tanto corporal como económica, legal y de dominio 
sobre la mujer, a quien se le hace responsable de buena parte, 
si no del todo, de dichas frustraciones.'” 

Como sociedad reprochamos esos actos de violencia 
contra la mujer, exigimos que se castigue a los agresores, y 
llegamos incluso a realizar manifestaciones y marchas en 
contra de actos violentos cuando se hace mediático algún 
asunto en particular, y salimos a las calles a expresar nuestro 
rechazo e indignación cuando llegamos al 8 de marzo — 
Día internacional de la mujer— y 25 de noviembre —Día 
internacional de la eliminación de la violencia contra la 
mujer—; actos en los cuales gritamos, lloramos y rayamos 
inmuebles, todo con el fin de ser escuchadas y expresar el 
desprecio que sentimos por la violencia hacia la mujer. Estoy 
a favor de dichas acciones, y es innegable que las mismas 
han traído como resultado el reconocimiento de muchos de 
los derechos de los cuales hoy gozamos las mujeres. Sin 
embargo, considero que no basta con lo anterior, ya que es 
necesario que actuemos trabajando en sociedad, que un 
verdadero acto de representación lo sea trabajar desde las 
escuelas, que se les imparta a las niñas, niños y adolescentes 
temas relacionados con la perspectiva de género y los 
derechos humanos de las mujeres; que se les brinde o canalice 
a recibir atención psicológica cuando se detecte alguna 
conducta o manifestación que revele afectación psicológica o 
patología. Actuar apostando a la prevención. 


19 Vid. García-Berrio Hernández, Teresa: Medidas de protección... p. 90 
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Todo ello debe representar la implementación de 
medidas para erradicar actitudes perjudiciales a la vida 
de las mujeres, así como la intervención del Estado para 
mejorar las condiciones de las mujeres, y así acceder, en 
igualdad de escenarios que los hombres, a las oportunidades 
y los servicios, porque queremos convivir y crecer dentro 
de familias donde el respeto de los valores y el amor sean 
los pilares para el crecimiento de sus integrantes, donde se 
generen relaciones saludables y se eduque y forje a las niñas 
y niños como mujeres y hombres de bien para la sociedad. 

Además, es indudable que aun no ha sido posible 
erradicar valores culturales y normas sociales que tienden 
a posicionar a la mujer en una situación de desigualdad y 
desventaja con respecto a los hombres, que pese a toda la 
lucha histórica por lograr el reconocimiento y respeto a 
los derechos humanos, persisten en la sociedad actos que 
claramente actualizan situaciones de discriminación hacia las 
mujeres. 

El otorgamiento del perdón a los imputados y la 
improcedencia de las investigaciones ante la falta del 
requisito de procedibilidad por parte de las ofendidas, al 
manifestarse en torno a no ser su deseo una investigación en 
contra del inculpado, sino únicamente dejar el antecedente de 
lo sucedido con la intención de mandarlo llamar, informarle 
de la comparecencia de la ofendida y notificarle de las 
medidas de protección emitidas a favor de la ofendida. Todo 
esto se traduce en un primer acto que muestra la intención 
de la víctima de no permitir ser violentada y salir del círculo 
de la violencia en el que posiblemente se encuentra inmersa. 
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Sin embargo, debe entenderse que estas dos causales que 
conllevan a la determinación, por parte de la autoridad 
ministerial, del no ejercicio de la acción penal dentro de las 
carpetas de investigación, devienen de la facultad potestativa 
de la mujer víctima de delito, quien tiene en sus manos 
el poder de decisión en torno a las consecuencias jurídicas 
reprochables a la conducta del agresor. 

Así, después de entender el estado emocional de la 
víctima al momento de presentarse al ministerio público, y 
la fase dentro del círculo de la violencia en el que la misma 
se encuentre al momento de su presencia en la institución, es 
posible comprender —y en su caso, acompañar— la decisión que 
tome la mujer violentada, sin llevar a cabo cuestionamientos 
prejuiciosos, y respetando, como se ha dicho, su decisión. 
Sobre esto último, erróneamente se asume el hecho de que 
la víctima carece de la capacidad cognitiva de poder tomar 
una decisión libre de cualquier presión o circunstancia 
emocional, personal, familiar, que le permita de forma viable 
expresar sus pretensiones con relación a la prosecución de la 
investigación, lo cual, evidentemente, no puede ser así, ya 
que como cualquier otra víctima de un delito, tiene derechos 
consagrados en los instrumentos internacionales, así como en 
la constitución federal y leyes generales y secundarias, entre 
los cuales se encuentra el derecho al acceso a la justicia, a un 
proceso eficaz, a una justicia pronta y a no ser discriminada. 

Derivado de lo anterior, la suscrita advierte la 
necesidad de protección a la mujer y a su familia en 
relación al asesoramiento sobre las consecuencias de la 
prosecución legal de la investigación, a fin de que la misma 
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esté debidamente informada y en condiciones de decidir la 
adopción del procedimiento a seguir y si es su deseo, pueda 
retirar la denuncia presentada, otorgar el perdón al imputado 
o manifestar su anuencia para una salida alterna, como la 
suspensión condicional de proceso o un procedimiento 
abreviado; debiendo estar focalizada la intervención del 
Estado a brindar atención integral a las víctimas y a los 
agresores, ofreciendo y brindando atención psicológica para 
ambas partes e incluso a sus familiares, a fin de que puedan 
visibilizar la situación de riesgo en la que se coloca a las 
mujeres ofendidas y su familia, así como las trasgresión de 
sus derechos, de los cuales está siendo víctima. 

El móvil del presente artículo es el coraje y la sed de 
justicia que en mi persona ha generado el trato directo con las 
mujeres víctimas de delito, las repercusiones que la violencia 
genera en las víctimas y en sus familias, y por la seguridad 
que tengo en afirmar que toda mujer tiene derecho a una vida 
libre de violencia, al respeto a sus derechos fundamentales, 
a la visibilización en el acceso a oportunidades, a contar con 
apoyo especializado que le permita advertir la trasgresión 
a sus derechos cuando estos han sido violentados; porque 
la sociedad exige al Estado velar por la seguridad de las 
mujeres, porque en el Estado de Guanajuato rechazamos 
y reprochamos toda violencia contra las mujeres, porque 
todas y todos nos unimos en la lucha contra toda opresión, 
humillación, marginación y maltrato contra las mujeres; 
porque no queremos que haya en el Estado más registros 
de lamentables decesos de las mujeres a manos de hombres 
generadores de violencia; por el derecho de niñas y niños 
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a vivir en una familia estable con ambiente armónico y el 
derecho que tienen a que el Estado les garantice la protección 
a la vida a sus madres. 

En ese afán de procurar la empatía en el trato a las 
mujeres víctimas de violencia familiar, y enfocada a esa 
atención integral exigida para con las víctimas, se considera 
necesaria la obligatoriedad de la intervención del personal 
de psicología del área de atención a víctimas de la Comisión 
Estatal de Atención Integral a Víctimas del Estado o la 
canalización que la misma realice de manera directa a otras 
dependencias para dicho fin, como lo son las Instancias de 
salud y/o las Instancias de atención a las mujeres municipales, 
a efecto de que una vez tenido el primer acercamiento de las 
mujeres víctimas, ocurran los siguientes supuestos: 


1.- Que externen su intención de no ser su deseo interponer 
querella en contra del imputado, y que comparecen 
únicamente con la intención de dejar el antecedente de lo 
sucedido, a fin de que el mismo sea citado en la Agencia 
del Ministerio Público, se le informe de la comparecencia 
de la ofendida y una vez hecho lo anterior, se le notifiquen 
de manera personal las medidas de protección emitidas 
a favor de la ofendida, con el apercibimiento debido de 
las consecuencias jurídicas en que puede incurrir ante el 
desacato en su cumplimiento. 

2.- Que pese a haber interpuesto querella en contra del 
imputado, una vez radicada la carpeta investigativa y 
desahogadas diligencias de investigación, la ofendida, 
mujer víctima de delito de violencia familiar, acuda 
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a manifestar ser su deseo otorgar perdón en favor del 
imputado, con conocimiento de las consecuencias jurídicas 
que dicho pronunciamiento traería aparejadas en beneficio 
del inculpado. 

Siendo que en los dos supuestos anteriores se extienda la 
atención psicológica al agresor. 


Así, se deben tener todos los mecanismos procesales para 
atender a la voluntad de la víctima, así como canalizarla para 
que pueda recibir la atención psicológica necesaria, posterior a 
la respectiva evaluación que se les aplique. Todo ello no debe 
representar una condicionante para atender el desistimiento de 
la víctima (en el supuesto de violencia familiar perseguible por 
querella de parte ofendida), ya que, como se ha dicho, deberá 
ser un proceso voluntario, con el fin de crear conciencia de las 
consecuencias jurídicas de su decisión, y que la postura que 
la víctima asuma, lo sea con la información y conocimiento 
debidos. Asimismo, se deberá tener la mayor certeza posible 
en relación a que en dicho pronunciamiento la víctima no está 
siendo coaccionada o presionada por su agresor, por alguna 
persona o por alguna situación emocional, personal, familiar, 
que la orillen a desistir de la investigación. 

En cualquier caso, y en eso no puede haber dudas, las 
primeras medidas de intervención deben estar lógicamente 
dirigidas a proteger a la víctima, recibiendo el apoyo 
económico, laboral y psicológico necesario. Es urgente alejar 
a la mujer del ciclo de violencia para que pueda ser capaz de 
salir de esta situación.” 


20 Vid. Sanz Mulas, Nieves: Violencia de Género... p. 112. 
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Por otro lado, se debe buscar atender a la salud mental 
del agresor, pues hasta ahora, las medidas son dirigidas 
de manera prioritaria a la víctima, dejando a un lado la 
atención del actus reus y mens reus, siendo que el imputado, 
necesariamente, se verá beneficiado de la culminación del 
asunto por decisión de la víctima, pese a la ilicitud de su 
conducta en agravio de la ofendida; que con la atención 
psicológica se contribuirá a que, de manera reflexiva, y por 
sí mismo, con ayuda de profesionistas, pueda ser consciente 
la vulneración y trasgresión a los derechos humanos de la 
mujer que provocó, y bajo ese tenor, procurar concientizar y 
sensibilizar a otros agresores para lograr la erradicación de 
la violencia de género hacia las mujeres, todo ello en aras de 
garantizar la no repetición de la vulneración a los derechos de 
las mujeres víctimas de delito. 

De manera conjunta, estas instancias de salud y atención 
a la mujer, ante la canalización que reciban de víctimas 
directas, indirectas e imputados, para brindar atención 
psicológica oportuna, deberán proporcionar todo apoyo 
que esté al alcance de sus facultades, teniendo como fin el 
empoderamiento de mujeres y visibilizar sus derechos ante 
los agresores. 

Dentro de las dependencias que se propone pudiesen 
participar en la canalización posterior, se encuentran el 
instituto para las mujeres guanajuatenses, el centro de salud 
mental de la secretaria de salud del estado de Guanajuato, así 
como las instancias de atención municipal a la mujer de los 
46 municipios del estado. 
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3.- Prevención. 


El Estado debe asumir su obligación de erradicar la 
violencia contra la mujer, pero no a través de ejercer actos 
discriminatorios en su contra, u ocasionar una revictimización 
al considerarla y mostrarla ante la sociedad como una persona 
incapaz de asumir una decisión, trasgrediendo su derecho al 
acceso a la justicia pronta y a un proceso eficaz. Tampoco se 
puede tolerar la orden, autorización o la postura favorable a 
la práctica de dictámenes de viabilidad a las mujeres víctimas 
del delito de violencia familiar. 

Como lo menciona Martínez García, 


“(...) La prevención es actualmente el pilar clave en la 
lucha para erradicar la violencia de género. Las técnicas 
de predicción son el primer paso para tratar la violencia 
a nivel del caso individual y evitar su continuidad 
o cronicida. La predicción de la violencia es una de 
las estrategias de prevención más eficaces, debido al 
carácter crónico y reiterativo de la violencia contra la 
pareja donde los factores determinantes de este tipo de 
violencia son muy específicos, bien conocidos y también 
difíciles de eliminar (...). *? 


Violencia de género 


Se entiende así, que la prevención va de la mano con la 
predicción. Por ejemplo, en lo relacionado con la violencia 
familiar, la aplicación de un simple test a la víctima dará 


21 Cfr. Martínez García, Elena: La protección jurisdiccional contra la violencia de 
género en la Unión Europea. Colección Derecho procesal de la unión europea. 
Tirant lo Blanch. Valencia. ISBN: 9788413361123. p. 107. 
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herramientas para advertir esos factores de riesgo y focalizar 
la atención integral que necesita el agresor, así como para el 
apoyo a las víctimas directas y a su familia, tratándose de 
hijos o padres, que llegan a convertirse en víctimas indirectas 
de las conductas desplegadas por el agresor. Además, se debe 
recalcar que la violencia contra la mujer no sólo lesiona física 
y moralmente a la víctima, sino que transgrede su bienestar, 
y todo ello puede afectar su seguridad y la oportunidad de 
relacionarse con otras personas. 

Así como se ha referido supralíneas, es preciso eliminar 
las desigualdades que sufren las mujeres en todos los sectores 
y ámbitos de su vida, incluidas las cometidas en el seno de 
las instituciones, así como erradicar toda discriminación por 
motivos de género. 

Las normas penales, en tanto herramientas para los fines 
anteriormente mencionados, tienen menos posibilidades de 
éxito cuando el objetivo es la prevención de la violencia, 
ya que el efecto disuasorio de la amenaza penal está lejos 
de haberse probado efectivo, incluso respecto de otras 
problemáticas.” 

Derivado de lo anterior, debe recordarse y resaltarse 
que el derecho penal debe ser la ultima ratio que actúa al 
momento de actualizarse la conducta delictiva, y que si bien 
es cierto, el trato e investigación de los delitos de violencia 
familiar dan la oportunidad de que a la víctima del delito le 
sean emitidas medidas de protección, resulta entonces que 
22 Vid. Gherardi, Natalia: Acceso a la justicia: Efectividad de las normas y procesos, 

en Almeras, Diane, y Calderón Magaña, Coral: Si no se cuenta, no cuenta. 


Información sobre la violencia contra las mujeres. ONU. CEPAL. Santiago de 
Chile. ISBN: 978-92-1-221082-7. p. 143. 
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esas medidas u ordenes serán solo aplicadas para las mujeres 
que decidan denunciar. Pero ¿qué pasa con las que no lo 
hacen?. Bajo este planteamiento, se revela otra necesidad: 
el Estado debe actuar a través de otras instancias para poder 
brindar medidas que garanticen la prevención de la violencia, 
así como hacer efectiva la emisión de órdenes de protección a 
las víctimas mujeres por parte de la secretaría de gobierno; el 
instituto para las mujeres guanajuatenses; las instituciones de 
seguridad pública municipales y las instancias municipales 
de atención a la mujer, como lo contempla la ley de acceso 
a las mujeres a una vida libre de violencia del estado de 
Guanajuato en su reciente reforma de julio de 2022. 

Lo anterior, en virtud de que no todas las mujeres 
víctimas de delito acuden a presentar una denuncia ante 
la fiscalía, sino que algunas se acercan a las instancias 
señaladas, entre otras, para solicitar apoyo y asesoría, por 
lo que es conveniente que las mismas esten facultadas para 
emitir las órdenes de protección, y que ello represente una 
garantía para evitar ser agredidas nuevamente por su pareja. 
Ademas de las señaladas y que consagra la ley secundaria 
aludida, se considera oportuno extender dicha facultad a 
la procuraduría estatal de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, así como sus homólogos en los municipios. 

La solución a un hecho de violencia familiar no es 
siempre la denuncia, así como tampoco la judicialización 
y la vinculación a proceso del imputado, pues las partes 
involucradas no son sujetos ajenos entre sí, ni sus bienes 
jurídicos vulnerados representan un objeto material; 
son personas que conviven todos los días, que comen, 
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duermen, pasean, hacen compras, realizan labores del 
hogar, hacen tareas con los hijos, viven situaciones que 
les generan felicidad, se apoyan en momentos difíciles, 
que se dan muestras de cariño. Lo anterior, evidentemente 
tampoco ocurre en todas las familias, pero en su mayoría, 
si no se replican todos los supuestos, al menos algunos sí se 
representan, y todo ello es lo que debe preocupar al Estado: 
atender esas situaciones problemáticas desde su origen para 
apoyar en la sana convivencia de los integrantes de la familia, 
y no dirigir sus acciones a separarlos, salvo en los casos en 
que ello se haga necesario para salvaguardar la integridad de 
uno o todos sus integrantes. 

Así pues, esto nos lleva a analizar qué ocurre en 
situaciones donde suceden actos aislados y que la víctima, 
después de denunciar los hechos, decide retirar la denuncia, 
u otorgar el perdón al imputado. Si la víctima cuenta con 
herramientas suficientes para salir de la situación y su decisión 
es completamente libre, sin coerción; ¿por qué no se respeta 
esa decisión? ¿por qué se ordena un dictamen psicológico 
para determinar la viabilidad de su pronunciamiento? ¿por 
qué tiene que ocupar e invertir más tiempo para acudir a una 
valoración? ¿por qué estar a expensas de lo que concluya la 
psicóloga que la atienda? ¿por qué si dice que no, se le obliga 
a decir que sí? ¿qué facultad tiene el Estado, al no encontrarse 
previsto en ningún ordenamiento legal, de ordenar la práctica 
de dicha pericial? 

El Estado debe ser congruente con su obligación de 
velar por el reconocimiento, respeto y promoción de los 
derechos humanos de las mujeres, y no actuar bajo una 
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postura proteccionista donde subyace la figura patriarcal 
que se cierne sobre las víctimas de violencia familiar, pues 
es innegable que ello representa un acto discriminatorio, de 
acuerdo a lo que establece la convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer, que en 
su artículo 1 establece que: 


“(...) A los efectos de la presente Convención, la 
expresión “discriminación contra la mujer” denotará 
toda distinción, exclusión o restricción basada en el 
sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar 
o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre 
la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera (...).2 


El pacto internacional de derechos civiles y políticos, 
esgrime en su numeral 26 que “(...) todas las personas son 
iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual 
protección de la ley (...).”2 


23 Cfr. Oficina del alto comisionado de las Naciones Unidas: Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. Recurso digital 
disponible en  https://www.ohchr.org/es/insttuments-mechanisms/instruments/ 
convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women consultado el 2 de 
abril de 2024. 


24 Cfr. Oficina del alto comisionado de las Naciones Unidas: Pacto internacional de 
derechos civiles y políticos. Recurso digital disponible en https://www.ohchr.org/ 
es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-civil-and-political- 
rights consultado el 2 de abril de 2024. 
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A su vez, es la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, que data de 1948, reconoció ese mismo principio 
de igualdad. 


4.- Autonomía de las mujeres. 


El análisis planteado no es el panorama que ocurre 
cuando la calidad de víctima de delito de violencia familiar 
recae en el hombre, ¿por qué el hombre sí está en capacidad 
cognoscitiva para otorgar el perdón, y es respetado por el 
Estado ese pronunciamiento? No son más que cuestiones 
subjetivas de una apreciación errónea que se ha atribuido 
el Estado y que además de ser un acto ilegal, trasgrede los 
derechos de las mujeres al restringir la oportunidad de la 
culminación de ese acceso efectivo a la justicia cuando ella lo 
decida, ¿por qué se le trata como una persona incapaz? Esta 
aseveración sobre su calidad, y la imposibilidad de manifestar 
y respetar su decisión trasgrede sus derechos adquiridos 
como ciudadana mayor de edad, su personalidad jurídica y 
su autonomía, y hasta dónde llega la incongruencia en ese 
afán de protección, que incluso, en una misma temporalidad, 
ella puede acudir a realizar cualquier trámite administrativo 
o incluso, ser sujeto obligado del pago de impuestos, y a 
la vez, restringirle su derecho a culminar la investigación 
o el proceso con el otorgamiento del perdón, al resultar no 
viable en su dictamen psicológico, ¿es entonces capaz y 
tiene personalidad jurídica sólo para actos que convienen a 
los intereses económicos del Estado, e incapaz a su vez para 
manifestarse de sus propios intereses dentro del proceso de 
su denuncia? 
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Basta con un dictamen de viabilidad negativo, es 
decir, que la psicóloga concluya que la víctima no esta en 
condiciones emocionales para expresar su parecer en torno 
a la salida alterna dentro del procedimiento, para asumir y 
determinar esa incapacidad de asumir decisiones, ¿Acaso 
para dicho diagnóstico no se necesita una investigación 
profunda y el análisis de un equipo interdisciplinario que 
incluya, no sólo la valoración psicológica que se practica en 
una ocasión, sino también psiquiátrica, y la realización de un 
estudio de entorno social? 

El derecho penal no es eficaz como única respuesta 
institucional en los casos de violencia en las relaciones 
interpersonales de la mujer, porque, evidentemente, es muy 
difícil reducir esta forma de violencia a un acontecimiento 
puntual, con dos protagonistas bien definidos en sus papeles 
de culpable y víctima. Quienes denuncian reclaman un 
resarcimiento de tipo simbólico, pero también requieren 
soluciones de tipo práctico: acceder a recursos psicológicos 
y económicos para poder separarse de la pareja agresora, 
conseguir una vida propia y, a veces, defender a los hijos, 
y a sí mismas, de una violencia que, en la mayoría de los 
casos, continúa incluso después de la separación, pese a 
las denuncias, las actuaciones de la fuerza pública y la 
intimidación judicial. Como contrapartida, la dificultad 
misma para encarar las cuestiones derivadas de la violencia 
revela la escasa eficacia de los instrumentos de la tutela de 
los individuos en las relaciones familiares cuando se trata de 
personas adultas en pleno uso de sus facultades.” 


25 Vid. Gherardi, Natalia: Acceso a la justicia... p. 144. 
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Seguramente muchas de ellas estarán equivocadas, y 
pesará más en su ánimo y en su toma de decisiones el corazón 
que la cabeza, pero desde luego, el derecho penal no es la forma 
idónea para ayudarles a descubrirlo, así como tampoco para 
sancionarles, directa o indirectamente, por ello.? 

Este planteamiento dirigido al respeto de la autonomía 
de las mujeres víctimas sólo se enfoca en aquellos asuntos que 
se siguen por querella de parte ofendida, que se traduce en la 
expresión de voluntad de la víctima para el ejercicio de la acción 
penal, pues no se establece ningún requisito como condicionante 
para cualquier forma de terminación, ni en la ley sustantiva penal 
ni en ninguna otra en materia penal y vinculante al sistema. Lo 
contrario ocurrirá en aquellos supuestos de violencia familiar de 
persecución oficiosa que dispone el numeral 221 a del Código 
Penal del Estado de Guanajuato, que establece que: 


“(...) El delito a que se refiere el artículo anterior se 
perseguirá por querella excepto cuando: 

La víctima sea menor de edad o incapaz; 

Tratándose de violencia física, en los siguientes supuestos: 
a) La víctima por razón de su edad, discapacidad o 
cualquiera otra circunstancia no esté en condiciones de 
resistir la conducta delictuosa; 

b) La víctima presente lesiones que por lo menos tarden 
en sanar más de quince días, dejen cicatriz permanente y 
notable en la cara, cuello o pabellón auricular o pongan en 
peligro la vida; 


26 Vid. Sanz Mulas, Nieves: Violencia de Género... p. 73. 
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c) La víctima sea una mujer embarazada o durante los tres 
meses siguientes al parto; 

d) Se cometa con la participación de dos o más personas; 
e) Se cometa con el uso de armas de fuego o 
punzocortantes; 

f) Se tengan documentados ante autoridad antecedentes 
o denuncia de violencia familiar cometidos por el mismo 
agresor contra la víctima; o 

g) Exista imposibilidad material de la víctima de 
denunciar (...).2 


enero 


En la exposición de motivos de la iniciativa de reforma 
ON presentada el 2 de junio de 2016, ante la presidenta del 


PF 


tm Congreso del Estado de la sexagésima tercera legislatura por 
"9 las diputadas y diputados del grupo parlamentario de Acción 
«3 Nacional, se comenta que 

a! 

2 “(...) No obstante, consideramos necesaria la 
O persecución oficiosa de este delito, ya que es sabido 
MS que las víctimas de violencia familiar entran en un 

e ciclo llamado “ciclo de la violencia” el cual nulifica 
> su capacidad de reacción y autoprotección, ya 


que intervienen fenómenos muy generalizados de 
codependencia y temor, que propician en la víctima 
reticencias para poner en conocimiento de la autoridad 
el delito sufrido y en el mejor de los casos, en que 
hubiese existido la presentación de la correspondiente 
querella, es recurrente el posterior otorgamiento del 


2] H. Congreso del estado de Guanajuato: Código penal del... 
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perdón, muchas veces motivado precisamente por 
miedo, amenazas, sentimientos de culpa o por otras 
razones, tales como la dependencia económica respecto 
del agresor. 

oz] 

De esta forma, consideramos que al ser perseguible de 
forma oficiosa el delito de violencia familiar, permitirá 
que cualquier persona pueda denunciar su presunta 
comisión y no quede a potestad de la víctima hacer del 
conocimiento de las autoridades de investigación que 
está siendo victimizada, aunado a que no será posible 
el otorgamiento del perdón, al considerar que este 
otorgamiento de perdón se debió a que su voluntad se 
vio viciada para hacerlo (...).2 


Considero que la reforma señalada tiene sus bondades, en 
virtud de que si bien es cierto que en el presente se ha expuesto 
una exigencia en el respeto por la autonomía de las mujeres, no 
es menos cierto que el criterio anteriormente mencionado no 
puede imponerse de manera indiscriminada en todos los asuntos 
de violencia familiar, pues al estatuir la norma sustantiva penal las 
condiciones específicas de persecución oficiosa, el Estado debe 
actuar aún en contra de la voluntad de la víctima, lo que incide 
en la necesidad de proceder a la protección contra las agresiones 
extremas o reiteradas, justificando la intervención de la justicia y 
la sujeción a la norma, pese a la negativa de la parte ofendida. 


28 Cfr. Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional: Iniciativa de reforma del artículo 221 del código penal del estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en https://congreso-gto.s3.amazonaws. 
com/uploads/archivo/archivo/5643/63129.pdf consultado el 3 de marzo de 2024. 
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Antes de hacer la denuncia, debe fortalecerse a la 
víctima, ayudándola a colocarse en una posición tal que le 
permita asumir y sostener dicha denuncia. Esa debe ser 
precisamente la función de las políticas públicas: contribuir 
al fortalecimiento de la mujer mediante la provisión de redes 
de contención, o reforzando las existentes, para hacer posible 
que la mujer sostenga su decisión a lo largo del proceso 
judicial, y más allá. Un apoyo que, en todo caso, no debe 
limitarse a animar a la denuncia, sino también a la acogida 
de las víctimas, su apoyo moral y la ayuda económica y 
psicológica necesarias.” 

Todo ello, en virtud de que es imprescindible cubrir las 
necesidades básicas para las mujeres víctimas y su familia, 
para lograr avanzar en el empoderamiento de las mujeres, 
sentirse independientes con el fin de superar las situaciones 
de violencia y así lograr hacer conciencia de que solas pueden 
salir adelante, eliminando esos prejuicios que la colocan 
como dependiente y sumisa a su agresor, transformándolas 
en mujeres autónomas, empoderadas y proveedoras de sus 
hijas e hijos. 

La protección diferenciada de ciertos grupos de personas 
en situación desventajada no es cuestionable y puede ser 
constitucionalmente necesaria para garantizar la efectiva 
vigencia de sus derechos. Sin embargo, la ley debe ofrecer 
protección y, a la vez, respetar el ejercicio de la autonomía, 
no sólo como requisito de las sociedades democráticas e 
igualitarias, sino también para propiciar la continuidad de 


29 Vid. Sanz Mulas, Nieves: Violencia de Género... p. 113. 
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la denuncia. * Todo ello porque es absolutamente falso que 
las mujeres, por el simple hecho de serlo, nos encontremos 
siempre en una situación social de especial vulnerabilidad que 
nos convierta en víctimas particularmente expuestas a sufrir 
ataques violentos a manos de nuestras parejas masculinas.”' 


30 Vid. Gherardi, Natalia: Acceso a la justicia... p. 146. 


31 Vid. Sanz Mulas, Nieves: Violencia de Género... p 59. 
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HIL.- Trasgresión de derechos humanos por parte del 
estado. Derechos humanos en particular 


s claro que esta barrera que formula el Estado a través 

de sus instituciones de procuración de justicia hacia las 

mujeres víctimas de violencia familiar para que no puedan 
retirar la denuncia presentada (en el supuesto de querella de 
parte ofendida), trasgrede los derechos humanos de las mujeres 
al restringir e inobservar su personalidad jurídica. 

Entre estos derechos humanos vulnerados, se encuentra 
el derecho a la igualdad ante la ley; a no ser discriminada por 
razones de género; a la personalidad jurídica; a la protección de 
la familia; al acceso efectivo a la justicia; a la debida diligencia. 


1.- Instrumentos internacionales. 
a) La Declaración Universal de Derechos Humanos.?? 


“(...) Artículo 1 
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, 
deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 
Artículo 2 
Toda persona tiene todos los derechos y libertades 
proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

32 Cfr. Organización de las Naciones Unidas: La Declaración Universal de los 


Derechos Humanos. Recurso digital disponible en https: //www.un.org/es/about-us/ 
universal-declaration-of-human-rights. Consultado 11 de Septiembre de 2022. 
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ea] 
Artículo 6 


Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica. 

lesa] 

Artículo 10 

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena 
igualdad, a ser oída públicamente y con justicia 
por un tribunal independiente e imparcial, para la 
determinación de sus derechos y obligaciones o para el 
examen de cualquier acusación contra ella en materia 
penal. 

[...] 

Artículo 16 

[sail 

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y 
del Estado (...).” 


b) La Declaración sobre la eliminación de la violencia 
contra la mujer,* señala al respecto: 


Violencia de género 


“(...) Artículo 4. 

Los Estados deben condenar la violencia contra la 
mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o 
consideración religiosa para eludir su obligación de 


33 Cfr. Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: Declaración sobre la 
eliminación de la violencia contra la mujer. Recurso digital disponible en https:// 
www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-elimination- 
violence-against-women consultado el19 de octubre 2022. 
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procurar eliminarla. Los Estados deben aplicar por 
todos los medios apropiados y sin demora una política 
encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. Con 
este fin, deberán: 

Livad 

b) Abstenerse de practicar la violencia contra la mujer; 
[...] 

f) Elaborar, con carácter general, enfoques de tipo 
preventivo y todas las medidas de índole jurídica, 
política, administrativa y cultural que puedan fomentar 
la protección de la mujer contra toda forma de violencia, 
y evitar eficazmente la reincidencia en la victimización 
de la mujer como consecuencia de leyes, prácticas de 
aplicación de la ley y otras intervenciones que no tengan 
en cuenta la discriminación contra la mujer; 

g) Esforzarse por garantizar, en la mayor medida posible 
a la luz de los recursos de que dispongan y, cuando 
sea necesario, dentro del marco de la cooperación 
internacional, que las mujeres objeto de violencia y, 
cuando corresponda, sus hijos, dispongan de asistencia 
especializada, como servicios de rehabilitación, ayuda 
para el cuidado y manutención de los niños, tratamiento, 
asesoramiento, servicios, instalaciones y programas 
sociales y de salud, así como estructuras de apoyo y, 
asimismo, adoptar todas las demás medidas adecuadas 
para fomentar su seguridad y rehabilitación física y 
sicológica (...).” 
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c) Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra las mujeres (CEDAW).** 


El punto 6 de la recomendación general no. 19 recuerda 
que el Artículo 1 de la Convención define la discriminación 
contra las mujeres. Esa definición incluye la violencia 
basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra las 
mujeres por el hecho de ser mujeres o que les afecta en 
forma desproporcionada. Incluye actos que implican daños o 
sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de 
cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la 
libertad. 

Además, en su punto 7 establece que la violencia 
menoscaba o anula el goce de los derechos humanos y 
sus libertades fundamentales consagrados en el derecho 
internacional o los diversos convenios de derechos humanos. 


2.- Normativa nacional. 
a) Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos.** 


“(...) Artículo lo. En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 


34 Cfr.. Oficina del alto comisionado de las Naciones Unidas: Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. Recurso digital 
disponible en  https://www.ohchr.org/es/insttuments-mechanisms/instruments/ 
convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women. Consultado 17 de 
octubre 2022. 


35 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdaf/CPEUM.paf. Consultado el 19 de octubre de 2022. 
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internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

sl 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. 

Fusal 

Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas 


ale 
b) Código nacional de procedimientos penales.** 


“(...) Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido 
En los procedimientos previstos en este Código, la 
víctima u ofendido tendrán los siguientes derechos: 


[...] 


36 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Código nacional de 
procedimientos penales. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/ref/cnpp.htm. Consultado el 16 de octubre de 2022. 
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IL. A que el Ministerio Público y sus auxiliares así como 
el Órgano jurisdiccional les faciliten el acceso a la justicia 
y les presten los servicios que  constitucionalmente 
tienen encomendados con legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad, profesionalismo, eficiencia y eficacia y con la 
debida diligencia; 

lat] 


IX. A acceder a la justicia de manera pronta, gratuita e 


O imparcial respecto de sus denuncias o querellas; (...).” 
+= 
2 c) Ley general de víctimas.?” 
E Artículo 7. 
O Lis] E 
yo) Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 
3 I. Derecho a ser tratadas con humanidad y respeto de su 
e dignidad y sus derechos humanos por parte de los servidores 
2 públicos y, en general, del personal de las instituciones 
O públicas responsables del cumplimiento de esta Ley, 
MS [...] 
o IX. Derecho a ser efectivamente escuchada por la autoridad 
> respectiva, cuando se encuentre presente en la audiencia, 


diligencia o en cualquier otra actuación y antes de que la 
autoridad se pronuncie; 

XII. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de 
su tipo de victimización su núcleo familiar se haya dividido; 


37 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general de víctimas. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/LGV. 
pdf consultado el 3 de abril de 2024. 
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[..] 


XVIII. Derecho a no ser discriminadas ni limitadas en sus 
derechos, salvo en los casos expresamente señalados en esta 
Ley; 

XIX. Derecho a recibir tratamiento especializado que le 
permita su rehabilitación física y psicológica con la finalidad 
de lograr su reintegración a la sociedad; 

as] 

XXI. Derecho a tomar decisiones informadas sobre las vías 
de acceso a la justicia o mecanismos alternativos; 

[...] 

XXIV. Derecho a expresar libremente sus opiniones 
y preocupaciones ante las autoridades e instancias 
correspondientes, y a que éstas, en su caso, sean consideradas 
en las decisiones que afecten sus intereses (...).” 


d) Ley general de acceso de las mujeres a una vida libre de 
violencia.* 


“(...) ARTÍCULO 4.- Los principios rectores para el acceso 
de todas las mujeres, adolescentes y niñas a una vida libre 
de violencias que deberán ser observados en la elaboración 
y ejecución de las políticas públicas federales y locales son: 
I. La igualdad jurídica, sustantiva, de resultados y estructural; 
II. La dignidad de las mujeres; 

III. La no discriminación 


38 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general de acceso de 
las mujeres a una vida libre de violencia. Recurso digital disponible en https: //www. 
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdaf consultado el 18 de octubre de 
2022. 
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¡e 
VII. La debida diligencia; (...).” 


3.- Normativa local. 
a) Constitución política para el estado de Guanajuato. 


Se armoniza con lo esgrimido por el artículo 1 de la 
Constitución Federal, es decir, se consagra la igualdad ante la 
ley, la no discriminación y la obligación de las autoridades de 
proteger los derechos humanos de las personas. 


b) Ley de víctimas del estado de Guanajuato.*” 


“(...) Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé 
la presente Ley son de carácter enunciativo y deberán 
ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, 
los tratados y las leyes, favoreciendo en todo tiempo la 
protección más amplia de sus derechos. 

Las víctimas tendrán, los derechos señalados en la 
Ley General, así como los demás señalados por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, 
los Tratados Internacionales, y esta Ley (...).” 


Violencia de género 


39 Cfr. H. Congreso del estado de Guanajuato: Ley de Víctimas del Estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en https://congreso-gto.s3.amazonaws. 
com/uploads/reforma/pdf/3518/LVEG_REF_20Nov2023.pdf consultado el 3 de 
abril de 2024. 
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c) Ley de acceso de las mujeres a una vida libre de 
violencia del estado de Guanajuato.” 


“(...) Artículo 3. Para el diseño, elaboración y ejecución 
de las políticas públicas en la materia que regula esta 
Ley, el Estado y los municipios deberán considerar los 
siguientes principios rectores: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación; y 

IV. La libertad de las mujeres (...).” 


Es oportuno resaltar que los instrumentos 
internacionales ratificados por México, así como la normativa 
federal y local aplicable al estado de Guanajuato en relación 
a los derechos humanos de las mujeres son armónicos entre 
sí, y de su lectura se puede resumir que buscan el respeto a su 
dignidad, al debido proceso, a la garantía de escucha y a la no 
discriminación. ¿Por qué no se aplican en la realidad? Hablar 
del respeto a sus derechos debe ser en un sentido amplio, 
y se debe comenzar por el respeto a su autodeterminación, 
estando debidamente asistida y asesorada. 


Violencia de género 


40 Cfr. H. Congreso del estado de Guanajuato: Ley de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Guanajuato. Recurso digital 
disponible en https://congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/pdf/3550/ 
LAMVLVEG_FDE_12Marzo2024.pdf consultado el 3 de abril de 2024. 
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Conclusiones 


í, sí y sí: debemos actuar en contra de la violencia de 

género, en particular aquella violencia perpetrada 

contra las mujeres, partiendo desde la unidad familiar 
hasta llegar a toda la sociedad, luchar a favor de los derechos 
de las mujeres, que se garantice y respete su derecho a una 
vida libre de violencia en el ámbito público y privado, que 
los hechos denunciados se investiguen, se esclarezcan, 
se castigue al imputado y se pague la reparación del daño. 
Luchar en contra de los estereotipos de género, en contra de 
todo acto de discriminación perjudicial a la mujer. 

Salir y apoyar a toda mujer que busque nuestra ayuda 
como sociedad, en calidad de servidoras públicas, como 
amigas, hermanas, madres, hijas, apoyarla a salir del círculo 
de violencia donde se encuentran. Pero ese apoyo no debe 
resultar en una revictimización, en una expresión acertada 
de asumir decisión por la víctima, dejándola en estado de 
indefensión al violentarle su derecho a pronunciarse por la 
salida óptima de su proceso y su derecho a otorgar perdón 
a su agresor, en aquellos asuntos donde resulte procedente. 
¿Cómo presumir luchar por su protección, y a la par 
violentarla al restringirle su derecho a decidir en el proceso, 
a Optar por una salida alterna? Es incluso incongruente el 
discurso del Estado, quien asume una posición patriarcal a 
los intereses de la víctima. 

El presente artículo analiza la obligación del Estado 
de reconocer y respetar el derecho de las mujeres víctimas 
del delito de violencia familiar para asumir una decisión 
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en relación con la terminación del proceso instado por la 
denuncia de la propia mujer, así como respetar su autonomía 
(en observancia de sus intereses) sobre una conducta que 
vulneró el bien jurídico tutelado del orden familiar o la 
convivencia armónica. Todo ello porque la postura patriarcal 
no hace más que reforzar los estereotipos y roles de género 
asignados a la mujer, donde lo único que protegen es la 
supuesta posición de inferioridad al considerarla incapaz de 
asumir una decisión, derivado de la convicción de protección 
que, por una concepción errónea, se asume por parte de los 
operadores que tienen contacto con las víctimas mujeres 
tanto en la investigación como en el proceso de los asuntos. 
El Estado debe apostar por la salud mental de sus 
gobernados, por dar atención al tratamiento y prevención 
de la violencia, debe apostar por una atención psicológica 
integral y gratuita tanto para víctimas como para agresores; 
tener programas de apoyo económico para las mujeres que se 
encuentran en una condición de dependencia monetaria hacia 
los agresores, tener refugios o espacios para su permanencia 
temporal que cubran sus necesidades y de sus menores hijas e 
hijos, impulsar campañas para informar a toda la población de 
los mecanismos legales de protección a las mujeres víctimas 
de delito de violencia familiar. Y lo más importante: respetar 
la autonomía de las mujeres, es decir, que no les vede el 
derecho de ser escuchadas y tomar en cuenta sus opiniones 
e intereses; no más revictimización ni señalamiento como 
personas incapaces, fomentar la seguridad en las mismas, y 
que lo anterior descanse en el conocimiento informado de 
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las consecuencias jurídicas de la decisión que asuma dentro 
de su proceso, con base en el ejercicio de su capacidad de 
autodeterminación. 

El beneficio social a obtener, será esa paz en las 
relaciones que debe prevalecer en las familias, concebida 
como el medio natural para el desarrollo de sus miembros, 
en un ambiente de respeto, cariño, apoyo y convivencia libre 
de violencia, que haga realidad la expectativa social de que 
sea la familia el pilar para el desenvolvimiento y crecimiento 
de sus miembros, contribuyendo entonces a un ambiente sano 
y benéfico que será apreciable en la sociedad, al erradicar 
la violencia contra las mujeres y así las consecuencias 
nocivas que la misma genera, como lo son, la violencia que 
sufren las hijas e hijos de mujeres violentadas al ser testigos 
presenciales de los eventos de agresión, pues en su mayoría 
ocurren dentro del seno familiar, para así también, evitar la 
generación de violencia extrema a las mujeres, traducida en 
feminicidio. 
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Emiliano Zapata o la resistencia 
para defender ideales 


Historiador Daniel Hernández Hernández 


. ué más podemos escribir de Emiliano Zapata que 
, no se haya escrito? Este año se conmemoran cien 
años de su fallecimiento y expertos, biógrafos, 
analistas y demás estudiosos, han tratado y debatirán su 
legado desde varios puntos de vista, llevando consigo 
múltiples mesas de estudio y horas de discusión, la mayoría 
enfocadas al rebelde, al que se inconformó contra quienes 
ostentaban el poder. 

Si leemos o escuchamos de Zapata, lo ubicamos dentro 
de las ideas de igualdad, de equidad entre los gobernados de 
un país, sin limitarse a cuestiones agrarias, esas que fueron 
prioridad para levantarse en armas no una, sino varias 
ocasiones. Diversas rebeliones han llevado su influencia y 
estandarte, solo hay que remontarse a la ocurrida en 1994 con 
el Ejército Zapatista de Liberación Nacional. 

Se ha escrito y es notorio que su figura no es propia 
de México. Varios países en distintos continentes, lo han 
adoptado en ámbitos políticos, sociales y económicos, citando 
frases que le adjudican y de las cuales no tenemos la certeza 
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si las emitió o no, incluida la que reza “Tierra y Libertad”, 
de la autoría del periodista y escritor Ricardo Flores Magón, 
pero apropiada en su momento por Zapata y sus seguidores. 

¿Por qué Emiliano Zapata Salazar como símbolo y no 
otros caudillos? Finalmente los mitos e historias en torno a 
que era un pequeño terrateniente sin carencias económicas, 
aficionado a criar y montar caballos, apostar en las peleas 
de gallos, jugar la baraja, asiduo a las corridas de toros 
y el jaripeo, amén de múltiples amores y como prueba 
sus dieciséis hijos. Probablemente no era el ejemplo de 
revolucionario para cambios internos que demandaba el país 
en una época dominada por hacendados que se apoderaban 
de tierras con y sin violencia, auspiciados por caciques 
complacientes. 

Desentrañemos nuestros cuestionamientos y 
comencemos con los hechos que marcan la existencia de 
cualquier individuo. Uno de ellos le ocurrió al nacido un 8 de 
agosto de 1879 en Anenecuilco, Morelos, cuando a manera de 
ley de Newton y aplicable a la vida cotidiana que dicta: Con 
toda acción, ocurre siempre una reacción igual y contraria. 
Emiliano Zapata vio de niño como despojaban de sus tierras 
a campesinos de su tierra natal, incluido a su padre y con ello 
perdiendo parte de su patrimonio familiar. El personaje en 
mención, juró que cuando fuera grande recuperaría las tierras 
perdidas. 

Con una juventud que se desenvolvió entre trabajar 
pequeñas tierras de las que era propietario junto con su hermano 
Eufemio, de trabajar para otros hacendados y disfrutar de las 
fiestas de su pueblo y anexos, tuvo un primer enfrentamiento 
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con las autoridades cuando fue arrestado a los diecisiete años en 
de celebraciones de su natal Anenecuilco, lo que lo obligó a irse 
un tiempo a trabajar a una hacienda de la cercana Puebla. 

Por lo regular, las causas revolucionarias nacen 
regionalmente, con luchas ideológicas y armadas con causas 
locales, para después extenderse y ser arropadas en otros 
lugares, aun cuando presenten motivos y circunstancias 
distintas al origen del movimiento. Así sucedió con Zapata 
y sus múltiples inconformidades por la defensa de la tierra, 
las cuales comenzaron cuando en septiembre de 1909, fue 
nombrado presidente del Concejo en una asamblea democrática 
para resolver problemas de familias que peleaban el despojo 
sus territorios por parte de varios hacendados. Con resolución 
favorable los despojados, el también llamado Caudillo del 
sur demostró con ello su enérgico liderazgo y por lo mismo, 
prestigio para resolver problemas similares.' 

Debemos ubicarnos temporalmente y observar que México 
sin proponérselo o quizás preparado para ello, se encontraba en 
el periodo final del Porfiriato, o mejor dicho, en el final de la 
dictadura más larga en la historia del país. Porfirio Díaz había 
estado en el poder desde 1876, con un periodo “ausente” de 
cuatro años. En su mandato si bien intentó poner a la nación a 
la par de potencias europeas, con diversos beneficios como la 
introducción del ferrocarril, electricidad y un sinfín de obras 
públicas, también es cierto que se trató de un gobierno represivo, 
con logros económicos para un reducido grupo social. 


1 Mac Gregor J.: Del Porfiriato y la Revolución. Serie antologías. Colegio de México. 
México D.F. . 2015; p. 402. 
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A partir de 1910 surgen los primeros caudillos masivos 
del siglo veinte en nuestro país, personajes que después 
se usaron sus nombres para designar escuelas, colonias, 
calles. Íconos en billetes, monedas y porque no, emblemas 
de diversos partidos políticos. Uno de ellos fue Francisco 
Madero, empresario y hacendado de Coahuila, quien se 
inmiscuyó en la política de su entidad, con bandera opuesta al 
porfirismo y lo hizo constar en el nombre del grupo político 
que fundó: Partido Nacional Antirreleccionista, del que fue 
candidato para las elecciones presidenciales de 1910 con la 
consigna de terminar con las múltiples presidencias de Díaz, 
quien buscaba otro periodo gubernamental. 

Lo citamos, al ser el de Díaz un gobierno represor, 
Madero tuvo varios conflictos ante las autoridades, incluido 
un proceso judicial por rebelión que trajo consigo un tiempo 
en la cárcel, periodo en que se verificaron las elecciones y del 
que resultó ganador el reelegido Díaz. De su breve estancia 
en la prisión de San Luis Potosí fue liberado para emigrar a 
Estados Unidos y desde el exilio promulgar el Plan de San 
Luis, documento que entre varios puntos, declaraba nulas 
las elecciones, la restitución a los campesinos de las tierras 
despojadas, además convocaba a levantarse en armas contra 
el régimen el 20 de noviembre de 1910.? 

La respuesta al llamado de Madero fue lenta, salvo el 
intento de Aquiles Serdán en Puebla, el pronunciamiento tuvo 
eco hasta semanas después. Como referimos anteriormente, 
las luchas de Zapata fueron en su territorio y al principio 


2 Aguilar Camín H. y Meyer, L.: La sombra de la Revolución Mexicana. Un ensayo 
de historia contemporánea de México 1910 — 1989. Cal y arena. México D.F. . 
2008; p. 28. 
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incrédulo, se adhiere al movimiento maderista como el 
líder que se había mostrado anteriormente para así dirigir la 
rebelión en el estado de Morelos, logrando tomar la ciudad 
de Cuautla y de inmediato realizar las acciones de las que 
tenía inercia: repartir tierras a los campesinos. 

Para el caso de Zapata y su cada vez más numeroso 
ejército compuesto por campesinos que habían sido 
despojados de sus propiedades en manos de poderosos 
azucareros, los cuales convirtieron a los trabajadores en 
“personas acasilladas en las haciendas, recibiendo un pésimo 
trato y un exiguo salario”,? la propuesta del Plan de San 
Luis les creó altas expectativas, buscando a través de la 
sublevación que se les devolvieran sus campos de cultivo. 

Con luchas contra el régimen en varias zonas del país, 
Díaz aceptó la renuncia a mediados de 1911 y ser secundado 
como presidente interino Francisco León de la Barra en 
cuanto se verificaban nuevas elecciones, las cuales se 
llevaron a cabo en noviembre del mismo año y de las cuales 
resultó ganador por un apabullante 98% Francisco Ignacio 
Madero González (el Indalecio como se creyó por mucho 
tiempo era su segundo nombre, es falso, según consta su acta 
de nacimiento). 

Ni el porfirista León de la Barra, ni el presidente 
antireelecionista Madero González lograron satisfacer las 
demandas de los Morelenses. El nuevo mandatario pidió el 
desarme de los zapatistas con el afán de restablecer el orden 
y atender entre varios asuntos, las demandas de tierras, 


3 Mac Gregor J.: Del porfiriato y ..., p. 403. 
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ocurriendo lo contrario ya que el ejército oficial hostigó a 
Zapata y sus tropas, quienes no tuvieron más remedio que 
enfrentarlos. 

Nuestro personaje siguió forjando su legado, ese que 
es retomado desde hace años y en la actualidad para quienes 
buscan igualdad y libertad. Enfrentar a las autoridades 
sin fundamentos, muchos. Confrontar al presidente de la 
república con ideas firmes y claras, pocos. En el conflictivo 
año de 1911, Emiliano Zapata se rebela contra Madero 
a través del Plan de Ayala, documento que solicitaba el 
cumplimiento de uno de los objetivos de la revolución: 
la reforma agraria, además de la renuncia de Madero, 
proponiendo a Pascual Orozco como “Jefe de la Revolución 
Libertadora y a Zapata, en caso que Orozco se negara. Era el 
programa por excelencia de la rebelión campesina y la lucha 
agraria de México”.* 

Al momento que Porfirio Díaz fue desterrado de México 
después de su renuncia como presidente, emitió unas últimas 
palabras que se convirtieron en realidad inmediata: “Han 
soltado un tigre”. Al felino le resultó difícil domarlo el Jefe 
de la Nación Francisco I. Madero. Varios levantamientos se 
suscitaron en su mandato, incluido el zapatista, recluido en 
zonas rurales, pero cada vez más fortalecidos. 

No podemos hablar en estos años de una revolución, 
pero sí de un cambio de régimen en un país convulso. Sin 
unificarse como nación, las luchas internas continuaron 
y tuvieron uno de sus puntos álgidos con el derrocamiento 
del presidente Madero, traicionado por su General de mayor 


4 Aguilar Camín H. y Meyer. L.: Ala sombra..., p. 37. 
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confianza, Victoriano Huerta y auspiciado por el embajador 
de Estados Unidos en México, Henry Lane Wilson, temeroso 
por los intereses de su país. 

El nuevo presidente se llamaba Pablo Lascuráin y su 
Secretario de Gobernación Victoriano Huerta. Lascuráin 
renunció a los 56 minutos, quedándose con el nombramiento 
Huerta. Zapata y los suyos no habían depuesto las armas y 
en el periodo Huertista entre 1913 y 1914, continuaron los 
combates de las fuerzas oficiales a los guerrilleros. 

La presidencia de Huerta también fue breve, debido 
a las múltiples luchas en contra de su mandato. En el sur 
y el centro del país eran los morelenses, buscando que el 
gobierno atendiera sus peticiones. Después en el norte del 
país, llegaron las sublevaciones del gobernador de Coahuila, 
Venustiano Carranza, quien se erigió como líder de los 
revolucionarios. También en zonas norteñas se aliaron las 
tropas agraristas de Francisco Villa y en el pacifico, Álvaro 
Obregón, todos con el objetivo de desconocer el gobierno de 
Huerta, objetivo logrado en julio de 1914. 

Difícil conciliar el poder entre cuatro líderes. Si bien 
Venustiano Carranza era el jefe Constitucionalista, con el cada 
vez más cercano apoyo de Obregón, las fricciones se dieron 
con Zapata quien no cedió y exigía fuera ejecutado su Plan 
de Ayala, lo cual no le fue concedido. Reunidos en la ciudad 
de Aguascalientes, Carranza rompió relaciones también con 
Villa. Quedaba la alianza entre Carranza y Obregón, líderes 
que tenían mayores recursos económicos, que habían tenido 
cargos públicos y los que tenían conocimientos académicos. 
Sus contrarios, los Convencionistas, se habían criado no en 
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grandes propiedades, con pocos o nulos estudios escolares 
y quizás parte de ello propició una falta de estrategia y por 
consiguiente la derrota que vivieron tiempo después. 

El Ejército Liberador del Sur, acompañado de Villa y 
sus Dorados, los Convencionistas entraron triunfantes a la 
Ciudad de México en noviembre de 1914, lo cual sirvió solo 
para las anécdotas y fotografías en Palacio Nacional y en su 
breve estancia en la capital del país. Zapata y Villa tenían el 
carisma y liderazgo, pero no un plan para gobernar el país, 
por lo que las rupturas se dieron y cada quien continuó con 
luchas separadas ante un fortalecido Carranza, quien se había 
retirado a Veracruz para establecer su propio gobierno. 

Zapata continuó con su cometido y en algunas zonas 
de Morelos comenzó a reglamentar tierras, nacionalizar 
haciendas y proceder al reparto agrario. Reabrió los campos 
al cultivo luego de años de intensas batallas, además 
de establecer los créditos agrarios. Parecía que su tan 
proclamado Plan de Ayala lograba tener éxito, al menos en su 
entidad. 

Carranza y Obregón tenían otra estrategia para 
establecer el orden y por consiguiente apropiarse del poder. 
En 1915 lograron sofocar casi en su totalidad al numeroso 
ejército de Villa en las Batallas del Bajío, enfrentamientos 
claves para el triunfo de los Constitucionalistas y que 
significaron el repliegue y desarticulación casi en totalidad de 
los villistas. El nuevo objetivo era sofocar a los zapatistas, 
lo cual se dio primero con el ofrecimiento de la amnistía por 
parte de Carranza, lo cual fue aceptada por varios líderes del 
zapatismo. 
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Pablo González, General enviado a combatir a Zapata, 
comenzó a tener éxito en su cometido de terminar con los 
rebeldes, acción que se reflejó con la toma de la Cuautla, la 
capital de Morelos y bastión zapatista, en mayo de 1916. El 
Caudillo del Sur fue relegado y controlaba algunos poblados, 
a sabiendas que perseguían y fusilaban a varios de sus 
seguidores. Su siguiente acción fue reorganizar a sus tropas, 
las cuales lograron recuperar algunas zonas, pero sin la fuerza 
y empuje de años anteriores. 

La Carta Magna promulgada en 1917, emblema de 
los Constitucionalistas y de su líder y después elegido 
presidente de la República, Venustiano Carranza, proponía 
solución al conflicto agrario, en un momento difícil para los 
zapatistas, ya que algunos cedieron las armas para apegarse 
al nuevo gobierno. 

Emiliano Zapata tuvo tenacidad en su cometido. Entre 
1917 y 1918 continuaba en la búsqueda de “revolucionarios 
desafectos a Carranza”. 

Convocaba tanto a campesinos, obreros e incluso 
miembros del ejército para una lucha reaccionaria contra 
el presidente, dejando un poco de lado el proyecto del Plan 
de Ayala. Sin embargo, las condiciones no estuvieron a su 
favor.? 

Malas cosechas, hambre y la influencia española 
que afectó a la población en general y la que provocó la 
muerte de varios líderes que ostentaban ser revolucionarios, 
como los casos de los villistas Inés Chávez García en 


5 Mac Gregor J.: Del Porfiriato y..., p. 409.. 
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Michoacán y Macario Silva en Guanajuato, significó que las 
confrontaciones zapatistas fueran esporádicas, optando por 
refugiarse nuevamente en la serranía. 

El gobierno de Carranza finalmente se deshizo de 
uno de sus más grandes y reacios rivales. Las traiciones, 
prácticas comunes en tiempos bélicos, fue la manera como 
pudieron derrotar al de Anenecuilco. Citado en la Hacienda 
de Chinameca para que le fueran entregadas las cada vez más 
escasas municiones por parte del coronel Jesús Guajardo, 
quien se hizo creer que se pasaría a su bando, y acompañado 
de diez hombres, Emiliano Zapata fue acribillado sin 
contemplaciones. 

Diversas leyendas y el legado popular, argumentan que 
ese 10 de abril de 1919, Zapata no iba a caer en una trampa 
como la que le tendieron, que su inteligencia no le iba a 
permitir entrar en un lugar con condiciones poco favorables y 
que por ello envío a un doble para llevar a cabo la negociación 
de municiones. Lo cierto es que su lucha continúo en la figura 
de Gildardo Magaña, nuevo líder zapatista y aliado de Álvaro 
Obregón, quien derrocó y mandó asesinar a Carranza para ser 
presidente de 1920 a 1924. 

Los zapatistas se convirtieron en comparsas de 
reaccionarios. También apoyaron a Adolfo de la Huerta, 
quien se rebeló contra Obregón y cuyos miembros fueron 
armados para el cometido, logrando después el gobierno 
desarticular el Ejército Liberador del Sur y que sus miembros 
se pasaran al ejército oficial. 
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La revolución del sur no logró el cometido de unificar 
una lucha nacional. Los objetivos regionales a lo largo del 
país y por consiguiente los intereses grupales e individuales 
no cumplieron con una alianza efectiva con otros grupos 
armados. Eso no significa que haya sido un movimiento 
aislado. Su influencia se propagó y quizás las condiciones no 
fueron las adecuadas para unificar una lucha como la buscada 
desde un principio por Zapata. 

Su objetivo finalmente fue logrado en parte, ese que 
por años lucharon y al menos localmente los morelenses 
obtuvieron en buena medida las tierras que les pertenecían, 
logros que se llevaron a cabo en la presidencia de Lázaro 
Cárdenas, de 1934 a 1940, quizás el periodo donde 
se reflejaron los peticiones que tanto reclamaban los 
revolucionarios. 

Esta reseña biográfica de Zapata la comenzamos con la 
pregunta ¿Qué más podemos escribir de Emiliano Zapata que 
no se haya escrito? Y la respuesta fue adquiriendo forma a 
lo largo de lo leído, analizado, reseñado y plasmado en este 
artículo. Nunca están de más algunas líneas como homenaje 
al caudillo inquebrantable, tenaz y persistente y que optó por 
resistir embates, sin doblegar su persona e intereses, acciones 
como ejemplo de vida para cualquier individuo. 


6 Warman, A.: El proyecto político del zapatismo, en Kantz Friedrich, Compilador, 
Revuelta, Rebelión y Revolución. La lucha rural en México, del siglo XVI al siglo 
XX, México, Ediciones Era, 2? ed. 2004; p. 305. 


915 


Zapata, Emiliano 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Zapata, Emiliano 


916 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Bibliografía 


Aguilar Camín H. y Meyer, L.: La sombra de la Revolución 
Mexicana. Un ensayo de historia contemporánea de 
México 1910 — 1989, Cal y arena. México D.F. . 2008. 

Mac Gregor J.: Del Porfiriato y la Revolución. Serie 
antologías. Colegio de México, 2015. 


917 


Zapata, Emiliano 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Zapata, Emiliano 


918 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La causa seguida a Emiliano Zapata por sedición 
Mtra. Imelda Carbajal Cervantes 
Introducción 


ntes de abordar propiamente el análisis del expediente 

criminal que se abrió en contra de Emiliano Zapata 

acusado por el delito de sedición, es menester hacer 
una breve referencia a las condiciones sociopolíticas que 
imperaban en el país, para entender el contexto histórico 
bajo el cual se inició la investigación y se abrió el expediente 
en contra de Emiliano Zapata, el cual concluyó mediante 
resolución del 11 de julio de 1913, en la que el juez de 
distrito en el estado de Morelos, Licenciado Rosendo Heredia 
determinó la extinción de la acción penal, al aplicar como 
fundamento y sustento de su decisión, una ley de amnistía 
emitida durante el gobierno de Victoriano Huerta; siendo la 
aplicación de esta ley, lo que reviste trascendencia jurídica, 
pues con ella se exoneró a Emiliano Zapata de los hechos 
que en su momento se estimaron constitutivos del delito de 
sedición. 
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Tras el triunfo del movimiento encabezado por Francisco 
I. Madero y el exilio de Porfirio Díaz, en el mes de octubre 
de 1911 se convocaron elecciones presidenciales, conforme 
a los ideales democráticos del movimiento revolucionario 
establecidos en el Plan de San Luis.' 

En dichas elecciones resultó ganador Francisco 1. 
Madero, con José María Pino Suárez como vicepresidente. 
De esta manera, el 6 de noviembre de 1911, el ciudadano 
Francisco I. Madero fue investido como Presidente de la 
República.? 

Sin embargo, los problemas sociales, políticos y 
económicos del país no sólo continuaban, sino que se 
exacerbaron por la incapacidad del gobierno de Madero para 
dar solución a las demandas sociales y económicas de los 
diversos sectores de la población, sobre todo de los grupos 
menos favorecidos, como los obreros y campesinos, siendo 
la más relevante la que presentaba Emiliano Zapata sobre 
la tenencia de la tierra? y su restitución a los indígenas y 
legítimos dueños. 


1 Madero, Francisco |. (1910). Plan de San Luis. Manifiesto a la Nación. Instituto de 
Estudios Históricos de la Revolución Mexicana. Recuperado de https://emiliano- 
zapata.scin.gob.mx/sites/default/files/objetivos/2019-04/1.4%20Plan%20de%20 
San%20Luis.pdf 


2 Barceló Rojas, D. A.: Estudio introductorio y compilación. El contexto político, 
económico y social de la Revolución de 1910. Sinaloa. Revolución y constitución 
en las entidades federativas. secretaría de gobernación, secretaría de cultura, 
instituto nacional de estudios históricos de las revoluciones de México. Instituto de 
investigaciones jurídicas. Universidad nacional autónoma de México. 2016; p. 37 y 
38. 


3 Barceló Rojas, D. A.: Estudio introductorio y..., p. 40. 


920 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Las diferencias entre Zapata y Madero en cuanto al 
campo mexicano y una reforma agraria con la cual restituir 
a sus antiguos poseedores las tierras que se les despojaron, 
provocaron la ruptura de ambos y por lo tanto de la alianza 
que había entre ellos. De esta manera, Madero había 
traicionado los ideales revolucionarios a los ojos de Zapata. 

Por lo tanto, el 25 de noviembre de 1911, Emiliano 
Zapata suscribe el Plan de Ayala en el cual se desconoce a 
Francisco I. Madero como Presidente de la República y se 
plantea “exigir, por medio de las armas, la solución inmediata 
a las demandas agrarias de las comunidades indígenas del 
país despojadas durante el Porfiriato de sus tierras según lo 
Establecido en el Plan de San Luis. Sin esperar el prolongado 
procedimiento político y legislativo que Madero se disponía 
impulsar para ello, Zapata llega al extremo de desconocer al 
presidente.”* 

Como consecuencia de lo anterior, durante el año de 
1912, Emiliano Zapata, al desconocer al Presidente, continúo 
la lucha contra el Ejército Federal en los Estados del sur del 
país.? 

Aprovechando el fuerte descontento popular, durante 
el mes de octubre de 1912, Cecilio Ocón y los generales 
Gregorio Ruiz y Manuel Mondragón se reunieron en La 
Habana para discutir la situación política de México. 


4 Barceló Rojas, D. A.: Estudio introductorio y..., p. 41. 


5 Los Estados mencionados son: Morelos, Guerrero, Puebla, Tlaxcala y Estado de 
México. 
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Después de largas discusiones, y hastiados de la anarquía y 
la inseguridad, concluyeron en la necesidad de derrocar al 
presidente de la República Francisco I. Madero.* 

De esta manera la fecha para el inicio del movimiento, 
siendo el golpe militar contra el gobierno de Francisco 1. 
Madero, conocido como la Decena Trágica, quedó fijada para 
el 9 de febrero de 1913. Tras la liberación de los generales 
Bernardo Reyes y Félix Díaz, los sublevados intentan tomar 
el Palacio Nacional, sin embargo son repelidos por las fuerzas 
Maderistas y obligados a refugiarse en la Ciudadela. 

Al enterarse del estallido del movimiento, y resultar 
herido Lauro Villar, comandante militar de la plaza, 
Madero lo sustituyó por Victoriano Huerta, con la consigna 
de liquidar a los golpistas.” Sin embargo, Huerta entabla 
pláticas con Félix Díaz y Manuel Mondragón para derrocar a 
Madero. Por lo que el 18 de febrero, el presidente y parte de 
su gabinete son hechos prisioneros en Palacio Nacional. Ese 
mismo día a las 9:30 de la noche, en la sede de la embajada 
norteamericana y con el aval del embajador Henry Lane 
Wilson, los generales Victoriano Huerta y Félix Díaz firman 
el Pacto de la Embajada o de la Ciudadela, por el cual se 
da “por inexistente y desconocido el Poder Ejecutivo que 


6 Ramírez Rancaño, M.: La república castrense de Victoriano Huerta. Estudios de 
Historia Moderna y Contemporánea de México, núm. 30, julio- diciembre, 2005; pp. 
167 y ss. 


7 Ramírez Rancaño, M.: La república castrense de..., p. 168. 
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funcionaba”. Además se acordó reconocer a Victoriano 


Huerta como presidente interino y convocar a nuevas 
elecciones en las que el candidato oficial sería Félix Díaz. 

Así las cosas, con Madero y Pino Suárez prisioneros, 
el 19 de febrero ambos firman sus renuncias, por lo que el 
Ministro de Relaciones Exteriores, Pedro Lascuráin, asume 
provisionalmente el Poder Ejecutivo, y designa ministro 
de Gobernación al general Huerta. Momentos después, 
Lascuráin renuncia y Huerta protesta como presidente 
interino.? De esta forma y de manera oficial da inicio el 
gobierno de Victoriano Huerta, gobierno que encabezará de 
esta fecha hasta su dimisión el 15 de julio de 1914. Gobierno 
al cuál todos los gobernadores apoyaron, a excepción de los 
de Coahuila y Sonora. En particular, el de Coahuila, donde 
Venustiano Carranza se levantó en armas predicando el 
retorno a la legalidad. 

Sin embargo, El 22 de febrero, el presidente Madero y el 
vicepresidente Pino Suárez son asesinados en las cercanías de 
la Penitenciaría de la Ciudad de México. Hecho que generó 
la indignación de los diferentes grupos revolucionarios, 
los cuáles se rebelaron, y sirvió para concentrar la lucha 
en un solo objetivo, derrocar al gobierno de Huerta a quien 
apodaron “el usurpador”. 


8 Serrano Álvarez, P.(Coordinador): Cronología de la revolución (1906-1917). 
Instituto nacional de estudios históricos de las revoluciones de México. 2011; p. 
153. 


9 Cfr. Serrano Álvarez, P.(Coordinador): Cronología de la..., p.153. 
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I.- Plan de gobierno de Victoriano Huerta 


1 22 de febrero Huerta presenta su plan de gobierno 
ante el Congreso de la Unión, con el reconocimiento 


de los Poderes Legislativo y Judicial, así como por la 
mayoría de las gubernaturas de los Estados. 

El plan de Huerta establecía varios puntos focales 
para lograr la pacificación del país, que en ese momento se 
encontraba en abierto conflicto armado, tanto en el campo 
mexicano como en el norte del país cuyos brotes rebeldes 
proliferaron a la sombra de Carranza. Estos puntos focales 
fueron los siguientes: 


“(...) Primero premió a sus aliados en el golpe de Estado. 
En segundo lugar, erradicó la agitación rural mediante 
sendos decretos de seguridad rural que contemplaban 
la formación de guardias armadas en las haciendas y 
fábricas textiles. En tercer lugar, para enfrentarse a los 
grupos rebeldes que pululaban en torno a Carranza, se 
abocó a aumentar los efectivos del ejército federal hasta 
un tamaño hasta entonces desconocido. En cuarto lugar, 
para atraerse el apoyo de los empleados del comercio, 
su secretario de Gobernación, Aurelio Urrutia, decretó el 
descanso dominical, y vigiló el cumplimiento riguroso 
del salario mínimo y de la jornada de trabajo entre 
los trabajadores de la industria textil. En quinto lugar, 
Huerta buscó militarizar la burocracia, las escuelas y 
universidades, desde profesores hasta alumnos, a imagen 
y semejanza de las repúblicas y monarquías castrenses. 
En sexto lugar, en represalia por no haberlo reconocido, 
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Huerta agitó dos banderas para provocar a los Estados 
Unidos: su secretario de Relaciones Exteriores, 
Federico Gamboa, les espetó que no tenían derecho a 
entrometerse en los asuntos internos de México, y para 
demostrarles de lo que era capaz, el gobierno de Huerta 
jugó una carta inédita para tales años: la amenaza de la 
expropiación de la industria petrolera. Finalmente, para 
demostrar el poco aprecio que le tenía a Félix Díaz, 
hizo de lado el compromiso pactado en la embajada 
americana que contemplaba (...).”* 


Derivado de lo anterior, Huerta comenzó a realizar 
acciones que coadyuvaran y garantizaran la pacificación 
del país. En particular, cabe destacar, la Ley de Amnistía 
publicada el 19 de marzo en el Diario Oficial, que concedía la 
amnistía a las personas que realizaron los actos subversivos 
de rebelión y sedición antes del 5 de marzo de 1913.'' 

Ley a todas luces pertinente y favorable a sus aliados en 
el golpe de Estado perpetuado contra el entonces Presidente 
Francisco I. Madero. Sin embargo esta ley también tenía el 
propósito de integrar a los revolucionarios antimaderistas y 
trata de formar una corriente a su favor entre los opositores 
a Félix Díaz y maderistas integrantes de la Cámara de 
Diputados. 


Zapata, Emiliano 


10 Ramírez Rancaño, M.: La república castrense de Victoriano Huerta. Estudios de 
Historia Moderna y Contemporánea de México, núm. 30, julio-diciembre, 2005; pp. 
167 y ss. 


11 Cfr. Bolívar Meza, R.: La prensa durante la presidencia interina de Victoriano 
Huerta (febrero-octubre de 1913). Estudios Políticos, novena época, número 48 
(septiembre-diciembre, 2019). 2019; p. 120. 
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H.- Oposición zapatista en la elección de gobernador de 
Morelos en 1912” 


I 11 de agosto de 1912 Antonio Melgarejo, diputado 
suplente de la XXII Legislatura del Estado de 


Morelos, por encargo de Emiliano Zapata, dirigió 
desde Jonacatepec, un telegrama a los electores del Colegio 
Local para hacer de su conocimiento que el candidato a la 
gubernatura del Estado, el Ingeniero Patricio Leyva no era 
del agrado de Zapata, razón por la cual quedaba condicionada 
la paz de la región hasta que no fuera sustituido. 


12 Vid in extenso: Suprema corte de justicia de la nación. Secretaría general de la 
presidencia. Centro de documentación y análisis, archivos y compilación de leyes. 
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Este telegrama fue considerado como un acto de 
hostilidad contra el gobierno y se inició una averiguación por 
el delito de sedición en contra de Zapata. 

Datos del Expediente!* 


DARE 


; Presidente municipal 
Denunciante 
de Cuernavaca 
Delito de sedición 
Penal/criminal 


Fecha de ingreso al 
juzgado de distrito ii 


Zapata, Emiliano 


13 Cfr. Suprema corte de justicia de la nación. Secretaría general de la presidencia. 
centro de documentación y análisis, archivos y compilación de leyes. 
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TIL- Cronología y descripción del expediente 


1 11 de agosto de 1912, Antonio Melgarejo, diputado 
suplente de la XXII Legislatura de Morelos, dirigió desde 


Jonacatepec, por encargo de Emiliano Zapata, un telegrama 
a los electores del colegio local para hacer de su conocimiento 
que el candidato a la gubernatura del estado de Morelos, 
ingeniero Patricio Leyva no era del agrado de Zapata, razón por 
la cual quedaba condicionada la paz de la región hasta que fuera 
sustituido. 


+ El presidente municipal de Cuernavaca Morelos pone 
en conocimiento del juez de distrito Rosendo Heredia, la 
comunicación recibida (telegrama), quien al advertir lo 
delicado de su contenido y de quien provenía (Emiliano 
Zapata), el 12 de agosto de ese año, emite el auto inicial por el 
cual se asienta que se recibió la comunicación del telegrama y 
se ordena formar el expediente correspondiente, radicado con 
el número 42, para averiguar el delito de sedición en contra de 
Emiliano Zapata; en el mismo auto se libra la requisitoria al 
juzgado de primera instancia de Jonacatepec para que el Sr. 
Melgarejo ratifique o no el citado telegrama y refiera en detalle 
la comisión encargada por Zapata. 

+ Mediante acuerdo de 21 de agosto de 1912, se emite 
requisitoria al juzgado de primera instancia de Jonacatepec a 
efecto de que se practiquen las diligencias pertinentes para que 
el Sr. Melgarejo ratifique o no el telegrama y de ser así, refiera 
en detalle la comisión que le dio Emiliano Zapata y entregue la 
carta original que dice conservar del propio Emiliano Zapata. 
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Por acuerdo de fecha 16 de octubre del mismo año, se ordenó 
girar exhorto al Juzgado de Distrito en Turno del Distrito 
Federal para diligenciar la requisitoria ordenada por el juez 
de distrito en Cuernavaca, el 12 de agosto, ya que Melgarejo 
no pudo declarar en Jonacatepec, por tener su domicilio en la 
ciudad de México. 

El 12 de marzo de 1913 se dio contestación al Exhorto, en el 
que se expresa que se libraron las órdenes respectivas para 
que el señor Antonio Melgarejo compareciera ante el Juez 
de Distrito en Morelos para la práctica de las diligencias 
respectivas. 

El 17 de marzo de 1913 se da la comunicación del Comisario 
del Distrito Federal al Juez de Distrito, en la cual se informa 
que se notificó al Sr. Melgarejo la orden de comparecencia 
para realizar las diligencias ordenadas por el Juez. 

En la foja 22 del expediente, consta la comparecencia del Sr. 
Melgarejo ante el Juez de Distrito en Cuernavaca a efecto de 
llevar a cabo la diligencia ordenada, en la que declaró “Que 
en la fecha a que se refiere este exhorto, recibió de Emiliano 
Zapata una carta que cree conservar en la que poco más o 
menos le decía que tenía motivos de que el exponente deseaba 
hablar con él, asuntos de pacificación y que ni el exponente 
quería llevar a buen término su objeto, comunicar a todos los 
electores, que por ningún motivo abrazan al Ingeniero Patricio 
Leyva, pues que si éste llegaba a la primera Magistratura del 
Estado, no se lograría la paz...” 

El 11 de julio de 1913 se emite Resolución. 
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TV.- Resolución 


1 11 julio de 1913, el Juez de Distrito en el Estado de 
Morelos, Rosendo Heredia, resolvió lo siguiente: 


“(...) ese era el deseo de todos los rebeldes 

encabezados por Emiliano Zapata, la sedición que con 
tal motivo se cometía es notoria, por estarse en el caso 
del artículo 1123 fracción 1* del Código Penal; pero que 
pues tal hecho enteramente cabe dentro del precepto 
del artículo 1% de la Ley de Amnistía de diez y nueve 
de marzo de este año, por eso con apoyo además en 
los artículos 253 fracción 2* y 256 del Código Penal y 
26, 273 y 274 del Federal de Procedimientos Penales 
resuelvo: 
Que para siempre está extinguida la acción penal 
correspondiente del delito de sedición que sirvió de 
materia al presente proceso, por lo que definitivamente 
concluido este, nunca habrá derecho para proceder por 
esta causa contra los delincuentes (....)”'* 


Como se puede observar en la resolución del expediente 
número 42 en materia criminal contra Emiliano Zapata por 
el delito de sedición, de fecha 11 de julio, el fundamento 
jurídico medular para determinar extinta la acción penal, fue 
lo prescrito en el artículo 1? de la Ley de Amnistía publicada 
el 19 de marzo de 1913, el cual textualmente dice: 


14 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Secretaría General de la Presidencia. 
Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes. 2019 (CP 
42/1912, foja 10 vuelta y 24). 
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“Art. 1? Se concede amnistía por los delitos de rebelión 
y sedición y los conexos a ellos, siempre que los primeros 
actos punibles se hubieren cometido antes del día 5 del mes 
en curso.” [...]”Art. 22 Quedan comprendidos en la amnistía 
los delitos del fuero de guerra que hayan servido de medio 
para la realización de los delitos mencionados en el artículo 
anterior.”** 

Para el momento histórico en el que se desarrolló el 
juicio criminal contra Zapata, la mencionada Ley de Amnistía 
tuvo un papel relevante, tanto jurídica, como políticamente, 
que generó resultados favorables para algunos, en especial 
para los militares perpetuadores del golpe de Estado en la 
denominada Decena Trágica, y molestias en otros, debido a 
que dicha ley otorgaba un indulto a los revolucionarios que 
hubieran cometido actos criminales en contra del gobierno, 
pero quien no se acogiera a ésta era perseguido legalmente. 
En el caso de Zapata esta ley le resultó benéfica, tanto para 
su persona como para la causa revolucionaria, aunque de 
dicho juicio parece jamás haberse enterado, pues en ningún 
momento se le llamó a declarar. !* 

Cuando me refiero a que esta ley fue motivo de malestar 
para algunos personajes, me refiero al mismo Zapata, ya que 
éste nunca apoyó al gobierno de Huerta por considerarlo 
“ilegal”, incluso el 30 de mayo (de 1913) se reformó el 
Plan de Ayala para combatir al “usurpador” Victoriano 
15 Diario de los Debates de la Cámara de Senadores, 23 de mayo de 1913, p. 8. 


Recuperado de http://infosen.senado.gob.mx/documentos/DIARIOS/1913_03_27- 
1913_05_31/1913_05_23_O.pdf 


16 Cfr. Suprema Corte de Justicia de la Nación. Secretaría General de la Presidencia. 
Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes. 
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Huerta hasta derrocarlo.'” Por lo tanto Emiliano Zapata al 
no reconocer el gobierno de Huerta, desconoce de igual 
manera las leyes emanadas del mismo, como es el caso, 
precisamente, de la Ley de Amnistía, a la que hace referencia 
en el manifiesto publicado el 4 de marzo de 1913, en el que 
desconoce al gobierno de Huerta: 


“En consecuencia, el gobierno ilegal del General 
Victoriano Huerta está muy lejos de corresponder a la 
Revolución; podrá representar al núcleo de científicos de 
neoconservadores, de prosélitos del sistema porfiriano, 
pero no al núcleo de revolucionarios de principios de 
todo un país que ninguna investidura le ha dado y debe, 
por decoro nacional, echarlo abajo y derrotarlo. 

Pero la audacia de los héroes del cuartelazo felicista 
ha ido más allá de lo inverosímil, cada día pregonan la 
rendición de millares de revolucionarios, promueven 
iniciativas de indulto y de amnistía para los que 
enarbolamos y sostenemos el lábaro del Plan de 
San Luis y, como si fuésemos huestes u hordas de 
bandidos, pues la verdad es que si nosotros merecemos 
que se nos brinde la amnistía o el indulto, los que han 
iniciado el cuartelazo para aprovecharse de los frutos 
de la revolución y el poder, también lo merecen, porque 
juraron fidelidad a un despotismo que ellos bautizaron 
con el nombre de “ilegalidad” y tremolaron entre sus 
manos tintas en sangre el pabellón negro de la traición 
para saciar torpes ambiciones y envenenados enconos, 


17 Cfr. Serrano Álvarez, P.:(Coordinador): Cronología de la..., p. 166. 
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haciéndose por lo tanto, reos en alto grado, de un delito 
que merece la pena capital, consignado en el código 
militar”.'* 

Es así como el carácter caprichoso de la historia pone en 
perspectiva los ideales y deseos de los hombres en su tiempo; 
así como la Ley de Amnistía exculpó a Zapata del delito 
denunciado en su contra, de igual forma esta ley representó 
una afrenta para los ideales y acciones de los revolucionarios 
que enarbolaron el Plan de San Luis, al ser emanada de 


l p l ¡a 
un gobierno considerado “ilegal” por haber cometido un E 
acto de traición no solo a la persona de Madero, sino a lo “3 
que el movimiento iniciado un 20 de noviembre de 1910 —= 


representaba y por el cual luchaba Emiliano Zapata. 


Zapata, Em 


18 Manifiesto de Zapata en el que desconoce al gobierno de Victoriano Huerta 1913. 
En  https://es.wikisource.org/wiki/Manifiesto_de_Zapata_en_el que desconoce _ 
al_gobierno_de Victoriano_ Huerta_(1913-03-04). Consultado el 19 de septiembre 
del 2019. 
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